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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS DEL ANTEPROYECTO DE 
CÓDIGO PROCESAL PENAL PARA LA REPÚBLICA 

DEL PARAGUAY  
 

INTRODUCCIÓN 
 

 1. En 1946, Víctor B. Riquelme, el Profesor de Derecho 
Procesal Penal que con su «Instituciones» y desde la cáte-
dra formó desde entonces a las sucesivas generaciones de 
abogados paraguayos, criticaba del sistema procesal vigen-
te, el exagerado predominio del modelo inquisitivo. «Este 
defecto gravísimo -resaltaba Riquelme-, socava la esencia 
de los principios que proclama la Carta Fundamental, que 
en diversos preceptos busca la  efectiva realización de las 
normas democráticas»1. 

 
 2. Hemos seleccionado esa cita porque ella destaca, con 
claridad, el punto central del problema actual: el proceso 
de democratización del país reclama, con urgencia, una 
transformación de su sistema judicial. No se trata de un 
simple cambio técnico, de la adopción de doctrinas moder-
nas, de un recambio de personas o de una adaptación de 
nuestras instituciones al espíritu del tiempo. Lo que necesi-
tamos -y debemos hacer- es reflexionar con profundidad y 
seriedad acerca de la función, el lugar y la organización de 
la administración de justicia en el contexto de la nueva so-
ciedad democrática que busca construir el Paraguay.  
 
 3. Por supuesto que ello es mucho más que un problema 
procesal, pero también es una cuestión que atañe al proceso 
penal. Retomando la famosa frase de James Goldschmidt -
que nuevamente Riquelme se encarga de recordarnos- 
«Los principios de política procesal de una nación no son 
otra cosa que segmentos de su política estatal en general. 
Se puede decir que la estructura del proceso penal de una 

                                                           
1 Víctor B. Riquelme; “Instituciones de Derecho Procesal Penal”, 
Tomo I, Editorial Atalaya, Buenos Aires, 1946, pág. 119. 
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nación, no es sino el termómetro de los elementos corpora-
tivos o autoritarios de su Constitución. Partiendo de esta 
experiencia, la ciencia procesal ha desarrollado un número 
de principios opuestos constitutivos del proceso. La mutua 
lucha de los mismos, el triunfo ya de uno, ya de otro, o su 
fusión, caracterizan la historia del proceso, en su tránsito 
del pasado al futuro del Derecho»2. 
 
 4. Desde esa perspectiva, y con ese espíritu, hemos des-
arrollado esta propuesta de «Anteproyecto de Código Pro-
cesal Penal» que presentamos para su discusión. El se basa, 
así lo creemos profundamente, en los principios fundamen-
tales de la Constitución de 1992, que establece las nuevas 
bases de nuestra sociedad política y busca una transforma-
ción profunda y estructural de la justicia penal. No hemos 
seguido el camino de las reformas parciales, de los parches 
insustanciales o de los meros cambios de palabras; al con-
trario, proponemos un cambio estructural, global y profun-
do, que remueva desde sus cimientos las viejas prácticas 
del sistema inquisitivo, que hunden sus raíces en el Estado 
colonial. 
 
 5. Con ello no creemos habernos apartado de la tradi-
ción jurídica y política de nuestro país, salvo para aquéllos 
que confunden las formalidades rutinarias de los tribunales 
con la cultura nacional. Desde el inicio del pensamiento 
independentista la construcción de la República ha sido 
una de nuestras tradiciones políticas y jurídicas, y a esa ta-
rea se han consagrado las más ilustres personalidades de 
nuestra historia. Sin embargo, después de casi dos siglos, 
tenemos aún una grave deuda con la República: construir, 
precisamente, una administración de justicia republicana, 
que ejerza su poder públicamente, que sea respetada por la 
sociedad y esté dispuesta a cimentar los valores de la tole-
rancia y el respeto a la dignidad humana; en fin, construir 
un Poder Judicial que, como señalaba Tocqueville, esté en 

                                                           
2 Riquelme, op. ct. pág. 40. 
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condiciones de convertirse en una de las grandes razones 
de la prosperidad de una república democrática3 . 
 
 6. Como es usual y corresponde a una buena técnica le-
gislativa, hemos tomado en cuenta la legislación compara-
da, los proyectos anteriores y nuestras leyes y jurispruden-
cia. En este sentido, puede decirse que este Anteproyecto 
se inscribe dentro de la corriente conformada por el Código 
Procesal Penal Modelo para Iberoamérica elaborado por el 
Instituto Iberoamericano de Derecho Procesal, tras casi 
veinte años de trabajo, el Código Procesal Penal Italiano, la 
reforma a la Ordenanza Procesal Penal Alemana, el proce-
dimiento abreviado, introducido en la Ley de Enjuicia-
miento Criminal Española, el Código Procesal Penal de 
Guatemala, los nuevos Códigos Procesales Penales de las 
Provincias de Córdoba y Tucumán, de la Argentina, el 
Proyecto de Código Procesal Penal del Ecuador y el Pro-
yecto de Código Procesal Penal de la República de El Sal-
vador.  
 
 7. También hemos tomado en cuenta el Anteproyecto 
de Código Procesal Penal para el Paraguay, elaborado por 
el Profesor Riquelme (1952) para algunas instituciones en 
particular -aunque no lo hemos seguido en sus líneas gene-
rales, ya que responde a otra época y a otra realidad-, y 
hemos atendido a la actual legislación y la jurisprudencia, 
en tanto ellas se apartan o moderan al sistema inquisitivo 
que se quiere remover de raíz. En términos generales, se 
puede decir que ello significa adoptar el sistema acusato-
rio, con las modalidades específicas que reclama nuestra 
realidad y dejar totalmente de lado el actual sistema inqui-
sitivo. 
 

                                                           
3 Alexis de Tocqueville: “La democracia en América”, traducción de 
Luis R. Cuellar, Fondo de Cultura Económica, México, 1957,  pág. 
307. 
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      8. Este es un texto para ser plenamente discutido por la  
sociedad. Queremos destacar este hecho, porque también 
significa un cambio importante. Tradicionalmente se ha en-
tendido que estos temas son puramente técnicos y que sólo 
un grupo selecto de abogados especialistas podían opinar 
con provecho. No concordamos con esta opinión. Al con-
trario, creemos que el problema judicial es un problema 
que atañe a todos los ciudadanos y que nadie puede ser in-
diferente al modo como se ejerce el poder penal del Esta-
do. Por supuesto que existen problemas técnicos, y por ello 
ponemos este texto a consideración de los especialistas. 
Pero la publicidad y oralidad de los juicios, la celeridad 
procesal, los derechos del imputado, la defensa de los in-
tereses de la  víctima, el papel del Ministerio Público, la 
lucha contra la impunidad y otros tantos temas vinculados 
directamente al sistema procesal no son puramente técni-
cos, y por ello presentamos el texto a consideración no sólo 
de la comunidad jurídica sino del conjunto de la sociedad.  
 
 9. La construcción de una administración de justicia 
democrática comienza con una discusión tolerante y abier-
ta sobre las distintas posibilidades de solución: ese es el 
sentido final de esta convocatoria y de la difusión que pro-
ponemos darle al Anteproyecto. Con ello esperamos que la 
preocupación mancomunada de los distintos sectores, per-
mitirá mejorar sustancialmente esta propuesta preliminar 
que sin duda requerirá de cambios, ajustes, correcciones y 
aclaraciones. Hasta donde nos ha sido posible revisar hasta 
el momento, no hemos encontrado contradicciones. Algu-
nas redundancias son intencionales, cuando la vigencia de 
cierta institución debe ser insistida. No podemos descartar 
que existan lagunas en el texto que proponemos, aunque se 
debe tener en cuenta que en todo momento hemos optado 
por una redacción no reglamentarista, que oriente pero a la 
vez deje espacio a una jurisprudencia rica y abundante. 
Nos parece que ello genera un sistema más flexible y más 
adaptable a una sociedad en un proceso de cambio acelera-
do. 
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 10. Finalmente no queremos ocultar que este es un An-
teproyecto elaborado por gente joven, a quienes no se les 
podrá reprochar falta de experiencia, y de preocupación y 
seriedad al momento de tomar las decisiones adoptadas, 
aunque no se concuerde con nuestra propuesta. Hemos 
atendido a la jurisprudencia y a la literatura jurídica produ-
cida en el país -no muy abundante, por cierto- y también 
hemos solicitado ayuda técnica, cuando los problemas eran 
complejos o nos faltaba información. Nos ha parecido im-
portante anotar el Anteproyecto con citas y pensamientos 
del Profesor Víctor B. Riquelme, no sólo para demostrar 
que muchas de las instituciones y los cambios ahora pre-
sentados ya eran reclamados cincuenta años atrás, sino 
porque sería injusto que se discutiera en el Paraguay una 
reforma procesal penal sin tener en cuenta -incluso para 
contradecirlo- el pensamiento del principal procesalista que 
hemos tenido y cuya obra nos ha servido de base a todos, 
aunque ahora necesite de crítica y actualización. A través 
de este tributo, también queremos dejar expresado nuestro 
agradecimiento a los Profesores que nos formaron y nos 
acercaron a los problemas procesales, los Dr. Jerónimo Ira-
la Burgos, Alejandro Encina Marín y José Emilio Goros-
tiaga. 
 
 11. Esta es una propuesta abierta. La reforma procesal 
penal será más fructífera si la precede una discusión pro-
funda y seria. No aspiramos al consenso de todos, pero sí a 
que todos atiendan las razones que inspiran este cambio. 
No existe ninguna legislación perfecta; ni siquiera conta-
mos hoy día en nuestro país con la base estadística y los 
instrumentos de información  y análisis empírico necesa-
rios para determinar tendencias sociales, más o menos se-
guras. Sin embargo, las líneas maestras de la nueva justicia 
penal que proponemos no surgen inductivamente de nece-
sidades sociales sino que es el resultado de la derivación 
política de postulados constitucionales, que hacen al sus-
tento básico de una sociedad pluralista, democrática, tole-
rante y con capacidad para solucionar sus conflictos en el 
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marco del Derecho y con la menor cuota de violencia posi-
ble. 
 

NECESIDAD DE TRANSFORMAR LA JUSTICIA 
PENAL EN PARAGUAY 

 
 12. El Paraguay, con la promulgación de la Constitu-
ción Nacional de 1992, ha iniciado el derrotero democráti-
co, consustanciado con la aspiración de un pueblo sufrido y 
con la situación política de los demás países del cono sur, 
cuya influencia es innegable en el contexto histórico de la 
política estatal, desde el período independentista hasta hoy 
día. 
 
 13. Cuando la nueva Ley Fundamental entró en vigen-
cia en junio del 1992, toda la sociedad, y principalmente la 
comunidad jurídica quedó convencida de que ello era ape-
nas el primer paso del camino transicional y que como se-
gundo esfuerzo, se necesita imperiosamente una profunda 
reforma judicial y legislativa en todas las áreas, con mayor 
razón, debido a los valores humanos que interactúan, la 
transformación del sistema penal positivo. 
 
 14. La reforma del Poder Judicial, y dentro de ella la 
reorganización de la justicia penal, pasa no sólo por la re-
estructuración de sus recursos humanos sino también y 
acaso más importante aún, por la individualización, crítica 
y cambio de los factores estructurales que posibilitan el 
mantenimiento de un sistema penal ineficaz, lento y onero-
so, ciego a la justicia social y que origina más conflictos de 
los que pretende solucionar. 
 
 15. En ese sentido, dentro de una reforma global, el An-
teproyecto de Código Procesal Penal que estamos entre-
gando se dirige hacia una ruptura de la política criminal 
conservadora a través de la irrupción de un sistema penal 
comprometido con el sentir común del pueblo en relación 
directa con la seguridad jurídica y la seguridad ciudadana, 
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fluctuando entre un cuadro de derechos y garantías consti-
tucionales inalienables y las fórmulas políticas para permi-
tir el más amplio acceso a la justicia y la represión del abu-
so de autoridad y la corrupción. 
 
 16. El Código de Procedimientos Penales vigente surge 
en las postrimerías de la segunda década luego de la guerra 
grande, de la mano de dos dignos exponentes de la inmi-
gración culta, que llegó al Paraguay, los españoles Don Ri-
cardo Brugada y el Dr. Ramón Zubizarreta, quienes toman 
como fuente las legislaciones de España y Argentina; de 
España, las leyes de enjuiciamiento criminal anteriores al 
Código de 1882 y de la Argentina, el Código de 1888 a 
instancias del proyecto de Manuel Obarrio, que al decir de 
Vélez Mariconde, «nació viejo y caduco, no sólo con refe-
rencia a las demás legislaciones extranjeras y a la doctrina 
francesa e italiana que ejercieron directa influencia en Es-
paña, sino con relación a la propia legislación de la Madre 
Patria, donde ya estaba en vigor el código de 1882»4.   
    
 17. Si la propia fuente directa es vetada por «vieja y ca-
duca», ¿cómo correspondería calificar a su producto, nues-
tro Código de Procedimientos Penales vigente,  hoy  día  
más  que    centenario? 
 
 18. La adopción del modelo propuesto por los comisio-
nados, no fue difícil de aceptar, tomando en consideración 
los casi trescientos años de colonización, que permitieron 
la internalización de un sentido particular de concebir la 
realidad, propio de la «cultura inquisitiva», caracterizada 
como «un modo burocrático y formalista de administrar la 
justicia y comprender el derecho»,5 pues como todo país 
colonizado por España, el Paraguay recibió el modelo pro-

                                                           
4 Vélez Mariconde, Alfredo: “Derecho procesal penal”, Lerner, Cór-
doba, 1986, vol. I,  pág. 197. 
5 Binder, Alberto: “Perspectivas de la Reforma Procesal Penal en 
América Latina”, Ed. C.P.U., Santiago de Chile, 1993,  pág. 20. 
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cesal inquisitivo aplicado en la “península” desde el siglo 
XVI. 
 
 19. Según Riquelme, nuestro sistema procesal es mixto, 
aunque «padece de exagerado predominio de las formas 
inquisitoriales»; nosotros por el contrario, consideramos 
que aquéllas, justamente, son las que marcan la diferencia 
entre los sistemas, y no, la distinción de las etapas procesa-
les en sumario y plenario. Consideramos que las institucio-
nes características del modelo inquisitivo son las que es-
tructuran el sistema de nuestro código; a saber: el secreto 
del sumario, los límites al derecho a la defensa, la instancia 
que puede ser iniciada de oficio por el juez, la instrucción y 
la sentencia a cargo del mismo juez, la intervención del 
fiscal como simple controlador de las formas y la legali-
dad, el sistema probatorio articulado en torno a la con-
fesión, la prisión preventiva como regla, utilizándose la 
abstención de declarar en contra del imputado y los indi-
cios a criterio del juez, para ordenarlo; y agregándole a to-
dos estos caracteres, las implicaciones propias de un pro-
cedimiento escrito. 
 
 20. Podemos afirmar que el estado crítico de la justicia 
penal en el Paraguay se encuentra latente desde hace más 
de 60 años. Paradójicamente, ya el Prof. Teodosio Gonzá-
lez enumeraba como uno de los «Infortunios del Para-
guay»6, a la administración de la justicia; criticando la mo-
rosidad judicial y arremetiendo contra ella exclamaba, “la 
justicia es lenta y cara hasta lo increíble, todos los pleitos 
se eternizan y cuestan diez veces de lo que debieran y el 
pueblo no tiene fe y confianza en los jueces”. “El clamor 
público contra la lentitud de la administración de justicia es 
incesante, general, y aumenta de día en día”. “Y este mal, 
hecho crónico, produce en el pueblo un desconcierto, un 
pesimismo, una sensación de malestar tan penosa que no se 

                                                           
6 González, Teodosio: “Infortunios del Paraguay”, Asunción, 1982, 
pág. 340. 
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sabe como ha podido prolongarse tanto tiempo, sin haber 
dado lugar a conflictos muy graves, dado que, como dice 
un jurisconsulto, la  lentitud  de  la  justicia,  equivale  
prácticamente  a  la  falta  de  justicia”. Tales expresiones 
alcanzaban también a la onerosidad de los juicios, a la rec-
titud del juez y a la seguridad jurídica, puesta en duda ciu-
dadana.  
  
 21. El procedimiento escrito, hoy como ayer, es el que 
permite la morosidad judicial y su correspondiente onero-
sidad, a través: de las vistas obligadas a las partes por sepa-
rado; de las excepciones dilatorias de previo y especial 
pronunciamiento; de los recursos y sus plazos; de la posibi-
lidad de recurrir a la segunda y hasta la tercera instancia, 
por inconstitucionalidad ante la Corte Suprema de Justicia. 
 
 22. Otro de los problemas actuales de la administración 
de justicia, y que ya el Dr. González se encargaba de re-
prochar, es la falta de inmediación de los jueces y la cen-
tralización de la organización judicial, con relación a las 
circunscripciones del interior del país. «En la campaña 
puede decirse que hasta ahora no hay justicia, no obstante 
ser un principio elemental de buen gobierno, que la justicia 
debe estar cerca de aquellas que necesitan de su amparo». 
 
 23. A pesar de la conformación de las circunscripciones 
judiciales del interior del país, la situación denunciada por 
el autor citado, aún es palpable y problemática en aquellas 
localidades alejadas de estas sedes; y con relación a la in-
mediación judicial, la delegación de funciones jurisdiccio-
nales que realizan los jueces al no presenciar las declara-
ciones, sean indagatorias o testimoniales, entre otros actos, 
echan por el suelo la aplicación positiva de aquel principio.  
 
 24. Como mencionamos, la realidad de la situación crí-
tica de la administración de justicia en el Paraguay, se re-
fleja cual espejismo que revela las falencias latentes de un 
sistema más que  centenario, pero impotente de sobresalir 
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del caos en que se encuentra, y que arrastra consigo la car-
ga pesada de afectar a bienes jurídicos inalienables del ser 
humano, como ser la libertad y su dignidad.  
 
 25. Al respecto, en la obra mencionada, Teodosio Gon-
zález también censuraba la situación de los recluidos sin 
condena, que ya en su época significaba un porcentaje ele-
vado con relación al total de los reclusos, exponiendo ci-
fras, que comparativamente, según la escala demográfica 
resultan alarmantemente actuales; al efecto, recordemos 
textualmente sus expresiones: «Por una nota del Ministerio 
del Interior supo el país, que, de ochocientos recluidos en 
la cárcel pública solamente veinticinco o treinta son con-
denados. Todos los demás son presos, que se encuentran 
recluidos preventivamente a la espera de su sentencia y to-
davía pueden resultar inocentes, después de haber sufrido 
por meses y años, los horrores de la cárcel, al par que haber 
irrogado ingentes gastos al Estado en su manutención diar-
ia». 
 
 26. El porcentaje deducible de las cifras citadas delata 
la triste realidad de que entre el 94 y el 97 % de los reclui-
dos en nuestras cárceles eran presos sin condena.  
 
 27. En 1983, las cifras encontradas por Elías Carranza y 
otros en una investigación del ILANUD (Instituto Lati-
noamericano de las Naciones Unidas para la prevención 
del delito y tratamiento del delincuente), demostraban que 
en el año 1981 el Paraguay lideraba la «lista negra» de paí-
ses con mayor índice de presos sin condena en América 
Latina7.  La relación de las cifras se realizó conforme a las 
estadísticas oficiales que detallaban que la Penitenciaría 
Nacional de Tacumbú presentaba un porcentaje de 94.25 % 
de prevenidos y un 5.75 % de condenados.  

                                                           
7 Carranza, Elías y otros: “El Preso sin Condena en América Latina y 
el Caribe”, ILANUD, San José, 1983, pág. 23. 
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 28. En 1990, una investigación de campo realizada por 
Modesto Elizeche y otros8,   denunciaba que de un total de 
2.234 recluidos en las cárceles del país, 2.058 eran presos 
sin condena (92.12 %) y 176 condenados (7.88 %); poste-
riormente, una reciente investigación del ILANUD9,  reite-
raba la situación crítica del elevado índice de presos sin 
condena en América Latina, que haciendo relación con las 
cifras mencionadas, demostraba que nuevamente el Para-
guay encabezaba la “lista negra”. 
 
 29. En los parágrafos anteriores, hemos revisado some-
ramente algunos de los puntos críticos del proceso penal 
vigente que hacen mella en la situación actual de la justicia 
penal en nuestro país; en ese sentido, los datos y cifras pre-
cedentes denuncian la violación sistemática de principios 
constitucionales y procesales garantistas, aquellos que pro-
curan evitar que la aplicación del «ius puniendi» estatal sea 
arbitrario. El objetivo esencial de estos principios es la pro-
tección de los Derechos Fundamentales del ser humano, y 
como se aprecia en la realidad, el sistema procesal penal 
vigente los vulnera diariamente. 
 
 30. En otro nivel, se podría decir que el sistema proce-
sal penal fluye permanentemente entre dos direcciones, ge-
neralmente entendidas como contradictorias: las garantías 
procesales, y la eficiencia del proceso. Es decir, entre las 
garantías descriptas en el parágrafo precedente, y la efi-
ciencia del proceso que busca lograr la mejor y mayor apli-
cación posible del poder penal coercitivo. Entonces, de la 
distinción entre la efectiva aplicación del «ius puniendi» 
estatal y de los frenos interpuestos por los límites garantis-

                                                           
8 Elizeche, Modesto y otros: “Sistema Penitenciario y reacción estatal 
contra la criminalidad”, Cidsep, Facultad de Ciencias Jurídicas y Di-
plomáticas, U.C., Asunción, 1990, pág. 121. 
9 Carranza, Elías y otros: “Sistemas Penitenciarios y alternativas a la 
prisión en América Latina y el Caribe”, ILANUD, Depalma, 1992, 
Buenos Aires, pág. 8. 
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tas, se puede inferir si un sistema procesal se inclina hacia 
una u otra tendencia.  
 
 31. Por lo expuesto en los parágrafos precedentes, nos 
es fácil afirmar que nuestro sistema procesal penal positivo 
no puede ser entendido como garantista, a pesar de la 
Constitución. Entonces, es preciso comprobar su nivel de 
eficiencia. 
 
 32. La eficiencia de un sistema procesal se puede verifi-
car por medio de la relación entre el total de procesos ini-
ciados y los que llegan a sentencia definitiva o que termi-
nan con una resolución judicial. 
 
 33. De acuerdo a estadísticas actuales, la mayoría de los 
procesos no culminan con una resolución judicial, sino por 
el archivamiento del expediente, demostrando inclusive un 
alto índice de parálisis procesal, que es fácilmente com-
probable con una investigación sobre el estado de los jui-
cios o de las formas en que ellos terminan. 
 
 34. Al respecto, tomamos como parámetro el trabajo 
realizado por Modesto Elizeche y otros10, en donde se pue-
de observar que del total de 241 sumarios instruidos en una 
secretaría de un juzgado en lo criminal en la Capital en el 
año 1987, y tomando en consideración la situación de 276 
imputados:   
 a) en 95 casos, a pesar de las diligencias sumariales, no 
se logró la detención del imputado y el proceso no prosi-
guió; 
 b) en 43 casos se paralizó el sumario luego del levan-
tamiento de la detención;  
 c) en 83 casos, el juez permitió la excarcelación provi-
soria del imputado, archivándose desde allí el expediente; 
 d) en 5 casos se procedió a la revocatoria del auto de 
prisión preventiva; 

                                                           
10 Elizeche, Modesto y Otros: Op. cit., pág. 141 y sgtes. 
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 e) en 28 casos al imputado se le concedió la libertad por 
haber permanecido recluido el tiempo máximo de la pena 
que se esperaba si era condenado (Libertad por compurga-
miento de pena); 
 f) en 2 casos, se firmó su libertad por prescripción de la 
acción penal y por perención de la instancia, respectiva-
mente; 
 g) en 12 casos los procesos se hallaban en estado de 
sentencia; 
 h) en 8 casos, se dictaron sentencias absolutorias o so-
breseimientos; y, 
 i) en ningún caso se dictó sentencia condenatoria. 
 
 35. Es evidente que toda la ciudadanía, clama por una 
reforma del Poder Judicial. Lo leemos en los periódicos, lo 
escuchamos por la radio, lo vemos en la televisión, lo pal-
pamos en la cotidianeidad de nuestras actividades; senti-
mientos, que sin ánimo de distinguir entre sentido común e 
intelectualidad, se nos presenta más claramente en las ex-
presiones de nuestros maestros. Así, el Prof. Alejandro En-
cina Marín, en sus «Postulados Republicanos para la De-
mocracia», dictados en 1986, profetizaba que la «Paz, ver-
dad y justicia deberán constituirse en los pilares sobre los 
que se basamente una marcha cierta hacia una convivencia 
democrática en la que el pueblo demande el estricto y fiel 
cumplimiento de un mandato que siempre otorga con la 
confianza de que será ejercido para su verdadero bienes-
tar11»  . Hoy, a cinco años de haber iniciado la senda de-
mocrática, el pueblo exige el cumplimiento de los nuevos 
postulados constitucionales que giran en torno a la reforma 
del único Poder del Estado que aún no fue reestructurado, 
y consecuentemente, la transformación total del sistema 
penal imperante. 
 

                                                           
11 Encina Marín, Alejandro: “Postulados Republicanos para la Demo-
cracia”, Asunción, 1986. 
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 36. El Prof. José Emilio Gorostiaga nos expone, «Nada 
puede ser más nefasto para un pueblo que haber perdido la 
fe en la justicia», al explicar que toda iniciativa de reforma 
del sistema penal dentro de un contexto protector de los 
Derechos Humanos, no puede abordarse haciendo abstrac-
ción de los problemas sociales. «De nada servirán los 
enunciados de los derechos y garantías que consagra nues-
tra Constitución, si no encuentran en las fuerzas de un Po-
der Judicial independiente y bien estructurado los resortes 
procesales  idóneos  para  la  protección  de  las  garantías 
enunciadas12». 
 
 37. En «Miserias, Perspectivas y Esperanzas de Nuestro 
Proceso Penal», el Prof. Jerónimo Irala Burgos, al referirse 
al Código de Procedimientos Penales, reclama «que acaba 
de cumplir un siglo de vigencia, y que adolece, para nues-
tro tiempo, de lagunas, deficiencias y anacronismos que 
exigen un cambio radical y no meras reformas13».  
 
 38. Para explicar los intentos de reforma procesal, nos 
remitimos nuevamente al Dr. Teodosio González, quien ya, 
aproximadamente hace sesenta años se quejaba del lento 
tratamiento legislativo que recibían los proyectos de re-
forma del Código de Procedimientos, a su entender, para 
entonces, anticuado e ineficaz. «Hace mucho que el clamor 
público reclama con insistencia la reforma de las leyes 
procesales, por considerar a estas, por lo que tienen, y por 
lo que no tienen, más bien una rémora para la buena ad-
ministración de justicia».  
 

                                                           
12 Gorostiaga, José Emilio: “Los Movimientos de la Reforma del Sis-
tema Penal y la Protección de los Derechos del Hombre”. Seminario 
Internacional de Asunción en el ámbito del Mercosur, Biblioteca del 
Instituto de Ciencias Penales del Paraguay, Asunción 1994, pág. 49. 
13 Irala Burgos, Jerónimo. “Miserias, Perspectivas y Esperanzas de 
Nuestro Procedimiento Penal”, en la Revista LA LEY, Editorial LA 
LEY, 1993, pág. 13. 
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 39. Al distinguido codificador de la ley penal de fondo, 
también se le había encargado por el gobierno nacional, en 
el año 1905, la elaboración de la ley penal de forma, sim-
ultáneamente con el Dr. José E. Pérez, quien debía redactar 
un anteproyecto de Código Procesal Civil y Comercial; el 
proyecto de Código Procesal Penal fue presentado un año 
después a la Cámara de Senadores, donde quedó archivado, 
y al decir de su proyectista, ni siquiera figuró en el orden 
del día de los temas a tratar por los legisladores, por más 
de veinticinco años. 
 
 40. En 1952, el Prof. Víctor B. Riquelme elaboró un 
«Anteproyecto de Código Procesal Penal para el Para-
guay», siguiendo los lineamientos trazados en su «Institu-
ciones», adoptando las tendencias modernas que dejaban 
atrasado al Código de Obarrio; dos años más tarde, el autor 
público la exposición de motivos del anteproyecto, a los 
efectos de impulsar su estudio legal. Lastimosamente, el 
anteproyecto es publicado en un período complicado de la 
historia política de nuestro país, por lo que el mismo no tu-
vo pronunciamiento legislativo. 
 
 41. Actualmente, luego de la promulgación de la Cons-
titución Nacional, han surgido iniciativas de los tres pode-
res del Estado, y de organismos no gubernamentales, que 
promovieron intensos debates y estudios acerca de la re-
forma legal del sistema penal vigente, existiendo en el seno 
de la comunidad jurídica, un consenso tácito de la imperio-
sa necesidad de la reforma radical de tal sistema. 
 

MÉTODO DEL ANTEPROYECTO 
 
 42. El Anteproyecto se basa en una idea simple pero 
eficaz a la hora de facilitar su comprensión. Por una parte, 
establece una PARTE GENERAL, en la que se desarro-
llan todas las instituciones procesales comunes, presentes 
en todos los procedimientos y que conforman sus elemen-
tos y materia. Esta Parte General se basa en una considera-
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ción estática de estas instituciones, estableciendo sus ca-
racterísticas, formas y finalidades.  
  
 43. La Parte General del Anteproyecto se divide en seis 
libros. Un Libro Preliminar en el que se desarrollan los 
principios y garantías procesales y el régimen de la acción, 
tanto penal como civil. Este Libro constituye el cimiento 
de todo el edificio procesal y por ello lleva el nombre de 
Fundamentos. Los siguientes libros desarrollan las institu-
ciones relativas a la organización judicial y los sujetos pro-
cesales ( Libro Primero), la actividad procesal normal y de-
fectuosa (Libro Segundo), los medios de prueba (Libro 
Tercero), las medidas cautelares (Libro Cuarto) y las costas 
e indemnizaciones ( Libro Quinto).  
  
 44. Todas estas instituciones estarán presentes en los 
distintos procedimientos y por ello tienen un carácter gene-
ral. Estamos convencidos que esta división facilitará la 
comprensión, la discusión y la enseñanza del Anteproyec-
to. 
 
 45. La Segunda Parte del Anteproyecto está dedicada a 
los PROCEDIMIENTOS. Aquí, al contrario de lo que su-
cede en la  Parte General, lo que prima es la consideración 
dinámica de las instituciones. Todos los elementos proce-
sales incluidos en la Parte General ahora se ponen en mo-
vimiento para lograr las finalidades del proceso.  
 
 46. Esta Segunda Parte se compone de  cuatro libros. En 
el libro primero se desarrolla el procedimiento ordinario 
que concluye con el juicio oral y público. En el segundo li-
bro se desarrollan procedimientos especiales y, entre ellos, 
el procedimiento para el ejercicio de la acción civil en el 
proceso penal. En el libro tercero se desarrollan los recur-
sos, aplicables a todos los procedimientos, y en el cuarto el 
proceso de ejecución de todas las resoluciones judiciales, 
aunque se desarrolla con mayor precisión el procedimiento 
judicial de ejecución de las penas, a cargo de un juez de 
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ejecución, encargado, además, de la vigilancia y control 
del sistema penitenciario.  
 
 47. Este es el esquema general del Anteproyecto, cuyas 
instituciones en particular, serán explicadas en los párrafos 
que siguen. 
 

FUNDAMENTOS DE LA PARTE GENERAL 
 

I. PRINCIPIOS Y GARANTÍAS PROCESALES. 
   
 48. La Constitución Nacional establece los principios 
fundamentales del ordenamiento jurídico-penal, es decir, 
los presupuestos jurídicos del «ius puniendi» del Estado y 
como límite, los Derechos, y Garantías de los ciudadanos. 
En ese sentido, los derechos procesales y las garantías del 
debido proceso, son principios que tienen jerarquía consti-
tucional, a través de los distintos artículos contenidos en el 
Título II de la Primera parte de la Ley Fundamental. 
 
 49. El artículo 17 establece los derechos básicos de las 
personas sometidas a proceso penal, o a cualquier otro del 
cual pueda derivar una sanción; y en el inciso 3) dispone: 
«que no se le condene sin juicio previo fundado en una ley 
anterior al hecho del proceso, ni que se le juzgue por tribu-
nales especiales». De este postulado resultan los siguientes 
principios:  
 a) del juicio previo, que se desprende: de la legalidad 
del proceso, por el cual toda persona tiene derecho a que se 
le juzgue conforme a una ley que disponga con anteriori-
dad el procedimiento a seguir; de la legalidad del delito y 
de la pena, por el cual la ley penal debe ser anterior a toda 
sanción (nullum crimen, nulla poena sine lege praevia); y 
de la necesariedad del proceso previo (nulla poena sine iu-
dicio); y,  
 b) del juez natural, por el cual la sentencia del juez 
competente, designado con anterioridad conforme a la 
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Constitución y las leyes, es la única fuente legítima para 
limitar definitivamente la libertad. 
 

50. Un principio correlativo al de los jueces naturales es 
el de la competencia, independencia e imparcialidad de los 
jueces y tribunales, garantizada por la Constitución en la 
última parte del artículo 16. A través de nuestra propuesta 
se pretende establecer la aplicación efectiva de tales prin-
cipios, que son postulados comunes a toda Constitución, 
pero fácilmente vulnerados en el proceso, a falta de medios 
adecuados de aplicación y control. 
 
 51. El principio de inocencia, que implica la presunción 
de inocencia o el derecho a ser tratado como inocente du-
rante el proceso, se origina históricamente en las ideas del 
Iluminismo. En la Declaración de los Derechos del Hom-
bre y del Ciudadano de la Revolución Francesa, se afirmó 
que a todo hombre se lo presume inocente hasta que haya 
sido declarado culpable. Posteriormente se extiende el 
principio en la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas del 10 de diciembre de 
1948; en formulación análoga, la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos la ratifica. La Constitución lo ga-
rantiza en el artículo 17, inciso 1. Nuestra propuesta pros-
cribe el tratamiento procesal de un imputado como culpa-
ble y prohibe a toda autoridad pública presentarlo como tal. 
 
 52. El juez para condenar debe tener certeza de la auto-
ría y responsabilidad del imputado.  Si solo tiene un cono-
cimiento probable del hecho que se investiga o de quién 
fue su autor, debe absolver, aún cuando no esté íntimamen-
te convencido de la inocencia del imputado, pues éste goza 
del derecho a que se presuma ese estado jurídico.  Si uno 
vincula la obligación que tiene el Juez de averiguar la ver-
dad con el estado jurídico de inocencia, advierte claramen-
te que si el órgano jurisdiccional no acredita el delito que 
se le recrimina al imputado, el estado jurídico de inocencia 
permanece inalterable, y por ende corresponde la absolu-
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ción del mismo. Por lo tanto, en caso de duda debe estarse 
a lo más favorable al imputado. Este principio, en los Có-
digos Procesales modernos, se extiende a las resoluciones 
sobre libertad provisional, excarcelación y a la sentencia 
definitiva.   
 
 53. El artículo 16 de la Constitución Nacional establece 
que la defensa en juicio de las personas y de sus derechos 
es inviolable; y el inciso 5) del artículo 17 agrega que tiene 
derecho a defenderse por si mismo o a ser asistido por de-
fensores a su elección.  
 Si bien la Constitución habla de la inviolabilidad de la 
defensa en juicio, el concepto no se refiere sólo al debate, 
sino que se refiere a los actos de procedimientos previos, y 
también a los del juicio propiamente dicho.  La garantía 
funciona desde el momento que el imputado es señalado 
como posible partícipe en un hecho punible, ante cualquier 
autoridad competente para entender del hecho. Desde ese 
momento, la Constitución le confiere todos los derechos 
que son asignados por la ley al imputado. 
 El imputado frente al proceso (en sentido amplio, com-
prendiendo desde el primer acto de procedimiento), tiene el 
derecho a intervenir activamente y conocer los cargos que 
existen en su contra, a declarar libremente con relación al 
hecho que lo incrimina, o abstenerse de hacerlo si lo pre-
fiere, de ofrecer las pruebas que hacen a su descargo, de 
alegar razones que asistan a su derecho para obtener del 
Juez la pretensión que afirma y a defenderse personalmen-
te.  
 El derecho del imputado a ser oído se complementa con 
el de ser defendido, y a su vez, con el derecho a solicitar el 
auxilio de un traductor o intérprete para que lo asista efec-
tivamente en su defensa, cuando lo necesite. 
 
 54. El imputado tiene derecho a ser juzgado y condena-
do solamente una vez por un mismo hecho; en ese sentido, 
no se pueden reabrir procesos fenecidos, salvo la revisión a 
favor de sus pretensiones. Este principio regulado constitu-
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cionalmente por el artículo 17 inciso 4), es una garantía re-
lacionada con la seguridad jurídica de los derechos proce-
sales de las personas. 
 
 55. El principio de la igualdad ante la ley, es un derecho 
fundamental del ser humano, reconocido en nuestra consti-
tución, derivado del principio genérico de la igualdad de 
las personas, como lo establecen los artículos 46 y 47; so-
bre la base de los cuales proponemos establecer criterios 
específicos de igualdad procesal. 
 
 56. Las disposiciones relativas a la hermenéutica jurídi-
ca no han sido modificadas, siguen vigentes la proscripción 
de la analogía y de la interpretación extensiva cuando per-
judiquen el ejercicio de los derechos del imputado en el 
proceso; y por otro lado, las normas que restrinjan la liber-
tad personal, limiten facultades o impongan sanciones pro-
cesales, deberán ser indefectiblemente interpretadas en for-
ma restrictiva. 
 
 57. Como corolario del principio de legalidad, surge el 
de la irretroactividad de la ley, salvo aquella más favorable 
al imputado o condenado, conforme a la Constitución en su 
artículo 14; y como consecuencia, corresponde su aplica-
ción procesal. 
 
 58. Los derechos y garantías procesales contenidos en 
la Constitución, los adoptados por ratificación de los ins-
trumentos internacionales, y los propuestos en el Antepro-
yecto, son verdaderos límites al uso arbitrario del poder 
juzgador, por lo tanto, no pueden hacerse valer en perjuicio 
de los sujetos de tales derechos. Por lo mismo, estas garan-
tías deben extenderse a todo procedimiento que culmina o 
puede culminar con la imposición de una pena o medida de 
seguridad, o una sanción similar en sustancia; fundamenta-
do en la característica de «derecho constitucional aplicado» 
que posee el derecho procesal.   
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II. ACCIONES QUE NACEN DE LOS DELITOS. 
 
 59. El ejercicio de las acciones que nacen de los delitos 
está contemplado en el Título II del Capítulo I del Ante-
proyecto. La acción penal será pública o privada. Cuando 
es pública su ejercicio corresponde al Ministerio Público, 
como representante de la sociedad ante los órganos juris-
diccionales, conforme a los artículos 266 y 268 de la Cons-
titución, sin perjuicio de la participación concedida a la 
víctima, o a los ciudadanos. El ejercicio de la acción penal 
pública dependerá de instancia de parte, sólo en aquellos 
casos previstos expresamente en el Código Penal y en las 
leyes especiales, respetando el interés de la víctima. 
 El ejercicio de la acción pública le corresponde al órga-
no acusador de acuerdo con el principio de legalidad, o sea, 
de la obligatoriedad del ejercicio de la acción penal. De es-
te modo el Ministerio Público deberá investigar y en su ca-
so plantear la acusación respecto a todos los delitos que 
lleguen a su conocimiento, salvo las excepciones previstas. 
 
 60. Se reconocerá la posibilidad de que el Ministerio 
Público no ejercite la acción penal, basado en criterios de 
oportunidad o de discrecionalidad, en situaciones en que lo 
amerite la insignificancia del delito, o la escasa contribu-
ción o culpabilidad del partícipe; o en los casos de arrepen-
timiento; o cuando el imputado haya sufrido una pena na-
tural; o para los casos de saturación de penas. Siempre y 
cuando el imputado cumpla ciertas condiciones tendientes 
a reparar el daño causado. 
 
 61. Se permitirá también la suspensión del proceso, 
siempre que el imputado haya reparado el daño ocasionado 
y obligado a cumplir las reglas y exigencias establecidas 
condicionalmente. Esta institución tiene su fuente doctrinal 
y judicial en los sistemas procesales anglosajones que per-
miten la «probation». 
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 62. Todos estos principios son innovaciones en nuestra 
legislación procesal penal que otorgan amplias facultades 
al Ministerio Público sobre todo en la etapa de investiga-
ción para buscar el fundamento de una acusación formal o 
a falta de él, archivar o requerir el sobreseimiento. Son 
propuestas basadas en criterios de economía procesal y en 
medidas alternativas a los procesos largos y onerosos. 
 
 63. Una innovación importante del Anteproyecto, de 
gran  trascendencia práctica, se basa en una redefinición de 
las relaciones entre la acción pública y la acción privada. 
Tradicionalmente se había entendido que la  acción pública 
era una manifestación de que todo delito afectaba al con-
junto de la sociedad y que, por lo tanto, el representante de 
ese interés era el Estado. No se trata de dejar de lado el 
concepto de interés social en el castigo de los delitos, pero 
lo que una percepción extremadamente estatista de esta 
concepción no advirtió, es que el interés público en el cas-
tigo no debía postergar en términos absolutos al interés 
privado del ofendido por el delito. Si alguien roba el dinero 
de una persona, ciertamente existe un interés social en pro-
teger los bienes de los ciudadanos, la cual no significa que 
el dinero robado deje de afectar a una persona en particu-
lar, quien debe tener algún tipo de satisfacción para cum-
plir verdaderamente con las finalidades de pacificación so-
cial que tiene la administración de justicia. La acción pú-
blica, como ya lo sostenía Riquelme, también debe hacerse 
cargo de los intereses privados, como un fin legítimo del 
proceso penal. 
  
 64. Sobre la base de estas consideraciones, hemos es-
tablecido en el Anteproyecto diversas instituciones, tales 
como el retiro de la instancia, la extinción de la acción pe-
nal por la reparación de los daños en los delitos de conte-
nido patrimonial o los culposos y diversas formas de conci-
liación que buscan darle importancia a los intereses priva-
dos y rescatar, como veremos más adelante, el papel de la 
víctima en el proceso penal. 
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 65. Hemos establecido un  caso especial de extinción de 
la acción penal aplicable a los delitos que afecten bienes 
jurídicos de los pueblos indígenas. Si la víctima y el impu-
tado aceptan el modo como la comunidad ha resuelto ese 
conflicto, entonces desaparece el interés estatal en la per-
secución y se extingue la acción penal. Esto no es otra cosa 
que la reglamentación del derecho fundamental a la volun-
taria sujeción a las normas del derecho consuetudinario que 
prevé la Constitución, con las limitaciones, claro está, que 
establece la misma ley fundamental. 
 
 66. Finalmente se establecen normas relativas a la ac-
ción civil que facilitan una reparación amplia de todos los 
daños, causados a los particulares, al Estado y a la sociedad 
en su conjunto. Hemos optado por evitar el ejercicio simul-
táneo de la acción civil y penal en el procedimiento ordina-
rio, mediante la utilización de un procedimiento especial 
(de carácter monitorio) que garantiza una reparación más 
rápida y simplifica la tramitación del procedimiento co-
mún. 
 
III. LA ORGANIZACIÓN DE LA JUSTICIA PENAL. 
 
 67. El Libro Primero del Anteproyecto comienza por 
definir los conceptos de Jurisdicción y Competencia. La 
Jurisdicción es «...el conocimiento exclusivo de todos los 
delitos y de las faltas previstas en la legislación penal, así 
como la ejecución de sus resoluciones...», que correspon-
derán con exclusividad a la Justicia Penal.  El carácter de la 
jurisdicción es declarado irrenunciable e indelegable. A es-
te respecto, el Prof. Riquelme, tal como lo señalamos en el 
Anteproyecto, expresaba: « Definimos, por tanto, la juris-
dicción, como la potestad pública atribuida por delegación 
a los jueces y tribunales, en exclusividad, para que, hacien-
do actuar la ley obligatoriamente en los juicios, conozcan, 
decidan, y ejecuten la sentencia». Nos hemos mantenido, 
pues, dentro de una definición clásica de ambos conceptos 
ya que no aparece ninguna necesidad de ahondar en ellos 
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en un texto legislativo y todos los matices y problemas que 
ambas instituciones tienen, pueden -y deben- ser desarro-
lladas por la doctrina y la jurisprudencia. 
  
 68. El Anteproyecto ha dado la competencia de esta ju-
risdicción a la Corte Suprema de Justicia, a los Tribunales 
de Apelación, a los Tribunales de Sentencia, a los Jueces 
Penales, a los Jueces de Paz, y a los Jueces de Ejecución. 
En este sentido se ha tratado de profundizar en los cambios 
procesales, sin alterar, salvo en lo indispensable, la organi-
zación judicial ya existente; no porque dicha organización 
judicial no necesite profundas modificaciones, sino porque 
puede convertirse en una tarea excesiva -aunque este dis-
curso es motivo de polémica- implementar cambios proce-
sales profundos junto con modificaciones profundas en la 
estructura judicial. 
 
 69. Llamamos la atención, no obstante, sobre dos nue-
vas clases de órganos jurisdiccionales: los Tribunales de 
Sentencia y los Jueces de Ejecución. Los primeros serán 
los encargados de los juicios orales y públicos, conforma-
dos siempre con tres miembros, al igual que la mayoría de 
los códigos basados en el juicio oral, ya que por la natura-
leza de ese juicio, es necesario, más que conveniente, que 
los juicios se realicen por tribunales colegiados. Se debe 
tener en cuenta que no todos los casos llegan a juicio oral, 
mucho menos en sistemas como el que propone el Ante-
proyecto, donde existen variadas salidas y alternativas pre-
vias al juicio. Además, este Tribunal será el encargado de 
la reparación de los daños cuando sea requerido a un con-
denado en la misma jurisdicción penal y haya dictado la 
sentencia de condena. 
 
 70. Los jueces de ejecución, - o en otras legislaciones 
llamados jueces de vigilancia penitenciaria- se encargarán 
de todas las consecuencias que acarrea las decisiones del 
Tribunal de Sentencia, desde la calidad de vida del conde-
nado en los centros penitenciarios - a fin de velar por el 
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cumplimiento de las finalidades constitucionales de la pe-
na- , hasta los problemas que acarrea la ejecución de las 
fianzas y multas aplicadas. 
 
 71. Desde otro punto de vista podemos resaltar que la 
Corte Suprema de Justicia, se verá menos presionada, pues, 
sólo conocerán de la sustanciación y resolución del recurso 
extraordinario de casación y el de revisión, cuando sea ella 
misma, la que pronunció el fallo. Los Tribunales de Apela-
ciones tendrán a su cargo la mayoría de la actividad de 
control, ya que conocerán del recurso de apelación genéri-
co, básicamente orientado a las decisiones del juez penal y, 
en los casos específicos, del juez de paz; y la apelación es-
pecial de la sentencia definitiva, que actúa como una im-
pugnación de carácter técnico, es decir, adecuada a la natu-
raleza del juicio oral.   
 
 72. Por otra parte, se establecen nuevas competencias 
del Juzgado de Paz, que será limitada en grado mínimo, a 
fin de descentralizar el trabajo de los tribunales ordinarios 
y con una competencia accidental, provocada de manera 
opcional por el Ministerio Público o supletoria, por razones 
de urgencia o necesidad. No obstante se busca fortalecer la 
figura del juez de paz, pensando que en un futuro cercano, 
sea el primer escalafón de la carrera judicial.  
 
 73. Por último quisiéramos resaltar la revalorización de 
las funciones del Secretario del Juzgado. Los secretarios 
serán los encargados de ordenar las notificaciones, citacio-
nes, dirigir el personal auxiliar, informar a las partes, etc. 
Con ello se busca descargar al Juez de la labor administra-
tiva que hoy lo agobia, en desmedro de sus funciones ju-
risdiccionales. Esta revalorización de la figura del Secreta-
rio como verdadero «gerente» del tribunal, creemos que 
llevará a una reorganización de la carrera administrativa de 
los tribunales que debe dejar de ser pensada como una pa-
santía para estudiantes de derecho, para convertirse en una 
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actividad de apoyo administrativo especializado, con sus 
propias reglas de perfeccionamiento y progreso. 
 

IV. EL MINISTERIO PÚBLICO Y SUS ÓRGANOS 
AUXILIARES. 

 
 74. Uno de los cambios más trascendentales contenidos 
en el Anteproyecto es la nueva concepción del Ministerio 
Público, su nueva ubicación y  funciones en el proceso pe-
nal. A partir de esta nueva concepción, el Ministerio Públi-
co ejercerá la acción penal en un sentido integral y comple-
to, tal como ha sido diseñado en la Constitución y dejará el 
perfil institucional híbrido, en cierto sentido, que ha tenido 
hasta ahora. 
 
 75. El Anteproyecto desarrolla atribuciones que surgen 
del mismo texto constitucional: las facultades de dirección 
en la investigación de los hechos punibles; la realización 
de actos tendientes a promover la acusación contra el su-
puesto imputado y su participación en el mismo proceso 
penal. El Ministerio Público, según el Anteproyecto, ejer-
cerá el control y dirección funcional de la Policía Nacional, 
en todo lo relativo a la investigación de los delitos. 
 
 76. A partir de esta serie de funciones constitucionales, 
el Anteproyecto ha decidido darle también responsabilida-
des, como son: la carga de la prueba en juicio de los he-
chos en que fundará su acusación; y, que sus actuaciones 
deberán ser regidas por el principio de objetividad. Por el 
principio de objetividad debe entenderse la correcta aplica-
ción de la ley y el aseguramiento de todos los elementos 
que favorezcan al imputado; serán recogidas las pruebas de 
cargo y de descargo. El Prof. Riquelme, expresaba en ese 
sentido: «El Ministerio Público no va precisamente tras la 
condena, por aspirar al esclarecimiento de la verdad sobre 
la imputación, con deberes y poderes funcionales e inspi-
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rado en criterio de justicia objetiva14» . El Ministerio Pú-
blico no tiene como misión la simple acusación, sino hallar 
la verdad de lo sucedido y proponer la solución más justa 
dentro del sistema jurídico positivo. 
 
 77. Por otra parte, la Policía, como un organismo civil 
armado, tiene a su cargo velar porque se cumpla la Consti-
tución, las leyes y los reglamentos que de ella emanan, pro-
tegiendo la vida humana y la propiedad, para hacer más 
segura, agradable y cómoda la convivencia social. Como 
habíamos adelantado, la Policía Nacional será un organis-
mo auxiliar,  controlado y dirigido por el Ministerio Públi-
co en todo lo relativo a las actividades de investigación  de 
los delitos de acción penal pública. También a ella le co-
rresponderá impedir que los delitos tentados o cometidos 
originen consecuencias mayores, trabajará en la individua-
lización de los autores, cómplices o partícipes, reunirá la 
prueba para dar base a la acusación fiscal, entre otras acti-
vidades. 
 
 78. La subordinación de las fuerzas policiales no sólo se 
deberá al Ministerio Público, sino que deberán obediencia 
al Juez durante la tramitación de un proceso.  Debemos re-
saltar que el Anteproyecto ha dispuesto que la autoridad 
administrativa nunca podrá revocar, alterar, o retardar una 
orden emitida por el Ministerio Público o el Juez. Debe 
quedar claro que esto no significa un cambio de dependen-
cia de la Policía Nacional que seguirá con sus propias auto-
ridades administrativas. El concepto de dirección funcional 
señala que  su actuación en actividades vinculadas a lo ju-
dicial siempre se realiza de un modo subordinado y auxi-
liar. 
 
 79. La Policía Judicial ha sido reclamada en nuestro pa-
ís por diversos sectores, el Prof. Gorostiaga, en el Semina-
rio Internacional de Asunción en el ámbito del MERCO-

                                                           
14 Riquelme, Víctor: op. cit., tomo I,  pág. 262. 
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SUR, en Julio del año 1992, había referido: «Somos de pa-
recer que en mucho coadyuvará para el éxito de una inves-
tigación criminal la creación de una Policía Judicial que 
pueda cumplir con celeridad, sin interferencias de ninguna 
naturaleza las órdenes judiciales y proceder a la investiga-
ción y recolección de pruebas bajo el asesoramiento y di-
rección de los representantes del Ministerio Público...». 
 
 80. Entre los caracteres más resaltantes de la Policía Ju-
dicial podemos citar las siguientes:  a) es jurídica, pues se 
encuentra regulada por la Constitución Nacional; b) es 
auxiliar, pues colaborará con el Ministerio Público y los 
Jueces; c) es eventual, porque no se hace cargo de todas las 
investigaciones auxiliares; d) es cautelar, porque pretende 
que se logre la sanción del culpable, sea individualizándo-
lo, sea impidiendo su fuga; e) es eficaz, porque su activi-
dad, es en gran parte de tipo técnico o científico, que pro-
porciona elementos indispensables para la actuación de la 
justicia; y, f) es imparcial, porque no se encamina a la re-
presión ciega, sino a la represión justa, es decir al castigo 
del verdadero delincuente.  
  
 81. Podemos agregar que la Policía Judicial no deberá 
ser un órgano militarizado, por tratarse de una institución 
de carácter civil con finalidades y objetivos propios, con-
formada por técnicos especializados en las diversas ramas 
de la Criminalistica; funcionarios e investigadores civiles, 
que no responden a una jerarquía de tipo militar. Esto es 
muy importante, para no introducir al interior del Poder ju-
dicial elementos de organización que son extraños a este 
sector del Estado.  
 
 82. Al igual que la Policía Nacional, la Policía Judicial 
será un órgano auxiliar y dependiente funcionalmente del 
Ministerio Público.  La función primordial de este órgano 
auxiliar será la colaboración en la investigación de los he-
chos punibles. Cumplirán estrictamente las instrucciones 
del Fiscal General del Estado y de los demás miembros del 
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Ministerio Público. Su organización y funcionamiento de-
berán ser reglamentadas por ley, sobre la base de estos 
principios. 
 
V. PARTICIPACIÓN DE LA VÍCTIMA EN EL PRO-

CESO PENAL. 
 
 83. La participación de la víctima como querellante par-
ticular o privado o como querellante adhesivo tiene su tra-
tamiento en el Libro Primero referente a los Sujetos Proce-
sales, Título III. Sin duda alguna el Anteproyecto del Có-
digo Procesal Penal ha mejorado notablemente la posición 
de la víctima, dándole una participación activa en el proce-
so conforme al artículo 70 que le concede las facultades si-
guientes: a) intervenir en el proceso penal conforme a lo 
establecido en este código; b)  a ser informada de los resul-
tados del proceso, aun cuando no haya intervenido en él, 
siempre que lo solicite; c) a ser escuchada antes  de cada 
decisión que implique la extinción o suspensión de la ac-
ción penal, siempre que lo solicite; d) a participar en el jui-
cio, conforme a lo establecido por este Código; e) impug-
nar la desestimación, el sobreseimiento definitivo, aún 
cuando no haya intervenido en el proceso como querellan-
te. 
 
 84. Como se podrá notar conforme al inciso e) podrá 
impugnar la desestimación o el sobreseimiento definitivo, 
aún cuando no haya intervenido en el proceso como quere-
llante, con este inciso se amplía considerablemente sus fa-
cultades permitiendo un control efectivo del proceso, situa-
ción totalmente nueva pues nuestro Código de Procedi-
miento Penal da intervención a la víctima como querellante 
particular y una participación casi nula en los delitos de ac-
ción penal pública permitiéndosele apenas una declaración 
informativa en el proceso, si no ha intervenido como que-
rellante. El fundamento de esta innovación reside en el he-
cho de que el Estado ha asumido la acción pública como 
un modo de satisfacer también las necesidades concretas 
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del ofendido por el delito y él tiene derecho a poner en 
funcionamiento los mecanismos que aseguren una decisión 
más justa, según sus propios intereses. No olvidemos que 
la víctima ha sido tradicionalmente olvidada por el Dere-
cho Penal en general. 
  
 85. Se trata de revertir esa situación. Como mínimo se 
debe mejorar su posición cuando informa como testigo. Pe-
ro no es posible quedarse sólo en esta potestad, es necesa-
rio reconocerle la posibilidad de intervenir en el procedi-
miento por delito de acción pública, juntamente con el Mi-
nisterio Público  y  admitir su necesidad de conocer y con-
trolar los actos conclusivos del procedimiento y el correcto 
ejercicio de los deberes de persecución penal por parte del 
Ministerio Público.  
 
 86. Obsérvese que en el actual sistema nunca se ha to-
mado la precaución, siquiera, de informarle a la víctima de 
los resultados del proceso y no se puede alegar que es por 
un problema de costos, cuando se gastan recursos en innu-
merables actuaciones insustanciales. Por el contrario ello 
demuestra un menosprecio secular frente al dolor de la víc-
tima, pese a que toda la justicia penal dice defender sus in-
tereses. El actual sistema es cruel con las víctimas y las 
víctimiza nuevamente. En el Anteproyecto, tanto el Minis-
terio Público y los Tribunales están obligados a informar a 
la víctima a cerca de sus derechos en las diferentes etapas y 
trámites del proceso y de la evolución de éste; como una 
innovación importante a favor de ella, el art. 71 del Ante-
proyecto, establece: «La víctima será instruida acerca de 
sus derechos en su primera intervención del proceso». 
 
 87. Una de las propuestas más importantes en el Ante-
proyecto constituye la reparación de los daños a las vícti-
mas luego de lograda la condena del imputado o la medida 
de seguridad impuesta a un irreprochable, ante el mismo 
tribunal que dictó la sentencia condenatoria.  Este proce-
dimiento tiene una ventaja importante  en la celeridad de la 
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indemnización a la víctima de un delito resarcible, estable-
ciéndose un procedimiento abreviado, sin muchas compli-
caciones con plazos perentorios y de defensa restrictiva. 
También se establece la posibilidad de la extinción de la 
acción penal por la reparación del daño en delitos de con-
tenido patrimonial o en los delitos culposos, y se legisla 
sobre instituciones que tienen condición, la reparación de 
los daños.   
 
 88. Se incorpora de esta forma la reparación del daño a 
la víctima como uno de los objetivos del proceso penal, 
además de sus clásicas finalidades. Con la introducción de 
estas normas el Anteproyecto busca equilibrar sus finalida-
des, dando al imputado los derechos y garantías Constitu-
cionales y Procesales pero también introduciendo la figura 
de la víctima en forma activa dejando de ser un convidado 
de piedra en el proceso y protegiendo sus intereses. 
 

VI. EL IMPUTADO.  
 
 89. En la doctrina se ha dicho que el imputado es el su-
jeto esencial de la relación procesal, a quien afecta la pre-
tensión jurídico penal deducida en el proceso. Por eso se 
acuerda tal calidad a la persona contra la que se cumpla 
cualquier acto imputativo inicial del procedimiento, con el 
propósito de establecer claramente el momento en que 
puede ejercer sus derechos procesales, y entre ellos, el de-
recho a la Defensa. No existe en el Anteproyecto ninguna 
etapa o momento en que el imputado no pueda ejercer la 
totalidad de los derechos y facultades propias de la defen-
sa. Ese es el único sentido que puede tener el principio de 
inviolabilidad de la defensa prevista en nuestro orden jurí-
dico. 
  
 90. El capítulo I del título IV del Anteproyecto estable-
ce quién tiene calidad de imputado, distinguiéndolo clara-
mente del condenado. Desde el punto de visita legal, la 
condición de imputado es concebida como una garantía de 
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defensa. La ley requiere una indicación que puede provenir 
de un señalamiento expreso o de un acto objetivo que im-
plique la sospecha oficial o determine la coerción investi-
gadora, pero siempre de naturaleza imputativa, es decir, 
que importe la atribución de participación delictiva (auto-
ría, coautoría, complicidad o encubrimiento). 
  
 91. La condición de «sujeto esencial» del procedimien-
to, no siempre fue considerada de tal manera. La historia 
del derecho procesal penal, revela que el imputado fue mu-
chas veces «objeto» del proceso, y como consecuencia, sus 
derechos fueron anulados o restringidos, privándosele de la 
posibilidad de rechazar la pretensión punitiva del Estado. 
La privación de libertad era la regla y la tortura el modo 
más preferido de obtener la confesión. En el siglo XVIII se 
produce una reacción contra esos principios y se rompe 
con aquel sistema. En la práctica del actual sistema, más 
allá de las previsiones legales, incluso más allá de las pre-
visiones constitucionales, el imputado sigue siendo un ob-
jeto del procedimiento y por ello nos hemos preocupado de 
insistir en su carácter de sujeto procesal, activo y esencial. 
 
 92. La Constitución Nacional de 1992 consagra entre 
los derechos fundamentales los principios de la inviolabili-
dad de la defensa y el derecho a la libertad de las personas, 
la restricción en la declaración contra sí mismo, fortale-
ciendo la protección de los derechos individuales y la rei-
vindicación y plena vigencia de los mismos. Todos ellos 
constituyen el estatuto básico de defensa de las personas en 
el proceso penal y entran a funcionar activamente cuando 
un ciudadano es imputado. Allí esos principios se convier-
ten en facultades concretas de defensa. 
 
 93. La presencia del imputado en el proceso es indis-
pensable para perfeccionar la relación procesal y para que 
pueda ejercer sus derechos a través de las garantías esta-
blecidas en la Ley. Es por ello que la ley establece que no 
podrá realizarse la acusación, sin que se haya identificado 
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al imputado, o sin que se haya recibido declaración indaga-
toria o conste su negativa a declarar. También impide el 
juicio en ausencia y trata de asegurar su presencia durante 
el juicio oral. 
 
 94. En todos los casos, la declaración del imputado, so-
lo tendrá validez, si lo hace en presencia de un abogado de-
fensor, pues la garantía constitucional de la inviolabilidad 
de la defensa, no puede ser renunciada por el imputado, ya 
que constituye una función esencial del Estado, proveer a 
este acto, de defensa, como realización de la garantía con-
tenida en los artículos 16 y 17 inciso 6) de la Constitución 
Nacional. La presencia obligada del defensor es la mayor 
de las garantías que se puede establecer a su favor, porque 
ella volverá operativas a otros derechos. El proceso penal 
no  debe admitir la posibilidad de conseguir sus fines con 
la «cooperación» obligada o sugerida del imputado. 
 
 95. El imputado puede declarar cuantas veces crea con-
veniente, siempre que su declaración sea pertinente y no 
configure un medio dilatorio. En virtud del artículo 18 de 
la Constitución Nacional, no podrá ser obligado ni coac-
cionado de manera alguna a declarar contra sí mismo, ni 
sometido a métodos que, de cualquier modo, alteren su vo-
luntad. La declaración indagatoria, y la  declaración del 
imputado en general, no es un medio de prueba sino un 
medio de  defensa; es el acto procesal  en el cual se expresa 
con mayor claridad el principio de defensa material. 
 
 96. En la etapa preparatoria, durante la investigación, la 
declaración se efectuará ante el funcionario del Ministerio 
Público encargado de ella. La presencia obligada del de-
fensor garantiza que esa declaración no se desnaturalice. 
En la audiencia preliminar podrá declarar ante el Juez pe-
nal. En el juicio oral y público la declaración será recibida 
por el Tribunal de Sentencia. 
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 97. Señala la doctrina que la declaración indagatoria 
consiste en el acto indispensable por el cual el imputado 
voluntariamente informa sobre las circunstancias que lo 
favorecen, niega la pretensión represiva hecha valer contra 
él, o reconoce una de menor entidad o, finalmente, brinda 
la información que estima conveniente. Esta conceptuali-
zación genérica tiende a destacar que la declaración del 
imputado es un acto voluntario por cuanto también es vo-
luntaria su abstención, pues la carga de la prueba corres-
ponde a la que acusa. La indagatoria, insistimos, es un me-
dio de defensa material y no de prueba, por lo que el impu-
tado debe tener libertad para exponer lo que crea con-
veniente, en un ambiente conveniente. Así queda proscrip-
to un interrogatorio de tipo inquisitivo, hecho con interrup-
ciones, apremios y preguntas sorpresivas, como una trampa 
dispuesta para hacerlo confesar. Se procura, al mismo 
tiempo, la mayor fidelidad posible del acta, que ha de con-
tener sus manifestaciones.  
 

VII. LA DEFENSA DEL IMPUTADO. 
 
 98. La Constitución Nacional consagra plenamente la 
defensa en juicio y la gratuidad del Ministerio de Defensa 
Pública, en los casos de insolvencia manifiesta. En conse-
cuencia el derecho a la defensa es de orden público, por 
cuanto el Estado se interesa en que el imputado sea defen-
dido con todas las garantías de la Constitución y de la Ley, 
colocándolo en un plano de igualdad con la pretensión re-
presiva del Estado. Se trata de una actividad esencial, pues-
to que según la Constitución Nacional, nadie puede ser 
condenado sin ser oído y sin ejercer su derecho a la defen-
sa en todas las etapas del proceso. 
 
 99. La posición del defensor ha dependido siempre de la 
estructura del proceso penal. En el proceso inquisitivo la 
posición de la defensa ha sido muy endeble, pese a que en 
sus versiones más modernas se ha tratado de ampliar las 
facultades del defensor. Pero el hecho de restringir la de-
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fensa del imputado surge de no reconocerle carácter de su-
jeto y por ello siempre la defensa estará en una situación de 
inferioridad en los sistemas de carácter inquisitorio. 
 
 100. El imputado puede ejercer la defensa material rea-
lizando todas las manifestaciones que considere convenien-
te y en todas las oportunidades que estime necesarias, 
siempre y cuando sea pertinente y no un medio dilatorio. 
En ejercicio de esa defensa material puede abstenerse de 
declarar. Al imputado no puede requerírsele juramento, ni 
promesa de decir la verdad, tampoco puede ser constreñido 
a declarar mediante amenazas o cualquier medio que lo co-
accione, ni dirigirle preguntas capciosas o sugestivas. Debe 
entenderse, que todas estas normas son manifestaciones del 
reconocimiento del derecho de defensa del imputado, que 
se ejerce por sus propios medios. La declaración indagato-
ria no es un acto de inquisición. 
 
 101. Uno de los contenidos esenciales del derecho de 
defensa del imputado es contar con asistencia de un profe-
sional. La defensa técnica es la ejercida por el abogado de-
fensor, quien con argumentos y peticiones de hecho y de 
derecho en favor del imputado, fortalece su posición de su-
jeto en el proceso. En los hechos se concreta la oposición a 
la pretensión punitiva, sosteniendo la improcedencia fácti-
ca o jurídica de los extremos de la acusación. 
 
 102. El defensor protege los derechos e intereses del 
imputado, integrando su personalidad procesal de manera 
necesaria. Vélez Mariconde señala: «En este sentido puede 
anotarse que el defensor es un auxiliar de la justicia, pero 
no como órgano imparcial que procura el triunfo de la ver-
dad aunque traicione a su cliente, sino como engranaje in-
eludible del marco instrumental que el derecho predispone 
para garantía del individuo y la sociedad». El defensor de-
be su lealtad al imputado que es su cliente y defendido. Es 
un asesor del imputado, no un colaborador de los tribuna-
les, salvo en el sentido de que su participación es necesaria. 
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En la  vieja concepción del sistema inquisitivo el defensor 
debía más lealtad a los tribunales que al imputado porque 
se entendía que un sospechoso, eventualmente un culpable, 
no podía ser defendido sin que existiera una especie de 
«complicidad». Es cierto que nadie sostendría hoy una 
afirmación de ese estilo, pero también es cierto que en mu-
chas de las prácticas de los tribunales se deja traslucir que 
esa concepción no ha sido abandonada por completo. No 
existirá una verdadera vigencia del principio de inviolabi-
lidad de la defensa si no se comprende con toda claridad, 
esta misión del defensor, ligada indisolublemente a los in-
tereses del imputado. 
 
 103. La autodefensa está permitida en este proyecto, 
siempre que no perjudique su eficacia, pues el derecho a la 
defensa está reconocido como un derecho subjetivo; y el 
interés del Estado no puede modificar la voluntad del im-
putado desconociendo este derecho. Sin embargo, se reco-
noce un cierto poder de vigilancia sobre la eficacia de esa 
defensa, ya que la indefensión no sólo afecta intereses par-
ticulares irrenunciables, sino una de las condiciones de le-
gitimidad del proceso y, por ende, de la intervención del 
Estado. 
 
 104. El defensor representa al imputado en todos los ac-
tos del procedimiento y los tribunales pueden entenderse 
directamente con él, salvo cuando se trate de actos perso-
nales. Esto vale tanto para el defensor de confianza como 
para el defensor público, ya que no existen diferencias en-
tre uno y otro. Se ha liberado el nombramiento de defensor 
de toda formalidad, en especial para su actuación en las 
primeras fases del proceso. Es fundamental que la juris-
prudencia comprenda la importancia de no cargar el nom-
bramiento de defensor con formalidades que nunca han 
servido de garantía, pero sí de obstáculo para el ejercicio 
de la defensa. No se ha limitado el número de defensores 
que el imputado puede nombrar, pero sí los que pueden ac-
tuar simultáneamente, por razones de orden del proceso. 
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Finalmente se han establecido sanciones graves para el 
abandono de la defensa. Grave irresponsabilidad profesio-
nal, insuficientemente sancionada en nuestro medio que 
genera estados de indefensión a veces insuperables con 
posterioridad. Por el sistema de nulidades del Anteproyec-
to, el abandono de la defensa o su ejercicio negligente pro-
duce efectos graves en todo el desarrollo del proceso. Co-
rresponderá a las organizaciones profesionales de los abo-
gados establecer sistemas de autocontrol del ejercicio de la 
profesión que garanticen la calidad y la seriedad de la ac-
tuación de los defensores. En un sistema como el acusato-
rio, donde el litigio es la base de la adquisición de la ver-
dad, las fallas de los abogados son mucho más evidentes y 
causan más daño. 
 
 105. El sistema establecido en el Anteproyecto, y la 
propia realidad de nuestro país, donde un porcentaje eleva-
do de imputados (que fácilmente supera el 60%) carecen 
de  toda posibilidad de nombrar un defensor por su propia 
cuenta, es necesario reorganizar todo el sistema de defensa 
pública, otorgándole mayor jerarquía y mayores recursos. 
Si ello no se hace se resiente todo el sistema de garantías. 
En este sentido, no le corresponde al Anteproyecto propo-
ner esa reorganización, pero si queremos llamar la atención 
acerca de que dicha tarea es impostergable, según los man-
datos de la propia Constitución Nacional. 
 

VIII. ACTOS PROCESALES. 
 
 106. La carencia de un libro que centralice todo lo rela-
tivo a los actos efectuados por los que intervienen en las 
distintas etapas del procedimiento, ha sido una de las razo-
nes por las que hemos  considerado conveniente integrar 
todas las reglas -hoy diseminadas- que regulan cuestiones 
propias al trámite y conformarlas homogénea y coherente-
mente.  
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 107. En este sentido, conviene recordar que el actual 
Código de Procedimientos Penales sólo contempla como 
cuestiones propias de la actividad procesal a las comunica-
ciones y notificaciones; a los «términos» judiciales; a la 
rebeldía o contumacia; para luego confundirlas entre las 
normas relativas al sumario y a las pruebas. En consecuen-
cia y apoyándonos en nuestra práctica judicial, estructurar 
un libro que abarque estas cuestiones con más precisión, 
nos ha parecido que facilitará el trabajo de los abogados y 
jueces.  
 
 108. No obstante, podemos decir que además de la uni-
ficación de normas, el Libro Segundo del Anteproyecto, se 
aparta de connotaciones formalistas muy vinculadas con 
los aspectos inquisitivos y escriturizados, que han provo-
cado no pocas veces, confusiones con las reglas aplicables 
al procedimiento civil. Si bien se puede decir que no se in-
corporan elementos esencialmente diferentes a los de toda 
la legislación procesal moderna e, incluso, a muchas insti-
tuciones ya existentes, todo el libro se basa en un espíritu 
diametralmente distinto a la actual práctica tribunalicia, 
demasiado acostumbrada a la declaración de nulidades por 
defectos corregibles fácilmente, con un poco de imagina-
ción y otro tanto de buena voluntad. 
  
 109. Según la metodología  que hemos adoptado, en es-
te libro se hallan todas las condiciones positivas, que hacen 
a la regularidad de los actos procesales y luego su contra-
cara que es la actividad procesal irregular o defectuosa que 
desencadenará, cuando ya sea imposible el saneamiento y 
no se trate de  casos de convalidación, la declaración de 
nulidad. 
  
 110. Esa regularidad que es sinónimo de la normalidad 
procesal, se circunscribe a la forma de expresión de los ac-
tos -el idioma-; la materialización de la expresión idiomáti-
ca -las actas y las audiencias-; el ámbito en el que se debe-
rán desarrollar los actos -el lugar-; la forma de comunica-
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ción entre las autoridades -sean nacionales o extranjeras-; 
el tiempo que razonablemente dispondrán para cumplir con 
los actos -plazos y duración del proceso-; y las condiciones 
instrumentales para la preservación del principio de bilate-
ralidad o contradicción  -las notificaciones, citaciones y 
emplazamientos-.  
 
 111. La Constitución Nacional ha declarado que los 
idiomas oficiales son el castellano y el guaraní. En conse-
cuencia, como resultado de esta norma se prevén las distin-
tas opciones que podrá usufructuar el juez penal para adop-
tar lo necesario a fin de llevar adelante la actividad proce-
sal. También la oralidad es una de las incorporaciones que 
provoca nuevas formas de actividad procesal, tales  como 
la obligación que tienen los jueces que al dictar sentencia, 
la misma debe ser leída en castellano y explicar su conte-
nido en guaraní. En esa misma dirección, la lectura de las 
resoluciones y sentencias en las audiencias orales provoca 
inmediata notificación de los intervinientes.  
   
 112. En cuanto a los plazos y siempre atendiendo al cri-
terio de celeridad que debe presidir la actividad procesal, 
se abandona el carácter rígido de que todos ellos son de 
«orden público» como los describe actualmente el Código 
de Procedimientos Penales. La adopción de alternativas pa-
ra abreviarlos por acuerdo de las partes, o de ser renuncia-
dos es una muestra de ellos. Se ha tratado de facilitar el 
cumplimiento de los plazos, hoy complicado por el exiguo 
horario de  atención de los tribunales, mediante la obliga-
ción de habilitar oficinas permanentes de atención a las 
partes para el ejercicio de las actividades urgentes o de las 
presentaciones que venzan fuera del horario habitual. 
 
 113. Otro de los aspectos resaltantes en este Libro es, 
sin duda, la incorporación de un novedoso y estricto régi-
men legal para el control de la duración del procedimiento. 
La actividad propia de las causas penales se sustenta en el 
principio de la continuidad o concentración procesal. Una 
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forma conveniente de optimizar este objeto se podrá dar a 
través de la determinación de plazos máximos de duración 
del procedimiento, para lo cual se propone cláusulas fuer-
tes que ataquen frontalmente el problema de la morosidad 
judicial. El pacto de San José de Costa Rica, el cual Para-
guay ha ratificado, y que por lo tanto es derecho vigente en 
el país, en su artículo 8 inciso 1), establece: «que toda per-
sona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y 
dentro de un plazo razonable,... en la sustentación de cual-
quier acusación penal formulada contra ella,...». El plazo 
razonable, que busca compatibilizar este Anteproyecto con 
la cláusula precedente, ha sido estimado en tres años. Por 
lo expuesto, se podría discutir cuanto tiempo es un plazo 
razonable, pero no existen dudas de que el proceso penal 
debe tener un límite preciso de duración máxima. Para el 
cálculo de esa «razonabilidad» se ha tomado en cuenta la 
duración mínima prevista para las distintas etapas de las 
que consta el proceso penal y se ha considerado que duran-
te bastante tiempo seguirá pesando una carga burocrática 
de arrastre. De este modo el plazo de tres años no parece 
ilusorio y hasta se podría discutir si no es excesivo. De to-
dos modos es un plazo sin excepción, salvo que la fuga del 
imputado impida la prosecución del procedimiento. Aún, si 
existen investigaciones complejas, tres años es un tiempo 
razonable y el Ministerio Público debe reaccionar frente a 
ellas aumentando los recursos afectados a la investigación 
y no abusando del tiempo.  
 
 114. Una consecuencia constitucional del régimen legal 
de control del tiempo es la directa responsabilidad  de los 
funcionarios que retardan en atender los requerimientos de 
actos procesales. Hemos adoptado el sistema de mayor ri-
gurosidad respecto de dichos funcionarios ya que el Para-
guay se ha caracterizado por una administración de justicia 
morosa hasta la desesperación y por la falta absoluta de 
responsabilidad por ello. Otra medida importante y que 
busca combatir la morosidad en el tratamiento de los recur-
sos es aquella relativa a las «resoluciones fictas», tanto en 
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lo referente a las medidas cautelares como con relación al 
recurso de casación ante la Corte Suprema de Justicia. El 
máximo tribunal no puede ejemplarizar la morosidad por-
que entonces todo el sistema judicial se siente habilitado 
para hacerlo. 
 
 115. En definitiva, la eficiencia en la administración de 
los plazos, regulados razonablemente, con miras a lograr 
celeridad, concentración y economía en el procedimiento 
penal es una de las bases mismas que sustentan el andamia-
je de las garantías constitucionales y esperamos que la im-
posición de cargas pesadas, que muestren resultados con-
cretos en casos de morosidad, será una fuente de reencau-
zamiento del proceso penal que devolverá credibilidad 
hacia la función de los jueces. No queremos que la frase 
«justicia pronta y barata» sea un simple recurso retórico, 
tan manoseado como olvidado.  
 
 116. La necesidad de garantizar con formas amplias el 
ejercicio del derecho a la defensa que concluya eficazmen-
te el proceso en el plazo previsto, han obligado a reformar 
el sistema de las notificaciones, abandonando las pautas tí-
picas de la escritura e incorporando formas peculiares que 
posibiliten a las partes el conocimiento de los actos que in-
cumban a sus intereses. El instituto de la advertencia al 
imputado cuando es objeto de notificación acerca de un 
plazo para impugnar una resolución es una muestra plausi-
ble de ello. En conclusión y a la luz de los elementos in-
corporados en esta exposición, los objetivos finales de este 
Libro pueden resumirse del modo siguiente: a) vigencia 
irrestricta de los idiomas oficiales, con la prevención de al-
ternativas que preserven el derecho que tiene cada persona 
de ser oída en su idioma; b) formas procesales amplias, con 
posibilidades de ser saneadas en caso de defectos u omi-
siones; c) plazos breves, pero razonables, y la garantía de 
una atención permanente de los funcionarios para que no 
se pueda distorsionar el cumplimiento de los términos; d) 
normas fuertes en cuanto a la duración del proceso y sus 
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efectos y la responsabilidad de los fiscales, y jueces que no 
expiden los actos y resoluciones procesales en los plazos 
señalados; y, e) comunicaciones, notificaciones y citacio-
nes con una variedad de formas que buscan, ante todo, la 
prevalencia del derecho a la defensa y de la celeridad pro-
cesal. 
 
 117. Por último, en cuanto a las comunicaciones entre 
las autoridades se ha tratado de suprimir todos los tipos de 
formalismos antiguos y centrarse en la claridad de lo que 
se solicita, sin fórmulas sacramentales. Se mantiene la 
fórmula del exhorto que es usual en la relación con las au-
toridades extranjeras. En lo relativo a la extradición, sólo 
se han legislado normas básicas, de carácter supletorio, ya 
que este tema se rige, de un modo muy dinámico, hoy en 
día, a través de tratados y convenios internacionales. 
  

IX. ACTIVIDAD PROCESAL DEFECTUOSA (NU-
LIDADES) 

 
 118. A fin de tratar de explicar la teoría de las nulida-
des, creemos conveniente comenzar por conocer la teoría 
de la sanción procesal. En este sentido para eliminar los ac-
tos viciados del proceso, el Anteproyecto establece una se-
rie de medidas a las cuales podríamos denominar sanciones 
procesales.  La sanción procesal consiste en privar al acto 
de los efectos producidos o que debía producir, como con-
secuencia impuesta por actos viciados precedentes y por 
omisiones de saneamiento. 
 
 119. La doctrina ha clasificado en forma más bien am-
plia a las sanciones procesales: así, la primera de ellas, la 
nulidad, es concebida como la sanción procesal por la cual 
se elimina un acto por la inobservancia de reglas constitu-
cionales o legales sustantivas; la caducidad, como la san-
ción que produce la ineficacia del acto por haberse perdido 
el poder para cumplirlo; la inadmisibilidad, como la impo-
sibilidad de que un acto ingrese al proceso por carecer de 
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ciertos requisitos formales externos; la preclusión, como la 
sanción que invalida un acto porque su cumplimiento era 
incompatible con una conducta procesal anterior. 
 
 120. El Anteproyecto clasifica en forma expresa a la nu-
lidad absoluta, estableciendo: «...serán consideradas nuli-
dades absolutas aquellas concernientes a la intervención, 
asistencia y representación del imputado, en los casos y en 
las formas que este Código establezca, o las que impliquen 
inobservancia de derechos y garantías previstos en la Cons-
titución, el Derecho Internacional vigente, y en este Códi-
go», y por oposición a esta definición debemos entender 
cuales son las nulidades relativas. La fórmula abierta que 
fue consagrada por el Anteproyecto, actúa como criterio 
básico y central, pero se halla complementado por aquellos 
casos señalados expresamente en cada artículo, ya sea por-
que se trata de un caso que se pudiera interpretar que no 
ingresa dentro de la cláusula general y se quiere evitar la 
discusión o simplemente una repetición a modo de adver-
tencia, cuando igualmente el caso quedaría comprendido 
dentro de la cláusula general.   
 
 121. La priorización de los derechos constitucionales 
del imputado en el texto del Anteproyecto, no la limita, 
como dijimos, sino que le señala puntualmente, a todos los 
órganos jurisdiccionales la importancia de esas normas. El 
orden público, dice Alfredo Orgaz, comprende o se refiere 
a aquella categoría de intereses fundamentales y vitales de 
una colectividad. Siguiendo a todos los demás Códigos 
modernos, el Anteproyecto no define al orden público, que 
finalmente fundamenta toda la teoría de las nulidades abso-
lutas, pero señala con toda claridad cuales son los casos de 
vicios esenciales. 
 
 122. Al referirse a las nulidades relativas Juan Carlos 
Mendonca, expresa: «...se oponen a las absolutas en el sen-
tido de que su característica es admitir subsanación, ya sea 
por confirmación o por el transcurso del tiempo.  Es decir, 
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porque expresa o tácitamente las partes interesadas les 
prestan su consentimiento o porque las purga la preclusión. 
De donde, dos son los modos mediante los cuales se con-
validan; por acto u omisión de los interesados o por obra 
de la ley». 
  
 123. Para Carlos Creus, la diferencia entre las nulidades 
absolutas y relativas, «...está en que la sanabilidad se puede 
operar en el proceso, es decir dentro de él, cuando todavía 
no se agotó su curso, o ser resultado de la extinción del 
mismo; la nulidad relativa es subsanable dentro del proce-
so; la absoluta sólo puede serlo por mediación de la cosa 
juzgada. Es por eso que ésta puede ser opuesta y declarada 
en cualquier estado y grado del proceso, y ni siquiera re-
quiere la advertencia de la protesta de parte para invocarla  
en una instancia distinta de aquella  en la cual se ha produ-
cido...». 
 
 124. El Anteproyecto trata de evitar que se declaren nu-
lidades, mucho más aún cuando nuestros tribunales tienen 
una práctica formalista y desordenada respecto al trata-
miento de la actividad procesal defectuosa. Por ello con-
templa dos soluciones anteriores, que son: el saneamiento 
o corrección y la convalidación o subsanación del acto, sa-
lidas a las que otorga prioridad por sobre la declaración de 
nulidad, que debe ser la «ultima ratio» de las sanciones a la 
actividad procesal irregular defectuosa. 
 
   125. El Anteproyecto, busca que todas las nulidades se-
an inmediatamente saneadas, por tres vías: la renovación 
del acto viciado, la rectificación del error, o el cumplimien-
to del acto omitido, de oficio o a petición del interesado. El 
saneamiento del acto viciado, cuando esto sea posible, se 
encuentra facilitado por el Anteproyecto; en caso contrario, 
el reclamo oportuno permitirá la impugnación, individuali-
zando al acto viciado u omitido, proponiendo la solución 
que contraviene a sus derechos. 
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 126. La convalidación del acto viciado, se producirá por 
no haberse solicitado su oportuno saneamiento; o cuando 
exista consentimiento expreso o tácito de los interesados;  
o cuando haya alcanzado su finalidad con respecto de to-
dos los interesados, pese a su irregularidad. Nos basamos 
en la doctrina uniforme sobre este punto. 
 
 127. La declaración de nulidad del acto jurídico, será el 
último medio del Tribunal, tendiente a expulsar el acto vi-
ciado o defectuoso, siempre por auto fundado y tratando en 
todo momento de sanear el acto con anterioridad. La nuli-
dad es un fracaso del procedimiento que se debe tratar de 
evitar sin cerrar los ojos a las nulidades absolutas -lo que 
es constitucionalmente inadmisible- sino mediante una 
oportuna y creativa actividad saneadora, totalmente distinta 
a la mentalidad formalista que busca declarar nulidades in-
sustanciales, con grave perjuicio para el desarrollo del pro-
ceso.  
  
 128. La declaración de nulidad del acto viciado, anula 
todos sus efectos y también los actos que dependan de él. 
Por consiguiente, la resolución judicial deberá establecer 
taxativamente a cuales actos anteriores o contemporáneos 
alcanza la nulidad por conexión del acto anulado. Cuando 
la nulidad del acto viciado se funde en la violación de una 
garantía prevista a favor del imputado, no se podrá retro-
traer el proceso a etapas anteriores a la posible nulidad, ya 
que todo el sistema de nulidades se basa en el desarrollo de 
las garantías procesales de las partes y bajo pretexto de  
ello no se les debe causar perjuicio. 
  
 129. El Anteproyecto, en ese sentido, ha regulado el re-
envío a otro tribunal, cuando no sea posible reparar direc-
tamente la inobservancia de la ley o su errónea aplicación.  
El Tribunal podrá anular total o parcialmente la sentencia y 
ordenará nuevo juicio por otro Juez o Tribunal.  Sí la anu-
lación fuere parcial, indicará el objeto concreto del nuevo 
juicio. Se debe tomar en cuenta que no existe un recurso 
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especial de nulidad ya que la posibilidad de alegarla está 
contenida dentro de las facultades impugnativas de la Ape-
lación y la Casación. 
 

X. PRUEBA. 
 
 130. La evolución de la prueba como instituto procesal 
penal, estuvo regida desde un principio por los sistemas 
políticos vigentes en los distintos períodos de la historia; 
esta evolución se vio marcada por dos momentos bien de-
finidos: primero, el señalamiento del culpable a cargo de la 
Divinidad, limitándose los jueces a practicar los actos ne-
cesarios para que la misma se manifestase, (juicios de 
Dios, ordalías); segundo, la imposición a los jueces de 
formar por sí mismos el convencimiento sobre la culpabili-
dad del acusado, mediante la utilización de su capacidad 
intelectual. Es sólo a partir  de aquí  que aparece verdade-
ramente el concepto de la prueba. A partir de entonces la 
prueba penal se ha caracterizado por la utilización de re-
cursos técnicos y científicos, para el descubrimiento y va-
loración de elementos probatorios y la consolidación de las 
reglas de la sana crítica en la apreciación de sus resultados. 
Todo dentro de un marco de respeto y reconocimiento de 
los derechos individuales y las garantías constitucionales y 
procesales. 
 
 131. La prueba es el único medio seguro y confiable pa-
ra llegar a la verdad real y al mismo tiempo constituye la 
mayor garantía contra las arbitrariedades judiciales. Su ca-
rácter es indispensable en el proceso penal, por ser el me-
dio conducente al reconocimiento de los hechos tipificados 
por una norma penal sustantiva. Los hechos y el derecho 
son cosas inescindibles, pues de la comprobación de los 
primeros, surge la aplicación del segundo. Sin una investi-
gación exhaustiva de los hechos, no podrá aplicarse el de-
recho correctamente. 
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 132. Es así que el esclarecimiento de los hechos, coin-
cide con el valor de Justicia, pues nunca será justa la apli-
cación del derecho si los hechos no han sido determinados 
conforme al criterio de la verdad real. El concepto de ver-
dad y su manifestación que son las normas que regulan la 
prueba en el proceso, surgen directamente de la decisión de 
fundar un derecho penal de acto -propio de un sistema de-
mocrático- y por lo tanto urgido por la reconstrucción his-
tórica de los hechos. La verdad y la prueba se constituyen 
en una garantía frente a la tentación permanente de castigar 
a las personas no por lo que han hecho sino por lo que son, 
por lo que piensan o por lo que pudieran hacer según la 
imaginación enfermiza de algún dictador. 
 
 133. Si resulta imposible la determinación correcta de 
los hechos, o estos no son contundentes, positiva o negati-
vamente, surge la duda, como una oscilación intelectual 
entre la certeza positiva o la certeza negativa, sin que nin-
guno de los polos tenga la fuerza de atracción suficiente 
como, para llegar a la verdad real; en este momento surge 
categóricamente la aplicación del principio «In dubio pro 
reo», ligado al principio de inocencia, resguardando de to-
da posible arbitrariedad. Principio que no debe tener una 
aplicación restringida sino que rige todo el sistema de valo-
ración de la prueba, por supuesto desde el grado de exigen-
cia congnoscitiva que cada resolución y cada etapa proce-
sal tienen. 
  
 134. Para llegar a ese estado intelectual de certeza se 
deben utilizar las fuentes y los medios probatorios que son 
las vías legales que permiten que ingrese la información al 
proceso y ella pueda ser utilizada para construir las deci-
siones. Pero esta construcción debe llevarse a cabo con 
arreglo a determinados principios, entre los cuales, si-
guiendo la tradición, se ha optado por el principio de la sa-
na crítica que en su esencia constituye un sistema de valo-
ración de la prueba basado en la libre convicción del juez, 
expresamente fundamentada; es decir, el rechazo a la prue-
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ba tasada o legal; y la libre e integral apreciación del juez, 
del conjunto concentrado de la prueba producida ante él en 
el juicio oral y público; y la obligación de explicar (a tra-
vés de la motivación de la sentencia) el modo como llegó a 
la certeza que funda su decisión. Por eso la sana crítica, es 
un sistema de valoración probatoria que sólo tiene sentido 
en sistemas con juicio oral, ya que sólo en ellos existe in-
mediación. 
 
 135. Con la  simple lectura del Anteproyecto del Códi-
go es posible advertir que  se ha seguido una ordenación 
tradicional dentro de las legislaciones de tipo moderno. Por 
supuesto se ha abandonado la división de los medios de 
prueba entre aquéllos legislados en el capítulo del «cuerpo 
del delito» y otros  en el capítulo del plenario. Esa división 
no corresponde al estado actual de la legislación y de la 
ciencia procesal, como ya lo señalaba Riquelme hace cin-
cuenta años. Además, el concepto de «cuerpo del delito», 
elaborado hace siglos cuando aún no existían los desarro-
llos actuales del Derecho penal y que servía para determi-
nar con precisión dentro del proceso el conjunto de ele-
mentos que hacían a la existencia misma del hecho punible 
(y por ello la doctrina penal lo considera un antecedente 
del actual concepto de tipo penal) no tiene razón de ser en 
la legislación procesal moderna. La existencia del hecho se 
prueba a través de todos los medios de prueba y según la 
capacidad de cada uno de ellos. Los elementos que deben 
ser probados están indicados en la legislación penal y su 
desarrollo científico corresponde a la dogmática penal, 
que, a través de su sistema estratificado de análisis ha al-
canzado un significativo grado de precisión, entre aquellos 
que se refieren a la ilicitud y los que corresponden a la cul-
pabilidad o a la punibilidad  El concepto de «cuerpo del 
delito» es confuso y anticuado, una rémora del sistema in-
quisitivo que en nada contribuye a la administración de 
justicia. 
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 136. Dentro de este tratamiento tradicional de los me-
dios de prueba se halla un régimen especial para inspec-
ción de lugares, personas o vehículos, el secuestro de cosas 
relacionadas con el delito, la prueba testifical, la prueba pe-
ricial, los careos y los reconocimientos de personas. La in-
corporación de esa prueba en el juicio está regulada por 
distintas normas (las normas generales, las normas de la 
oralidad, sus excepciones e incorporación por lectura y las 
reglas generales del juicio).Es necesario recalcar que la de-
claración del imputado no es tratada en el capítulo de la 
prueba ya que es un medio de defensa que, subsidiariamen-
te puede brindar información (siempre que sea libre y vo-
luntaria). Capítulos tales como la confesión (predetermina-
ción del valor de los dichos del imputado), la llamada 
«prueba de indicios o presunciones», las «tachas de testi-
gos» y otros han sido excluidos no porque dejen de ser uti-
lizables sino porque su regulación expresa es propia de los 
sistemas de prueba tasada o legal. Seguirán existiendo con-
fesiones, presunciones o indicios, pero ellas, serán valora-
das en cada caso por el juez (sana crítica), constituidas por 
medio de reglas lógicas que conforman la esencia de la 
construcción de la certeza según ese sistema probatorio. 
Por lo tanto no necesitan regulación expresa. 
 
 137. En otro orden de cosas se ha establecido que se 
podrá proceder a la inspección corporal y mental del impu-
tado, con la salvedad de respetar su pudor, asegurar su sa-
lud y requerir en cada caso autorización judicial. Según  
Ricardo Núñez el imputado podría ser obligado a someter-
se a inspección directamente, pues no se trata de obligarlo 
a declarar contra si mismo, siendo posible que se inspec-
cione cualquier parte de su cuerpo, aún en contra de su vo-
luntad, ya que la inspección tiende a identificar a la perso-
na o verificar los efectos que el delito pudo haber dejado 
en su cuerpo o en su mente. A nuestro entender, en princi-
pio es posible realizar esas inspecciones pero en todo caso 
se deberá requerir autorización judicial. Es posible que en 
algunos casos ello dificulte la obtención de la prueba (por 
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ejemplo en la prueba de alcoholemia) pero se trata de actos 
muy cercanos a la integridad personal como para quedar 
librados a las autoridades de investigación. El juez velará 
por las garantías del imputado. 
 
 138. Se ha establecido, por último, un amplio régimen  
de  exclusiones probatorias. Tanto cuando la información 
proviene directamente de un acto viciado, como cuando 
proviene indirectamente de él. Muchas veces se ha caído 
en la tentación programática de querer utilizar la informa-
ción obtenida indirectamente de fuentes ilícitas, en especial 
cuando es verdadera. Sin embargo nosotros creemos que 
este es uno de los puntos donde el Estado de Derecho se 
pone a prueba. La lógica de la eficiencia absoluta, de la uti-
lidad sin límites es la que da fundamento a la tortura y hace 
que ella no pueda ser erradicada. Sólo una jurisprudencia 
celosa de la  legalidad de la prueba y extremadamente sen-
sible a las violaciones a estos principios garantizará que la 
tortura, por cruel y por inútil, desaparecerá definitivamen-
te.      
 

XI. MEDIDAS CAUTELARES. 
  
 139. El conflicto originario que se da, entre la libertad 
individual del hombre y la defensa de la sociedad ha sido y 
será el tema principal de toda política criminal y, por ende, 
del proceso penal. La doctrina procesal penal ha entendido 
que en lo relativo al tratamiento jurídico de cualquier me-
dida cautelar, en especial, la de orden personal, ésta se de-
be sopesar entre dos garantías constitucionales de particu-
lar importancia a la hora de ponerlas en práctica: la libertad 
personal, por un lado y la seguridad que debe otorgar el Es-
tado a los ciudadanos, por el otro, a través de una persecu-
ción penal eficaz. Libertad y seguridad, entonces, se con-
vierten en el anverso y el reverso de una misma materia 
que exige criterios racionales de observación, aceptando, 
desde ya, los innumerables obstáculos que podrán surgir en 
nuestro medio.  
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 140. La doctrina nacional abordó el problema desde la 
perspectiva correcta y respecto a la situación de la persona 
afectada, Riquelme nos enseñaba que las especies concep-
tuales y funcionales podrán sitiarse en una línea decrecien-
te en cuya cúspide se encontraba la libertad en su puridad y 
su paulatino desdibujamiento en diversos estadios propios 
a su restricción, hasta llegar a la medida extrema de la pri-
vación de libertad durante todo el procedimiento.  
 
 141. Los institutos de la detención preventiva y de la 
prisión preventiva han sido los puntos centrales de discu-
sión en nuestra jurisprudencia y se ha dado el fenómeno de 
un progresivo avance de la legislación positiva y un retro-
ceso constante de la jurisprudencia, que profundiza día a 
día el abismo entre las previsiones constitucionales y el 
abuso de la privación de libertad en nuestra práctica coti-
diana. 
 
 142. Entre nosotros, fue Riquelme, quien pretendió di-
señar, aunque sea de un modo embrionario, un sistema más 
acorde con las previsiones de la ley fundamental y nos 
atrevemos a formular la interpretación de que su 
«idea-fuerza», a la luz de la lectura integral de su obra, 
descansaba en la gran confianza que dispensaba a las nue-
vas generaciones que postularán una progresiva pero sus-
tancial modificación del modelo institucional vigente, en la 
búsqueda de un sistema garantista de los derechos inalie-
nables del hombre. Esto se desprende de cada uno de sus 
capítulos en los que iba focalizando criterios de restricción 
en el objeto y en el tiempo para la aplicación de las medi-
das cautelares.   
 
 143. Naturalmente se necesitaba el quehacer de la juris-
prudencia nacional que acompañara eficientemente este 
emprendimiento, pero ella no comprendió los valores en 
juego y cayó fácilmente en la tentación de remediar las de-
ficiencias procesales con la libertad del  imputado o, lo que 
es peor aún, volver al antiguo recurso de la prisión como el 
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modo más rápido y más cruel de cobrar las deudas. A ma-
nera de ejemplo, conviene destacar que la jurisprudencia 
ha sostenido que la confesión extrajudicial en dependen-
cias policiales servía de suficiente argumento para arribar a 
la más grave de las medidas restrictivas de libertad antes de 
la sentencia, es decir, el auto de prisión. Este cuadro des-
preciativo hacia la libertad personal, la vigencia de un mo-
delo político cerrado y propenso a la toma de medidas re-
presivas y la resistencia a la aplicación directa de las nor-
mas constitucionales, han sido obstáculos insalvables, has-
ta ahora, para la aplicación de la nueva Constitución. Es 
hora ya de que se abandonen definitivamente las caducas 
reglas de aplicación jurisprudencial de la «normalidad»; de 
la «mera base indiciaria»; de la legalización de las «deten-
ciones por autoridades policiales» y otras tantas frases que 
se repiten a diario en las decisiones y se han convertido en 
normas rituales perfectamente asimiladas y aceptadas por 
nuestros jueces y tribunales pese a ser contrarias al texto 
expreso de la Constitución. 
 
 144. Por todo ello, introducimos principios procesales 
no sólo modernos para nuestro país -muchas de las alterna-
tivas que proponemos tienen varias décadas de experimen-
tación y aplicación en otros países- sino apropiados para la 
arquitectura institucional democrática hacia la que debe 
propenderse desde el plexo de nuestro ordenamiento jurí-
dico. Todo el sistema de medidas cautelares debe descan-
sar sobre los principios de excepcionalidad, proporcionali-
dad y razonabilidad que garantizan un margen restrictivo 
de aplicación de una medida cautelar de orden personal por 
parte de los órganos judiciales.  
 
 145. La excepcionalidad es un desarrollo del artículo 19 
de la Constitución Nacional y se manifiesta en  la necesi-
dad de una resolución fundada, la enumeración taxativa de 
los casos en que se podrá viabilizar aprehensiones o deten-
ciones preventivas; el saneamiento de las detenciones sin 
orden judicial en un plazo menor a los determinados ac-
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tualmente; la especificidad de las órdenes de restricción de 
las libertades personales; el estudio oficioso de las medidas 
cautelares, cada tres meses; la amplia gama de alternativas 
o medidas sustitutivas a las de orden coercitivo; las cau-
ciones; la prohibición que la pena adquiera caracteres de 
«pena anticipada»; la simbolización efectiva del principio 
de inocencia a través de la prohibición que el prevenido 
aparezca como tal, con el agregado de que «...se encuentra 
en prisión al solo efecto de asegurar su comparecencia al 
procedimiento o al cumplimiento de la pena...»; y la deli-
mitación precisa de los conceptos de «peligro de fuga» y 
de «peligro de obstrucción», únicas razones que pueden 
fundar una privación de libertad en el proceso ya que cual-
quier otra finalidad sería utilizar la prisión preventiva como 
pena, lo que está expresamente prohibido por la Constitu-
ción.  
 
 146. La proporcionalidad se ajusta al mismo criterio 
que cobija nuestra Constitución pero la amplifica con una 
mejor reglamentación. Este principio establece plazos pe-
rentorios dentro de los cuales deben resolverse las cuestio-
nes cautelares; proporciona la prisión preventiva al mínimo 
de la pena prevista para el delito por el cual se procesa al 
imputado, o al de la duración prevista para la terminación 
del proceso o la imposibilidad que se extienda por más de 
dos años; la prohibición a los jueces de imponer medidas 
restrictivas en determinados delitos y la mayor o menor 
excepcionalidad en proporción al sujeto procesal contra el 
que se decretará la medida.  
 
 147. La razonabilidad es un principio que exige a los 
jueces la estimación previa de las circunstancias legales 
que se prevén para la aplicación de una medida cautelar 
personal. En puridad es una simple operación próxima a la 
sana crítica, pero con una limitación severa en beneficio de 
la libertad: la excepcionalidad, el examen obligatorio ofi-
cioso y la preferencia por sustituir la medida restrictiva ha-
cia otras que no afectan  la libertad, lo comprueban. Esta 
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razonabilidad se exige para los casos de detención prisión 
preventiva y, en especial, para determinados casos en los 
que el Código Procesal Penal exige al Juez el agotamiento 
previo de todas las alternativas previstas en su texto como 
medidas sustitutivas a la prisión preventiva para arribar, 
como último recurso, a este tipo de decisión. Este criterio 
de razonabilidad no se sustrae de la órbita de los otros 
principios cardinales que hacen al nuevo ordenamiento le-
gal de las medidas cautelares. 
 
 148. Este regimen totalmente diferente respecto a las 
medidas cautelares, se complementa con otras reglas que 
buscan dotar de celeridad y seriedad a las decisiones de 
control sobre el uso (o abuso) de la prisión preventiva. Su 
vinculación con las reglas del control de la duración del 
procedimiento, las cláusulas «fusibles» que compelen a los 
magistrados a tomar decisiones en los plazos estrictamente 
legales con el grado de responsabilidad que se les atribuye 
por un eventual injustificado retardo y el grado de objetivi-
dad que deben presidir los actos de la acusación pública, 
son las novedosas vallas que emergen contra la discrecio-
nalidad que se convierte en arbitrariedad e irrazonabilidad  
  
 149. Seguramente saldrán voces que dirán que este re-
gimen generará impunidad. A esas voces agoreras hay que 
recordarles que en nuestro país se ha abusado de la prisión 
preventiva hasta el cansancio y la impunidad es un mal es-
tructural. La impunidad se combate con un proceso penal 
preocupado por ser eficaz, con una investigación moderna 
y dinámica, con un juicio rápido y certero y no con viola-
ciones a las normas constitucionales prohijadas por la pro-
pia institución judicial, que en el diseño republicano del 
poder debe ser la más celosa protectora de nuestras liberta-
des cívicas. 
 

XII. COSTAS. 
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 150. Hemos incluido el regimen de costas dentro de la 
Parte General porque ellas no son un problema de la finali-
zación del procedimiento sino que rigen en todas las etapas 
(incidentes, etc.). Es necesario normalizar el sistema de re-
cuperación de gastos, ya que el proceso penal se ha carac-
terizado por un total descuido sobre este tema. Las normas 
son tradicionales dentro de la legislación procesal, pero su 
agrupamiento y clarificación esperamos que sirvan a una 
práctica más rica y justa. 
  
 151. Mención aparte merece la innovación de que en 
aquellos casos en los que el imputado ha sido absuelto o 
sobreseido definitivamente en virtud a su inocencia com-
probada (no en caso de duda, por ejemplo) el Estado pague 
las costas. Aquí hay razones de elemental justicia, si una 
persona ha debido sufrir un proceso siendo inocente, debe 
ser resarcido, al menos, en los gastos que dicho proceso le 
ha ocasionado. En ciertos casos el querellante puede con-
currir al pago de esas costas. Por lo demás se ha buscado 
establecer un mecanismo simple de liquidación y castigar 
en todos los casos el litigio temerario o basados en falseda-
des. 
 

XIII. INDEMNIZACIÓN AL IMPUTADO. 
 
 152. La Constitución Nacional establece, en su artículo 
17, inciso 11, la indemnización en caso de condena por 
error judicial. El Anteproyecto desarrolla esa norma consti-
tucional y busca hacerla operativa. En ese sentido se ha op-
tado por un sistema de cálculo automático y de oficio (a 
razón del valor de un día de multa por día de prisión, que 
es la escala que utiliza el Código Penal) de modo que la in-
demnización pueda ser cobrada de inmediato por el impu-
tado que así lo quiera. Si no acepta ese importe, por razo-
nes personales, queda libre la vía civil. Si lo acepta se en-
tiende que ya ha sido reparado el daño. 
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 153. Otra innovación importante, que refuerza el siste-
ma de excepcionalidad de la prisión preventiva, es que el 
regimen de indemnización previsto en la Constitución se 
extiende a los casos de prisión preventiva sufrida por error 
judicial. La situación es la misma en términos valorativos y 
sería injusto que si la persona fue condenada y luego ab-
suelta porque el error se descubre con posterioridad sea in-
demnizada y no lo sea cuando el error se descubre durante 
el trámite del proceso. Los días perdidos en prisión son los 
mismos y en ambos casos un error es la base de esa priva-
ción. Esta norma hará más cuidadosos a los tribunales en el 
uso de la prisión preventiva y también a los querellantes 
cuando hayan buscado la prisión de un modo negligente o 
por fines extraprocesales, por ejemplo para provocar el pa-
go de deudas.  
  
FUNDAMENTOS DE LA SEGUNDA PARTE (PRO-

CEDIMIENTOS) 
  

I. EL PROCEDIMIENTO ORDINARIO. 
 
 154. El procedimiento ordinario está fraccionado en tres 
etapas claramente diferentes, reguladas en particular en ca-
da uno de los títulos del libro primero. Las modificaciones 
al respecto del procedimiento vigente se refieren princi-
palmente a la sustitución de la instrucción y prosecución 
del sumario a cargo del juez de instrucción o del juez de 
primera instancia, proponiendo la investigación a cargo del 
fiscal en la etapa preparatoria; y la implementación de la 
etapa intermedia con una audiencia preliminar, antes de 
elevar la causa a juicio. El juicio oral y público, llevado a 
cabo por un tribunal colegiado (Tribunal de Sentencia)  
también es una innovación con relación al procedimiento 
escrito, sin embargo, doctrinalmente sigue las líneas clási-
cas de los códigos procesales modernos con juicio oral.   
 
 155. Nuestro sistema procesal vigente se encuadra de-
ntro de aquellos que siguen el modelo inquisitivo escrito, 
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encargando la investigación o desarrollo del sumario al 
juez de instrucción. Una vez que éste termina de reunir las 
pruebas, envía el sumario al fiscal para que sea él quien 
presente la acusación o requiera la apertura del juicio. 
También existen otros sistemas con procedimiento oral que 
siguen el modelo denominado «mixto» o «reformado», 
donde se le entrega la investigación al juez de instrucción 
para que realice una instrucción formal y sobre la base de 
ese sumario, el fiscal pide la apertura de un juicio oral y 
público.  
 
 156. En ambos casos, sea el procedimiento escrito u 
oral, cuando la investigación o el sumario ha sido encar-
gada al juez de instrucción, éste realiza actividades de va-
riada naturaleza y discutible compatibilidad, pues, es una 
misma persona quien investiga, toma decisiones, ordena 
detenciones, decreta la prisión preventiva, autoriza allana-
mientos, realiza anticipos de prueba, presenta la acusación 
y requiere el auto de apertura a juicio, entre otras. Este 
modelo de función judicial hace que el juez de instrucción 
concentre potestades casi incontrolables en el proceso pe-
nal. En realidad, del conjunto de actividades realizadas por 
él, dos son incompatibles en sí mismas, ser al mismo tiem-
po, el investigador que eventualmente presentará la acusa-
ción; y el garante de los derechos constitucionales y proce-
sales. En definitiva, el juez de instrucción debe ser garante 
de sus propios actos, lo cual genera estructuralmente gra-
dos cualitativos de ineficacia, sin entrar a considerar la eti-
cidad de tal condición. 
 
 157. El sistema propuesto por el Anteproyecto, se ade-
cua doctrinalmente al modelo acusatorio, otorgándole la 
investigación de los hechos, directamente al fiscal, quien es 
el encargado de preparar la acusación, que él mismo pre-
sentará. Se trata de otro modo de organizar la investigación 
preliminar, consistente en acentuar el carácter acusatorio 
del proceso, dividiendo las dos funciones básicas de los su-
jetos judiciales intervinientes, de modo que sea el Ministe-
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rio Público el encargado de investigar, quedando reservado 
al juez, la tarea de autorizar y tomar las decisiones juris-
diccionales, pero nunca investigar. 
 
 158. Los fiscales tienen la gran responsabilidad de la 
investigación y posterior acusación si fuere pertinente, y 
los jueces solo la responsabilidad de vigilar y controlar la 
legalidad de la investigación, además de sus atribuciones 
jurisdiccionales. Este sistema se va imponiendo en la ma-
yoría de los países que han impulsado reformas procesales 
en los últimos tiempos, pues en la práctica ha demostrado 
ser más eficaz, tanto para profundizar la investigación co-
mo para preservar las garantías procesales y constituciona-
les.  
 
 A. ETAPA PREPARATORIA. 
 
 159. Luego de los actos iniciales del proceso, sea la de-
nuncia, la querella, o la intervención policial preventiva, 
mediante los cuales ha ingresado formalmente un supuesto 
hecho delictivo al sistema judicial, comienza una etapa ne-
tamente preparatoria, que consiste en un conjunto de actos 
y diligencias, fundamentalmente de investigación, orienta-
dos a determinar si existen razones para presentar la acusa-
ción y someter a una persona a juicio. El requerimiento del 
fiscal, consistente en que se inicie juicio respecto de una 
persona determinada y por un hecho determinado, se de-
nomina acusación. Por lo tanto, luego de los actos iniciales 
del proceso, comienza un conjunto de actos procesales a 
cargo del Ministerio Público, tendientes a preparar la acu-
sación, denominada investigación fiscal dentro de la etapa 
preparatoria. 
 
 160. Toda la tarea que significa la investigación preli-
minar de un delito de acción pública, para fundamentar una 
acusación formal, o de otro modo, requerir el sobresei-
miento, ha sido confiada al Ministerio Público que así re-
emplaza la labor de los jueces de instrucción y de los jue-
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ces de primera instancia. Al respecto, en la exposición de 
motivos del Proyecto de Código Procesal Penal de Guate-
mala presentado por los Doctores MAIER y BINDER, se 
explica que: «Con ello se pretende acentuar la forma acu-
satoria del procedimiento penal, y simplificar y dinamizar 
la tarea de investigación que actualmente se halla encerra-
da en formalidades que no cumplen una función eficaz, 
tanto a la averiguación de la verdad, como a una decisión 
rápida acerca de la promoción del juicio o del sobresei-
miento, incluso en beneficio del imputado»  
  
 161. Durante el período preparatorio, existen básica-
mente cuatro clases de actos:  
 a) diligencias propias de investigación; 
 b) resoluciones que dirigen la marcha del proceso;   
 c) realización de anticipos jurisdiccionales de prueba, es 
decir, la realización de pruebas que no podrán ser pro-
ducidas en el juicio; y, 
 d) resoluciones, decisiones o autorizaciones jurisdic-
cionales, referidas a actos que puedan afectar garantías 
procesales o derechos constitucionales. 
 
 162. Entonces, además de las diligencias propias de la 
investigación del Ministerio Público durante el desarrollo 
de ésta etapa preparatoria, se toman decisiones jurisdic-
cionales; al respecto, cualquiera de los sujetos procesales 
puede oponer excepciones o interponer cualquier otro tipo 
de incidente. Estas decisiones serán resoluciones a dictarse 
durante la etapa preparatoria, y dentro de ella, la resolución 
más importante es la que decide sobre la detención o pri-
sión preventiva de un imputado. Estas decisiones formales, 
por mandato constitucional, deben ser tomadas estricta-
mente a través de resoluciones jurisdiccionales, es decir, 
por la autoridad judicial competente: el juez penal. 
 
 163. Otro tipo de decisiones, pero no menos importan-
tes, son las que resuelven ciertos actos de la investigación 
cuando afectan directamente garantías procesales o bienes 
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y derechos protegidos por la Constitución, por ejemplo, al 
ordenar allanamientos, secuestro, comiso o incautación de 
objetos o documentos, exámenes psíquicos o físicos del 
imputado o de un testigo, entre otras. 
  
 164. La acusación, que es el acto mediante el cual el 
Ministerio Público o el querellante particular, en su caso, 
requiere el auto de apertura a juicio, es la forma propia de 
finalizar la investigación. Cuando no se ha encontrado fun-
damento serio para promover la acusación o cuando no se 
pudo identificar al imputado procederá alguna de las fór-
mulas de absolución anticipada o de clausura provisional 
del proceso. 
 
 165. Así como la etapa preparatoria se origina a través 
de actos iniciales perfectamente individualizados, también 
tiene señalados sus modos de conclusión. La investigación 
de los hechos a cargo del Ministerio Público no puede que-
dar abierta indeterminadamente sin proceder a presentar la 
acusación, ya que la prolongación excesiva o irrazonable 
lesiona derechos humanos fundamentales, considerando los 
principios de seguridad jurídica y los derechos del imputa-
do, en ese sentido se establece un plazo máximo de dura-
ción de la investigación. 
 
 B. ETAPA INTERMEDIA.  
 
 166. Una vez presentada la acusación o cualquier otra 
solicitud del Ministerio Público o del querellante, se pro-
cederá a una audiencia preliminar para discutir sobre los 
actos o requerimientos conclusivos de la investigación. An-
tes de la audiencia, las partes pueden objetar los vicios o la 
falta de fundamento de la acusación o de la solicitud de so-
breseimiento, oponer excepciones o contestarlas, ofrecer 
las pruebas a ser producidas en el juicio y otras manifesta-
ciones de distinta naturaleza según sus propios intereses.  
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 167. La audiencia preliminar es entendida como una 
institución de control formal y sustancial de las actividades 
y diligencias de la investigación, principalmente de la acu-
sación. La audiencia permite también la aplicación de al-
ternativas dentro del proceso penal, como la suspensión 
condicional, el procedimiento abreviado, la aplicación de 
criterios de oportunidad y otras.  
  
 168. En la audiencia preliminar, el Juez penal debe ad-
mitir o rechazar la prueba ofrecida por las partes para el 
juicio, y al mismo tiempo podrá ordenar la realización de 
otras que permitan una mejor preparación del juicio.  
 
 169. Una vez finalizada la audiencia preliminar el Juez 
deberá resolver todas las cuestiones que han sido plantea-
das, y en su caso, dictará el auto de apertura a juicio oral y 
público, admitiendo la acusación. Esta es la resolución más 
importante de la etapa intermedia, por que en ella se de-
termina el objeto del juicio y la sentencia proveniente so-
lamente podrá referirse a los hechos que han sido expues-
tos en un debate contradictorio. 
 
 170. En la etapa intermedia se toman decisiones políti-
cas importantes de carácter procesal y de gran responsabi-
lidad, y es la forma concreta de control del resultado de la 
etapa preparatoria. En ese sentido, la naturaleza, en cierto 
modo inquisitiva de la investigación se corrige en la etapa 
intermedia, de tal manera que los derechos y garantías pro-
cesales, y entre ellas, la inviolabilidad de la defensa y el 
principio de presunción de inocencia no cumplan su fun-
ción procesal solamente en el juicio, sino que se las inter-
prete extensivamente en todo el procedimiento. 
 
 C. JUICIO ORAL Y PÚBLICO. 
 
 171. El juicio oral y público es la etapa esencial y prin-
cipal de todo el proceso penal, es la más importante, por 
ello las etapas anteriores se desarrollan  dirigiéndose hacia 
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la sustanciación del juicio. Es allí en donde los conflictos 
sociales que significaron la apertura de un proceso penal 
son redefinidos mediante resolución judicial definitiva. 
 
 172. El tercer título del libro primero de la segunda par-
te desarrolla los presupuestos del juicio oral y público, di-
vidiendo su estudio en cuatro capítulos. Como normas ge-
nerales se introducen las reglas básicas y clásicas del jui-
cio, promoviendo la aplicación bajo pena de nulidad de los 
principios de inmediación, publicidad y oralidad; respetan-
do el principio de continuidad del juicio, admitiendo sus-
pensiones especiales y precisamente determinadas; y, los 
derechos y deberes de las partes durante el desarrollo. 
  
 173. El Anteproyecto sigue las líneas de los códigos 
procesales modernos apartándose de los modelos clásicos, 
en los casos, donde sean convenientes, proponiendo la po-
sibilidad de dividir el juicio, o lo que se denomina en la 
doctrina procesal moderna «la cesura del juicio», sobre la 
base de la  necesidad de precisar la discusión judicial sobre 
la determinación de la pena, evitando que una decisión tan 
importante se convierta en un simple cálculo matemático o 
sea establecido arbitrariamente.  
 
 174. En el mismo sentido del párrafo precedente, se 
propone la obligatoriedad de una pericia especial o la divi-
sión del juicio, en los casos en que el delito sea cometido 
dentro de un grupo social con cultura divergente o cuando 
quienes intervinieron en el hecho presenten una diversidad 
cultural evidente, fundamentado en los presupuestos cons-
titucionales de igualdad de las personas, de la tolerancia y 
de la libertad de expresión de la personalidad, entre otras.  
  

175. En la sustanciación del juicio se ha seguido el es-
quema general de los sistemas con juicio oral. Igual linea-
miento se mantiene para la deliberación y la sentencia, 
donde lo más significativo es la elaboración de la sentencia 
inmediatamente después de la deliberación, sin posibilitar 
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suspensiones o interrupciones. De las actuaciones del jui-
cio se labrarán actas, que demostrarán como válido el desa-
rrollo del mismo, la observancia de las formalidades, las 
intervenciones de las partes y los actos realizados.  
 
 176. Teniendo en cuenta que el juicio es oral y público, 
la lectura de la sentencia es un acto esencial, y en ese sen-
tido, también el contenido de la misma debe ser explicado 
en idioma guaraní, en concordancia con la Constitución.
     

 
II. LOS PROCEDIMIENTOS ESPECIALES. 

  
 A. PROCEDIMIENTO ANTE EL JUEZ DE PAZ. 
 
 177. A pesar de su desnaturalización funcional a través 
de nuestra historia la figura del juez de paz se encuentra en 
plena evolución. Para muchos, en él está el germen de una 
nueva justicia, con verdadera capacidad para resolver los 
conflictos sociales, insertado en las comunidades, con ca-
pacidad para comprender la vida de la gente común y qui-
zás la única solución verdadera al problema endémico de la 
falta de acceso a la justicia. Para otros es una  figura peri-
mida, incapaz de asumir los desafíos de una sociedad com-
pleja, donde el derecho se ha tecnificado en extremo y 
prácticamente ya no existen los litigios sencillos. Esta es 
una discusión pendiente y posiblemente la solución no esté 
en ninguno de estas dos posturas extremas. Mientras tanto 
el Anteproyecto le ha asignado al juez de paz algunas fun-
ciones importantes, aunque no se apoya en esta figura de 
un modo permanente. 
 
 178. En primer lugar, le asigna una competencia suple-
toria, -delegada no es el término apropiado- para que pue-
dan cumplir las funciones de control propias del juez penal 
en aquéllos lugares, -en especial en las zonas del interior 
del país- donde el juez penal no puede actuar rápidamente. 
Dadas las funciones primordialmente pasivas que en la 
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etapa preparatoria debe cumplir el juez, esto no significa 
asignarle una competencia permanente, sino, antes bien, 
permitir que si el fiscal necesita una autorización (por 
ejemplo, para un allanamiento), o el imputado quiere forta-
lecer sus garantías, puede recurrir al juez de paz. Ello será 
de gran utilidad para el control de los primeros momentos 
de la investigación, en especial, de la actuación de la Poli-
cía Nacional. Se trata de un sistema flexible que permite 
utilizar un recurso ya existente y darle vigencia a las garan-
tías en todos los rincones del país. 
 
 179. En segundo lugar, tiene una competencia alternati-
va, en particular en las causas de menor entidad y cuando 
se trata de producir salidas procesales (desestimación, so-
breseimiento provisional, oportunidad, suspensión condi-
cional del proceso) o sentencias en casos rápidos (flagran-
cia, confesión, etc.) siempre que se trate de penas cortas 
(hasta un año) o penas no privativas de libertad o delitos de 
acción privada, si el imputado acepta la competencia. En 
los primeros casos, el Ministerio Público provoca optati-
vamente la competencia del juez de paz, presentando ante 
él su requerimiento fiscal. Si se trata de delitos de acción 
privada será facultad del querellante. Este sistema tiene la 
ventaja de permitir descongestionar la situación de los jue-
ces penales y brindar un servicio judicial rápido y real en 
zonas alejadas de los centros urbanos. Además no es un 
sistema rígido sino que permite realizar una política de uti-
lización progresiva de estos mecanismos según vaya evo-
lucionando la situación y la capacitación de los jueces de 
paz. 
 
 180. Finalmente se mantiene algo que es tradicional en 
esta figura judicial, tal como es el juicio de faltas. Qué fal-
tas deberán ser juzgadas, es algo que le corresponde definir 
a la legislación penal o a las leyes especiales. De todos 
modos el Anteproyecto debe dejar legislado un juicio de 
faltas, breve y sencillo, sobre base oral, para aquéllos casos 
que existan o pudieran existir. 
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  B. PROCEDIMIENTO ABREVIADO. 
  
 181. El procedimiento abreviado es, básicamente, una 
simplificación de los trámites procesales, de modo que, 
siempre y exclusivamente con el consentimiento del impu-
tado, se puede prescindir del juicio oral y dictar una sen-
tencia sobre la base de la admisión de los hechos por parte 
del propio imputado. En este sentido funciona de un modo 
similar al allanamiento sobre los hechos, institución ya 
ampliamente conocida en la legislación procesal civil. 
   
 182. Los requisitos previstos para este procedimiento 
son bastante estrictos porque la prescindencia del juicio 
oral, afecta a garantías muy básicas que sólo pueden ser 
dejadas de lado si el beneficiario de ellas -el imputado-, 
consiente de un modo claro, contundente y definitivamente 
libre. Por ello es necesario, en primer lugar, la aceptación 
de los hechos; en segundo lugar, el consentimiento para la 
aplicación de este procedimiento, prestado con total liber-
tad. Para garantizar que no existan coacciones indebidas, el 
defensor con su firma debe asegurar que el imputado ha 
prestado libremente su consentimiento. 
  
 183. Quienes pueden provocar este procedimiento son 
los acusadores, no el imputado por sí mismo. De todos 
modos, su ámbito de aplicación ha sido restringido, quizás 
en una primera etapa de prueba sobre la utilización de esta 
institución, a delitos que no tengan prevista pena privativa 
de libertad o delitos cuya pena máxima de prisión no su-
pere los cinco años. 
  

184. Esta propuesta común se presenta ante el juez (pe-
nal en la mayoría de los casos, y si la pena que se pide es 
menor a un año o no privativa de libertad se puede presen-
tar ante el juez de paz), quien puede aceptar o no el proce-
dimiento (porque considera que no se dan los requisitos de 
procedencia) o puede condenar o absolver (por ejemplo, si 
por más que exista reconocimiento de los hechos considera 



EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 XCII

que el hecho no constituye delito). La única limitación que 
tiene el juez es que si condena no puede imponer una pena 
más alta que la solicitada por los acusadores. Esa es, jus-
tamente, el beneficio del imputado al aceptar este procedi-
miento. 
 
 185. La operatividad de este procedimiento es muy im-
portante y lo son también sus ventajas. En primer lugar, da 
una solución a una gran cantidad de casos en los que la 
prueba es abrumadora para el propio imputado (flagrancia, 
por ejemplo) de tal modo que los costos de seguir un pro-
ceso completo son más gravosos. Por otra parte permite 
consolidar una vieja institución de nuestra legislación que 
consiste en los beneficios que se otorgan a aquél que deci-
de colaborar con la administración de justicia y confesar su 
hecho. De este modo puede lograr no sólo una pena menor 
sino un procedimiento menos costoso y con menor publici-
dad. En tercer lugar permite que, en ciertos casos en los 
que el fiscal tenga suficiente prueba, pueda proponer una 
solución alternativa de este tipo, con ventajas para el impu-
tado y para el Ministerio Público que tiene menos desgaste 
en su actividad. 
 
 186. La víctima obtiene ventajas, ya que la condena le 
permite un procedimiento rápido de reparación o la admi-
sión de los hechos siempre facilita la acción civil posterior; 
y la sociedad obtiene el beneficio de sentencias rápidas. No 
debemos dejar de lado que el mayor efecto de prevención 
general lo produce el hecho de que se logre una sentencia 
de condena cuando el hecho aún está vivo en la memoria 
colectiva y no una sentencia, quizás mayor en pena, pero 
que llega cuando ya se ha olvidado lo sucedido. 
 
 187. De todos modos, se ha optado por un inicio pru-
dente de esta institución y de allí su limitación a casos de 
menor importancia. El imprescindible control judicial ga-
rantiza, así lo creemos, que el procedimiento no será dis-
torsionado a través de presiones indebidas para lograr con-
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fesiones, ni que se abrirá una puerta para nuevas corrup-
ciones. El futuro dirá, si es una institución que puede ser 
ampliada por sus beneficios o debe ser limitada o elimina-
da. En este tema, como en tantos otros, no existe otro ca-
mino que el del ensayo y el error. 
   
 C. PROCEDIMIENTO POR DELITOS DE AC-
CIÓN PRIVADA. 
 
 188. Fiel a la filosofía general de todo el Anteproyecto 
que ha abierto las puertas a la participación de las víctimas, 
se establece un procedimiento especial para todos los casos 
de delitos de acción privada. 
 
 189. Básicamente el procedimiento por delitos de ac-
ción privada comienza directamente en el juicio oral y pú-
blico, que se rige conforme a las reglas comunes. Sin em-
bargo existe una etapa previa que puede servir para tratar 
de provocar la conciliación o retractación (se prevé una 
audiencia obligatoria de conciliación) o puede ser utilizado 
para lograr algún auxilio judicial para preparar la acusación 
(por ejemplo, averiguación del nombre real tras el seudó-
nimo, en el caso de libelos difamatorios, averiguación de 
domicilios, etc.). 
 
 D. PROCEDIMIENTO PARA LA APLICACIÓN 
EXCLUSIVA DE  MEDIDAS. 
 
 190. Según la ley penal y la doctrina común al respecto, 
la irreprochabilidad no permite la aplicación de una pena 
porque la alteración de las facultades mentales o la imposi-
bilidad de dirigir las acciones conforme a una comprensión 
razonable impide la declaración de culpabilidad. En estos 
casos, las medidas son la consecuencia del hecho ilícito, no 
culpable. 
 
 191. Pero la irreprochabilidad no significa que no se 
deba probar la existencia del hecho ilícito, o que respecto 



EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 XCIV 

del irreprochable no operen las causas de justificación, por 
ejemplo. Ha existido una mala práctica en nuestros tribuna-
les, acostumbrada más bien a comprobar sólo la existencia 
de la reprochabilidad y creer que sólo con ella ya existían 
los fundamentos necesarios para la aplicación de una me-
dida. Pero ese no es el sistema según nuestro derecho penal 
vigente. 
 
 192. El juicio especial previsto busca llamar la atención 
sobre la prueba de los restantes elementos que permiten la 
aplicación de una medida (básicamente todos los que hacen 
a la  existencia del hecho y a su ilicitud), pero adapta las 
reglas del procedimiento a las circunstancias particulares 
del imputado, que generalmente se encuentra, además, en 
una situación de incapacidad procesal. Se trata de un pro-
cedimiento que aumenta las garantías, restringe la publici-
dad y obliga a una consideración mas particularizada de las 
circunstancias personales del imputado.  
 
 E. PROCEDIMIENTO PARA MENORES. 
 
 193. Por razones de sistema y necesidad propias de la 
generalidad de la ley, se establece un límite preciso a partir 
del cual comienza la plena responsabilidad penal. Sin em-
bargo esta ficción legal no debe ser confundida con la rea-
lidad insoslayable de que no es lo mismo un delito cometi-
do por una persona adulta que otro, quizás el mismo en 
términos de gravedad, cometido por un menor de edad, 
aunque según la ley, ya tenga la misma responsabilidad 
plena que posee un adulto. 
  

194. Este procedimiento no establece rebajas en la pena 
ni otro tratamiento distinto, que le corresponde establecer a 
la legislación penal. Lo que busca es que el modo como re-
accione la justicia penal frente a hechos cometidos por per-
sonas tan jóvenes sea distinto. En muchos casos se tratará 
de la primera vez que el joven tenga un enfrentamiento con 
la justicia y del modo como este se desarrolle quizás de-
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penda el futuro de su vida personal. En otros casos, aunque 
ya exista reiteración de hechos, todavía se trata de una per-
sona en un estadio inicial del desarrollo de su personalidad, 
que puede ser corregido con mayor facilidad. 
 
 195. Este procedimiento especial busca preparar a la 
administración de justicia y al Ministerio Público para este 
primer encuentro con un joven imputado. Se busca que los 
fiscales sean especializados, que se trate de involucrar a los 
padres o familiares del menor, que se restrinja al máximo 
la publicidad, que no se abuse de la privación de libertad y, 
especialmente, que se trate cuidadosamente todo la relativo 
al desarrollo educativo y personal del joven. Además se es-
tablece que en estos casos la división del juicio prevista en 
el procedimiento ordinario sea obligatoria, para que exista 
una discusión más detallada de la pena. Aquí el acierto ju-
dicial en la individualización de la pena es fundamental pa-
ra el cumplimiento de los fines de prevención especial pre-
vistos en la Constitución. 
   
 F. PROCEDIMIENTO PARA LOS DELITOS RE-
LACIONADOS CON  PUEBLOS INDÍGENAS. 
 
 196. Una de las innovaciones importantes del Antepro-
yecto es la creación, en armonía con la Constitución Na-
cional, de un procedimiento para los delitos relacionados 
con pueblos indígenas. Las diecisiete naciones, etnias o 
pueblos indígenas que representan ahora un porcentaje pe-
queño de la población del país, son herederos de una cultu-
ra de existencia anterior a la constitución del Estado para-
guayo. Estos diecisiete pueblos sufrieron los embates del 
sector occidental de la población, que fundado en su poder 
destructivo y la coacción, creo un sistema en el que fueron 
conculcados los derechos más fundamentales de sus inte-
grantes. Una pieza más de la política en virtud de la cual se 
negó la vida a estos pueblos indígenas, evidentemente ha 
sido el derecho escrito, extraño a esas culturas y paralelo a 
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los sistemas de regulación jurídica propios de sus socieda-
des. 
  
 197. Después de la Constitución de 1992, la reforma del 
sistema judicial no puede quedar ajena a esa realidad, si 
pretende aportar algo positivo a la construcción de una so-
ciedad auténticamente democrática en la que la unidad no 
niegue la diversidad necesaria, para que cada persona legí-
timamente pueda alcanzar el pleno desarrollo de sus poten-
cialidades humanas. El estado de derecho se compromete 
con la persona como fin último; teleología que lo legítima 
como fenómeno de concentración del poder coercitivo de 
la sociedad. No puede, pues, dejar de comprometerse con 
las culturas que componen la sociedad en su conjunto, mu-
cho más aún cuando esas culturas son anteriores a su mis-
mo surgimiento, como es el caso de nuestros pueblos indí-
genas. Así lo entendieron los constituyentes, cuando aco-
giendo el reclamo de los representantes originarios de los 
pueblos indígenas, legaron a América y al mundo, el Capí-
tulo V del título I de la primera parte de la Constitución 
Nacional, como testimonio de la auténtica vocación demo-
crática de un pueblo que no teme reconocerse multicultural 
y pluriétnico. 
  
 198. Así también lo entendimos cuando no sólo hemos 
establecido normas especiales en lo relativo al reconoci-
miento como víctima de la comunidad indígena y en lo re-
lativo al regimen de la acción sino que se dedicó un proce-
dimiento específico para regular este problema. Creemos 
importante señalar, enfáticamente y desde un principio que 
estas normas especiales: a) no devienen de una posición 
paternalista propia del integracionismo o asimilacionismo 
etnocéntrico que caracterizó al derecho positivo paraguayo 
y que juzga a estos pueblos como débiles y destinados a ser 
«convenientemente», absorbidos por la sociedad occiden-
tal; b) tampoco devienen de una posición ingenua, musio-
lógica, segregacionista en la que se pretende aislar a estos 
grupos de la dinámica social global; y, c) no constituyen un 
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populismo o romántico homenaje a las tan mal llamadas 
«raíces de nuestra nacionalidad», o como podría decirse 
también, un tributo al pasado viviente de la humanidad. 
 
 199. Por el contrario, las normas que proponemos bus-
can: a) traducir en el derecho procesal penal los derechos 
fundamentales que reconoce a los pueblos indígenas la car-
ta fundacional de la República; b) tomar en cuenta el carác-
ter reivindicatorio, resarcitorio y tuitivo del derecho consti-
tucional que rige la materia; y, c) revertir o por lo menos 
poner barreras, a una tendencia social que más allá del 
mandato constitucional actual seguirá incidiendo negati-
vamente sobre la vida de los pueblos indígenas. En defini-
tiva podemos decir que estas normas buscan, al igual que 
la Constitución Nacional, y en este caso desde el derecho 
procesal penal, establecer bases justas para que los pueblos 
indígenas y la sociedad mayoritaria de tipo occidental, se 
respeten mutuamente estableciendo un diálogo cultural en 
el que participen en la construcción de una convivencia pa-
cífica, donde la creatividad humana encuentre nuevas solu-
ciones a los desafíos de una vida cada vez más compleja.   
 
 200. Dada la especial complejidad de los problemas que 
tratan de resolver estas normas especiales, nos parece ne-
cesario realizar algunas aclaraciones previas. La primera de 
ellas tiene que ver con los tipos de conflictos a ser conside-
rados por el derecho procesal penal en cada caso. Existen, 
en primer lugar, conflictos intracomunitarios, que son 
aquellos que afectan a individuos pertenecientes a la uni-
dad política básica de los pueblos indígenas, tradicional-
mente estos conflictos implican un problema entre indivi-
duos de una misma etnia y por lo tanto de igual cultura. Sin 
embargo, el proceso social de desintegración comunitaria, 
nos enfrenta al hecho de que actualmente en una misma 
comunidad pueden vivir miembros de etnias distintas lo 
que vuelve aún más complejos los casos. Podemos, pues, 
distinguir conflictos intracomunitarios entre personas de 
una misma etnia y entre personas de distintas etnias. 
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 201. También existen conflictos intercomunitarios. Es-
tos conflictos pueden involucrar a miembros de una misma 
etnia y de diversas etnias, pero siempre de comunidades 
indígenas diferentes. Tanto en los conflictos intra como in-
tercomunitarios, podemos a su vez distinguir aquéllos en 
los que existe una mayor diferenciación cultural porque los 
individuos pertenecen a pueblos de familias lingüísticas di-
ferentes. 
  
 202. Creemos que se apreciará mejor la extrema com-
plejidad de esta cuestión si analizamos algunos ejemplos. 
Un caso de conflicto intracomunitario de una misma etnia 
se da cuando el individuo A es AVA CHIRIPA y lesiona 
en una riña al individuo B que es también AVA CHIRIPA 
y miembros ambos de la comunidad XX. Otro caso distin-
to, de conflicto intracomunitario de individuos de etnias di-
ferentes pero de igual familia lingüísta, se da cuando en la 
comunidad XX el individuo A que es NIVAKLE lesiona 
al individuo B que es MAKA. Un conflicto intracomunita-
rio, entre individuos de etnias y familias lingüístas diferen-
tes, se da cuando en la comunidad XX el individuo A que 
es GUARANI OCCIDENTAL lesiona al individuo B que 
es NIVAKLE. Un caso de conflicto intercomunitarios de 
la misma etnia se da cuando el miembro A AYOREO de 
la comunidad XX lesiona al miembro B que es también 
AYOREO pero pertenece a la comunidad indígena YY. 
Por último, un caso de conflicto intercomunitario de etnias 
distintas se da cuando el miembro A que es SANAPANA 
pertenece a la comunidad XX lesiona al señor B que es 
ENXET y pertenece a la comunidad YY. Hemos hecho es-
ta diferenciación para que se comprenda que difícilmente 
la justicia ordinaria pueda captar toda la riqueza de estas 
complejidades si no tiene normas especiales para ello. 
   
 203. Pero también pueden existir conflictos entre indí-
genas y miembros de la sociedad envolvente: adoptamos la 
palabra envolvente a los efectos de describir la sociedad 
llamada occidental, capitalista, cristiana, etc. en su aspecto 
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sofocante en lo que respecta a los pueblos indígenas. En 
esta situación se ven involucradas personas de una sola o 
varias etnias y una o varias personas de la sociedad occi-
dental. Analicemos aquí también distintos ejemplos: a) los 
empresarios A, B, C, miembros de la etnia o nación para-
guaya, en violación de una prohibición de innovar destru-
yen el bosque poseído por la comunidad indígena XX, en 
la que conviven familias AVA CHIRIPA mestizadas con 
MBYA, ambos de la familia lingüista guaraní; b) el señor 
A de nacionalidad paraguaya secuestra al niño B de la co-
munidad XX en la que todos son ACHE. La tipología des-
cripta puede ser a su vez relacionada con el ambiente físico 
en el que es cometido el hecho así como la naturaleza de 
los bienes lesionados. 
 
 204. Para comenzar a encarar este conjunto de proble-
mas debemos tener en cuenta que la Constitución Nacional 
reconoce validez al derecho consuetudinario indígena ya 
que el art. 63 establece que éllos  «...tienen derecho a apli-
car libremente sus sistemas de organización política, so-
cial, económica, cultural y religiosa al igual que la volunta-
ria sujeción a sus normas consuetudinarias para la regula-
ción de la convivencia interna, siempre que ellas no atenten 
contra los derechos fundamentales establecidos en esta 
Constitución. En los conflictos jurisdiccionales se tendrá 
en cuenta el derecho consuetudinario indígena.» Cabe des-
tacar que este principio no era extraño en el derecho positi-
vo paraguayo, el convenio 107 de la O.I.T. incorporado en 
el año 1968 como ley Nº 63 establecía en su artículo 8º: 
«En la medida compatible con los intereses de la colectivi-
dad nacional y con el ordenamiento jurídico del país: a) los 
métodos de control social propio de las poblaciones en 
cuestión deberán ser utilizados para la represión de los de-
litos cometidos por miembros de las dichas poblaciones; b) 
cuando la utilización de tales métodos de control no sea 
posible la autoridad y los tribunales llamados a pronunciar-
se deberán tener en cuenta las costumbres de dichas pobla-
ciones en materia penal». 
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 205. En el año 1981 es sancionada la ley 904/81 que en 
el artículo 5º expresa: «Las comunidades indígenas podrán 
aplicar para regular su convivencia sus normas consuetudi-
narias en todo aquello que no sea incompatible con los 
principios de orden público». El art. 6º preceptúa «En los 
procesos que atañen a indígenas los jueces tendrán también 
en cuenta su derecho consuetudinario debiendo solicitar 
dictamen fundado al Instituto Paraguayo del indígena y 
otros profesionales en la materia. El beneficio de la duda 
favorecerá al indígena atendiendo a su estado cultural y a 
sus normas consuetudinarias». 
  
 206. Por otra parte, el convenio 169 de 1989 que ac-
tualmente forma parte de nuestro derecho positivo precep-
túa en su artículo 8º: «Al aplicar la legislación nacional a 
los pueblos interesados deberá tomarse debidamente en 
consideración sus costumbres o su derecho consuetudina-
rio». Dichos pueblos deberán tener el derecho de conservar 
sus costumbres e instituciones propias siempre que estas no 
sean incompatibles con los derechos fundamentales defini-
dos, con el sistema jurídico nacional ni con los derechos 
humanos internacionalmente reconocidos. Siempre que sea 
necesario deberá establecerse procedimientos para solucio-
nar los conflictos que puedan surgir en la aplicación de este 
principio. Asimismo los Arts. 9 y 10 establecen «En la me-
dida de que ello sea compatible con el sistema nacional y 
con los derechos humanos internacionalmente reconocidos 
deberán respetarse los métodos a los que los pueblos inte-
resados recurren tradicionalmente para la represión de los 
delitos cometidos por sus miembros; las autoridades y los 
tribunales llamados a pronunciarse sobre cuestiones pena-
les deberán tener en cuenta las costumbres de dichos pue-
blos en la materia; cuando se impongan sanciones penales 
previstas por la legislación general a miembros de dichos 
pueblos deberán tenerse en cuenta sus características eco-
nómicas, sociales y culturales; deberá darse la preferencia 
a tipos de sanciones distintas del encarcelamiento». 
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 207. Una primera dificultad que plantea el texto consti-
tucional del artículo 63 es establecer a qué se refiere la 
Constitución con la palabra «interna». Entendemos que la 
ley fundamental quiere indicar que se trata de los pueblos 
indígenas en su conjunto, pues éstos han sido los sujetos de 
un modo particular de agresión por parte de la sociedad 
mayoritaria envolvente, por lo tanto a pesar de sus diferen-
cias culturales participan de una situación de hecho bastan-
te similar. De este modo, nuestra ley fundamental asume la 
complejidad de las relaciones internas de estos pueblos in-
dígenas que, como hemos señalado, va mas allá de los lí-
mites tradicionales, pudiendo involucrar inclusive a indivi-
duos de familias lingüísticas diferentes. 
   
 208. Hemos entendido que el significado constitucional 
de la frase «al interior de los pueblos indígenas» se satisfa-
ce cuando los bienes lesionados sean de estos pueblos o de 
sus integrantes. En los demás casos, cuando algún indígena 
inserto en su cultura sea parte de la relación procesal, 
igualmente  el derecho consuetudinario deberá ser tenido 
en cuenta por los magistrados conforme establece la última 
parte del artículo citado. 
  
 209. También queremos dejar claro lo que entendemos 
por los límites impuestos por la Constitución Nacional al 
derecho consuetudinario. En primer lugar el artículo 63, 
claramente establece como un requisito esencial para la va-
lidez del derecho consuetudinario, la voluntaria sujeción a 
ese derecho. Por ello se debe entender, la necesidad de que 
concurra un hecho objetivo que es la residencia en el ámbi-
to en que vive el grupo de cultura diferenciada, además de 
la expresión positiva de la voluntad de sujeción. Sin em-
bargo, no puede sostenerse la sujeción voluntaria, cuando 
exista una expresa declaración de la persona en contra, aún 
cuando viva en el ámbito territorial de vigencia de las nor-
mas consuetudinarias. El Anteproyecto ha establecido un 
mecanismo para dar certeza a la concurrencia de este re-
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quisito, a los efectos de que produzca sus consecuencias ju-
rídicas. 
  
 210. En segundo lugar, el artículo 63 de la Constitución 
Nacional establece que el mecanismo consuetudinario apli-
cado, no puede violar otros derechos constitucionales fun-
damentales. Tanto las leyes, como en este caso, las cos-
tumbres de carácter jurídico, deben realizar los valores su-
premos definidos por la Constitución Nacional. Evidente-
mente en ningún caso el derecho consuetudinario podría 
regir en contra de los derechos fundamentales reconocidos 
a toda persona por el ordenamiento constitucional. Así co-
mo una ley no rige en contra de lo establecido por la Cons-
titución, tampoco puede hacerlo una costumbre a la que es 
reconocida capacidad coercitiva en el ámbito propio de su 
validez. Por ello el Anteproyecto establece un sistema de 
control de la constitucionalidad del acto, es decir de la 
aplicación del derecho consuetudinario a un conflicto en 
particular. 
 
 211. Desde otro ángulo, existe otro aspecto importante. 
Se trata del deber de defensa del Estado. Teniendo en 
cuenta la realidad social y la agresión de la que estos pue-
blos han sido objeto, la Constitución Nacional establece el 
deber de que sean asistidos, en contra de la alienación cul-
tural. Esta obligación significa en el proceso, la existencia 
de mecanismos que sean eficaces para: a) evitar los errores, 
por desconocimiento, de los funcionarios intervinientes; b) 
prevenir de los prejuicios etnocéntricos que distorsionan la 
objetividad o imparcialidad en el proceso; y, c) facilitar el 
acceso real de los indígenas al sistema de justicia. 
  
 212. Lo explicado hasta ahora tiene una incidencia dire-
cta en la elección del modo de integración del tribunal que 
juzgue estos casos. La integración del órgano con indíge-
nas como jueces comunitarios, tal como propone el Pro-
yecto de Código Procesal Penal de Ecuador de 1992 o la 
constitución conjunta entre jueces ordinarios y jueces le-
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gos, según el modelo escabinado europeo, ha sido des-
echada por considerar que de este modo se exportaría in-
útilmente al interior de los pueblos indígenas un sistema 
propio de la cultura occidental, extraño al mundo indígena  
y que podría convertirse nuevamente en una sutil forma de 
avasallamiento por parte de la sociedad envolvente. 
 
 213. Teniendo en cuenta el escaso volumen de los ca-
sos, además, considerando la gran dispersión de los focos 
de conflictos en el territorio de la República, la judicatura 
de paz, debidamente jerarquizada, puede ser un elemento 
sustancial para la aproximación del sistema de justicia a las 
distintas comunidades, antes que la creación de jueces es-
pecializados que se hallan distantes de las comunidades. 
Finalmente hemos decidido que las reglas especiales modi-
fiquen el proceso, en lo estrictamente necesario de tal ma-
nera a dar vigencia al Capítulo V de la Constitución Na-
cional y sus concordantes.  
  
 214. Por lo tanto, cuando la intervención estatal es in-
evitable -ya hemos explicado el mecanismo de reconoci-
miento de la solución interna de los conflictos a través de 
la extinción de la acción- se han establecido los siguientes 
mecanismos: a) la figura de peritos que intervienen en to-
das las fases del proceso de un modo especial, inclusive 
participando del debate de sentencia de los tribunales. 
También, especialistas que asesoran al Fiscal en la investi-
gación, de tal manera a evitar inútiles violaciones de los 
derechos indígenas; b) la posibilidad de que a partir del de-
recho consuetudinario se modifiquen ciertas reglas del pro-
ceso; c) un registro obligatorio de la apreciación de todas 
las cuestiones concernientes al derecho consuetudinario en 
el juzgamiento de las causas; d) precauciones para que la 
prisión preventiva sea evaluada como elemento de agresión 
cultural, de tal modo que el Juez aconsejado por el perito 
pueda ordenar medidas correctivas; e) diversas instancias 
en las que se busca una conciliación entre las partes, sin 
distinción del tipo de delito, como es el régimen común; y, 
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f) un sistema de modificación de sanciones, en forma más 
beneficiosa al condenado que busca dar garantías a la fina-
lidad constitucional de la pena en atención a la cultura de 
los involucrados. 
  
 G. PROCEDIMIENTO PARA LA REPARACIÓN 
DE LOS DAÑOS. 
 
 215. La reparación de los daños provenientes del delito, 
tiene su tratamiento en el Anteproyecto, dentro del Libro 
de los Procedimientos Especiales, bajo la denominación de 
Procedimiento para la reparación de los daños. Este proce-
dimiento podrá ser utilizado luego de lograda la condena 
del imputado o la medida de seguridad impuesta a un irre-
prochable; a través de lo que en doctrina se conoce como 
procedimiento monitorio, es decir, un procedimiento de li-
tis restringida e inversión en la provocación de la litis. 
 
 216. Este procedimiento tiene una ventaja substancial: 
la celeridad de la indemnización a la víctima de un delito. 
Recuérdese lo señalado en la atención de los intereses de la 
víctima es, no sólo un fin legítimo del proceso, sino uno de 
los más importantes. La acción civil dentro del proceso pe-
nal ya fue prevista por nuestro antiguo Código de Proce-
dimientos Penales15 , que por la sanción  posterior del Có-
digo Penal quedó derogada16. La necesidad de su nueva in-
corporación a la legislación positiva nacional, fue requeri-

                                                           
15 El sistema de reparación de los daños (acción civil) se encontraba 
prevista  en los arts. 15, 25, 32, y demás concordantes del Código de 
Procedimientos Penales. 
16 El art. 135 del Código Penal derogó expresamente el sistema de 
reparaciones civiles dentro del proceso penal. El citado artículo expre-
sa: “En todo lo demás, la responsabilidad civil proveniente del delito 
se regira por las disposiciones del Tít.  8vo., Sección Segunda, Libro 
2do. del Código Civil”.  
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da por Riquelme, con insistencia y así lo estableció en su 
Anteproyecto17.  
 
 217. Riquelme, al criticar la derogación del sistema de 
reparaciones en el proceso penal, expresaba: «La solución 
arbitraria por parte de nuestro Codificador, no es científica, 
ni técnica desde el punto de vista procesal. ...Si la persona 
perjudicada conoce y puede probar quién es el malhechor, 
ninguna razón existe para que se le prohiba ejercitar la ac-
ción civil o la gestión sumaria...». «Decimos que no es 
científica, porque en toda reparación de daños causados 
por un delito, existe un interés social, que refuerza la exi-
gencia del derecho público».  «El ejercicio de la acción ci-
vil constituye una función pública, que una vez condicio-
nada a una manifestación de voluntad privada, y, en otras, 
a incapacidad del titular del derecho, pero que siempre 
constituye la solución jurídica de las razones políticas fa-
vorables a los perjudicados». Nos hemos apartado de la 
idea de Riquelme según la cual los jueces, de oficio, deben 
establecer las indemnizaciones, porque no creemos que esa 
sea la solución técnicamente correcta para el problema que 
él plantea: el Estado no puede desentenderse del interés de 
las víctimas, ni en lo relativo a la reparación ni en lo refe-
rente a su participación en el proceso. 
 
 218. En la búsqueda de algunas de las discusiones sus-
citadas a través de nuestra historia sobre la conveniencia de 
incluir la acción civil en el proceso penal, debemos expre-
sar que también hemos tenido en cuenta la opinión del Co-
dificador Teodosio González, quien entendía que sólo po-
día ejercerse la citada acción, una vez lograda la condena o 
medida de seguridad impuesta a un irreprochable y por las 
vías ordinarias.  Citado por Riquelme, Florian, fuente de 
González, expresa: «Es natural que la resolución del proce-
so penal, en la fase del juicio sea el presupuesto condicio-
nador de la suerte de la relación jurídica de resarcimiento 

                                                           
17 Riquelme, Víctor, op. cit., Tomo I, pág. 63 y sgtes. 
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de los daños; la condena del imputado, es el presupuesto 
para obtener el resarcimiento del daño; ... Si la sentencia 
penal firme es condenatoria, representa el título para la ac-
ción civil de resarcimiento...». Pareciera que estas opinio-
nes están más acordes con la solución del Anteproyecto, 
que subordina el ejercicio de la acción civil a la condena, 
pero esa sería una interpretación errónea, ya que este Ante-
proyecto está más cerca de la opinión de Riquelme en este 
tema, sólo que confía en un método más eficaz para conse-
guir los fines de resarcimiento, como es el procedimiento 
de estructura monitoria. 
 
 219. En lo relativo a la independencia de la acción civil 
y criminal, establecida por el Artículo 1865, 1ra. parte, del 
Código Civil, para algunos, impide el ejercicio de la acción 
civil en la jurisdicción en la cual se juzga el delito.- En rea-
lidad la independencia es puramente jurídica en el sentido 
de que la responsabilidad civil es distinta a la penal, cuyas 
pautas están dadas por el Código Civil. En este mismo sen-
tido, Luis Martínez Miltos18 , expresa: “La ley civil autori-
za el ejercicio independiente de la acción civil, pero no ex-
cluye que ésta pueda moverse ante el juez en lo criminal, al 
mismo tiempo que la acción penal.  De suerte que el dam-
nificado tiene opción entre una y otra vía.  Quedan así con-
firmadas las normas del citado artículo 25 del Código Pro-
cesal Penal en cuanto prescriben la procedencia del ejerci-
cio de la acción civil ante el juez civil, o ante el juez pe-
nal”. Este Anteproyecto reconoce el ejercicio alternativo, 
lo único que rechaza es el ejercicio simultáneo, por razones 
prácticas, ya que en la mayoría de los casos el actor civil 
estará legitimado para actuar como querellante y no se ve 
la conveniencia de multiplicar los sujetos procesales, si 
luego se otorga una vía rápida, casi ejecutiva. 
 

                                                           
18 Martínez Miltos, Luis, Derecho Penal, Parte General, 2da. Parte, 
pág. 256, Intercontinental Editora, 1993. 
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 220. Estarán legitimados los querellantes particulares y 
el Ministerio Público, cuando éste represente a intereses de 
la sociedad, como son los intereses difusos o colectivos. Si 
se trata de intereses puramente estatales la legitimidad le 
corresponde al Procurador General del Estado. El Ministe-
rio Público no puede ejercer la acción civil en representa-
ción de los simples denunciantes, atentos a que serán ejer-
cidas acciones eminentemente personales y particulares, 
para las cuales el Ministerio Público carece de facultades. 
Se prevé, no obstante, un sistema de delegación y auxilio 
para personas de escasos recursos o incapaces sin represen-
tación a través de la defensoría de pobres y ausentes. 
 
 221. Como hemos adelantado, sólo podrán ser deman-
dados los condenados, o a quién se haya aplicado una me-
dida de seguridad en razón de su irreprochabilidad, como 
responsables directos. 
 
 222. El procedimiento por el cual se llevará a cabo este 
sistema de reparación será el de demanda y contestación, 
respetándose los principios constitucionales de bilaterali-
dad del proceso y la defensa en juicio de las personas, aun-
que con plazos breves y defensa restrictiva, pues, debemos 
recordar que es posterior a la sentencia del juicio. Podrán 
objetarse sólo la legitimación del reclamante, la clase o ex-
tensión de la reparación solicitada y el monto o cuantía de 
la indemnización. 
 
 223. Para concluir, el procedimiento se llevará a cabo 
con una audiencia de conciliación de las partes, fundamen-
tación de sus argumentos y producción de las pruebas 
aportadas en sus respectivos escritos de demanda y contes-
tación. El Juez deberá homologar los acuerdos a que han 
arribado las partes; o resolverá sobre lo propuesto, orde-
nando la reparación  o indemnización de los daños causa-
dos. Esta resolución será apelable ante el Tribunal, siempre 
que se haya concurrido a la audiencia. 
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 224. El rechazo de la demanda no impedirá al perjudi-
cado la promoción posterior en el fuero civil de una de-
manda ordinaria. El abandono de la instancia, sólo produci-
rá la perención de la instancia y la condena en costas; esta 
regla fue pensada en atención a la estructura general del 
Anteproyecto: la protección de la víctima y del imputado.  
  

III. LOS RECURSOS. 
 
 A. NORMAS GENERALES. 
 
 225. En cuanto al sistema de recursos también hemos 
seguido normas tradicionales de las legislaciones moder-
nas, ya que el sistema oral implica necesariamente una de-
terminada estructuración básica de los recursos, que podrá 
ser alterada en detalles pero que no es conveniente mezclar 
con formas recursivas propias de los procedimientos escri-
tos, en donde el control (o aparente control que se realiza a 
través  de los recursos) es siempre «integral», independien-
temente de lo que establezcan las reglas ya que se trata de 
«leer» el expediente nuevamente. Sin duda esto no se pue-
de hacer en un sistema procesal basado en el juicio oral. 
  
 226. Hemos incorporado la figura de la adhesión, es de-
cir la posibilidad de interponer el recurso propio cuando la 
otra parte lo ha interpuesto y de un modo accesorio a ese 
recurso, ya que el desistimiento del principal hace caer la 
adhesión (accesorio, en cuanto al trámite, no a los motivos, 
ya que ambos recursos son en ese sentido independientes e, 
incluso, generalmente contrarios), ya que estimamos que es 
un buen modo de evitar las impugnaciones automáticas y 
poder decidir la propia conducta luego de observar lo que 
ha llevado a cabo la otra parte. La adhesión es posible tanto 
en el recurso de apelación como en el extraordinario de ca-
sación. 
 
 227. También el texto recoge los efectos clásicos de los 
recursos y el principio, también tradicional, de que el tri-
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bunal que debe entender del recurso sólo tiene competencia 
en tanto el recurso se la ha abierto, es decir, para resolver 
los puntos de la resolución que han sido impugnados. Se 
debe tener en cuenta que en la etapa de los recursos se 
acentúa la importancia del principio dispositivo del proce-
so, propio incluso del sistema acusatorio. 
 
 228. Nos ha parecido importante establecer con toda 
claridad el principio de la «Reformatio in pejus», ya que su 
inobservancia ocasiona graves perjuicios y dificulta el 
ejercicio de la defensa. Este principio es derivación directa 
de la inviolabilidad de la defensa prevista en la Constitu-
ción. Por eso él funciona para proteger al imputado y no 
tiene vigencia respecto de los acusadores. 
 
 B. APELACIÓN GENERAL 
 
 229. La sentencia es la decisión procesal que genera los 
efectos jurídicos más importantes. Por esa razón toda sen-
tencia, y por extensión, también toda resolución que pro-
duzca efectos jurídicos que causen agravio debe ser contro-
lada. Estos medios de control o de impugnación se funda-
mentan en la idea de seguridad jurídica, como un instituto 
tendiente a evitar los errores judiciales y en la necesidad 
social de que las decisiones sean las correctas. Las medidas 
de control y de impugnación de las sentencias y resolu-
ciones judiciales se establecen en principio, a través del re-
curso de apelación. El recurso de apelación se divide en la 
apelación general y la apelación especial de la sentencia de 
primera instancia. 
 
 230. El recurso de apelación general procede contra las 
resoluciones judiciales dictadas durante las etapas prepara-
toria o intermedia por el Juez de Paz o el Juez Penal, siem-
pre que causen un agravio irreparable a los sujetos procesa-
les; siendo irrecurrible el auto de apertura a juicio, teniendo 
en cuenta que la audiencia preliminar permite un mayor 
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control de las actuaciones por las partes, y que además, sus 
efectos son reparables. 
 
 231. El recurso se interpondrá ante el Juez que dictó la 
resolución impugnada, quien emplazará a las partes para 
conocer y contestar el recurso, y en su caso ofrecer prue-
bas; luego, inmediatamente remitirá las actuaciones perti-
nentes al Tribunal de Apelación para que los resuelva. La 
resolución estará sujeta a las mismas formalidades previs-
tas para la sentencia, y deberá ser fundamentada. 
 
 C. APELACIÓN ESPECIAL DE LA SENTENCIA 
DE PRIMERA  INSTANCIA 
 
 232. El recurso de apelación especial sólo procederá 
contra las sentencias definitivas dictadas por el Juez de Paz 
o por el Tribunal de sentencia en un juicio oral, cuando ella 
se fundamente en la inobservancia o en la errónea aplica-
ción de un precepto legal, en los casos previstos. Este sis-
tema permite un adecuado control sobre la aplicación del 
derecho y sobre las condiciones de legitimidad de la sen-
tencia, relacionada generalmente al estricto cumplimiento 
de los derechos procesales y las garantías judiciales. 
 
 233. La tramitación y elevación de este recurso sigue 
las mismas normas generales aplicables al recurso de ape-
lación general, en principio, modificándose los plazos y 
otras cuestiones relativas al reenvío, cuando no sea posible 
reparar directamente la inobservancia o la errónea aplica-
ción legal. El efecto más importante de la resolución de es-
te recurso se relaciona con la libertad inmediata del impu-
tado, cuando ella proceda.   
    

D. CASACIÓN 
 
 234. Ya hemos señalado que en el sistema de juicio 
oral, no se puede sacrificar el principio de inmediación so-
pretexto del establecimiento de los recursos. Ello sería in-
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constitucional porque el principio de inmediación tiene raíz 
constitucional y es uno de los pilares de todo el sistema ju-
dicial republicano. Las características eminentemente téc-
nicas del recurso de apelación de la sentencia (más cercano 
a un recurso de tipo casasionario o anulatorio) salvan ese 
principio. La garantía de tribunales colegiados y la inme-
diación es suficiente para darle seguridad a las partes en lo 
relativo a la fijación de los hechos. De todos modos los re-
cursos en el sistema escrito actual nunca son vistos por la 
totalidad de los jueces del Tribunal de Apelación y también 
en esos casos ocasiona de hecho, delegación de funciones. 
  
 235. La Corte Suprema, con un número pequeño de 
magistrados no puede actuar como un tribunal completo de 
casación. Los países donde así ocurre, la Corte Suprema 
tiene veinte o treinta miembros. No obstante, la distribu-
ción del control técnico entre los Tribunales de Apelación 
y la Corte Suprema permite salvar este problema dentro de 
los parámetros constitucionales, ya que la ley fundamental 
permite a la ley determinar los casos de casación en que 
entenderá la Corte Suprema. Toda vez que se da esta situa-
ción y la misma Constitución distingue entre recursos ordi-
narios cuya competencia  se puede atribuir a la Corte y el 
recurso de Casación, hemos optado por denominar a este 
último, «Recurso extraordinario de Casación», pues ese 
nombre refleja mejor su funcionamiento dentro del proceso 
que proponemos. 
 
 236. Tres casos habilitan la competencia  de la Corte 
Suprema de Justicia: a) las sentencias de condena grave, 
sólo cuando se alegue violación de un precepto constitu-
cional; b) los casos de jurisprudencia contradictoria, de 
modo que el máximo tribunal pueda unificar jurisprudencia 
que, aunque ella no tenga carácter obligatorio, sin duda, 
normalizará la aplicación de la ley por los restantes tribu-
nales; y, c) en los casos de sentencias o autos manifiesta-
mente infundados, como un caso grave de sentencia arbi-
traria, que la propia Corte irá definiendo con la jurispru-
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dencia de admisibilidad. Todos son supuestos graves, que 
justifican la intervención de la Corte Suprema de Justicia. 
 
 237. También hemos adoptado la posibilidad de inter-
poner el recurso de casación «per saltum», es decir, ob-
viando el paso por el Tribunal de Apelaciones (obligado en 
el trámite común) cuando ya la sentencia de primera ins-
tancia contiene un vicio que habilita el recurso de casación. 
Se debe tener en claro, ya que a veces se ha confundido en 
nuestra práctica, que la posibilidad de interponer un recur-
so «per saltum» no es lo mismo que el avocamiento. Siem-
pre será necesaria una sentencia de primera instancia y que 
los motivos de casación existan desde un primer momento. 
La Corte Suprema no puede entender en un recurso de ape-
lación de la sentencia definitiva (competencia del Tribunal 
de Apelaciones) por simple avocamiento. En lo demás, el 
trámite se rige por lo dispuesto para el recurso de apelación 
ya que nos ha parecido conveniente uniformar el trámite de 
los recursos. Sólo se ha ampliado el plazo teniendo en 
cuenta los efectos previstos en el Capítulo de control de la 
duración del proceso. 
 

IV. LA EJECUCIÓN 
 
 238. Uno de los graves problemas que hemos decidido 
enfrentar es el que resulta de la poca atención que la justi-
cia penal le presta a la etapa de ejecución de la pena. Si to-
do el proceso se organiza para llegar a una decisión, si mu-
chas veces eso se logra con muchos esfuerzos y recursos, si 
la Constitución Nacional se ha preocupado de establecer 
cuales han de ser las finalidades de la pena, entonces care-
ce totalmente de sentido que el proceso de ejecución sea un 
simple trámite cuasi-administrativo o que la administración 
de justicia prácticamente delegue en organismos adminis-
trativos todo el control del cumplimiento de la pena. 
  
 239. El Anteproyecto busca revertir esa situación con 
dos medidas: la primera, es la creación del juez de ejecu-
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ción que como ya hemos explicado tendrá a su cargo todos 
los incidentes propios de la ejecución (desde el cómputo de 
la pena hasta la libertad condicional), el control genérico 
sobre el cumplimiento de las finalidades penitenciarias y la 
preservación de los derechos de defensa del condenado, 
que como hemos visto se extienden hasta esta etapa. El 
juez de ejecución se convierte, pues, en un control externo 
del sistema penitenciario y creemos que será un buen paso 
en el ordenamiento y humanización de todo el sistema car-
celario del Paraguay. 
 
 240. Una innovación, que hemos reflexionado y debati-
do mucho, sin arribar aún a una opinión definitiva, es la re-
ferente a la participación de la víctima en el proceso de 
ejecución de la pena. Por un lado, a esta altura del proceso 
ya se consiguió el castigo y el condenado se encuentra en 
una situación muy desfavorable –sin duda producto de sus 
propias acciones-, pero que la presencia de la víctima po-
dría agravar y volver demasiado pesada. Por el otro lado, si 
le hemos reconocido a la víctima un interés legítimo en la 
participación del  proceso no existiría razón para descono-
cérselo ahora. Hemos optado, en defintiva, por una solu-
ción intermedia, que estimamos prudente. La víctima podrá 
tener participación únicamente en aquellos incidentes de 
los que pudiera resultar la libertad del condenado. De este 
modo, ella se constituye en un control más sobre el cum-
plimiento efectivo de la pena, y no interfiere en las otras al-
ternativas de la ejecución, no vinculadas a la libertad (por 
ejemplo, condiciones carcelarias, otros derechos del con-
denado, etc.). 
 
 241. La segunda medida que nos ha parecido importan-
te para normalizar este tema, es el establecimiento de un 
procedimiento de ejecución mucho más claro y también 
basado en principios de inmediación y oralidad, cuando se 
deban tomar decisiones que afectan sustancialmente el de-
sarrollo de la pena. De esta forma buscamos que la justicia 
penal no sea ciega a sus propias decisiones, sino que, al 
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contrario, se haga cargo de ellas y procure que las finalida-
des del proceso y de la pena no se  vean frustradas por de-
fectos en su cumplimiento, así como que la excesiva admi-
nistrativización de esta etapa derive en graves afectaciones 
a los derechos de las personas, que nada tienen que ver con 
el sufrimiento propio de la pena o del encierro. La sociedad 
no puede institucionalizar la crueldad; bastante grave es ya, 
el recurso de la pena de prisión como para olvidarnos de 
las personas que están en la cárcel y no entender que la mi-
sión concreta de la justicia, componente esencial de la ju-
risdicción es también «ejecutar lo juzgado». 
 

V. NECESIDAD DE UNA REFORMA ESTRUCTU-
RAL 

 
 242. Hasta aquí hemos explicado los lineamientos fun-
damentales del Anteproyecto que ponemos a consideración 
de la comunidad jurídica y de la sociedad en general. 
Creemos que es la base de un  cambio cualitativo impor-
tante, una transformación estructural. El paso del procedi-
miento inquisitivo a un procedimiento republicano es im-
prescindible para que comience una reforma sensible de la 
justicia penal. Las formas procesales no sólo ordenan la ac-
tividad de todas las personas involucradas en el proceso, 
sino que establecen el límite infranqueable de las garantías 
y son el canal de transmisión de la cultura judicial. Si de lo 
que se trata es de desembarazarnos de la cultura inquisiti-
va, es necesario acabar de una vez por todas con el proce-
dimiento inquisitivo, que nutre esa cultura. 
  
 243. Somos conscientes de que la transformación judi-
cial empieza, pero no termina ni se agota con un nuevo 
procedimiento. Normativamente, es necesario realizar re-
formas complementarias en el plano orgánico, en especial 
en lo relativo a una nueva Ley Orgánica del Ministerio Pú-
blico y al fortalecimiento o creación de un Ministerio de la 
Defensa Pública, que pueda prestar un servicio más exten-
dido. También son necesarios algunos ajustes en la organi-
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zación judicial de los tribunales, pero ya se ha explicado 
que, básicamente, hemos adaptado el nuevo sistema proce-
sal a la organización judicial ya existente. La legislación 
penal y procesal constituyen un todo, que debe ser armóni-
co, porque ambos influyen decisivamente en la determina-
ción de las grandes líneas de política criminal del Estado. 
  
 244. Es necesario llamar la atención sobre el problema 
de los recursos presupuestarios necesarios para la puesta en 
marcha de un nuevo sistema. Por lo menos en un doble 
sentido. Vélez Mariconde cuenta como hace cincuenta 
años cuando él intentaba los primeros cambios hacia la 
oralidad, se enfrentaba a los que él llamaba «argucias», en-
tre las que estaba el «costo extraordinario de la justicia 
oral». Esa falacia oculta el «costo extraordinario del actual 
sistema», que no llega a ninguna solución en un 87% de los 
casos y mantiene  una estructura altamente ineficaz. La jus-
ticia penal escrita es cara e ineficiente. Ahora bien, por su-
puesto que nadie podría creer que se puede hacer un cam-
bio estructural de la administración de justicia sin modifi-
caciones presupuestarias. Pero ellas deben estar, en primer 
lugar, encaminadas a una reasignación de gastos, según las 
nuevas funciones. En segundo lugar, a una racionalización 
que esté acorde con el esfuerzo que realiza el Estado para-
guayo para normalizar sus gastos y, ciertamente, serán ne-
cesarios nuevos recursos en nuevas áreas. Entre ellas, las 
que demandarán mayores gastos serán el Ministerio Públi-
co, que se hará cargo de la investigación de todos los deli-
tos y la Defensa Pública, que deberá hacerse cargo de nue-
vas funciones. Los tribunales verán compensados sus gas-
tos (tribunales de sentencia, jueces de ejecución, salas de 
audiencia) con la liberación de la carga de la investigación, 
que hoy consume muchos recursos. Creemos, pues, que el 
problema presupuestario no es un obstáculo, pero también 
se debe advertir que el mayor signo de una voluntad políti-
ca de cambio es la asignación de los recursos necesarios 
para la reforma. 
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 245. Otro problema esencial es la capacitación de los 
distintos sectores. Pero también se debe hacer una aclara-
ción. El establecimiento del sistema acusatorio, y el juicio 
oral y público es una vuelta a la simplicidad. Cualquiera 
que analice el formalismo actual de nuestra práctica judi-
cial, los laberintos de la jurisprudencia, la casuística exage-
rada, comprendería que adquirir los conocimientos para en-
tender ese conjunto de prácticas y decisiones es casi impo-
sible desesperante; mucho más desalentador aún si luego 
descubre que por más que los haya aprendido poco le ser-
virán para litigar ya que tras esa maraña  se oculta la arbi-
trariedad mediocre.  
  
 246. Con la transformación procesal se normalizará el 
litigio y ello, estamos seguros, significará, volver a los pi-
lares básicos de la actuación profesional: el conocimiento 
del derecho, la capacidad de argumentación jurídica, el 
manejo de la teoría y la práctica de la prueba, la sabia utili-
zación de la jurisprudencia, en fin, todo lo que nutre una 
verdadera experiencia profesional, que, si está acompañada 
de honestidad y comprensión de los problemas humanos 
volverán a hacer del abogado un profesional respetado en 
nuestra sociedad. 
 
 247. La capacitación que se necesitará para el nuevo 
sistema no pasará, como muchos creen, por la adquisición 
de habilidades histriónicas o el manejo de una oratoria 
emocionante. Eso sucede en las películas y obras de teatro. 
Lo que se necesitará es una profundización de los conoci-
mientos jurídicos y la habilidad de argumentar y contrar-
gumentar, que es la base del litigio judicial y, precisamen-
te, lo que hemos perdido. Por supuesto, esa capacitación se 
irá dando sobre la marcha y es notorio que aquéllos países 
que tienen sistemas judiciales modernos, siempre han des-
tacado por su doctrina, jurisprudencia y preparación de sus 
profesionales. La estructura procesal y la práctica que de 
ella resulta es la que marca el rumbo de la enseñanza, in-
cluso de la universitaria. 
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 248. Creemos, finalmente, que el Paraguay debe co-
menzar un proceso de transformación judicial que ya no 
debe interrumpirse en el futuro. No es posible que cada 
cien años descubramos que nuestra justicia funciona mal y 
debamos hacer cambios sustanciales, que requieren esfuer-
zos excesivos. Eso se puede evitar con una constante y 
permanente preocupación por la administración de justicia, 
por una política judicial constante, que analice los efectos 
del proceso, que corrija los defectos, que atienda los re-
clamos de la sociedad y de los estudiosos, en fin, tenemos 
el anhelo de  que esta época de preocupación por lo judi-
cial no acabe y siempre la administración de justicia sea 
uno de los grandes temas de discusión en nuestro país. 
 
 

José Ignacio González Macchi 
Marcos Antonio Köhn Gallardo 
María Carolina Llanes Ocampos 
Alfredo Enrique Kronawetter Z. 

Roque A. Orrego Orué 
María Victoria Rivas 
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PARTE GENERAL 

 
LIBRO PRELIMINAR 

FUNDAMENTOS 
 

TÍTULO I 
PRINCIPIOS Y GARANTÍAS PROCESALES 

 
Artículo 1.- Juicio Previo 

Nadie podrá ser condenado sin un juicio previo, fundado 
en una ley anterior al hecho del proceso, realizado conforme a los 
derechos y garantías establecidos en la Constitución, el Derecho Inter-
nacional vigente  y a las normas de este código19. 

                                                           
19 CN, art. 11, 17 num. 3; Ley del 3 de setiembre de 1889 “Que aprue-
ba y ratifica los Tratados suscritos en el Primer Congreso Sudameri-
cano de Derecho Internacional Privado en 1888 y 1889”, art. 1°; Ley 
N° 266/55 “Por el cual se aprueban varios Tratados y Convenios In-
ternacionales”, Tratado de Derecho Procesal Internacional, art. 1°; 
Ley N° 584/60 “Por la cual se aprueba y ratifica el Tratado de Dere-
cho Penal Internacional suscrito en Montevideo el 19 de marzo de 
1940”, art. 1°; Ley N° 1/89 “Que aprueba y ratifica la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos o Pacto de San José de Costa 
Rica”, arts. 7° num. 2, 5, 6, 8° inc. 1°; Ley N° 5/92 “Que aprueba la 
adhesión de la República al “Pacto Internacional de Derechos Civiles 
y Políticos”, adoptado durante el XXI Período de Sesiones de la 
Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas en la 
ciudad de Nueva York, el 16 de diciembre de 1966”, arts. IX inc. 1°, 
XV; CP, art. 14 inc. 1° num. 1, 6, 7; Ley N° 977/96 “Que aprueba la 
Convención Interamericana contra la Corrupción”, arts. IV, V, XIX; 
CPP, arts. 1, 427 num. 1); “Declaración Universal de Derechos 
Humanos, adoptada por la Asamblea General de la ONU el 10 de 
diciembre de 1948”, art. 11 inc. 2. Sobre el principio de legalidad y las 
garantías procesales véase en el Tomo I de la Colección de Derecho 
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En el procedimiento se observarán especialmente los prin-
cipios  de oralidad, publicidad20, inmediatez, contradicción, economía 
y concentración,  en la forma  en  que este código determina. 
 

Artículo 2.- Juez Natural 

La potestad de aplicar la ley en los procedimientos penales, 
juzgando y haciendo ejecutar lo juzgado, corresponderá exclusivamen-
te a los jueces y tribunales ordinarios, instituidos con anterioridad por 
la ley.   Nadie podrá ser procesado ni juzgado por jueces o tribunales 
especiales21. 
 

Artículo 3.- Independencia e Imparcialidad 

Los jueces serán independientes y actuarán libres de toda 
injerencia externa, y en particular, de los demás integrantes del 
Poder Judicial y de los otros poderes del Estado22.   

En caso de injerencia en el ejercicio de sus funciones, el 
juez informará a la Corte Suprema de Justicia sobre los hechos 
                                                                                                                  
Penal, la Exposición de Motivos, pág. LIII y sgtes. En este código 
véase en la Exposición de Motivos, Fundamentos de la Parte General, 
pág. 17 y sgtes. 
20 CN, art. 17  num. 2; Ley N° 1/89 “Que aprueba y ratifica la Con-
vención Americana sobre Derechos Humanos o Pacto de San José de 
Costa Rica”, art. 8° inc. 5; CPP, art. 365 y sgtes.; Ley N° 5/92 “Que 
aprueba la adhesión de la República al “Pacto Internacional de Dere-
chos Civiles y Políticos”; art. XIV inc. 1; Exposición de Motivos, 
sobre el juicio oral y público, pág. 51 y sgtes. 
21 CN, art. 17 num. 3; COJ, art. 5 y sgtes, 12; Ley N° 1/89 “Que 
aprueba y ratifica la Convención Americana sobre Derechos Humanos 
o Pacto de San José de Costa Rica”, art. 7° inc. 5 y 6, 8° inc. 1 y 8; 
Ley N° 5/92 “Que aprueba la adhesión de la República al “Pacto In-
ternacional de Derechos Civiles y Políticos”, art. IX° inc. 4,  XIV 
num. 1; “Declaración Universal de Derechos Humanos, adoptada por 
la Asamblea General de la ONU el 10 de diciembre de 1948”, art. 10. 
22 CN, arts. 3°, 16,  248; Ley N° 1/89 “Que aprueba y ratifica la Con-
vención Americana sobre Derechos Humanos o Pacto de San José de 
Costa Rica”, art. 8° num. 1; “Declaración Americana sobre Derechos 
y Deberes del Hombre aprobada en la IX Conferencia Internacional 
Americana, Bogotá 1948”, art. XXVI pár. 2. 



CÓDIGO PROCESAL PENAL CONCORDADO 

 3 

que afecten su independencia.  Cuando provenga de la propia 
Corte Suprema de Justicia o de alguno de sus ministros, el infor-
me será remitido a la Cámara de Diputados23. 

Los jueces valorarán en su decisión tanto las circunstan-
cias favorables como las perjudiciales para el imputado, con ab-
soluta imparcialidad24. 
 

Artículo 4.-  Principio de Inocencia 

Se presumirá la inocencia del imputado, quien como tal 
será considerado durante el proceso,  hasta que una sentencia 
firme declare su punibilidad25. 

Ninguna autoridad pública presentará a un imputado co-
mo culpable o brindará información sobre él en ese sentido a los 
medios de comunicación social26. 
 Sólo se podrá informar objetivamente sobre la sospecha 
que existe contra el imputado a partir del auto de apertura a jui-
cio27.  

El juez regulará la participación de esos medios, cuando 
la difusión masiva pueda perjudicar el normal desarrollo del jui-
cio o exceda los límites del derecho a recibir información28. 
 
                                                           
23 CN, art. 259 num. 1; CP, art. 254; Ley N° 609/95, art. 4° y concor-
dantes. 
24 CPP, art. 397; CP, art. 65 inc. 2°. 
25 CN, art. 17 num. 1; Ley N° 1/89 “Que aprueba y ratifica la Conven-
ción Americana sobre Derechos Humanos o Pacto de San José de 
Costa Rica”, art. 8° inc. 2; Ley N° 5/92 “Que aprueba la adhesión de 
la República al “Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos”, 
art. XIV inc. 2; CPP, art. 254  pár. 2; “Declaración Universal de Dere-
chos Humanos, adoptada por la Asamblea General de la ONU el 10 de 
diciembre de 1948”, art. 11 inc. 1; “Declaración Americana sobre 
Derechos y Deberes del Hombre aprobada en la IX Conferencia Inter-
nacional Americana, Bogotá 1948”, art. XXVI pár. 1. 
26 CN, art. 22; CPP, arts. 74 num. 1, 128 pár. 4; Código de la Niñez y 
la Adolescencia, arts. 27, 235. 
27 CPP, arts. 74 num. 1, 363. 
28 Ley N° 5/92 “Que aprueba la adhesión de la República al Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos”, art. XIV num 14. 
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Artículo 5.- Duda 

En caso de duda los jueces decidirán siempre lo que sea 
más favorable para el imputado29. 
 

Artículo 6.- Inviolabilidad de la defensa 

Será inviolable la defensa del imputado y el ejercicio de 
sus derechos30. 

A los efectos de sus derechos procesales, se entenderá 
por primer acto del procedimiento, toda actuación del fiscal, o 
cualquier actuación o diligencia realizada después del vencimien-
to del plazo establecido de seis horas.   

El imputado podrá defenderse por sí mismo o elegir un 
abogado de su confianza, a su costa,  para que lo defienda31.  

Si no designa defensor, el juez penal, independientemen-
te de la voluntad del imputado, designará de oficio un defensor 
público32. 

El derecho a la defensa es irrenunciable y su violación 
producirá la nulidad absoluta de las actuaciones a partir del mo-
mento en que se realice33. 

Los derechos y facultades del imputado podrán ser ejer-
cidos directamente por el defensor,  salvo aquellos de carácter 
personal o cuando exista una reserva expresa en la ley o en el 
mandato. 
 
                                                           
29 CPP, art. 74 num. 1. 
30 CN, art. 16; Ley N° 1/89 “Que aprueba y ratifica la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos o Pacto de San José de Costa 
Rica”, art. 8° num. 2 e); CPP, arts. 74 num. 1. 
31 CN, art. 17 num. 5; Ley N° 1/89 “Que aprueba y ratifica la Conven-
ción Americana sobre Derechos Humanos o Pacto de San José de 
Costa Rica”, art. 8° inc. 2 d); Ley N° 5/92 “Que aprueba la adhesión 
de la República al “Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políti-
cos”; art. XIV inc. 3 b) y d); CPP, art. 97 y sgtes. 
32 Ley N° 5/92 “Que aprueba la adhesión de la República al “Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos”, art. XIV inc. 3 d); 
CPP, art. 97  pár. 2. 
33 CPP, art. 166. 
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Artículo 7.- Intérprete 

El imputado tendrá derecho a un intérprete para que lo 
asista en su defensa34.  

Cuando no comprenda los idiomas oficiales y no haga 
uso del derecho precedente, el juez designará de oficio un intér-
prete, según las reglas previstas para la defensa pública35. 
 

Artículo 8.- Único proceso 

Nadie podrá ser procesado ni condenado sino una sola 
vez por el mismo hecho36. 
 No se podrán reabrir los procedimientos fenecidos, salvo 
la revisión de las sentencias en favor del condenado, según las 
reglas previstas por este código37. 

 

                                                           
34 CPP, arts. 119,  226. 
35 CN, art. 140; Ley N° 1/89 “Que aprueba y ratifica la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos o Pacto de San José de Costa 
Rica”, art. 8° inc. 2 a) ; Ley N° 5/92 “Que aprueba la adhesión de la 
República al “Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos”, 
art. 14 inc.  3 f); CPP, art. 97, 115 y sgtes.; COJ, art. 173. 
36 CN, art. 17 num. 4; Ley N° 1/89 “Que aprueba y ratifica la Conven-
ción Americana sobre Derechos Humanos o Pacto de San José de 
Costa Rica”, art. 8° inc. 4; Ley N° 5/92 “Que aprueba la adhesión de 
la República al “Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos”, 
art. XIV inc. 7; Ley N° 658/95 “Que aprueba el Tratado sobre traslado 
de personas condenadas entre la República del Paraguay y el Reino de 
España” , art. 13; Ley N° 947/96 “Que aprueba el convenio sobre el 
traslado de personas condenadas para cumplimiento de sentencias 
penales entre la Rca. del Paraguay y la Rca. Argentina”, art. 9; Ley N° 
1.118/97 “Que aprueba el convenio sobre traslado de personas conde-
nadas entre la Rca. del Paraguay y la Rca. Francesa”, art. 12. 
37 Ley N° 1/89 “Que aprueba y ratifica la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos o Pacto de San José de Costa Rica”, art. 8° 
inc. 2 a);  Ley N° 5/92 “Que aprueba la adhesión de la República al 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos”, art. XIV inc. 6; 
CPP, art. 481 y sgtes. 
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¡Error!Marcador no definido.Artículo 9.- Igualdad de 

oportunidades procesales   

Se garantiza a las partes el pleno e irrestricto  ejercicio de 
las facultades y derechos previstos en la Constitución, en el De-
recho Internacional vigente y en este código38.   
 Los jueces preservarán este principio debiendo allanar 
todos los obstáculos que impidan su vigencia o lo debiliten39. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 10.- Interpreta-

ción 

Las normas procesales que coarten la libertad personal, 
limiten el ejercicio de las facultades conferidas a las partes o 
establezcan sanciones procesales se interpretarán restricti-
vamente. 
 La analogía y la interpretación extensiva estarán prohibi-
das mientras no favorezcan la libertad del imputado o el ejercicio 
de sus derechos y facultades. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 11.- Aplicación 

Las normas procesales no tendrán efecto retroactivo, sal-
vo cuando sean más favorables para el imputado o condenado40. 
                                                           
38 CN, arts. 9, 11 al 23; Ley N° 1/89 “Que aprueba y ratifica la Con-
vención Americana sobre Derechos Humanos o Pacto de San José de 
Costa Rica”, arts. 8° inc. 2, 24, 25; Ley N° 5/92 “Que aprueba la ad-
hesión de la República al “Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos”, art. XIV inc. 1, 3; Ley N° 5/92 “Que aprueba la adhesión 
de la República al “Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políti-
cos”, art. XV inc. 1; “Declaración Universal de Derechos Humanos, 
adoptada por la Asamblea General de la ONU el 10 de diciembre de 
1948”, arts. 1, 7, 10; “Declaración Americana sobre Derechos y Debe-
res del Hombre aprobada en la IX Conferencia Internacional Ameri-
cana, Bogotá 1948”, arts. II, XVIII.  
39 CN, arts. 46, 47; Ley Orgánica del Ministerio Público, art. 45. 
40 CN, art. 14; Ley N° 1/89 “Que aprueba y ratifica la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos o Pacto de San José de Costa 
Rica”, art. 9°; CC, art. 2°; CPP, arts. 481 num. 5, 500; CP, art. 5° num. 
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3.  
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¡Error!Marcador no definido.Artículo 12.- Inobservan-

cia de las garantías 

La inobservancia de un principio o garantía41 no se hará 
valer en perjuicio de aquel a quien ampara42. Tampoco se podrá 
retrotraer el procedimiento a etapas anteriores, sobre la base de la 
violación de un principio o garantía previsto en favor del imputa-
do, salvo cuando él lo consienta expresamente43. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 13.- Generalidad 

Los principios y garantías previstos por este código serán 
observados en todo procedimiento a consecuencia del cual pueda 
resultar una sanción penal o cualquier resolución restrictiva de la 
libertad44. 
 

                                                           
41 CPP, art. 282. 
42 Ley Orgánica del Ministerio Público, art. 12. 
43 CPP, art. 130. Consultados los anteproyectistas Marcos Köhn y 
Roque Orrego acerca de los argumentos que justifican la inobservan-
cia del principio de preclusión de la instancia, respondieron: “Una de 
las garantías más importantes con que cuenta el imputado es que el 
proceso al cual se encuentra sometido tenga un plazo razonable, y que 
la conclusión del mismo derive de una resolución judicial que acabe 
con el estado de incertidumbre. Debe entenderse entonces que la 
prohibición de retrotraer el procedimiento a etapas precluidas es una 
garantía del imputado. La ley impide que los jueces, so pretexto de la 
violación de los derechos o garantías del imputado,  retrotraigan el 
proceso, sin el expreso consentimiento de aquél. Recordemos que la 
violación recae sobre un principio o garantía del imputado, la que 
generaría una nulidad absoluta o una nulidad relativa. El principio de 
preclusión sólo rige para las nulidades relativas. Lo que se trata de 
poner en resguardo el citado artículo es el principio de progresividad 
procesal, e impone a los jueces que aún cuando se encuentren ante 
violaciones de principios o garantías del imputado que generen nuli-
dades absolutas, no pueden retrotraer el proceso, sino que deberán 
excluir el acto al momento de valorarlos en la sentencia (CPP, art. 
165)”. 
44 CN, art. 17. 
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TÍTULO II 
ACCIONES QUE NACEN DE LOS HECHOS PUNIBLES 

CAPÍTULO I 
ACCIÓN  PENAL 

 
¡Error!Marcador no definido.Artículo 14.- Acción penal 

¡Error!Marcador no definido.La acción penal será pú-
blica o privada. Cuando sea pública, su ejercicio corresponderá al 
Ministerio Público, sin perjuicio de la participación que este có-
digo concede a la víctima45. 

El ejercicio de la acción penal pública dependerá de ins-
tancia de parte, sólo en aquellos casos previstos expresamente en 
el código penal o en las leyes especiales46. 

                                                           
45 CN, arts. 266,  268 num. 2 y 3; CPP, art. 52; COJ, art. 61; Ley Or-
gánica del Ministerio Público, art. 1°, 3°, 5°, 13; Código de la Niñez y 
la Adolescencia, arts. 4, 193.  
46 CP,  art. 97,  regula  la instancia de la víctima, es decir cuando la 
víctima del hecho insta el proceso. Los arts. 100, 284 inc. 3° y 314 
inc. 2° mencionan, además, supuestos de la persecución penal del 
hecho dependiente de la autorización del Poder Ejecutivo. El Ministe-
rio Público resolvió unificar el criterio de actuación,  impartiendo 
instrucciones a los Agentes Fiscales y a las Oficinas de Denuncias del 
Ministerio, a través de la circular del 4 de diciembre de 1998, que 
expresa: “MINISTERIO PÚBLICO, Fiscalía General del Estado, 
Fiscal General, CIRCULAR, INSTRUCCIONAES GENERALES 
PARA AGENTES FISCALES DEL CRIMEN Y OFICINAS DE 
DENUNCIAS 
 

CONSIDERACIONES: 
 

 Con motivo de la entrada en vigencia de la Ley N° 1.160/97, 
“Código Penal de la República del Paraguay”, la Fiscalía General del 
Estado, ha recibido sucesivas consultas respecto de los alcances de las 
institución de la “instancia de víctima o de parte”, como requisito 
para la promoción de determinadas acciones, mencionada en diversos 
tipos penales del Nuevo Código Penal.- 
 Que, esta Fiscalía General del Estado considera necesario, a 
fin de evitar dudas y unificar el criterio de actuación de los Señores 
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Fiscales del Crimen, aclarar el sentido de dicha expresión y, a la luz 
de la misma, impartir las instrucciones pertinentes a los Agentes Fis-
cales y a las Oficinas de Denuncia del Ministerio Público, 

 
APRECIACIONES CONCEPTUALES 

 
 Es necesario aclarar el alcance de la expresión “instancia de 
víctima o de parte” en los términos siguientes:  
1. LA ACCIÓN PENAL, es el poder de excitar la actividad jurisdic-
cional requiriendo del tribunal una decisión sobre el fundamento de 
una determinada pretensión jurídico – penal. Las acciones penales se 
dividen en: Acciones Públicas o Privadas: 
2.  ACCIONES PÚBLICAS: 
a) Los hechos punibles perseguibles de oficio son considera-
dos, siempre, de acción penal pública porque ella es ejercida directa-
mente por el Ministerio Público, conforme al principio de oficiosidad 
que le rige. 
b) Acción penal pública es la realizada por el Ministerio Públi-
co dentro de sus facultades regladas. Dicha acción puede comenzar de 
dos maneras: a) de oficio y b) a instancia de víctima o de parte.- 
c)  La regla es la acción penal pública, en virtud del principio 
de oficiosidad. La excepción es la acción penal pública a instancia de 
parte. Es decir, que se requiere que la víctima afectada por el hecho 
punible deba recurrir a los órganos públicos encargados de recibir 
denuncias: la Policía y el Ministerio Público.- 
d)  Una vez puesta a conocimiento de las autoridades corres-
pondientes, la acción se convierte en Pública, y debe ser perseguida e 
impulsada por el Ministerio Público. 
e) Por consiguiente, en los hechos cuya tipificación  se halle 
incursa dentro de las denominadas “instancia de víctima o de parte”, la 
simple publicidad del hecho punible por otros medios (Notitia Crimi-
nis) no es suficiente para dar por cumplida la condición legal impues-
ta.- 
3. ACCIONES PRIVADAS: 
a) Las Acciones Privadas son medios de persecución de hechos 
punibles que sólo pueden ser promovidas por querellas de la víctima o 
de sus representantes legales, en los que el Ministerio Público no tiene 
ningún tipo de participación.- 
b) La Ley 1.160, Código Penal, no contempla los delitos de acción 
penal privada, que recién son incorporados en el art. 17 de la Ley 
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1.286, cuya vigencia está prevista para Julio del año 1.999.- 
c)  LOS SEÑORES AGENTES FISCALES POR LO TANTO DE-
BERÁN TENER EN CUENTA QUE: 
a) El Ministerio Público, hasta tanto entre en vigencia el Nuevo 
Código Procesal Penal, tiene la obligación legal de recibir, dar trámite 
a las denuncias de todos los hechos punibles establecidos en el Nuevo 
Código Penal, de igual forma proseguir la acción penal.- 
b)  Deberán seguir recibiendo denuncias y evacuando vistas con las 
formalidades previstas por el Código Procesal Penal vigente.- 
c) Se recomienda a los “Organos de Recepción de Denuncia” ad-
viertan a los particulares la próxima entrada en vigencia de la ley 
1.286, y en consecuencia aconsejen la promoción de querellas crimi-
nales en los casos previstos en el artículo 17 del Nuevo Código Proce-
sal Penal.- 

 
4. LOS DELITOS A INSTANCIA DE LA VÍCTIMA EN LA 
PARTE ESPECIAL DEL CÓDIGO PENAL SON: 
a) Maltrato físico. Art. 110; 
b) Lesión. Art. 111, inc. 2; 
c) Lesión culposa. Art. 113, inc. 2; 
d) Coacción contra un pariente. Art. 120, inc. 5; 
e) Amenaza. Art. 122, inc. 2; 
f) Tratamiento médico sin consentimiento. Art. 123, inc. 2; 
g) Acoso Sexual. Art. 133, inc. 3; 
h) Violación de domicilio. Art. 141, inc. 3; 
i) Lesión del derecho de la comunicación y a la imagen cuando no 
existe interés público. Art. 144, inc. 5; 
j) Revelación de un secreto de carácter privado. Art. 147, inc. 4; 
k) Revelación de secretos de carácter privado por funcionarios o 
personas con obligación especial. Art. 148, inc. 2; 
l) Revelación de secretos privados por motivos económicos. Art. 
149, inc. 3; 
m) Calumnia, Difamación. Injuria, Art. 156; 
n)  Denigración de la memoria de un muerto. Art. 156, inc. 2; 
o) Daño, Art. 157, inc. 5; 
p) Uso no autorizado de vehículo automotor. Art. 170, inc. 3; 
q) Apropiación o Hurto en el ámbito familiar, que conviva en comu-
nidad doméstica. Art. 171; 
r) Persecución de hechos bagatelarios cuando no existe interés pú-
blico. Art. 172; 
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¡Error!Marcador no definido.Artículo 15.- Acción pú-

blica 

Los hechos punibles serán perseguibles de oficio por el 
Ministerio Público, según lo establecido en este código y en las 
leyes 47. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 16.- Instancia de 

parte 

Cuando el ejercicio de la acción penal pública requiera 
de instancia de parte48, el Ministerio Público sólo la ejercerá una 

                                                                                                                  
s) Sustracción de energía eléctrica. Art. 173, inc. 3; 
t) Frustración de ejecución individual. Art. 177, inc. 3; 
u) Violación del derecho de autor o inventor. Art. 184, inc. 4°; 
v) Estafa en el ámbito familiar o bagatelarios. Art. 187, inc. 4; 
w) Operaciones fraudulentas con computadora en el ámbito familiar 
o bagatelaria. Art. 188, inc. 2; 
x) Aprovechamiento clandestino de una prestación en el ámbito 
familiar o bagatelaria. Art. 189, inc. 3; 
y) Lesión de confianza en el ámbito familiar o bagatelaria. Art. 192, 
inc. 4°; 
z) Obstrucción a la restitución de bienes. Art. 194. (instancia de 
Parte o autorización administrativa); 
aa) Revelación de Secretos de Estado menos graves. (Autorización 
del Poder Ejecutivo) Art. 284, inc. 3; 
bb) Infidelidad en el servicio exterior. (Instancia o autorización del 
Poder Ejecutivo) Art. 314, inc. 2°. 
Las Instrucciones Generales descriptas precedentemente, se procederá, 
vía Secretaría General del Ministerio Público, a la notificación a las 
diferentes dependencias de la Fiscalía de toda la República.- Asun-
ción,  4  de diciembre de 1998. Aníbal Cabrera Verón, Fiscal General 
del Estado”.  
47 CN, art. 268 num. 3; CPP, arts. 52, 279, 315, 316; COJ, art. 63 f); 
Ley Orgánica del Ministerio Público, art. 5°.  
48 Delitos cuya persecución depende de la instancia de la víctima: CP, 
arts. 110 inc. 2°, 111 inc. 2°, 113 inc. 2°, 120 inc. 5°, 122 inc. 2°, 123 
inc. 2°, 133 inc. 3°, 141 inc. 3°, 144 inc. 5°, 147 inc. 4°, 148 inc. 2°, 
149 inc. 3°, 150 al 153 en concordancia con el art. 156 inc. 1°,  157 
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vez que ella se produzca, sin perjuicio de realizar los actos im-
prescindibles para conservar los elementos de prueba, siempre 
que no afecten la protección del interés de la víctima49.  
 Sin embargo, el Ministerio Público la ejercerá directa-
mente cuando el hecho punible haya sido cometido contra un 
incapaz que no tenga representación, o cuando haya sido cometi-
do por uno de los padres, el representante legal o el guardador. 
 La instancia de parte permitirá procesar a todos los parti-
cipantes. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 17.- Acción pri-

vada 

Serán perseguibles exclusivamente por acción privada 
los siguientes hechos punibles50: 
1)  maltrato físico51; 
2)  lesión52; 
3)  lesión culposa53; 
4)  amenaza54; 
5)  tratamiento médico sin consentimiento55; 
6)  violación de domicilio56; 
7)  lesión a la intimidad57; 
8)  violación del secreto de comunicación58; 
9)  calumnia59; 
10) difamación60; 
                                                                                                                  
inc. 5°, 170 inc. 3°, 171, 172, 173 inc. 4°, 177 inc. 3°, 184 inc. 4°, 188 
inc. 2°,  189 inc. 3°, 192 inc. 4°, 194 inc. 5°, 195 inc. 2°.  
49 Proyecto de Ley Orgánica del Ministerio Público, art. 13 num. 2. 
50 CPP, art. 25 inc. 2°. 
51 CP, art. 110. 
52 CP, art. 111. 
53 CP, art. 113. 
54 CP, art. 122. 
55 CP, art. 123. 
56 CP, art. 141. 
57 CP, art. 143. 
58 CP, art. 144. 
59 CP, art. 150. 
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11) injuria61; 
12) denigración de la memoria de un muerto62; 
13) daño63; 
14) uso no autorizado de vehículo automotor64; y 
15) violación del derecho de autor o inventor65.     
     En estos casos se procederá únicamente por querella de 
la víctima o de su representante legal, conforme al procedimiento 
especial regulado en este código66. 
 

Artículo 18.- Legalidad 

El Ministerio Público estará obligado a promover la ac-
ción penal pública de los hechos punibles que lleguen a su cono-
cimiento, siempre que hayan suficientes indicios fácticos de la 
existencia de los mismos67.        
         Cuando sean admisibles,  se aplicarán los criterios de 
oportunidad establecidos en este código68. 
 

Artículo 19.- Oportunidad 

El Ministerio Público, con consentimiento del tribunal 
competente, podrá prescindir de la persecución penal de los deli-
tos69: 

                                                                                                                  
60 CP, art. 151. 
61 CP, art. 152. 
62 CP, art. 153. 
63 CP, art. 157; CC, arts. 450, 1834. 
64 CP, art. 170.  
65 Derogado por el art. 19 de la Ley N° 1.444/99, siendo este tipo 
penal de acción penal pública que ya no requiere instancia de la vícti-
ma. Véase Ley N° 1.294/98 “De Marcas”; Ley N° 1.328/98 “De dere-
cho de autor y derechos conexos”. 
66 CP, art. 422 y sgtes.; Ley N° 1.444/99 “Que regula el periodo de 
transición al nuevo sistema procesal penal”, art. 2° num. 2. 
67 CPP, art. 279; de Ley Orgánica del Ministerio Público, art. 5°.  
68 CPP, arts. 19,  301 num. 2, 307. 
69 CPP, arts. 25 num. 5, 44 num. 2, 301 num. 2,  307, 312,  351 num. 2  
pár. 1, 409 num. 3; Ley Orgánica del Ministerio Público, art. 31;  
Código de la Niñez y la Adolescencia, art. 241. 
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  1) cuando el procedimiento tenga por objeto un 
delito, que por su insignificancia70 o por el grado de 
reproche reducido del autor o partícipe, no genere el 
interés público en la persecución. 

  2) cuando el código penal o las leyes permiten al 
tribunal prescindir de la pena71. 

  3) cuando la pena que se espera por el hecho 
punible carece de importancia en consideración a72: 

   a) una sanción ya impuesta; 
  b) la que se espera por los demás hechos puni-

bles que constituyan el objeto de procedimientos pen-
dientes; o 

  c) la que se le impondría en un procedimiento 
tramitado en el extranjero. 

  4) cuando se haya decretado, en resolución fir-
me, la  extradición  o   expulsión del imputado por de-
lito cometido en nuestro país.    

 En los supuestos previstos en los incisos 1) al 2) será 
necesario que el imputado haya reparado el daño ocasionado, 
haya firmado un acuerdo con la víctima en ese sentido o demos-
trado su voluntad de reparación. 
 La solicitud de prescindencia de la persecución penal se 
podrá presentar hasta el momento de la audiencia preliminar73. 
  

Artículo 20.- Efectos 

La decisión que prescinda de la persecución penal extin-
guirá la acción pública en relación al participante en cuyo favor 
se decide.   No obstante si la decisión se funda en la insignifican-
cia del hecho74, sus efectos se extenderán a todos los participan-
tes. 

                                                           
70 CPP, art. 20  pár. 1. 
71 CPP, art. 353 num. 5; CP, arts.  64, 135  inc.  6 y 7°, 239 inc. 3°;  
Código de la Niñez y la Adolescencia, art. 242. 
72 CPP, art. 20  pár. 2. 
73 CPP, arts. 352, 353 num. 5. 
74 CPP, art. 19 num. 1. 
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 Sin embargo,  en el caso del inciso 3) del artículo ante-
rior 75sólo se suspenderá el ejercicio de la acción penal pública 
hasta que se dicte la sentencia respectiva,  momento en el que se 
resolverá definitivamente sobre la prescindencia de la persecu-
ción penal. 
 Si la sentencia no satisface las expectativas por la cuales 
se suspendió el ejercicio de la acción penal pública el juez podrá 
reanudar su trámite.   Esta decisión será irrecurrible. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 21.- Suspensión 
condicional del procedimiento 

 
Cuando sea posible la suspensión a prueba de la ejecu-

ción de la condena en las condiciones establecidas en el código 
penal, las partes podrán solicitar la suspensión condicional del 
procedimiento76. 
 Si el imputado presta conformidad con la suspensión y 
admite los hechos que se le imputan, el juez dispondrá la suspen-
sión condicional del procedimiento, siempre que el imputado 
haya reparado el daño ocasionado, haya firmado un acuerdo con 
la víctima en ese sentido o demostrado  su voluntad de repara-
ción. 
 La suspensión condicional del procedimiento no impe-
dirá el ejercicio de la acción civil ante los tribunales civiles77. 
 Cuando la solicitud sea promovida por el Ministerio Pú-
blico o el querellante, deberán acreditar el consentimiento del im-
putado y señalar las reglas de conducta que requieran para el 
régimen de prueba78. 
 Esta solicitud se podrá presentar hasta el momento de la 
audiencia preliminar79. 
 

                                                           
75 CPP, art. 19 inc. 3. 
76 CPP, arts. 22, 23, 25  num. 6,  301 num. 3, 308, 312, 351 num. 2 
pár. 2, 353 num. 6, 402, 409 num. 4; CP, art. 44 y sgtes. 
77 CPP, art. 27. 
78 CPP, art. 52. 
79 CPP, art. 352. 
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¡Error!Marcador no definido.Artículo 22.- Condiciones 

y reglas 

Al resolver la suspensión del procedimiento80, el juez fi-
jará un plazo de prueba, que no podrá ser inferior a un año ni 
superior a tres y determinará las condiciones y reglas que deberá 
cumplir el imputado en ese plazo, seleccionando entre las si-
guientes: 
 1) residir en un lugar determinado81; 
 2) la prohibición de frecuentar determinados lugares o 

personas; 
 3) abstenerse del consumo de drogas, o del abuso de 

bebidas alcohólicas; 
 4)  someterse a la vigilancia que determine el juez; 
 5) comenzar y finalizar la escolaridad primaria, si no la 

tiene cumplida82, aprender una profesión u oficio o 
seguir cursos de capacitación en el lugar o institu-
ción que determine el juez o el tribunal;  

 6) prestar trabajo a favor del Estado o de instituciones 
de asistencia pública, fuera de sus horarios habitua-
les de trabajo83; 

7)  permanecer en un trabajo o empleo, o adoptar en el 
plazo que el juez determine, un oficio, arte, industria 
o profesión, si no tiene medios propios de sub-
sistencia; 

 8) someterse a tratamiento médico o psicológico, si es 
necesario; 

 9) la prohibición de tener o portar armas; 
 10) la prohibición de conducir vehículos84;  y, 
 11) cumplir con los deberes de asistencia alimentaria85. 
 El juez podrá imponer otras reglas racionales análogas a 
las anteriores solamente cuando estime que son convenientes 
para la reintegración del sometido a prueba y  notificará perso-
                                                           
80 CPP, arts. 21, 23, 25 num 6. 
81 CN, art. 41; CP, art. 46; CC, art. 319 num. 1; Ley N° 154/69 “De 
quiebras”, art. 81. 
82 CN, arts. 73, 76. 
83 CN, art. 10. 
84 CP, art. 58. 
85 CN, arts. 13,  53; CP, art. 225; CC, art. 256. 
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nalmente al imputado la suspensión condicional del procedimien-
to, con expresa advertencia sobre las reglas de conducta, así co-
mo sobre las consecuencias de su inobservancia. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 23.- Revocatoria 

Si el imputado se aparta considerablemente y en forma 
injustificada de las reglas impuestas o comete un hecho punible, 
se revocará la suspensión y el procedimiento continuará su curso. 
En el primer caso, el juez podrá ampliar el plazo de prueba hasta 
cinco años86. 
  La revocatoria de la suspensión del procedimiento no im-
pedirá la posterior suspensión a prueba de la ejecución de la con-
dena87. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 24.- Retiro de la 

instancia 

Retirada la instancia de conformidad a lo previsto en el 
código penal,  se extinguirá la acción penal88. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 25.- Motivos de 

extinción 

La acción penal se extinguirá:   
           1)       por la muerte del imputado89; 
           2)      por la muerte de la víctima en los casos de hechos 

punibles de acción privada. Sin embargo,  la acción 
ya iniciada por la víctima podrá ser continuada por 
sus herederos conforme a lo previsto por  este códi-
go90;   

                                                           
86 CPP, arts. 21, 22, 25  num. 6. 
87 CP, art. 44 y sgtes. 
88 CP, art. 99; CPP, art. 25 num. 7. 
89 CPP, art. 74 num. 1. 
90 CPP, arts. 67, 68 num. 4. 
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  3)     por el vencimiento del plazo previsto en el artículo 
136 de este código91; 

 4)   por los efectos del transcurso del plazo establecido 
en el artículo 139 de este código92;   

 5)  por la aplicación de un criterio de oportunidad, en 
los casos y formas previstos por este código93;  

 6)  en los casos de suspensión condicional del procedi-
miento, por el vencimiento del plazo de prueba, sin 
que la suspensión haya sido revocada94; 

 7)  por el retiro de la instancia de parte, en los delitos 
que dependan de ella, realizada hasta el momento de 
la audiencia preliminar95; 

 8)  por el desistimiento, renuncia o abandono de la que-
rella respecto de los hechos punibles de acción pri-
vada96; 

9) por el pago del máximo previsto para la pena de multa, 
cuando se trate de un hecho punible cuya pena no su-
pere los dos años de privación de libertad97; 

 10)  en los hechos punibles contra los bienes de las per-
sonas o en los hechos punibles culposos, por la repa-
ración integral del daño particular o social causado, 

                                                           
91 CPP, arts. 136, 137. 
92 CPP, art. 139. 
93 CPP, art. 19; Ley N° 1.444/99 “Que regula el periodo de transición 
al nuevo sistema penal”, art. 2° num. 2. 
94 CPP, art. 21, 22, 23; Ley N° 1.444/99 “Que regula el periodo de 
transición al nuevo sistema penal”, art. 2° num. 3. 
95 Sobre los delitos que requieren la instancia de la víctima, véase nota 
al pie del art. 16. 
96 CPP, art. 294. 
97 CPP, art. 138. Consultados los anteproyectistas Marcos Köhn y 
Roque Orrego acerca de la forma de conciliar esta disposición con la 
contenida en el art. 66 num. 1 del CP, contestaron: “No existe contra-
dicción entre ambas normas. El CPP permite modos de extinción de 
los hechos punibles a los que se refiere el art. 66 num. 1 del CP, inclu-
yendo cualquier otro que se construya con la posibilidad de aplicar 
multas, siempre y cuando la reacción punitiva prevista sea multa o 
pena privativa de libertad de hasta dos años”. 
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realizada antes del juicio, siempre que lo admita la 
víctima o el Ministerio Público, según el caso; y, 

 11) cuando, luego de resuelto el sobreseimiento provi-
sional, no se ordene la reapertura de la causa y la 
prosecución de la investigación dentro del plazo de 
un año98. 

 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 26.- Comunida-

des indígenas 

También se extinguirá la acción penal cuando se trate de 
hechos punibles que afecten bienes jurídicos propios de una co-
munidad indígena o bienes personales de alguno de sus miem-
bros y tanto el imputado como la víctima o, en su caso, sus fami-
liares, acepten el modo como la comunidad ha resuelto el con-
flicto conforme a su propio derecho consuetudinario99. 
 En estos casos, cualquier miembro de la comunidad indí-
gena podrá solicitar que se declare la extinción de la acción penal 
ante el juez de paz100. 
 El juez de paz convocará a la víctima o a sus familiares, 
al imputado, al representante del Ministerio Público y a los repre-
sentantes legales de la comunidad o, cuando ellos no hayan sido 
nombrados, a seis miembros de la comunidad elegidos por la 
víctima y el imputado, a una audiencia oral dentro de los tres días 
de presentada la solicitud, con el fin de verificar si se reúnen los 
requisitos previstos en este artículo y en la Constitución Nacio-
nal.                         

 
CAPÍTULO II 
ACCIÓN CIVIL 

 
¡Error!Marcador no definido.Artículo  27.- Acción civil 

                                                           
98 CPP, art. 362 pár. 3. 
99 CN, art. 63; CPP, arts. 24, 25. 
100 CPP, art. 44 num. 8. 
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La acción civil para la reparación o indemnización de los 
daños y perjuicios101 causados por el hecho punible, sólo podrá 
ser ejercida por el perjudicado o sus  herederos, en los límites de 
la cuota hereditaria, o por los representantes legales o mandata-
rios de ellos, contra el autor y los partícipes del hecho punible. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo  28.- Intereses so-

ciales y estatales 

¡Error!Marcador no definido. Cuando se trate de hechos puni-
bles que han afectado el patrimonio del Estado, la acción civil 
será ejercida por el Procurador General de la República102. Cuan-
do hayan afectado a intereses sociales, colectivos o difusos103 
será ejercida por el Ministerio Público. 
 El Procurador General o el Fiscal General del Estado, 
según el caso, podrán decidir que la demanda sea planteada y 
proseguida por otros funcionarios de la Procuraduría o del Minis-
terio Público, respectivamente. 
 

Artículo  29.- Ejercicio 

La acción civil podrá ser ejercida en el procedimiento pe-
nal, conforme a las reglas establecidas por este código104, o inten-
tarse ante los tribunales civiles, pero no se podrá promover simul-
táneamente en ambas jurisdicciones. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo  30.- Delegación 

La acción civil para la reparación del daño podrá ser de-
legada en el Ministerio de la Defensa Pública, por las personas 
que no están en condiciones socioeconómicas para demandar.  

                                                           
101 CP, art. 59 num. 3; CC, art. 1865. 
102 CN, 246 num. 1. 
103 CN, arts. 38, 266; COJ, art. 61; Ley Orgánica del Ministerio Públi-
co, arts. 1°, 42.  
104 CPP, arts. 439 y sgtes., 502 y sgtes. 
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 El Ministerio de la Defensa Pública, a través de un defensor 
público105, tomará a su cargo la demanda cuando quien haya sufrido 
el daño sea un incapaz que carezca de representante legal. 
 La delegación constará en un acta que contenga los datos 
personales del delegante y que valdrá como poder especial. 
 

                                                           
105 COJ, art. 70. 
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LIBRO PRIMERO 
LA JUSTICIA PENAL Y LOS SUJETOS PROCESALES 

 
TÍTULO I 

LA JUSTICIA PENAL 
 

CAPÍTULO I 
JURISDICCIÓN Y COMPETENCIA 

 
¡Error!Marcador no definido.Artículo  31.- Jurisdicción 

La jurisdicción penal es siempre improrrogable y la ejer-
cerán los jueces o tribunales que establezcan este código y las 
leyes.106 
         Corresponderá a la justicia penal el conocimiento exclusivo 
de todos los hechos punibles previstos en la legislación penal, y 
la ejecución de sus resoluciones, según lo establecido en este 
código107. 
  

¡Error!Marcador no definido.Artículo 32.- Extensión 

La jurisdicción se extenderá a los hechos punibles come-
tidos en el territorio de la República,  a los que produzcan efectos 
en él  o  en los lugares sometidos a su jurisdicción, y a los esta-
blecidos expresamente en la ley108. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 33.- Competencia 

material 

La competencia en razón de la materia será ejercida por 
los órganos jurisdiccionales109,  de conformidad a lo previsto por 
este código. 
 

                                                           
106 COJ, arts. 5°,  6°. 
107 CPP, art. 490 y sgtes. 
108 COJ, arts. 24 y 25; CP, arts. 6 al 9, 11 num. 3. 
109 CPP, art. 38 y sgtes.  
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¡Error!Marcador no definido.Artículo 34.- Incompeten-

cia 

La incompetencia por razón de la materia será declarada, 
aun de oficio, en cualquier estado del procedimiento110. Cuando 
se declare, se remitirán las actuaciones al juez o al tribunal com-
petente y se pondrá a su disposición a los prevenidos111. 
 Sin embargo, el tribunal con competencia para juzgar 
hechos punibles más graves no podrá declararse incompetente 
porque la causa pertenece a un juez con competencia para juzgar 
hechos punibles más leves, cuando la incompetencia sea aducida 
o advertida durante el juicio112. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 35.- Nulidad 

La inobservancia de las reglas para determinar la compe-
tencia por razón de la materia producirá la nulidad de los actos, 
excepto aquéllos cuya repetición sea imposible.  Esta disposición 
no regirá cuando un juez con competencia para conocer hechos 
más graves haya actuado en una causa correspondiente a otro de 
competencia menor113. 
 

Artículo 36.- Competencia Territorial 

La competencia será indelegable. 
No obstante,  la competencia territorial de un tribunal de 

sentencia no podrá ser objetada, ni modificada de oficio, una vez 
iniciada la audiencia del juicio114. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 37.-  Reglas de 

competencia 

                                                           
110 CPP, arts. 329 num. 1,  332 al 339. 
111 CPP, art. 344. 
112 CPP, art. 35 in  fine. 
113 CPP, arts. 34 pár. 2, 45 pár. 3, 165,  166, 170, 171. 
114 CPP, art. 367 y sgtes.; Código de la Niñez y la Adolescencia, art. 
169. 



CÓDIGO PROCESAL PENAL CONCORDADO 

 25 

Para determinar la competencia territorial de los tribuna-
les, se observarán las siguientes reglas115: 
 1) un tribunal tendrá competencia sobre los hechos 

punibles cometidos dentro de la circunscripción ju-
dicial en la que ejerza sus funciones; 

 2) cuando el hecho punible cometido en territorio ex-
tranjero haya producido sus efectos en la República, 
conocerán los tribunales de la circunscripción judi-
cial de la Capital,  aunque el imputado haya sido 
aprehendido en cualquier otra circunscripción judi-
cial del país.   De igual modo se procederá, cuando 
el hecho punible cometido en el extranjero pueda ser 
sometido a la jurisdicción penal de los tribunales de 
la República, de acuerdo a los casos previstos en el 
código penal  o  en leyes especiales116;  

 3) cuando el hecho punible haya sido cometido en los 
límites de dos circunscripciones judiciales, será 
competente el tribunal que haya prevenido en el co-
nocimiento de la causa;  

 4) cuando el lugar de comisión del hecho punible sea 
desconocido, será competente el tribunal de la cir-
cunscripción judicial dentro de cuyo territorio haya 
sido aprehendido el imputado117, a menos que haya 
prevenido el tribunal de la circunscripción judicial 
donde resida.   Si, posteriormente, se descubre el lu-
gar de comisión del hecho punible, continuará la 
causa el tribunal de este último lugar, salvo que con 
ello se produzca un retardo procesal innecesario o se 
perjudique a la defensa;  

 5)   cuando el hecho punible haya sido preparado o ini-
ciado en un lugar y consumado en otro, el conoci-
miento corresponderá al tribunal de este último lu-
gar; y 

                                                           
115 COJ, arts. 12, 13, 24, 25. 
116 CP,  arts. 6 al 9. 
117 CPP, art. 239. 
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 6)  los jueces de ejecución tendrán competencia territo-
rial conforme a la distribución y reglamentación 
dispuestas por la ley118, o en su defecto,  las estable-
cidas por la Corte Suprema de Justicia. 

 
CAPÍTULO II 

TRIBUNALES COMPETENTES 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 38.- Órganos 

Serán órganos jurisdiccionales, en los casos y 
formas que las leyes determinan119:  

 1) la Corte Suprema de Justicia120;  
 2)  los Tribunales de Apelación121; 
 3)  los Tribunales de Sentencia122; 
 4)  los Jueces Penales123; 
 5)  los Jueces de Ejecución124; y, 
 6)  los Jueces de Paz.125 
 

Artículo 39.- Corte Suprema de Justicia 

Además de los casos previstos en la Constitución y en las 
leyes, la Corte Suprema de Justicia será competente para cono-
cer126:  

                                                           
118 Ley N° 1.444/99 “Que regula el periodo de transición al nuevo 
sistema penal”, art. 15. 
119 Código de la Niñez y la Adolescencia, arts. 158 y sgtes., 222 y 
sgtes. 
120 CN, art. 259; Ley 609/95 “Que organiza la Corte Suprema de Justi-
cia”, arts. 1°, 3°; COJ, art. 26 y sgtes. EL Código Procesal Penal atri-
buye específicamente a la Sala Penal, y no a la Corte en pleno, la 
facultad de entender en la sustanciación del recurso extraordinario de 
casación, y del recurso de revisión. 
121 CPP, art. 40. 
122 CPP, art. 41. 
123 CPP, art. 42. 
124 CPP, art. 43. 
125 CPP, art. 44. 
126 Código de la Niñez y la Adolescencia, art. 222. 
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1) de la sustanciación y resolución del recurso extraor-
dinario de casación127;  

 2) de la sustanciación y resolución del recurso de revi-
sión128;  

 3) del procedimiento relativo a las contiendas de com-
petencia129, y de la recusación de los miembros del 
tribunal de apelación130;  

 4) de  las quejas por retardo de justicia contra el tribu-
nal de apelación131; y, 

 5)  las demás que le asignen las leyes. 
 

Artículo 40.- Tribunales de Apelación 

Los tribunales de apelación serán competentes para co-
nocer132: 
 1)  de la sustanciación y resolución del recurso de ape-

lación, según las reglas establecidas por este códi-
go133; 

 2)  de la recusación del juez penal y de los miembros 
del tribunal de sentencia134; y, 

 3)  de las quejas por retardo de justicia contra los jueces 
penales y tribunales de sentencia135. 

 
Artículo 41.- Tribunales de Sentencia 

                                                           
127 CN, art. 259 num. 6; CPP, arts. 142, 477 y sgtes. Este código dis-
pone en su art. 480, que el recurso extraordinario de casación se inter-
pondrá ante la Sala Penal de la Corte. 
128 CPP, art. 481 y sgtes. Este recurso también debe interponerse ante 
la Sala Penal de la Corte según el art. 483. 
129 Ley N° 609/95 “Que organiza la Corte Suprema de Justicia”, art. 3° 
inc. h) 
130 COJ, art. 28 inc. g). 
131 COJ, art. 28 inc. i), CPP, art. 140. 
132 CPP, arts. 114 in fine, 253,  292 pár. 4,  326; Código de la Niñez y 
la Adolescencia, art. 223. 
133 CPP, art. 461 y sgtes. 
134 COJ, art. 32 d). 
135 COJ, art. 32 c). 
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Los tribunales136 de sentencia podrán ser unipersonales o 
integradas por tres jueces penales, según el caso. 

El tribunal unipersonal será competente para conocer: 
 1) de la sustanciación del juicio por hechos punibles 

cuya sanción  sea  exclusivamente pena de  multa o 
privativa de libertad hasta dos años, cuando el Mi-
nisterio Público lo solicita; 

 2) de la sustanciación y resolución del procedimiento 
para la reparación del daño137, en los casos en que 
haya dictado sentencia condenatoria; y 

  3) de la sustanciación y resolución del recurso de ape-
lación cuando se trate de una sentencia dictada por 
el juez de paz138. 

 Los tribunales de sentencia, formados por tres jueces 
penales, conocerán de la sustanciación del juicio en los demás 
hechos punibles139.  
  

Artículo 42.- Jueces Penales 

Los jueces penales serán competentes para actuar como 
juez de garantías y del control de la investigación140, conforme a 
las facultades y deberes previstos por este código, y conocerán 
de:  

1)  las decisiones de naturaleza jurisdiccional que se de-
ban tomar durante la etapa preparatoria141; 

2)  de la sustanciación y resolución del procedimiento en 
la etapa intermedia142; y, 

3)  de la sustanciación y resolución del procedimiento 
abreviado143. 

                                                           
136 CP, art. 14 inc. 1° num. 14. 
137 CPP, art. 439 y sgtes.  
138 CPP, art. 44. 
139 CPP, art. 364 y sgtes. 
140 CPP, arts. 282, 283; Código de la Niñez y la Adolescencia, art. 
224. 
141 CPP, arts. 279 al 351. 
142 CPP, arts. 352 al 364. 
143 CPP, art. 420 y sgte. 
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Artículo 43.- Jueces de Ejecución 

Los jueces de ejecución144tendrán a su cargo el control de 
la ejecución de las sentencias145, de la suspensión condicional del 
procedimiento146, el trato del prevenido y el cumplimiento de los 
fines de la prisión preventiva147, y la sustanciación y resolución 
de todos los incidentes que se produzcan durante la etapa de eje-
cución148. 
 Asimismo tendrán a su cargo el control del cumplimiento 
de las finalidades constitucionales de las sanciones penales149, y 
la defensa de los derechos de los condenados150. 
 

Artículo 44.- Jueces de Paz 

Los jueces de paz serán competentes para conocer151: 
 1) del control de las diligencias iniciales de la investiga-
ción que no admitan demora, cuando no sea posible lograr la 
intervención inmediata del juez penal competente; 
 2) de la autorización de la prescindencia de la acción 
penal pública en los casos de los incisos 1) al 2) del artículo 19 
de éste código152, cuando a ellos les sea planteada la solicitud por 
el Ministerio Público, sin perjuicio de la competencia del juez 
penal; 
 3) de la suspensión condicional del procedimiento153 
cuando se trate de hechos punibles culposos, y a ellos les sea 
planteada; 

                                                           
144 CPP, arts. 37 num. 6, 148  pár. 3; Código de la Niñez y la Adoles-
cencia, art. 226. 
145 CPP, art. 490 y sgtes.  
146 CPP, art. 308 
147 CPP, art. 254 pár. 3 y 4. 
148 CPP, art. 495. 
149 CN, art. 20; CP, art. 3°; CPP, arts. 490 y sgtes., 501. 
150 CPP, art. 490. 
151 CPP, arts. 41 num. 3, 301, 312, 407 al 419; Código de la Niñez y la 
Adolescencia, art. 227. 
152 CPP, art. 19 inc. 1 y 2. 
153 CPP, art. 21 y sgtes. 
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 4) del procedimiento abreviado cuando la solicitud de 
pena sea inferior a un año de prisión o pena no privativa de liber-
tad, siempre que a ellos les sea planteado154; 
 5) de la conciliación, cuando a ellos les sea propuesta155;  
 6) de la sustanciación del juicio por hechos punibles de 
acción privada, cuando a ellos les sea planteada la acusación 
particular y el imputado acepte la competencia156; 
 7) de la sustanciación y resolución del procedimiento 
para la reparación del daño, en los casos en que haya dictado 
sentencia condenatoria157; y, 
 8) de la audiencia oral para decidir la extinción de la 
acción penal en el caso de conflictos resueltos por las comunida-
des indígenas158. 
 

Artículo 45.- Secretarios y Auxiliares 

El juez o tribunal será asistido en el cumplimiento de sus 
actos por el secretario. 
 A los secretarios les corresponderá como función propia, 
además, tramitar las notificaciones y citaciones159, disponer la 
custodia de objetos secuestrados160, llevar al día los registros y 
estadísticas, dirigir al personal auxiliar, informar a las partes y 
colaborar en todos los trabajos materiales que el juez o el tribunal 
les indique161. 
 La delegación de funciones judiciales en el secretario o 
empleados subalternos tornará nulas las actuaciones realizadas y 
hará responsable directamente al juez por las consecuencias de 
dicha nulidad162. 

                                                           
154 CPP, art. 420 y sgtes. 
155 CPP, art. 311 y sgtes. 
156 CPP, art. 422 y sgtes.  
157 CPP, art. 439 y sgtes. 
158 CN, arts. 26, 63. 
159 CPP, arts. 151 y sgtes., 283 num. 2. 
160 CPP, art. 196. 
161 CPP, arts. 51, 121 pár. 3, 122 num. 3, 128 pár. 4, 164,  272,  336 
pár. 3, 364, 365 pár. 3,  404. 
162 CPP, arts. 165 y sgtes, 404.  
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CAPÍTULO III 
CONEXIDAD 

 
Artículo 46.- Casos de Conexidad 

Existirá conexidad: 
 1) cuando a una misma persona se le imputen dos o más 
hechos punibles; 
 2) cuando los hechos punibles hayan sido cometidos 
simultáneamente por varias personas reunidas, o hayan sido el 
resultado de un acuerdo previo o propósito común, aun cuando 
hayan sido cometidos en distintos tiempos o lugares; 
 3) cuando uno de los hechos punibles haya sido cometido para 
perpetrar o facilitar la comisión de otro, o procurar para un partícipe o a 
terceros el provecho o la impunidad; y, 
 4) cuando los hechos punibles hayan sido cometidos 
recíprocamente. 
 

Artículo 47.- Efectos 

Cuando se sustancien procedimientos por hechos puni-
bles de acción pública conexos, se acumularán a efectos del jui-
cio,  y será competente: 
 1) el tribunal que conozca del hecho punible que haría aplicable 
una sanción más grave; 
 2) en caso de igual gravedad, aquel que conozca la causa 
cuya fecha de iniciación sea más antigua; y, 
 3) en caso de igual antigüedad y gravedad, aquel que 
determine la Corte Suprema de Justicia163. 
 Se podrá disponer la tramitación separada o conjunta, según 
convenga a la naturaleza de las causas, para evitar el retardo procesal o 
para facilitar el ejercicio de la defensa. 
 

Artículo 48.- Excepciones 

                                                           
163 Ley N° 609/95 “Que organiza la Corte Suprema de Justicia”, art. 3 
h). 
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Los procedimientos por hechos punibles de acción priva-
da seguirán las reglas de conexidad, pero no podrán acumularse 
con procedimientos por hechos punibles de acción pública. 
 Los procedimientos en los que sea imputado un menor de 
edad no podrán acumularse con aquellos donde los imputados 
sean mayores. 
 

Artículo 49.- Acumulación y Separación de Juicios 

Si en relación con el mismo objeto procesal que motivó 
la acusación a varios imputados se han formulado varias acusa-
ciones el tribunal podrá ordenar, aun de oficio, la realización de 
un único juicio, siempre que ello no ocasione retardos procesales. 
Si la acusación se refiere a varios hechos punibles, el tribunal 
podrá disponer que los juicios se lleven a cabo separadamente, 
siempre que ello no afecte el derecho de defensa. 

 
CAPÍTULO IV 

MOTIVOS DE EXCUSACIÓN  Y RECUSACIÓN164 
 

 Artículo 50.- Motivos 

Los motivos de separación de los jueces serán los siguien-
tes165: 
 1) ser cónyuge, conviviente o pariente dentro del cuarto 
grado de consanguinidad o por adopción, o segundo de afinidad, 
de alguna de las partes o de su representante legal o convencional; 
 2) ser acreedor, deudor o garante, él, su cónyuge o convi-
viente, de alguna de las partes, salvo cuando lo sea de las entidades 
del sector público, de las instituciones bancarias, financieras o 
aseguradoras.   Habrá lugar a la inhibición o recusación estableci-
da en este numeral sólo cuando conste el crédito por documento 
público o privado, reconocido o inscripto, con fecha anterior al 
inicio del procedimiento; 
 3) tener él, su cónyuge o conviviente, o sus parientes de-
ntro de los grados expresados en el inciso 1),  procedimiento pen-
                                                           
164 COJ, art. 200; CPP, arts. 341 al 346. 
165 Código de la Niñez y la Adolescencia, art. 172. 
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diente con alguna de las partes o haberlo tenido dentro de los dos 
años precedentes si el procedimiento ha sido civil y dentro de los 
cinco años si ha sido penal.  No será motivo de inhibición ni de 
recusación la demanda civil o la querella, que no sean anteriores al 
procedimiento penal que conoce; 
 4) tener interés personal en la causa por tratarse de sus 
negocios o de las personas mencionadas en el inciso 1); 
 5) ser contratante, donatario, empleador, o socio de alguna 
de las partes; 
 6) haber intervenido anteriormente, de cualquier modo, o 
en otra función o en otra instancia en la misma causa;   
 7) haber dictado una resolución posteriormente anulada 
por un tribunal superior; 
 8) haber intervenido en el procedimiento como parte, represen-
tante legal, apoderado, defensor, perito o testigo; 
 9)   haber sido condenado en costas, en virtud del proce-
dimiento que conoce; 
 10) haber emitido opinión o consejo sobre el procedimien-
to, que conste por  escrito o por cualquier medio de registro; 
 11)  tener amistad que se manifieste por gran familiaridad 
o frecuencia de trato;  
 12)  tener enemistad, odio o resentimiento que resulte de 
hechos conocidos; y, 
 13) cualquier otra causa, fundada en motivos graves, que 
afecten su imparcialidad o independencia. 

 
Artículo 51.- Funcionarios del tribunal y colaborado-

res 
 
Respecto a los secretarios y a todos aquellos que cumplan 

alguna función de auxilio judicial en el procedimiento, regirán las 
mismas reglas166.  El juez o el tribunal ante el cual actúan, averi-
guará sumariamente el motivo invocado y resolverá lo que corres-
ponda. 
 

TÍTULO II 
EL MINISTERIO PÚBLICO Y SUS ÓRGANOS AUXILIARES 

                                                           
166 CPP, art. 45. 
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CAPÍTULO I 
EL MINISTERIO PÚBLICO 

 
Artículo 52.- Funciones 

Corresponde al Ministerio Público, por medio de los agen-
tes fiscales, funcionarios designados y de sus órganos auxiliares, 
dirigir la investigación de los hechos punibles167 y promover la 
acción  penal pública168. Con este propósito realizará todos los 
actos necesarios para preparar la acusación y participar en el pro-
cedimiento, conforme a las disposiciones previstas en este código 
y en su ley orgánica169. 
 Tendrá a su cargo la dirección funcional y el control de los 
funcionarios170 y de las reparticiones de la Policía Nacional, en 
tanto se los asigne a la investigación de determinados hechos pu-
nibles171. 
 

Artículo 53.- Carga de la prueba 

La carga de la prueba corresponderá al Ministerio Público, 
quien deberá probar en el juicio oral y público los hechos que fun-
damenten su acusación. 
 

Artículo 54.- Objetividad 

El Ministerio Público regirá su actuación por un criterio 
objetivo, velando por la correcta aplicación de la ley y tomando en 
consideración los elementos de cargo y de descargo en relación al 
imputado172. 
 

                                                           
167 CN, arts. 266, 268; CPP, arts. 279, 315 y sgtes.;  Ley Orgánica del 
Ministerio Público, arts. 32 al 40. 
168 CPP, art. 14, 15, 18. 
169 CPP, art. 282. 
170 Ley Orgánica del Ministerio Público, art. 76 y sgtes. 
171 CPP, arts. 58 al 60, 65; Ley N° 222/93 Ley Orgánica de la Policía 
Nacional; Ley Orgánica del Ministerio Público, arts. 1°, 2°,  3°, 4°, 7°, 
13, 14, 17, 20 al 27.  
172 CPP, art. 172;  Ley Orgánica del Ministerio Público, art. 41. 
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Artículo 55.- Formas y contenido de sus manifestacio-
nes  

El Ministerio Público formulará motivada y específica-
mente sus requerimientos, dictámenes y resoluciones,  sin recurrir 
a formularios o afirmaciones sin fundamento. Procederá oralmente 
en las audiencias y en el juicio; y por escrito en los demás casos173. 
 

Artículo 56.- Poder coercitivo y de investigación 

El Ministerio Público dispone de los poderes y atribucio-
nes que este código le concede y aquellos que establezca su ley 
orgánica o las leyes especiales174. 
  En ningún caso asumirá funciones jurisdiccionales175. 
 

Artículo 57. Inhibición y recusación 

Los funcionarios del Ministerio Público se inhibirán y po-
drán ser recusados en los procedimientos donde intervenga o sea 
defensor su cónyuge, conviviente o pariente dentro del cuarto gra-
do de consanguinidad o por adopción, o segundo de afinidad; o sus 
amigos íntimos o enemigos manifiestos.  En los demás casos no 
podrá inhibirse y será irrecusable. 
  La recusación será resuelta por el superior inmediato.   
 La resolución podrá ser impugnada dentro de los tres días 
ante la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia176. En cuanto al 
trámite, serán aplicables, análogamente, las disposiciones referen-
tes a los jueces.  
 Cuando la recusación se refiera al Fiscal General del Esta-
do, lo resolverá la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia. 

 
CAPÍTULO II 

                                                           
173 Ley Orgánica del Ministerio Público, art. 38. 
174 CN, art. 268;  Ley Orgánica del Ministerio Público, arts. 1°, 3°, 13, 
14. 
175 CPP, arts. 111 pár. 3,  282 pár. 3. 
176 Ley N° 609/95 “Que organiza la Corte Suprema de Justicia”, art. 
15. 
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POLICÍA NACIONAL EN FUNCIÓN INVESTIGATIVA 
 

Artículo 58. Función 

Los agentes y funcionarios de la Policía Nacional, en su 
función de investigación de hechos punibles177, actuarán a través 
de cuerpos especializados designados al efecto, y a iniciativa del 
Ministerio Público ejecutará los mandatos de la autoridad compe-
tente,  sin perjuicio del régimen jerárquico que los organiza178. 
 

Artículo 59.- Colaboración obligatoria 

Los funcionarios y agentes de la Policía Nacional asigna-
dos a una investigación deberán cumplir las directivas e instruc-
ciones del Ministerio Público179 y las que durante la tramitación 
del procedimiento les dirijan los jueces, sin perjuicio de la autori-
dad administrativa a la cual estén subordinados180.  La autoridad 
administrativa no podrá revocar, alterar o retardar una orden emi-
tida por los fiscales o por los jueces. 
 

Artículo 60.- Formalidades 

Los funcionarios y agentes de la Policía Nacional respeta-
rán las formalidades previstas para la investigación y adecuarán 
sus actuaciones a las directivas e instrucciones de carácter general  

                                                           
177 CPP, art. 176 y sgtes. 
178 CN, arts. 175, 266; Ley N° 222/93 “Orgánica de la Policía Nacio-
nal”; CPP, arts. 123, 296 al 300,  315. 
179 CPP, art. 316 pár. 3; Ley Orgánica del Ministerio Público, arts. 7°, 
76 y sgtes. 
180 CN, art. 257; CPP, art. 123; COJ, art. 10. 
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o particular que emita el Ministerio Público181. 
 

Artículo 61.- Poder disciplinario 

Los funcionarios y agentes policiales que infrinjan dispo-
siciones legales o reglamentarias, omitan o retarden la ejecución 
de un acto propio de sus funciones de investigación o lo cumplan 
negligentemente, serán sancionados según su ley orgánica, sin 
perjuicio de su responsabilidad penal. 
 

CAPÍTULO III 
POLICÍA JUDICIAL 

 
Artículo 62. Función 
La Policía Judicial será un auxiliar directo del Ministerio 

Público en el ejercicio de sus funciones de investigación y promo-
ción de la acción penal pública182. 
 Se conformará como un cuerpo técnico, no militarizado, 
integrado por investigadores civiles, según lo disponga su propia 
ley de organización. 
 

Artículo 63.- Facultades 
Además de las facultades previstas en su ley orgánica183, 

tendrá todas las facultades que este código concede a la Policía 
Nacional, salvo la de practicar aprehensiones o detenciones. 
 

Artículo 64.- Centro de Investigaciones Criminalísticas 

                                                           
181 Ley Orgánica del Ministerio Público, art. 20 y sgtes. El anteproyec-
to de Ley del Ministerio Público contemplaba a la Policía Judicial 
entre los órganos auxiliares (arts. 87 y 88), disposiciones suprimidas 
de la ley. 
182 CN, art. 272; CPP, arts. 52, 315. 
183 Hasta el momento no se ha presentado en el Parlamento un proyec-
to de Ley Orgánica de la Policía Judicial. No obstante, la Ley Orgáni-
ca del Ministerio Público se refiere a esta figura como órgano auxiliar 
del Ministerio Público. 
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La Policía Judicial organizará un centro de investigaciones 
criminalísticas, formado por distintos gabinetes científicos quienes 
prestarán auxilio para las inspecciones de la escena del crimen y la 
realización de pericias184.  Sus funcionarios o profesionales cum-
plirán las funciones de los consultores técnicos conforme a lo pre-
visto por este código185. 
 

Artículo 65.- Coordinación 

El Fiscal General del Estado emitirá las instrucciones ge-
nerales y particulares necesarias para coordinar la labor de la Poli-
cía Nacional y de la Policía Judicial, a fin de lograr la mayor efica-
cia en la investigación de los hechos punibles186. Podrá organizar 
equipos conjuntos de investigación o asignarle una investigación 
exclusivamente a la Policía Judicial. 
 

Artículo 66. Orden judicial 

La Policía Judicial deberá cumplir las órdenes que les diri-
jan los jueces y realizar las pericias que ellos ordenen en los casos 
de  anticipo jurisdiccional de prueba187. 

 
TÍTULO III 

LA VÍCTIMA Y EL QUERELLANTE 
 

Artículo 67.- Calidad de víctima 

Este código considerará víctima a: 
 1)  la persona ofendida directamente por el hecho punible; 
 2) el cónyuge, conviviente188 o pariente dentro del cuarto 
grado de consanguinidad o por adopción, o segundo de afinidad, al 
                                                           
184 CPP, art. 176 y sgtes. 
185 CPP, art. 111. 
186 CPP, art. 52;  Ley Orgánica del Ministerio Público, arts. 2°, 7°, 49, 
50, 76 y sgtes. 
187 CPP, art. 320. 
188 Consultados los anteproyectistas Marcos Köhn y Roque Orrego 
sobre la calidad de víctima, respondieron: “El régimen de la calidad de 
víctima en el CPP ha sido ampliado, con relación al anterior código 
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representante legal y al heredero testamentario en los hechos puni-
bles cuyo resultado sea la muerte de la víctima189; 
 3) los socios, respecto de los hechos punibles que afecten 
a una sociedad, cometidos por quienes la dirigen, administren o  
controlen, o sus gerentes190.  
 

Artículo 68.-  Derechos de la víctima 

La víctima tendrá derecho a: 
 1) recibir un trato digno y respetuoso,  que se hagan mí-
nimas sus molestias derivadas del procedimiento, la salvaguarda 
de su intimidad191 en la medida en que no obstruya la investigación 
y a la protección de su seguridad, la de sus familiares y  la de los 
testigos que depongan en su interés, a través de los órganos com-
petentes; 
 2) intervenir en el procedimiento penal, conforme con lo 
establecido por este código192; 

                                                                                                                  
procesal, puesto que a más de los herederos forzosos, el cónyuge, el 
concubino (matrimonio de hecho) ha incluido una nueva gama de 
posibilidades como ser la del conviviente y la del heredero testamenta-
rio. Por el primero, debe entenderse a aquellas personas que conviven 
bajo un mismo techo en pareja, que no pueden beneficiarse con las 
posibilidades que le acuerda la Ley 1/92, como de aquellos separados 
pero no divorciados, o parejas que no han podido cumplir con el plazo 
de ley, por lo que creemos que el CPP modifica el régimen de la Ley 
1/92, pero en materia procesal penal. En el segundo caso, todos los 
herederos forzosos son citados expresamente por la ley procesal, am-
pliando al caso de los herederos testamentarios”. 
189 CP, art. 14 inc. 1° num. 12. 
190 El Anteproyecto extendía la calidad de víctima además: “4) a las 
asociaciones, en aquellos hechos punibles que afecten intereses colec-
tivos o difusos, siempre que el objeto de la asociación se vincule di-
rectamente con esos intereses; y, 5) a las comunidades indígenas, en 
los hechos punibles que impliquen discriminación o genocidio respec-
to de los miembros de la etnia o generen regresión demográfica, de-
predación de su hábitat, contaminación ambiental, explotación eco-
nómica o alienación cultural”. 
191 CN, art. 33;  
192 CPP. arts. 284 , 268, 291, 348, 349, 422 y sgtes. 
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 3) ser informada de los resultados del procedimiento, aun 
cuando no haya intervenido en él, siempre que lo solicite; 
 4) ser escuchada antes de cada decisión que implique la 
extinción o suspensión de la acción penal193, siempre que lo solici-
te;  y, 
 5) impugnar la desestimación o el sobreseimiento definiti-
vo194, aun cuando no haya intervenido en el procedimiento como 
querellante. 
 La víctima será informada sobre sus derechos cuando 
realice la denuncia o en su primera intervención en el procedi-
miento195. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 69.- Querellante 

adhesivo 

En los hechos punibles de acción pública, la víctima o su 
representante legal, en calidad de querellante, podrán intervenir 
en el procedimiento iniciado por el Ministerio Público, con todos 
los derechos y facultades previstos en la Constitución, en este 
código y en las leyes196. 
 Las entidades del sector público no podrán ser querellan-
tes. En estos casos el Ministerio Público representará los inter-
eses del Estado197. Quedarán exceptuados de estas reglas los en-
tes autónomos con personalidad jurídica, las gobernaciones y las 
municipalidades. 
 La participación de la víctima como querellante no alte-
rará las facultades concedidas por la ley al Ministerio Público y a 
los tribunales, ni los eximirá de sus responsabilidades. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 70.- Entes jurídi-

cos 

                                                           
193 CPP, arts. 21, 25 num. 10. 
194 CPP, arts. 353 num. 2 y 359 y sgtes. 
195 Ley Orgánica del Ministerio Público, arts. 9°, 65. 
196 CPP, arts. 268, 291, 348, 366 pár. 5, 395 pár. 5, 422 y sgtes. 
197 CPP, art. 28; Ley Orgánica del Ministerio Público, arts. 1°, 3°. 
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Para presentar querella los representantes de las personas 
jurídicas de derecho privado deberán justificar la existencia del 
ente y su propia personería. 
 

Artículo 71.- Representante convencional 

La querella podrá ser ejercida por mandatario con poder 
especial, que cumpla con los requisitos legales198.  El represen-
tante convencional deberá presentar el instrumento que acredite 
el mandato al pedir su intervención. 
 

Artículo 72.- Acción penal privada 

En los casos de querella exclusiva por tratarse de un deli-
to de acción privada, regirán las normas de esta sección, sin per-
juicio de las reglas del procedimiento especial previsto por este 
código199. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 73.- Abogado 

matriculado 

La querella deberá ser patrocinada por un abogado matri-
culado quien podrá ejercer directamente las facultades del quere-
llante,  salvo las de carácter personal o cuando exista una reserva 
expresa en la ley o en el mandato200. 
 Regirán, análogamente, las reglas previstas para el de-
fensor del imputado201. 

 
TÍTULO IV 

EL  IMPUTADO 
 

CAPÍTULO I 
NORMAS GENERALES 

 
                                                           
198 COJ, arts. 87; CC, art.  880 y sgtes. 
199 CPP, art. 422 y sgtes. 
200 COJ, arts. 87, 88; CPC, art. 58. 
201 CPP, art. 97 y sgtes. 
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¡Error!Marcador no definido.Artículo 74.  Denomina-

ción 

Se denominará: 
 1) imputado a la persona a quien se le señale como autor 
o partícipe202 de un hecho punible;  y en especial a la señalada  en  
el acta de imputación203;  
 2)  acusado a aquel contra quien exista una acusación del 
Ministerio Público204 o del querellante,  según  el  caso; y,  
 3) condenado a aquel sobre quien ha recaído una senten-
cia condenatoria firme205.  

 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 75.- Derechos del 

imputado 

Al imputado se le asegurarán las garantías necesarias pa-
ra su defensa206, informándole de manera inmediata y compren-
sible, por parte de la Policía Nacional207, del Ministerio Público y 
de los jueces, los derechos a208: 
 1)  que no se empleen contra él medios contrarios a su 
dignidad209; 
 2)  que se le exprese la causa o motivo de su captura y el 
funcionario que la ordenó, exhibiéndole según corresponda la 
orden de detención emitida en su contra210; 

                                                           
202 CP, arts. 29 al 31 
203 CPP, art. 302. 
204 CPP, arts. 347,  348, 348, 357. 
205 CPP, arts. 490, 493. 
206 CN, arts. 11, 16 ,17, 18; CPP, art. 12. 
207 CPP, art. 298. 
208 Código de la Niñez y la Adolescencia, art. 193. 
209 CPP, art. 298 num. 1, 2 y 3; “Declaración Universal de Derechos 
Humanos, adoptada por la Asamblea General de la ONU el 10 de 
diciembre de 1948”, art. 75 num. 1. 
210 CN, art. 12 num. 1; “Declaración Universal de Derechos Humanos, 
adoptada por la Asamblea General de la ONU el 10 de diciembre de 
1948”, art. 9; “Declaración Americana sobre Derechos y Deberes del 
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 3) designar la persona, asociación o entidad a la que debe 
comunicarse su captura y que la comunicación se haga en forma 
inmediata211; 

4) ser asistido desde el primer acto del procedimiento212 
por el defensor que designe él, su cónyuge, conviviente o parien-
te dentro del cuarto grado de consanguinidad o por adopción, o 
segundo de afinidad y, en defecto de este defensor, por un defen-
sor público213; 

5) presentarse al Ministerio Público o al juez, para que se 
le informe y escuche sobre los hechos que se le imputan214; 

6)  abstenerse de declarar, y si acepta hacerlo, a que su 
defensor esté presente al momento de rendir su declaración y en 
aquellas otras diligencias en que se requiera su presencia215; 
 7) no ser sometido a técnicas o métodos que constriñan o 
alteren su libre voluntad216; y, 
 8) que no se empleen medios que impidan el libre movi-
miento de su persona en el lugar y durante la realización de un 
acto procesal,  sin perjuicio de las medidas de vigilancia que en 
casos especiales y a su criterio estime ordenar el juez o el Minis-
terio Público217. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 76.-  Identifica-

ción 

Desde el primer acto en que intervenga el imputado será 
identificado por sus datos personales y señas particulares218. 

                                                                                                                  
Hombre”, art. XXV pár. 2. 
211 CN, art. 12 nun. 2; CPP, art. 298 num. 7. 
212 CPP, art. 6. 
213 CN, arts. 12 num. 1, 16, 17 num. 5 y 6; CPP, arts. 97, 256. 
214 CPP, arts. 12 num. 5, 85, 86; “Declaración Americana sobre Dere-
chos y Deberes del Hombre”, art. XXV pár. 3.  
215 CN, art. 18. 
216 CN, art. 5°; CPP, arts. 298 num. 1 y 3, 309. 
217 CPP, arts. 88,  91, 245 num. 2, 367. 
218 CPP, arts. 87, 302 num. 1. 
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 Si se abstiene de proporcionar esos datos o lo hace fal-
samente, se lo identificará por testigos o por otros medios útiles, 
aun contra su voluntad219. 
 La duda sobre los datos obtenidos no alterará el curso del 
procedimiento y los errores sobre ellos podrán ser corregidos en 
cualquier oportunidad. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 77.- Domicilio 

En su primera intervención, el imputado deberá denun-
ciar su domicilio real220 y fijar el domicilio procesal221; poste-
riormente mantendrá actualizados esos datos. 
 La información falsa sobre su domicilio podrá ser consi-
derada indicio de fuga222.  
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 78.- Incapacidad 

El trastorno mental del imputado223, que excluya su ca-
pacidad de entender o de querer los actos del procedimiento, o de 
obrar conforme a ese conocimiento y voluntad, provocará la sus-
pensión condicional del procedimiento con relación a él224, hasta 
que desaparezca esa incapacidad;  sin perjuicio de la aplicación 
del  procedimiento especial contenido en el Título V del Libro II, 
de la Segunda Parte de este código225. 

                                                           
219 CPP, art. 202. Consultados los anteproyectistas Marcos Köhn y 
Roque Orrego acerca de qué se entiende por “otros medios útiles de 
identificación”, respondieron: “La reticencia o la falsedad sobre la 
identificación personal del imputado, habilita legalmente a la Policía 
Nacional o a la Policía Judicial a hacerlo a través de otros medios, 
como ser la testifical u otros medios útiles. Debe entenderse como 
medios útiles aquellos que la ciencia o la técnica cuenta para tales 
fines (idoneidad), y no cuenten con reglas especiales, como ser la 
prueba de ADN, la pericia dactiloscópica, etc.” 
220 CC, arts. 58, 87. 
221 CPP, arts. 152 pár. 2; 413 
222 CPP, arts. 242, 243. 
223 CPP, art. 23. 
224 CPP, art. 308. 
225 La Segunda Parte trata de los Procedimientos, el Libro II de los 
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 La situación descripta en el párrafo anterior, no impedirá 
la investigación del hecho, ni la continuación del procedimiento 
con respecto a otros imputados. 
 A los efectos del procedimiento penal, esa incapacidad 
será declarada por el juez, previo examen pericial psiquiátrico. 
Los actos que el incapaz haya realizado como tal carecerán de 
valor.      
  

Artículo 79.-  Examen mental 

Cuando de las características del hecho pueda suponerse 
la existencia de un transtorno mental, de desarrollo psíquico in-
completo o retardado, o de grave perturbación de la conciencia,  el 
imputado será sometido a un examen mental226.   
 

¡Error!Marcador no definido.¡Error!Marcador no defini-

do.Artículo  80.- Internación para observación 

Cuando para la elaboración del dictamen pericial sobre la 
capacidad del imputado sea necesaria su internación, la medida 
podrá ser ordenada por el juez, a solicitud de los peritos, sólo 
cuando exista la probabilidad de que el imputado haya cometido 
el hecho y tal medida no sea desproporcionada respecto de la 
importancia de la pena o medida de mejoramiento que se espe-
ra227. 
           La internación no podrá sobrepasar el tiempo necesario 
para la realización de la pericia;  en ningún caso podrá  exceder 
el plazo de seis semanas.   
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 81.- Examen 

corporal 

                                                                                                                  
Procedimientos Especiales y el Título V del Procedimiento, art. 428 y 
sgtes.  
226 CPP, art. 214 y sgtes. 
227 CPP, arts. 238, 248 y sgtes., 255, 428 y sgtes.; CP, arts. 2°, 72 inc. 
3°, 84 inc. 2°.  
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Se podrá ordenar el examen médico del imputado para la 
constatación de circunstancias de importancia  a  la investiga-
ción.  
 Con esta finalidad serán admisibles, siempre con autorización 
judicial, extracciones de sangre y fluidos en general, además de otros 
estudios corporales, que se efectuarán según las reglas de las ciencias 
médicas, preservando la salud del imputado228.  
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 82.- Rebeldía 

Será declarado en rebeldía el imputado que no compa-
rezca a una citación sin justificación, se fugue del establecimien-
to o lugar donde está detenido, desobedezca una orden de apre-
hensión  o se ausente sin aviso de su domicilio real. 
 La declaración de rebeldía y la consecuente orden de 
captura serán dispuestas por el juez. 
 En los casos de rebeldía se podrán publicar datos indis-
pensables para su captura,  mediante orden judicial. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 83.- Efectos 

La declaración de rebeldía no suspenderá la investiga-
ción, salvo en lo que se refiere a resoluciones que pongan fin al 
proceso229. 
 En las etapas subsiguientes, el procedimiento sólo se 
suspenderá con respecto al rebelde y continuará para los imputa-
dos presentes230. 
 La declaración de rebeldía implicará la revocación de la 
libertad que le haya sido concedida al imputado y le obliga, en 
caso de presentación involuntaria, al pago de las costas provoca-
das. 
¡Error!Marcador no definido. Cuando el imputado rebelde 
comparezca voluntariamente o sea puesto a disposición de la auto-
ridad que lo requiere, se extinguirá su estado de rebeldía y conti-
nuará el procedimiento, quedando sin efecto la orden de captura. 
                                                           
228 CN, art. 17 num. 9. 
229 CPP, arts. 77 pár. 2, 136 pár. 3; CE, art. 91 inc. f). 
230 CPP, art. 374 pár. 5. 
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CAPÍTULO II 

DECLARACIÓN DEL IMPUTADO 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 84.- Libertad de 
declarar, oportunidades y autoridad competente 

 
El imputado tendrá derecho a declarar y a abstenerse de 

declarar231, como también a declarar cuantas veces quiera, siem-
pre que su declaración sea pertinente y no aparezca como un 
medio dilatorio en el procedimiento232. 
 Durante la investigación, el imputado declarará ante el 
fiscal encargado de ella233. 
 Durante la etapa intermedia, el imputado declarará si lo 
solicita; en ese caso, la declaración será recibida en la audiencia 
preliminar por el juez penal234.  
 Durante el juicio, el imputado declarará, en la oportuni-
dad y formas previstas por este código235. 

En todos los casos, la declaración del imputado sólo ten-
drá validez si la hace en presencia de un abogado defensor, salvo  
en los casos en que el imputado sea abogado236. 
 

Artículo 85.- Caso de aprehensión 

Si el imputado ha sido privado de su libertad, se notifica-
rá inmediatamente al Ministerio Público, para que declare en su 
presencia, a más tardar en el plazo de veinticuatro horas a contar 
desde su aprehensión; cuando el imputado lo solicite para elegir 
defensor, el plazo se prorrogará por otro tanto237. 

                                                           
231 CN, art. 18; CPP, arts. 74 num. 6,  355, 383 pár. 2. 
232 CPP, art. 112 y sgtes. 
233 CPP, arts. 52,  90, 315 al 317, 350;  Ley Orgánica del Ministerio 
Público, art. 23. 
234 CPP, arts. 352, 355.  
235 CPP, arts. 383 al 385. 
236 CPP, arts. 75 num. 6, 97, 98, 165, 166, 383, 385. 
237 CN, art. 12 num. 5; CPP, arts. 239 pár. 3, 240 pár. 2.  
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 En casos excepcionales o de fuerza mayor el Ministerio 
Público podrá, por resolución fundada, fijar un plazo distinto 
acorde con las circunstancias del caso y bajo su responsabili-
dad238. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 86.- Advertencias 

preliminares 

Al comenzar la audiencia, el funcionario competente que 
reciba la indagatoria comunicará detalladamente al imputado el 
hecho punible que se le atribuye239 y un resumen del contenido 
de los elementos de prueba existentes. También se pondrán a su 
disposición todas las actuaciones reunidas hasta ese momento240. 
 Antes de comenzar la declaración, se le advertirá que 
podrá abstenerse de hacerlo y que esa decisión no será utilizada 
en su perjuicio241. 
 También se instruirá al imputado acerca de sus derechos 
procesales. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 87.- Desarrollo 

Se comenzará consignando sus nombres, apellidos, so-
brenombre o apodo, edad, estado civil, profesión, nacionalidad, 
fecha y lugar de nacimiento, datos personales de sus progenito-
res, domicilio real y procesal242.  En las declaraciones posteriores 
bastará que confirme los datos ya proporcionados.  

                                                           
238 Consultados los anteproyectistas Marcos Köhn y Roque Orrego 
acerca del sentido de esta disposición en relación con la contenida en 
el art. 12 num. 5 de la CN, respondieron: “El artículo se refiere a la 
indagatoria y no a la garantía de contar con un auxilio jurisdiccional 
en lo que respecta a la revisión de la procedencia de la privación de su 
libertad. El Ministerio Público es una magistratura judicial requiriente 
y el primer filtro judicial capaz de corregir cualquier situación de 
privación de libertad irregular efectuada por la policía”. 
239 CPP, art. 75 num. 2. 
240 CN, art. 17 num. 10. 
241 CN, art. 18; CPP, art. 75 num. 6. 
242 CPP, art. 77,  
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 Inmediatamente el imputado podrá declarar cuanto tenga 
por conveniente sobre el hecho que se le atribuye e indicar los 
medios de prueba cuya práctica considera oportuna. 
¡Error!Marcador no definido. Las partes podrán dirigir al impu-
tado las preguntas que estimen convenientes, con el permiso de 
quien presida el acto. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 88.- Métodos 

prohibidos 

En ningún caso, se le exigirá al imputado juramento o 
promesa de decir la verdad, ni podrá ser sometido a ninguna cla-
se de fuerza o coacción. Se prohíbe toda medida que afecte la 
libertad de decisión del imputado, su voluntad, su memoria o su 
capacidad de comprensión y dirección de su propia declara-
ción243. 

 

Artículo 89.- Limitaciones 

No se permitirán las preguntas capciosas o sugestivas y 
las respuestas no serán exigidas perentoriamente. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 90.- Restricciones 

a la policía 

La Policía no podrá tomar declaración indagatoria al im-
putado244.  
  

¡Error!Marcador no definido.Artículo 91.- Tratamiento 

durante la declaración 

El imputado declarará siempre con libertad de movi-
miento, sin el uso de esposas u otros elementos de seguridad, 
salvo cuando sea absolutamente indispensable para evitar su fuga 
o daños a otras personas. Asimismo declarará únicamente con la 
                                                           
243 CPP, art. 75 num. 7. 
244 Ley Orgánica del Ministerio Público, art. 23. 
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presencia de las personas autorizadas para asistir al acto o frente 
al público cuando la ley lo permita245. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 92.- Asistencia 

durante la investigación 

Se permitirá, con anuencia del imputado, la presencia del 
querellante, a quien no es obligatorio notificar la realización del 
acto. 
 El imputado será consultado en presencia del defensor 
acerca de su derecho de exclusión, antes de comenzar el acto; 
también podrá ejercer esa facultad durante la audiencia. 
 Las partes podrán indicar las inobservancias legales en 
que se incurra, y si no son corregidas inmediatamente, exigir que 
su protesta conste en el acta.  
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 93.- Acta durante 

la investigación 

El acta contendrá las declaraciones del imputado y lo que 
suceda en la audiencia. 
 El acto concluirá con la lectura y firma del acta por los 
intervinientes. 
 Si el imputado se abstiene de declarar, total o parcial-
mente, o si rehúsa firmar el acta, se dejará constancia; si no sabe  
o no puede firmar imprimirá su huella digital246.  
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 94.- Varios impu-

tados 
                                                           
245 CPP, art. 7. 
246 Consultados los anteproyectistas Marcos Köhn y Roque Orrego 
sobre el efecto de la impresión de la huella digital, respondieron: “De 
manera muy clara nos encontramos ante una regla especial de la decla-
ración del imputado (declaración indagatoria) en la cual el código ha 
querido aumentar las garantías del imputado. Si el imputadono tiene 
mano o se encuentra imposibilitado de imprimir su huella, se podrá 
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Cuando sean varios imputados, estarán incomunicados 
entre sí, hasta que se realicen todas sus declaraciones. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 95.- Careos 

El imputado no será obligado al careo con otros imputa-
dos o con testigos.  Serán aplicables, al respecto, las reglas pre-
vistas en este capítulo. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 96.- Valoración 

La inobservancia de los preceptos relativos a la declara-
ción del imputado impedirán que se la utilice en su contra, aun 
cuando él haya dado su consentimiento para infringir alguna 
regla o para utilizar su declaración247. 
¡Error!Marcador no definido. Las inobservancias meramente 
formales serán corregidas durante el acto o con posterioridad a 
él. Al valorar el acto, el juez, apreciará la calidad de esas inob-
servancias, para determinar si procederá conforme al párrafo 
anterior. 

 
 

CAPÍTULO III 
EL DEFENSOR 

 
¡Error!Marcador no definido.Artículo 97.- Derecho de 

elección 

El imputado tendrá derecho a elegir un abogado de su 
confianza como defensor248.  

                                                                                                                  
recurrir a lo previsto por el CPP, art. 122 inc. 3°”. 
247 CN, arts. 16, 17 num. 9; CPP, art. 12. 
248 CN, art. 17 num. 5 y 6; Ley N° 1/89 “Que aprueba y ratifica la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos o Pacto de San José 
de Costa Rica”, art. 8° inc. 1, 2 d) y e); Ley N° 5/92 “Que aprueba la 
adhesión de la República al Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos”, art. XIV inc. 3 b)  y d); CPP, arts. 6 pár. 3, 84 pár. 5, 166; 
491. 
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         Si no lo hace, el juez le designará un defensor público, in-
dependientemente de su voluntad249. Si prefiere defenderse por sí 
mismo, el juez lo permitirá sólo cuando no perjudique la eficacia 
de la defensa técnica250. 
 La intervención del defensor no menoscaba el derecho 
del imputado a formular solicitudes y observaciones251. 

 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 98.- Capacidad 

Sólo podrán ser defensores los abogados matriculados,  
salvo el caso de los defensores públicos y de los imputados abo-
gados252.   
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 99.- Nombra-

miento 

El nombramiento del defensor no estará sujeto a ninguna 
formalidad. Una vez designado por el imputado por cualquier 
medio oral o escrito, aceptará el cargo ante la autoridad que co-
rresponda, haciéndose constar en acta. 
 

                                                           
249 CPP, art. 6; CPC, art. 58; CPT, art. 65; Ley N° 1376/88 “Arancel 
de Honorarios de Abogados y Procuradores”, art. 6. 
250 CN, art. 17 num. 5; CPP, art. 230 pár. 9. 
251 CN, art. 17 num. 10; CPP, arts. 6 num. 6, 297 in fine,353 num. 12 
252 COJ, arts. 87, 88. 
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Artículo 100.- Obligatoriedad 

El ejercicio de la defensa será obligatorio para el aboga-
do desde que acepta el cargo de defensor253. 
 

Artículo 101.- Reconocimiento 

Para el ejercicio de sus funciones, los defensores serán 
reconocidos de inmediato y sin ningún trámite, por la Policía, el 
Ministerio Público o el juez, según el caso. 
 

Artículo 102.- Nombramiento en caso de urgencia 

Cuando el imputado esté privado de su libertad,  cual-
quier persona podrá proponer, por escrito, ante la autoridad com-
petente, la designación de un defensor, la que será puesta a cono-
cimiento del imputado inmediatamente. En caso de urgencia, 
comenzará a actuar provisionalmente el defensor propuesto. 
 

Artículo 103.-  Nombramiento posterior 

El imputado podrá designar nuevo defensor,  pero el an-
terior no podrá renunciar a la defensa,  hasta que el nombrado 
acepte el cargo.  
 

Artículo 104.- Defensor Público 

El Defensor Público tendrá todas las facultades y deberes 
previstos por este código254 y por su ley de organización255. 
 

Artículo 105.- Defensor mandatario 

En el procedimiento por hecho punible de acción privada 
o en aquellos que no prevén pena privativa de libertad, el impu-
tado podrá ser representado por un defensor con poder especial 
para el caso, quien lo podrá reemplazar en todos los actos.  

                                                           
253 CPP, art. 491. 
254 COJ, art. 70. 
255 Hasta el momento no se presentó en el Parlamento un proyecto 
de Ley Orgánica de la Defensa Pública.  
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 No obstante, el juez podrá exigir la presencia del imputa-
do cuando lo considere indispensable.  
 El cargo de defensor también implica mandato para con-
testar. 
 

Artículo 106.- Renuncia y abandono 

El defensor podrá renunciar al ejercicio de la defensa; en 
este caso, el juez fijará un plazo para que el imputado nombre a 
otro.  Si  no lo hace será reemplazado por un defensor público. 
 El renunciante no podrá abandonar la defensa mientras 
no intervenga su reemplazante256. 
 No se podrá renunciar durante las audiencias. 
 Si el defensor, sin causa justificada, abandona la defensa 
o deja al imputado sin asistencia técnica, se nombrará uno de 
oficio y aquel no podrá  ser nombrado nuevamente257. 
 La resolución se notificará al imputado, instruyéndole 
sobre su derecho a elegir otro defensor. 
 Cuando el abandono ocurra poco antes o durante el jui-
cio, se podrá aplazar su comienzo o suspender la audiencia ya 
iniciada, por un plazo no mayor de tres días si lo solicita el nuevo 
defensor. 
   

Artículo 107.- Sanciones 

El abandono de la defensa obligará al abogado al pago de 
las costas producidas por su reemplazo258, sin perjuicio de las san-
ciones correspondientes. 
 

Artículo 108.- Número de defensores 

El imputado podrá designar los defensores que considere 
convenientes, pero no será defendido simultáneamente por más 
de dos abogados en las audiencias orales o en un mismo acto. 

                                                           
256 CPC, arts. 62 inc. b), 64 inc. b). 
257 CPP, art. 366 pár.4. 
258 CPP, art. 261. 
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 Cuando intervenga más de un defensor, la notificación 
realizada a uno de ellos tendrá validez respecto a todos. La susti-
tución de uno de ellos no alterará trámites ni plazos.  
   

Artículo 109.- Defensor común 
Será inadmisible la defensa de varios imputados en un 

mismo procedimiento por un defensor común.  
 Sin embargo, el juez permitirá la defensa común cuando no 
exista incompatibilidad. 
 Si se advierte incompatibilidad, será corregida de oficio, 
proveyendo lo necesario para el reemplazo del defensor. 
 

Artículo 110.- Asistentes no letrados 

Cuando las partes pretendan valerse de asistentes no le-
trados que colaboren en su tarea, darán a conocer sus datos per-
sonales, expresando que asumen la responsabilidad por su elec-
ción y vigilancia.  Ellos sólo cumplirán tareas accesorias y no 
podrán sustituir a las personas a quienes asiste en los actos pro-
pios de su función. Se permitirá que los asistan en las audiencias, 
sin tener intervención en ellas.  
 Esta norma regirá también para la participación de los 
estudiantes que realizan su práctica jurídica. 
 

Artículo 111.- Consultores técnicos 

Cuando alguna de las partes considere necesario ser asis-
tida por un consultor en una ciencia, arte o técnica, lo propondrá 
al juez, quien lo designará según las reglas aplicables a los peri-
tos259, en lo pertinente, sin que por ello asuman tal carácter. 
 El consultor técnico podrá presenciar las operaciones 
periciales, hacer observaciones durante su transcurso, sin emitir 
dictamen y se dejará constancia de sus observaciones. En las 
audiencias podrá acompañar a la parte con quien colabora, auxi-
liarla en los actos propios de su función, interrogar directamente 
a los peritos, traductores o intérpretes260, y concluir sobre la 
                                                           
259 CPP, art. 214. 
260 CPP, art. 226. 
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prueba pericial, siempre bajo la dirección de la parte a la que 
asiste. 
 El Ministerio Público nombrará a sus consultores técni-
cos directamente, sin necesidad de designación judicial261. 

 
TÍTULO V 

DEBERES DE LAS PARTES 
  

Artículo 112.- Buena fe 

Las partes deberán litigar con buena fe, evitando los 
planteos dilatorios y cualquier abuso de las facultades que este 
código les concede262. No se peticionará la prisión preventiva del 
procesado cuando élla no sea absolutamente necesaria para ase-
gurar las finalidades del procedimiento263. 
 Las partes no podrán designar durante la tramitación del 
procedimiento, apoderados o patrocinantes que se hallaren com-
prendidos respecto del magistrado,  en una notoria relación para 
obligarlo a inhibirse por cualquiera de las causales enumeradas 
en el artículo 50 de este código.   Los jueces cancelarán todo 
nombramiento o patrocinio que se haga infringiendo esta prohi-
bición,  sin perjuicio de  las demás sanciones establecidas en este 
código.  Los abogados designados por el imputado en su primer 
acto de intervención en el procedimiento,  estarán exentos de esta 
prohibición. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 113.- Poder de 

disciplina 
Los jueces velarán por la regularidad del litigio, el ejerci-

cio correcto de las facultades procesales y la buena fe. No po-
drán, bajo pretexto de incurrir en faltas disciplinarias, restringir 
el derecho de defensa o limitar las facultades de las partes. 

                                                           
261 Ley Orgánica del Ministerio Público, arts. 61, 62. 
262 CPP, arts. 84, 343; CPC, art. 51 y sgtes. 
263 CN, art. 19; CPP, art. 242; CC, art. 372. 
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 En todo lo demás serán aplicables a la naturaleza del 
procedimiento penal,  las normas previstas en el Código Procesal 
Civil264. 
 

Artículo 114.- Sanciones 
Cuando se compruebe mala fe o se litigue con temeri-

dad265, los jueces podrán sancionar hasta con cien días multa en 
casos graves o reiterados y, en los demás casos,  con hasta cin-
cuenta días multa o apercibimientos. Para la aplicación de la 
multa regirá lo establecido en el Código Penal266. 
 Antes de imponer cualquier sanción procesal  se oirá al 
afectado267. 
 Las sanciones procesales son apelables con efecto sus-
pensivo. 

                                                           
264 COJ, art. 236; CPC; art. 17. 
265 Acordadas N° 7/31, 1/66, 32/84, 38/85,  93/86. 
266 CP, art. 52 y sgtes. 
267 CN, art. 17. 
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LIBRO SEGUNDO 
ACTOS PROCESALES Y NULIDADES 

 
TÍTULO  I 

ACTOS PROCESALES 
 

CAPÍTULO I 
USO DE LOS IDIOMAS OFICIALES 

 
Artículo 115.-  Idioma 

En los actos procesales solo podrán usarse, bajo pena de 
nulidad,  los idiomas oficiales268, con las excepciones establecidas 
por este código269. 
 

Artículo 116.-  Presentaciones escritas 

En las presentaciones escritas se usará el idioma castella-
no270.  Asimismo, las actas serán redactadas en dicho idioma, sin 
perjuicio de que las declaraciones o interrogatorios se realicen 
indistintamente en uno u otro idioma.   Para  constatar la fidelidad 
del acta, el declarante tendrá derecho a solicitar la intervención de 
un traductor de su confianza271, que firmará el documento en señal 
de conformidad. 
 

Artículo 117.- Audiencias 

En el juicio y en las demás audiencias orales272 se podrá 
usar indistinta o simultáneamente uno u otro idioma.   Si alguna de 
las partes,  los jueces, los declarantes o el público no comprenden 
con facilidad alguno de los idiomas oficiales, el juez o tribunal 
nombrará un intérprete común.   

                                                           
268 CN, art. 140, CN Disposiciones Finales y Transitorias, art. 18 pár. 
2; CPP, art. 399 pár. 2; CPC, art. 105. 
269 CPP, art. 7. 
270 CN, art. 140 pár. 2. 
271 CPP, art. 226; COJ, art. 173. 
272 CPP, art. 370. 
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 Si no es posible nombrar un intérprete común sin retardar 
el procedimiento,  se nombrará de entre los presentes a un intérpre-
te de buena fe, para que facilite la comunicación entre todos los 
participantes de la audiencia o del juicio. 
 

Artículo 118.- Sentencia 

La sentencia será redactada en idioma castellano. Sin 
embargo, luego de su pronunciamiento formal y lectura, el tribu-
nal deberá ordenar, en todos los casos, que el secretario o la per-
sona que el tribunal indique, explique su contenido en idioma 
guaraní273. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 119.- Interroga-

torios 

Los interrogatorios podrán dirigirse en otro idioma o me-
diante la forma en que sea posible para llevar a cabo su cumpli-
miento, cuando se trate de personas que no puedan expresarse 
fácilmente en los idiomas oficiales o que adolezcan de un impe-
dimento manifiesto para  expresarse.  
¡Error!Marcador no definido. El juez o tribunal, de oficio o a 
petición de parte, dispondrá las medidas necesarias para que los 
interrogados sean asistidos por un intérprete o traductor, o se ex-
presen por escrito o de la forma que facilite la realización de la 
diligencia. 
 

CAPÍTULO II 
FORMA DE LOS ACTOS PROCESALES 

 
Artículo 120.-  Día y hora de cumplimiento 

Los actos procesales se cumplirán en días y horas hábi-
les, sin perjuicio de las habilitaciones que señale el juez o tribu-
nal, de oficio o a petición de parte, cuando lo estime necesario274. 
 
                                                           
273 CPP, arts. 115, 399 pár. 2. 
274 COJ, art. 232; CPC, art. 109. 



CÓDIGO PROCESAL PENAL CONCORDADO 

 61 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 121.- Lugar 

El juez o tribunal podrá constituirse en cualquier lugar 
del territorio nacional, para la realización de los actos propios de 
su función. 
 Cuando se trate de un hecho que haya tenido repercusión 
local, o el tribunal lo estime prudente, se procurará realizar el 
juicio en la localidad donde el hecho punible se cometió, siempre 
que con ello no se dificulte el ejercicio de la defensa, se ponga en 
riesgo la seguridad de los intervinientes o se pueda producir una 
alteración significativa de la tranquilidad pública. 
¡Error!Marcador no definido. En estos casos, el secretario del 
tribunal acondicionará una sala de audiencia apropiada y solicitará 
a las autoridades que le presten el apoyo necesario para el normal 
desarrollo del juicio. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 122.- Actas 

Las diligencias que deban asentarse en forma escrita, 
contendrán, bajo pena de nulidad275 y sin perjuicio de las forma-
lidades previstas para actos particulares: 
 1) la  mención del lugar, la fecha, y en los casos de dili-
gencias horarias, la hora; 
 2) cuando se trate de actos sucesivos llevados a cabo en 
un mismo lugar o en distintas fechas o lugares, la mención de los 
lugares, fechas y horas de su continuación o suspensión; y, 
 3) la firma de todos los que participaron en el acto, de-
jándose constancia de las razones de aquel que no la firme, o del 
que lo hace a ruego o como testigo de actuación. 
 Salvo disposición específica, la omisión de estas forma-
lidades sólo priva de efectos al acta, o torna invalorable su conte-

                                                           
275 CPP, art. 165 y sgtes. Consultados los anteproyectistas Marcos 
Köhn y Roque Orrego acerca de los efectos que produce la omisión de 
formalidades en el acta, respondieron: “Como lo expresa el propio art. 
122, la omisión de las formalidades produce la nulidad del acto, y al 
ser nula el acta es nula la diligencia. Sin embargo, dicha nulidad no 
procederá cuando por otros medios de prueba se pueda comprobar la 
certeza del hecho o el instrumento a ser acreditado”. 



PRIMERA PARTE. LIBRO SEGUNDO: ACTOS PROCESALES Y NULIDADES 

 62 

nido, cuando ellas no puedan ser suplidas con certeza sobre la 
base de otros elementos de prueba. 
 Los secretarios confeccionarán las actas, las cuales care-
cerán de valor sin su firma. Si el secretario no se encuentra y no 
se puede demorar el acto, el juez hará firmar el acta por un testi-
go de actuación. 
¡Error!Marcador no definido. Las actas que labre el Ministerio 
Público, llevarán la firma del funcionario que practique el acto. 

 
CAPÍTULO III 

¡Error!Marcador no definido.ACTOS Y RESOLUCIONES 
JUDICIALES 

 
¡Error!Marcador no definido.Artículo 123.- Poder coer-

citivo   

El juez dispondrá la intervención de la fuerza policial276 
o similar y usará de todas las medidas necesarias para el cumpli-
miento de los actos que ordene en ejercicio de sus funciones277. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 124.- Resolucio-

nes 

Los jueces dictarán sus resoluciones en forma de provi-
dencias, autos interlocutorios y sentencias definitivas278. 
 Las providencias ordenarán actos de mero trámite, que 
no requieran sustanciación279. En los casos en que este código y 
las leyes faculten la realización de actos al secretario y a los de-
más funcionarios judiciales, sus decisiones también se denomina-
rán providencias280. 

                                                           
276 CN, art. 175, CPP, art. 58 y sgtes; Ley N° 222/93 “Orgánica de la 
Policía Nacional”. 
277 CPP, arts. 296 al 298. 
278 CPP, arts. 125 al 128, 156.  El  417 pár. 3 menciona además que el 
juez absolverá o condenará por simple decreto. 
279 CPC, art. 45. 
280 CPC, art. 157. 



CÓDIGO PROCESAL PENAL CONCORDADO 

 63 

 Los autos interlocutorios resolverán cuestiones incidenta-
les que requieren previa sustanciación. Las decisiones que pon-
gan término al procedimiento o las decretadas en el proceso de 
ejecución de la pena también serán resueltas en la forma de autos 
interlocutorios281. 
 Las sentencias definitivas serán dictadas inmediatamente 
luego del juicio oral y público o en el caso del procedimiento 
abreviado282. 
¡Error!Marcador no definido. Serán requisitos esenciales de 
toda resolución judicial el lugar y fecha en que se dictó y la firma 
de los jueces intervinientes283. 

 
¡Error!Marcador no definido.Artículo 125. Fundamen-

tación 

Las sentencias definitivas y los autos interlocutorios con-
tendrán una clara y precisa fundamentación de la decisión284. 
 La fundamentación expresará los motivos de hecho y de 
derecho en que se basan las decisiones, así como la indicación 
del valor que se le ha otorgado a los medios de prueba.  
¡Error!Marcador no definido. La simple relación de los docu-
mentos del procedimiento o la mención de los requerimientos de 
las partes no reemplazarán en ningún caso a la fundamentación285. 
 

                                                           
281 CPC, art. 158. 
282 CPP, art. 420. 
283 No se especifica que las resoluciones judiciales deben llevar la 
firma de los secretarios actuantes. Consultados al respecto los ante-
proyectistas Marcos Köhn y Roque Orrego, expresaron: “La norma no 
exceptúa de manera expresa a los secretarios, sino que sólo refiere que 
es esencial para la validez de las resoluciones la firma de los jueces. 
Conforme con el art. 45 CPP, los Secretarios son los gerentes del 
despacho judicial y deben tramitar todas las comunicaciones o notifi-
caciones, dirigir al personal de Secretaría, custodiar objetos, etc.” 
284 CPP, arts. 124, 126, 127, 128, 159. 
285 CPP, arts. 398, 399, 403. 
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¡Error!Marcador no definido.Artículo 126.- Aclarato-

ria286 

Antes de ser notificada una resolución, el juez o tribunal 
podrá aclarar las expresiones oscuras, corregir cualquier error 
material o suplir alguna omisión en la que haya incurrido, siem-
pre que ello no importe una modificación esencial de la misma. 
¡Error!Marcador no definido. Las partes podrán solicitar acla-
raciones dentro de los tres días posteriores a la notificación287. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 127.- Resolución 

firme 

Las resoluciones judiciales quedarán firmes sin necesi-
dad de declaración alguna, cuando ya no sean impugnables288. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 128.- Copia au-

téntica 

El juez o tribunal dispondrá la conservación de copia au-
téntica de las sentencias, autos interlocutorios o de las otras ac-
tuaciones que considere pertinentes289. 
 Cuando el original sea substraído, perdido o destruido, la 
copia auténtica adquirirá este carácter. 
 Cuando no exista copia auténtica de los documentos, el 
juez o tribunal dispondrá la renovación, prescribiendo el modo de 
hacerlo290. 
                                                           
286 Consultados los anteproyectistas Marcos Köhn y Roque Orrego 
acerca de por qué no se incluyó la aclaratoria en el capítulo de los 
recursos, respondieron: “La aclaratoria funciona como una petición al 
Juez o Tribunal que resolvió una cuestión incidental o definitiva, por 
oscuridad, omisión o incorrección material. En general, los recursos 
tienen un carácter devolutivo, del cual evidentemente carece la aclara-
toria, puesto que no puede modificar lo resuelto”. 
287 CPP, arts. 405, 406. 
288 CPP, art. 493. 
289 CPP, art. 399 pár. 4. 
290 Consultados los anteproyectistas Marcos Köhn y Roque Orrego 
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¡Error!Marcador no definido. El secretario, con autorización del 
juez o tribunal291, ordenará la expedición de copias, informes o 
certificaciones cuando sean pedidas por  una autoridad pública o 
por particulares que acrediten legítimo interés en obtenerlas, siem-
pre que el estado del procedimiento no lo impida y no afecte el 
principio de inocencia292. 
 

CAPÍTULO IV 
PLAZOS 

 
¡Error!Marcador no definido.Artículo 129.- Principios 

generales 

Los actos procesales serán cumplidos en los plazos esta-
blecidos293. 
 Los plazos legales y judiciales serán perentorios e impro-
rrogables y vencerán a las veinticuatro horas del último día seña-
lado, salvo que la ley permita su prórroga o subordine su venci-
miento a determinada actividad o declaración de voluntad294. 
 Los plazos determinados por horas comenzarán a correr 
inmediatamente después de ocurrido el acontecimiento que fija 
su iniciación, sin interrupción295. 
 Los plazos determinados por días296 comenzarán a correr 
al día siguiente de practicada su notificación. A estos efectos, se 
                                                                                                                  
acerca de qué se entiende por copia original y por copia auténtica, 
respondieron: “El art. 128 ofrece la posibilidad de reformas en nuestro 
sistema de archivos. Las resoluciones judiciales originales se agregan 
al expediente judicial; hoy en día se conservan en el Archivo del Juz-
gado y en la Sección Estadísticas de los Tribunales otros dos origina-
les. Creemos que el Secretario el que expida la copia auténtica, dando 
fe de que es una copia del original dictado en la causa y que se en-
cuentra agregado en el expediente según los Arts. 283, 364, 365 y 
concordantes del CPP”. 
291 CPP, art. 45. 
292 CN, art. 17 inc. 1; CPP, art. 4. 
293 CP, art. 98. 
294 CPC, art. 145. 
295 CPC, art. 147  in fine. 
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computarán sólo los días hábiles, salvo que la ley disponga ex-
presamente lo contrario o que se refiera a medidas cautelares297, 
caso en el cual se computarán días corridos. 
¡Error!Marcador no definido. Los plazos comunes comenzarán 
a correr a partir de la última notificación que se practique a los 
interesados298. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 130.- Renuncia o 

abreviación 

Las partes a cuyo favor se ha establecido un plazo podrán 
renunciarlo o abreviarlo mediante expresa manifestación de vo-
luntad. 
¡Error!Marcador no definido. Cuando el plazo sea común299, se 
reputará que existe renuncia o abreviación mediante la expresa 
manifestación de voluntad de todas las partes. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 131.- Plazos para 

los funcionarios públicos   

Los plazos que regulan la tarea de los funcionarios públi-
cos serán observados estrictamente.  
¡Error!Marcador no definido. Su inobservancia implicará mal 
desempeño de funciones y causará responsabilidad personal300. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 132.- Plazos judi-

ciales 

Cuando la ley permita la fijación de un plazo judicial, el 
juez o tribunal lo fijará conforme a la naturaleza del procedi-
miento y a la importancia de la actividad que se deba cumplir, 
teniendo en cuenta los derechos de las partes. 

                                                                                                                  
296 CC,  art. 338. 
297 CPC, arts. 234, 239, 260. 
298 CPC, art. 147. 
299 CPC, art. 147. 
300 CN, art. 106. 
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¡Error!Marcador no definido.Artículo 133.- Plazos para 

resolver 

El juez o tribunal dictará las disposiciones de mero trá-
mite inmediatamente. Los requerimientos provenientes de las 
partes los resolverá dentro de los tres días de su proposición. 
 Los autos interlocutorios y las sentencias definitivas que 
sucedan a una audiencia oral serán deliberadas, votadas y pro-
nunciadas inmediatamente después de concluida la audiencia, sin 
interrupción alguna. 
¡Error!Marcador no definido. Los incidentes serán resueltos 
dentro de los tres días, siempre que la ley no disponga otro pla-
zo301. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 134.- Reposición 

del plazo 

Las partes podrán solicitar la reposición total o parcial 
del plazo, cuando por defecto de la notificación, por razones de 
fuerza mayor o por caso fortuito, no hayan podido observarlo. 
 Se considerará que existe motivo para pedir la reposición 
del plazo cuando no se cumplan con las advertencias previstas en 
el caso de la notificación al imputado. 
¡Error!Marcador no definido. La solicitud se deberá presentar 
por escrito ante el juez o tribunal, dentro de las cuarenta y ocho 
horas de desaparecido el impedimento  o de conocida la providen-
cia que originó el plazo y contendrá una indicación somera del 
motivo que imposibilitó la observancia, su justificación, con men-
ción de todos los elementos de prueba para comprobarlo. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 135.- Atención 

permanente 

Las autoridades judiciales dispondrán lo necesario para 
que los encargados de citaciones y notificaciones judiciales de 
                                                           
301 CPP, arts. 327 in fine, 330, 331, 334, 336, 339, 345.  
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cada circunscripción judicial, reciban los pedidos y escritos de 
las partes, en forma continuada y permanente, inclusive fuera de 
las jornadas ordinarias de trabajo de los tribunales. 
¡Error!Marcador no definido. A tal efecto, la Corte Suprema de 
Justicia organizará en las distintas circunscripciones judiciales un 
sistema de turnos y guardias u oficinas de atención permanente al 
público302. 

 
CAPÍTULO V 

¡Error!Marcador no definido.CONTROL  DE  LA  DURA-
CIÓN DEL PROCEDIMIENTO 

 
¡Error!Marcador no definido.Artículo 136.- Duración 

máxima 

Toda persona tendrá derecho a una resolución judicial 
definitiva en un plazo razonable. Por lo tanto, todo procedimien-
to tendrá una  duración máxima de tres años, contados desde el 
primer acto del procedimiento303. 
 Este plazo sólo se podrá extender por seis meses más 
cuando exista una sentencia condenatoria, a fin de permitir la 
tramitación de los recursos. 
¡Error!Marcador no definido. La fuga o rebeldía del imputado 
interrumpirá304 el plazo de duración del procedimiento305.  

                                                           
302 Ley N° 609/95 “Que organiza la Corte Suprema de Justicia”, art. 3 
b); Acordada N°154/2000 “Que reglamenta la Organización Transito-
ria del Fuero Penal, arts. 18 al 23.  
303 CPP, arts.  6, 25 num. 3.  
304 La interrupción debe leerse como sinónimo de suspensión. Consul-
tados los anteproyectistas Marcos Köhn y Roque Orrego al respecto, 
respondieron: “La rebeldía interrumpe el plazo. Se reinicia una vez 
que el imputado o acusado se ponga a disposición de la justicia. Se 
castiga con la interrupción a aquéllos que se fugan o sean declarados 
rebeldes (todos casos graves), ya que los plazos del proceso son exce-
sivamente cortos, y una vez cumplidos producen la extinción de la 
acción (Ver CPP, arts. 82 y 83)”. 
305 CPP, arts. 82 , 83, 374 in  fine. 
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 Cuando comparezca o sea capturado, se reiniciará el pla-
zo. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 137.- Efectos 

Vencido el plazo previsto en el artículo anterior el juez o 
tribunal, de oficio o a petición de parte, declarará extinguida la 
acción penal, conforme a lo previsto por este código. 
¡Error!Marcador no definido. Cuando se declare la extinción 
de la acción penal por morosidad judicial, la víctima deberá ser 
indemnizada por los funcionarios responsables y por el Estado306. 
Se presumirá la negligencia de los funcionarios actuantes, salvo 
prueba en contrario307.  En caso de insolvencia del funcionario, 
responderá directamente el Estado, sin perjuicio de su derecho a 
repetir. 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 138.- Prescrip-

ción 

La duración del procedimiento no podrá superar el plazo 
previsto para la prescripción de la acción penal308, cuando este 
sea inferior al máximo establecido en este capítulo. 
 
                                                           
306 CN, arts. 39, 106. 
307 CPP, art. 53. Si se presume la negligencia del funcionario existiría 
inversión de la carga de la prueba y no regiría lo previsto en el art. 53. 
Consultados al respecto los anteproyectistas Marcos Köhn y Roque 
Orrego, respondieron: “La responsabilidad del funcionario público es 
no solamente funcional sino también personal. Funcionalmente, co-
rresponde la remoción del funcionario negligente; personalmente, 
corresponde la indemnización a la víctima de la negligencia. La res-
ponsabilidad de la que tratamos es entonces la responsabilidad admi-
nistrativa y civil. En materia de responsabilidad civil del funcionario 
se establece la inversión del onus probandi, siguiéndose así las previ-
siones de la responsabilidad civil extracontractual. Existe innumerable 
jurisprudencia del Tribunal Constitucional español que declara que no 
se afecta el Principio de inocencia del demandado puesto que el dere-
cho civil no es un derecho sancionador, sino que busca a través de la 
reparación civil la reparación del daño producido a la víctima”. 
308 CP, art. 101 y sgtes. 
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¡Error!Marcador no definido.Artículo 139.- Perentorie-

dad en la etapa preparatoria   

Cuando el Ministerio Público no haya acusado ni presen-
tado otro requerimiento en la fecha fijada por el juez, y tampoco 
haya pedido prórroga o ella no corresponda, el juez intimará al 
Fiscal General del Estado para que requiera lo que considere 
pertinente en el plazo de diez días309.  
¡Error!Marcador no definido. Transcurrido este plazo sin que 
se presente una solicitud por parte del Ministerio Público,  el juez 
declarará extinguida la acción penal, sin perjuicio de la responsa-
bilidad personal del Fiscal General del Estado o del fiscal inter-
viniente310. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 140.-  Queja por 

retardo de justicia 

Si el juez o tribunal no dicta la resolución correspondien-
te en los plazos que le señala este código, el interesado podrá 
urgir pronto despacho y si dentro de las veinticuatro horas no lo 
obtiene, podrá interponer queja por retardo de justicia. 
 El juez o tribunal, con un breve informe sobre los moti-
vos de su demora, remitirá inmediatamente las actuaciones al que 
deba entender en la queja, para que resuelva lo que corresponda. 
¡Error!Marcador no definido. El tribunal que conozca de la 
queja resolverá directamente lo solicitado, cuando sea posible, o 
emplazará al juez o tribunal para que lo haga dentro de las veinti-
cuatro horas de devueltas las actuaciones.   Si el juez o tribunal 
insiste en no decidir, será reemplazado inmediatamente, sin perjui-
cio de su responsabilidad personal. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 141.- Demora en 
las medidas cautelares personales. Resolución ficta 

 

                                                           
309 CPP, art. 25 num. 4. 
310 CPP, art. 82  y sgtes.;  Ley Orgánica del Ministerio Público, art. 82. 
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  Cuando se haya planteado la revisión de una medida 
cautelar privativa de libertad311 o se haya apelado la resolución 
que deniega la libertad y el juez o tribunal no resuelva dentro de 
los plazos establecidos en este código, el imputado podrá urgir 
pronto despacho y si dentro de las veinticuatro horas no obtiene 
resolución se entenderá que se ha concedido la libertad. En este 
caso, el juez o tribunal que le siga en el orden de turno ordenará 
la libertad. 
¡Error!Marcador no definido. Una nueva medida cautelar pri-
vativa de libertad sólo podrá ser decretada a petición del Ministe-
rio Público o del querellante, según el caso. 

 
¡Error!Marcador no definido.Artículo 142.- Demora de 

la Corte Suprema de Justicia.  Resolución ficta 
 
  Cuando la Corte Suprema de Justicia no resuelva un re-

curso dentro de los plazos establecidos por este código, se enten-
derá que ha admitido la solución propuesta por el recurrente, 
salvo que sea desfavorable para el imputado, caso en el cual se 
entenderá que el recurso ha sido rechazado. Si existen recursos 
de varias partes, se admitirá la solución propuesta por el imputa-
do.  
 Cuando el recurso a resolver se refiera a la casación de 
una sentencia condenatoria312, antes de aplicar las reglas prece-
dentes, se integrará una nueva Sala Penal dentro de los tres días 
de vencido el plazo, la  que deberá resolver el recurso en un pla-
zo no superior a los diez días. 
 Los ministros de la Corte Suprema de Justicia que hayan 
perdido su competencia por este motivo tendrán responsabilidad por 
mal desempeño de funciones313. 
¡Error!Marcador no definido. El Estado deberá indemnizar al 
querellante cuando haya perdido su recurso por este motivo, con-
forme lo previsto en este capítulo314. 
                                                           
311 CPP, art. 239 y sgtes. 
312 CPP, art. 477 y sgtes.; Ley N° 609/95 “Que organiza la Corte Su-
prema de Justicia”, art. 15.  
313 CN, art. 106. 
314 CN, art. 39 
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CAPÍTULO VI 

COMUNICACIÓN ENTRE AUTORIDADES 
 

SECCIÓN I 
AUTORIDADES NACIONALES 

 
¡Error!Marcador no definido.Artículo 143.- Principios 

generales 

Cuando un acto o diligencia deba ser ejecutado por otra 
autoridad judicial o administrativa,  o cuando sea necesario solic-
itar información relacionada con el procedimiento, el juez o tri-
bunal podrá encomendar su cumplimiento por escrito. 
 La solicitud indicará el pedido concreto, la individualiza-
ción de la causa en la que se hace la solicitud, la identificación 
del solicitante y el plazo fijado para la respuesta, bajo apercibi-
miento de ley. 
¡Error!Marcador no definido. En caso de urgencia se podrá 
disponer el uso de cualquier medio de comunicación eficaz que 
adelante el contenido del requerimiento, para que la autoridad 
requerida comience a tramitar la diligencia, sin perjuicio del pedi-
do posterior por escrito. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 144.- Deber de 

colaborar 

   Las autoridades y funcionarios públicos colaborarán 
con los jueces, el Ministerio Público y la Policía, tramitando sin 
demora los requerimientos que reciban de ellos, conforme a lo 
previsto por este código, sin perjuicio de la responsabilidad penal 
por su incumplimiento315. 

 
¡Error!Marcador no definido.Artículo 145.- Incumpli-

miento, retardo y rechazo   

                                                           
315 CN, arts. 106,  257; COJ, art. 10; CP, arts. 292 y 293. 
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Cuando el requerimiento sea cumplido parcial o in-
debidamente, demorado o rechazado, el juez, el tribunal o el Mi-
nisterio Público podrán dirigirse a la Corte Suprema de Justicia 
para que ordene o gestione la colaboración con urgencia.  
 

SECCIÓN II 
AUTORIDADES EXTRANJERAS Y EXTRADICIÓN 

 
¡Error!Marcador no definido.Artículo 146.- Exhortos 

Los requerimientos dirigidos a jueces o autoridades ex-
tranjeras se efectuarán por exhortos y se tramitarán en la forma 
establecida por el Derecho Internacional vigente, las leyes y las 
costumbres internacionales316. 
 No obstante, se podrán dirigir directamente comunica-
ciones urgentes a cualquier autoridad judicial o administrativa 
extranjera, anticipando el requerimiento o la contestación a un 
requerimiento. 
¡Error!Marcador no definido. En lo pertinente se aplicarán las 
disposiciones relativas a los exhortos previstas por el código pro-
cesal civil317. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 147.-  Extradi-

ción 

Lo relativo a la extradición de imputados  o condenados 
se regirá por el Derecho Internacional vigente318, por las leyes del 

                                                           
316 Ley N° 613/76 “Convención Interamericana sobre Exhortos o 
Cartas Rogatorias”; Ley N° 894/81 “Protocolo Adicional a la Conven-
ción Interamericana sobre Exhortos o Cartas Rogatorias”. 
317 CPC, arts. 129 y 130. 
318 Suscribieron tratados de Extradición con el Paraguay los siguientes 
estados que se mencionan en orden alfabético (transcriptos en el Tomo 
II Volumen II de la Colección de Derecho Penal, Tratados Bilatera-
les): Argentina (Ley N° 1.061/97), Australia (Ley N° 1.311/98), Bél-
gica (Ley N° 1.032/29), Brasil (Ley N° 666/24), Chile (Ley del 12 de 
agosto de 1904), China (Ley N° 1.208/86), Corea (Ley N° 984/96), 
España (Ley N° 357/19 y el Tratado suscrito el 27 de julio de 1998 
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país, por las costumbres internacionales o por las reglas de la 
reciprocidad cuando no exista norma aplicable. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 148.- Extradición 

activa 

La solicitud de extradición de un imputado será decreta-
da por el juez penal, a requerimiento del Ministerio Público o del 
querellante, conforme lo previsto en el artículo anterior y será 
tramitada por la vía diplomática. 
 No se podrá solicitar la extradición si no se ha dispuesto 
una medida cautelar personal319, según lo establecido por el  Li-
bro IV de éste código. 
 La solicitud de extradición de un condenado será decre-
tada de oficio por el juez de ejecución320. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 149.- Extradición 

pasiva 

Cuando un Estado extranjero solicite la extradición de un 
imputado o condenado, será competente el juez penal de la Capi-
tal de la República que corresponda. 

                                                                                                                  
pendiente de aprobación por el Congreso), Estados Unidos de Améri-
ca (Ley N° 399/73 y  Ley N° 1.442/99, esta última está  pendiente de 
aprobación por parte de los Estados Unidos de América),  Francia 
(Ley N° 1.090/97 pendiente de aprobación por parte de Francia), Gran 
Bretaña (Ley del 22 de abrilo de 1910); Italia (Ley del 20 de junio de 
1910 y  Ley N° 1.089/97 pendiente de aprobación por la República 
Italiana), Suiza (Ley del 17 de agosto de 1907). Además véanse, Ley 
del 3 de setiembre de 1889 Tratado de Derecho Penal Internacional de 
1889, arts. 19 al 43;  Ley N° 584/60 Tratado de Derecho Penal Inter-
nacional de 1940; Ley N° 977/96 “Convención Interamericana contra 
la Corrupción”, arts. VI; VII; VIII; IX; XIII, Ley N° 69/89 “Conven-
ción contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o de-
gradantes”; Ley N° 933/96 “Que aprueba la Convención interamerica-
na sobre Desaparición Forzada de Personas”, arts. V, VI. 
319CPP, arts. 239 al 259. 
320 CPP, art. 43. 
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 La resolución que deniegue el pedido de extradición será 
enviada, en todos los casos, a la Sala Penal de la Corte Suprema 
de Justicia, la que se pronunciará sobre la misma dentro de los 
quince días de recibidas las actuaciones321. 
 Si la persona requerida está detenida, no se decretará la 
libertad hasta que resuelva la Sala Penal de la Corte Suprema de 
Justicia. Si la misma no resuelve en el plazo previsto se concede-
rá inmediatamente la libertad y la detención no podrá ser decre-
tada nuevamente322. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 150.- Medidas 

cautelares 

El juez penal requerido podrá ordenar la detención provi-
soria y la prisión preventiva del extraditable323, siempre que se 
invoque la existencia de una sentencia o de una orden de prisión, 
se determine con claridad la naturaleza del hecho punible y se 
trate de un caso en el cual proceda la prisión preventiva según 
este código en concordancia con el Derecho Internacional vigen-
te. 
 En caso de urgencia se podrá ordenar la detención proviso-
ria, aun cuando no se hayan presentado todos los documentos exigi-
dos para la procedencia de la extradición324.  
 La detención provisoria no podrá durar más de quince 
días, salvo cuando los tratados establezcan un plazo mayor325.   
 El pedido de detención provisoria se podrá hacer por 
cualquier vía fehaciente y será comunicado inmediatamente al 
Ministerio de Relaciones Exteriores. 
 
                                                           
321 CPP, art. 15 d). 
322 CPP, art. 142. 
323 Tratado sobre Derecho Penal Internacional de 1889, arts. 32 al 51; 
Tratado de Derecho Penal Internacional de 1940, arts.   18 al 48; CPP, 
art. 240. 
324 Tratado sobre Derecho Penal Internacional de 1889, arts. 44 y 
sgtes.; Tratado de Derecho Penal Internacional de 1940, art. 46 y 
sgtes. 
325 Tratado sobre Derecho Penal Internacional de 1889. 
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CAPÍTULO VII 
NOTIFICACIONES, CITACIONES, AUDIENCIAS Y TRAS-

LADOS 
¡Error!Marcador no definido.Artículo 151.- Principio ge-

neral 

Las resoluciones serán notificadas al día siguiente de dicta-
das, salvo que la ley, el juez o el tribunal, disponga un plazo menor. 
 Cuando la ley no disponga otra cosa, las notificaciones 
serán practicadas en la forma prevista en este capítulo. 
 Las notificaciones serán practicadas por el funcionario 
encargado expresamente para ello, sin perjuicio del auxilio de 
otras autoridades cuando sea necesario326. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 152.- Lugar 

Los fiscales y defensores públicos serán notificados en sus ofi-
cinas. 
 Las demás partes serán notificadas en el domicilio real o 
procesal denunciado, salvo cuando expresamente hayan fijado 
una forma especial para ser notificadas327. 
 Si no han fijado domicilio procesal o especificado la 
forma en que pueden tomar conocimiento de las notificaciones, 
se practicará la notificación en cualquier lugar en que se las en-
cuentre, intimándolas para que fijen domicilio procesal en el 
plazo de tres días.  

                                                           
326 CPP, art. 283. 
327 CPP, art. 77. Consultados los anteproyectistas Marcos Köhn y 
Roque Orrego acerca de qué se entiende por forma especial para ser 
notificados, respondieron: “Más allá de las previsiones de las acorda-
das a ser dictadas por la Corte en materia de notificaciones, la ley 
permite a los jueces la notificación especial a los imputados, previa-
mente convenida, para hacerlo en el futuro de una manera ordinaria. 
Esta puede ser la notificación por radio, medio eficaz y natural en los 
lugares apartados o de difícil acceso, como son los casos de la región 
occidental del país o del Ñeembucú en épocas de crecidas del río”. 
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 Cuando no respondan a esta intimación quedarán, en lo 
sucesivo, notificadas por el transcurso de las veinticuatro horas 
siguientes al dictado de la resolución. 
 En defecto de estas reglas, se procederá a su  notificación 
por edictos328. 
 Si el imputado está privado de su libertad, se le notificará en 
el lugar de su reclusión. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 153.- Defensores 

o representantes 

Los defensores o representantes de las partes serán noti-
ficados en lugar de ellas, salvo que por la naturaleza del acto o 
porque lo fije la ley, sea necesario notificar personalmente al 
afectado. 
 Cuando se trate de sentencias condenatorias o de resolu-
ciones que impongan medidas cautelares personales o reales, sin 
perjuicio de la notificación al defensor, se deberá notificar perso-
nalmente al imputado o condenado329. 

 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 154.- Notificación 

personal 

Cuando la notificación sea personal, el notificador dejará 
constancia de ella con la firma del notificado y la fecha. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 155.- Forma de la 

notificación 

La notificación de una resolución se efectuará mediante 
la entrega de una copia al interesado, bajo constancia de la recep-
ción. 
 Cuando las partes lo hayan aceptado o solicitado se les 
notificará por medio de carta certificada, facsímil o cualquier 

                                                           
328 CPP, art. 158. 
329 CPP, arts. 234, 235, 239. 
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otro medio de comunicación eficaz, en cuyo caso el plazo co-
menzará a correr a partir de su recepción, según lo acredite el 
correo o la oficina de transmisión. 
 Podrán utilizarse otros medios de notificación que la 
Corte Suprema de Justicia autorice, siempre que no causen inde-
fensión; se preferirá, en todo caso, aquella forma que el interesa-
do haya aceptado o sugerido330.  

¡Error!Marcador no definido.Artículo 156.- Adverten-

cia al imputado 

Cuando con la notificación personal al imputado comie-
nce un plazo para impugnar una resolución deberá ser instruido, 
verbalmente o por escrito, acerca de los recursos posibles y el 
plazo para interponerlos. 

En el acta de la notificación se deberá dejar constancia de 
esta advertencia. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 157.- Notificación 

en el domicilio 

Cuando la notificación se tenga que realizar en el domi-
cilio331, oficina o lugar de trabajo, el notificador acompañará dos 
cédulas que contengan la identificación del juez o tribunal, la 
denominación de la causa, la mención de la resolución y su copia 
o la transcripción de la resolución o del acto que se pone a su 
conocimiento. 
 En una de las cédulas anotará todo lo acontecido en opor-
tunidad de la notificación y la firma del notificado o la persona 
                                                           
330 Consultados los anteproyectistas Marcos Köhn y Roque Orrego 
sobre los otros medios de notificación que pueden ser autorizados por 
la Corte, respondieron: “Esta norma permite regular de manera más 
amplia y flexible (sin que afecte el derecho de defensa) las notifica-
ciones. En concreto, otros medios pueden ser la notificación por casi-
llero, por vía electrónica, por correo electrónico, por fax, por radio, 
etc. En definitiva, esta norma permite a la Corte utilizar todos los 
medios modernos de comunicación para hacer más efectiva la labor de 
comunicación de las resoluciones judiciales a las partes”. 
331 CPP, arts. 77, 164 pár. 4. 
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que la recibió, que deberá ser mayor de dieciocho años; la otra 
cédula será entregada al interesado o a aquel que la recibiera. 
 Cuando no se encuentre la persona a notificar, o nadie la 
quiera recibir, la cédula será pegada en la puerta de la casa o 
habitación donde se practique el acto, en presencia de un testigo 
que suscribirá la constancia correspondiente. 
 Si el notificado o el tercero que la recibe por ausencia, no 
sabe, no quiere o  no puede firmar, ésta valdrá con la sola firma 
del notificador, siempre que deje constancia de la circunstancia 
por la que no aparece la firma del que la recibió332. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 158.- Notificación 

por  edictos 

Cuando se ignore el lugar donde se encuentra la persona 
que debe ser notificada, se ordenará la publicación de edictos333 
por tres días, en un medio masivo de comunicación de cir-
culación  nacional. 
 El edicto contendrá: 
 1) el nombre completo de la persona, si es posible; 
 2) la identificación del juez o tribunal, su sede y la denomi-
nación de la causa; y, 

3) la orden de comparecencia. 
 En todos los casos quedará constancia de la difusión y 
ella se efectuará sin perjuicio de las medidas que adopte el juez o 
tribunal para la determinación del paradero del interesado334. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 159.- Notificación 

por lectura 

Las resoluciones dictadas durante o inmediatamente des-
pués de las audiencias orales se notificarán por su lectura. 
 

                                                           
332 CPC, art. 133 y sgtes. 
333 CPP, art. 152 pár. 5. 
334 CPC, art. 140. 



PRIMERA PARTE. LIBRO SEGUNDO: ACTOS PROCESALES Y NULIDADES 

 80 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 160.- Notificación 

a distancia 

Cuando se deba practicar una notificación fuera de la lo-
calidad del tribunal, podrá hacerse por cualquier medio de comu-
nicación que asegure la recepción del mensaje, dejándose cons-
tancia del medio utilizado. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 161.- Nulidad de 

la notificación 

La notificación será nula, siempre que cause indefensión: 
 1) si ha existido error sobre la identidad de la persona 
notificada o sobre el lugar de la notificación; 
 2) si la resolución ha sido notificada en forma incomple-
ta; 
 3) si en la diligencia no consta la fecha de su realización 
o, en los casos exigidos, la entrega de la copia; 
 4) si falta alguna de las firmas requeridas; y, 
 5) si existe disconformidad entre el original y la copia335. 

 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 162.- Citación 

Cuando sea necesaria la presencia de una persona para 
algún acto procesal, el juez, el tribunal, o el fiscal en su caso, or-
denará su citación.   Esta será practicada de acuerdo con las for-
mas prescriptas para la notificación,  según el caso. 

                                                           
335 Consultados los anteproyectistas Marcos Köhn y Roque Orrego 
sobre la forma de distinguir entre el original y la copia de un escrito de 
notificación si ambos fueron hechos en computadora, respondieron: 
“Esta es una garantía para las partes, por la que se prevé la posibilidad 
de disconformidad entre el original y la copia de las notificaciones. La 
copia es aquélla que llega al notificado, y puede variar según cuál sea 
el medio autorizado, por ejemplo un sabotaje en la línea telefónica por 
donde se transmite el fax. El original siempre se encuentra en la carpe-
ta del Juzgado. Si el medio fuera material, la copia siempre lleva un 
sello con la leyenda de copia”. 
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 Los imputados en libertad,  la víctima,  los testigos, peri-
tos, intérpretes y depositarios judiciales podrán ser citados por 
medio de la Policía, funcionarios del Ministerio Público o por 
telegrama colacionado336.  Se les advertirá de las sanciones a que 
se harán pasibles si no comparecen y que,  en este caso serán 
obligados a comparecer por la fuerza policial, de no mediar causa 
justificada.  El apercibimiento se hará efectivo inmediatamente.  
 La incomparecencia injustificada hará incurrir en las 
costas que se causaren,  sin perjuicio de la responsabilidad penal 
que corresponda337.  
          En todos los casos la cédula de citación expresará bajo 
pena de nulidad338:    
 1) la autoridad que la ordenó; 
 2) la denominación de la causa; 
 3) el objeto; y, 
 4) el lugar, día y hora en que el citado deberá compare-
cer. 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 163.- Audiencia 

Cuando el juez o tribunal disponga la realización de una 
audiencia, fijará la fecha, hora y lugar en que se celebrará, con 
una anticipación que no será inferior a cinco días.   Al efecto se 
entenderá que todas las partes han sido convocadas, salvo que la 
convocatoria se refiera a alguna de ellas en particular. 
 

Artículo 164.- Traslados a las partes 

Cuando este código lo disponga, se correrán traslados a 
las partes, que serán diligenciados por el secretario o por el ujier 
notificador, según el caso;  entregándose al interesado, bajo reci-
bo, las actuaciones en las que se ordenaren o sus copias, a su 
costa.           
 El secretario o el ujier notificador hará constar la fecha 
del acto, mediante providencia escrita en el expediente, firmada 
por él y por el interesado.    
                                                           
336 CPP, art. 203; CC, art. 414. 
337 CPP, art. 261. 
338 CPP, art. 165 y sgtes. 
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 Todo traslado que no tenga plazo legal fijado se conside-
rará otorgado por tres días. 
 Cuando no se encontrare a la persona a la cual se deba 
correr el traslado la resolución será notificada conforme a lo dis-
puesto en el artículo 157 de este código339. 
 El término comenzará a correr desde el día hábil siguien-
te. 
 El interesado podrá retirar de secretaría el expediente o 
sus copias, a su costa, por el plazo que faltare para el vencimien-
to del término. 
 Vencido el plazo por el cual se corrió el traslado sin que 
las actuaciones fueran devueltas,  previo informe del secretario, 
se librará orden judicial inmediata al oficial de justicia para  que 
las requiera o las incaute, autorizándolo a allanar domicilios y a 
hacer uso de la fuerza policial, según el caso. 
 Los traslados serán nulos en los mismos términos que las 
notificaciones340. 
                      

TÍTULO II 
NULIDADES 

 
¡Error!Marcador no definido.Artículo 165.- Principio 

No podrán ser valorados para fundar una decisión judi-
cial, ni utilizados como presupuestos de ella, los actos cumplidos 
con inobservancia de las formas y condiciones previstas en la 
Constitución, en el Derecho Internacional vigente y en este códi-
go, salvo que la nulidad haya sido convalidada341. 
 Las partes sólo podrán impugnar las decisiones judiciales 
que les causen agravio, fundadas en el defecto, en los casos y 
formas previstos por este código, siempre que no hayan contri-
buido a provocar la nulidad. Sin embargo, el imputado podrá 
impugnar una decisión judicial aunque haya contribuido a provo-
carla. 

                                                           
339 CPP, art. 157. 
340 CPP, art. 161 y sgte. 
341 CPP, art. 35. 
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 Se procederá de igual modo cuando la nulidad consista 
en la omisión de un acto que la ley prevé. 

 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 166.- Nulidades 

absolutas 

Además de los casos expresamente señalados en este có-
digo, serán consideradas nulidades absolutas aquellas concer-
nientes a la intervención, asistencia y representación del imputa-
do, en los casos y formas que este código establezca, o las que 
impliquen inobservancia o violación de derechos y garantías 
previstos en la Constitución, el Derecho Internacional vigente y 
este código342. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 167.- Renova-
ción, rectificación o cumplimiento 

 
Las nulidades deberán ser inmediatamente saneadas, re-

novando el acto, rectificando el error, o cumpliendo el acto omi-
tido, de oficio o a petición del interesado. 
 Bajo pretexto de renovación del acto, rectificación del 
error o cumplimiento del acto omitido no se podrá retrotraer el 
procedimiento a períodos ya precluidos, salvo los casos expresa-
mente señalados por este  código. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 168.- Saneamien-

to de las nulidades relativas    

Excepto los casos de nulidad absoluta, sólo se podrá soli-
citar el saneamiento de la nulidad: 
 1) mientras se realiza el acto o dentro de las veinticuatro 
horas de realizado, cuando quien lo solicita haya estado presente 
en él; y, 

                                                           
342 CN, art. 17; CPP, arts. 6 pár. 5, 12, 35, 467. 
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 2) antes de dictarse la decisión impugnada, cuando no 
haya estado presente. 
 Si por las circunstancias del acto ha sido imposible ad-
vertir oportunamente su nulidad, el interesado deberá reclamarla 
dentro de las veinticuatro horas después de conocerla. 
 La solicitud de saneamiento describirá la irregularidad, 
individualizará el acto viciado u omitido y propondrá la solución. 

 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 169.- Convalida-

ción 

Las nulidades relativas quedarán convalidadas: 
 1) cuando las partes no hayan solicitado oportunamente 
su saneamiento; 
 
 2) cuando quienes tengan derecho a solicitarlo hayan 
aceptado, expresa o tácitamente, los efectos del acto; y, 
¡Error!Marcador no definido. 3) si, no obstante su irregularidad, 
el acto ha conseguido su fin con respecto a todos los interesados. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 170.- Declaración 

de nulidad 

Cuando no sea posible sanear un acto, ni se trate de casos 
de convalidación, el juez o tribunal, de oficio o a petición de 
parte, deberá declarar su nulidad por auto fundado o señalará 
expresamente la nulidad en la resolución respectiva. 
 En todo caso se debe intentar sanear el acto antes de de-
clarar la nulidad de las actuaciones. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 171.- Efectos 

La nulidad declarada de un acto anula todos los efectos o 
actos consecutivos que dependan de él.  
 Sin embargo, no se podrá retrotraer el procedimiento a 
etapas anteriores, con grave perjuicio para el imputado, cuando la 
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nulidad se funde en la violación de una garantía prevista en su 
favor343. 
 Al declararla, el juez o tribunal establecerá, además, a 
cuales actos anteriores o contemporáneos alcanza la nulidad por 
relación con el acto anulado. 

 

                                                           
343 CPP, art. 12. 
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LIBRO  TERCERO 
MEDIOS  DE  PRUEBA 

 
TÍTULO I 

NORMAS GENERALES 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 172.- Búsqueda 

de la verdad 

El juez, el tribunal y el Ministerio Público buscarán la 
verdad, con estricta observancia de las disposiciones establecidas 
por este código344. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 173.- Libertad 

probatoria 

Los hechos y circunstancias relacionados con el objeto 
del procedimiento podrán ser admitidos por cualquier medio de 
prueba, salvo las excepciones previstas por las leyes.  
   Un medio de prueba será admitido si se refiere, directa 
o indirectamente, al objeto de la investigación y es útil para el 
descubrimiento de la verdad. El juez o tribunal limitará los me-
dios de prueba ofrecidos cuando ellos resulten manifiestamente 
excesivos.  
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 174.- Exclusiones 

probatorias 

Carecerán de toda eficacia probatoria los actos que vul-
neren garantías procesales consagradas en la Constitución, en el 
derecho internacional vigente y en las leyes, así como todos los 
otros actos que sean consecuencia de ellos345. 
  

¡Error!Marcador no definido.Artículo 175.- Valoración 

                                                           
344 CPP, arts. 279, 280, 427 num. 1. 
345 CN, art. 36  pár. 2; CPP, art. 17 num. 8 y 9. 
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Las pruebas obtenidas serán valoradas con arreglo a la 
sana crítica. El tribunal formará su convicción de la valoración 
conjunta y armónica de todas las pruebas producidas346. 

 
TÍTULO II 

COMPROBACIÓN INMEDIATA Y MEDIOS  AUXILIARES 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 176.- Inspección 

del lugar del hecho 

La Policía deberá custodiar el lugar del hecho y compro-
bará, mediante la inspección del lugar y de las cosas, los rastros y 
otros efectos materiales que sean consecuencia del hecho puni-
ble347. 
 El funcionario policial a cargo de la inspección labrará 
un acta que describa detalladamente el estado de las cosas y 
cuando sea posible, recogerá y conservará los elementos probato-
rios útiles, dejando constancia. 
 El acta será firmada por dos testigos hábiles, en lo posi-
ble vecinos del lugar, que no deberán tener vinculación con la 
Policía; bajo esas formalidades podrá ser incorporada al juicio 
por su lectura348. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 177.- Levanta-
miento e identificación de cadáveres 

 
  En caso de muerte violenta o cuando existan indicios de 

la comisión de un hecho punible, antes de procederse a la in-
humación del occiso, la Policía realizará la inspección corporal 
preliminar, la descripción de la situación o posición del cuerpo y 
de la naturaleza de las lesiones o heridas, además de las diligen-
cias ordenadas por el Ministerio Público o el juez349.  

                                                           
346 CPC, art. 269. 
347 CN, art. 175; CPP, art. 296 y sgtes.; Ley N° 222/93 “Orgánica de la 
Policía Nacional”. 
348 Ley Orgánica del Ministerio Público, arts. 22, 27, 30. 
349 CPP, art. 297. 
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 La Policía intentará identificarlo a través de cualquier 
medio posible. 
 En ausencia del fiscal o del juez, la Policía, luego de 
realizadas las operaciones de rigor, de oficio, procederá a levan-
tar el cadáver, disponiendo su traslado a los gabinetes médicos de 
la Policía Judicial, o al lugar en donde se practicará la autopsia, 
su identificación final y la entrega a sus familiares.  

¡Error!Marcador no definido.Artículo 178.- Autopsia 

Cuando por la percepción exterior de la inspección cor-
poral preliminar, no se conozca de una manera manifiesta e in-
equívoca la causa de la muerte, se procederá a la autopsia del 
cadáver, por el cuerpo médico forense, o en su caso, por los peri-
tos que se designen, quienes informarán sobre la naturaleza de 
las lesiones, el modo y la causa del fallecimiento y sus circuns-
tancias350.  
 En todos los casos, los peritos manifestarán si la muerte 
ha sobrevenido a consecuencia de aquellas, o si ha sido el resul-
tado de causas preexistentes, concomitantes o posteriores, extra-
ñas al hecho.  
 Si el Ministerio Público no ha solicitado la realización de 
la autopsia, las otras partes podrán solicitar al juez que la ordene, 
conforme a las reglas de los actos irreproducibles351. 
  

¡Error!Marcador no definido.Artículo 179.- Inspección 

de personas 

La Policía podrá realizar la requisa personal, siempre que 
haya motivos suficientes que permitan suponer que una persona 
oculta entre sus ropas, pertenencias, o lleva adheridas externa-
mente a su cuerpo, objetos relacionados con el hecho  punible352.  
 Antes de proceder a la requisa deberá advertir a la perso-
                                                           
350 COJ, arts. 182 al 185. 
351 Consultados los anteproyectistas Marcos Köhn y Roque Orrego 
acerca de las reglas de los actos irreproducibles, adujeron: “Las reglas 
de los actos irreproducibles son las del anticipo jurisdiccional de prue-
ba (CPP, art. 320)”. 
352 CN, arts. 4, 33, 175 pár. 2. 
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na acerca de la sospecha y del objeto buscado, invitándole a ex-
hibir el objeto.  
 La advertencia y la inspección se realizarán en presencia 
de dos testigos hábiles, en lo posible vecinos del lugar, que no 
deberán tener vinculación con la Policía; bajo esas formalidades 
se labrará un acta que podrá ser incorporada al juicio por su lec-
tura. 

 
¡Error!Marcador no definido.Artículo 180.- Procedi-

miento para inspección de personas 
  
Las requisas se practicarán separadamente, respetando el 

pudor de las personas.   
 La inspección a una persona será practicada por otra de 
su mismo sexo. 
¡Error!Marcador no definido. La inspección se hará constar en 
acta que firmará el requisado, si así no lo hace se consignará la 
causa. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 181.- Inspección 

de vehículos 

La Policía podrá realizar la requisa de un vehículo, siem-
pre que haya motivos suficientes para suponer que una persona 
oculta en él objetos relacionados con un hecho punible.  Se reali-
zará el mismo procedimiento y se cumplirán las mismas formali-
dades previstas para la inspección de personas353. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 182.- Inspeccio-

nes colectivas 

Cuando la Policía realice inspecciones de personas o de 
vehículos, colectivamente, con carácter preventivo, deberá co-
municar al Ministerio Público con seis horas de anticipación.  

                                                           
353 CN, art. 34. 
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 Si la inspección colectiva se realiza dentro de una inves-
tigación ya iniciada, se deberá realizar bajo dirección del Minis-
terio Público.  
 Si es necesaria la inspección de personas o vehículos 
determinados, el procedimiento se regirá según los artículos ante-
riores. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo  183.- Registro 

Cuando haya motivo suficiente que permita suponer que 
en un lugar público existen indicios del hecho punible investiga-
do o la presencia de alguna persona fugada o sospechosa, si no es 
necesaria una orden de allanamiento, la Policía realizará directa-
mente el registro del lugar354. 
 Cuando sea necesario realizar una inspección personal o 
el registro de un mueble o compartimento cerrado destinado al 
uso personal, en lugar público, regirán análogamente los artículos 
que regulan el procedimiento de la inspección de personas o ve-
hículos355. 
 Se invitará a presenciar el registro a quien habite o se 
encuentre en posesión del lugar, o cuando esté ausente, a su en-
cargado y, a falta de éste, a cualquier persona mayor de edad.   
 Cuando sea posible se conservarán los elementos proba-
torios útiles. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 184.- Formalida-

des 

Del registro se labrará un acta que describa detallada-
mente el estado de las personas, lugares, cosas, los rastros y otros 
efectos materiales que sean de utilidad para la averiguación de la 
verdad356. 
 Si el hecho no produjo efectos materiales se describirá el 
estado actual de los objetos, procurando consignar el anterior, el 

                                                           
354 CN, art. 34; CPP, arts. 187 al 190. 
355 CPP, arts. 179 al 182. 
356 CPP, art. 299. 
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modo, tiempo y causa de su desaparición y alteración, y los me-
dios de prueba de los cuales se obtuvo ese conocimiento. 

 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 185.-  Facultades 

coercitivas 

A los efectos de realizar el registro, se podrá ordenar que 
durante la diligencia no se ausenten las personas que se hallan en 
el lugar o que comparezca inmediatamente cualquier otra.   
 Los que desobedezcan incurrirán en la responsabilidad 
de los testigos, sin perjuicio de ser compelidos por la fuerza poli-
cial, según lo previsto por este código357. 
  

                                                           
357 CPP, arts. 56, 213. 
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La restricción de la libertad no durará más de seis horas, 
sin recabar la orden del juez358. 

 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 186.- Horario 

Los registros, con o sin allanamiento, en lugares cerrados 
o cercados, aunque sean de acceso público, sólo podrán ser prac-
ticados entre las seis de la mañana y las diez y ocho de la tar-
de359. 
 Sin embargo, se podrán practicar registros nocturnos; 
 1) en los lugares de acceso público, abiertos durante la 
noche y en un caso grave que no admita demora en la ejecución; 
y, 
 2) en los casos en que el juez lo autorice expresamente, 
por resolución  fundada. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 187.- Allana-

miento de recintos privados 

Cuando el registro deba efectuarse en un recinto privado 
particular, sea lugar de habitación o comercial, o en sus depen-
dencias cerradas, se requerirá siempre orden de allanamiento 
escrita y fundada del juez o tribunal360. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 188.- Excepcio-

nes 

Los siguientes casos quedarán exceptuados de lo dis-
puesto por el artículo precedente: 
 1) cuando existan denuncias fundadas sobre personas 
extrañas que fueron vistas introduciéndose en un lugar con evi-
dentes indicios de que van a cometer un hecho punible; 

                                                           
358 CN, art. 11; CPP, art. 293  in fine. 
359 CN, art. 34. 
360 CN, art. 34; CPP, arts. 165 y sgtes, 189 al 191, 241; CP, arts. 141, 
142; Ley N° 222/93 “Orgánica de la Policía Nacional”, art. 6 num. 6. 
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  2) cuando el imputado, a quien se persigue para su 
aprehensión361, se introduzca en una propiedad privada; y, 

  3) Cuando voces provenientes de un lugar cerrado 
anuncien que allí se está cometiendo un hecho punible o desde él 
se pida socorro. 

 
¡Error!Marcador no definido.Artículo 189.- Manda-

miento y contenido de la orden 

Para el allanamiento, el juez expedirá un mandamiento 
en el que constará la orden precisa, conforme a los siguientes 
requisitos362: 
 1) en el mandamiento se consignará el juez o tribunal que 
ordena el allanamiento y la breve identificación del procedimien-
to; 
 2) la indicación exacta del lugar o lugares a ser registra-
dos; 
 3) la autoridad designada para el registro; 
 4) el motivo preciso del allanamiento, con indicación 
exacta de los objetos o personas buscadas y las diligencias a 
practicar; y, 
 5) la fecha y la firma del juez. 
 El mandamiento tendrá una duración de dos semanas, 
después de las cuales fenece la autorización, salvo que haya sido 
expedida por tiempo determinado en cuyo caso constarán esos 
datos. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo  190.  Procedi-

miento y formalidades 

La orden de allanamiento será notificada al que habite o 
se encuentre en posesión del lugar donde deba efectuarse, entre-
gándole una copia del mandamiento363.   

                                                           
361 CPP, art. 239. 
362 CN, art. 34; CP, arts. 141, 142. 
363 CPP, art. 187. 
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 Cuando esté ausente, se notificará a su encargado o a 
falta de éste, a cualquier persona mayor de edad que se halle en 
el lugar, prefiriéndose a un familiar del primero. El notificado 
será invitado a presenciar el registro364. Asimismo, si no encuen-
tra persona alguna en el lugar, o si quien habita la casa se resiste 
al ingreso, se hará uso de la fuerza policial para ingresar. 
 Practicado el registro se consignará en acta su resultado, 
cuidando que el lugar quede cerrado y resguardado de otras per-
sonas365. 

 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 191.- Allana-

miento de locales públicos 

Las restricciones establecidas para el allanamiento de 
domicilios o habitaciones no regirán para las oficinas administra-
tivas o edificios públicos, templos o lugares religiosos, estable-
cimientos militares, lugares comerciales de reunión o de espar-
cimiento, abiertos al público y que no estén destinados a habita-
ción familiar.   En estos casos se podrá prescindir de la orden de 
allanamiento con el consentimiento expreso y libre de las perso-
nas a cuyo cargo estén los locales. En caso de negativa o imposi-
bilidad material de conseguir el consentimiento, se requerirá la 
orden de allanamiento y se podrá hacer uso de la fuerza policial 
para su cumplimiento. 
 Quien prestó el consentimiento será invitado a presenciar 
el registro. 
 Para el ingreso y registro de oficinas dependientes de un 
poder del Estado se necesitará autorización del funcionario com-
petente. 
 Si durante el desarrollo del procedimiento, quien dio la 
autorización, la niega o expresa haberla consentido por coacción, 
la prueba de la libertad del consentimiento corresponderá a quien 
lo alega. 

                                                           
364 CPP, art. 183 pár. 3. 
365 CPP, arts. 176, 179, 180, 184. 
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 En el acta respectiva se consignarán los requisitos previs-
tos por este código y el consentimiento otorgado. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 192.- Operacio-

nes técnicas 

Para mayor eficacia y calidad de los registros e inspec-
ciones, se podrán ordenar operaciones técnicas o científicas, re-
conocimientos y reconstrucciones. 

  
 
Si el imputado decide participar en la diligencia regirán 

las reglas previstas para su declaración366. 
 Para la participación de testigos, peritos e intérpretes, 
regirán las disposiciones establecidas por este código367. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 193.- Entrega de 
cosas y documentos.  Secuestros 

 
Los objetos y documentos relacionados con el hecho pu-

nible y los sujetos a comiso, que puedan ser importantes para la 
investigación, serán tomados en depósito o asegurados y conser-
vados del mejor modo posible368. 
 Aquel que tenga en su poder objetos o documentos de los 
señalados precedentemente, estará obligado a presentarlos y en-
tregarlos, cuando le sea requerido, siguiendo los medios de coac-
ción permitidos para el testigo que rehúsa declarar369. 
 Si los objetos requeridos no son entregados se dispondrá 
su secuestro. 
 Quedan exceptuados de ésta disposición las personas que 
deban abstenerse de declarar como testigos370. 
 

                                                           
366 CPP, art. 84 y sgtes. 
367 CPP, arts. 202, 214, 226. 
368 CP, art. 86 y sgtes. 
369 CP, arts. 196, 298. 
370 CPP, arts. 205, 206. 
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¡Error!Marcador no definido.Artículo 194.- Objetos no 

sometidos a secuestro 

No podrán ser objeto de secuestro:  
 1) las comunicaciones escritas entre el imputado y las 
personas que puedan abstenerse de declarar como testigos por 
razón de parentesco o que deban hacerlo en razón del secreto371; 
 2) las notas que hayan tomado los nombrados anterior-
mente sobre comunicaciones confiadas por el imputado, o sobre 
cualquier circunstancia, a las cuales se extienda el derecho o el 
deber de abstenerse de declarar; y, 
 3) los resultados de exámenes o diagnósticos relativos a 
las ciencias médicas realizados bajo secreto profesional372. 
 La limitación sólo regirá cuando las comunicaciones u 
objetos estén en poder de aquellas personas que pueden abstener-
se de declarar;  o en el caso de abogados y profesionales de las 
ciencias médicas, si están archivadas o en poder del estudio jurí-
dico o del establecimiento hospitalario y consultorios privados. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 195.- Orden de 

secuestro 

La orden de secuestro será expedida por el juez, en una 
resolución fundada. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 196.- Procedi-

miento 

Regirá el procedimiento prescripto para el registro373. 
Los efectos secuestrados serán inventariados y puestos bajo segu-
ra custodia en los depósitos de los tribunales o en los lugares 
especialmente destinados para estos efectos, siempre a disposi-
ción del juez. 

                                                           
371 CPP, arts. 205, 206. 
372 CP, art. 147. 
373 CPP, art. 183. 
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 Cuando se trate de bienes de significativo valor se los 
entregará a quienes aparezcan como sus poseedores legítimos, en 
calidad de depositarios judiciales. 
 Transcurridos seis meses sin reclamo ni identificación 
del dueño o poseedor, los objetos podrán ser entregados en depó-
sito a un establecimiento asistencial o a una entidad pública que 
los necesite, quienes sólo podrán utilizarlos para cumplir el ser-
vicio que brindan al público. Lo mismo se hará cuando se trate 
de bienes perecederos, que no puedan ser conservados. 
 Si los objetos secuestrados corren riesgo de alterarse, 
desaparecer, sean de difícil custodia o perecederos, se ordenarán 
reproducciones, copias o certificaciones sobre su existencia y 
estado. 
 Los objetos secuestrados serán asegurados con el sello y la 
firma del encargado de su custodia. Los documentos serán firmados y 
sellados en cada una de sus hojas. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 197.- Devolución 

Los objetos secuestrados que no estén sometidos a comi-
so, restitución o embargo, serán devueltos tan pronto como se 
pueda prescindir de ellos, a la persona de cuyo poder se obtuvie-
ron. 
 Esta devolución podrá ordenarse provisionalmente en 
calidad de depósito judicial e imponerse al poseedor la obliga-
ción de exhibirlos. 
 En caso de controversia acerca de la tenencia, posesión o 
dominio sobre una cosa o documento, para entregarlo en depósito 
o devolverlo, se instruirá un incidente separado, y se aplicarán, 
analógicamente, las reglas respectivas del procedimiento civil. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 198.- Intercep-
ción y secuestro de correspondencia 

 
  Siempre que sea útil para la averiguación de la verdad, 

el juez ordenará, por resolución fundada, bajo pena de nulidad374, 

                                                           
374CN, art. 36; CPP, art. 165 y sgtes.; Declaración Universal de Dere-
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la intercepción o el secuestro de la correspondencia epistolar, 
telegráfica o de cualquier otra clase, remitida por el imputado o 
destinada a él, aunque sea bajo nombre supuesto. 
 Regirán las limitaciones del secuestro de documentos u 
objetos375. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 199.- Apertura y 

examen de correspondencia 

Recibida la correspondencia o los objetos interceptados, 
el juez procederá a su apertura haciéndolo constar en acta376.  
 Examinará los objetos y leerá para sí el contenido de la 
correspondencia. Si guardan relación con el procedimiento orde-
nará el secuestro; en caso contrario, mantendrá en reserva su 
contenido y dispondrá la entrega al destinatario. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 200.- Interven-

ción de comunicaciones 

El juez podrá ordenar por resolución fundada, bajo pena 
de nulidad377, la intervención de las comunicaciones del imputa-
do, cualquiera sea el medio técnico utilizado para conocerlas378. 
  El resultado sólo podrá ser entregado al juez que lo or-
denó, quien procederá según lo indicado en el artículo anterior; 
podrá ordenar la versión escrita de la grabación o de aquellas 
partes que considere útiles y ordenará la destrucción de toda la 
grabación o de las partes que no tengan relación con el procedi-
miento, previo acceso a ellas del Ministerio Público, del imputa-
do y su defensor. 
  La intervención de comunicaciones será excepcional. 

                                                                                                                  
chos Humanos, adoptada por la Asamblea General de la ONU el 10 de 
diciembre de 1948, art. 12. 
375 CPP, art. 193. 
376 CN, art. 36. 
377 CPP, art. 165 y sgtes. 
378 “Declaración Universal de Derechos Humanos, adoptada por la 
Asamblea General de la ONU el 10 de diciembre de 1948”, art. 12. 
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¡Error!Marcador no definido.Artículo 201.- Clausura 

de locales y aseguramiento de cosas muebles 
 
 Cuando para la averiguación de un hecho punible grave 

sea indispensable la clausura temporaria de un local o la inmovi-
lización de cosas muebles que por su naturaleza o dimensiones 
no puedan ser mantenidas en depósito, se procederá a asegurar-
las, según las reglas del secuestro379. 
 

TÍTULO III 
TESTIMONIOS 

 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 202.- Deber de 

interrogar 

Toda persona que conozca los hechos investigados será 
interrogada, cuando su declaración pueda ser útil para descubrir 
la verdad380. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 203.- Deber de 

testificar 

Toda persona tendrá la obligación de concurrir a la cita-
ción judicial y declarar la verdad de cuanto conozca y le sea pre-
guntado, salvo las excepciones establecidas por la ley381.   
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 204.- Excepción 

al deber de concurrir 

El Presidente de la República, el Vicepresidente, los 
miembros de las cámaras legislativas, los ministros de la Corte 
Suprema de Justicia, el Fiscal General del Estado, el Procurador 

                                                           
379 CPP, art. 193 y sgtes. 
380 CPP, arts. 172, 212, 297 num. 2,  390. 
381 CN, arts. 127 y 128. 
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General de la República, el Contralor y el Sub-Contralor General 
de la República, el Defensor del Pueblo, los miembros del Tribu-
nal Superior de Justicia Electoral, los miembros del Consejo de 
la Magistratura, los miembros del Jurado de Enjuiciamiento de 
Magistrados, los embajadores y cónsules extranjeros y los oficia-
les generales de las Fuerzas Armadas en actividad y en tiempo de 
guerra, podrán solicitar que la declaración se lleve a cabo en el 
lugar donde cumplen sus funciones o en su domicilio, para lo 
cual propondrán, oportunamente, la fecha y el lugar de la decla-
ración. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo  205.-  Facultad 

de abstención 

Podrán abstenerse de declarar: 
 1) el cónyuge o conviviente del imputado; 
 2) sus ascendientes o descendientes, por consanguinidad 
o adopción382; y, 
 3) los menores de 14 años e incapaces de hecho, quienes 
pueden decidirlo por medio del representante legal. 
 Las personas mencionadas serán informadas sobre su 
facultad de abstenerse de declarar antes del inicio de cada decla-
ración. Ellas podrán ejercer la facultad aun durante su declara-
ción, incluso para preguntas particulares. 
 En el caso del inciso 3) la declaración se llevará a cabo 
con la presencia del representante legal. 

 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 206.- Deber de abs-

tención 

Deberán abstenerse de declarar, bajo pena de nulidad, sobre 
los hechos secretos que hayan llegado a su conocimiento, en razón 
de su oficio o profesión, salvo expresa autorización de quien se los 
confió: los abogados, procuradores y escribanos, los médicos, far-

                                                           
382 CPP, art. 18. 
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macéuticos, parteras y demás auxiliares de las ciencias médicas, los 
militares y funcionarios públicos sobre secretos de Estado383.    
 Los ministros o religiosos de cualquier credo podrán 
abstenerse a declarar sobre lo que les fuera narrado bajo el secre-
to de confesión384.  
 En caso de ser citados, deberán comparecer y explicar las 
razones de su abstención. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 207.- Criterio ju-

dicial 

Si el juez estima que el testigo invoca erróneamente la 
facultad de abstenerse o la reserva del secreto, ordenará su decla-
ración, mediante resolución fundada. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 208.- Citación 

Para el examen de testigos se librará cédula de citación 
conforme a lo establecido en este código385. 
 En casos de urgencia podrán ser citados verbalmente o 
por teléfono. 
 El testigo podrá también presentarse espontáneamente, lo 
que se hará constar. 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 209.- Residentes 

lejanos 

Cuando el testigo no resida en el lugar donde el tribunal 
actúa, ni en sus proximidades, o sean difíciles los medios de 
transporte, se realizará la declaración por la autoridad judicial de 
su residencia, sólo cuando sea imposible su presencia, conforme 
a lo dispuesto por este código. 
 Si el testigo carece de medios económicos para el trasla-
do, el juez dispondrá lo necesario para asegurar su comparecen-
cia.  

                                                           
383 CPP, art. 147 num. 1; CP, art. 148. 
384 CCan, cánones  983, 984. 
385 CPP, art. 162. 
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¡Error!Marcador no definido.Artículo 210.- Compulsión 

Si el testigo no se presenta a la primera citación se lo 
hará comparecer por la fuerza policial, sin perjuicio de su proce-
samiento, cuando corresponda. 
 Si después de comparecer se niega a declarar, se dispon-
drá su detención por veinticuatro horas, a cuyo término, si persis-
te en su negativa injustificada se iniciará contra él causa penal386.  
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 211.- Residentes 

en el extranjero 

Si el testigo se halla en el extranjero se procederá con-
forme a las reglas nacionales o internacionales, para el auxilio 
judicial.  Sin embargo se podrá requerir la autorización del Esta-
do en el cual se halle, para que el testigo sea interrogado por el 
representante consular o por el juez de la causa, quien para el 
efecto podrá trasladarse al país donde se encuentra. 

 
¡Error!Marcador no definido.Artículo 212.- Aprehen-

sión inmediata 
El juez podrá ordenar de inmediato, la aprehensión de un 

testigo cuando haya  temor fundado de que se oculte, fugue o 
carezca de domicilio387. Esta medida durará el tiempo indispen-
sable para recibir la declaración, que nunca excederá de veinti-
cuatro horas. 
 El Ministerio Público podrá ordenar la detención del 
testigo por el plazo máximo de seis horas, para gestionar la orden 
judicial388. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 213.-  Forma de 

la declaración 

                                                           
386 CP, arts. 292 inc.1° y 293 inc. 1° num. 1. 
387 CPP, art. 243. 
388 CPP, arts. 56, 85, 141, 185 , 235, 239. 
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Antes de comenzar la declaración, el testigo será instrui-
do acerca de sus obligaciones, de las responsabilidades por su 
incumplimiento y prestará juramento de decir verdad. 

Acto seguido cada testigo será interrogado por separado 
sobre su nombre, apellido, estado civil, edad, profesión, domici-
lio, vínculo de parentesco y de interés con las partes, y cualquier 
otra circunstancia que sirva para apreciar su veracidad. 
 Si el testigo teme por su integridad física o de otra perso-
na podrá indicar su domicilio en forma reservada, pero no podrá 
ocultar su identidad. 
 A continuación, se le interrogará sobre el hecho. 
 Cada declaración constará en acta, salvo cuando se lle-
ven a cabo en las audiencias orales o en el juicio oral y públi-
co389. 
 

TÍTULO IV 
PERICIA 

 
¡Error!Marcador no definido.Artículo 214.- Pericia 

Se podrá ordenar una pericia cuando para descubrir o va-
lorar un elemento de prueba sea necesario poseer conocimientos 
especiales en alguna ciencia, arte o técnica.  La prueba pericial 

                                                           
389 CPP, arts. 370, 404 y sgtes. Consultados los anteproyectistas Mar-
cos Köhn y Roque Orrego acerca de la forma de dejar constancia de 
las audiencias orales o que se lleven a cabo en el juicio oral y público, 
respondieron: “El artículo se refiere a la producción de la prueba tes-
timonial. El único modo en que se produce la prueba testimonial fuera 
de una audiencia oral y pública, es a través del anticipo jurisdiccional 
de prueba (CPP, art. 320). Este es el único caso en que se tomará un 
acta de tal manera a que por su lectura ingrese la información en el 
juicio oral. En todos los demás actos no existen actas de declaración 
sino las actas de las audiencias (preliminar o de juicio). Salvo que el 
Juez o Presidente del Tribunal, por la complejidad o importancia del 
caso, ordenaren que se deje constancia de las actuaciones en las au-
diencias, no es necesaria constancia alguna, puesto que ellas no po-
drán servir en el sistema recursorio del código”. 



CÓDIGO PROCESAL PENAL CONCORDADO 

 105 

deberá ser practicada por expertos imparciales, objetivos e inde-
pendientes390. 
  

¡Error!Marcador no definido.Artículo 215.- Calidad 

habilitante 

Los peritos deberán  ser expertos y tener título habilitante 
en la materia relativa al punto sobre el que dictaminarán, siempre 
que la ciencia, arte o técnica estén reglamentadas. En caso con-
trario deberá designarse a persona de idoneidad manifiesta. 

No regirán las reglas de la prueba pericial para quien de-
clare sobre hechos o circunstancias que conoció directamente 
aunque utilice para informar las aptitudes especiales que posee 
en una ciencia arte o técnica. En este caso regirán las reglas de la 
prueba testimonial391. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 216.- Incapaci-

dad 
No podrán actuar como peritos: 

 1) quienes por insuficiencia o alteración de sus facultades 
mentales, o por inmadurez, no comprendan el significado del 
acto; 
 2) quienes deban abstenerse de declarar como testigos; 
 3) quienes hayan sido testigos del hecho objeto del pro-
cedimiento; y, 
 4) los inhabilitados. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 217.- Orden para 

la pericia 

Los peritos serán seleccionados y designados por el juez 
o por el Ministerio Público durante la etapa preparatoria, siempre 
que no se trate de un anticipo jurisdiccional de prueba392.   

                                                           
390 CPP, arts. 80, 81, 111, 178, 192, 255 pár. 2,  365 pár. 3, 320, 390, 
427 num. 8, 434 num. 1, 438. 
391 CPP, arts. 202 y sgtes.,  213.  
392 CPP, arts. 270 y sgtes., 320. 
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 El número de peritos será determinado según la comple-
jidad de las cuestiones a plantear, considerando las sugerencias 
de las partes.  
 Se podrá nombrar un solo perito cuando la cuestión no 
sea compleja. 
 Asimismo, se fijarán con precisión los temas de la pericia 
y el plazo para la presentación de los dictámenes. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 218.- Notificación 
Antes de comenzar las operaciones periciales el juez no-

tificará a las partes la orden de practicar una pericia. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 219.- Facultad de 

las partes 

Dentro del plazo que establezca el juez, cualquiera de las 
partes podrá proponer otro perito en reemplazo del ya designado, 
o para que dictamine conjuntamente con él, cuando por las cir-
cunstancias particulares del caso, resulte conveniente su partici-
pación, por su experiencia o idoneidad especial.  
 Las partes podrán proponer fundadamente temas para la 
pericia y objetar los admitidos o propuestos por otra de las partes. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 220.- Inhibición y 

recusación 

Serán causas legales de inhibición y recusación de los 
peritos las establecidas para los jueces393. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 221.- Citación y 

aceptación del cargo 

Los peritos serán citados en la misma forma que los tes-
tigos394; tendrán el deber de comparecer y de desempeñar el car-
go para el cual fueron designados 

                                                           
393 COJ, art. 200. 
394 CPP, arts. 162 pár. 2, 208. 
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   Si no son idóneos, están comprendidos en algunas de 
las incapacidades citadas395, presentan un motivo que habilite su 
recusación o sufran un impedimento grave, lo manifestarán al 
comparecer, acompañando los elementos de prueba necesarios 
para justificar su afirmación. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 222.- Ejecución 

El juez resolverá todas las cuestiones que se planteen du-
rante las operaciones periciales. 
   Los peritos practicarán juntos el examen, siempre que 
sea posible; las partes y sus consultores técnicos podrán asistir a 
él y solicitar las aclaraciones pertinentes, debiendo retirarse 
cuando los peritos comiencen la deliberación. 
   Si algún perito no concurre a realizar las operaciones 
periciales dentro del plazo otorgado, por negligencia, por alguna 
causa grave o simplemente desempeña mal su función, el juez 
ordenará la sustitución396. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 223.- Dictamen 

pericial 

El dictamen será fundado y contendrá una relación deta-
llada de las operaciones practicadas y sus resultados, las observa-
ciones de las partes o de sus consultores técnicos y las conclusio-
nes que se formulen respecto de cada tema estudiado, de manera 
clara y precisa.   
 Los peritos podrán dictaminar por separado cuando exis-
ta diversidad de opiniones entre ellos. 
 El dictamen se presentará por escrito firmado y fechado, 
sin perjuicio del informe oral en las audiencias. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 224.- Peritos 

nuevos 

                                                           
395 CPP, art. 216. 
396 CP, art. 148 inc. 1 num. 2.  
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Cuando los informes sean dudosos, insuficientes o con-
tradictorios, el juez o el Ministerio Público podrá nombrar uno o 
más peritos nuevos, según la importancia del caso, para que lo 
examinen y amplíen o, si es factible y necesario, realicen otra vez 
la pericia. 
 De igual modo podrán actuar los peritos propuestos por 
las partes, cuando hayan sido nombrados después de efectuada la 
pericia.   

¡Error!Marcador no definido.Artículo 225.- Auxilio ju-

dicial 

Se podrá ordenar la presentación o el secuestro de co-
sas397 y documentos, y la comparecencia de personas, si es nece-
sario para llevar a cabo las operaciones periciales.  También se 
podrá requerir al imputado y a otras personas que confeccionen 
un cuerpo de escritura, graben su voz o lleven a cabo operaciones 
semejantes. 
 Cuando la operación sólo pueda ser ejecutada volunta-
riamente por la persona requerida y ella rehuse colaborar, se de-
jará constancia de su negativa y se dispondrá lo necesario para 
suplir esa falta de colaboración. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 226.- Traducto-

res e intérpretes 

En lo relativo a los traductores e intérpretes, regirán ana-
lógicamente las disposiciones de este Título398. 

 
TÍTULO V 

OTROS MEDIOS DE PRUEBA 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 227.- Reconoci-

mientos 

                                                           
397 CPP, art. 193 y sgtes.  
398 CPP, arts. 7, 111 pár. 2, 116, 117 pár. 2, 119 , 381 pár. 2; Acordada 
N° 50/97.  



CÓDIGO PROCESAL PENAL CONCORDADO 

 109 

Los documentos, objetos y otros elementos de convic-
ción incorporados al procedimiento podrán ser exhibidos al im-
putado, a los testigos y a los peritos para que los reconozcan o 
informen sobre ellos. 
 Los elementos que tengan carácter reservado serán exa-
minados privadamente por el juez; si son útiles para la averigua-
ción de la verdad los incorporará al procedimiento, resguardando 
la reserva sobre ellos399. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 228.- Informes 

El juez y el Ministerio Público podrán requerir informes 
a cualquier persona o entidad pública o privada400.  
 Los informes se solicitarán verbalmente o por escrito, 
indicando el procedimiento en el cual se requieren, el nombre del 
imputado, el lugar donde debe ser entregado el informe, el plazo 
para su presentación y las consecuencias previstas para el incum-
plimiento del deber de informar401. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 229.- Reconoci-

miento de personas 

Podrá ordenarse que se practique el reconocimiento de 
una persona, para identificarla o establecer que quien la mencio-
na, efectivamente la conoce o la ha visto. 
 Cuando sea necesario identificar o reconocer a una per-
sona de la cual sólo se tengan fotografías, ellas se presentarán a 
quien debe efectuar el reconocimiento, con otras semejantes en 
número no inferior a cuatro, y se observarán analógicamente las 
disposiciones precedentes. Igual procedimiento  se aplicará 

                                                           
399 CN, art. 36 pár. 1. 
400 Ley Orgánica del Ministerio Público, art. 11. 
401 Consultados los anteproyectistas Marcos Köhn y Roque Orrego 
sobre las consecuencias del incumplimiento del deber de informar, 
respondieron: “Claramente la consencuencia más importante en el 
caso del incumplimiento del deber de informar es la conducta de frus-
tración de la persecución penal (CP, arts. 292 y 293)”. 
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cuando el imputado no se someta al reconocimiento de persona, 
o cuando  obstruya el desarrollo del acto. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 230.- Forma 

Se ubicará a la persona sometida a reconocimiento junto 
con otras de aspecto exterior semejante. 
 Se preguntará claramente a quien lleva a cabo el recono-
cimiento, si después del hecho ha visto a la persona mencionada, 
si entre las personas presentes se halla la que mencionó, y en 
caso afirmativo, se le invitará para que la señale con precisión. 
 Cuando la haya reconocido expresará las diferencias y 
semejanzas que observa entre el estado de la persona señalada y 
el que tenía a la época a que alude su declaración anterior. 
 La observación de la rueda de personas podrá ser practi-
cada desde un lugar oculto, cuando se considere conveniente para 
la seguridad del testigo. 
 La diligencia se hará constar en acta donde se consigna-
rán, todas las circunstancias útiles, incluso los datos personales y 
el domicilio de los que hayan formado la rueda de personas. 
 Se tomarán las previsiones para que el imputado no se 
desfigure.  
 El reconocimiento procederá aun sin consentimiento del 
imputado. 
 Cuando el imputado no pueda ser traído, se podrá utilizar 
su fotografía u otros registros, observando las mismas reglas. 
 Durante la etapa preparatoria, deberá presenciar el acto el 
defensor del imputado, con lo cual el acta podrá ser incorporada 
al juicio por su lectura402. 

 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 231-. Pluralidad 

de reconocimientos 

Cuando varias personas deban reconocer a una sola, cada 
reconocimiento se practicará por separado, sin que se comuni-
quen entre sí.   
                                                           
402 CPP, art. 297 in  fine. 
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 Cuando sean varias las personas a las que una deba reco-
nocer, el reconocimiento de todas podrá efectuarse en un solo 
acto, siempre que no perjudique la investigación o la defensa. 

 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 232.- Reconoci-

miento de objeto 

Antes del reconocimiento de un objeto, se invitará a la 
persona que deba reconocerlo a que lo describa. En lo demás, 
regirán las reglas que anteceden. 
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¡Error!Marcador no definido.Artículo 233.- Careo 

Podrá ordenarse el careo de personas que en sus declara-
ciones hayan discrepado sobre hechos o circunstancias importan-
tes; pero el imputado no será obligado al careo403. 
 Al careo del imputado deberá asistir su defensor. 
 Regirán respectivamente las reglas del testimonio, de la 
pericia y de la declaración del imputado. 

                                                           
403 CPP, art. 95. 
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LIBRO CUARTO 
MEDIDAS CAUTELARES 

 
TÍTULO I 

NORMAS GENERALES 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 234.- Principios 

generales 

Las únicas medidas cautelares en contra del imputado 
son las autorizadas por este código.  
 Las medidas cautelares sólo serán impuestas, excepcio-
nalmente, siempre mediante resolución judicial fundada y dura-
rán el tiempo absolutamente imprescindible para cubrir la nece-
sidad de su aplicación404. 

 
¡Error!Marcador no definido.Artículo 235.- Carácter 

Las medidas serán de carácter personal  o de carácter real. 
 Las medidas cautelares de carácter personal consistirán 
en la aprehensión, la detención preventiva y la prisión preventi-
va, cuya aplicación se hará con criterio restrictivo405. 
 Las medidas cautelares de carácter real serán las previs-
tas por el código procesal civil406. Estas podrán ser impuestas 
únicamente en los casos expresamente indicados por este código 
y en las leyes especiales. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 236.- Proporcio-
nalidad de la privación de  libertad 

  
La privación de libertad durante el procedimiento deberá 

ser proporcional a la pena que se espera407. 

                                                           
404 CPP, arts. 129 pár. 4, 141,  275, 276 pár. 2,  304,  353 num. 7, 356 
num. 6, 363 num. 6, 401, 419 pár. 3. 
405 CPP, art. 239. 
406 CPP, art. 260; CPC, art. 691 y sgtes. 
407 CN, art. 19. 
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 En ningún caso podrá sobrepasar la pena mínima prevista 
para cada hecho punible en la ley, ni exceder del plazo que fija 
este código para la terminación del procedimiento o durar más de 
dos años408.  
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 237.- Prohibición 
de detención y de prisión  
preventiva 

En los hechos punibles de acción privada409, en aquellos 
que no dispongan pena privativa de libertad o cuando la prevista 
sea inferior a un año de prisión, no podrá aplicarse prisión pre-
ventiva410, sin perjuicio de las medidas sustitutivas411, que podrán 
ser decretadas conforme a la naturaleza de cada caso. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 238.- Limitacio-

nes 

No se podrá decretar la prisión preventiva de las perso-
nas mayores de setenta años, de las mujeres en los últimos meses 
de embarazo, de las madres durante la lactancia de sus hijos o de 
las personas afectadas por una enfermedad grave y terminal de-
bidamente comprobada. En estos casos, si es imprescindible al-
guna medida cautelar de carácter personal, se  decretará el arresto 
domiciliario412. 
 

TÍTULO II 
MEDIDAS CAUTELARES DE CARÁCTER PERSONAL 

    
¡Error!Marcador no definido.Artículo 239.-  Aprehen-

sión de las personas 

                                                           
408 CPP, art. 136. 
409 CPP, art. 17. 
410 CPP, art. 242. 
411 CPP, art. 245. 
412 CPP, arts. 239, 245 pár. 1; CP, art. 42. 
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La Policía Nacional podrá aprehender a toda persona 
comprendida dentro de los siguientes casos, aun sin orden judi-
cial413: 
 
 1) cuando sea sorprendida en flagrante comisión de 
hecho punible o cuando sea perseguida inmediatamente después 
de su comisión; se entenderá que existe flagrancia cuando el 
autor del hecho punible sea sorprendido en el momento de inten-
tarlo o cometerlo, o inmediatamente después, o mientras es per-
seguido por la fuerza policial, por la víctima o por un grupo de 
personas; 
 2) cuando se haya fugado de algún establecimiento penal 
o de cualquier otro lugar de detención; y, 
 3) cuando existan suficientes indicios de su participación 
en un hecho punible y se trate de casos en los que procede la 
detención preventiva. 
 Asimismo, en caso de flagrancia, cualquier persona po-
drá practicar la aprehensión e impedir que el hecho punible pro-
duzca consecuencias. La persona aprehendida será entregada, 
inmediatamente, a la autoridad más cercana. 
 La autoridad policial que haya aprehendido a alguna 
persona lo deberá comunicar, dentro de las seis horas, al Ministe-
rio Público y al juez414. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 240.- Detención 

El Ministerio Público podrá ordenar que una persona sea 
detenida, en los siguientes casos415: 
 1) cuando sea necesaria la presencia del imputado y exis-
ta probabilidad fundada para sostener, razonablemente, que es 

                                                           
413 CN, art. 12 pár. 1; CPP, arts. 153 pár. 2, 188 num. 2, 367 pár. 2, 
363 num. 6. 
414 CPP, art. 85; Ley N° 1500/99 “Que reglamenta la garantía consti-
tucional del Hábeas Corpus”, art. 20 b) num. 3. 
415 “Declaración Universal de Derechos del Hombre”, art. 9; “Decla-
ración  Americana de Derechos y Deberes del Hombre”, art. XXV; 
CPP, arts. 150, 210 pár. 2. 
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autor o partícipe de un hecho punible416 y que puede ocultarse, 
fugarse o ausentarse del lugar417; 
 2) cuando en el primer momento de la investigación sea 
imposible individualizar a los imputados y a los testigos y se 
deba proceder con urgencia para no perjudicar la investigación, 
evitando que los presentes se alejen del lugar, se comuniquen 
entre sí y que se modifique el  estado de las cosas y de los luga-
res418; y, 
 3) cuando para la investigación de un hecho punible sea 
necesaria la concurrencia de cualquier persona para prestar decla-
ración y se negare a hacerlo. 
 En todos los casos, la persona que haya sido detenida 
será puesta a disposición del juez en el plazo de veinticuatro 
horas para que resuelva, dentro del mismo plazo, sobre la proce-
dencia de la prisión preventiva,  aplique las medidas sustituti-
vas419 o decrete la libertad por falta de mérito. 
 La orden de detención deberá contener los datos persona-
les del imputado que sirvan para su correcta individualización, la 
descripción sucinta del hecho que la motiva y la identificación de 
la autoridad que dispuso su detención.   
 En ningún caso la Policía Nacional podrá ordenar deten-
ciones; se limitará a realizar aprehensiones conforme lo dispuesto 
en el artículo anterior y a cumplir las órdenes de  detención que 
emita el Ministerio Público o el juez. Asimismo podrá disponer 
la libertad del aprehendido o detenido cuando estime que no soli-
citará su prisión preventiva420.  
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 241.- Allana-

miento 

Cuando sea necesario allanar dependencias cerradas o 
recintos habitados, para el cumplimiento de la aprehensión o la 

                                                           
416 CP, art. 29 y sgtes.  
417 CPP, art. 243. 
418 CPP, arts. 202, 203, 212. 
419 CPP, art. 245. 
420 CPP, art. 239. 
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detención preventiva, la orden judicial deberá consignar expre-
samente esta autorización, salvo las excepciones previstas por 
este código421.  
 

                                                           
421 CN, art. 34; “Declaración Universal de Derechos Humanos”, art. 
12; “Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre”, art. 
IX ; CPP, arts. 187 al 191; CP, arts. 141, 142; Ley N° 1500/99, “Que 
reglamenta la garantía constitucional del Hábeas Corpus”,  art. 9°. 
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¡Error!Marcador no definido.Artículo  242.- Prisión 

preventiva 

El juez podrá decretar la prisión preventiva, después de 
ser oído el imputado, sólo cuando sea indispensable422 y siempre 
que medien conjuntamente los siguientes requisitos: 
 1) que existan elementos de convicción suficientes sobre 
la existencia de un hecho punible grave; 
 2) sea necesaria la presencia del imputado y existan 
hechos suficientes para sostener, razonablemente, que es autor o 
partícipe de un hecho punible; y, 
 3) cuando por la apreciación de las circunstancias del 
caso particular,  existan hechos suficientes para suponer la exis-
tencia de peligro de fuga o la posible obstrucción por parte del 
imputado de un acto concreto de investigación423.  
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 243.- Peligro de 

fuga 

Para decidir acerca del peligro de fuga, se tendrán en 
cuenta las siguientes circunstancias: 
 1) la falta de arraigo en el país, determinado por el domi-
cilio, asiento de la familia, de sus negocios o trabajo y las facili-
dades para abandonar definitivamente el país o permanecer ocul-
to424; 
 2) la pena que podrá ser impuesta como resultado del 
procedimiento; 
 3) la importancia del perjuicio causado y la actitud que el 
imputado asume frente a él; y, 
 4) el comportamiento del imputado durante el procedi-
miento o en otro anterior del que se pueda inferir, razonablemen-
te, su falta de voluntad de sujetarse a la investigación o de some-
terse a la persecución penal. 

                                                           
422 CN, art. 19; CPP, arts. 112 pár. 1,   237, 238. 
423 CPP, arts. 243 y 244. 
424 CC, art. 52 y sgtes. 



CÓDIGO PROCESAL PENAL CONCORDADO 

 121 

 Estas circunstancias deberán mencionarse expresamente 
en la decisión judicial que disponga la prisión preventiva. 
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¡Error!Marcador no definido.Artículo 244.- Peligro de 

obstrucción 

Para decidir acerca del peligro de obstrucción de un acto 
concreto de investigación, se tendrá en cuenta, especialmente, la 
grave sospecha de que el imputado: 
 1) destruirá, modificará, ocultará, suprimirá o falsificará 
elementos de prueba; 
 2) influirá para que los coimputados, testigos o peritos 
informen falsamente o se comporten de manera desleal o reticen-
te; o425, 
 3) inducirá a otros a efectuar tales comportamientos. 
 Estos motivos sólo podrán servir de fundamento para la 
prisión preventiva del imputado hasta la conclusión del juicio. 

 
¡Error!Marcador no definido.Artículo 245.- Medidas al-

ternativas o sustitutivas de la prisión preventiva 
 
Siempre que el peligro de fuga o de obstrucción pueda 

ser evitado por la aplicación de otra medida menos gravosa para 
la libertad del imputado, el juez, de oficio, preferirá imponerle en 
lugar de la prisión preventiva, alguna de las alternativas siguien-
tes: 
 1) el arresto domiciliario, en su propio domicilio o en el 
de otra persona, bajo vigilancia o sin ella426; 
 2) la obligación de someterse a la vigilancia de una per-
sona o institución determinada, quien informará periódicamente 
al juez; 
 3) la obligación de presentarse periódicamente ante el 
juez o ante la autoridad que él designe; 
 4) la prohibición de salir del país, de la localidad en la 
cual resida o del ámbito territorial que fije el juez427; 
 5) la prohibición de concurrir a determinadas reuniones o 
de visitar determinados lugares; 

                                                           
425 CPP, arts. 202, 214. 
426 CPP, arts. 238, 259 num. 1. 
427 CN, art. 41; CC, art. 319 a). 
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 6) la prohibición de comunicarse con personas determi-
nadas, siempre que no se afecte el derecho a la defensa; y, 
  7) la prestación de una caución real adecuada, por el 
propio imputado o por otra persona, mediante depósito de dinero, 
valores, constitución de prenda o hipoteca, entrega de bienes428 o 
la fianza de una o más personas idóneas429. 
 El juez podrá imponer una o varias de estas alternativas, 
conjunta o indistintamente, según cada caso,  adoptando las medidas 
necesarias para asegurar su cumplimiento.  
 No se impondrán estas medidas contrariando su finali-
dad. Cuando el imputado no las pueda cumplir por una imposibi-
lidad material razonable, en especial, si se trata de persona de 
notoria insolvencia o disponga del beneficio de litigar sin gastos, 
no se le podrá imponer caución económica430. 
 En todos los casos, cuando sea suficiente que el imputa-
do preste juramento de someterse al procedimiento, se decretará 
la caución juratoria, antes que cualquiera de las demás medidas.   
 Las medidas que se dicten como alternativas a la prisión 
preventiva, o que las atenúen, cesarán automáticamente y de 
pleno derecho al cumplirse dos años desde que fueran efectiviza-
das, si en tal plazo no hubiese comenzado la audiencia del juicio. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 246.- Contenido 

del acta 
Antes de ejecutar las medidas alternativas o sustitutivas, 

el secretario labrará un acta que contenga: 
                                                           
428 Consultados los anteproyectistas Marcos Köhn y Roque Orrego 
acerca de qué se entiende por entrega de bienes, respondieron: “La 
entrega de bienes se constata en un acta material en que el tenedor del 
bien no lo posee como acreedor prendario sino como custodio, ínterin 
se cumpla con la medida adoptada por el juez. Evidentemente esta 
figura será utilizada para casos especiales donde la entrega de bienes 
sea suficiente caución real”. 
429 CPP, art. 257 pár. 3°; CC, arts. 1242, 2294,  2356. 
430 COJ, art. 74; CPC, art. 589 y sgtes.; Ley N° 669/95  “Que modifica 
los gravámenes específicos establecidos en la Ley N° 284/71, de Ta-
sas Judiciales”, art. 9 num. 6. 
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 1)  la notificación del imputado; 
 2) la identificación y domicilio de las personas que inter-
vengan en la ejecución de la medida, la aceptación de la función 
o de la obligación que se les asignó; 
 3) la indicación precisa de todas las circunstancias que 
puedan obligar al imputado a ausentarse por más de un día; 
 4) la indicación del domicilio procesal431; y, 
 5) la promesa formal del imputado de presentarse a las cita-
ciones que el juez le señale. 

 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 247.- Forma y 

contenido de las decisiones 

Las resoluciones que decreten la prisión preventiva, la 
internación o las medidas alternativas o sustitutivas, deberán 
contener: 
 1) los datos personales del imputado o los que sirvan 
para identificarlo432; 
 2) una sucinta enunciación del hecho o hechos que se 
atribuyen al imputado; 
 3) los fundamentos, indicando concretamente, todos los 
presupuestos que motivan la medida, en especial, la existencia  
de peligro de fuga o de obstrucción;  

4) el lugar o establecimiento donde deberá cumplirse; y, 
 5) la parte dispositiva, con clara expresión de las normas 
aplicables. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 248.- Carácter de 

las decisiones 

La resolución que imponga una medida cautelar, la re-
chace o sustituya, es revocable o reformable, aun de oficio, en 
cualquier estado del procedimiento, cuando hayan desaparecido 
sus presupuestos433. 

                                                           
431 CPP, art. 77. 
432 CPP, arts. 74 num.1, 76. 
433 CPP, arts. 234, 239, 260. 
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¡Error!Marcador no definido.Artículo 249.- Eximición 

de medidas cautelares 

El imputado podrá presentarse por sí o por medio de un 
abogado ante el juez, antes de la aplicación de la medida, por 
escrito o en forma oral, solicitando que se lo exima de la prisión 
preventiva o de las otras medidas cautelares. El juez resolverá de 
inmediato la petición en el caso que sea procedente.  
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 250.- Excarcela-
ción y revisión de medidas cautelares 

 
El juez, de oficio o a petición de parte, dispondrá la in-

mediata libertad del imputado cuando no concurran todos los 
presupuestos exigidos para el auto de prisión preventiva. 
 El juez examinará la vigencia de la medidas cautelares 
privativas de libertad cada tres meses, y en su caso, las sustituirá 
por otras menos gravosas atendiendo a la naturaleza del caso o 
dispondrá la libertad. 
 El imputado también podrá solicitar la revocación o sus-
titución434 de cualquier medida cautelar todas las veces que lo 
considere pertinente, sin perjuicio de la responsabilidad que con-
trae el defensor, cuando la petición sea notoriamente dilatoria o 
repetitiva. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 251.- Trámite de 

las revisiones 

El examen se efectuará en audiencia oral, que deberá 
convocarse dentro de las cuarenta y ocho horas, con citación de 
todas las partes; pero se la llevará a cabo con aquellas que concu-
rran. Finalizada la audiencia, el juez resolverá inmediatamente, 
ordenando lo que corresponda. 
 

                                                           
434 CPP, art. 248. 
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¡Error!Marcador no definido.Artículo 252.- Revocación 

de la prisión preventiva 

La prisión preventiva será revocada: 
 1) cuando nuevos elementos de juicio demuestren que no 
concurren los motivos que la fundaron o tornen conveniente su 
sustitución por otra medida; 
 2) cuando su duración supere o equivalga al mínimo de 
la pena prevista, considerando, incluso, la aplicación de reglas 
relativas a la suspensión a prueba de la ejecución de la condena; 
 3) cuando su duración exceda los plazos establecidos por 
este código; pero si se ha dictado sentencia condenatoria, podrá 
durar tres meses más, mientras se tramita el recurso; y, 
 4) cuando la restricción de la libertad del imputado ha 
adquirido las características de una pena anticipada o ha provo-
cado limitaciones que exceden las imprescindibles para evitar su 
fuga. 
 Vencido el plazo previsto en el inciso 3) en adelante no 
se podrá decretar una nueva medida cautelar, salvo la citación o 
conducción del imputado por medio de la fuerza policial al solo 
efecto de asegurar su comparecencia al juicio. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 253.- Apelación 

La resolución que disponga, modifique o rechace las me-
didas cautelares será apelable435. 
 La interposición del recurso no suspenderá el cumpli-
miento de la medida apelada. En estos casos el emplazamiento se 
hará por veinticuatro horas, luego de las cuales el juez remitirá 
inmediatamente las copias necesarias436. El tribunal de apelación 
resolverá, sin más trámite, dentro de los tres días siguientes de 
recibidas las actuaciones. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 254.- Trato 

                                                           
435 CPP, art. 461. 
436 CPP, art. 463. 
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El prevenido cumplirá la restricción de su libertad en es-
tablecimientos especiales y diferentes a los destinados para los 
condenados, o por lo menos, en lugares absolutamente separados 
de los dispuestos para estos últimos437. 
 El imputado, en todo momento, será tratado como ino-
cente que se encuentra en prisión preventiva al solo efecto de 
asegurar su comparecencia al procedimiento o el cumplimiento 
de la sanción.438 
  La prisión preventiva se cumplirá de tal manera que no 
adquiera las características de una pena, ni provoque otras limita-
ciones que las imprescindibles para evitar la fuga o la obstruc-
ción de la investigación, conforme a las leyes y reglamentos pe-
nitenciarios. 
 El juez de ejecución controlará el trato otorgado al pre-
venido439. Cuando constate que la prisión ha adquirido las carac-
terísticas de una pena anticipada, comunicará inmediatamente al 
juez penal del procedimiento, quien resolverá sin más trámite en 
el plazo de veinticuatro horas. 
 Todo permiso, salida o traslado lo autorizará el juez pe-
nal del procedimiento. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 255.- Internación 

El juez penal podrá ordenar la internación del imputado 
en un establecimiento asistencial cuando medien conjuntamente 
los siguientes requisitos: 
 1) la existencia de elementos de convicción suficientes 
para sostener razonablemente que el imputado es autor o partíci-
pe de un hecho punible; 
 2) la comprobación, por examen pericial, de que el impu-
tado sufre una grave alteración o insuficiencia de sus facultades 
mentales, que lo tornan peligroso para sí o para los terceros; y, 
                                                           
437 CN, art. 21 pár. 2; Ley N° 1/89 “Convención Americana sobre 
Derechos Humanos o Pacto de San José de Costa Rica”, art. 5 num. 4; 
“Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre”, art. 
XXV in fine.  
438 CPP, art. 4. 
439 CPP, art. 43. 
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 3) la existencia de indicios suficientes de que no se so-
meterá al procedimiento u obstruirá un acto concreto de investi-
gación. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 256.- Incomuni-

cación 

El juez penal podrá disponer la incomunicación del im-
putado por un plazo que no excederá las cuarenta y ocho horas y 
sólo cuando existan motivos graves para temer que, de otra ma-
nera, obstruirá un acto concreto de la investigación440. Esos mo-
tivos constarán en la decisión. 
 Esta resolución no impedirá que el imputado se comuni-
que con su defensor. Asimismo podrá hacer  uso de libros, reca-
dos de escribir y demás objetos que pida, con tal que no puedan 
servir como medio para eludir la incomunicación, y realizar actos 
civiles impostergables que no disminuyan su solvencia ni perju-
diquen el trámite del procedimiento. 
 El Ministerio Público podrá disponer la incomunicación 
del detenido sólo por un plazo que no excederá las seis horas, 
necesario para gestionar la orden judicial respectiva. 
 Estos plazos son improrrogables 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 257.- Cauciones 

El juez penal podrá fijar la clase e importe de la caución 
y decidirá sobre la idoneidad del fiador. 
 La caución podrá ser personal, real o juratoria. 
 La caución personal podrá otorgarla toda persona que 
tenga suficiente arraigo en propiedades raíces y tenga capacidad 
legal para contratar. 
    La caución real podrá constituirse mediante garantía real 
o depósito de sumas de dinero o valores razonables que fije el 
juez con relación al patrimonio del imputado que cubran las pe-
nas pecuniarias y el valor de las costas procesales. 

                                                           
440 CN, art. 12 num. 3. 
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 La caución juratoria la podrá otorgar el imputado cuando 
la naturaleza del hecho punible que se le atribuya, haga presumir 
que no burlará la acción de la justicia. 
 Cuando la caución sea prestada por otra persona, ella 
asumirá solidariamente441 con el imputado la obligación de pagar 
la suma que se le haya fijado. 
 Con autorización del juez, el imputado y el fiador podrán 
sustituir la caución por otra equivalente. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 258.- Ejecución 

de las cauciones 

En los casos de rebeldía442 o cuando el imputado se subs-
traiga de la ejecución de la pena,  se fijará un plazo no menor de 
cinco días para que comparezca al procedimiento o cumpla la 
condena impuesta.    Este emplazamiento será notificado al fia-
dor, advirtiéndole que si no comparece el imputado o no justifica 
estar impedido por fuerza mayor, la caución será ejecutada, con-
forme a lo previsto por este código. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 259.- Cancela-

ción de las cauciones 

La caución será cancelada y devueltos los bienes afecta-
dos, siempre que no hayan sido ejecutados con anterioridad: 
 1) cuando el imputado sea puesto en prisión preventiva o 
arresto domiciliario443; 
 2) cuando se revoque la decisión que impuso la caución; 
 3) cuando por resolución firme, se absuelva o se sobresea 
al imputado444; 
 4) cuando comience la ejecución de la pena privativa de 
libertad o se prescinda de ella; y, 

4)  con el pago de la multa impuesta en la sentencia445. 

                                                           
441 CC, art. 510. 
442 CPP, art. 82. 
443 CPP, art. 245 num. 1. 
444 CPP, art. 359. 
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TÍTULO III 

MEDIDAS CAUTELARES DE CARÁCTER REAL 
 
 Artículo 260. Medidas cautelares reales 

Las medidas cautelares de carácter real serán acordadas 
por el juez penal, a petición de parte, para garantizar la  reparación 
del daño446. 

                                                                                                                  
445 CP, art. 52 y sgtes; CPP, art. 498. 
446 CPP, art. 439 y sgtes. 
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El trámite y resolución se regirá por el Código Procesal 
Civil447. 
 

                                                           
447 CPC, art. 691 y sgtes.; Ley N° 890/81 “Que aprueba y ratifica la 
Convención Interamericana sobre cumplimiento de medidas cautelares 
de 1979”; Ley N° 619/95 “Que aprueba el Protocolo de Medidas Cau-
telares”; Ley N° 434/94 “Obligaciones en moneda extranjera”, art. 4°; 
Ley N° 608/95 “Que crea el sistema de matriculación y la cédula del 
automotor”,  art. 24. 
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LIBRO QUINTO 
COSTAS E INDEMNIZACIONES 

 
TÍTULO I 
COSTAS 

 
Artículo 261.- Imposición 

Toda decisión que ponga término al procedimiento o a 
un incidente, se pronunciará sobre el pago de las costas procesa-
les. 
 Estas serán impuestas a la parte vencida, salvo que el 
tribunal halle razón suficiente para eximirlas totalmente o impo-
nerlas en el orden causado448.  
 Si de las constancias del proceso resultare que el condenado 
es notoriamente insolvente, el juez o tribunal podrá ordenar el archivo 
de la causa sin reposición de sellado449. 
 

Artículo 262.- Exención 

Los representantes del Ministerio Público no serán con-
denados en costas, salvo los casos en que hayan incurrido en mal 
desempeño de sus funciones y sin perjuicio de la responsabilidad 
disciplinaria en que incurran. 
 

Artículo 263.- Contenido 

Las costas comprenderán: 
  

                                                           
448 CPC, art. 192. 
449 Consultados los anteproyectistas Marcos Köhn y Roque Orrego 
sobre cómo se realiza el archivo de la causa sin reposición de sellado, 
respondieron: “Estamos ante un arcaísmo, lo que la ley trata de asegu-
rar es que el condenado notoriamente insolvente no cargue con las 
costas del juicio, a través de la figura del archivo, puesto que cuando 
existe archivo de una causa son los órganos públicos quienes cargan 
con las costas (Ministerio Público u órganos jurisdiccionales)”. 
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1) los tributos judiciales450; 
 2) los gastos originados por la tramitación del procedi-
miento; y, 
 3) el pago de los honorarios, regulados conforme al aran-
cel de los abogados y demás profesionales que hayan intervenido 
en el procedimiento451. 

 

Artículo 264.- Condena 

Las costas serán impuestas al condenado en virtud de una 
sentencia definitiva452. 
 Si en una sola sentencia se pronuncian absoluciones y 
condenas, el tribunal establecerá el porcentaje que corresponde a 
cada uno de los responsables. Los condenados por un mismo 
hecho, responderán solidariamente por las costas453.   
 El precepto no regirá para la ejecución penal454 y para las 
medidas cautelares455. 
 

Artículo 265.- Absolución 

Cuando se haya demostrado fehacientemente la inocen-
cia del imputado en una sentencia absolutoria, las costas serán 
soportadas por el Estado456. 

 
Artículo 266.- Sobreseimiento definitivo y extinción 

de la acción penal 
 

                                                           
450 CN, art. 44; Ley N° 669/95 “Que modifica los gravámenes especí-
ficos establecidos en la Ley N° 284/71, de Tasas Judiciales; Ley N° 
1273/98 “Que modifica el artículo 12 de la Ley N° 669/95, de Tasas 
Judiciales”. 
451 Ley N° 1376/88 “Arancel de honorarios de abogados y procurado-
res”. 
452 CPP, art. 455. 
453 CC, art. 510. 
454 CPP, art. 490 y sgtes. 
455 CPP, art. 234 y sgtes. 
456 CN, art. 17 num. 11. 
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Para los casos de sobreseimiento definitivo y declaración 
de extinción de la acción penal regirá, analógicamente, el artículo 
anterior, salvo cuando la decisión se funde en la extinción de la 
acción por causa sobreviniente a la persecución ya iniciada, en 
cuyo caso el tribunal fijará los porcentajes que correspondan a 
los imputados y al Estado457. 

 

Artículo 267.- Sobreseimiento provisional y archivo 

Cuando la persecución penal no pueda proseguir, origi-
nando el archivo o el sobreseimiento provisional del procedi-
miento, cada parte y el Estado soportarán las costas en el orden 
causado458. 
 

Artículo 268.- Víctima y querellante adhesivo 

Cuando el querellante adhesivo haya participado en el 
procedimiento por medio de una acusación falsa o temeraria, el 
tribunal podrá imponerle total o parcialmente las costas459.   

La víctima que denunció el hecho soportará sus propios 
gastos, salvo que los deba soportar el condenado460. 
 Artículo 269. Incidentes y recursos 

Si se plantea un incidente o se interpone un recurso, las 
costas serán impuestas a quien lo interpuso o planteó, cuando la 
decisión le sea desfavorable; si triunfa, soportarán las costas 
quienes se hayan opuesto a su pretensión, en la proporción que 
fije el tribunal461. 
 Si nadie se opuso, cada parte soportará las costas que 
produjo su propia intervención. 
 
 Artículo 269.- Incidentes y recursos 

                                                           
457 CPP, art. 359. 
458 CPP, art. 362. 
459 CPP, arts. 69, 348. 
460 CPP, art. 67. 
461 CPC, art. 203. 
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 Si se plantea un incidente o se interpone un recurso, las 
costas serán impuestas a quien lo interpuso o planteó, cuando la 
decisión le sea desfavorable; si triunfa, soportarán las costas 
quienes se hayan opuesto a su pretensión, en la proporción que 
fije el tribunal. 
 Si nadie se opuso, cada parte soportará las costas que 
produjo su propia intervención. 
 

Artículo 270.- Acción privada 

En el procedimiento por hechos punibles de acción privada, 
las costas serán soportadas por el querellante autónomo en caso de 
absolución, sobreseimiento, desestimación o archivo y por el acusa-
do en caso de condena462. 
 Cuando se produzca la retractación del imputado, él so-
portará las costas.   
 En este caso, y en el de renuncia a la acción penal, el 
tribunal podrá decidir sobre las costas según el acuerdo al que 
hayan arribado las partes. 
 Cuando el querellante autónomo haya provocado el pro-
cedimiento por medio de una acusación falsa o temeraria, el tri-
bunal podrá imponerle total o parcialmente las costas463. 
 

Artículo 271.- Competencia 

Será competente para la liquidación de las costas el juez 
o el tribunal de sentencia, a través de uno solo de sus miembros, 
según corresponda464. 

La resolución será apelable. 
 

Artículo 272.- Liquidación y ejecución 

El secretario elaborará un proyecto de liquidación en el 
plazo de tres días, regulando conforme al arancel, los honorarios 
que correspondan a los abogados, peritos, traductores e intérpre-

                                                           
462 CPP, arts. 265, 359. 
463 CPC, art. 56. 
464 CPP, art. 41 num. 2. 
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tes, durante todo el transcurso del procedimiento, incluso los 
recursos de apelación y de casación465.  
 Presentado el proyecto, se pondrá de manifiesto en secre-
taría por el plazo de tres días, para que las partes se notifiquen y 
lo impugnen. 
 Con las impugnaciones o vencido el plazo el juez resol-
verá. 

 
TÍTULO II 

INDEMNIZACIÓN AL IMPUTADO 
 

Artículo 273.- Revisión 

Cuando a causa de la revisión del procedimiento, el con-
denado sea absuelto o se le imponga una pena menor,  será in-
demnizado en razón del tiempo de privación de libertad o por el 
tiempo sufrido en exceso466.  
 El precepto regirá, analógicamente, para el caso en que la 
revisión tenga por objeto una medida.  
 La multa o su exceso será devuelta467. 
 

Artículo 274.- Determinación 

El juez, al resolver la revisión, fijará de oficio, la indem-
nización, a razón del equivalente de un día multa por cada día de 
privación de libertad injusta. 
 Si el imputado acepta esta indemnización perderá el de-
recho de reclamarla ante los tribunales civiles; si no la acepta 
podrá plantear su demanda libremente conforme a lo previsto en 
la legislación civil. 
 

Artículo 275.- Medidas cautelares 

También corresponderá esta indemnización cuando la 
absolución o el sobreseimiento definitivo se basen en la inocen-
                                                           
465 Ley N° 1376/88 “Arancel de honorarios de abogados y procurado-
res”. 
466 CN, art. 17 num. 11. 
467 CPP, art. 488. 
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cia del imputado y éste haya sufrido privación de libertad durante 
el procedimiento468. 
 

Artículo 276.- Obligación 

El Estado estará siempre obligado al pago de la indemni-
zación, sin perjuicio de su derecho de repetir contra algún otro 
obligado. Para ello, el tribunal podrá imponer la obligación soli-
daria, total o parcialmente, a quienes hayan contribuido dolosa-
mente o por culpa grave al error judicial469. 

En el caso de las medidas cautelares sufridas injustamen-
te, el tribunal podrá imponer la obligación, total o parcialmente, 
al denunciante o al querellante que haya declarado falsamente 
sobre los hechos470. 
 

Artículo 277.- Indulto o ley más benigna 

La aplicación de una ley posterior más benigna, una am-
nistía o un indulto, no habilitarán la indemnización aquí regula-
da471. 
 

Artículo 278.- Muerte de derechohabiente 

Si quien tiene derecho a la reparación ha muerto, sus su-
cesores podrán cobrar la indemnización472. 
 

                                                           
468 CN, art. 11; CPP, art. 242. 
469 CN, art. 17 num. 11. 
470 CPP, arts. 288, 295. 
471 CN, art. 202 num. 18, 230 num. 10; CPP, arts. 481 num. 5, 499, 
500; Ley N° 1285/98 “Del indulto”. 
472 CC, arts. 2443, 2444. 
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SEGUNDA PARTE 
PROCEDIMIENTOS 

 
LIBRO PRIMERO 

PROCEDIMIENTO ORDINARIO 
 

TÍTULO I 
ETAPA PREPARATORIA 

 
CAPÍTULO I 

NORMAS GENERALES 
 

Artículo 279.- Finalidad 

La etapa preparatoria tendrá por objeto comprobar, me-
diante las diligencias conducentes al descubrimiento de la ver-
dad, la existencia de hecho delictuoso, individualizar a los auto-
res y particulares, recolectar los elementos probatorios que per-
mitan fundar, en su caso, la acusación fiscal o del querellante así 
como la defensa del imputado, y verificar las condiciones perso-
nales, antecedentes y estado psíquico del imputado473. 
 El Ministerio Público474 tendrá a su cargo la investiga-
ción de todos los hechos punibles de acción pública y actuará en 
todo momento con el auxilio de la Policía Nacional475 y de la 
Policía Judicial476. 
  

Artículo 280.- Alcance de la investigación 

Es obligación del Ministerio Público extender la investi-
gación no sólo a las circunstancias de cargo sino también a las 
que sirvan para descargo del imputado, procurando recoger con 

                                                           
473 CPP, arts. 69, 74 num. 1, 97,  291. 
474 CN, art. 266; CPP, art. 52; COJ, art. 61. 
475CN, art. 175; CPP, art. 58 y sgtes.; Ley N° 222/93 “Orgánica de la 
Policía Nacional”; Ley Orgánica del Ministerio Público, art. 20 y 
sgtes. 
476 CN, art. 272; CPP, arts. 62 al 66. 
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urgencia los elementos probatorios y actuando en todo momento 
conforme a un criterio objetivo. 

 

Artículo 281.- Cuaderno de investigación 

El Ministerio Público formará un cuaderno de investiga-
ción de cada caso reuniendo los actos y elementos de convicción, 
sus presentaciones por escrito y las que le presenten las partes, 
así como todos los otros documentos propios de su actuación o 
que sean necesarios para preparar la acusación, siguiendo sola-
mente criterios de orden y utilidad.  
 Dicho cuaderno será numerado y constará en un registro 
público donde se consignarán los datos del fiscal a cargo de la 
investigación477. 
 En los casos de anticipo jurisdiccional de prueba el juez 
determinará en cada caso si las actas quedarán en poder del Mi-
nisterio Público o en el expediente judicial. 
 Salvo las actas señaladas en el párrafo anterior y los otros 
elementos de prueba que este código autoriza introducir al juicio 
por su lectura, las actuaciones del cuaderno de investigación no 
tendrán valor probatorio para fundar la condena del acusado478. 
 

Artículo 282.- Control judicial  

Las actuaciones de investigación del Ministerio Público, 
la Policía Nacional y la Policía Judicial se realizarán siempre 
bajo control judicial.  
 A los jueces penales les corresponderá realizar los antici-
pos jurisdiccionales de prueba, resolver los incidentes, excepcio-
nes y demás peticiones de las partes, otorgar autorizaciones y, en 
general, controlar el cumplimiento de todos los principios y ga-
rantías establecidos en la Constitución, en el Derecho Interna-
cional vigente y en este código479.  
                                                           
477 Según información suministrada por los anteproyectistas Marcos 
Köhn y Roque Orrego, existe este registro público, a cargo del Minis-
terio Público.  
478 CPP, art. 351 in fine. 
479 CPP, art. 42. 



CÓDIGO PROCESAL PENAL CONCORDADO 

 141 

 Los fiscales no podrán realizar actos propiamente juris-
diccionales y los jueces, salvo las excepciones expresamente 
previstas por este código, no podrán realizar actos de investiga-
ción que comprometan su imparcialidad. 
 

Artículo 283.- Expediente judicial 

Durante la etapa preparatoria, los jueces penales llevarán 
un expediente de actuaciones perfectamente individualizado, en 
el que se incluirán solamente las presentaciones de las partes, sus 
propias resoluciones y las actas de anticipos de prueba que deci-
dan conservar en su poder. Se evitará, especialmente, conservar 
en ese expediente, notificaciones, citaciones, presentaciones de 
mero trámite o cualquier clase de escritos de menor importan-
cia480. 
 Los secretarios establecerán el modo de conservar las 
diligencias de notificación, citación o trámite que puedan revestir 
algún interés481. 

 
CAPÍTULO II 

ACTOS INICIALES 
 

SECCIÓN I 
DENUNCIA 

 
¡Error!Marcador no definido.Artículo 284.- Denuncia 

 Toda persona que tenga conocimiento de un hecho pu-
nible de acción pública, podrá denunciarlo ante el Ministerio 
Público o la Policía Nacional482. Cuando la acción penal dependa 
de instancia privada sólo podrá denunciar quien tenga derecho a 
instar de acuerdo con las disposiciones del Código Penal483.  
 

                                                           
480 CPP, art. 42. 
481 CPP, art. 45. 
482 CP, art. 291. 
483 CPP, art. 16; CP, art. 97. 
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¡Error!Marcador no definido.Artículo 285.- Forma y 

contenido  

La denuncia podrá presentarse en forma escrita o verbal, 
personalmente o por mandatario. Cuando sea verbal se extenderá 
un acta; en la denuncia por mandato será necesario un poder es-
pecial484. 
 En ambos casos, el funcionario que la reciba comprobará 
y dejará constancia de la identidad y domicilio del denunciante. 
 La denuncia contendrá, en lo posible, el relato circuns-
tanciado del hecho, con indicación de los autores y partícipes, 
perjudicados, testigos y demás elementos probatorios que puedan 
conducir a su comprobación y calificación legal. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 286.- Obligación 

de denunciar   

Tendrán obligación de denunciar los hechos punibles de 
acción pública485: 
 1) los funcionarios y empleados públicos que conozcan 
el hecho en ejercicio de sus funciones486; 
 2) los médicos, farmacéuticos, enfermeros, y demás per-
sonas que ejerzan cualquier rama de las ciencias médicas, siem-
pre que conozcan el hecho en el ejercicio de su profesión u oficio 
y que éste no le haya sido confiado bajo secreto profesional487; y, 
 3) las personas que por disposición de la ley, de la auto-
ridad, o por algún acto jurídico, tengan a su cargo el manejo, la 
administración, el cuidado o control de bienes o intereses de una 
institución, entidad o persona, respecto de los hechos punibles 
cometidos en perjuicio de éste o de la masa o patrimonio puesto 
bajo su cargo o control, siempre que conozcan del hecho por el 
ejercicio de sus funciones488. 

                                                           
484 CC, art. 884. 
485 Código de la Niñez y la Adolescencia, art. 5. 
486 CN, art. 101; Ley N° 200/70, art. 2. 
487 CPP, art. 194 num. 3; CP, art. 147 inc. 1° num. 1 a). 
488 CP, arts. 147 inc. 1° num. 2, 148, 149, 315. 
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 En todos estos casos, la denuncia dejará de ser obligato-
ria si razonablemente arriesga la persecución penal propia, del 
cónyuge, conviviente o pariente dentro del cuarto grado de con-
sanguinidad o por adopción, o segundo de afinidad489, o cuando 
los hechos fueron conocidos bajo secreto profesional490. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 287.- Exonera-

ción de denunciar   

Nadie estará obligado a denunciar cuando fuere su cón-
yuge, conviviente, ascendiente, descendiente, hermano, adoptan-
te o adoptado, a menos que el hecho punible haya sido ejecutado 
en perjuicio del denunciante o contra las personas que legalmente 
represente, o contra una persona cuyo parentesco sea igual o más 
próximo491. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 288.- Participa-

ción y responsabilidad   

El denunciante no será  parte en el procedimiento y no 
incurrirá en responsabilidad alguna, salvo cuando las imputacio-
nes sean falsas o la denuncia haya sido temeraria492.  
 Cuando el juez califique a la denuncia como falsa o te-
meraria le impondrá al denunciante el pago de las costas493. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 289.- Denuncia 

ante la policía 

Cuando la denuncia sea presentada ante la Policía Nacio-
nal, ésta informará dentro de las seis horas al Ministerio Público 

                                                           
489 CN, art. 18. 
490 CP, art. 147. 
491 CN, art. 18. 
492 CP, arts. 289, 291. 
493 CPP, art. 261. 
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y al juez, y comenzará la investigación preventiva conforme a lo 
dispuesto en la Sección III de este Capítulo494.  
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 290.- Denuncia 

ante el Ministerio Público 

El Ministerio Público, al recibir una denuncia o recibir, 
por cualquier medio, información fehaciente sobre la comisión 
de un hecho punible, organizará la investigación conforme a las 
reglas de este código, requiriendo el auxilio inmediato de la Poli-
cía Nacional, salvo que realice la pesquisa a través de la Policía 
Judicial. En todos los casos informará al juez del inicio de las 
investigaciones dentro de las seis horas. 
 

SECCIÓN II 
QUERELLA 

 
¡Error!Marcador no definido.Artículo 291.- Querella 

La querella adhesiva495 o autónoma496, según el caso, se 
presentará por escrito, ante el juez penal, y contendrá: 
             1) los datos personales del querellante, el documento que 

acredite su identidad, los datos del representado en su 
caso, y los del abogado patrocinante; 

 2) el domicilio real497 y el domicilio procesal498; 
             3) en el caso de las personas jurídicas, la razón social, el 

domicilio y los datos personales de su representante 
legal499; 

4) el relato circunstanciado del hecho, sus antecedentes 
o consecuencias conocidas, si es posible, con la in-
dicación de los autores, partícipes, perjudicados y 
testigos; 

                                                           
494 Ley Orgánica del Ministerio Público, art. 20 y sgtes. 
495 CPP, arts. 69, 348. 
496 CPP, art. 349. 
497 CC, art. 58. 
498 CPC, art. 47. 
499 CC, art. 96. 
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5) el detalle de los datos o elementos de prueba; y, 
6) la prueba documental o la indicación del lugar donde 

se encuentra. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 292.- Trámite y 

decisión.  

El juez admitirá o rechazará la querella y notificará su 
decisión al imputado, y al Ministerio Público, según el caso. 
 Si falta alguno de los requisitos previstos en el artículo 
anterior, ordenará que se complete dentro del plazo de tres días. 
 Las partes se podrán oponer a la admisión del querellan-
te, mediante las excepciones correspondientes500. 
 La resolución que rechaza la querella es apelable. 
 

Artículo 293.- Oportunidad 

La querella deberá presentarse antes de que el Ministerio 
Público concluya la investigación. Si se presenta en la fecha pre-
vista para la acusación, deberá cumplir con todos los requisitos 
previstos para la acusación fiscal.  
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 294.- Desisti-

miento y abandono 

El querellante podrá desistir o abandonar su querella en 
cualquier momento del procedimiento501.   
 En ese caso, tomará a su cargo las costas propias y que-
dará sujeto a la decisión general. 
 Se considerará que ha abandonado la querella: 
 1) cuando, citado a prestar declaración testimonial, no 
concurra sin justa causa; 
 2)  cuando no acuse o no asista a la audiencia preliminar 
sin justa causa;  

                                                           
500 CPP, art. 329. 
501 CPP, art. 25 num. 8. 
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 3)  cuando no ofrezca prueba para fundar su acusación; 
y, 
 4) cuando no concurra al juicio o se ausente de él sin 
autorización del tribunal. 
 El abandono será declarado de oficio o a petición de 
cualquiera de las partes.  
 La resolución será apelable502. 

El desistimiento y el abandono impedirán toda posterior 
persecución por parte del querellante, en virtud del mismo hecho 
que constituyó el objeto de su querella y con relación a los impu-
tados que participaron en el procedimiento. 
 

                                                           
502 CPP, art. 461. 
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¡Error!Marcador no definido.Artículo 295.- Responsa-

bilidad 

El querellante contraerá responsabilidad personal cuando 
falsee los hechos o litigue con temeridad. 
 

SECCIÓN III 
INTERVENCIÓN POLICIAL PRELIMINAR 

 
¡Error!Marcador no definido.Artículo 296.- Diligencias 

preliminares   

Los funcionarios y agentes de la Policía Nacional que 
tengan noticia de un hecho punible de acción pública, informarán 
dentro de las seis horas de su primera intervención, al Ministerio 
Público y al juez. 
 Bajo la dirección y control del fiscal encargado de la 
investigación, practicarán las diligencias preliminares para reunir 
o asegurar con urgencia los elementos de convicción y evitar la 
fuga u ocultación de los sospechosos.  
 Actuarán analógicamente cuando el Ministerio Público 
les encomiende una investigación preventiva503. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 297.- Facultades 
La Policía Nacional tendrá las facultades siguientes, sin 

perjuicio de otras establecidas en la Constitución504 y en las leyes 
especiales505: 
 1) recibir las denuncias escritas o redactar el acta de las 
verbales, así como tomar declaraciones a los denunciantes; 
 2) recibir declaraciones sucintas de quienes hayan pre-
senciado la comisión de los hechos e identificarlos correctamen-
te; 
 3) practicar las diligencias orientadas a la individualiza-
ción física de los autores y partícipes del hecho punible; 

                                                           
503 Ley Orgánica del Ministerio Público, arts. 20 al 27. 
504 CN, art. 175. 
505 Ley N° 222/93 “Orgánica de la Policía Nacional”. 
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 4) recabar los datos que sirvan para la identificación del 
imputado y a estos efectos, podrá interrogar al indiciado sobre las 
circunstancias relacionadas al hecho investigado a fin de adoptar 
las medidas urgentes y necesarias; 
 5) aprehender a los presuntos autores y partícipes con-
forme a lo previsto por este código506; 
 6) practicar el registro de las personas, así como prestar 
el auxilio que requieran las víctimas y proteger a los testigos;  
 7) vigilar y proteger el lugar de los hechos a fin de que 
no sean borrados los vestigios y huellas del hecho punible; 
 8) levantar planos, tomar fotografías, realizar grabacio-
nes en video y demás operaciones técnicas o científicas; 
 9) recoger y conservar los objetos e instrumentos rela-
cionados con el hecho punible; 
           10) incautar los documentos, libros contables, fotografías 
y todo elemento material que pueda servir a la investigación, 
previa autorización judicial. Los funcionarios de la Policía Na-
cional no podrán abrir la correspondencia que secuestre, la que 
remitirá intacta al Ministerio Público507; 
       11) custodiar, bajo inventario, los objetos que puedan ser 
secuestrados; y, 
           12) reunir toda la información de urgencia que pueda ser 
útil al Ministerio Público. 
 El imputado y su defensor podrán intervenir en todas las 
diligencias practicadas por la Policía Nacional y tendrán acceso a 
todas las investigaciones realizadas, conforme a lo previsto por 
este código, salvo cuando se  hallen bajo reserva, según lo esta-
blecido en la ley508. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo  298.- Principios 

básicos de actuación 

Los oficiales y agentes de la Policía deberán aprehender 
o detener a los imputados509, en los casos que este código autori-
                                                           
506 CPP, art. 239. 
507 CN, art. 36; CPP, arts. 198, 199, 200. 
508 CN, art. 17 num. 7, 10; CPP, art. 323. 
509 CPP, arts. 239, 240. 
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za, cumpliendo estrictamente con los siguientes principios bási-
cos de actuación: 
 1) hacer uso de la fuerza sólo cuando sea estrictamente 
necesaria y en la proporción que lo requiera la ejecución de la 
detención; 
     2) no utilizar armas, excepto cuando haya resistencia que 
ponga en peligro la vida o la  integridad física de personas, o con 
el propósito de evitar la comisión de otro hecho punible, dentro 
de las limitaciones a que se refiere el inciso anterior. En caso de 
fuga, las armas sólo se utilizarán cuando resulten insuficientes 
medidas menos extremas para lograr la detención del imputado y 
previa advertencia sobre su utilización; 
 3) no infligir, instigar o tolerar ningún acto de tortura o 
tormento u otros tratos o castigos crueles, inhumanos o degradan-
tes, tanto en el momento de la captura como durante el tiempo de 
la detención510; 
 4) no permitir que los detenidos sean presentados a nin-
gún medio de comunicación social, sin el expreso consentimiento 
de aquéllos, el que se otorgará en presencia del defensor, previa 
consulta, y se hará constar en las diligencias respectivas; 
 5) identificarse, en el momento de la captura, como auto-
ridad policial y cerciorarse de la identidad de la persona o perso-
nas contra quienes procedan. La identificación de la persona a 
detener no se exigirá en los casos de flagrancia; 
 6) informar a la persona en el momento de la detención 
de todos los derechos del imputado511; 
 7) comunicar al momento de efectuarse la detención, a 
los parientes u otras personas relacionadas con el imputado, el 
establecimiento al cual será conducido512; y, 
 8) asentar el lugar, día y hora de la detención en un regis-
tro inalterable. 
 

                                                           
510 CN, art. 5; CP, art. 309. 
511 CN, art. 12. 
512 CN, art. 12, num. 2. 
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¡Error!Marcador no definido.Artículo 299.- Formalida-

des 

La Policía Nacional formará un archivo individualizado, 
en el que documentará sus actos y reunirá toda la información  
disponible. En él deberá constar los datos personales del oficial a 
cargo de la intervención policial, los datos personales de todas 
las personas que actuaron en ella y las que brindaron informa-
ción, así como cualquier circunstancia de interés para la investi-
gación513.  
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 300.- Remisión 

de actuaciones 

Concluidas las diligencias preliminares las actuaciones 
policiales y los objetos incautados serán remitidos al Ministerio 
Público, a más tardar, a los cinco días de iniciada la intervención 
policial. 
 El Ministerio Público podrá solicitar las actuaciones en 
cualquier momento o autorizar, por única vez, una prórroga de 
cinco días para su conclusión y remisión514. 
 

CAPÍTULO III 
REQUERIMIENTO FISCAL Y ACTA DE IMPUTACIÓN 

 
¡Error!Marcador no definido.Artículo 301.- Requeri-

miento fiscal 

Recibidas las diligencias de la intervención policial o 
realizadas las primeras investigaciones y según el curso de la 
misma,  el fiscal formulará su requerimiento ante el juez penal o 
el juez de paz, según el caso. 
  Podrá solicitar: 

                                                           
513 Ley Orgánica del Ministerio Público, art. 22 num. 8. 
514 Ley Orgánica del Ministerio Público, art. 27. 
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 1) la desestimación de la denuncia, querella o de las ac-
tuaciones policiales en las condiciones del artículo 305 del este 
código; 
 2) la aplicación de criterios de oportunidad que permitan 
prescindir de la persecución penal cuando se den los supuestos 
previstos en el artículo 19 de este código; 
 3) la suspensión condicional del procedimiento, confor-
me a los presupuestos del artículo 21 de este código; 
 4) la realización de un procedimiento abreviado, según lo 
dispuesto en el artículo 420 de este código; 
 5) se lleve a cabo una audiencia de conciliación, en los 
términos del artículo 311 de este código; y 
 6) la notificación del acta de imputación.  

¡Error!Marcador no definido.Artículo 302.- Acta de im-

putación 

Cuando existan suficientes elementos de sospecha sobre 
la existencia del hecho y la participación del imputado, el agente 
fiscal interviniente formulará la imputación en un acta por la cual 
se informará al juez penal competente. En la que deberá: 
 1) identificar al imputado o individualizarlo correcta-
mente si todavía no pudo ser identificado; 
 2) describir sucintamente el hecho o los hechos que se le 
imputan; y, 
 3) indicar el tiempo que estima que necesitará para for-
mular la acusación dentro del plazo máximo establecido para la 
etapa preparatoria515. 
 

Artículo 303.- Notificación 

El juez penal al tomar conocimiento del acta de imputa-
ción, tendrá por iniciado el procedimiento, realizando los regis-
tros pertinentes, notificando la misma a la víctima y al imputado.  
En la notificación el juez indicará además, la fecha exacta en la 
que el fiscal deberá presentar su acusación, dentro del plazo 

                                                           
515 CPP, arts. 324, 325, 326. 



SEGUNDA PARTE. LIBRO PRIMERO: PROCEDIMIENTO ORDINARIO 

 152 

máximo previsto para la etapa preparatoria516; considerando un 
plazo prudencial en base a la naturaleza del hecho. 
 Se dispondrá copia de la misma al fiscal interviniente a 
los efectos de su notificación. 
 

Artículo 304.- Medidas cautelares 

El acta de imputación no implicará necesariamente la 
aplicación de una medida cautelar.  El fiscal cuando lo considera 
pertinente, requerirá al juez penal la aplicación de cualquiera de 
las medidas cautelares dispuestas, de conformidad a las reglas de 
este código. 
 Sin embargo, no se podrá solicitar ni aplicar una medida 
cautelar si no existe previamente un acta de imputación funda-
da517. 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 305.- Desestima-

ción 

El Ministerio Público solicitará al juez, mediante reque-
rimiento fundado, la desestimación de la denuncia, la querella o 
las actuaciones policiales,  cuando sea manifiesto que el hecho 
no constituye hecho punible, o cuando exista algún obstáculo 
legal para el desarrollo del procedimiento. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 306.- Efectos 

La resolución que ordena la desestimación no podrá ser 
modificada mientras no varíen las circunstancias que la funda-
mentan o se mantenga el obstáculo que impide el desarrollo del 
procedimiento. 
 El juez, al resolver la desestimación, devolverá las actua-
ciones al Ministerio Público, quien organizará el archivo de las 
causas desestimadas.  
 Si el juez no la admite ordenará que prosiga la inves-
tigación y formule un nuevo requerimiento de conformidad a lo 
dispuesto por el artículo 314 de este código. 
                                                           
516 CPP, arts. 324, 325, 326. 
517 CPP, art. 234 y sgtes. 
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 La resolución que admita la desestimación será apela-
ble518. 
 
  ¡Error!Marcador no definido.Artículo 307.- Oportuni-

dad 

Cuando la ley permita la aplicación de criterios de opor-
tunidad para prescindir del ejercicio de la acción pública o para 
hacerla cesar, el Ministerio Público podrá solicitar la resolución 
al juez, quien decidirá declarando extinguida la acción penal519 o 
suspendiendo el procedimiento, según el caso520. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 308.- Suspensión 
condicional del procedimiento 

 
Cuando la ley lo permita, el imputado o el Ministerio 

Público, acreditando el consentimiento de aquél, podrá solicitar 
la suspensión condicional del procedimiento521. 
 El juez oirá al imputado y decidirá inmediatamente acer-
ca de la suspensión y,  en caso de concederla, especificará las 
instrucciones y reglas que deberá cumplir. En caso contrario 
ordenará la continuación del procedimiento, por la vía que co-
rresponda. 
 El control del cumplimiento de las reglas estará a cargo 
del juez de ejecución, quien también resolverá sobre su revoca-
ción522. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 309.- Obligación 
de asegurar elementos probatorios 

 
La solicitud de suspensión condicional del procedimiento 

o de la aplicación de criterios de oportunidad no eximirán al Mi-

                                                           
518 CPP, art. 461 num. 5. 
519 CPP, art. 25. 
520 CPP, art. 19. 
521 CPP, art. 21 y sgtes. 
522 CPP, art. 43. 
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nisterio Público de la obligación de realizar las diligencias que 
permitan asegurar los elementos de prueba imprescindibles. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 310.- Procedi-

miento abreviado 

Cuando el Ministerio Público solicite la aplicación del 
procedimiento abreviado se procederá conforme con lo estable-
cido en el Libro Segundo de este Código523. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 311.- Concilia-

ción 

En los casos en que este código o las leyes especiales au-
toricen la extinción de la acción penal por la reparación del daño, 
el Ministerio Público podrá solicitar que se convoque a una au-
diencia de conciliación. 
  

                                                           
523 CPP, arts. 420, 421. 
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El juez convocará a una  audiencia a las partes dentro de 
los cinco días y, en su caso, homologará los acuerdos y declarará 
extinguida la acción penal524. 

 
¡Error!Marcador no definido.Artículo 312.-  Requeri-

miento ante el juez de paz 

En los casos en los que el Ministerio Público solicite la 
desestimación525, la aplicación de criterios de oportunidad526, la  
conciliación527, la suspensión condicional del procedimiento528, 
el procedimiento abreviado529, podrá formular su requerimiento 
ante el juez de paz, quien procederá conforme a lo establecido en 
el procedimiento especial previsto en el Libro Segundo de este 
Código. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 313.- Archivo fis-

cal 

Si no se ha podido individualizar al imputado, el Ministe-
rio Público podrá disponer por sí mismo, fundadamente, el archi-
vo de las actuaciones.  La investigación podrá ser reabierta en 
cualquier momento y el plazo para formular el requerimiento 
fiscal se computará desde la reapertura de la causa.  
 El archivo se notificará a la víctima que haya realizado la 
denuncia y solicitado ser informada y ella podrá objetar el archi-
vo ante el juez penal, solicitando una ampliación de la investi-
gación, indicando los medios de prueba practicables o in-
dividualizando al imputado. 
 Si el juez admite la objeción ordenará que prosiga la 
investigación. 
 

                                                           
524 CPP, arts. 44 num. 5, 301 num. 5, 353 num. 10, 409 num. 6. 
525 CPP, art. 305. 
526 CPP, art. 19. 
527 CPP, art. 311. 
528 CPP, art. 21. 
529 CPP, art. 420. 
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¡Error!Marcador no definido.Artículo 314.- Oposición 

del juez 

Cuando el juez no admita lo solicitado por el fiscal en el 
requerimiento, le remitirá nuevamente las actuaciones para que 
modifique su petición en el plazo máximo de diez días530.  
 Si el fiscal ratifica su requerimiento y el juez insiste en 
su oposición se enviarán las actuaciones al Fiscal General del 
Estado, o al fiscal superior que él haya designado, para que peti-
cione nuevamente o ratifique lo actuado por el fiscal inferior531.  
 Cuando el Ministerio Público insista en su solicitud, el 
juez deberá resolver conforme a lo peticionado, sin perjuicio de 
la impugnación de la decisión por el querellante o la víctima, en 
su caso. 

 
CAPÍTULO IV 

ACTOS DE INVESTIGACIÓN 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 315.- Investiga-

ción fiscal 

Cuando el Ministerio Público, de oficio, tenga conoci-
miento de un supuesto hecho punible, por cualquier medio feha-
ciente, o por denuncia, querella, intervención policial preliminar,  
impedirá que el mismo produzca consecuencias, promoverá y 
                                                           
530 CPP, art. 306. 
531 Consultados los anteproyectistas Marcos Köhn y Roque Orrego 
sobre qué se entiende por fiscal superior e inferior, respondieron: “Los 
principios de jerarquía y de unidad que presiden las actuaciones del 
Ministerio Público, garantizan una política persecutoria penal que 
favorezca el cumplimiento de los objetivos del sistema penal. A dife-
rencia del poder jurisdiccional, el Ministerio Público se encuentra 
jerárquicamente organizado, por lo que para su nueva organización el 
Fiscal General del Estado ha dispuesto que el país sea dividido en diez 
regiones fiscales, en las cuales podrá designar un Fiscal Coordinador, 
que ejerza funciones jurisdiccionales de control y tareas administrati-
vas; es ante este Fiscal Coordinador que se deberán presentar la oposi-
ción en las diversas regiones del país”. 



CÓDIGO PROCESAL PENAL CONCORDADO 

 157 

dirigirá su investigación, con el auxilio directo de la Policía Na-
cional o de la Policía Judicial532. 
 El Ministerio Público investigará para tratar de fundar la 
solicitud de apertura a juicio, pero se abstendrá de acusar cuando 
no encuentre fundamento para ello o los elementos que haya 
recogido no sean suficientes para lograr una condena. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 316.- Facultades 

del Ministerio Público 

El Ministerio Público practicará todas las diligencias y 
actuaciones de la etapa preparatoria que no precisen autorización 
judicial ni tengan contenido jurisdiccional. 
 El Ministerio Público podrá exigir informaciones de 
cualquier funcionario o empleado público, emplazándolos con-
forme a las circunstancias del caso. 
 Todas las autoridades públicas están obligadas a colabo-
rar con la investigación, según sus respectivas competencias y a 
cumplir las solicitudes o pedidos de informes que se realicen 
conforme a la ley533. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 317.- Participa-

ción en los actos 

El Ministerio Público permitirá la presencia de las partes 
en los actos que practique, velando que su participación no obs-
truya el desarrollo de las actividades534.  
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 318.- Proposición 

de diligencias 

Cualquiera de las partes podrá proponer diligencias en 
cualquier momento de la investigación. El Ministerio Público 
deberá realizarlas si las considera pertinentes y útiles, debiendo 
                                                           
532 CPP, art. 52; Ley Orgánica del Ministerio Público, art. 13. 
533 CN, art. 128. 
534 CN, art. 17 num. 10. 
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hacer constar las razones de su negativa, a los efectos que ulte-
riormente correspondan.  
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 319.- Conflicto 

de competencia 

El trámite de un conflicto de competencia no eximirá al 
Ministerio Público del deber de practicar los actos de investiga-
ción. 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 320.- Anticipo 

jurisdiccional de prueba535 

Cuando sea necesario practicar un reconocimiento, re-
construcción, inspección o pericia, que por su naturaleza y carac-
terísticas deben ser considerados como actos definitivos e irre-
producibles, o cuando deba recibirse una declaración que, por 
algún obstáculo difícil de superar, se presuma que no podrá 
hacerse durante el juicio, el Ministerio Público o cualquiera de 
las partes podrá requerir al juez que lo realice. 
 El juez practicará el acto, si lo considera admisible, ci-
tando a todas las partes, quienes tendrán derecho de asistir, con 
las facultades y obligaciones previstas por este código536. 
 Si el juez rechaza el requerimiento, se podrá acudir direc-
tamente al tribunal de apelación, que deberá resolver sin más 
trámite y de inmediato, ordenando la realización del acto, si lo 
considera admisible. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 321.- Urgencia 

Cuando no se haya individualizado al imputado o cuando 
alguno de los actos previstos en el artículo anterior sea de extre-
ma urgencia, el Ministerio Público podrá requerir verbalmente la 
intervención del juez y éste practicará el acto prescindiendo de 
las citaciones previstas, designando un defensor de oficio para 
que controle el acto. 

                                                           
535 CPC, arts. 270 al 275. 
536 CPP, art. 282 pár. 2. 
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¡Error!Marcador no definido.Artículo 322.- Carácter de 

las actuaciones 

La etapa preparatoria no será pública para los terceros. 
Las actuaciones sólo podrán ser examinadas por las partes, direc-
tamente o a través de sus representantes537. 
 El Ministerio Público podrá disponer las medidas razona-
bles y necesarias para proteger y aislar indicios de prueba en los 
lugares donde se investigue un hecho punible, a fin de evitar la 
desaparición o destrucción de rastros, evidencias y otros elemen-
tos materiales538. 
 Los abogados que invoquen un interés legítimo serán 
informados por el Ministerio Público sobre el estado de la inves-
tigación y sobre los imputados o detenidos que existan,  con el 
fin de que puedan discernir la aceptación del caso. 
 Las partes y los funcionarios que participen de la investi-
gación y las demás personas que por cualquier motivo tengan 
conocimiento de las actuaciones cumplidas, tendrán la obligación 
de guardar secreto. 
  El incumplimiento de esta obligación será considerado 
falta grave y podrá ser sancionada conforme a las disposiciones 
previstas en este código o en los reglamentos disciplinarios539. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 323.- Reserva de 

las actuaciones 

El Ministerio Público podrá solicitar al juez, sólo una 
vez, la reserva parcial de las actuaciones por un plazo que no 
podrá exceder los diez días corridos, siempre que sea imprescin-
dible para la eficacia de un acto durante la investigación.  La 
reserva de las actuaciones establecidas en este código, sólo podrá 

                                                           
537 CPP, art. 92. 
538 CPP, art. 56. 
539 CP, arts. 147 inc. 1° num. 2, 315. 
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ser invocada a beneficio de la investigación y nunca en perjuicio 
del ejercicio de la defensa540. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 324.- Duración 

El Ministerio Público deberá finalizar la investigación, 
con la mayor diligencia, dentro de los seis meses de iniciado el 
procedimiento y deberá acusar en la fecha fijada por el juez. 
  

¡Error!Marcador no definido.Artículo 325.- Prórroga 

ordinaria 

Si no ha transcurrido el plazo máximo de la etapa prepa-
ratoria y el Ministerio Público necesita de una prórroga para acu-
sar, podrá solicitarla, por única vez, al juez, quien resolverá pre-
via audiencia al imputado.  
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 326.- Prórroga 

extraordinaria 

En casos de excepcional complejidad, el Ministerio Pú-
blico podrá solicitar al tribunal de apelaciones que fije un plazo 
mayor para la etapa preparatoria, debiendo indicar las razones de 
la prórroga y el plazo razonable para concluirla. 
 La prórroga extraordinaria se podrá solicitar, por única 
vez, en cualquier estado de la etapa preparatoria, hasta quince 
días antes de la fecha fijada para acusar. 
 El tribunal de apelaciones fijará directamente el nuevo 
plazo de la etapa preparatoria y la nueva fecha para acusar. 
 Para ello tomará en consideración:  
 1) que se trate de un hecho punible cuya investigación 
sea compleja a causa de la multiplicidad de los hechos rela-
cionados o por el elevado número de imputados o de víctimas; y, 
 2) que las investigaciones requieran el cumplimiento de 
actuaciones en el exterior o la producción de pruebas de difícil 
realización. 

                                                           
540 CN, art. 17 num. 10. 
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 La prórroga extraordinaria no significará una ampliación 
del plazo máximo de duración del procedimiento previsto en este 
código541. 
 

CAPÍTULO V 
INCIDENTES  Y  EXCEPCIONES 

 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 327.- Cuestión 

prejudicial 

La cuestión prejudicial procederá cuando sea necesario 
determinar por un procedimiento extrapenal la existencia de uno 
de los elementos constitutivos del hecho punible. 
 La cuestión prejudicial podrá ser planteada por cualquie-
ra de las partes ante el juez, por escrito fundado, y oralmente en 
el juicio. 
 El juez tramitará la cuestión prejudicial en forma de in-
cidente, y si acepta su existencia, suspenderá el procedimiento 
penal hasta que en el otro procedimiento recaiga resolución fir-
me, sin perjuicio de que se realicen los actos de investigación que 
no admitan demora.  
 Si el imputado se encuentra detenido, se ordenará su 
libertad. 
 Si el juez rechaza el planteamiento de la cuestión preju-
dicial, ordenará la continuación del procedimiento. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 328.- Desafuero 

Cuando se opongan al procedimiento obstáculos funda-
dos en privilegios o inmunidades establecidos en la Constitu-
ción Nacional, se procederá conforme a ésta, según el caso, de 
las siguientes maneras542: 
 a) Cuando se formule denuncia o querella privada co-
ntra un legislador, se practicará una información sumaria que no 
vulnere la inmunidad de aquél y que tenga por objeto realizar 

                                                           
541 CPP, art. 136. 
542 CN, arts. 191, 255. 
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los actos de investigación sobre extremos cuya pérdida sea de 
temer o no reproducibles ulteriormente, y los indispensables 
para fundar la comunicación a que se refiere el párrafo siguien-
te. 
 Si existiese mérito para formar causa y disponer su 
sometimiento o proceso, sin ordenar su captura, el juez penal  lo 
comunicará, acompañando copia íntegra de las actuaciones 
producidas, a la Cámara respectiva, para que resuelva si hay 
lugar o no al desafuero para ser sometido a proceso. 
 Si el legislador hubiese sido detenido por habérsele 
sorprendido en flagrante delito que merezca pena corporal, la 
autoridad interviniente lo pondrá en custodia en su residencia, 
dará cuenta de inmediato del hecho a la Cámara  respectiva y al 
juez penal competente, a quien remitirá los antecedentes a la 
brevedad. El juez penal procederá ulteriormente en la forma 
dispuesta en los dos párrafos anteriores, pudiendo ordenar la 
libertad del legislador si corresponde a las normas de este códi-
go, o cuando así la disponga la Cámara respectiva. 
 b) Cuando se  formule denuncia o querella privada co-
ntra un funcionario que goce de inmunidad, el juez penal proce-
derá en forma similar a la establecida en los dos primeros párra-
fo del apartado anterior, pero, según corresponda, la comunica-
ción se dirigirá a la Cámara de Diputados543, al Jurado de Enjui-
ciamiento de Magistrados544 o a los organismos pertinentes. 
 c) Cuando se proceda contra varios imputados y sólo 
alguno de ellos gocen de inmunidad constitucional, el proceso 
podrá formarse y seguirse respecto de los otros. 
 d) En todo lo demás deberá actuarse de acuerdo con la 
Constitución Nacional y las leyes. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 329.- Excepcio-

nes 

Las partes podrán oponerse al progreso del procedimien-
to, ante el juez, mediante las siguientes excepciones545: 
                                                           
543 CN, art. 225. 
544 CN, art. 253; Ley N° 1.084/97 “Que regula el procedimiento para 
el enjuiciamiento y remoción de magistrados”. 
545 CPP, arts. 353 num. 3, 356 num. 3.   
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 1)  falta de jurisdicción o incompetencia546; 
 2) falta de acción, por improcedente, o porque no fue 
iniciada legalmente, o porque existe un impedimento legal para 
proseguirla; y, 
 3) extinción de la acción penal547. 
 Si concurren dos o más excepciones, deberán interponer-
se conjuntamente. 
 El juez podrá resolver de oficio las cuestiones anteriores, 
salvo cuando por su naturaleza se necesite la petición del legiti-
mado a promoverla. 
 Las excepciones no interpuestas durante la etapa prepara-
toria, podrán ser planteadas posteriormente.  
 El rechazo de la excepción impedirá que sea deducida 
nuevamente por los mismos motivos. 
 

                                                           
546 CPP, arts. 31 al 37; COJ, arts. 5, 6, 7, 8, 12. 
547 CPP, art. 25. 
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¡Error!Marcador no definido.Artículo  330.- Trámite 

La interposición de una cuestión prejudicial548 o de una 
excepción549 se tramitarán en forma de incidente, sin interrumpir 
la investigación550. 
 En el escrito en el cual el interesado deduzca un inciden-
te, ofrecerá prueba y acompañará la documentación que obre en 
su poder.  

El juez dará traslado a las otras partes por tres días para 
que contesten y ofrezcan prueba.  
 Si la cuestión es de puro derecho o nadie ha ofrecido 
prueba, resolverá dentro de los tres días siguientes.  
 Si se ha ofrecido prueba convocará, dentro de los cinco 
días, a una audiencia luego de la cual resolverá inmediatamente. 
 Los incidentistas tomarán a su cargo aportar la prueba a 
la audiencia.  
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo  331.- Incidentes 

innominados 

El juez podrá tramitar según la vía incidental las peticio-
nes o planteos de las partes que, por su naturaleza o importancia, 
deban ser debatidas o requieran la producción de prueba. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo  332.- Incompe-

tencia 

Cualquiera de las partes podrá promover una excepción 
de incompetencia ante el juez que se considera competente, como  
ante el juez incompetente que conoce del procedimiento551.  

 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 333.- Promoción 

por un juez 
                                                           
548 CPP, art. 327. 
549 CPP, art. 329. 
550 CPP, art. 373 num. 1. 
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El juez que pretenda la incompetencia de otro juez o lo 
considere competente, le solicitará por escrito, que admita o re-
chace la competencia552. 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 334.- Trámite 

El juez requerido, en el plazo de tres días, admitirá o re-
chazará la solicitud, fundadamente. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 335.- Conflicto 

de competencia 

Si dos jueces se declaran simultánea y contradictoria-
mente competentes o incompetentes, el conflicto será resuelto 
por la Corte Suprema de Justicia, según las reglas de la compe-
tencia553. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 336.- Resolución 

Recibidas las actuaciones, la Corte Suprema de Justicia 
resolverá el conflicto dentro de los tres días siguientes.   
 Si se requiere la producción de prueba se convocará a 
una audiencia dentro de los cinco días. 
 El secretario ordenará lo necesario para la producción de 
la prueba. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 337.- Devolución 

Resuelto el conflicto de competencia se devolverán las 
actuaciones, en forma inmediata, al juez o tribunal competente. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo  338.- Validez de 

los actos 

                                                                                                                  
551 CPP, arts. 31 al 37; COJ, arts. 5, 6, 7, 8, 12. 
552 Idem  
553 CN, art. 259 num. 1; Ley N° 609/95 “Que organiza la Corte Su-
prema de Justicia”, art. 3 inc. h). 
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Al resolver el conflicto se  determinarán los actos del 
juez incompetente que conservan validez, sin perjuicio de la rati-
ficación o ampliación de dichos actos por el juez competente. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 339.- Efectos de 

los incidentes y excepciones 

La cuestión de incompetencia se resolverá antes que 
cualquier otra. Si se reconoce la litispendencia se decidirá cual es 
el único juez competente. 
 Si se declara la falta de acción, se archivarán las actua-
ciones, salvo que la persecución pueda proseguir por medio de 
otro de los que intervienen, en cuyo caso la decisión sólo relevará 
del procedimiento a aquel a quien afecta. 
 En los casos de extinción de la acción penal  así se decla-
rará. 
 La falta de poder suficiente y los defectos formales de un 
acto de solicitud de constitución como parte, podrán ser saneados 
dentro de los cinco días. 

 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 340.- Impugnabi-

lidad 

Las resoluciones judiciales que deciden una cuestión pre-
judicial, la procedencia de la solicitud de desafuero, una excep-
ción o una cuestión incidental serán apelables554. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 341.- Inhibición 

El juez comprendido en alguno de los motivos de impe-
dimento previstos en este código555 deberá inhibirse inmediata-
mente, apartándose del conocimiento o decisión del procedimien-
to556. 
 
                                                           
554 CPP, art. 461 num. 3. 
555 CPP, 50. 
556 CPP, art. 50. 
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¡Error!Marcador no definido.Artículo 342.- Recusación 

Las partes podrán recusar a un juez alegando cualquiera 
de los motivos indicados557. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 343.- Forma y 

tiempo 

La recusación se interpondrá por escrito, en cualquier es-
tado del procedimiento, indicando los motivos en que se funda y 
los elementos de prueba pertinentes. La interposición de recusa-
ciones manifiestamente infundadas o de modo repetitivo con la 
finalidad de entorpecer la marcha del procedimiento se conside-
rará falta profesional grave558. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 344.- Tribunal 

competente 

Producida la inhibición o promovida la recusación, el 
juez o tribunal inmediato superior tomará conocimiento del inci-
dente. Si se trata de un tribunal en pleno, deberá entender el tri-
bunal inmediato superior. Cuando el afectado sea uno solo de los 
jueces de un tribunal conocerán los restantes miembros, siempre 
que puedan constituir mayoría. 

 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 345.- Trámite y 

resolución 

Promovida la recusación se pedirá informe al juez recu-
sado, quien contestará en veinticuatro horas. Si el recusado se 
allana, se lo declarará inhibido del conocimiento del procedi-
miento; si se opone, fundándose en razones de derecho, se resol-
verá dentro de los tres días; si la oposición se funda en hechos 
justificables se convocará dentro de los tres días a una audiencia 
de prueba y luego se resolverá inmediatamente. 
                                                           
557 CPP, art. 50.  
558 CPP, arts. 112 al 114. 
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 Cuando se admita la recusación, se reemplazará al juez 
conforme a lo previsto en el Código de Organización Judicial559.   
En caso contrario continuará el juez original, quien ya no podrá 
ser recusado por los mismos motivos. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 346.- Efectos en 

el procedimiento 

La inhibición o la recusación no suspenderán el trámite 
del procedimiento, pero una vez interpuestas serán resueltas an-
tes de que el juez afectado tome cualquier decisión.   Asimismo, 
el juez afectado no podrá practicar acto alguno, salvo aquellos 
que no admitan dilación y que, según las circunstancias, no pue-
dan ser realizados por el reemplazante. 
 La resolución que admita la inhibición o la recusación 
será notificada inmediatamente al nuevo juez y a las partes, y 
será  irrecurrible. 
 

CAPÍTULO VI 
CONCLUSIÓN DE LA ETAPA PREPARATORIA 

 
¡Error!Marcador no definido.Artículo 347.- Acusación y 

solicitud de apertura a juicio 
 
Cuando el Ministerio Público estime que la investigación 

proporciona fundamento serio para el enjuiciamiento público del 
imputado, en la fecha fijada por el juez, presentará la acusación, 
requiriendo la apertura a juicio560. 
 La acusación deberá contener: 
 1) los datos que sirvan para identificar al imputado y su 
domicilio procesal561; 
 2) la relación precisa y circunstanciada del hecho punible 
que se atribuye al imputado; 

                                                           
559 COJ, art. 200. 
560 Ley Orgánica del Ministerio Público, arts. 32 al 35. 
561 CPP, art. 77. 



CÓDIGO PROCESAL PENAL CONCORDADO 

 169 

    3) la fundamentación de la acusación, con la expresión 
de los elementos de convicción que la motivan; 
  4) la expresión precisa de los preceptos jurídicos aplica-
bles; y, 
 5) el ofrecimiento de la prueba que se presentará en el 
juicio. 
 Con la acusación el Ministerio Público remitirá al juez 
las actuaciones y las evidencias que tenga en su poder y pondrá a 
disposición de las partes el cuaderno de investigación 562. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 348.- Querellante 

adhesivo 

El querellante o quien pretenda serlo en este momento, 
deberá presentar su acusación dentro del mismo plazo fijado para 
la acusación fiscal,  cumpliendo con los requisitos previstos para 
ella563. 
 

Artículo 349.- Querellante autónomo 

En los delitos de acción penal privada el querellante ten-
drá total autonomía para precisar los hechos de la acusación par-
ticular, su calificación jurídica y para ofrecer prueba564. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 350.- Indagatoria 

previa 

En ningún caso el Ministerio Público podrá formular 
acusación, si antes no se dio oportunidad suficiente para la decla-
ración indagatoria del imputado, en la forma prevista por este 
código565. 
 En las causas por delitos que no tengan prevista pena 
privativa de libertad, bastará darle oportunidad para que se mani-

                                                           
562 Ley Orgánica del Ministerio Público, arts. 36, 37. 
563 CPP, arts. 69, 291. 
564 CPP, art. 72. 
565 CPP, arts. 84 al 96, 355, 383 al 385. 



SEGUNDA PARTE. LIBRO PRIMERO: PROCEDIMIENTO ORDINARIO 

 170 

fieste por escrito, sin  perjuicio de su derecho de declarar cuantas 
veces quiera. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 351.- Otros actos 

conclusivos 

El Ministerio Público podrá solicitar: 
 1)  el sobreseimiento definitivo cuando estime que los 
elementos de prueba son manifiestamente insuficientes para fun-
dar la acusación566; y, 
 2) el sobreseimiento provisional cuando estime que exis-
te la probabilidad de incorporar nuevos medios de convicción567.  
 También podrá solicitar la suspensión condicional del 
procedimiento568, la aplicación de criterios de oportunidad569, el  

                                                           
566 CPP, art. 359. 
567 CPP, art. 362. 
568 CPP, art. 21. 
569 CPP, art. 19. 
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procedimiento abreviado570 y que se promueva la conciliación571. 
 Con el requerimiento remitirán al juez las actuaciones, 
las evidencias y los demás medios de prueba materiales que ten-
gan en su poder y el Ministerio Público pondrá a disposición de 
las partes el cuaderno de investigación. 

 
TÍTULO II 

ETAPA INTERMEDIA 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 352.- Audiencia 

preliminar 

Presentada la acusación o las otras solicitudes del Minis-
terio Público y del querellante, el juez notificará a las partes y 
pondrá a su disposición las actuaciones y las evidencias reunidas 
durante la investigación, para que puedan examinarlas en el plazo 
común de cinco días.  
 En la misma resolución convocará a las partes a una au-
diencia oral y pública, que deberá realizarse dentro de un plazo 
no menor de diez días ni mayor de veinte días. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 353.- Facultades 

y deberes de las partes 

Dentro del plazo previsto en el artículo anterior, las par-
tes podrán manifestar, por escrito, lo siguiente: 
 1) señalar los vicios formales o el incumplimiento de 
aspectos formales de la acusación; 
 2) objetar la solicitud de sobreseimiento, sobre la base de 
defectos formales o substanciales572; 
 3) oponer las excepciones previstas en este Código, 
cuando no hayan sido planteadas con anterioridad o se funden en 
hechos nuevos573; 

                                                           
570 CPP, art. 420. 
571 CPP, art. 311. 
572 CPP, arts. 359, 362. 
573 CPP, art. 329. 
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 4) solicitar el sobreseimiento definitivo o provisional574; 
 5) proponer la aplicación de un criterio de oportunidad. 
El imputado sólo podrá proponerlo cuando alegue que se ha apli-
cado a casos análogos al suyo y siempre que demuestre esa cir-
cunstancia575; 
 6) solicitar la suspensión condicional del procedimien-
to576; 
 7) solicitar la imposición o revocación de una medida 
cautelar577; 
 8) solicitar el anticipo jurisdiccional de prueba578; 
 9) proponer la aplicación del procedimiento abreviado 
conforme a lo previsto en el Libro Segundo579; 
 10) proponer la conciliación580; 
 11) plantear cualquier otra cuestión incidental que permi-
ta una mejor preparación del juicio; y, 
 12) el imputado y su defensor deberán proponer la prue-
ba que producirán en el juicio. 
 Dentro del mismo plazo las partes deberán ofrecer los 
medios de prueba necesarios para resolver las cuestiones propias 
de la audiencia preliminar. El juez velará especialmente que en la 
audiencia preliminar no se pretenda resolver cuestiones que son 
propias del juicio oral y público. 

El secretario dispondrá todo lo necesario para la organi-
zación y desarrollo de la audiencia, y la producción de la prue-
ba581.    
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 354.- Desarrollo 

                                                           
574 CPP, arts. 359, 362. 
575 CPP, art. 19. 
576 CPP, art. 21. 
577 CPP, art. 234 y sgtes. 
578 CPP, art. 320. 
579 CPP, art. 420. 
580 CPP, art. 311. 
581 CPP, art. 45. 
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El día señalado se realizará la audiencia, se dispondrá la 
producción de la prueba y se dará tiempo suficiente para que 
cada parte fundamente sus pretensiones. 
 El juez intentará la conciliación de todas las partes pro-
poniendo la reparación integral del daño social o particular cau-
sado582. 
 De la audiencia preliminar se labrará un acta. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 355.- Declaración 

del imputado 

Durante el desarrollo de la audiencia preliminar, el impu-
tado podrá solicitar que se le reciba su declaración, la que será 
tomada con las formalidades previstas en este código583. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 356.- Resolución 

Inmediatamente de finalizada la audiencia, el juez resol-
verá todas las cuestiones planteadas y, en su caso: 
 1) admitirá, total o parcialmente, la acusación del Minis-
terio Público y del querellante, y ordenará la apertura a juicio; 
 2) ordenará la corrección de los vicios formales de la 
acusación del Ministerio Público y la del querellante; 
 3) resolverá las excepciones planteadas584; 
 4) sobreseerá definitiva o provisionalmente, según el 
caso585; 

5) suspenderá condicionalmente el procedimiento o apli-
cará criterios de oportunidad, resolviendo lo que corresponda586; 
 6) ratificará, revocará, sustituirá o impondrá medidas 
cautelares587; 
 7) ordenará el anticipo jurisdiccional de prueba, confor-
me a lo previsto en este código588; 
                                                           
582 CPP, arts. 311, 439 al 448. 
583 CPP, arts. 84 al 96. 
584 CPP, art. 329. 
585 CPP, arts. 359, 362. 
586 CPP, arts. 19, 21. 
587 CPP, art. 234 y sgtes. 
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 8) sentenciará según el procedimiento abreviado589; 
 9) aprobará los acuerdos a los que hayan llegado las par-
tes, respecto a la reparación civil y ordenará todo lo necesario 
para ejecutar lo acordado; 
 10) admitirá o rechazará la prueba ofrecida para el juicio. 
Podrá ordenar prueba de oficio sólo cuando sea manifiesta la 
negligencia de alguna de las partes y su fuente resida en las ac-
tuaciones ya realizadas; y, 
 11) ordenará la separación o la acumulación de los jui-
cios.  
 La lectura pública de la resolución servirá de suficiente y 
debida notificación. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 357.- Acusación 

El auto de apertura a juicio se podrá dictar sobre la base 
de la acusación del Ministerio Público.  
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 358.- Falta de 

acusación 

Cuando el Ministerio Público no haya acusado y el juez 
considera admisible la apertura a juicio, ordenará que se remitan 
las actuaciones al Fiscal General del Estado para que acuse o 
ratifique el pronunciamiento del fiscal inferior. En este último 
caso, el juez resolverá conforme al pedido del Ministerio Públi-
co. 
 En ningún caso el juez podrá decretar el auto de apertura 
a juicio si no existe acusación fiscal. 

 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 359.- Sobresei-

miento definitivo 

Corresponderá el sobreseimiento definitivo: 

                                                                                                                  
588 CPP, art. 320. 
589 CPP, art. 420. 
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 1) cuando resulte evidente que el hecho no existió, que 
no constituye hecho punible o que el imputado no ha participado 
en él; 
 2) cuando, a pesar de la falta de certeza, no exista razo-
nablemente la posibilidad de incorporar nuevos elementos de 
prueba y sea imposible requerir fundadamente la apertura a juici-
o. 
 3) por extinción de la acción penal590. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 360.- Forma y 

contenido 

El auto de sobreseimiento definitivo contendrá: 
 1) los datos personales del imputado; 
 2) la descripción del hecho que se le atribuye; 
 3) los fundamentos; y, 
 4) la parte resolutiva, con cita de los preceptos jurídicos 
aplicables. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 361.- Valor y 

efectos 

El sobreseimiento definitivo cerrará irrevocablemente el 
procedimiento con relación al imputado en cuyo favor se dicte, 
inhibirá una nueva persecución penal por el mismo hecho591 y 
hará cesar todas las medidas cautelares592. 
   Aunque la resolución no esté firme, el juez decretará 
provisionalmente la libertad del imputado o hará cesar las medi-
das sustitutivas que se le hayan impuesto. 
 El sobreseimiento definitivo contendrá la manifestación 
de que el procedimiento no afecta el buen nombre y honor de los 
que goce el imputado y ejecutoriada esa resolución, se cancelará 

                                                           
590 CPP, arts. 266, 351 num. 1. 
591 CN, art. 17 num. 4. 
592 CPP, art. 259 num. 3. 
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cualquier registro público o privado del hecho, con relación al 
sobreseído593.  

 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 362.- Sobresei-

miento provisional 

Si no corresponde el sobreseimiento definitivo y los ele-
mentos de convicción resultan insuficientes para realizar el jui-
cio, se ordenará el sobreseimiento provisional, por auto fundado 
que mencione concretamente los elementos de convicción con-
cretos que se espera incorporar. Se hará cesar toda medida caute-
lar impuesta al imputado. 
 Si nuevos elementos de convicción permitan la continua-
ción del procedimiento, el juez, a pedido de cualquiera de las 
partes, admitirá la prosecución de la investigación.  
 En caso de delitos, si dentro del año de dictado el sobre-
seimiento provisional no se solicita la reapertura de la causa, el 
juez declarará de oficio, la extinción de la acción penal;  este 
plazo se extenderá a tres años cuando se trate de crímenes594.   
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 363.- Auto de 

apertura a juicio 

La resolución por la cual el juez decide admitir la acusa-
ción del Ministerio Público y del querellante, en su caso, y abrir 
el procedimiento a juicio oral y público, contendrá: 
 1) la admisión de la acusación, con la descripción precisa 
del hecho objeto del juicio y de los procesados acusados; 
 2) las modificaciones introducidas al admitir la acusa-
ción, con la indicación detallada de las circunstancias de hecho 
extraídas o agregadas; 
 3) cuando la acusación ha sido interpuesta por varios 
hechos y el juez sólo la admite parcialmente, determinará con 

                                                           
593 CN, art. 135. 
594 CPP, arts. 25 num. 11, 267, 351 num. 2, 356 num. 4, 409 num. 2. 
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precisión los hechos por los que abre a juicio y la resolución de 
lo que corresponda respecto de los otros hechos; 
 4) las modificaciones en la calificación jurídica del hecho 
punible, cuando se aparte de la acusación; 
 5) la identificación final de las partes admitidas; 
 6) la procedencia o rechazo de las medidas cautelares o 
su sustitución, disponiendo en su caso, la libertad del imputado. 
 7) la intimación a todas las partes, para que, en el plazo 
común de cinco días, concurran ante el tribunal de sentencia, se 
presenten y fijen domicilio procesal; y, 
 8) la orden de remitir las actuaciones al tribunal de sen-
tencia competente. 

 
¡Error!Marcador no definido.Artículo 364.- Remisión 

de las actuaciones 

Practicadas las notificaciones correspondientes, el secre-
tario remitirá dentro de las cuarenta y ocho horas, las actuacio-
nes, la documentación y los objetos incautados, a disposición del 
tribunal de sentencia. 
 El secretario también remitirá un informe sobre los 
detenidos en esa causa, poniéndolos a su disposición y lo co-
municará a las autoridades de las instituciones en que ellos se 
encuentren detenidos595. 
 

TÍTULO III 
JUICIO ORAL Y  PÚBLICO 

 
CAPÍTULO I 

NORMAS GENERALES 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 365.- Prepara-

ción del juicio 

El presidente del tribunal de sentencia, dentro de las cua-
renta y ocho horas de recibidas las actuaciones, fijará el día y la 
                                                           
595 CPP, art. 45. 
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hora del juicio, el que no se realizará antes de diez días ni des-
pués de un mes. 
 Las excepciones596 que se funden en hechos nuevos y las 
recusaciones597 podrán ser interpuestas dentro de los cinco días 
de notificada la convocatoria y serán resueltas por uno solo de 
los miembros del tribunal.  No se podrá posponer el juicio por el 
trámite o resolución de estos incidentes, por un plazo mayor al 
establecido en este artículo. 
 El secretario del tribunal notificará de inmediato a las 
partes, citará a los testigos y peritos, solicitará los objetos y do-
cumentos y dispondrá toda otra medida necesaria para la organi-
zación y desarrollo del juicio público598. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 366.- Inmedia-

tez599 

El juicio se realizará con la presencia ininterrumpida de 
los jueces y de todas las partes. 
 El imputado no podrá alejarse de la audiencia sin permi-
so del tribunal. Si después de su declaración rehusa permanecer, 
será custodiado en una sala próxima y para todos los efectos po-
drá ser representado por el defensor; sólo en caso de que la acu-
sación sea ampliada, el presidente lo hará comparecer para los 
fines de la intimación que corresponda.  
 Si su presencia es necesaria para practicar algún acto o 
reconocimiento, podrá ser compelido a comparecer en la audien-
cia por la fuerza policial. 
 Si el defensor no comparece a la audiencia o se ausenta 
de ella, se considerará abandonada la defensa y corresponderá su 
reemplazo. 
 Si el querellante no concurre a la audiencia, por sí o por 
apoderado, o se ausenta de ella, se tendrá por abandonada su 

                                                           
596 CPP, art. 329. 
597 CPP, art. 342. 
598 CPP, art. 45. 
599 CPP, art. 1° pár. 2. 
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querella, sin perjuicio de que pueda ser compelido a comparecer 
como testigo. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 367.- Imputado. 
Limitaciones a su libertad durante la audiencia 

 
El imputado asistirá a la audiencia libre en su persona, 

pero el presidente podrá disponer la vigilancia y cautela necesa-
rias para impedir su fuga o actos de violencia600. 
 Si el imputado se halla en libertad, el tribunal podrá or-
denar, para asegurar la realización de la audiencia o de un acto 
particular que lo integre, su conducción por la fuerza policial y 
hasta su detención, determinando en este caso el lugar en que ella 
se cumplirá; podrá, incluso, variar las condiciones bajo las cuales 
goza de libertad o imponer algunas de las otras medidas cautela-
res previstas por este código601. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 368.-  Publicidad 

El juicio  será público. No obstante, el tribunal podrá re-
solver, aun de oficio, que se realice total o parcialmente en forma 
privada, sólo cuando602: 
 1) se afecte directamente el pudor, la vida privada, la 
integridad física de alguna de las partes, de alguna persona citada 
para participar o de los jueces; 
 2) peligre un secreto oficial, particular, comercial o in-
dustrial; y, 

3) se examine a un menor, si el tribunal considera incon-
veniente la publicidad603. 
     La resolución será fundada y constará en el acta de la 
audiencia. 
                                                           
600 CPP, art. 243. 
601 CPP, art. 239 y sgtes. 
602 Ley N° 1/89 “Que aprueba y ratifica la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos o Pacto de San José de Costa Rica, art. 8° 
num. 5; CPP, art. 1° pár. 2.  
603 CPP, art. 427 num. 6; Código de la Niñez y la Adolescencia, arts. 
27, 235. 
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 Desaparecida la causa, ingresará nuevamente el público y 
el presidente relatará brevemente lo sucedido. 
 El tribunal podrá imponer a las partes que intervienen en 
el acto el deber de guardar secreto sobre los hechos que presen-
ciaron o conocieron, dejando constancia en el acta de la deci-
sión604. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 369.- Prohibicio-

nes para el acceso 

No podrán ingresar a la sala de audiencias los menores 
de doce años, excepto cuando sean acompañados por un mayor 
de edad que responda por su conducta, o cualquier persona que 
se presente en forma incompatible con la seriedad de la audiencia 
y las que porten distintivos gremiales o partidarios. 
 Tampoco podrán ingresar los miembros de la Fuerzas 
Armadas o de la Policía Nacional que se encuentren uniforma-
dos, salvo cuando la Policía Nacional cumpla funciones de vigi-
lancia.  
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 370.- Oralidad605 

La audiencia será oral; de esa forma deberán declarar el 
imputado y las demás personas que participan en ella. 
 Quienes no puedan hablar o no puedan hacerlo de mane-
ra inteligible en los idiomas oficiales, formularán sus preguntas o 
contestaciones por escrito o por medio de intérpretes, leyéndose 
o traduciéndose las preguntas o las contestaciones606. 
 Las resoluciones del tribunal durante la audiencia se 
dictarán verbalmente, quedando notificados todos por su pronun-
ciamiento, dejándose constancia en el acta. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 371.- Excepcio-

nes a la oralidad 
                                                           
604 CP, art. 147 inc. 1° num. 2. 
605 CPP, art. 1° pár. 2. 
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Sólo podrán ser incorporados al juicio por su lectura u 
otros medios: 
 1) los testimonios o pericias que se hayan recibido con-
forme a las reglas del anticipo jurisdiccional de prueba, sin per-
juicio de que las partes o el tribunal exijan la comparecencia 
personal del testigo o perito, cuando sea posible607; 
 2) las declaraciones o dictámenes producidos por comi-
sión o informe, cuando el acto se haya producido por escrito, 
conforme a lo previsto por la ley y siempre que no sea posible la 
comparecencia del perito o testigo; y, 
 3) la querella608, la denuncia609, la prueba documental o 
de informes610, y las actas de reconocimiento, registro o inspec-
ción611 realizadas conforme a lo previsto por este código. 
 Todo otro elemento de prueba que se pretenda introducir 
al juicio por su lectura, no tendrá ningún valor y su inclusión 
ilegal producirá la nulidad absoluta de todo el juicio612. 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 372.- Poder de 

disciplina 

El presidente del tribunal ejercerá el poder de disciplina 
de la audiencia. 
 Quienes asistan a la audiencia permanecerán respetuo-
samente y en silencio mientras no estén autorizados para expo-
ner o responder a las preguntas que se les formulen. 
 No podrán llevar armas u otros objetos aptos para inco-
modar u ofender, ni adoptar un comportamiento intimidatorio, 
provocativo, ni producir disturbios o manifestar de cualquier 
modo sus opiniones o sentimientos613. 
 

                                                                                                                  
606 CPP, art. 7°. 
607 CPP, art. 320. 
608 CPP, art. 291 y sgtes.  
609 CPP, art. 284 y sgtes. 
610 CPP, art. 228. 
611 CPP, arts. 179 al 182, 183, 227. 
612 CN, art. 17 num. 9; CPP, art. 174. 
613 COJ, art. 236; CPC, art. 17. 
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¡Error!Marcador no definido.Artículo 373.- Continui-

dad y casos de suspensión 

La audiencia se realizará sin interrupción, durante todas 
las sesiones consecutivas que sean necesarias hasta su termina-
ción; pero se podrá suspender por un plazo máximo de diez días, 
computados continuamente, sólo una vez, en los casos siguientes: 
 1) cuando deba resolverse alguna cuestión incidental que 
por su naturaleza no pueda decidirse inmediatamente614; 
 2) cuando sea necesario practicar algún acto fuera del 
lugar de la audiencia y no pueda cumplirse en el intervalo entre 
una y otra sesión; 
 3) cuando no comparezcan testigos, peritos o intérpretes 
cuya intervención sea indispensable, salvo que pueda continuarse 
con la recepción de otras pruebas hasta que el ausente sea condu-
cido por la fuerza policial615; 
 4) si algún juez, fiscal o defensor se enferma hasta el 
punto de no poder continuar su actuación en el juicio, a menos 
que los dos últimos puedan ser reemplazados inmediatamente sin 
afectar el interés de las partes, o el tribunal se haya constituido 
desde la iniciación de la audiencia, con un número superior de 
jueces que el requerido para su integración, de manera que los 
suplentes integren el tribunal y permitan la continuación de la 
vista; 
 5) cuando se compruebe, con dictamen médico forense, 
que el imputado se encuentra en la situación prevista en el inciso 
anterior. En este caso, podrá ordenarse la separación de juicios y 
continuarse el trámite con los otros imputados; 
 6) si alguna revelación o retractación inesperada produce 
alteraciones sustanciales en la causa, haciendo indispensable una 
prueba extraordinaria; y, 
 7) cuando el fiscal o el querellante lo requieran para am-
pliar la acusación, o el imputado o su defensor lo solicite  des-
pués de ampliada la misma, siempre que, por las características 
del caso, no se pueda continuar inmediatamente. 
                                                           
614 CPP, art. 330. 
615 CPP, arts. 202, 210, 214, 226. 
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 El presidente ordenará los recesos diarios, indicando la 
hora en que continuará la audiencia.  Los juicios se llevarán a 
cabo durante la mañana y la tarde, procurando, finalizarlos en un 
mismo día. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 374.- Efectos de 

la suspensión 

El tribunal decidirá la suspensión, y anunciará el día y 
hora de la nueva audiencia y ello valdrá como citación para todos 
los comparecientes.  
 El juicio continuará después del último acto  cumplido 
cuando se dispuso la suspensión. Antes de comenzar la nueva 
audiencia, el presidente del tribunal resumirá brevemente los 
actos cumplidos con anterioridad.  
 Los jueces y los fiscales podrán intervenir en otros jui-
cios durante el plazo de suspensión, salvo que el tribunal decida 
lo contrario, por resolución fundada, en razón de la complejidad 
del caso. 
 Si la audiencia no se reanuda, a más tardar, el undécimo 
día después de la suspensión, se considerará interrumpido el jui-
cio y será realizado de nuevo desde su inicio. 
 La rebeldía o la incapacidad del imputado interrumpirán 
el juicio, salvo que se resuelvan dentro del plazo de suspen-
sión616.  
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 375.- Imposibili-

dad de asistencia 

Las personas que no puedan concurrir a la audiencia por 
un impedimento justificado, serán examinadas en el lugar en 
donde se hallen, por uno de los jueces del tribunal o por medio de 
comisión a otro juez, según los casos, garantizando la participa-
ción de las partes, cuando así lo soliciten.  De dicha declaración 
se labrará un acta para que sea leída en la audiencia. 

                                                           
616 CPP, arts. 78, 82. 



SEGUNDA PARTE. LIBRO PRIMERO: PROCEDIMIENTO ORDINARIO 

 184 

 
¡Error!Marcador no definido.Artículo 376.- Dirección 

de la audiencia 

El presidente dirigirá la audiencia, ordenará las lecturas 
necesarias, hará las advertencias legales, recibirá los juramentos 
y declaraciones y moderará la discusión, impidiendo intervencio-
nes impertinentes o que no conduzcan al esclarecimiento de la 
verdad, sin coartar por ello el ejercicio de la acusación y la am-
plitud de la defensa.  
 El tribunal en pleno resolverá cuando una decisión del 
presidente sea impugnada. 

 

Artículo 377¡Error!Marcador no definido..- División del 

juicio 

El presidente podrá, cuando sea conveniente para indivi-
dualizar adecuadamente la pena o para facilitar la defensa del 
acusado, dividir el juicio en dos partes.   En la primera se tratará 
todo lo relativo a la existencia del hecho y la reprochabilidad617 
del acusado y en la segunda lo relativo a la individualización de 
la sanción aplicable618.  
 Si la sanción que se puede aplicar a las resultas del juicio 
puede ser superior a los diez años o la aplicación de las medidas 
previstas en el artículo 72 incisos 3° y 4° numeral 1° del Código 
Penal619,  la división será obligatoria si la solicita el imputado. 
 La solicitud y la resolución se realizará en el plazo pre-
visto para las recusaciones y se otorgará cinco días comunes a 
todas las partes para que ofrezcan nuevas pruebas para la indivi-
dualización de la pena. 
 El tribunal también podrá dividir informalmente la pro-
ducción de la prueba en el juicio y el debate, conforme a las re-
glas que anteceden, permitiendo una discusión diferenciada sobre 
                                                           
617 CP, art. 2°. 
618 CP, art. 37 y sgtes. 
619 Medidas de mejoramiento y medidas de seguridad. 
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ambas cuestiones, pero dictando una resolución única, conforme 
lo previsto para la sentencia. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 378.-  Desarrollo 

Al finalizar la primera parte del juicio el tribunal resolve-
rá sobre la existencia del hecho y la reprochabilidad del acusa-
do620, según las reglas comunes y, si la decisión habilita la impo-
sición de una sanción, fijará día y hora para la prosecución del 
juicio sobre la sanción. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 379.-  Juicio so-

bre la pena 

El juicio sobre la pena comenzará con la recepción de la 
prueba que se haya ofrecido para individualizarla, prosiguiendo, 
de allí en adelante, según las normas comunes.  
 Al finalizar el debate, el tribunal dictará la resolución 
sobre la pena y conformará la sentencia completa según las re-
glas previstas para dicha resolución. El plazo para recurrir la 
sentencia comenzará a partir de este último momento. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 380.-  Diversidad 

cultural 

Cuando el juzgamiento del caso o la individualización de 
la pena requieran un tratamiento especial, por tratarse de hechos 
cometidos dentro de un grupo social con normas culturales parti-
culares o cuando por la personalidad o vida del imputado sea 
necesario conocer con mayores detalles sus normas culturales de 
referencia, el tribunal ordenará una pericia especial o dividirá el 
juicio conforme a lo previsto en los artículos precedentes, para 
permitir una mejor defensa y facilitar la valoración de la prue-
ba621. 
 

                                                           
620 CP, art. 2°. 
621 CN, art. 63; CPP, arts. 432 al 438. 
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Artículo 381.- Hechos punibles en la audiencia 

Si durante la audiencia se comete un hecho punible de 
acción pública622 el tribunal labrará un acta y remitirá las copias 
y los antecedentes necesarios para el ejercicio de la acción penal 
al Ministerio Público. 
 Si un testigo, perito o intérprete incurre en falsedad, se 
procederá conforme a las reglas que prevé el párrafo anterior623. 
 

CAPÍTULO II 
SUSTANCIACIÓN DEL JUICIO 

 
¡Error!Marcador no definido.Artículo 382.- Apertura 

El día y hora fijados, el tribunal se constituirá en la sala 
de audiencia. El presidente, después de verificar la presencia de 
las partes, los testigos, peritos o intérpretes, declarará abierto el 
juicio, advirtiendo al imputado sobre la importancia y el signifi-
cado de lo que va a suceder e indicándole que esté atento a lo que 
va a oír.  
 Si existieran cuestiones incidentales planteadas por las 
partes,  serán tratadas en un solo acto,  a menos que el tribunal 
resuelva hacerlo sucesivamente o diferir alguna para el momento 
de la sentencia según convenga al orden del juicio.   En la discu-
sión de las mismas, las partes podrán hacer uso de la palabra sólo 
una vez,  por el tiempo que establezca el presidente. 
 Resueltos los incidentes o diferidos sus pronunciamien-
tos,  el presidente ordenará inmediatamente la lectura del auto de 
apertura a juicio y permitirá que el fiscal y el querellante expli-
quen la acusación. 
 

¡Error!Marcador no definido.¡Error!Marcador no defini-
do.Artículo 383.- Declaración del imputado y presentación de 
la defensa 

 

                                                           
622 CPP, arts. 14, 15. 
623 CP, arts. 242, 246. 
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Una vez definido el objeto del juicio,  el presidente dis-
pondrá que el defensor explique su defensa,  siempre que lo es-
time conveniente.    
 Inmediatamente recibirá declaración al imputado, expli-
cándole con palabras claras y sencillas el hecho que se le imputa, 
con la  advertencia de que podrá abstenerse de declarar y que el 
juicio continuará aunque él no declare624. 
 El imputado podrá manifestar cuanto tenga por conve-
niente, y luego será interrogado por el fiscal, el querellante, el 
defensor y los miembros del tribunal en ese orden.  
 Si el imputado se abstiene de declarar, total o parcialmente, o 
incurre en contradicciones respecto de declaraciones anteriores, el presi-
dente podrá ordenar la lectura de aquéllas, siempre que se haya observado 
en ellas las reglas previstas en este código.  
 En caso de contradicciones, se entenderá que es válida la 
declaración del imputado en el juicio, salvo que no dé ninguna 
explicación razonable sobre la existencia de dichas contradiccio-
nes. 
 Durante el transcurso del juicio, las partes y el tribunal 
podrán formularle al imputado  preguntas destinadas a aclarar sus 
manifestaciones. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 384.- Declaración 

de varios imputados 

Si los imputados son varios, el presidente podrá alejar de 
la sala de audiencia a los que no declaren en ese momento, pero 
después de recibidas todas las declaraciones, informará en forma 
resumida de lo ocurrido durante su ausencia625. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 385.- Facultad 

del imputado 

                                                           
624 CN, art. 18; CPP, arts. 84 al 96. 
625 CPP, art. 94. 
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En el curso de la audiencia, el imputado podrá hacer las 
declaraciones que considere oportunas, siempre que se refieran a 
su defensa.  
 El imputado podrá en todo momento hablar con su de-
fensor, sin que por eso la audiencia se suspenda; a tal efecto se le 
ubicará a su lado. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 386.- Ampliación 

de la acusación 

Durante el juicio, el fiscal o el querellante podrán am-
pliar la acusación mediante la inclusión de un hecho nuevo o una 
nueva circunstancia que no haya sido mencionada en la acusa-
ción o en el auto de apertura a juicio, que modifica la calificación 
legal o la sanción del mismo hecho o integra un hecho punible 
continuado. 
 La corrección de simples errores materiales o la inclusión 
de alguna circunstancia que no modifica esencialmente la impu-
tación ni provoca indefensión, se podrá realizar durante la au-
diencia, sin que sea considerada una ampliación. 
 En tal caso, con relación a los hechos nuevos o circuns-
tancias atribuidas en la ampliación, se recibirá nueva declaración 
al imputado y se informará a todas las partes que tendrán derecho 
a pedir la suspensión del juicio para ofrecer nuevas pruebas o 
preparar la defensa. 
 Los hechos o circunstancias sobre los cuales verse la 
ampliación quedarán comprendidos en la acusación. 
 

Artículo 387.- Recepción de pruebas 

Después de la declaración del imputado, el presidente re-
cibirá la prueba en el orden indicado en los artículos siguientes, 
salvo que considere necesario alterarlo. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 388.- Dictamen 

pericial 
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El presidente ordenará la lectura de los dictámenes peri-
ciales. Si los peritos han sido citados, responderán a las preguntas 
que les formulen las partes, los consultores técnicos y los miem-
bros del tribunal, en ese orden y comenzando por quienes ofre-
cieron el medio de prueba.  
 Si es posible, el tribunal ordenará que se realicen las 
operaciones periciales en la audiencia. 
 El perito tendrá la facultad de consultar documentos, 
notas escritas y publicaciones durante su declaración626. 

 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 389.- Testigos 

Seguidamente, el presidente llamará a los testigos, co-
menzando por los que haya ofrecido el Ministerio Público, conti-
nuando por los propuestos por el querellante y concluyendo con 
los del imputado.  
 Antes de declarar, los testigos no se comunicarán entre 
sí, ni con otras personas, ni deberán ver, oír o ser informados de 
lo que ocurre en la sala de audiencia. Después de hacerlo, el pre-
sidente podrá ordenar que continúen incomunicados en la antesa-
la, que presencien la audiencia o se retiren.  
 No obstante, el incumplimiento de la incomunicación no 
impedirá la declaración del testigo, pero el tribunal apreciará esta 
circunstancia al valorar la prueba627. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 390.- Interroga-

torio 

El presidente, después de interrogar al perito o testigo 
sobre su identidad personal y las circunstancias generales para 
valorar su testimonio, le concederá la palabra para que informe 
todo lo que sabe acerca del hecho propuesto como objeto de la 
prueba.  
 Al finalizar el relato o si el testigo no puede, no quiere 
hacerlo o le resulta dificultoso, el presidente permitirá el interro-
                                                           
626 CPP, art. 214 y sgtes. 
627 CPP, arts. 202 y sgtes., 175. 
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gatorio directo, comenzando por quien lo propuso y continuando 
con las otras partes, en el orden que considere conveniente. Por 
último, el mismo presidente y los miembros del tribunal podrán 
interrogar al perito o al testigo. 
 El presidente moderará el interrogatorio y evitará que el 
testigo conteste a preguntas capciosas, sugestivas o impertinen-
tes, procurando que el interrogatorio se conduzca sin presiones 
indebidas y sin ofender la dignidad del declarante.  Las partes 
podrán plantear la reposición de las decisiones del presidente que 
limiten el interrogatorio u objetar las preguntas que se formulen. 
 Los peritos y testigos expresarán la razón de sus infor-
maciones y el origen de las noticias, designando con la mayor 
precisión posible a los terceros que se las hayan comunicado628.  

 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 391.- Interroga-

torio de menores629 

El interrogatorio de un menor será dirigido por el presi-
dente, cuando lo estime necesario, en base a las preguntas pre-
sentadas por las partes.  El presidente podrá valerse del auxilio de 
un pariente del menor o de un experto en sicología u otra ciencia 
de la conducta. 
 Si el presidente, oídas las partes, considera que el inter-
rogatorio del menor no perjudica su serenidad, ordenará que su 
declaración prosiga con las formalidades previstas por este códi-
go.  Esta decisión podrá ser revocada durante el transcurso del 
interrogatorio. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 392.- Incompare-

cencia 

Cuando el perito o testigo oportunamente citado no haya 
comparecido, el presidente ordenará que sea conducido por me-

                                                           
628 CPP, art. 213. 
629 CM, art. 387; CPP, art. 427 y sgtes. 
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dio de la fuerza policial, y solicitará a quien lo propuso que cola-
bore con la diligencia. 
 Se podrá suspender el juicio por esta causa una sola vez 
conforme a lo previsto para las suspensiones, y si el testigo no 
concurre al segundo llamado o no pudo ser localizado para su 
conducción por la fuerza policial, el juicio continuará prescin-
diendo de esa prueba630. 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 393.- Otros me-

dios de prueba 

Los documentos serán leídos y exhibidos en la audiencia, 
con indicación de su origen.  
 Los objetos y otros elementos de convicción secuestra-
dos631 serán exhibidos para su reconocimiento por testigos, peri-
tos o el imputado. Las grabaciones y elementos de prueba audio-
visuales serán reproducidos, en la forma habitual.   
 Las partes y el tribunal podrán acordar, por unanimidad, 
la lectura, exhibición o reproducción parcial de esos medios de 
prueba. 
 Se podrán efectuar careos o reconstrucciones u ordenar 
una inspección judicial632. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 394.- Prueba pa-

ra mejor proveer 

Excepcionalmente, el tribunal podrá ordenar la recepción 
de cualquier prueba, si en el curso de la audiencia surgen hechos 
o circunstancias nuevas, que requieran su esclarecimiento, cui-
dando de no reemplazar por este medio la actuación propia de las 
partes633. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 395.- Discusión 

final y cierre del debate 
                                                           
630 CPP, arts. 210, 221 pár. 1. 
631 CPP, arts. 193 al 199. 
632 CPP, arts. 176, 179 al 182, 233. 
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Terminada la recepción de las pruebas, el presidente 
concederá sucesivamente, la palabra al fiscal, al querellante y al 
defensor, para que en ese orden expresen sus alegatos finales.  
 No se podrán leer memoriales, sin perjuicio de la lectura 
parcial de notas para ayudar a la memoria. 
 Si intervinieron dos o más fiscales, querellantes o defen-
sores, todos podrán hablar, repartiendo sus tareas, para evitar 
repeticiones o dilaciones. 
 Todas las partes podrán replicar y finalmente se oirá al 
imputado. 
 La réplica se limitará a la refutación de los argumentos 
adversos que antes no hayan sido discutidos. 
 El presidente impedirá cualquier divagación, repetición o 
interrupción. En caso de manifiesto abuso de la palabra, llamará 
la atención al orador, y si éste persiste, podrá limitar, con pru-
dencia, el tiempo del alegato, teniendo en cuenta la naturaleza de 
los hechos en examen, las pruebas recibidas y las cuestiones a 
resolver.  
 Al finalizar el alegato, el orador expresará sus conclusio-
nes de un modo concreto. El fiscal y el querellante deberán soli-
citar la pena que estiman procedente, cuando requieran una con-
dena. 
 Si está presente la víctima y desea exponer, se le conce-
derá la palabra, aunque no haya intervenido en el procedimiento. 
 Finalmente, el presidente preguntará al imputado si tiene 
algo más que manifestar. Inmediatamente después declarará ce-
rrado el debate. 
 

CAPÍTULO III 
DELIBERACIÓN Y SENTENCIA 

 
¡Error!Marcador no definido.Artículo 396.- Delibera-

ción 

Cerrado el debate, los jueces pasarán, de inmediato y sin 
interrupción, a deliberar en sesión secreta, a la que sólo podrá 

                                                                                                                  
633 CPP, art. 387. 
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asistir el secretario. La deliberación no se podrá suspender salvo 
enfermedad grave de alguno de los jueces.  
 En este caso la suspensión no podrá durar más de tres 
días, luego de los cuales se deberá reemplazar al juez634 y realizar 
el juicio nuevamente. 

 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 397.- Normas pa-

ra la deliberación y votación 

El tribunal apreciará las pruebas producidas durante el 
juicio de un modo integral y según su sana crítica635. 
 Todos los jueces deliberarán y votarán respecto de todas 
las cuestiones, según el siguiente orden, en lo posible: 
 1) las relativas a su competencia, a la procedencia de la 
acción penal y toda otra cuestión incidental que se haya diferido 
para este momento; 
 2) las relativas a la existencia del hecho punible y la pu-
nibilidad; y, 
 3) la individualización de la  sanción aplicable. 
 Las decisiones se adoptarán por mayoría. Los jueces 
fundarán separadamente sus votos o lo harán en forma conjunta 
cuando estén de acuerdo. 

 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 398.- Requisitos 

de la sentencia636 

La sentencia se pronunciará en nombre de la República 
del Paraguay y contendrá: 
 1) la mención del tribunal, lugar y fecha en que se ha 
dictado, los datos personales de los jueces y las partes, los datos 
personales del imputado y la enunciación del hecho que ha sido 
objeto del juicio;  

                                                           
634 Resolución N° 685 dictada por la Corte Suprema de Justicia en 
fecha 21 de febrero de 2000. 
635 CPP, arts. 175, 403 num. 4. 
636 CPP, art. 403 num. 7. 
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 2) el voto de los jueces sobre cada una de las cuestiones 
planteadas en la deliberación, con exposición de los motivos de 
hecho y de derecho en que los fundan637; 
 3) la determinación precisa y circunstanciada del hecho 
que el tribunal estima acreditado;  
 4) la parte dispositiva con mención de las normas aplica-
bles, las costas638; y, 
 5) la firma de los jueces. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 399.- Redacción 

y lectura 

La sentencia será redactada y firmada inmediatamente 
después de la deliberación.  
 Enseguida, el tribunal se constituirá nuevamente en la 
sala de audiencia, después de ser convocadas verbalmente todas 
las partes y el documento será leído en voz alta por el secretario 
ante quienes comparezcan.  Acto seguido se explicará su conte-
nido en idioma guaraní, conforme lo previsto en este código639. 
 Excepcionalmente, cuando por la complejidad del asunto 
o lo avanzado de la hora sea necesario diferir la redacción íntegra 
de la sentencia, en dicha oportunidad se redactará, firmará y leerá 
tan sólo su parte dispositiva y uno de los jueces relatará al públi-
co, sintéticamente, los fundamentos que motivaron la decisión; 
asimismo, anunciará día y hora de la  audiencia para la lectura 
integral, la que se llevará a cabo en el plazo máximo de los cinco 
días posteriores al pronunciamiento de la parte dispositiva. 
 La sentencia quedará notificada con la lectura integral y 
las partes recibirán copia de ella. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 400.- Sentencia y 

acusación 

                                                           
637 CPP, art. 125. 
638 CPP, art. 261 y sgtes. 
639 CN, art. 140, Disposiciones Finales y Transitorias, art. 18 num. 2; 
CPP, art. 118. 
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La sentencia no podrá dar por acreditados otros hechos u 
otras circunstancias que los descriptos en la acusación y admiti-
dos en el auto de apertura a juicio640 o, en su caso, en la amplia-
ción de la acusación, salvo cuando favorezcan al imputado. 
 En la sentencia, el tribunal podrá dar al hecho una califi-
cación jurídica distinta a la de la acusación o del auto de la aper-
tura a juicio, o aplicar sanciones más graves o distintas a las soli-
citadas.   
 Sin embargo, el imputado no podrá ser condenado en 
virtud de un tipo penal distinto del invocado en la acusación, su 
ampliación o en el auto de apertura a juicio y que en ningún mo-
mento fue tomado en cuenta durante el juicio. Si el tribunal ob-
serva la posibilidad de una calificación jurídica que no ha sido 
considerada por ninguna de las partes advertirá al imputado sobre 
esa posibilidad, para que prepare su defensa. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 401.- Absolución 

La sentencia absolutoria ordenará la libertad del imputa-
do, la cesación de todas las medidas cautelares, la restitución de 
los objetos afectados al procedimiento que no estén sujetos a 
comiso, las inscripciones necesarias y fijará las costas. 
 La libertad del imputado se otorgará aun cuando la sen-
tencia absolutoria no esté firme641 y se cumplirá directamente 
desde la sala de audiencia642. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 402.- Condena 

La sentencia condenatoria fijará con precisión las penas 
que correspondan y, en su caso, determinará la suspensión condi-
cional de la pena y las obligaciones que deberá cumplir el conde-
nado643. 
 Se fijará con precisión la fecha en que la condena finali-
za,  según el caso.   

                                                           
640 CPP, art. 347. 
641 CPP, art. 127. 
642 CPP, art. 265. 
643 CP, arts. 44, 45. 
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 También se establecerá el plazo dentro del cual corres-
ponderá pagar la multa y se unificarán las condenas o las penas 
cuando sea posible. 
 La sentencia decidirá también sobre las costas644 y sobre 
la entrega de objetos secuestrados a quien el tribunal entienda 
con mejor derecho a poseerlos, sin perjuicio de los reclamos que 
correspondan ante los tribunales civiles. Decidirá sobre el comiso 
y la destrucción previstos en la ley645 y remitirá copia de la mis-
ma a la entidad pública en la cual se desempeña el condenado646 
y al Tribunal Superior de Justicia Electoral. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 403.- Vicios de la 

sentencia 

 Los defectos de la sentencia que habilitan la apelación y 
la casación647, serán los siguientes: 
 1) que el imputado no esté suficientemente identificado; 
 2) que carezca la enunciación del hecho objeto del juicio 
y la determinación circunstanciada de aquel que el tribunal esti-
mó acreditado; 
 3) que se base en medios o elementos probatorios no 
incorporados legalmente al juicio o incorporados por su lectura 
en violación a las normas de este Título; 
 4) que carezca, sea insuficiente o contradictoria la fun-
damentación de la mayoría del tribunal. Se entenderá que la fun-
damentación es insuficiente cuando se utilicen formularios, afir-
maciones dogmáticas, frases rutinarias o se utilice, como funda-
mentación, el simple relato de los hechos o cualquier otra forma 
de reemplazarla por relatos insustanciales.  Se entenderá que es 

                                                           
644 CPP, art. 264. 
645 CP, art. 86 y sgtes.; Ley N° 1.492/99 “Que dispone el destino de 
los recursos provenientes de las multas y comisos aplicados por los 
órganos jurisdiccionales en cumplimiento de la Ley N° 1.160/97 Có-
digo Penal”. 
646 Se entiende que esta exigencia está prevista únicamente en el caso 
de que el condenado sea funcionario público. 
647 CPP, arts. 461, 477. 
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contradictoria la fundamentación cuando no se han observado en 
el fallo las reglas de la sana crítica, con respecto a medios o ele-
mentos probatorios de valor decisivo648; 
 5) que la parte dispositiva carezca de elementos esencia-
les649; 
 6) que carezca de la fecha del acto y no sea posible fijarla 
o falte la firma de alguno de los jueces y no se pueda determinar 
si ha participado en la deliberación, salvo los casos de excepción 
previstos legalmente650; 
 7) la inobservancia de las reglas previstas para la delibe-
ración y redacción de la sentencia651; y, 
 8) la inobservancia de las reglas relativas a la congruen-
cia entre la sentencia652, la acusación653 y el auto de apertura a  

                                                           
648 CPP, arts. 125,  398 num. 2. 
649 CPP, art. 398 num. 4. 
650 CPP, art. 398 num. 5. 
651 CPP, arts. 396 al 399. 
652 CPC, art. 15 inc. c). 
653 CPP, art. 357. 
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juicio654. 
 Los demás defectos serán saneados de oficio por el tri-
bunal o a petición del interesado. 
 

CAPÍTULO IV 
ACTA DEL JUICIO 

 
¡Error!Marcador no definido.Artículo 404.- Contenido 

El secretario labrará un acta de la  audiencia, que conten-
ga: 
 1) el lugar y fecha de la audiencia, con indicación de la 
hora de inicio y finalización, así como de las suspensiones y de 
las reanudaciones; 
 2) los datos personales de los jueces, de las partes, defen-
sores y representantes, con mención de las conclusiones que emi-
tieron en sus alegatos finales; 
 3) los datos personales del imputado; 
 4) un breve resumen del desarrollo de la audiencia, con 
indicación de los datos personales de los testigos, peritos e intér-
pretes y la referencia de los documentos leídos; 
 5) las solicitudes y decisiones producidas en el curso del 
juicio y las objeciones de las partes; 
 6)  la observancia de las formalidades esenciales, deján-
dose constancia de la publicidad o si ella fue excluida, total o 
parcialmente; 
 7) las otras menciones prescritas por ley que el tribunal 
ordene hacer; aquéllas que soliciten las partes y las reposiciones 
o protestas de recurrir en apelación; 
 8) la constancia de la lectura de la sentencia definitiva o, 
en su caso, de la parte dispositiva de la sentencia; y, 
 9) la firma del secretario. 
 En los casos de prueba compleja, el tribunal podrá orde-
nar la versión taquigráfica o la grabación total o parcial de la 
audiencia o que se resuma, al final de alguna declaración o dic-

                                                           
654 CPP, art. 363. 
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tamen, la parte esencial de ellos, en cuyo caso constará en el acta 
la disposición y la forma en que fue cumplida.  
 La versión taquigráfica, la grabación o la síntesis no ten-
drán valor probatorio para la sentencia o para la admisión de un 
recurso, salvo que ellas demuestren la inobservancia de una regla 
de procedimiento que habilita el recurso de apelación o casa-
ción655. 
 El tribunal también podrá permitir que las partes, a su 
costa, registren, al solo efecto de ayudar a su memoria, las alter-
nativas propias del juicio. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 405.- Lectura y 

notificación del acta 

El acta se leerá inmediatamente después de la sentencia 
ante los presentes, con lo que se tendrá por notificada a todos; 
ella podrá ser modificada después de su lectura, cuando las partes 
así lo reclamen y el tribunal lo estime conveniente. Si el tribunal 
no ordena la modificación del acta, el reclamo se hará constar.  
 El tribunal podrá reemplazar la lectura del acta ordenan-
do la entrega de copias para cada una de las partes presentes en el 
mismo acto; al pie del acta constará la forma en que ella fue noti-
ficada656. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 406.- Valor del 

acta 

El acta demostrará, en principio, el modo como se des-
arrolló el juicio, la observancia de las formalidades previstas para 
él, las personas que han intervenido y los actos que se llevaron a 
cabo. 
 La falta o insuficiencia de las enunciaciones previstas, no 
producirá, por sí misma, un motivo de impugnación de la senten-
cia. Sin embargo, se podrá probar un enunciado faltante o su 

                                                           
655 CPP, arts. 461, 477. 
656 CPP, art. 151. 
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falsedad, cuando sea necesario para demostrar el vicio que inva-
lida la decisión. 
 En este caso, se indicará la omisión o la falsedad al inter-
poner el recurso de apelación o  casación657. 

 

                                                           
657 CPP, arts. 461, 477. 
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LIBRO SEGUNDO 
PROCEDIMIENTOS ESPECIALES 

 
TÍTULO I 

¡Error!Marcador no definido.PROCEDIMIENTO ANTE EL 
JUEZ DE PAZ 

 
CAPÍTULO I 

REQUERIMIENTO DEL FISCAL ANTE EL JUEZ DE PAZ 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 407.- Requeri-

miento optativo 

En los casos en que este código lo autoriza, presentado el 
requerimiento fiscal, el juez de paz convocará a todas las partes a 
una audiencia dentro de los cinco días, salvo que el imputado se 
halle detenido, caso en el que lo hará dentro de las cuarenta y 
ocho horas. 
 Si el imputado se halla detenido, el juez de paz recibirá 
en la audiencia su declaración indagatoria. 
 Si el imputado no ha sido capturado o no puede concurrir 
por un obstáculo insuperable, la audiencia se realizará con la 
presencia del defensor658. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo  408.- Desarrollo 

En cuanto sean aplicables, regirán las reglas del juicio 
oral y público, adaptadas a la sencillez de la audiencia659. 
 Se labrará un acta en la que solamente consten los aspec-
tos esenciales del acto, los planteos de las partes y  las resolucio-
nes del juez, evitando la transcripción total de lo ocurrido, de 
modo que no se desnaturalice su calidad de audiencia oral y sen-
cilla. 
 El acta será leída al finalizar la audiencia y firmada por 
las partes, quedando notificada por su lectura660. 

                                                           
658 CPP, art. 44. 
659 CPP, arts. 368, 370. 
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Artículo 409.- Resolución  
Luego de escuchar a las partes y, en su caso, de recibir la 

declaración indagatoria, el juez de paz resolverá, fundadamente, 
todas las cuestiones planteadas y, según corresponda: 
 1) decretará la desestimación solicitada por el fiscal; 
 2) dictará el sobreseimiento provisional661; 
 3) declarará extinguida la acción pública o suspenderá el 
proceso, según corresponda, cuando resuelva la aplicación de un 
criterio de oportunidad662; 
 4) suspenderá condicionalmente el procedimiento663; 
 5) resolverá conforme al procedimiento abreviado664; y, 
 6) autorizará la conciliación, cuando haya sido acordada 
por las partes665. 
 En la audiencia, el juez, aun de oficio, procurará la con-
ciliación sobre la reparación del daño y, en su caso, declarará 
extinguida la acción penal. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 410.- Oposición 

Cuando el juez de paz no acepte el requerimiento fiscal, 
le  devolverá las  actuaciones para que en el plazo de diez días 
plantee un nuevo requerimiento ante el juez penal666. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 411.- Revisión de 

sanciones 

Cuando conforme a las leyes especiales el juez de paz 
deba resolver la apelación o revisión de sanciones  
administrativas667, aplicará, analógicamente, las normas previstas 
en este Título. 
                                                                                                                  
660 CPP, art. 405. 
661 CPP, art. 362. 
662 CPP, art. 19. 
663 CPP, art. 21. 
664 CPP, art. 420. 
665 CPP, art. 311. 
666 CPP, art. 44. 
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667 Respecto de la atribución otorgádale a los jueces de paz de resolver 
la apelación o revisión de sanciones administrativas, corresponde 
determinar el alcance de aquélla teniendo en cuenta las funciones del 
Tribunal de Cuentas, Primera Sala. 
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¡Error!Marcador no definido.Artículo 412.- Recursos 

Las resoluciones del juez de paz que desestiman las ac-
tuaciones, declaran la extinción de la acción, suspenden el proce-
dimiento o sobreseen  
provisionalmente, son apelables668. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 413.- Requeri-

miento 

Cuando las leyes atribuyan competencia al juez de paz 
para el juzgamiento de faltas669, la solicitud del juicio, se hará por 
escrito y contendrá: 
 1) la identificación del imputado y su domicilio; 
 2) la descripción sintética del hecho imputado, consig-
nando el tiempo y lugar de comisión; 
 3) la cita de las normas legales infringidas; 
 4) la indicación de los elementos de prueba; acompañan-
do los documentos y los objetos entregados o incautados; y, 
 5) la identificación y firma del solicitante. 
 Bastará como solicitud, el formulario que contenga los 
requisitos antes mencionados. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 414.- Requeri-

miento administrativo 

La Policía o los funcionarios determinados por la ley, 
podrán realizar el requerimiento, sin perjuicio de la facultad del 
Ministerio Público de solicitar el juicio por faltas cuando la ley 
se lo permita.   
 El requerimiento contendrá la intimación a presentarse 
ante el juez de paz competente dentro del plazo de cinco días.  
                                                           
668 CPP, art. 461. No está previsto expresamente el órgano ante el cual 
deberá sustanciarse el recurso de apelación interpuesto contra las 
resoluciones de los jueces de paz. 
669 Ninguna ley atribuye competencia al juez de paz para el juzga-
miento de las faltas. El Código Penal no contempla las faltas en la 
clasificación de hechos punibles del art. 13. 
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Cuando el requerimiento sea presentado por un particular el juez 
de paz intimará al infractor a que comparezca en el mismo plazo.   
 En todo caso se dará copia del requerimiento al infractor. 

 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 415.- Audiencia 

El infractor al presentarse ante el juez manifestará si ad-
mite su culpabilidad o si requiere el juicio. En este último caso, 
podrá ofrecer prueba o solicitar las diligencias que considere 
pertinentes para su defensa. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 416.- Resolución 

Si el infractor admite su culpabilidad y no son necesarias 
otras diligencias, el juez dictará la resolución que corresponda. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 417.- Juicio 

En caso de juicio, el juez convocará inmediatamente al 
imputado y, si es necesario, al solicitante.  Asimismo expedirá 
las órdenes indispensables para incorporar al juicio los elementos 
de prueba admitidos. 
 La audiencia será oral y pública y no se podrá suspender. 
 El juez oirá brevemente a los comparecientes y luego de 
recibir y analizar la prueba absolverá o condenará por simple 
decreto670. 
                                                           
670 CPP, art. 124. El decreto no está comprendido entre las resolucio-
nes que pueden dictar los jueces. Consultados al respecto los antepro-
yectistas Marcos Köhn y Roque Orrego, contestaron: “El artículo en 
mención hace referencia al Juicio de Faltas o Contravenciones, que ha 
querido ser desformalizado en lo posible. Este tipo de procedimiento, 
de naturaleza penal, comparte una naturaleza administrativa, por lo 
que en lo posible se trató de simplificar el procedimiento. En el Dere-
cho Procesal, las providencias de mero trámite o de sustanciación, han 
sido identificadas también con el nombre de decretos. Así Eduardo J. 
Couture, en su obra Vocabulario Jurídico, págs. 203 y 204, en las 
voces Decreto y Decreto de Sustanciación, refiere:”2- Resolución de 
mero trámite emitida por ellos Jueces en el curso de un procedimien-
to”. 
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 Si no son incorporados medios de prueba durante el jui-
cio, el juez decidirá sobre la base de los hechos comprobados y 
elementos acompañados con la solicitud inicial. 
 Cuando el imputado no comparezca, igualmente se re-
solverá, sin más trámite, conforme al inciso anterior671. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 418.- Impugna-

ción 

La resolución será apelable en el plazo de tres días, úni-
camente por el condenado672. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 419.- Analogía 

En lo demás, regirán, analógicamente, las reglas del pro-
cedimiento ordinario, adecuadas a la naturaleza breve y simple 
de este procedimiento. 
 El imputado podrá nombrar un defensor para que lo asis-
ta, pero no regirán las normas de la defensa pública673. 
 No se aplicarán medidas cautelares personales674. 
 

TÍTULO II 
                                                           
671 CN, arts. 16, 17 num. 5; CPP, arts. 75 num. 4, 83 pár. 1. 
672  CPP, art. 461. 
673 Consultados los anteproyectistas Marcos Köhn y Roque Orrego 
acerca de por qué no rigen las normas de la defensa pública, contesta-
ron: “El artículo se refiere al Juicio de Faltas o Contravenciones, que 
siempre será tramitado ante los Juzgados de Paz. Por ahora, que no 
existe un Código o Ley de Faltas o Contravenciones, existen poquísi-
mas causas abiertas por este tipo de hechos punibles, pero una vez en 
vigencia, se expecta una enorme cantidad de procesos. No se niega la 
posibilidad de contar con abogado defensor, su nombramiento es fa-
cultativo por parte del infractor; el infractor puede presentarse y repre-
sentarse por sí solo. No rigen las normas de la defensa pública (defen-
sa técnica), puesto la representación y asistencia de los infractores ha 
sido encomendada a ellos mismos (defensa material) por la desforma-
lización del procedimiento. El derecho de defensa es inviolable, sólo 
su forma de ejercerla ha sido cambiada”. 
674 CPP, art. 239 y sgtes. 
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PROCEDIMIENTO ABREVIADO 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 420.- Admisibili-

dad 

Hasta la audiencia preliminar, se podrá proponer la apli-
cación del procedimiento abreviado cuando: 
 1) se trate de un hecho punible que tenga prevista una 
pena máxima inferior a cinco años, o una sanción no privativa de 
libertad; 
 2) el imputado admita el hecho que se le atribuye y con-
sienta la aplicación de este procedimiento; y, 
 3) el defensor acredite, con su firma, que el imputado ha 
prestado su consentimiento libremente. 
 La existencia de coimputados no impide la aplicación de 
estas reglas a alguno de ellos675.  

 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 421.- Trámite 

El Ministerio Público, el querellante y el imputado, con-
juntamente o por separado, presentarán un escrito, acreditando 
los preceptos legales aplicables y sus pretensiones fundadas, 
además de los requisitos previstos en el artículo anterior. 
 El juez oirá al imputado y dictará la resolución que co-
rresponda, previa audiencia a la víctima o al querellante. 
 El juez podrá absolver o condenar, según corresponda.  

                                                           
675 CP, arts. 106, 108, 110, 111, 113, 117, 120, 121, 122, 123,  124, 
130, 131, 132, 133, 134, 135, 136, 137, 138, 141, 142, 143, 144, 145, 
146, 147, 148, 150, 151, 152, 153, 157, 158,  170, 173, 174, 176, 177, 
177, 179, 181, 182 , 184, 189, 191, 193, 196, 197, 198, 199 , 200, 202, 
203, 204, 205, 206, 207, 208, 209,  210, 210, 212, 214, 215, 216, 217, 
218, 219, 220, 221, 222, 224, 225, 226, 227, 228, 229, 230, 231, 232, 
233, 235, 238, 240, 241, 242, 243, 251, 254, 255, 256, 257, 258, 259, 
260, 264, 265, 266, 277, 279, 284, 291, 292, 294, 296, 297, 298, 299, 
300, 302, 303, 307, 313, 316 (Vide: Código Penal de la República del 
Paraguay, Concordado con Índice Alfabético-Temático. T. I, Colec-
ción de Derecho Penal, pág. 207-220). 
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 Si condena, la pena impuesta no podrá superar la reque-
rida por los acusadores. 
 La sentencia contendrá los requisitos previstos en este 
Código676, aunque de un modo sucinto, y será apelable677. 
 Si el juez no admite la aplicación del procedimiento 
abreviado, emplazará al Ministerio Público para que continúe el 
procedimiento según el trámite ordinario.  
 En este caso, el requerimiento anterior sobre la pena no 
vincula al Ministerio Público durante el juicio, ni la admisión de 
los hechos por parte del imputado podrán ser considerados como 
una confesión. 

TÍTULO III 
PROCEDIMIENTO  POR  DELITO DE    ACCIÓN   PENAL   

PRIVADA 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 422.- Querella 

Quien pretenda acusar por un delito de acción privada, 
deberá presentar su acusación particular ante el juez de paz o el 
tribunal de sentencia, por sí o mediante apoderado especial, con-
forme a lo previsto en este código678. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 423.- Auxilio ju-

dicial previo 

Cuando no se haya logrado identificar o individualizar al 
acusado; o determinar su domicilio; o, cuando para describir 
clara, precisa y circunstanciadamente el delito sea imprescindible 
llevar a cabo diligencias que el querellante no pueda realizar por 
sí mismo, requerirá en la acusación el auxilio judicial, indicando 
las medidas pertinentes.  
 El juez prestará el auxilio, si corresponde. Luego, el acu-
sador completará su acusación dentro de los cinco días de obte-
nida la información faltante679. 
                                                           
676 CPP, art. 398. 
677 CPP, art. 461. 
678 CPP, arts. 17,  44 num. 6. 
679 CPP, art. 282. 
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¡Error!Marcador no definido.Artículo 424.- Concilia-

ción 

Admitida la querella, se convocará a una audiencia de 
conciliación, dentro de los diez días680. 
     Por acuerdo entre acusador y acusado podrán designar un 
amigable componedor para que realice la audiencia.  
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 425.- Procedi-

miento posterior 

Si no se logra la conciliación, el juez convocará a juicio 
conforme a lo establecido por este código y aplicará las reglas 
del juicio ordinario.  

 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 426.- Abandono 

de la querella 

Además de los casos previstos en este código, se consi-
derará abandonada la querella y se archivará el procedimiento 
cuando: 
 1) el querellante o su mandatario no concurran a la au-
diencia de conciliación, sin justa causa; y, 
 2) cuando fallecido o incapacitado el querellante, no 
concurra a proseguir el procedimiento quien según la ley esté 
autorizado para ello, dentro de los treinta días siguientes a la 
muerte o incapacidad. 

 
TÍTULO IV 

PROCEDIMIENTO PARA MENORES  
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 427.- Reglas es-

peciales681 

                                                           
680 CPP, arts. 311, 312. 



SEGUNDA PARTE. LIBRO SEGUNDO: PROCEDIMIENTOS ESPECIALES 

 210 

En la investigación y juzgamiento de los hechos punibles 
en los cuales se señale como autor o partícipe a una persona que 
haya cumplido los catorce años y hasta los veinte años de edad 
inclusive, se procederá con arreglo a la Constitución, al Derecho 
Internacional vigente y a las normas ordinarias de este código682, 
y regirán en especial, las establecidas a continuación. 
 1) Objeto del proceso y la investigación. El proceso al 
adolescente tiene por objeto verificar la existencia de una acción 
u omisión considerada como delito o crimen según la ley penal 
ordinaria, determinar quién es su autor o partícipe, y ordenar la 
aplicación de las medidas que corresponda683;  
 2) Comprobación de la edad. La edad del adolescente 
se comprobará con el certificado de nacimiento, pero a falta de 
éste, el juez penal juvenil, resolverá en base al dictamen pericial, 
efectuado por un médico forense acreditado o por dos médicos en 
ejercicio de su profesión. En la pericia deberá intervenir además, 
un psicólogo forense, quien agregará sus conclusiones en el dic-
tamen. El dictamen deberá realizarse y remitirse en un plazo que 
no excederá de setenta y dos horas después de notificada la reso-
lución que la ordene684; 
 3) Declaración del adolescente. Se garantizará la entre-
vista del adolescente con su abogado previa a la audiencia. La 
declaración del adolescente se efectuará ante el juzgado y deberá 
recibirse en presencia del defensor público o particular si lo tu-
viere, pudiendo intervenir el fiscal competente. Ningún adoles-
cente será sujeto de interrogatorio por autoridades policiales so-
bre su participación en los hechos investigados. El incumpli-
miento de esta disposición implica la nulidad de lo actuado; 

                                                                                                                  
681 Código de la Niñez y la Adolescencia, art. 231 y sgtes. 
682 Código de la Niñez y la Adolescencia, art. 192, Ley N° 1072/01 
“Que establece el alcance de los términos Nño, Adolescente y Menor 
Adulto”, art. 1. 
683 Ley N° 1/89 “Que aprueba y ratifica la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos o Pacto de San José de Costa Rica”, art. 5° 
num. 5; Ley N° 5/92 “Pacto Internacional de Derechos Civiles y Polí-
ticos”, art. 10 num. 2 inc. b), num. 3, num. 4. 
684 Código de la Niñez y la Adolescencia, arts. 2, 236. 
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 4) Régimen de libertad. El adolescente sólo podrá ser 
privado preventivamente de su libertad cuando fuere sorprendido 
en flagrancia o por orden judicial escrita685.  
  Resolución inmediata sobre la libertad. Cuando el 
adolescente estuviera detenido por flagrancia y fuere puesto a 
disposición del juez, éste resolverá inmediatamente sobre su li-
bertad; u ordenará la aplicación de alguna medida provisional si 
fuera procedente, sin perjuicio de que el ministerio público con-
tinúe la investigación. 
  Medida provisional. El juez con base en las diligencias 
de investigación y previa declaración del adolescente, resolverá 
si procede aplicarle una medida en forma provisional; 

5) Órganos intervinientes. Los órganos jurisdiccionales, 
fiscales y de la defensa pública intervinientes en este procedi-
miento, serán aquellos que tengan la competencia y jurisdicción 
correspondiente; y se integrarán conforme a las reglas que este 
código establece para los órganos creados686;  
         6) Forma del juicio. El juicio se realizará a puertas ce-
rradas, salvo que el imputado o su representante legal requieran 
la publicidad del juicio687; 
 7) Participación de los padres o interesados legítimos. 
Los padres o quienes lo hayan tenido a su cuidado, guarda o tute-
la, podrán asistir al juicio y participar en la defensa del adoles-
cente; 
 8) Investigación socio-ambiental. Será obligatorio la 
realización de una investigación sobre el adolescente, dirigida 
por un perito, quien informará en el juicio; 
 9) División obligatoria. Será obligatoria la división del 
juicio prevista por este código688. 
 

                                                           
685 CN, art. 11; Código de la Niñez y la Adolescencia, art. 9;  Código 
de la Niñez y la Adolescencia, art. 206 y sgtes. 
686 Código de la Niñez y la Adolescencia, arts. 158  y sgtes., 222 y 
sgtes. 
687 Ley Orgánica del Ministerio Público, art. 16; Código de la Niñez y 
la Adolescencia, arts. 27, 235. 
688 CPP, art. 377. 
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TÍTULO V 
PROCEDIMIENTO PARA LA APLICACIÓN DE 

MEDIDAS DE MEJORAMIENTO 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 428.- Proceden-

cia 

Cuando el Ministerio Público o el querellante, en razón 
de particulares circunstancias personales del procesado, estimen 
que sólo corresponde aplicar una medida, solicitarán este proce-
dimiento, en la forma y las condiciones previstas para la acusa-
ción, indicando también los antecedentes y circunstancias que 
motivan el pedido689. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 429.- Reglas es-

peciales 

El procedimiento se regirá por las reglas ordinarias, salvo 
las establecidas a continuación: 
 1) cuando el imputado sea incapaz, sus facultades serán 
ejercidas por su representante legal, o en su defecto por quien 
designe el tribunal, con quien se entenderán todas las diligencias 
del procedimiento, salvo los actos de carácter personal690; 
 2) en el caso previsto por el inciso anterior, no se exigirá 
la declaración previa del imputado para presentar acusación, pero 
su representante legal o el designado en su defecto, podrán mani-
festar cuanto consideren conveniente para la defensa de su repre-
sentado; 
 3) el procedimiento aquí previsto nunca se tramitará jun-
tamente con uno ordinario; 
 4) el juicio se realizará a puertas cerradas, sin la presen-
cia del imputado, cuando sea imposible a causa de su estado o 
inconveniente por razones de orden, seguridad o salud, caso  en 
el cual será representado a todos los efectos por su representante 
legal;  
                                                           
689 CP, art. 72 y sgtes. 
690 CP, arts. 23, 73; CPP, arts. 78 al 80. 
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 5) la sentencia versará sobre la absolución o sobre la 
aplicación de una medida de seguridad; y, 
 6) no serán aplicables las reglas referidas al procedimien-
to abreviado, ni las de la suspensión condicional del procedi-
miento. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 430.- Rechazo 

El juez podrá rechazar la solicitud, por entender que co-
rresponde la aplicación de una sanción y ordenar la acusación. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 431.- Transfor-

mación 

Si durante el juicio, el tribunal considera que correspon-
de aplicar una pena, ordenará la acusación conforme al procedi-
miento ordinario. 
 

 
TÍTULO VI 

PROCEDIMIENTO PARA LOS HECHOS PUNIBLES RE-
LACIONADOS CON PUEBLOS INDÍGENAS 

 
¡Error!Marcador no definido.Artículo 432.- Proceden-

cia 

Cuando el imputado sea miembro y viva permanente-
mente en una comunidad indígena; o cuando sea la comunidad o 
uno de sus miembros residentes la víctima del hecho punible, 
deberán aplicarse las normas establecidas en este Título691. 
                                                           
691 CN, art. 63; Ley N° 112/91 “Que aprueba y ratifica el Convenio 
para establecer y conservar la reserva natural del bosque del Mbaraca-
yú y la Cuenca que lo rodea del Río Jejuí, suscrito entre el gobierno de 
la República del Paraguay, el Sistema de las Naciones Unidas, the 
Nature Conservancy y la Fundación Moisés Bertoni para la conserva-
ción de la naturaleza”, art. 12; Ley N° 234/93 “Que aprueba el Conve-
nio N° 169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales en países independien-
tes, adoptado durante la 76° Conferencia Internacional del Trabajo, 



SEGUNDA PARTE. LIBRO SEGUNDO: PROCEDIMIENTOS ESPECIALES 

 214 

 
¡Error!Marcador no definido.Artículo 433.- Etapa pre-

paratoria 

La etapa preparatoria se regirá por las disposiciones co-
munes, con las siguientes modificaciones: 
 1) la investigación fiscal será realizada con la asistencia 
obligatoria de un consultor técnico especializado en cuestiones 
indígenas, sorteado de la lista prevista en este Título692; 
 2) en caso de ordenarse la prisión preventiva, el juez, al 
momento del examen de oficio sobre la procedencia de la medi-
da, ordenará, a requerimiento del defensor, un informe pericial 
sobre las condiciones de vida del procesado en prisión que consi-
dere las características culturales del imputado y, en su caso, 
formule las recomendaciones tendientes a evitar la alienación 
cultural; y, 
 3) el control de la investigación fiscal, será efectuado por 
el juez del procedimiento ordinario, quien antes de resolver cual-
quier cuestión esencial, deberá oír el parecer de un perito; 

 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 434.- Etapa in-

termedia 

Durante la etapa intermedia se aplicarán las siguientes 
reglas especiales: 
 1) una vez concluida la etapa preparatoria, el juez convoca-
rá al Ministerio Público, al imputado y a la víctima, junto con los 
miembros de la comunidad que estos últimos designen, a una au-
diencia, para que, aconsejados por el perito interviniente, elaboren, 
de común acuerdo, un modo de reparación, que podrá incluir cual-
quier medida autorizada por este código, o aquéllas aceptadas por la 
cultura de la etnia, con el objeto de poner fin al procedimiento, 

                                                                                                                  
celebrada en Ginebra el 7 de junio de 1989”, arts. 8, 9, 10; CPP, arts. 
26, 380. 
692 CPP, art. 380. 
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siempre que ella no atente contra los derechos fundamentales esta-
blecidos en la Constitución693 y el Derecho Internacional vigente; 
 2) si las partes llegan libremente a un acuerdo, el juez lo 
homologará y suspenderá el procedimiento, estableciendo con 
toda precisión los derechos y obligaciones de las partes, así  co-
mo el plazo máximo para la denuncia de cualquier incumpli-
miento; vencido el plazo, sin que existan incumplimientos, se 
declarará, de oficio, extinguida la acción penal; 
 3) si las partes no llegan a ningún acuerdo o si el conve-
nio es incumplido, el trámite continuará conforme a las reglas del 
procedimiento ordinario;  
 4) la extinción de la acción penal es inapelable; y, 
 5) las manifestaciones del procesado en la audiencia o su 
disposición para arribar a un acuerdo, en ningún caso podrán ser 
tomados en cuenta como indicio de su culpabilidad o admisión 
de la existencia del hecho. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 435.- El juicio 

El juicio se realizará conforme a las reglas del procedi-
miento ordinario, con las siguientes modificaciones: 
 1) obligatoriamente se sorteará un nuevo perito; 
 2) siempre que no se afecten los principios y garantías 
previstos en la Constitución, el derecho internacional vigente y 
en este código, el tribunal podrá, por resolución fundada, realizar 
modificaciones al procedimiento, basadas en el respeto a las ca-
racterísticas culturales de la etnia del procesado; las modificacio-
nes serán comunicadas a las partes con suficiente anticipación694; 
 3) antes de dictar sentencia el perito producirá un dicta-
men final, que será valorado conforme con las reglas comunes; el 
perito deberá participar de la deliberación de los jueces, con voz, 
pero sin voto; y, 
 4) la sentencia dejará expresa constancia del derecho 
consuetudinario aplicado o invocado en el procedimiento, tanto 
en lo concerniente a la solución del caso como a las modificacio-

                                                           
693 CN, art. 62 y sgtes. 
694 CN, art. 62 y sgtes. 
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nes procesales, con un juicio valorativo sobre su sentido y alcan-
ce. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 436.- Recursos 

Las decisiones de los jueces o del tribunal  serán impug-
nables por los medios del procedimiento ordinario695. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 437.- Ejecución 

de sentencia 

Cuando la sentencia sea condenatoria a una pena privati-
va de libertad que no supere los dos años, cualquier representante 
legal de una comunidad de la etnia del condenado, podrá presen-
tar al juez de ejecución, una alternativa para la ejecución de la 
sanción, de modo que cumpla más eficazmente las finalidades 
constitucionales, respete la identidad cultural del condenado y le 
sea más favorable. 
 El juez resolverá la cuestión planteada en una audiencia 
oral a la que convocará al condenado, a la víctima y al Ministerio 
Público.  
 En caso de aceptación de la propuesta, se establecerán 
con toda precisión los mecanismos que aseguren el cumplimiento 
de la sanción. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 438.- Peritos 

La Corte Suprema de Justicia, previo llamado a concurso 
de méritos, procederá a elaborar una lista de peritos, conocedores 
de las diferentes culturas indígenas, preferentemente antropólo-
gos, quienes tendrán por función prestar la asesoría técnica con-
forme a lo establecido en este Título696. 
 El listado será comunicado a los jueces y al Ministerio 
Público. 
 

TÍTULO VII 
                                                           
695 CPP, art. 449 y sgtes. 
696 COJ, art. 174; Acordada N° 160/2000. 
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PROCEDIMIENTO PARA LA REPARACIÓN DEL DAÑO 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 439.- Proceden-

cia 

Dictada la sentencia de condena o la resolución que im-
ponga una medida de seguridad por inimputabilidad, el quere-
llante o el Ministerio Público podrán solicitar al juez que ordene 
la reparación del daño causado o la indemnización co-
rrespondiente697. 

 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 440.- Demandado 

La demanda deberá ser dirigida contra el condenado o 
contra aquél a quien se le aplicó una medida de seguridad por 
mejoramiento698.  
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 441.-  Solicitud 

La demanda deberá contener: 
 1) los datos de identidad del demandante o su represen-
tante legal y su domicilio procesal; 
 2) la identidad del demandado y el domicilio donde deba 
ser citado; 
 3) la expresión concreta y detallada de los daños sufridos 
y la relación de causalidad con el hecho punible comprobado; 
 4) el fundamento del derecho que invoca; y, 
 5) la expresión concreta y detallada de la reparación que 
busca o el importe exacto de la indemnización pretendida. 
 La presentación de la demanda deberá estar acompañada 
de una  copia autenticada de la sentencia de condena o la que 
impone la medida. 
 Por desconocimiento de los datos de identificación del 
demandado o si se ignora el contenido del contrato por el cual 

                                                           
697 CPP, arts. 25 num. 10, 27, 29; CC, arts. 450, 1833 y sgtes. 
698 CPP, arts. 27, 402, 428. 
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deberá responder un tercero, el demandante podrá solicitar al 
juez diligencias previas a fin de preparar la demanda699. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 442.- Admisibili-

dad 

El juez examinará la demanda y si falta alguno de los re-
quisitos establecidos en el artículo anterior, intimará al deman-
dante para que corrija los defectos formales, durante el plazo de 
cinco días.  
 Vencido el plazo sin corrección se rechazará la demanda. 
 Igualmente, cuando la solicitud de indemnización sea 
manifiestamente excesiva, el juez intimará a su corrección en el 
mismo plazo y se procederá análogamente. 
 Antes de resolver sobre la admisibilidad, el juez, podrá 
ordenar pericias técnicas para evaluar los daños o la relación de 
causalidad. 
 El rechazo de la demanda será apelable700. El rechazo no 
impedirá plantear la acción ordinaria civil en el fuero respectivo. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 443.- Manda-
miento de reparación o indemnización 

 
Admitida la demanda, el juez librará el mandamiento de 

reparación o indemnización conforme a lo solicitado. 
 El mandamiento contendrá: 
 1) la identidad y domicilio del demandado; 
 2) la identidad y domicilio procesal del demandante, y en 
su caso, de su representante; 
 3) la orden de reparar los daños, con su descripción con-
creta y detallada, o el importe exacto de la indemnización debida; 
 4) la intimación a objetar el mandamiento en el plazo de 
diez días; y, 
 5) la orden de embargar bienes suficientes para responder 
al mandamiento y las costas701. 
                                                           
699 CPC, arts. 209 al 214. 
700 CPP, art. 461. 
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Artículo 444. Carga de la prueba y objeción 

Corresponderá al acusador particular la prueba de los he-
chos en que funde su pretensión. 
 El demandado sólo podrá objetar la legitimación del 
demandante, la clase de la reparación solicitada y la cuantía de la 
indemnización.  
 El escrito de objeción deberá ser fundado y acompañado 
de toda la prueba que respalde la objeción. 
 Si no se objeta el mandamiento en el plazo establecido, 
quedará firme la orden de reparación o indemnización y el juez 
ordenará su ejecución. 
 Presentada la objeción, el juez, convocará a las partes a 
una audiencia de conciliación y prueba dentro de los diez días. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 445.- Audiencia 

                                                                                                                  
701 CPC, art. 707. 
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El día señalado, el juez realizará la audiencia, procurará  
la conciliación de las partes702, producirá la prueba ofrecida y 
oirá el fundamento de sus respectivas pretensiones. 
 La incomparecencia del demandante producirá el desis-
timiento de la demanda y su archivo. Si el demandado no compa-
rece, quedará firme la orden de reparación o indemnización y se 
procederá a su ejecución. 
 En caso de que sean varios los demandados y alguno de 
ellos no comparece, el demandado que no compareció quedará 
vinculado a las resultas del procedimiento, sin posibilidad de 
impugnarlo. 
 Por último, el juez homologará los acuerdos o dictará la 
resolución de reparación o indemnización de daños. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 446.- Apelación 

La resolución sobre la reparación o indemnización será 
apelable703. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 447.- Prescrip-

ción 

La acción para demandar la reparación o indemnización del 
daño, por medio de este procedimiento especial, prescribirá a los 
dos años de ejecutoriada la sentencia de condena o la resolución que 
impone la medida704. 
 

                                                           
702 CPP, art. 311. 
703 CPP, art. 461. 
704 CC, art. 663 inc. f). 
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¡Error!Marcador no definido.Artículo 448.- Otros efec-

tos 

El abandono de este procedimiento especial, luego de la ad-
misión de la demanda, produce la perención de la instancia y obliga al 
pago de las costas. 
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LIBRO TERCERO 
RECURSOS 

 
TÍTULO I 

¡Error!Marcador no definido.NORMAS GENERALES 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 449.- Reglas ge-

nerales 

Las resoluciones judiciales serán recurribles sólo por los 
medios y en los casos expresamente establecidos, siempre que 
causen agravio al recurrente. 
¡Error!Marcador no definido. El derecho de recurrir corres-
ponderá tan sólo a quien le sea expresamente acordado. Cuando 
la ley no distinga entre las diversas partes, el recurso podrá ser 
interpuesto por cualquiera de ellas705. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 450.- Condicio-

nes de interposición 

Los recursos se interpondrán, en las condiciones de 
tiempo y forma que se determina en este código, con indicación 
específica de los puntos de la resolución impugnados. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 451.- Adhesión 

Quien tenga derecho a recurrir, podrá adherirse, dentro 
del período de emplazamiento, al recurso concedido a cualquiera 
de las partes, siempre que exprese los motivos en que se funda706. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 452.- Recurso 

durante las audiencias 

                                                           
705 Ley N° 5/92 “Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos”, 
art. 10 num. 5, 6. 
706 CPP, arts. 451, 463 pár. 2, 470 pár. 2, 471 pár. 2. 
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Durante las audiencias sólo será admisible el recurso de re-
posición707, el que será resuelto de inmediato, sin suspenderlas. 
  La interposición del recurso significará también reserva 
de recurrir en apelación o en casación, si el vicio señalado no es 
saneado y la resolución provoca un agravio al recurrente. 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 453.- Efecto ex-

tensivo 

Cuando existan coimputados el recurso interpuesto por 
uno de ellos favorecerá también a los demás, a menos que se 
base en motivos exclusivamente personales. 
 En caso de acumulación de causas por hechos punibles 
diversos708, el recurso deducido por un imputado favorecerá a 
todos, siempre que se base en la inobservancia de normas proce-
sales que afecten también a los otros y no en motivos exclusiva-
mente personales. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 454.- Efecto sus-

pensivo 

La resolución no será ejecutada durante el plazo para re-
currir y mientras se tramite el recurso, salvo disposición legal en 
contrario. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 455.- Desisti-

miento 

Las partes podrán desistir de los recursos deducidos por 
ellas o sus defensores, sin perjudicar a los demás recurrentes, 
pero cargarán con las costas709. No obstante, el desistimiento de 
un recurso impedirá el progreso de los que se han adherido a él. 
 Para desistir de un recurso, el defensor deberá tener 
mandato expreso del imputado710. 

                                                           
707 CPP, art. 448 y sgtes. 
708 CP, art. 70. 
709 CPP, art. 269. 
710 CPP, art. 105. 
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¡Error!Marcador no definido.Artículo 456.- Competen-

cia 

Al tribunal que resuelva el recurso se le atribuirá el co-
nocimiento del procedimiento, exclusivamente en cuanto a los 
puntos de la resolución que han sido impugnados711.  
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 457.- Reforma en 

perjuicio 

Cuando la resolución sólo haya sido impugnada por el 
imputado o su defensor, no podrá ser modificada en su perjuicio. 
 Los recursos interpuestos por cualquiera de las partes 
permitirán modificar o revocar la resolución en favor del imputa-
do. 
 

TÍTULO II 
RECURSO DE REPOSICIÓN 

 
¡Error!Marcador no definido.Artículo 458.- Proceden-

cia 

El recurso de reposición procederá  solamente contra las 
decisiones que resuelvan un trámite o incidente del procedimien-
to, a fin de que el mismo juez que las dictó, examine nuevamente 
la cuestión y dicte la resolución que corresponda712. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 459.- Trámite 

Salvo cuando el recurso de reposición sea planteado en la 
audiencia, éste se interpondrá dentro de los tres días, por escrito 
fundado. El juez resolverá por auto, previa audiencia a los intere-
sados, por el mismo plazo. 
  

                                                           
711 CPP, art. 40 num. 1. 
712 CPP, art. 452. 
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¡Error!Marcador no definido.Artículo 460.- Efecto 

La resolución que recaiga causará ejecutoria, a menos 
que el recurso haya sido interpuesto, en el mismo momento y en 
forma, con el de apelación subsidiaria713. 
 

 
TÍTULO III 

RECURSO DE APELACIÓN 
 

CAPÍTULO I 
APELACIÓN GENERAL 

 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 461.- Resolucio-

nes apelables714 

El recurso de apelación procederá contra las  siguientes 
resoluciones: 
 1) el sobreseimiento provisional o definitivo715; 
 2) la que decide la suspensión del procedimiento716; 
 3) la que decide un incidente o una excepción717; 
 4) el auto que resuelve sobre la procedencia de una me-
dida cautelar o su sustitución718; 
 5) la desestimación719; 
 6) la que rechaza la querella720; 
 7) el auto que declara la extinción de la acción penal721; 
 8) la sentencia sobre la reparación del daño722; 
                                                           
713 CPC, art. 394. 
714 CPP, arts. 114 in fine, 253, 271, 272, 292, 294, 306, 320, 340, 403,  
406, 412,  418, 421, 434 num. 4, 442, 446, 495, 497; Código de la 
Niñez y la Adolescencia, art. 243. 
715 CPP, arts. 359, 362. 
716 CPP, art. 21. 
717 CPP, art. 327 y sgtes. 
718 CPP, art. 234 y sgtes. 
719 CPP, art. 305. 
720 CPP, art. 69 y sgtes. 
721 CPP, art. 25. 
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 9) la sentencia dictada en el procedimiento abreviado723;  
 10) la concesión o rechazo de la libertad condicional o 
los autos que denieguen la extinción, conmutación o suspensión 
de la pena724; y,  
 11) contra todas aquellas que causen un agravio irrepara-
ble, salvo cuando expresamente se la haya declarado irrecurrible 
por este código. 
 No será recurrible el auto de apertura a juicio725. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 462.- Interposi-

ción 

El recurso de apelación general se interpondrá por escri-
to, debidamente fundado, ante el mismo juez que dictó la resolu-
ción, dentro del término de cinco días. 
 Cuando el tribunal de apelaciones tenga su sede en un 
lugar distinto al de radicación del procedimiento, los recurrentes 
fijarán, en el escrito de interposición, nuevo domicilio procesal. 
 Cuando el recurrente intente producir prueba en la se-
gunda instancia, la ofrecerá junto con el escrito de interposición, 
señalando concretamente el hecho que pretende probar.  

 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 463.- Emplaza-

miento y elevación 

Presentado el recurso, con las copias para el traslado, el 
juez emplazará a las otras partes para que en el plazo común726 de 
cinco días contesten el recurso y, en su caso, ofrezcan prueba.  
 Si se producen adhesiones durante el emplazamiento, 
correrá  traslado a las otras partes para que contesten la adhesión 
en el mismo plazo727.   
                                                                                                                  
722 CPP, art. 439 y sgtes. 
723 CPP, art. 420 y sgtes. 
724 CPP, arts. 25, 494,  499; CP, art. 44. 
725 CPP, art. 363. 
726 CPC, art. 147. 
727 CPP, art. 451. 
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 Luego, sin más trámite e inmediatamente, remitirá las 
actuaciones al tribunal de apelaciones para que resuelva.  
  Sólo se remitirá copia de las actuaciones pertinentes, o 
se formará un cuaderno especial, para no demorar el trámite del 
procedimiento. 
 Excepcionalmente, el tribunal de apelaciones podrá soli-
citar otras copias o el expediente principal; ello no implicará la 
paralización de la marcha del procedimiento. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 464.- Trámite 

Recibidas las actuaciones el tribunal de apelaciones, de-
ntro de los diez días, decidirá la admisibilidad del recurso y la 
procedencia de la cuestión planteada, todo en una sola resolu-
ción. 
 Si alguna parte ha ofrecido prueba y el tribunal la estima 
necesaria y útil, fijará una audiencia oral dentro de los quince 
días de recibidas las actuaciones y resolverá inmediatamente 
después de realizada la audiencia. 
 Quien ha ofrecido prueba para la segunda instancia toma-
rá a su cargo la presentación de dicha prueba en la audiencia y el 
tribunal resolverá únicamente con la prueba que se incorpore y 
con los testigos que se hallen presentes. 
 El secretario auxiliará al oferente expidiendo las citacio-
nes o las órdenes que sean necesarias, que serán diligenciadas 
por el recurrente. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 465.- Resolución 

La resolución del tribunal de apelaciones estará sujeta, en 
lo pertinente, a las formalidades previstas para los autos y las 
sentencias y, en  todo caso, fundamentará sus decisiones. 

 
CAPÍTULO II 

APELACIÓN ESPECIAL DE LA SENTENCIA DE PRIMERA 
INSTANCIA 

 
¡Error!Marcador no definido.Artículo 466.- Objeto 
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Sólo podrá deducirse el recurso de apelación especial co-
ntra las sentencias definitivas dictadas por el juez o el tribunal de 
sentencia en el juicio oral. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 

467¡Error!Marcador no definido..- Motivos 

El recurso de apelación contra la sentencia definitiva sólo 
procederá cuando ella se base en la inobservancia o la errónea 
aplicación de un precepto legal. 
 Cuando el precepto legal que se invoque como inobser-
vado o erróneamente aplicado constituya un defecto del proce-
dimiento, el recurso sólo será admisible si el interesado ha re-
clamado oportunamente su saneamiento o ha hecho la reserva de 
recurrir, salvo en los casos de nulidad absoluta, o cuando se trate 
de los vicios de la sentencia728. 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 468.- Interposi-

ción 

El recurso de apelación se interpondrá ante el juez o tri-
bunal que dictó la sentencia, en el término de diez días luego de 
notificada, y por escrito fundado, en el que se expresará, concreta 
y separadamente, cada motivo con sus fundamentos y la solución 
que se pretende.   
 Fuera de esta oportunidad no podrá aducirse otro motivo. 
 Si las partes estiman necesaria una audiencia pública 
para la fundamentación complementaria y discusión del recurso 
deberán solicitarlo expresamente729. 
 Cuando el procedimiento se haya iniciado en una cir-
cunscripción judicial distinta al de la sede del tribunal de apela-
ciones, el recurrente, en el escrito de interposición, y los demás al 
contestar el recurso o al adherirse a él, fijarán nuevo domicilio 
procesal.  
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 469.- Prueba 

                                                           
728 CPP, arts. 35, 166. 
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Cuando el recurso se fundamente en un defecto de pro-
cedimiento y se discuta la forma en que fue llevado a cabo un 
acto, en contraposición a lo señalado por el acta del juicio o por 
la sentencia, se podrá ofrecer prueba con ese objeto. 
 La prueba se ofrecerá al interponer el recurso, al contes-
tarlo o al adherirse a él durante el emplazamiento. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 470.- Emplaza-

miento y elevación 

Interpuesto el recurso, el tribunal que dictó la resolución 
impugnada emplazará a las otras partes para que, en el plazo de 
diez días comunes, contesten el recurso. 
 Si se ha producido una adhesión se emplazará a contes-
tarla dentro de los cinco días730.   
 Vencidos los plazos o producidas todas las contestacio-
nes el juez o tribunal elevará inmediatamente las actuaciones al 
tribunal de apelaciones, sin más trámite. 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 471.- Admisión y 

resolución 

Recibidas las actuaciones, el tribunal de  apelaciones, si 
se ha ofrecido prueba, se ha solicitado expresamente la audiencia 
de fundamentación o, de oficio, convocará a una audiencia públi-
ca dentro de los quince días731. 
 Si no se convoca a dicha audiencia, examinará el recurso inter-
puesto y las adhesiones, para decidir sobre su admisibilidad y proce-
dencia dentro de los quince días siguientes. 
 Si se declara inadmisible se devolverán las actuaciones. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 472.- Audiencia 
de prueba o de fundamentación 

 

                                                                                                                  
729 CPP, arts. 471, 472. 
730 CPP, art. 451. 
731 CPP, art. 468. 
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La audiencia de prueba o de fundamentación se regirá, en 
lo pertinente, por las reglas previstas en general para el juicio 
oral732.  
 Quien haya ofrecido prueba tomará a su cargo la presen-
tación de dicha prueba en la audiencia y el tribunal resolverá 
únicamente con la prueba que se incorpore y con los testigos que 
se hallen presentes. 
 En la audiencia de fundamentación complementaria los 
magistrados podrán interrogar libremente a los recurrentes sobre 
los puntos insuficientes de la fundamentación o de la solución 
que proponen, sobre la doctrina que sustenta sus pretensiones o 
los precedentes jurisprudenciales que han utilizado y ello no se 
entenderá como prejuzgamiento733.  
 La inasistencia a la audiencia no provocará deserción del 
recurso, pero quien la solicitó y no concurra deberá hacerse cargo 
de las costas734. 
 Para la deliberación y sentencia se regirán por las reglas 
de este código735. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 473.- Reenvío736 

                                                           
732 CPP, art. 387. 
733 CPP, art. 468. Consultados los anteproyectistas Marcos Köhn y 
Roque Orrego respecto al prejuzgamiento de los magistrados en el 
marco del interrogatorio previsto en esta disposición, contestaron: “El 
artículo aporta claridad a un mecanismo novedoso. Desde luego, no 
debería considerarse el cuestionamiento como prejuzgamiento, sin 
embargo, se consideró prudente aclarar a los efectos de evitar confu-
siones”. 
734 Consultados los anteproyectistas Marcos Köhn y Roque Orrego 
acerca del alcance de las costas (si se refieren al recurso en sí o sólo a 
las de la audiencia), contestaron: “Debe entenderse como las costas 
del recurso; la audiencia de sustanciación de las pruebas o de funda-
mentación no puede generar costas”. 
735 CPP, art. 396 y sgtes. 
736 Consultados los anteproyectistas Marcos Köhn y Roque Orrego 
sobre el alcance del reenvío, contestaron: “El reenvío es el mecanismo 
de devolución de la causa al Juez o Tribunal (en caso de que la que 
reenvía sea la Corte Suprema de Justicia), luego de la anulación total o 
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Cuando no sea posible reparar directamente la inobservan-
cia de la ley o su errónea aplicación, el tribunal de apelaciones anu-
lará total o parcialmente la sentencia y ordenará la reposición del 
juicio por otro juez o tribunal737. 
¡Error!Marcador no definido. Cuando la anulación sea parcial, 
se indicará el objeto concreto del nuevo juicio. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 474.- Decisión di-

recta 

Cuando de la correcta aplicación de la ley resulte la abso-
lución del procesado, la extinción de la acción penal, o sea evi-
dente que para dictar una nueva sentencia no es necesario la rea-
lización de un nuevo juicio, el tribunal de apelaciones podrá re-
solver, directamente, sin reenvío. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 475.- Rectifica-

ción 

Los errores de derecho en la fundamentación de la reso-
lución impugnada, que no hayan influido en la parte dispositiva, 
no la anularán, pero serán corregidos en la nueva sentencia, así 
como los errores u omisiones formales y los que se refieran a la 
designación o el cómputo de las penas. 
 Asimismo el tribunal, sin anular la sentencia recurrida, 
podrá realizar una fundamentación complementaria.738 
                                                                                                                  
parcial, producida en la instancia, a través del mecanismo recursivo, 
llámese Recurso de Apelación Especial o Recursos Extraordinario de 
Casación. Su consecuencia más importante es la reposición del juicio 
(total o parcial) por otro juez o tribunal”. 
737 CPP, art. 35. 
738 Consultados los anteproyectistas Marcos Köhn y Roque Orrego si 
la rectificación es una suerte de aclaratoria, contestaron: “No son la 
misma cosa. La rectificación es la facultad que tienen los Tribunales 
de Apelación de dictar una nueva sentencia de primera instancia, en la 
que se corrigen errores de derecho, errores u omisiones formales y las 
que se refieran a designación o cómputos de las penas, sin que se 
altere el dispositivo de la sentencia recurrida. Incluso, el Tribunal 
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¡Error!Marcador no definido.Artículo 476.- Libertad 

del imputado 

Cuando por efecto de la resolución del recurso deba cesar la 
detención del imputado, el tribunal ordenará directamente la libertad. 

 
TÍTULO IV 

RECURSO EXTRAORDINARIO DE CASACIÓN739 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 477.- Objeto 

Sólo podrá deducirse el recurso extraordinario de casa-
ción contra las sentencias definitivas del tribunal de apelaciones 
o contra aquellas decisiones de ese tribunal que pongan fin al 
procedimiento, extingan la acción o la pena, o denieguen la ex-
tinción, conmutación o suspensión de la pena740. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 478.- Motivos 

El recurso extraordinario de casación procederá, exclusi-
vamente: 
 1) cuando en la sentencia de condena se imponga una 
pena privativa de libertad mayor a diez años, y se alegue la inob-
servancia o errónea aplicación de un precepto constitucional741; 
 2) cuando la sentencia o el auto impugnado sea contra-
dictorio con un fallo anterior de un Tribunal de Apelaciones o de 
la Corte Suprema de Justicia; o, 

                                                                                                                  
puede adicionar una fundamentación complementaria”. 
739 CN, art. 259 num. 6; Ley N° 609/95 “Que organiza la Corte Su-
prema de Justicia”, art. 18; CPP, arts. 39 num. 1, 142 pár. 2, 272 pár. 
1, 403, 406. 
740 Ley Orgánica del Ministerio Público, art. 39; Código de la Niñez y 
la Adolescencia, arts. 244. 
741 En este caso el recursos de casación se superpone con la acción de 
inconstitucionalidad prevista en la CN, arts. 259 num. 5, 260; Ley N° 
609/95 “Que organiza la Corte Suprema de Justicia”, art. 11. 
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 3) cuando la sentencia o el auto sean manifiestamente 
infundados742. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 479.- Casación 

directa 

Cuando una sentencia de primera instancia pueda ser im-
pugnada por algunos de los motivos establecidos en el artículo 
anterior, se podrá interponer directamente el recurso extraordina-
rio de casación743. 
 Si la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia no acep-
ta la casación directa, enviará las actuaciones al tribunal de ape-
laciones competente para que lo resuelva conforme a lo estable-
cido para la apelación especial. 
 Si en un mismo caso se plantean apelaciones y casaciones 
directas, primero se enviarán las actuaciones a la Sala Penal de la Corte 
Suprema para que resuelva lo que corresponda.  
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 480.- Trámite y 

resolución 

El recurso extraordinario de casación se interpondrá ante 
la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia744.  Para el trámite 
y la resolución de este recurso serán aplicables, analógicamente, 
las disposiciones relativas al recurso de apelación de la sentencia, 
salvo en lo relativo al plazo para resolver que se extenderá hasta 
un mes como máximo, en todos los casos.  

 
¡Error!Marcador no definido.TÍTULO V 

RECURSO DE REVISIÓN745 
 

                                                           
742 Ver procedencia del  recurso de apelación. 
743 La disposición prevé la interposición del recurso per saltum. 
744 CPP, art. 142 pár. 2; Ley N° 609/95 “Que organiza la Corte Su-
prema de Justicia”, art. 15; Acordada N° 80/98, art. 17. 
745 CN, art. 17 num. 4. 
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¡Error!Marcador no definido.Artículo 481.- Proceden-

cia 

La revisión procederá contra la sentencia firme, en todo 
tiempo, y únicamente a favor del imputado, en los casos siguien-
tes: 
 1) cuando los hechos tenidos como fundamento de la 
sentencia resulten incompatibles con los establecidos por otra 
sentencia penal firme; 
 2) cuando la sentencia impugnada se haya fundado en 
prueba documental o testimonial cuya falsedad746 se haya decla-
rado en fallo posterior firme o resulte evidente aunque no exista 
un procedimiento posterior; 
 3) cuando la sentencia condenatoria haya sido pronun-
ciada a consecuencia de prevaricato, cohecho, violencia u otra 
argumentación fraudulenta, cuya existencia se haya declarado en 
fallo posterior firme747;  
 4) cuando después de la sentencia sobrevengan hechos 
nuevos o elementos de prueba que solos o unidos a los ya exami-
nados en el procedimiento, hagan evidente que el hecho no exis-
tió, que el imputado no lo cometió o que el hecho cometido no es 
punible o corresponda aplicar una norma más favorable; o, 
 5) cuando corresponda aplicar una ley más benigna, o una am-
nistía748, o se produzca un cambio en la jurisprudencia de la Corte Su-
prema de Justicia que favorezca al condenado. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 482.- Legitima-

ción 

Podrán promover el recurso:  
 1) el condenado; 
 2) el cónyuge, conviviente o pariente dentro del cuarto 
grado de consanguinidad o por adopción, o segundo de afinidad, 
si el condenado ha fallecido; y,  
                                                           
746 CP, arts. 242, 246. 
747 CP, arts. 300, 301, 305. 
748 CPP, art. 500. 
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 3) el Ministerio Público en favor del condenado749. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 483.- Interposi-

ción 

El recurso de revisión se interpondrá por escrito ante la 
Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia750.  Deberá contener 
la concreta referencia de los motivos en que se funda y las dispo-
siciones legales aplicables. 
 Junto con el escrito se ofrecerán las pruebas y se agrega-
rán las documentales. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 484.- Procedi-

miento 

Para el trámite del recurso de revisión regirán las reglas 
establecidas para el de apelación, en cuanto sean aplicables751. 
 La Sala Penal de la Corte Suprema podrá disponer todas 
las indagaciones y diligencias preparatorias que considere útiles 
y delegar su ejecución en alguno de sus miembros. También po-
drá producir prueba de oficio en la audiencia. 

 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 485.- Anulación o 

revisión 

La Sala Penal de la Corte Suprema podrá anular la sen-
tencia, remitiendo a nuevo juicio cuando el caso lo requiera, o 
pronunciar directamente la sentencia, cuando resulte una absolu-
ción o la extinción de la acción o la pena o sea evidente que no es 
necesario un nuevo juicio. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 486.- Reenvío 

                                                           
749 Ley Orgánica del Ministerio Público, art. 39. 
750 CN, art. 259  num. 3. 
751 CPP, art. 466. 
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Si se reenvía a nuevo juicio, no podrán intervenir los jue-
ces que conocieron en el juicio anulado. 
 En el nuevo juicio no se podrá modificar la sentencia 
como consecuencia de una nueva apreciación de los mismos 
hechos del primero, con prescindencia de los motivos que hicie-
ron admisible la revisión. 
 El fallo que se dicte en el nuevo juicio no podrá contener 
una sanción más grave que la impuesta en la primera sentencia. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 487.- Restitución 

Cuando la sentencia sea absolutoria752 o declare la extin-
ción de la acción penal753, se ordenará la restitución de la canti-
dad pagada en concepto de pena pecuniaria y los objetos decomi-
sados. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 488.- Indemniza-

ción 

La nueva sentencia resolverá de oficio sobre la indemni-
zación al condenado conforme a lo establecido por este código.  

La indemnización sólo podrá acordarse a favor del con-
denado o de sus herederos754. 

 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 489.- Rechazo 

                                                           
752 CPP, art. 401. 
753 CPP, art. 25. 
754 CN, arts. 17 num. 11, 39; CPP, art. 273 y sgtes. ; Ley N° 1/89 “Que 
aprueba y ratifica la Convención Americana sobre Derechos Humanos 
o Pacto de San José de Costa Rica”, art. 10. 
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El rechazo de la solicitud de revisión no impedirá la in-
terposición de un nuevo recurso fundado en motivos distintos. 
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LIBRO CUARTO 
EJECUCIÓN 

 
TÍTULO I 

   EJECUCIÓN PENAL 
 

CAPÍTULO I 
¡Error!Marcador no definido.    NORMAS GENERALES 

 
¡Error!Marcador no definido.Artículo 490.- Derechos 

El condenado podrá ejercer durante la ejecución todos 
los derechos y las facultades que le otorgan las leyes, planteando 
ante el juez de ejecución las observaciones que estime conve-
nientes755.   
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 491.- Defensa 

La labor del defensor culminará con la sentencia firme, 
sin perjuicio de que continúe ejerciendo la defensa técnica duran-
te la ejecución de la pena; asimismo, el condenado podrá nom-
brar un nuevo defensor; en su defecto, se le nombrará un defen-
sor público, de oficio756. 
 El ejercicio de la defensa, durante la ejecución penal, consistirá 
en el asesoramiento al condenado cuando él lo requiera y en la inter-
vención en los incidentes planteados757.  
 No será deber de la defensa vigilar el cumplimiento de la 
pena. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 492.- Control ge-

neral sobre la sanción 

El juez de ejecución controlará el cumplimiento del ré-
gimen penitenciario y el respeto a las finalidades constitucionales 

                                                           
755 Código de la Niñez y la Adolescencia, art. 245 y sgtes. 
756 COJ, art. 70. 
757 CN, arts. 16, 17 num. 5, 6; CPP, art. 97 y sgtes. 
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de la pena758; entre otras medidas, dispondrá las inspecciones de 
los establecimientos penitenciarios y podrá hacer comparecer 
ante sí a los condenados o a los funcionarios del sistema peniten-
ciario, con fines de vigilancia y control759.  
 Antes del egreso, la autoridad correspondiente buscará 
solucionar los problemas que deberá afrontar el condenado in-
mediatamente después de recuperar su libertad, siempre que sea 
posible. 
 Asimismo prestará su colaboración para que las entida-
des de ayuda penitenciaria o postpenitenciaria puedan cumplir 
sus tareas de asistencia y solidaridad con los condenados. 
 

CAPÍTULO II 
PENAS 

 
¡Error!Marcador no definido.Artículo 493.- Ejecutorie-

dad 

La sentencia condenatoria deberá quedar firme para ori-
ginar su ejecución760. Desde el momento en que ella quede firme, 
se ordenarán las comunicaciones e inscripciones correspondien-
tes y se remitirán los autos al juez de ejecución para que proceda 
según este Libro761. 
 Cuando el condenado deba cumplir pena privativa de 
libertad, el juez de ejecución remitirá el oficio de la ejecutoria del 
fallo al establecimiento en donde debe cumplirse la condena.  
 Si se halla en libertad, se dispondrá lo necesario para su 
comparecencia o captura, y una vez aprehendido se procederá 
según corresponda. 
 El juez ordenará la realización de todas las medidas ne-
cesarias para cumplir los efectos accesorios de la sentencia762. 

                                                           
758 CN, art. 20; CP, art. 3. 
759 CN, art. 259 num. 8; Ley N° 609/95 “Que organiza la Corte Su-
prema de Justicia”, art. 15 inc. c). 
760 CPP, art. 127. 
761 CPP, art. 43. 
762 CPP, 402; CE, arts. 91 num. d), e), f), 92. 
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¡Error!Marcador no definido.Artículo 494.- Cómputo 

definitivo 

El juez de ejecución revisará el cómputo practicado en la 
sentencia, tomando en cuenta la privación de libertad sufrida por 
el condenado desde el día de la restricción de la libertad763, para 
determinar con precisión la fecha en que finalizará la condena, y 
en su caso, la fecha a partir de la cual el condenado podrá solici-
tar su libertad condicional764 o su rehabilitación. 
   El cómputo será siempre reformable, aun de oficio, si se 
comprueba un error o cuando nuevas circunstancias lo tornen 
necesario. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 495.- Incidentes 

El Ministerio Público, el condenado o la víctima, según 
el caso, podrán plantear incidentes relativos a la ejecución y ex-
tinción de la pena.  
 El juez de ejecución los resolverá, previa audiencia a los 
interesados, salvo que haya prueba que producir, en cuyo caso 
abrirá el incidente a prueba. 
 Los incidentes relativos a la libertad anticipada y todos 
aquellos en los cuales, por su importancia, el juez lo estime nece-
sario, serán resueltos en audiencia oral y pública citando a los 
testigos y peritos que deban informar. 
 El juez decidirá por auto fundado y contra él procederá el 
recurso de apelación, cuya interposición no suspenderá la ejecuc-
ión de la pena, a menos que así lo disponga el tribunal de apela-
ciones765. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 496.- Libertad 

condicional766 

                                                           
763 CP, art. 69 inc. 1°. 
764 CP, art. 51. 
765 CPP, art. 461. 
766 CP, art. 51. 
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El director del establecimiento penitenciario, remitirá al 
juez los informes necesarios para resolver sobre la libertad con-
dicional, un mes antes del cumplimiento del plazo fijado al prac-
ticar el cómputo. 
     El incidente de libertad condicional podrá ser promovido 
por el condenado, por el defensor o de oficio, en cuyo caso el 
juez emplazará al director del establecimiento para que remita los 
informes previstos en el párrafo anterior.  
 Cuando el condenado lo promueva directamente ante el 
director del establecimiento, éste remitirá inmediatamente la 
solicitud, fijando la fecha en que elevará el informe. 
 El juez podrá rechazar sin trámite la solicitud, cuando sea 
manifiestamente improcedente o cuando estime que no transcu-
rrió el tiempo suficiente para que hayan variado las condiciones 
que motivaron el rechazo anterior767. 
 Cuando la libertad le sea otorgada, en el auto que lo dis-
ponga se fijarán las condiciones e instrucciones, según lo esta-
blecido por la ley. El liberado fijará domicilio y recibirá un certi-
ficado en el que conste que se halla en libertad condicional. 
 El juez vigilará el cumplimiento de las condiciones im-
puestas, las que serán reformables de oficio o a petición del con-
denado.  
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 497.- Revocación 

de la libertad condicional 

Se podrá revocar la libertad condicional por incumpli-
miento de las condiciones o cuando ella ya no sea procedente, 
por unificación de sentencias o penas. 
 El incidente de revocación será promovido de oficio o a pedido 
del Ministerio Público. 
 Si el condenado no puede ser encontrado, el juez ordena-
rá su detención. Cuando el incidente se lleve a cabo estando pre-
sente el condenado, el juez podrá disponer que se lo mantenga 
detenido hasta que se resuelva la incidencia. 

                                                           
767 CP, art. 51 inc. 4°. 
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 El juez decidirá por auto fundado y, en su caso, prac-
ticará nuevo cómputo.  
 El auto que revoca la libertad condicional es apelable768. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 498.- Multa769 

Si el condenado no paga la multa dentro del plazo que fi-
ja la sentencia, será citado para que indique si pretende sustituir 
la multa por trabajo voluntario en instituciones de asistencia pú-
blica o por trabajos comunitarios770, solicitar plazo para pagarla o 
entregar bienes suficientes que alcancen a cubrirla. El juez podrá 
autorizar el pago en cuotas771. 
 Si es necesario el juez procederá al embargo y a la venta 
pública de los bienes embargados, conforme al código procesal 
civil772, o ejecutará las cauciones773.  
 Si es necesario transformar la multa en prisión, citará a una au-
diencia al Ministerio Público, al condenado y a su defensor, oyendo a 
quienes concurran, y decidirá por auto fundado. Transformada la multa 
en prisión, se ordenará la detención del condenado774 . 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 499.- Indulto y 

conmutación775 

El Presidente de la República remitirá a la Corte Supre-
ma de Justicia copia auténtica de la disposición por la cual decide 
un indulto o la conmutación de la pena.  

                                                           
768 CPP, art. 461 num. 10. 
769 CP, art. 52 y sgtes. 
770 CP, art. 55. 
771 CP, art. 54. 
772 CPC, art. 707 y sgtes. 
773 CPP, art. 258. 
774 CP, art. 56. 
775 CN, art. 238 num. 10; CPP, art. 277;  Ley N° 609/95 “Que organiza 
la Corte Suprema de Justicia”, art. 15 inc. e); Ley N° 1.285/98 “De 
Indulto”. 
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 Recibida la comunicación, la Corte Suprema de Justicia remitirá 
los antecedentes al juez de ejecución quien ordenará inmediatamente la 
libertad o practicará un nuevo cómputo776.  
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 500.- Ley más benig-

na.  Amnistía 

Cuando el juez de ejecución advierta que deberá quedar sin 
efecto o ser modificada la pena impuesta, o las condiciones de su cum-
plimiento, por haber entrado en vigencia una ley más benigna o una 
amnistía, promoverá, de oficio, la revisión de la sentencia ante la  
Corte Suprema de Justicia777. 
 

CAPÍTULO III 
MEDIDAS 

 
¡Error!Marcador no definido.Artículo 501.- Remisión y re-

glas especiales778 

Las reglas establecidas en el Capítulo anterior regirán pa-
ra las medidas en lo que sean aplicables. 
 No obstante, se observarán las siguientes disposiciones: 

                                                           
776 Consultados los anteproyectistas Marcos Köhn y Roque Orrego a 
qué cómputo se refiere la disposición, contestaron: “El artículo se 
refiere a la posibilidad de que condenado sea indultado o conmutado 
en su pena, pero tenga más de una condena. El Juez de Ejecución es el 
único funcionario que puede redefinir o practicar un nuevo cómputo 
sobre la sanción impuesta excedente al indulto o conmutación. Debe 
recordarse que el código permite la unificación de penas o de conde-
nas”. 
777 CN, arts. 14, 202 num. 18; Ley N° 1/89 “Que aprueba y ratifica la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos o Pacto de San José 
de Costa Rica”, art. 9°; Ley N° 5/92 “Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos”, art. 15; CPP, arts. 277, 481 num. 5; CP, art. 5 inc. 
3°. 
778 CP, art. 72 y sgtes. 
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 1) en caso de incapacidad intervendrá el representante 
legal, quien tendrá la obligación de vigilar la ejecución de la 
medida779; 
 2) el tribunal determinará el establecimiento adecuado para 
la ejecución de la medida y podrá modificar su decisión, incluso a 
petición del representante legal o de la dirección del es-
tablecimiento; podrá asesorarse con peritos que designará al efecto; 
 3) el juez de ejecución examinará la situación de quien 
soporta una medida, de conformidad a las reglas establecidas en 
el artículo 76 del Código Penal;  cada revisión se llevará a cabo 
en audiencia oral, a puertas cerradas, previo informe del es-
tablecimiento y de peritos; la decisión versará sobre la cesación o 
continuación de la medida y, en este último caso, podrá modifi-
car el tratamiento o cambiar el establecimiento en el cual se eje-
cuta; y, 
 4) cuando el juez de ejecución tenga conocimiento, por 
informe fundado, de que desaparecieron las causas que motiva-
ron la internación, convocará inmediatamente a la audiencia pre-
vista en el inciso anterior. 

 
TÍTULO II 

EJECUCIÓN CIVIL 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 502.-  Procedi-

miento de reparación del daño 

El tribunal que dictó la sentencia de reparación del daño, 
según el procedimiento especial previsto en este código, será el 
encargado de su ejecución780. 
 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 503.- Concilia-

ción 

Cuando las partes arriben a un acuerdo sobre la repara-
ción del daño, que provoca la extinción de la acción penal, el 
                                                           
779 CPP, art. 429 num. 1. 
780 CPP, art. 439 y sgtes. 
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tribunal que la declare ordenará todo lo necesario para asegurar 
el cumplimiento de los acuerdos homologados781. 

 

¡Error!Marcador no definido.Artículo 504.- Remisión 

En todo lo relativo a la ejecución civil se aplicarán, aná-
logamente, las normas previstas en el Código Procesal Civil782. 
 
 Artículo 505.- Entrada en vigor 

 Este Código entrará en vigor un año después de su pro-
mulgación783. 
 

Artículo 506.- Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
 

 
Aprobado el Proyecto de Ley por la Honorable Cámara de Sena-

dores, a veintiséis días del mes de mayo del año un mil novecientos noven-
ta y ocho y por la Honorable Cámara de Diputados, a dieciocho días del 
mes de junio del año un mil novecientos noventa y ocho, quedando sancio-
nado el mismo de conformidad al Artículo 204 de la Constitución Nacio-
nal. 

 
Atilio Martínez Casado                     Rodrigo Campos Cervera 
       Presidente                                                    Presidente 
H. Cámara de Diputados                         H. Cámara de Senadores 
 

 Patricio Miguel Franco  Juan Manuel Peralta 

Secretario Parlamentario  Secretario Parlamentario 
 

Asunción, 8 de julio de 1998. 
 

                                                           
781 CPP, art. 311. 
782 CPC, art.  519 y sgtes. 
783 Ley N° 1.444/99 “Que regula el período de transición al nuevo 
sistema procesal penal”, arts. 2°, 3°, 18. 
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Téngase por Ley de la República, publíquese e insértese 
en el Registro Oficial. 

 
El Presidente de la República 

Juan Carlos Wasmosy 
 

Juan Manuel Morales 
Ministro de Justicia y Trabajo 
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Ley N° 1.285/98 
 
QUE REGLAMENTA EL ARTÍCULO 238, NUMERAL 10 
DE LA CONSTITUCIÓN NACIONAL SOBRE EL INDULTO 
PRESIDENCIAL 

 
Nota de presentación del Proyecto 

 
Asunción, 21 de abril de 1998 

 
 

Señor  
Presidente de la Honorable Cámara de Diputados 
Dr. Atilio Martínez Casado 
PRESENTE 
 
 Me dirijo a Ud. a fin de poner a consideración del 
Cuerpo Legislativo de su presidencia, un proyecto de ley por el 
cual se modifica el Artículo 113 del Código Penal vigente, pro-
poniendo como texto sustitutivo el siguiente: “En los delitos 
comunes, políticos y militares, el P.E. no podrá conceder gracia 
o indulto al penado que no haya cumplido la mitad de su conde-
na”. 
 
 Sin otro particular aprovecho la oportunidad para salu-
darle con mi mayor consideración. 
 
 

Francisco José de Vargas 
      Diputado Nacional 
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Ley N° 1.285/98 
 

QUE REGLAMENTA EL ARTÍCULO 238, NUMERAL 10 
DE LA CONSTITUCIÓN NACIONAL SOBRE EL INDULTO 

PRESIDENCIAL784 
 
 Artículo 1º.- El Poder Ejecutivo podrá conceder indulto 
al condenado que haya cumplido por lo menos la mitad de la 
pena, sea que ella haya sido impuesta en el fuero común o mili-
tar. 
 
 Artículo 2º.- El indulto otorgado a un condenado no 
extingue la responsabilidad civil emergente del delito ni las 
inhabilidades y demás restricciones a sus derechos establecidos 
en la Constitución Nacional.  Estas continuarán hasta tanto se 
cumpla íntegramente el plazo establecido originalmente en la 
condena. 
 
 Artículo 3º.- Derógase el Artículo 113 del Código Pe-
nal785 y el Artículo 67 del Código Penal Militar. 
 
 Artículo 4º.- Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
 

Aprobado el Proyecto de Ley por la Honorable Cámara 
de Diputados, a cuatro días del mes de junio del año un mil 
novecientos noventa y ocho, y por la Honorable Cámara de 
Senadores, a dieciocho días del mes de junio del año un mil 
novecientos noventa y ocho, quedando sancionado el mismo, de 
conformidad con lo dispuesto en el Artículo 204 de la Constitu-
ción Nacional. 

                                                           
784 CN, art. 238: “DE LOS DEBERES Y ATRIBUCIONES DEL 
PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA. Son deberes y atribuciones de 
quien ejerce la presidencia de la República: num. 10: indultar o con-
mutar las penas impuestas por los jueces y tribunales de la República, 
de conformidad con la ley, y con informe de la Corte Suprema de 
Justicia”; CPP, art. 499. 
785 Nótese que actualmente rige la Ley N° 1.160/97 Código Penal. 
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Atilio Martínez Casado                  Rodrigo Campos Cervera 
             Presidente                                          Presidente 
      H. Cámara de Diputados                  H. Cámara de Senadores 
 
Patricio Miguel Franco                        Juan Manuel Peralta  
 Secretario Parlamentario                      Secretario Parlamentario 
 

Asunción, 23 de junio de 1998. 
 
 Téngase por Ley de la República, publíquese e insértese 
en el Registro Oficial. 
 

El Presidente de la República 
 
 

Juan Carlos Wasmosy 
 
 
      Juan Manuel Morales          Hugo Estigarribia Elizeche 
 
  Ministro de Justicia y Trabajo   Ministro de Defensa Nacional 
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Ley N° 1.444/99 
 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS DEL PROYECTO DE LEY DE 

IMPLEMENTACIÓN DEL NUEVO SISTEMA PENAL 
 

1. La transformación del sistema procesal penal de todo Esta-
do  implica necesariamente la confrontación de los manda-
tos de la nueva normativa contenido en el Código sanciona-
do, con las causas y rutinas tribunalicias provenientes de la 
legislación positiva reemplazada por el nuevo proceso. Este 
fenómeno conlleva peculiaridades que por mandato consti-
tucional y razón práctica, deben ser cuidadosamente con-
templadas en un cuerpo de normas transitorias. La actual 
Ley 1286/98 no contiene dichas normas; efectivamente, en 
su Art. 505 se limita a señalar que entrará en vigor un año 
después de la fecha de su promulgación, es decir el día 09 
de julio del cte. año. 

2. El artículo 17 inc. 2° de la Constitución Nacional establece 
el alcance del principio de legalidad en el aspecto procesal, 
garantizando que nadie podrá ser condenado sin un juicio 
previo “fundado en una ley anterior al hecho del proceso”. 
El Art. 14 de la misma ley fundamental  dispone que las le-
yes no tendrán efecto retroactivo, salvo que sean más favo-
rables “al encausado o condenado”. La reforma del Código 
de Procedimientos Penales de 1890 obedeció fundamental-
mente a la intención de adecuar a la intención de adecuar la 
preceptiva secundaria a las normas constitucionales que ri-
gen el debido proceso penal; la ley 1286/98 se presenta así 
como un sistema mucho más garantista que el establecido 
en el Código de 1890 y que necesariamente tendrá un im-
pacto en beneficio del encausado en las causas ya abiertas 
conforme al antiguo código.  

3. La seguridad jurídica, el principio de igualdad y otros prin-
cipios que son fundamentales en el sistema republicano pa-
radigmado en la Constitución Nacional, aconsejan de que la 
problemática presentada, sea reglamentada en una ley que 
organice la transición entre un sistema y otros. Nótese que 
necesariamente se dará una vigencia paralela de ambos sis-
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temas procesales, en los que sin desaparecer el antiguo, por 
mandato constitucional, deberá acoger los aspectos garan-
tistas del nuevo. Por otra parte, se hace indispensable que 
los recursos del Estado sean administrados de un modo tal 
que se posibilite la consolidación del nuevo proceso y la 
más eficiente conclusión de las antiguas causas. 

4. El presente proyecto llena el vacío señalado, estableciendo 
normativas que dan solución a los distintos problemas sur-
gidos del fenómeno apuntado. Tiene por objeto garantizar la 
entrada en vigencia de la Ley 1286/98 en un contexto de 
claridad conceptual y organización eficiente de los recursos 
para el cumplimiento de los fines constitucionales a los que 
se dirige la reforma. Ello es más que necesario, ya que acer-
tadamente, en forma unánime, los Poderes del Estado han 
decidido llevar a cabo la reforma procesal penal paraguaya 
en un proceso de aguda crisis (reforma total en un año), 
buscando adecuar la vida institucional de la República, a las 
utopías constitucionales del pueblo paraguayo y las exigen-
cias de una comunidad jurídica internacional comprometida 
con la democracia y la dignidad de la persona. 

5. La corte Suprema de Justicia y la Fiscalía General del Esta-
do han organizado dieciséis seminarios – talleres, a fin de 
diagnosticar las necesidades, identificar las soluciones y 
planificar un curso de acciones ajustadas a un marco lógico 
que facilite la entrada en vigencia de la Ley 1268/98, permi-
tiéndose de este modo el alcance de los fines de la reforma 
procesal paraguaya. Se reunieron entre los meses de di-
ciembre de 1998 y enero de 1999, más de 800 ciudadanos 
en toda la República; la metodología aplicada permitió re-
cabar un muestreo de la opinión de la comunidad jurídica, 
autoridades gubernamentales, regionales y sociales, arri-
bándose  a una serie de conclusiones que fundamentan la 
necesidad de establecer un programa de entrada en vigor 
escalonado del nuevo Código Procesal Penal. 

6. Es así como de plantea dividir el período de transición entre 
el proceso surgido del Código de 1890 y el proceso estable-
cido en el Código de  1998, en dos etapas. La etapa de pre-
paración y vigencia progresiva, y la etapa de vigencia plena, 
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seguimiento y evaluación permanente del nuevo régimen 
procesal. 

7. En la etapa de preparación  y vigencia progresiva se atende-
rá a la necesidad de intensificar un sistema a de apoyo a to-
dos los juzgados de la República, creándose también nuevos 
mecanismos jurídicos para la conclusión de los antiguos 
procesos, de tal manera a crear condiciones para que exista 
la menor cantidad posible de causas iniciadas bajo las for-
mas del antiguo sistema, al tiempo de la entrada en vigencia 
del nuevo proceso penal. 

8. En la mencionada etapa se pondrá en vigencia todas las 
nuevas instituciones de la Ley 1268/98 que beneficien al 
encausado y tiendan a alcanzar la finalidad ya apuntada 
precedentemente, sin abandonarse las formas básicas del 
antiguo proceso penal para los nuevos casos que surjan en 
el período de implementación inicial del nuevo Código. 
Ello permitirá que la comunidad jurídica, funcionarios, Ma-
gistrados y usuarios del sistema de administración de justi-
cia, dispongan de un período de tiempo en el que sin aban-
donarse las viejas formas procesales de la República, se in-
cursione en los contenidos institucionales del nuevo Códi-
go, permitiéndose un proceso de internalización y acepta-
ción del nuevo sistema. 

9. En todo este período preparatorio se tomarán también las 
medidas necesarias para fortalecer el proceso de capacita-
ción diagnosticado en los seminarios – talleres como fun-
damental para la puesta en marcha  del nuevo sistema pro-
cesal de un modo ordenado y generalizado, conforme a cla-
ras disposiciones previstas en la ley. Téngase en cuenta que 
el vertiginoso proceso de cambio del nuevo sistema proce-
sal no fue acompañado por una actividad formativa sufi-
ciente que debía ser desarrollada por las universidades y 
demás instituciones sociales destinadas a la transmisión de 
la cultura en toda la República. Los aproximadamente ocho 
meses que durará ésta etapa, constituyen un tiempo valiosos 
e indispensable para mejorar las condiciones que garanticen 
la exitosa puesta en marcha del nuevo proceso. También se 
prevé como finalidad esencial de la etapa que comentamos, 
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la organización de la estructura necesaria para dar inicio al 
nuevo sistema procesal, sin perjuicio de la pervivencia de 
una organización transitoria destinada a dar conclusión a las 
causas iniciadas bajo la égida del Código de 1890. 

10. La segunda etapa denominada de vigencia plena, segui-
miento y evaluación permanente del nuevo régimen proce-
sal es aquella en la que se pone en vigencia todas las demás 
normas de la Ley 1286/98. El antiguo proceso de 1890 se-
guirá vigente al solo efecto de que bajo sus formalidades 
sean concluidas las antiguas causas. Todas las que se ini-
cien a partir de la inauguración de ésta segunda etapa se 
tramitarán conforme a las modalidades procesales acusato-
rias previstas en la Ley 1286/98. Existen previsiones nor-
mativas de tal manera a garantizar: a) que en todo proceso, 
aún los tramitados conforme al Código de 1890, rijan ple-
namente las cláusulas más favorables al encausado conteni-
das en la Ley 1286/98; b) se propicie un modelo de actua-
ción que apronte la conclusión de las antiguas causas, po-
niéndose límite de duración de las mismas en el tiempo; c) 
se establezca un proceso de seguimiento y evaluación per-
manente de la actuación de los organismos que intervienen 
en la marcha del nuevo proceso, de tal manera a corregir los 
vicios o defectos que pudieran surgir; d) se canalice las in-
quietudes de los organismos de gobierno y la sociedad hacia 
acciones eficaces que permitan el mejor cumplimiento de 
las finalidades de la reforma procesal planteada en la Ley 
1268/98, ordenándose de éste modo, un proceso que por 
caótico podría ser dañino a los fines de la reforma. 

11. El cumplimiento de la finalidad de ambas etapas se enco-
mienda a organismos especializados, creados por la ley. 
También se establecen las normas necesarias para el reor-
denamiento de los órganos jurisdiccionales del Estado, el 
Ministerio Público y la Defensa Pública. Entre los meca-
nismos previstos en la ley para la más eficiente conclusión 
de las causas tramitadas conforme al régimen procesal de 
1890, se organiza un programa de depuración de causas que 
permitirá un diagnóstico proceso de la situación existente 
en los tribunales al tiempo de la entrada en vigencia del 
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nuevo proceso, facilitándose la eficiente conclusión de to-
das ellas conforme a parámetros constitucionales y legales 
inspirados en los principios de la Ley 1286/98 y que hacen 
al desarrollo del Art. 14 de la Constitución Nacional. 

12. También en el presente proyecto se establece con mayor 
claridad el régimen derogatorio que supone la Ley 1286/98, 
aprovechándose la oportunidad para aclarar el régimen de la 
acción en los delitos que atentan contra los derechos inte-
lectuales. 

13. Para la redacción del presente proyecto, además de las con-
clusiones de los seminarios – talleres ya mencionados, fue-
ron consultadas experiencias internacionales en procesos la-
tinoamericanos de reforma como los implementados en Ar-
gentina, El Salvador y Costa Rica. Debe destacarse que si 
bien el erario público has costeado la concepción de éste 
proyecto, se ha contado con el valioso aporte del USAID 
para la contratación de un experto internacional. De un mo-
do particular, la Corte Suprema de Costa Rica ha colabora-
do permitiendo el acceso a una rica experiencia que ha ser-
vido de base para muchos de los planteamientos contenidos 
en el proyecto, gracias a un convenio de cooperación suscri-
to con ésta Corte Suprema de Justicia. 

14. Finalmente, cabe destacar que la adecuación del sistema de 
administración de justicia penal a los deseos de superación 
expresados por la ciudadanía es posible gracias a la favora-
ble acogida que dio el Parlamento Nacional en el Código 
Procesal Penal, a las doctrinas mas modernas que ilustran 
sobre el modo en que se requiere implementar el debido 
proceso constitucional en estados similares al nuestro. La 
magnífica obra así realizada por el Parlamento Nacional 
(secundado al Poder Judicial en esta impronta) será hoy de-
finitivamente concluida con la aprobación de un programa 
racional de entrada en vigencia del Código Procesal Penal 
como el que propone este Proyecto. 

15. Si bien toda obra humana está sujeta a las imperfecciones 
que surgen de su fuente, la propuesta aquí presentada, sinte-
tiza como ya se expresó, doctrina, experiencia y las más 
firme voluntad de recorrer la senda de la reforma con el ob-
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jeto de fortalecer el estado social de derecho. Pensamos, 
pues, que la sanción  del Proyecto de Ley de Implementa-
ción del Nuevo Sistema Penal, colaborará de un modo fun-
damental para la consecución del éxito que todos deseamos 
para bienestar de nuestro pueblo. 
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LEY N° 1.444//99 
 
QUE REGULA EL PERÍODO DE TRANSICIÓN AL NUEVO 
SISTEMA PROCESAL PENAL 
 

CAPÍTULO I 
IMPLEMENTACIÓN 

 
 Artículo 1°.- Período de transición 
 
 El período de transición del sistema penal entre el Códi-
go de Procedimientos Penales de 1890, y la Ley No. 1286/98 
"Código Procesal Penal" es el comprendido entre el día nueve de 
julio de 1999 y el día 28 de febrero del año 2003. En este período 
las causas iniciadas conforme al Código de Procedimientos Pena-
les de 1890, serán concluidas por las formas procesales de dicho 
Código y por las normas establecidas en esta ley. 
 
 Artículo 2°.- Vigencia parcial 
 
 A partir del día 9 de julio de 1999, la aplicación de la 
Ley No. 1286/98 "Código Procesal Penal" a los antiguos proce-
sos y a aquellos abiertos a partir de la fecha, hasta su conclusión, 
bajo las formas del Código de Procedimientos Penales de 1890, 
se limitará a las siguientes instituciones: 
 
  1) la acción privada: por imperio del artículo 17 

de la Ley No. 1286/98, serán considerados hechos puni-
bles de acción penal privada los allí enunciados. El pro-
cedimiento a ser aplicado será, sin embargo, el estableci-
do en el Código de Procedimientos Penales de 1890 y 
sus modificaciones; 

 
  2) el principio de oportunidad: el Fiscal de la 

causa podrá solicitar la aplicación de los artículos 19, 20 
y 25 inciso 5), hasta antes de la presentación del libelo 
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acusatorio, en todos los casos en que la víctima del hecho 
punible lo consienta; 

 
  3) la suspensión condicional del procedimien-

to: serán aplicables los artículos 21, 22, 23, y 25 inciso 
6), hasta antes del dictamiento de la sentencia; 

 
  4) el retiro de la instancia:  la víctima podrá 

retirar la instancia hasta antes de la presentación del libe-
lo acusatorio de la querella. El retiro de la instancia pro-
ducirá la extinción de la acción786; 

   
  5) los acuerdos reparatorios: podrán llevarse a 

cabo conforme con lo establecido en el artículo 25 inciso 
10), hasta antes de la presentación del libelo acusatorio 
de la querella. El acuerdo reparatorio producirá la extin-
ción de la acción; 

 
  6) el proceso abreviado: cuando por el hecho 

punible, conforme con la calificación, pueda imponerse 
una sanción privativa de libertad de hasta cinco años y/o 
multa787, el Ministerio Público y las partes podrán aplicar 
para el juzgamiento de la causa, el procedimiento esta-
blecido en los artículos 420, 421 y concordantes de la 
Ley No. 1286/98. Este procedimiento podrá aplicarse 
hasta antes de la elevación de la causa al estado plenario. 

                                                           
786 CPP, arts. 24, 25 num. 7. 
787 CP, arts. 106, 108, 110, 111, 113, 117, 120, 121, 122, 123,  124, 
130, 131, 132, 133, 134, 135, 136, 137, 138, 141, 142, 143, 144, 145, 
146, 147, 148, 150, 151, 152, 153, 157, 158,  170, 173, 174, 176, 177, 
177, 179, 181, 182 , 184, 189, 191, 193, 196, 197, 198, 199 , 200, 202, 
203, 204, 205, 206, 207, 208, 209,  210, 210, 212, 214, 215, 216, 217, 
218, 219, 220, 221, 222, 224, 225, 226, 227, 228, 229, 230, 231, 232, 
233, 235, 238, 240, 241, 242, 243, 251, 254, 255, 256, 257, 258, 259, 
260, 264, 265, 266, 277, 279, 284, 291, 292, 294, 296, 297, 298, 299, 
300, 302, 303, 307, 313, 316 (Vide: Código Penal de la República del 
Paraguay, Concordado con Índice Alfabético-Temático. T. I, Colec-
ción de Derecho Penal, pág. 207-220). 
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Desde el día 9 de julio de 1999, hasta el 29 de febrero del 
año 2000, no podrá sustanciarse este procedimiento ante 
el juez de paz; 

 
   7) la extinción de la acción del artículo 25, 

incisos 9) y 11): podrá plantearse la extinción de la ac-
ción por aplicación del artículo 25 inciso 9) hasta antes 
del dictamiento de la sentencia. En los procesos en los 
que se hubiese dictado auto de sobreseimiento provisio-
nal el mismo se convertirá en definitivo788, por aplica-
ción del artículo 25 inciso 11) en cualquier estado de la 
causa; y, 

 
  8) las medidas cautelares: serán aplicables las 

normas establecidas en el Libro IV, Parte General, Pri-
mera Parte, salvo los artículos 250, 2da parte, 251, y 252, 
inciso 3), que no serán aplicables sino a partir de la vi-
gencia plena. 

 
 Artículo 3°.- Vigencia plena 
 
 A partir del 1 de marzo del año 2000, entrará plenamente 
en vigencia la Ley No. 1286/98 "Código Procesal Penal", la cual 
se aplicará a todas las causas que se inicien desde esa fecha, aun-
que los hechos punibles que fuesen objeto de los procesos hayan 
acontecido antes de esa fecha. Las causas ya iniciadas conforme 
al Código de Procedimientos Penales  de 1890 a dicha fecha, se 
seguirán tramitando por dicho Código y por esta ley hasta su 
conclusión789. 
 
 Desde el 1 de marzo del año 2000, en los procesos ini-
ciados conforme al Código Procesal Penal de 1890, cuando el 
procesado lo solicite y si correspondiera, se aplicará lo dispuesto 
en el artículo 252, inciso 3) de la Ley No. 1286/98, en incidente 
que se tramitará por cuerda separada y que no suspenderá la tra-
                                                           
788 CPP, arts. 359, 362. 
789 Acordada N° 154/2000. 
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mitación de la causa. Encontrándose el incidente en estado de 
resolución, el cuadernillo será elevado a la Cámara de Apelación 
que se determine por acordada de la Corte Suprema de Justicia. 
El incidente será resuelto por la Cámara de Apelación dentro del 
plazo de veinte días y  será irrecurrible. 
 

CAPÍTULO II 
DEPURACIÓN DE CAUSAS 

 
 Artículo 4°.- Programa de depuración de causas 
 
 Durante el período de transición, la Corte Suprema de 
Justicia organizará un programa de depuración de las causas tra-
mitadas conforme al Código de Procedimientos Penales de 1890, 
de acuerdo con lo que dispone esta ley y con las acordadas que 
dicte la Corte Suprema de Justicia para su eficiente aplicación790. 
 
 Artículo 5°.- Plazo de conclusión 
 
 En las causas iniciadas conforme al Código de Procedi-
mientos Penales de 1890 que no concluyan por sentencia defini-
tiva ejecutoriada o sobreseimiento libre ejecutoriado, a más tardar 
el 28 de febrero del año 2003, quedará extinta la acción penal y 
las costas serán impuestas en el orden causado791. 
 
 Artículo 6°.- Publicación de expedientes paralizados 
 
 Mensualmente el Juzgado publicará en Secretaría la lista 
de los procesos en los que no se hayan producido actuaciones 
procesales, señalando la fecha de la última de ellas. Esta lista será 
publicada por abecedario y se utilizará a los efectos establecidos 
en este capítulo. 
 

                                                           
790 Acordada N° 124/99. 
791 CPP, art. 136. 
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 Artículo 7°.- Archivamiento 

 En los procesos con imputados no individualizados, el 
Juzgado decretará el archivamiento del expediente, cuando el 
Ministerio Público o las partes, dentro del plazo de seis meses, no 
hubiesen formulado peticiones o realizado actos o diligencias, 
pertinentes para dar continuidad a la causa. 
 Los expedientes así archivados podrán servir de antece-
dente documental en el caso de que la víctima o el Ministerio 
Público inicien un nuevo proceso a partir de una imputación con-
creta. 
 
 Artículo 8°.- Sobreseimiento y extinción de la acción 
 
 En las causas en que no haya procesados privados de 
libertad, si el Ministerio Público o las partes no instan el proce-
dimiento dentro de los seis meses, el Juzgado decretará el sobre-
seimiento provisional si ellas están en sumario y el sobreseimien-
to libre si están en plenario. 
 Cuando la causa fuese de acción penal privada, y no se 
presentase ningún reclamo del querellante dentro del plazo esta-
blecido en el presente artículo, se declarará la extinción de la 
acción penal, levantándose todas las medidas cautelares. 
 Sólo el sobreseimiento libre, decretado en las condicio-
nes que determina este artículo, será recurrible. 
 
 Artículo 9°.- Rebeldía 
 
 Cada Juzgado elaborará una lista de las órdenes de captu-
ra pendientes. La lista será publicada en Secretaría del Juzgado, 
por el plazo de sesenta días hábiles. Cualquier medio masivo de 
comunicación social podrá acceder e informar a la ciudadanía del 
contenido de dicha lista. Si no fuese capturado el procesado luego 
de treinta días hábiles de finalizada la publicación en Secretaría 
del Juzgado, se declarará la rebeldía del mismo sin más trámite, 
remitiéndose el expediente al archivo792. 
 

                                                           
792 CPP, arts. 82, 83. 
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 Artículo 10.- Destrucción de expedientes 
 
 En todas las causas en las que hayan transcurrido más 
de treinta años a partir de la comisión del hecho, a pedido de 
parte o del Ministerio Público, el Juez de la causa o aquél que se 
indique en la acordada pertinente, sin necesidad de traer a la 
vista el expediente, podrá declarar extinta la acción y sobreseer 
la causa, a los efectos de proteger los intereses del peticionante 
y ordenar si fuese necesario, la destrucción del expediente. 
 También por acordada, se podrá disponer la destrucción 
de todos los expedientes penales que se encuentren en el Archivo 
General del Poder Judicial, que a partir de su remisión al mismo, 
tengan una antigüedad  mayor de treinta años, salvo aquéllos que 
revisten carácter histórico, o sean útiles para conservar un mues-
treo de la aplicación histórica del Código de Procedimientos Pe-
nales de 1890. Para la determinación de dichos expedientes, 
quien fuese designado por la Corte Suprema de Justicia, convoca-
rá a un Comité de Expertos, que elevará una propuesta a la mis-
ma. La Corte Suprema de Justicia dará trámite al proceso de ar-
chivo de dichos expedientes en una sección especial que se orga-
nizará para tal efecto. El Archivo General del Poder Judicial po-
drá suscribir convenios con otras instituciones, para entregar los 
expedientes o utilizarlos en actividades culturales.  

 
CAPÍTULO III 

REORGANIZACION INSTITUCIONAL 
 
 Artículo 11.- Comisión mixta y oficinas técnicas 
 
 El Presidente de la Corte Suprema de Justicia, un Minis-
tro de la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia, y el Fiscal 
General del Estado, se constituirán en Comisión Mixta, como 
órgano rector de la etapa de transición penal. 
 En este período la Corte Suprema de Justicia, el Ministe-
rio Público, el Ministerio de la Defensa Pública, la Policía Nacio-
nal, y la Dirección General de Institutos Penales, constituirán 
oficinas técnicas que faciliten la adecuación institucional para la 
conclusión de las causas tramitadas conforme al Código de Pro-
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cedimientos Penales de 1890, y la consolidación del nuevo siste-
ma penal.  La Oficina Técnica de la Corte Suprema de Justicia 
actuará como secretaría ejecutiva de la Comisión Mixta.   
 
 Artículo 12.-Organización judicial transitoria 
 
 En la etapa de transición, para el conocimiento de las 
causas se tramitarán según el régimen procesal regulado por el 
Código de Procedimientos Penales de 1890, se instituirá una 
estructura orgánica transitoria que atienda las necesidades de 
depuración de dichas causas. 
 A partir del 1 de marzo del año 2000, todos los jueces de 
Primera Instancia en lo Criminal pasarán a ser jueces penales y 
los miembros de los Tribunales de Apelación conservarán su 
denominación.  La Corte Suprema de Justicia en la etapa de tran-
sición, por acordada, determinará quiénes serán responsables de 
la tramitación de las causas abiertas conforme al Código de Pro-
cedimientos Penales de 1890 hasta su conclusión; también de-
terminará quiénes se ocuparán de ejercer la competencia que 
otorga la Ley No. 1286/98, a los jueces penales, los Tribunales de 
Sentencia, los jueces de ejecución y a los Tribunales de Apela-
ción793.  La constitución de los Tribunales de Sentencia será efec-
tuada conforme dispongan las acordadas. 
 En tiempos no electorales y tomando en consideración 
sus aptitudes para el efecto, la Corte Suprema de Justicia, previo 
consentimiento expreso de los afectados, podrá comisionar tran-
sitoriamente a jueces electorales para que desempeñen las fun-
ciones judiciales establecidas en este artículo, siempre que no 
afecten el desenvolvimiento regular del Fuero Electoral. 
 
 Artículo 13.- Integración del tribunal de sentencia 
 
 En los casos de inexistencia, ausencia, impedimento, 
inhibición o recusación de un miembro del Tribunal de Senten-
cia, éste será sustituido en primer término por los de igual clase y 
competencia o, en su defecto, por otros Jueces de Primera Instan-
                                                           
793 Acordada N° 155/2000. 
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cia de distinta competencia y circunscripción, en el orden esta-
blecido por las acordadas. En caso de necesidad, el Presidente del 
Tribunal de Sentencia designará a un abogado de la matrícula de 
la lista prevista por el artículo 201 del Código de Organización 
Judicial, o a un juez de paz de la lista elaborada anualmente por 
la Corte Suprema de Justicia, para cada Circunscripción Judicial. 
 
 Artículo 14.- Traslado de funcionarios 
 
 A solicitud del Fiscal General del Estado, la Corte Su-
prema de Justicia podrá trasladar a funcionarios judiciales para 
destinarlos permanente o temporalmente al servicio del Ministe-
rio Público. 
 Con consentimiento del Tribunal Superior de Justicia 
Electoral, la Corte Suprema de Justicia podrá trasladar a funcio-
narios de la Justicia Electoral para destinarlos permanente o tem-
poralmente al Fuero Penal Ordinario o al servicio del Ministerio 
Público. 
 
 Artículo 15.- Jueces de ejecución 
 
 Mientras no sean designados los Jueces de Ejecución, las 
atribuciones que la Ley No. 1286/98 les confiere, serán ejercidas 
por el juez que haya dictado la resolución o por el Miembro del 
Tribunal de Sentencia que fuere designado, cuando éste haya 
dictado la sentencia. El cumplimiento de las medidas cautelares y 
las sentencias definitivas dictadas por el juez de paz, conforme se 
establece en la competencia del Juez de Ejecución, se hará por 
otro de igual clase, designado por el Presidente de la Sala Penal 
de la Corte Suprema de Justicia en la Capital y por el Presidente 
de la Circunscripción en el interior del país. A los efectos de la 
vigilancia que corresponda los magistrados de la Justicia de Paz, 
una vez dictada la resolución correspondiente, comunicarán lo 
resuelto al juez designado. 
 
 Artículo 16.- Juzgado de instrucción 
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 Quedará suprimido el Juzgado de Instrucción en lo Cri-
minal con sede actual en la ciudad de Filadelfia, Departamento 
Boquerón, a partir del día 1 de marzo del año 2000. La Corte 
Suprema de Justicia dispondrá por acordada las medidas que 
deban tomarse para atender los efectos de dicha supresión. 
 
 Artículo 17.- Asunción de nuevos magistrados 
 
 Los jueces y fiscales que fuesen designados a partir de la 
vigencia de la presente ley asumirán sus funciones a partir del 1 
de noviembre de 1999, conforme la Corte Suprema de Justicia y 
la Fiscalía General del Estado establezcan en el contexto de la 
reorganización de la Justicia Penal, pudiendo dedicarse con ante-
rioridad a dicha fecha a las funciones públicas o labores privadas 
que estén desempeñando. 
 A partir de la asunción del cargo, la Corte Suprema de 
Justicia y la Fiscalía General del Estado implementarán un pro-
grama intensivo de capacitación obligatoria para Jueces y Fisca-
les. La inasistencia a dichos cursos, en los términos reglamenta-
dos por la Corte Suprema de Justicia y la Fiscalía General del 
Estado, respectivamente, será considerada como mal desempeño 
del cargo a los efectos establecidos en la Ley "De Enjuiciamiento 
de Magistrados". 
  
 Artículo 18.- Derogatoria 
 
 Desde el día 9 de julio de 1999, quedarán derogados: 1) 
el Código de Procedimientos Penales de 1890 y todas sus refor-
mas, salvo para los efectos previstos en esta ley; 2) el inciso 15) 
del artículo 17 de la Ley No. 1286/98, siendo por tanto estos 
tipos penales de acción penal pública que no requieren instancia 
de la víctima, como se halla establecido en la Ley No. 1294/98; 
3) el artículo 505 de la Ley No. 1286/98, con el alcance señalado 
por esta ley; y 4) las demás disposiciones legales contrarias al 
nuevo Código Procesal Penal. 
 
 Artículo 19.- Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
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Aprobado el Proyecto de Ley por la Honorable Cámara 
de Diputados, a diez días del mes de junio del año un mil nove-
cientos noventa y nueve, y por la Honorable Cámara de Senado-
res, a diecisiete días del mes de junio del año un mil novecien-
tos noventa y nueve, quedando sancionado el mismo, de con-
formidad con lo dispuesto en el Artículo 207, numeral 1 de la 
Constitución Nacional. 
 
Blás Antonio Llano Ramos  Juan Carlos Galaverna D. 
            Presidente               Presidente 
H. Cámara de Diputados     H. Cámara de Senadores 
 
 
 
  Rolando José Duarte   Manlio Medina Cáceres                       
Secretario Parlamentario                    Secretario  Parlamentario 
 

Asunción, 25 de junio de 1999 
 

Téngase por Ley de la República, publíquese e insértese en 
el Registro Oficial. 
     

El Presidente de la República 
Luis Angel González Macchi 

 
Silvio Gustavo Ferreira Fernández 

Ministro de Justicia y Trabajo 
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Ley N° 1.492/99 
 

Exposición de Motivos 
 

QUE DISPONE EL DESTINO DE LOS RECURSOS PRO-
VENIENTES DE LAS MULTAS Y COMISOS APLICADOS 
POR LOS ÓRGANOS JURISDICCIONALES EN CUMPLI-
MIENTO DE LA LEY Nº 1160/97, CÓDIGO PENAL 

 
N.P. N° 78 
 

Asunción, 17 de julio de 1998 
 

HONORABLE CONGRESO NACIONAL: 
 
 El Presidente de la Corte Suprema de Justicia tiene 
el Alto Honor de dirigirse a Vuestros Honorabilidades merced a 
las facultades otrogadas por el Art. 203 de la Constitución Na-
cional, con el objeto de presentar a consideración de la máxima 
instancia legislativa el Proyecto de Ley “Que dispone el desti-
no de los recursos provenientes de las multas y comisos apli-
cados por los Tribunales y Juzgados en cumplimiento de la 
Ley N° 1160/97 – Código Penal, que se pondrá en vigencia a 
partir del 26 de noviembre de 1998”, cuyos fundamentos 
pasamos a exponer: 
 
 La vigencia de la Ley N° 1160/97 que establece el 
Nuevo Código Penal prevista para el 26 de noviembre del año 
en curso, ha motivado a la Corte Suprema de Justicia para tomar 
la iniciativa de proponer la sanción de la Ley cuyo proyecto se 
acompaña. 
 
 El nuevo Código Penal legislado constituye un avance 
sustancial para el mejoramiento de la administración de la Justi-
cia en el campo criminal, cuya interpretación y aplicación son 
de la exclusiva responsabilidad de la Corte Suprema, sus Tribu-
nales y Juzgados en todo el territorio de la República y en con-
secuencia ante este desafío, la Corte Suprema necesita imperio-
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samente adecuar sus instalaciones físicas de infraestructura, 
equipamiento para las mismas y capacitar permanentemente a 
sus recursos humanos a los efectos de que la aplicación de la 
nueva legislación penal, acompañe razonablemente el cumpli-
miento de la finalidad de la misma. 
 Estos objetivos sólo podrán conseguirse con la provi-
sión de suficientes recursos económicos, que posiblemente no 
podrán ser financiados con los recursos del Tesoro por la falta 
de previsión prespuestaria. Empero la misma Ley 1160/97, dis-
pone en varios capítulos la imposición de sanciones pecuniarias 
(multas) sustitutivas y el comiso de los bienes y objetos involu-
crados en la comisión de delitos. 
 
 La ley de referencia no ha señalado el destino específi-
co de los recursos obtenidos por la imposición de multas y co-
misos, por lo que el Proyecto de Ley que estamos presentando a 
la consideración de los Honorables Miembros, viene a subsanar 
este requerimiento, cuya afectación al presupuesto de la Corte 
Suprema se justifica acabadamente dado la naturaleza de la 
legislación y las funciones del Poder del Estado que la adminis-
trará a través de su interpretación y aplicación, con la salvedad 
de que aquellos bienes y objetos decomisados que a criterio de 
la Corte Suprema deben reservarse como evidencia de los pro-
cesos o como piezas de valor histórico, serán conservados para 
el cumplimiento de dichos fines. 
 
 Vuestras Honorabilidades pueden estar seguros de que 
la administración de estos recursos bajo el régimen de “Recur-
sos Institucionales” (Recursos Propios), se gestionará con suje-
ción a las disposiciones que establecen el Régimen Administra-
tivo y Financiero de la Nación, y serán destinados exclusiva-
mente para fortalecer los Programas de Acción e Inversión de la 
Corte Suprema de Justicia, para crear las condiciones más ade-
cuadas para la aplicación del nuevo Código Penal establecido 
en la Ley N° 1160/97. 
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Sin otro particular, hace propicia la ocasión para saludar 
al Sr. Presidente y a los Honorables Miembros del Congreso 
Nacional, con su mayor consideración y respeto. 
 

DIOS GUARDE A VUESTRA HONORABILIDAD 
 

   
  RAÚL SAPENA BRUGADA 

                           Presidente  
 
 
 

Abog. María Bellmar Casal 
     Secretaria General 
 
 
 
 
EXCMO. SEÑOR 
PRESIDENTE DEL HONORABLE CONGRESO NACIONAL 
DR. LUIS GONZÁLEZ MACCHI 
E. S. D. 
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Ley N° 1.492/99 
 

QUE DISPONE EL DESTINO DE LOS RECURSOS PRO-
VENIENTES DE LAS MULTAS Y COMISOS APLICADOS 
POR LOS ÓRGANOS JURISDICCIONALES EN CUMPLI-
MIENTO DE LA LEY Nº 1160/97, CÓDIGO PENAL 

 
Artículo 1º.- Los recursos provenientes de la multas 

que se apliquen en cumplimiento de lo que dispone el Libro I, 
Título III, Capítulo II, Secciones II y III y Capítulo VI, Artículo 
66 de la Ley Nº 1160/97, CÓDIGO PENAL, y los provenientes 
de las subastas judiciales de bienes decomisados conforme a lo 
que se establece en el Artículo 2º, serán depositados el 50% 
(cincuenta por ciento) a nombre de la Corte Suprema de Justi-
cia, Poder Judicial, Cuenta Corriente Nº 213 del Banco Central 
del Paraguay y el restante 50% (cincuenta por ciento) se deposi-
tará a nombre del Ministerio Público en una cuenta corriente de 
éste que a tal efecto habilitará la Dirección General del Tesoro 
en el Banco Central del Paraguay. 

 
Artículo 2º.- Los bienes decomisados por decisión de 

los órganos jurisdiccionales del Poder Judicial en cumplimiento 
de lo que dispone el Libro I, Título V, Capítulo I, II y III de la 
Ley Nº 1160/97, CÓDIGO PENAL, serán subastados, salvo que 
la Corte Suprema de Justicia estime conveniente su conserva-
ción ya sea por su valor histórico, ya por constituir evidencias 
necesarias para los procesos. 

La subasta de los bienes se realizará de conformidad 
con el procedimiento establecido en el Artículo 1º de la Ley Nº 
1252/87 y el producto de esa subasta se depositará en la forma 
establecida en el Artículo 1º de esta Ley. 

 
Artículo 3º.- Los recursos a que se refiere esta Ley se-

rán destinados a los programas de acción e inversión de la Corte 
Suprema de Justicia y del Ministerio Público, para crear las 
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condiciones más adecuadas para la aplicación de los nuevos 
Códigos: Penal, establecido en la Ley Nº 1160/97 y Procesal 
Penal, establecido por Ley Nº 1286/98. 

La Corte Suprema de Justicia incluirá anualmente en su 
Proyecto de Presupuesto la estimación del monto de dichos recur-
sos. 
 
 Artículo 4º.- Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
 

Aprobado el Proyecto de Ley por la Honorable Cámara 
de Senadores el cinco de agosto del año un mil novecientos no-
venta y nueve y por la Honorable Cámara de Diputados, el siete 
de octubre del año un mil novecientos noventa y nueve, quedan-
do sancionado el mismo de conformidad al Artículo 204 de la 
Constitución Nacional. 
 
 
 Pedro Efraín Alegre Sasiain    Juan Carlos Galaverna D. 
   Presidente                    Presidente 
    H. Cámara de Diputados       H. Cámara de Senadores 
          
   Alfonso González Núñez     Ilda Mayeregger     
Secretario Parlamentario  Secretario Parlamentario 
                

Asunción, 26 de octubre de 1999 
 

Téngase por Ley de la República, publíquese e insértese 
en el Registro Oficial. 

 
El Presidente de la República 
Luis Ángel González Macchi 

 
Silvio Gustavo Ferreira Fernández 

Ministro de Justicia y Trabajo 
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Ley N° 1.500/99 
 

QUE REGLAMENTA LA GARANTÍA CONSTITUCIONAL 
DEL HÁBEAS CORPUS 

 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 
1. Entre las numerosas modificaciones sustanciales introduci-

das al ordenamiento positivo por la Constitución Nacional 
de 1992 se halla, sin lugar a dudas, la cuidadosa regulación 
de la garantía del Hábeas Corpus en ella contenida. El artí-
culo 133 de la Constitución Nacional consagra, en efecto, la 
garantía en cuestión, para hacer efectivos los derechos de 
libertad física y seguridad personal reconocidos en su pro-
pio cuerpo. Dicha disposición distingue tres modos de hacer 
efectiva la garantía, vinculados cada uno de ellos a situa-
ciones específicas previstas en la disposición citada: (1) el 
hábeas corpus preventivo, (2) el hábeas corpus reparador, 
y (3) el hábeas corpus genérico. La garantía del hábeas 
corpus no había recibido, por cierto, un tratamiento similar 
en las constituciones anteriores y, por tal razón, la regula-
ción legal contenida en el Código Procesal Penal devino in-
suficiente, casi por completo, a partir de la entrada en vigor 
de la nueva Constitución. La misma Constitución se encar-
gó de especificar, desde luego, que la materia debe ser obje-
to de regulación  por una ley reglamentaria. 
Ha sido en cumplimiento de ese mandato constitucional, 
justamente, que el Señor Presidente de la República, Inge-
niero Juan Carlos Wasmosy, solicitó a la Comisión Nacio-
nal de Codificación, por intermedio del entonces Señor Mi-
nistro de Justicia y Trabajo, Doctor Sebastián González Ins-
frán, la elaboración de un proyecto de ley reglamentaria de 
esta garantía, proyecto que ahora, bajo denominación suge-
rida de “Ley que reglamenta la garantía constitucional del 
Hábeas Corpus”, tenemos el honor de someter a considera-
ción del Honorable Congreso de la Nación. El Anteproyecto 
original, que sirvió de base a las discusiones de la Comisión 
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en pleno fue elaborado por su miembro el Profesor Doctor 
Juan Carlos Mendonca. 

2. El Proyecto en cuestión se halla dividido en 4 Capítulos, el 
primero conteniendo disposiciones generales, el segundo, el 
tercero y el cuarto conteniendo la regulación específica del 
hábeas corpus reparador, preventivo y genérico, respecti-
vamente. El proyecto en su totalidad contiene 49 artículos, 
sin considerar los artículos finales de forma. El  Capítulo I, 
De las disposiciones generales, consta de 22 artículos y 
contiene la regulación general de la garantía. El Capítulo II, 
Del hábeas corpus reparador, consta de 12 artículos y con-
tiene la regulación específica de esa modalidad, dada para 
el supuesto de privación ilegal de la libertad física de las 
personas. El Capítulo III, Del hábeas corpus preventivo, 
consta, por su lado, de 7 artículos, y contiene la regulación 
específica de esa modalidad, prevista para el supuesto de 
trance inminente de privación ilegal de la libertad física de 
las personas. El Capítulo IV, por último, Del hábeas corpus 
genérico, consta de 8 artículos y contiene la regulación es-
pecífica de esa modalidad, dada para supuestos no contem-
plados en las modalidades anteriores y que constituyan una 
restricción indebida de la libertad física de las personas o 
una amenaza contra su seguridad. 
A lo largo de toda la reglamentación proyectada se ha sido 
celosamente respetuoso de la regulación constitucional, 
concibiéndose el proyecto con total apego al texto original 
del artículo 133. Una variación terminológica, sin embargo, 
ha sido introducida, apartándose por la expresión latina 
“hábeas corpus” en su relación correcta, carente de acento. 
De este modo, con el propósito de introducir la locución la-
tina en el documento proyectado se han empleado las bas-
tardillas, conforme las recomendaciones técnicas y metodo-
lógicas técnicas y metodológicas pertinentes. 
Se ha considerado buena técnica legislativa, y favorable al 
mejor conocimiento y manejo de la ley, titular los artículos, 
resumiendo brevemente en el epígrafe y contenido de los 
mismos; que ya viene siendo parte de la tradición legislativa 
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de nuestro país en la elaboración de sus leyes más impor-
tantes. 

3. Brevemente podemos señalar, en forma particular, algunos 
de los aspectos más significativos que contiene el proyecto 
de ley. En el Capítulo I, el artículo 2° asigna comptencia 
exclusiva a la Sala de la Corte Suprema de Justicia para en-
tender en la acción de hábeas corpus promovida para el 
examen de la legitimidad de una orden judicial, en concor-
dancia con el artículo 15, inciso (g), de la Ley N° 609/95, 
“Que Organiza la Corte Suprema de Justicia”. Asimismo, el 
artículo 3° asigna idéntica competencia a dicho órgano para 
entender en la acción promovida durante el Estado de Ex-
cepción. El artículo 4° prohibe expresamente la interven-
ción de todo órgano jurisdiccional en un juicio de hábeas 
corpus tramitado ante otro órgano, declarando nulas  y de 
ningún valor, además, todas las actuaciones y resoluciones 
emanadas del órgano interviniente. El artículo 5° admite la 
acumulación de las modalidades de hábeas corpus preven-
tivo y genérico, así como de las modalidades reparador y 
genérico. Los artículos 12 y 13 otorgan competencia a los 
jueces intervinientes para la adopción de medidas de urgen-
cia y medidas para mejor proveer, con amplias facultades. 
En el Capítulo II, se halla regulado, según lo anticipado, el 
procedimiento correspondiente al hábeas corpus reparador, 
especificándose en los artículos 23 a 26, los casos de proce-
dencia de la acción, su trámite y los efectos de la sentencia. 
Un artículos de importancia especial es el número 30, en 
virtud del cual, si del informe surgiese que la persona se 
halla privada de su libertad por orden judicial, el juez inter-
viniente debe separarse del caso y remitirlo a la Sala Penal 
de la Corte Suprema de Justicia para la sustanciación de la 
acción.. Los artículos 31 a 34 regulan el recurso de apela-
ción contra la sentencia recaida en el proceso, especificando 
su trámite, los efectos del recurso, el tribunal competente 
para entender en él y los efectos de la sentencia de alzada. 
El artículo 31, por cierto, declara irrecurrible la sentencia 
dictada por la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia. 
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 Los Capítulos III y IV regulan los procedimientos co-
rrespondientes a las modalidades del hábeas corpus preven-
tivo y genérico, con remisiones frecuentes, con el propósito 
de simplificar y unificar los trámites, a la regulación previs-
ta en el Capítulo II, salvo en lo relativo a lo casos de proce-
dencia.  



CÓDIGO PROCESAL PENAL CONCORDADO 

 281 

Ley N° 1.500/99 
 

QUE REGLAMENTA LA GARANTÍA CONSTITUCIONAL 
DEL HÁBEAS CORPUS794 

 
CAPÍTULO  I 

DE LAS DISPOSICIONES GENERALES 
 

 Artículo 1°.- Objeto. Esta ley reglamenta las disposi-
ciones constitucionales en materia de hábeas corpus. 
 
 Artículo 2°.- Denominaciones. Si el hábeas corpus se 
tramita ante la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia, en 
todos los casos en los que la presente ley se refiere a “el Juez”, 
se entenderá que se refiere a cualquiera de sus miembros; si se 
refiere a “el  Juzgado”, se entenderá que se refiere a la Sala en 
pleno. 
 
 Artículo 3°.- Competencia. El procedimiento de há-
beas corpus se iniciará ante la Sala Penal de la Corte Suprema 
de Justicia, o ante cualquier juez de primera instancia, según las 
reglas que determinan su competencia territorial, salvo que el 
supuesto acto ilegítimo tuviese o pudiese producir sus efectos 
en todo el territorio de la República o en lugares no determina-
bles de él, en cuyo caso no regirá esa limitación795. 
 La negativa a intervenir, siendo competente el juez, 
constituirá causal de enjuiciamiento por mal desempeño del 
cargo y, en su caso, de remoción. 
 Cuando un mismo acto prima facie afectase el derecho 
de varias personas, entenderá en todas las acciones el juzgado 
que hubiese prevenido, el cual dispondrá, en su caso, la acumu-
lación de autos. 
 

                                                           
794 CN, art. 133. 
795 CN, arts. 133, 259 num. 4; Ley N° 609/95 “Que organiza la Corte 
Suprema de Justicia”, art. 15 inc. g). 
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 Artículo 4°.- Exclusividad de la competencia. Ningún 
órgano jurisdiccional intervendrá de oficio ni a petición de parte 
en un procedimiento de hábeas corpus que se halle en trámite 
ante otro órgano jurisdiccional. Si tal avocación ocurriese, serán 
nulas y de ningún valor todas las actuaciones y resoluciones 
emanadas del interviniente. 
 
 Artículo 5°.- Modalidades y acumulación. El proce-
dimiento de hábeas corpus será breve, sumario y gratuito. 
 En todos los casos, el órgano jurisdiccional estará facul-
tado para adoptar los recaudos que sean conducentes para que 
se cumplan eficazmente sus mandatos a fin de que la garantía 
del hábeas corpus sea de hecho efectiva. 
 Se podrán acumular el hábeas corpus preventivo y el 
genérico. Cabrá también la acumulación alternativa del hábeas 
corpus reparador y del genérico. 
 La errónea calificación del hábeas corpus no provocará 
su rechazo sino que el órgano jurisdiccional le imprima el trá-
mite que corresponda.  
 
 Artículo 6°.- Legitimación activa. El procedimiento 
de hábeas corpus podrá iniciarse de oficio, por el propio afecta-
do o por cualquier persona que, sin necesidad de poder, invoque 
tener conocimiento del acto supuestamente ilegítimo que pueda 
ser reparado por esa vía796.  
 
 Artículo 7°.- Contenido de la presentación inicial. La 
presentación inicial del hábeas corpus contendrá:  
 a) el nombre y el domicilio del peticionante; 
 b) el nombre y otros datos personales conocidos de la 
persona afectada por el acto supuestamente ilegítimo y la men-
ción del sitio donde ésta se encuentra; y, 
 c) el objeto de la acción, con la mención del supuesto 
acto ilegítimo cuya reparación se solicita. 
 Si el peticionante ignorase alguno de los datos  mencio-
nados, proporcionará al órgano jurisdiccional las referencias 
                                                           
796 CN, art. 133. 
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suficientes para que éste los recabe por las vías judiciales perti-
nentes. 
 
 Artículo 8°.- Inadmisibilidad de incidentes, excep-
ciones y recusaciones. En el procedimiento de hábeas corpus 
no se admitirán incidentes, excepciones ni recusaciones, sin 
perjuicio de la obligación de los jueces  de excusarse por las 
causales previstas en el artículo 20 del Código Procesal Civil. 
 
 Artículo 9°.- Facultades. En el procedimiento de há-
beas corpus el juez interviniente estará investido de amplias 
facultades instructorias y disciplinarias y, cualquiera sea el re-
cinto en que presuntamente se halle la persona privada de su 
libertad, podrá allanarlo, ordenar su allanamiento o la remoción 
de los obstáculos que impidan su acceso al mismo. 
 
 Artículo 10.- Decisiones de urgencias y medidas para 
mejor proveer. Antes de dictar sentencia el órgano jurisdiccio-
nal,  a pedido de parte o de oficio,  podrá decretar  en resolución 
fundada en cualquier estado del procedimiento, las decisiones 
de urgencia que estime convenientes, incluso las medidas para 
mejor proveer.   
 
 Artículo 11.- Carácter de los plazos. Habilitación de 
días y horas. En el procedimiento de hábeas corpus todos los 
plazos, sean legales o judiciales, serán perentorios e improrro-
gables y sólo admitirán un día de ampliación en razón de la 
distancia, cuando el lugar del acto estuviera ubicado a más de 
cien kilómetros del asiento del órgano jurisdiccional intervi-
niente. Los plazos que se establezcan en horas, se contarán de 
momento a momento. 
 Vencido un plazo, se pasará al estadio procesal que 
corresponda, sin trámite previo alguno.  
 En todos los casos, estarán habilitados los días y horas 
inhábiles sin necesidad de resolución judicial alguna. 
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 Artículo 12.- Notificaciones e intimaciones. En el 
procedimiento de hábeas corpus las notificaciones o las intima-
ciones que se efectúen por mandamiento, podrán realizarse por 
cualquier medio fehaciente que disponga el juez. 
 
 Artículo 13.- Defectos de forma. Lo ordenado en los  
autos a que se refieren los artículos 20, 30  y 33, será  cumpli-
mentado aunque tenga defectos de forma y aunque no esté to-
talmente individualizada la persona o entidad a quien se dirige o 
la persona a cuyo favor se promueva, bastando que sea com-
prensible quién es el responsable del acto supuestamente ilegí-
timo o el beneficiado por la acción. 
 
 Artículo 14.- Recursos. Acción de inconstitucionali-
dad. En el procedimiento de hábeas corpus: 
 a) todos los recursos se interpondrán y fundarán en un 
mismo escrito; caso contrario se tendrán por no interpuestos. 
 b) cabrá el recurso de aclaratoria, el cual será interpues-
to hasta el día siguiente de notificada la sentencia definitiva. La 
interposición del recurso de aclaratoria no interrumpirá los pla-
zos, sean legales o judiciales797. 
 c) no tendrá efecto suspensivo la acción de inconstitu-
cionalidad que se promueva contra sentencias definitivas que 
concedan el hábeas corpus798. 
 d) la sentencia definitiva que dicte la Sala Penal de la 
Corte Suprema de Justicia será inapelable. 
 e) la sentencia definitiva que dicte un juez de primera 
instancia será apelable sin efecto suspensivo dentro del tercero 
día de su notificación. El Tribunal que corresponda al fuero de 
dicho juez de primera instancia, dictará sentencia en el plazo de 
tres días.  
 
 Artículo 15.- Interpretación. En caso de que se susci-
ten dudas sobre la inteligencia de las disposiciones de esta ley o 
                                                           
797 CP, art. 126. 
798 CN, arts. 132, 259 num. 5, 260; Ley N° 609/95 “Que organiza la 
Corte Suprema de Justicia”, arts. 11 al 13. 
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de las resoluciones recaídas en el proceso, se las interpretará en  
el sentido más favorable a la concesión del hábeas corpus, y a la 
amplitud de los medios de protección establecidos en favor de 
los derechos tutelados799. 
 
 Artículo 16.- Responsabilidad generada por el acto 
ilegítimo. La sentencia definitiva, en su caso, hará expresa refe-
rencia a la responsabilidad de las personas que hubiesen come-
tido el acto ilegítimo y, de mediar circunstancias previstas en el 
Código Penal que prima facie evidencien la perpetración de un 
hecho punible, el juzgado podrá ordenar la detención de los 
responsables, o cualquier otra medida que sea legalmente pro-
cedente, y pasará los antecedentes a la autoridad competente 
para su investigación. 
 
 Artículo 17.- Pérdida automática de la competencia. 
Cuando el Juzgado no dicte sentencia en el plazo previsto por 
esta ley, deberá hacerlo, de pleno derecho y en el mismo plazo, 
el que le siga en orden de turno, y así sucesivamente, sin trámite 
alguno. 
 Igual principio regirá para la segunda instancia.  
 La pérdida de competencia por mora en más de una 
oportunidad será causal de remoción800. 
 
 Artículo 18.- Juzgamiento de la competencia y de la 
legalidad del acto. El Juez del hábeas corpus no juzgará sola-
mente la competencia de la autoridad de la cual emana el acto, 
sino también la legalidad del mismo. 
 

CAPÍTULO II 
DEL HÁBEAS CORPUS REPARADOR 

 

                                                           
799 CPP, art. 5. 
800 Ley N° 1.084/98 “Que regula el procedimiento para el enjuicia-
miento y remoción de magistrados”, art. 14. 
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 Artículo 19.- Procedencia. Procederá el hábeas corpus 
reparador en los casos en que se invoque la privación ilegal de 
la libertad física de una persona801. 
 
 Artículo 20.- Auto de hábeas corpus. Iniciado el pro-
cedimiento de hábeas corpus reparador, el Juez dictará inmedia-
tamente el auto de hábeas corpus, en el cual ordenará para que 
dentro de las veinticuatro horas: 
 a) se presente a la persona privada de su libertad en el 
lugar que el juez indique;  y, 
 b) que el agente público o privado sindicado como res-
ponsable de ese hecho presente un informe circunstanciado: 
  1) sobre el momento de la privación de la liber-
tad y el lugar, la forma y condiciones en que ella se cumple. 
  2) sobre los motivos legales que invoque para la 
privación de la libertad. 
  3) en el caso de aprehensión, si ha dado cum-
plimiento con lo dispuesto en el ultimo párrafo del Artículo 239 
del Código Procesal Penal y, en caso afirmativo, quiénes son el 
juez y el representante del ministerio público comunicados. 
  4) si la privación de la libertad se realizó por 
orden escrita de autoridad competente, en cuyo caso individua-
lizará a ésta y adjuntará la orden escrita. 
 A tales efectos el juez dispondrá las intimaciones que 
correspondan. Si se ignorara el agente público o privado que 
privó de su libertad a la persona, la intimación se efectuará al 
superior jerárquico de aquél. 
  
 Artículo 21.- Plazo para la presentación de la perso-
na y del informe. La persona privada de su libertad y el infor-
me a que se refiere el apartado b) del artículo 20, serán presen-
tados al juez dentro de las veinticuatro horas de practicada la 
intimación. 
 El incumplimiento de lo estatuido en el artículo 20 y en 
el presente artículo hará presumir la ilegitimidad de la privación 
de la libertad. 
                                                           
801 CN, art. 133 num. 2. 



CÓDIGO PROCESAL PENAL CONCORDADO 

 287 

 Artículo 22.- Caso de incomparecencia de la persona 
o que se trate de dificultar su ubicación. Si no se produjera la 
comparecencia de la persona privada de su libertad dentro del 
plazo que establece el artículo 21, el juez se constituirá en el 
sitio de su reclusión, donde hará juicio de mérito sobre ésta. Si 
no existiesen motivos legales que autoricen esa privación de la 
libertad, el juzgado dictará sentencia definitiva haciendo lugar 
al hábeas corpus reparador  y disponiendo la inmediata libertad 
de la persona, dentro del plazo de un día. 
 Si durante el procedimiento de hábeas corpus quien 
tiene la custodia de la persona dificulta su ubicación, la oculta, 
cambia el sitio de reclusión o transfiere a otro su custodia, será 
pasible de una pena de penitenciaría de dos a seis meses o de 
una multa equivalente hasta ciento veinte jornales mínimos para 
actividades no calificadas en la Capital. Estas penas serán au-
mentadas al doble si el autor es funcionario público civil o fun-
cionario  público militar en actividad o policial en actividad. 
 
 Artículo 23.- Sentencia. Plazo. Presentados el detenido 
y el informe a que se refiere el artículo 20, el Juzgado analizará 
las circunstancias en las que se produjo la privación de la liber-
tad de la persona y, dentro del plazo de un día, dictará sentencia 
definitiva en la cual, si no existiesen motivos legales que autori-
cen la privación de libertad, hará lugar al hábeas corpus y orde-
nará su libertad, la que se hará efectiva en el acto. 
 
 Artículo 24.- Informe negativo. Si el informe a que se 
refiere el artículo 20 expresara que la persona no se halla priva-
da de su libertad o no se halla bajo la custodia del agente reque-
rido, el peticionante rectificará los datos o se ratificará en ellos, 
en cuyo caso el juez adoptará los recaudos que fueran condu-
centes para el esclarecimiento de la situación y dirigirá la inti-
mación ordenada en el auto de hábeas corpus al agente público 
o privado que considere pertinente. 
 
 Artículo 25.- Casos de aprehensión. Si el informe 
expresase  que la persona se halla privada de su libertad en de-
pendencias policiales, en virtud de algunas de las circunstancias 
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establecidas en el artículo 239 del Código Procesal Penal e in-
dividualizase al magistrado y al agente fiscal comunicados, el 
juzgado, previa verificación inmediata de la veracidad del in-
forme, dictará  dentro del plazo de un día sentencia definitiva 
rechazando el hábeas corpus reparador. 
 Si el informe no individualizase al magistrado o al 
agente fiscal comunicados, el juzgado dentro del plazo de un 
día dictará sentencia definitiva, haciendo lugar al hábeas corpus 
y ordenando la inmediata libertad de la persona.  
 
 Artículo 26.- Caso de privación de la libertad por 
orden escrita de autoridad judicial. Si el informe expresara 
que la persona se halla privada de su libertad en virtud de orden 
escrita de autoridad judicial, individualizando a ésta y acompa-
ñando esa orden escrita, el juzgado, previa verificación inme-
diata de la veracidad del informe, dentro del plazo de un día 
dictará sentencia definitiva rechazando el hábeas corpus repara-
dor, remitirá los antecedentes a quien dispuso su detención y 
pondrá en conocimiento de todo ello a la Sala Penal de la Corte 
Suprema de Justicia. 
 Si el informe omitiera individualizar esa autoridad judi-
cial o no acompañara la orden escrita respectiva, el juzgado 
dentro del plazo de un día dictará sentencia definitiva haciendo 
lugar al hábeas corpus y ordenando la inmediata libertad de la 
persona. 
 
 Artículo 27.- Caso de privación de la libertad duran-
te la vigencia del estado de excepción. Si, durante la vigencia 
del estado de excepción previsto en el artículo 288 de la Consti-
tución Nacional, el informe  a que se refiere el artículo 20 ex-
presara que la persona se halla detenida en virtud de una orden 
del Poder Ejecutivo y acompañara copia autenticada del decreto 
respectivo, el juez verificará si el Poder Ejecutivo dió cumpli-
miento a la pertinente información a la Corte Suprema de Justi-
cia, y consultará a la persona si no desea hacer uso de la opción 
de salir del país; luego de lo cual, dentro del plazo de un día, el 
Juzgado dictará sentencia definitiva rechazando el hábeas cor-
pus reparador, ordenando en su caso la salida del país de la 
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persona y comunicando todo ello a la Corte Suprema de Justi-
cia802. 
 
 Artículo 28.- Efecto de la Sentencia. La sentencia 
recaída, firme y ejecutoriada, que concede el hábeas corpus 
reparador, tendrá por efecto restituir la libertad al afectado y 
garantizarle contra toda ulterior restricción de libertad por la 
misma causa. 
 

CAPÍTULO III 
EL HÁBEAS CORPUS PREVENTIVO 

 
 Artículo 29.- Procedencia. Procederá el hábeas corpus 
preventivo en los casos en que se invoque que una persona se 
halla en trance  inminente de ser privada ilegalmente de su li-
bertad física803.  
 
 Artículo 30.- Auto ordenando informe acerca de los 
hechos denunciados. Iniciado el procedimiento de hábeas cor-
pus preventivo, el juez intimará al agente publico o privado 
sindicado como responsable de tramar la medida ilegal de res-
tricción de la libertad de la persona para que dentro de las vein-
ticuatro horas informe: 
 a) si ha dispuesto esa restricción de la libertad de la 
persona; y, 
 b) si ha recibido orden o instrucción para ese efecto , en 
cuyo caso indicará la persona o entidad de la cual emana esa 
orden o instrucción, y cuáles son los motivos legales aducidos 
para su adopción. 
 
 Artículo 31.- Sentencia. Plazo. El juzgado hará mérito 
del informe a que se refiere el artículo 30 y de las demás cir-
cunstancias del caso y dictará sentencia definitiva dentro del 
plazo de un día. En el caso en que haga lugar al hábeas corpus 

                                                           
802 CN, art. 288. 
803 CN, art. 133 num. 1. 
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preventivo, ordenará la cesación de las restricciones que ame-
nacen ilegalmente la libertad de la persona. 
 Si dicho informe no le fuera presentado dentro del plazo 
que determina el artículo 30, dictará sentencia definitiva dentro 
del plazo de un día en la que hará lugar al hábeas corpus pre-
ventivo y ordenará la cesación de las restricciones que amena-
cen ilegalmente la libertad de la persona. 
 

CAPÍTULO IV 
DEL HÁBEAS CORPUS GENÉRICO 

 
 Artículo 32.- Procedencia. Procederá el hábeas corpus 
genérico para demandar: 
 a) la rectificación de circunstancias que, no estando 
contempladas en el hábeas corpus reparador o en el preventivo, 
restrinjan ilegalmente la libertad o amenacen la seguridad per-
sonal. 
 b) el cese de la violencia física, psíquica o moral que 
agrave las condiciones de personas legalmente privadas de su 
libertad804.  
 
 Artículo 33.- Auto ordenando informe acerca de los 
hechos denunciados. Constitución del juez en el lugar. Iniciada 
la acción de hábeas corpus genérico: 
 a) el juez  intimará a la persona o entidad sindicada de 
cometer los hechos, para que dentro de las veinticuatro horas  
remita un informe pormenorizado acerca de los mismos. 
 b) a pedido de parte o de oficio, se constituirá en el 
lugar en que se halle la persona cuya libertad se halla restringi-
da, su seguridad amenazada o que se encuentre sometida a vio-
lencia física, psíquica o moral, para verificar los hechos rele-
vantes. 
 
 Artículo 34.- Sentencia definitiva. Plazo. Efectos. 
Concluida la causa, el juzgado  dictará sentencia definitiva en el 
plazo de un día. Si hace lugar al hábeas corpus genérico dispon-
                                                           
804 CN, art. 133 num. 3. 
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drá, en su caso, la rectificación de las circunstancias que restrin-
jan la libertad o amenacen la seguridad personal, o la cesación 
de la violencia física, psíquica o moral que agrave las condicio-
nes de las personas legalmente privadas de libertad. 
 
 Artículo 35.- Comuníquese al Poder Ejecutivo 
 

Aprobado el Proyecto de Ley por la Honorable Cámara 
de Senadores a los veintidós días del mes de julio del año un 
mil novecientos noventa y nueve y por la Honorable Cámara de 
Diputados, a los veintiún días del mes de octubre del año un mil 
novecientos noventa y nueve, quedando sancionado el mismo, 
de conformidad con lo dispuesto en el artículo 204 de la Consti-
tución Nacional. 
 
Pedro Efraín Alegre Sasiain Juan Carlos Galaverna D.          
              Presidente                          Presidente                      
 H. Cámara de Diputados H. Cámara de Senadores           
 

 Eduardo Acuña            Ilda Mayeregger                 
      Secretario Parlamentario    Secretaria Parlamentaria           
 
 

 Asunción, 5 de noviembre de 1999 
 
 Téngase por Ley de la República, publíquese e insértese 
en el Registro Oficial.- 
 

El Presidente de la República 
Luis Ángel González Macchi 

 
Silvio Gustavo Ferreira Fernández 

Ministro de Justicia y Trabajo 
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LEY   Nº 1.562/2000 

 
ORGÁNICA DEL MINISTERIO PÚBLICO805 

 
EL CONGRESO DE LA NACIÓN PARAGUAYA SANCIONA 

CON FUERZA DE 
 

L E Y : 
 

TÍTULO I 
PRINCIPIOS GENERALES 

 
CAPÍTULO UNICO 

 
Artículo 1°.- MINISTERIO PÚBLICO. El Ministerio Pú-

blico es un órgano con autonomía funcional y administrativa, que 
representa a la sociedad ante los órganos jurisdiccionales para velar 
por el respeto de los derechos y de las garantías constitucionales, pro-
mover la acción penal pública en defensa del patrimonio público y 
social, del medio ambiente y de otros intereses difusos y de los dere-
chos de los pueblos indígenas, y ejercer la acción penal en los casos en 
que para iniciarla o proseguirla no fuese necesaria instancia de parte. 
 

Artículo 2°.- AUTONOMÍA. En el cumplimiento de sus fun-
ciones ante los órganos jurisdiccionales, el Ministerio Público actuará 
en el marco de la ley con independencia de  criterio. 

El Ministerio Público ejercerá sus funciones en coordinación 
con el Poder Judicial y las demás  autoridades de la República, pero 
sin sujeción a directivas que emanen de órganos ajenos a su estructura. 

El Ministerio Público tendrá una partida específica en el Pre-
supuesto General de la Nación y administrará con autonomía los re-
cursos que le sean asignados, sin perjuicio de los controles que esta-
blecen  la Constitución Nacional y la ley. 
                                                           
805 El Proyecto tiene media sanción de la Cámara de Senadores y fue remitido 
a la Cámara de Diputados en fecha 24 de diciembre de 1999. Nótese que el 
Proyecto tendrá sanción automática el 30 de mayo de 2000, de no recibir 
tratamiento en la Cámara de Diputados. 
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Artículo 3°.- ACTUACIÓN. El Ministerio Público procurará 

que los hechos punibles de acción penal pública no queden impunes, 
que la sociedad conozca las penas impuestas y que éstas sean un me-
dio eficaz para la protección de los bienes jurídicos, para la readapta-
ción de los condenados y la protección de la sociedad. 

El Ministerio Público promoverá ante los órganos jurisdiccio-
nales la acción penal pública en defensa del patrimonio público y so-
cial, de los intereses difusos y de los derechos de los pueblos indíge-
nas, conforme a lo previsto en la Constitución Nacional  y en la ley. 
 

Artículo 4°.- UNIDAD DE ACTUACIÓN. El Ministerio 
Público es único e indivisible, sin perjuicio de la división interna del 
trabajo, la cual no afectará su funcionamiento eficiente. 

Los funcionarios del Ministerio Público acreditarán su condi-
ción de tales, así como el cargo que desempeñan, mediante constancia 
de su nombramiento expedida por el Fiscal General del Estado. 

 
Artículo 5°.- OFICIOSIDAD. OBLIGATORIEDAD.  En el 

ejercicio de la acción pública, el Ministerio Público actuará de oficio, 
sin necesidad de solicitud o impulso, salvo los hechos punibles que 
requieran instancia de parte. 

La persecución penal de los hechos punibles de acción pública 
será promovida inmediatamente después de la noticia de su comisión 
y no se podrá suspender, interrumpir o hacer cesar, salvo en los casos 
y bajo las formas expresamente previstas por la ley. 
 
 Artículo 6°.- JERARQUÍA. El Ministerio Público se organi-
zará jerárquicamente.  Cada funcionario superior controlará el desem-
peño de quienes lo asistan y será responsable por la gestión de los 
funcionarios a su cargo. 
 
 Artículo 7°.- INSTRUCCIONES GENERALES.  Los funcio-
narios del Ministerio Público deberán ajustar  su actuación  como tales 
a las instrucciones generales que establezca el Fiscal General del Es-
tado, aunque podrán dejar constancia de su posición personal en la 
forma dispuesta en el Art. 77. 
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En su actuación ante los órganos jurisdiccionales los Agentes 

Fiscales gozarán de la autonomía de criterio que establezcan las leyes 
procesales. 
 

Artículo 8°.- PUBLICIDAD. A fin de facilitar el conoci-
miento público de su labor y de posibilitar su control, el Ministerio 
Público deberá: 
1) publicar anualmente una memoria de las labores realizadas, que 

contenga el detalle de la ejecución presupuestaria, y divulgar una 
síntesis de ella; 

2) informar objetivamente a los medios de comunicación social 
sobre los principales asuntos o investigaciones, sin afectar la re-
serva de las actuaciones judiciales o el principio de inocencia; 

3) presentar anualmente al Presidente de la República, a la Corte 
Suprema de Justicia y al Congreso Nacional, un análisis del ser-
vicio prestado, indicando con precisión las dificultades y las ne-
cesidades de la institución, con los datos estadísticos correspon-
dientes; y, 

4) recopilar y publicar los reglamentos, las instrucciones generales, 
los dictámenes y las resoluciones administrativas de mayor rele-
vancia. 

 
Artículo 9°.- INFORMACIÓN A LA VÍCTIMA.  El Minis-

terio Público se informará sobre la situación y los reclamos de la víc-
tima de un hecho punible y, a su requerimiento, les informará sobre la 
marcha y el resultado de sus investigaciones y sobre el estado del pro-
ceso. 
 

Artículo 10.- PROTECCIÓN.  El Ministerio Público prote-
gerá a quienes por colaborar con la administración de justicia corran 
peligro de sufrir algún daño, en especial cuando se trate de hechos 
punibles vinculados con la criminalidad organizada o relacionados con 
abusos de poder o violaciones a los Derechos Humanos. 

A tal efecto, dispondrá de un programa permanente de protec-
ción a testigos, a víctimas y a sus propios funcionarios. 
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Artículo 11.- PEDIDOS DE INFORME. COOPERA-
CIÓN.  Para el mejor cumplimiento de sus funciones, el Ministerio 
Público podrá recabar información y solicitar la colaboración de los 
funcionarios públicos. En el límite de sus atribuciones y competen-
cias, éstos deberán prestar colaboración y proporcionar los documen-
tos, informes o actuaciones que les sean requeridos. 
 

Artículo 12.- SOLUCIÓN DE CONFLICTOS. Dentro de 
los límites  determinados por la ley, el Ministerio Público intentará la 
solución de los conflictos y la conciliación de los distintos intereses, 
procurando la paz social. 
 

TÍTULO II 
     FUNCIONES 
 

CAPÍTULO I 
          FUNCIONES EN MATERIA PENAL 
 

Artículo 13.- ACCIÓN PENAL.  Corresponde al Ministerio 
Público el ejercicio de la acción penal pública, sin perjuicio de la par-
ticipación en el proceso de la víctima, de sus derecho- habientes  o de 
los ciudadanos, en los términos establecidos en la ley. 

Para ello:  
1) investigará  los hechos punibles de acción pública; 
2) promoverá y ejercerá la acción penal pública ante los órganos 

judiciales, salvo que para intentarla o proseguirla fuese necesario 
instancia o requerimiento de parte de acuerdo con las leyes pena-
les; 

3) promoverá y ejercerá la acción civil en los casos previstos por la 
ley; 

4) asistirá en los procesos  a la víctima; 
5) promoverá la cooperación internacional en la lucha contra la de-

lincuencia organizada; 
6) promoverá la extradición de los procesados que se hallen en el 

exterior e intervendrá  en las causas en que se pretenda la extradi-
ción; y, 
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7) velará en las causas en que intervenga, por la observancia de la 

Constitución Nacional y por el efectivo cumplimiento del debido 
proceso legal. 

 
Artículo 14.- FUNCIONES AUXILIARES.  Para el mejor 

cumplimiento de sus funciones en materia penal, el Ministerio Público 
deberá: 
1) promover investigaciones en el campo de la política criminal que 

permitan conocer la evolución del fenómeno criminal; 
2) elaborar estadísticas de los hechos punibles y de los procesos pe-

nales e integrar un sistema general de información con las otras 
oficinas o instituciones que producen estadísticas relacionadas 
con las funciones del Ministerio Publico; 

3) solicitar la cooperación de instituciones de investigación, naciona-
les y extranjeras, vinculadas al estudio de la criminalidad; 

4) promover la tecnificación de la investigación y el uso de los ins-
trumentos criminalísticos; y, 

5) sugerir a las autoridades administrativas medidas de prevención 
de los hechos punibles. 

 
Artículo 15.- COLABORACIÓN EN LA VIGILANCIA 

PENITENCIARIA.  El Ministerio Público colaborará con el juez de 
ejecución en su tarea de control del cumplimiento del régimen peni-
tenciario y de respeto a las finalidades constitucionales de la pena y a 
los derechos del recluso. 
 
 Artículo 16.- MENORES INFRACTORES.  En las investi-
gaciones y procesos penales con imputados menores de edad o en 
aquellos procesos en los que se procure la aplicación de una medida 
tutelar a un menor infractor inimputable, el Ministerio Público velará 
por que el desarrollo del proceso penal o tutelar no cause mayores 
daños al menor, que los medios de comunicación social no difundan 
los nombres de los imputados, que la pena sea adecuada a los fines de 
resocialización y que las medidas tutelares no adquieran las caracterís-
ticas de sanciones penales. 
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CAPÍTULO II 
NORMAS OPERATIVAS PARA LA PROMOCIÓN DE LA PER-

SECUCIÓN PENAL 
 

SECCIÓN I 
       INICIO DEL PROCESO 
 
 Artículo17.- SISTEMA DE ASIGNACIÓN DE CASOS.  
El Fiscal General del Estado reglamentará el sistema de asignación de 
casos, atendiendo a la eficiencia del servicio, a los  recursos humanos 
y materiales disponibles, a la distribución equitativa del trabajo y a la 
política criminal del Ministerio Público. 

No obstante, el Fiscal General del Estado podrá designar di-
rectamente a un agente fiscal, cuando así sea conveniente por la natu-
raleza del caso o su especialización. 
 

Artículo18.- AGENTE FISCAL A CARGO.  El agente fis-
cal a cargo de un caso formará el cuaderno de investigación, lo indivi-
dualizará con el número asignado por la oficina, recibirá la denuncia, 
se comunicará con los oficiales policiales preventores y organizará de 
inmediato todo lo necesario para la adecuada atención del caso. 

Cada agente fiscal llevará un registro de los casos a su cargo y 
mensualmente enviará una lista al Fiscal Adjunto con una síntesis del 
estado de cada proceso. 
  Asimismo, devolverá con prontitud los objetos incautados y 
los documentos originales que no tengan interés para la investigación 
o promoverá su devolución por el juez, conforme con lo dispuesto por 
el Código Procesal Penal. 
 

Artículo 19.- IMPUTADOS NO INDIVIDUALIZADOS.  
Cuando en la intervención policial preliminar o en la denuncia no se 
haya podido individualizar al imputado y se trate de casos leves que 
no afecten gravemente el interés público, ellos serán asignados al 
agente fiscal a cargo el que, si correspondiere, archivará las actuacio-
nes conforme lo previsto en el Código Procesal Penal y emitirá las 
constancias que le sean requeridas por el denunciante o la víctima. 
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SECCIÓN II 

DIRECCIÓN DE LA ACTUACIÓN POLICIAL 
 
  Artículo 20.- COMUNICAClÓN.  Dentro de las seis horas 
de recibido el parte policial el agente fiscal a cargo comenzará a reali-
zar las primeras investigaciones y diligencias, se informará del estado 
de la intervención policial preliminar, impartirá las  instrucciones a los 
preventores y se constituirá en el lugar del hecho o en la comisaría 
interviniente, si fuere necesario. Si el imputado manifestara su deci-
sión de declarar, la audiencia para el efecto se llevará a cabo dentro de 
las veinticuatro horas. 
 

Artículo 21.- COMPARECENCIA.   En los crímenes de 
homicidio, de graves atentados a la vida, de violaciones, o los que 
señale el Fiscal General del Estado, el agente fiscal a cargo se consti-
tuirá de inmediato en el lugar del hecho o en la comisaría intervinien-
te. 
 Siempre que el imputado solicite declarar ante el fiscal, con-
forme lo previsto en el Código Procesal Penal, deberá constituirse en 
la comisaría donde esté detenido, dentro de las veinticuatro horas. 
 

Artículo 22.- PARTE POLICIAL.  La comunicación poli-
cial sobre el inicio de una intervención preliminar o de la recepción de 
una denuncia contendrá, por lo menos, los datos siguientes: 
1) la identificación del denunciante y su domicilio; 
2) el nombre y domicilio de la víctima; 
3) la identificación o descripción del imputado, su domicilio y el 

nombre del defensor si ya lo ha nombrado o propuesto; 
4) identificación de los aprehendidos como presuntos autores y par-

tícipes; 
5) el objeto de la investigación o la denuncia, los nombres de los 

testigos y cualquier otro dato que pueda facilitar la investigación 
posterior; 

6) la fecha y hora del hecho; 
7) la identificación del oficial a cargo de la investigación y la de-

pendencia a la que pertenece; y, 
8) el número de orden en el libro de registro o archivo policial. 
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  Artículo 23.- INTERROGATORIO.  El agente fiscal a 
cargo  podrá tomar declaración al imputado en su despacho o en sede 
policial.  Ningún miembro de la policía podrá participar ni presenciar 
este interrogatorio, salvo cuando sea requerida su presencia por moti-
vos de seguridad.  En todos los casos, la declaración del imputado se 
llevará a cabo en un lugar adecuado y cumpliendo estrictamente lo 
previsto en el Código Procesal Penal. 
 

Artículo 24.- CONTROL.  Una vez que el agente fiscal a 
cargo se constituya en las dependencias policiales controlará: 
1) las condiciones físicas del imputado;  
2) las condiciones del lugar de la detención; 
3) el cumplimiento estricto de todos los derechos del imputado; 
4) que se haya registrado el día y hora de la aprehensión o detención; 
5) la confección del expediente policial conforme lo previsto en el 

Código Procesal Penal; 
6) la existencia y veracidad del inventario de bienes secuestrados o 

entregados; 
7) la atención respetuosa a la víctima o al denunciante; y, 
8) si constata alguna anormalidad confeccionará un acta que elevará 

de inmediato al Fiscal Adjunto. 
 

Artículo 25.- PRÓRROGA.  Cuando el agente fiscal a cargo 
conceda prórroga a la policía para la remisión de las actuaciones con-
signará por escrito la autorización y señalará con precisión las actua-
ciones de investigación pendientes y que motivan la prórroga. 
 

Artículo 26.- COMISIÓN ESPECIAL. Los miembros de la 
Policía Nacional que fueran especialmente comisionados por ésta para 
auxiliar al agente fiscal a cargo en la investigación de algún hecho 
punible, no podrán ser separados de esa comisión  policial hasta que lo 
resuelva el agente fiscal a cargo, ni se le podrá encomendar otras ta-
reas.  Quedan exceptuados los casos de ascensos y los que, en virtud 
de la pertinente ley orgánica, los miembros de la Policía Nacional 
deban cumplir otra función dentro de la institución policial. 
 

Artículo 27.- RECEPCIÓN DE LAS ACTUACIONES 
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POLICIALES. Las actuaciones policiales serán enviadas directamen-
te al despacho del agente fiscal a cargo, quien las recibirá bajo cons-
tancia y las incorporará de inmediato al cuaderno de investigación. 
 

SECCIÓN III 
 PREPARACIÓN DEL REQUERIMIENTO FISCAL 
 

Artículo 28.- IMPUTADO APREHENDIDO O DETENI-
DO.  Si el imputado se encontrase aprehendido o detenido y el agente 
fiscal considerara que deba continuar privado de libertad, formulará 
acta de imputación dentro de las cuarenta y ocho horas de iniciado el 
procedimiento. 

Se solicitará la prisión preventiva o el arresto domiciliario só-
lo en los casos indispensables, conforme lo previsto en la Constitución 
Nacional. 

Si no formulara acta de imputación en dicho plazo, se enten-
derá que el Ministerio Público no tiene interés en la continuación de la 
detención y el juez ordenará la libertad.  Ello no impedirá que el Mi-
nisterio Público requiera con posterioridad la prisión preventiva u otra 
medida sustitutiva. 
 

Artículo 29.- INFORME.  Los agentes fiscales informarán 
semanalmente a su superior jerárquico sobre los casos con imputados 
detenidos en los que no formuló el acta de imputación, explicando la  
razón por la cual fue detenido. 
 

Artículo 30.- ESTUDIO DE LAS ACTUACIONES POLI-
CIALES. Recibidas las actuaciones policiales, el fiscal analizará su 
contenido para determinar, en lo posible según el siguiente orden, si: 
1) se encuentran reunidos los requisitos legales para formular el acta 

de imputación, caso en el cual lo hará de inmediato; 
2) todavía restan diligencias pendientes, caso en el cual las practica-

rá o dispondrá que ellas se realicen sin demora por los mismos 
preventores, por la Policía Judicial o por los asistentes fiscales; 

3) corresponde la aplicación de criterios de oportunidad, según lo  
establecido por el Código Procesal Penal y las instrucciones ge-
nerales dictadas por  el Fiscal General del Estado. Para aplicar 
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principios de oportunidad en casos no previstos dentro de las ins-
trucciones generales, el agente fiscal solicitará autorización a su 
superior; 

4) es posible la aplicación de la suspensión condicional del proceso, 
el procedimiento abreviado o una conciliación, para lo cual con-
vocará a una reunión al imputado, al defensor y a la víctima. 
En los demás casos formulará el requerimiento que corresponda 

según la ley, conforme a su criterio o a las instrucciones que haya 
recibido. 
 

Artículo 31.- INFORME A LA VÍCTIMA.  En todos los ca-
sos en los que los jueces acepten la aplicación de un principio de opor-
tunidad, resuelvan la suspensión condicional del procedimiento o un 
sobreseimiento definitivo, los agentes fiscales a cargo comunicarán la 
resolución a la víctima. 

 
SECCIÓN IV 

INVESTIGACIÓN DE LOS HECHOS PUNIBLES Y ACTUACIÓN 
JUDICIAL 

 
Artículo 32.- PREPARACIÓN DE LA ACUSACIÓN.  El 

agente fiscal presentará la acusación con la mayor diligencia y pronti-
tud, inclusive antes de la fecha fijada en la notificación del acta de 
imputación. 

Si no es posible hacerlo sobre la base de las actuaciones ya 
realizadas, al presentar el requerimiento fiscal, deberá con la mayor 
diligencia y prontitud: 
1) ordenar a los asistentes fiscales, a la Policía Nacional o Judicial la 

realización urgente de investigaciones complementarias; y 
2) realizar nuevas diligencias investigativas. 
 

Artículo 33.- JUNTA DE FISCALES.  Cuando la naturaleza 
o complejidad del caso lo hagan necesario, el agente fiscal a cargo 
solicitará a su superior la realización de una junta de fiscales para 
evaluar la marcha de la investigación, estudiar el caso o sugerir medi-
das. 
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Artículo 34- EQUIPO DE INVESTIGACIÓN. Cuando por 

la naturaleza, complejidad o trascendencia de un caso, sea necesaria la 
participación de otros agentes fiscales en un proceso, se formará un 
equipo, pero siempre se nombrará a uno de los integrantes como direc-
tor de la investigación. 
 El agente fiscal director será el responsable final del trabajo y 
podrá impartir instrucciones a los otros miembros del equipo. 
 

Artículo 35.-  RELACIONES CON LAS PARTES.  El 
agente fiscal desarrollará su tarea actuando de buena fe, sin ocultar 
elementos de prueba a ninguna de las partes e informándoles de todo 
aquéllo que sirva a su defensa. 

No será necesario notificar a las partes la realización de los actos 
de investigación: 
1) cuando alguna de ellas no fuese conocida; 
2) cuando no fuera propuesta por alguna de ellas. 

La orden para realizar pericias se notificará a las partes conoci-
das. 
 

Artículo 36.- CUADERNO DE INVESTIGACIÓN. El cua-
derno de investigación se individualizará y registrará debidamente y 
se encasillará por orden alfabético. 

Una vez que se haya presentado la acusación con todas las ac-
tuaciones y documentos que la fundamenten, el cuaderno de investi-
gación con los documentos restantes será puesto a disposición de las 
partes en el casillero de la Fiscalía, hasta que concluya la Audiencia 
Preliminar. 

Cuando haya finalizado el proceso, el cuaderno de investiga-
ción será enviado al Archivo Central del Ministerio Público. 

 
Artículo 37.- COPIAS.  En el cuaderno de investigación se 

dejarán copias de todos los escritos y presentaciones judiciales, con 
constancia de la fecha de su entrega al tribunal.  Asimismo se conser-
varán los escritos y requerimientos de las partes, con constancia de la 
fecha de su presentación al fiscal. 
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Artículo 38.- AUDIENCIAS. El agente fiscal promoverá la 

realización de audiencias durante la etapa preparatoria y, salvo que la 
ley expresamente lo permita, no reemplazará su presencia o su alegato 
oral con escritos o documentos. 

En especial velará para que no se distorsione el juicio oral y se 
preserven los principios de inmediatez y de producción de la prueba 
en el juicio. 
 

Artículo 39.-  RECURSOS.  El mismo agente fiscal a cargo 
de la investigación o el que participó en el juicio intervendrá en el 
trámite de los recursos. 

Cuando el Ministerio Público haya acusado por un crimen y se 
produzca una sentencia absolutoria o un sobreseimiento definitivo, si 
el agente fiscal a cargo considerara que no debe impugnar la decisión, 
solicitará instrucciones a su superior jerárquico. 

El recurso extraordinario de casación será planteado por agen-
tes fiscales especializados, sin perjuicio de la asistencia y colaboración 
del agente fiscal  a cargo de la investigación o del que participó en el 
juicio. 
 

Artículo 40.- DEMORA.  Cuando un proceso dure más de un 
año, el agente  fiscal presentará cada dos meses un informe de las 
razones de la demora. 
 

CAPÍTULO III 
DEFENSA DE LA CONSTITUCIÓN Y DEL ESTADO DE DERE-

CHO 
 

Artículo 41.- DEFENSA DE LA CONSTITUCIÓN. En las 
causas en que intervenga, el Ministerio Público velará por la primacía 
de la Constitución y por la efectiva vigencia de todos sus principios y 
normas, así como por el respeto de las garantías y derechos en ella 
establecidos, utilizando todos los recursos y las acciones reconocidas 
por la ley. 
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CAPÍTULO IV 

FUNCIÓN TUTELAR DE INTERESES COLECTIVOS O DIFUSOS 
 

Artículo 42.- INTERESES COLECTIVOS. El Ministerio 
Público podrá promover acciones judiciales en la defensa de bienes o 
intereses colectivos cuando la comunidad afectada no esté en condi-
ciones de ejercer las acciones o recursos judiciales por sí misma. 
 

Artículo 43.- CONTROL DE CUENTAS. El Ministerio Pú-
blico ejercerá la representación social ante el Tribunal de Cuentas, 
velando por el respeto de la Constitución en todo lo relativo al gasto 
público. 
 

Artículo 44.- CORRUPClÓN. El Ministerio Público velará, 
especialmente, por controlar y prevenir la corrupción de los funciona-
rios públicos. A tal efecto, formará equipos de fiscales especializados, 
con capacidad para coordinar las acciones preventivas, administrati-
vas, judiciales y llevar a cabo las investigaciones penales. 

Asimismo desarrollará un programa permanente de participa-
ción social en el control de la corrupción. 

 
 Artículo 45.- ACCESO A LA JUSTICIA. Será preocupa-
ción especial del Ministerio Público que todos los ciudadanos puedan 
accionar libremente ante los tribunales, en condiciones de igualdad. 
 

CAPÍTULO V 
FUNCIONES ANTE LA JUSTICIA ELECTORAL 

 
Artículo 46.- FUNCIONES ELECTORALES El Ministerio 

Público promoverá todas las acciones y recursos existentes en defensa 
de los derechos electorales e intervendrá en los procesos que tramiten 
ante la Justicia Electoral, conforme lo establecido en la Constitución y 
en la ley. 
 

TÍTULO III 
ORGANIZACIÓN 
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CAPÍTULO I 
ÓRGANOS FISCALES 

 
Artículo 47.- FISCALES.  Son funcionarios fiscales del Mi-

nisterio Público: 
1) el Fiscal General del Estado; 
2) los fiscales adjuntos; 
3) los agentes fiscales;  
4) los relatores fiscales; y 
5) Ios asistentes fiscales. 
 

Artículo 48.- REQUISITOS.  Para ser fiscal adjunto se de-
ben cumplir los requisitos previstos para los miembros de los Tribuna-
les de Apelaciones y para ser agente fiscal los previstos para ser juez 
penal o juez de primera instancia. 

Para ser relator y asistente fiscal se debe tener nacionalidad 
paraguaya y poseer título de abogado expedido por una universidad 
nacional o una extranjera debidamente revalidado. 

 
SECCIÓN I 

FISCAL GENERAL DEL ESTADO 
 

Artículo 49.- FUNClÓN. El Fiscal General del Estado es el 
jefe superior del Ministerio Público y responsable de su buen funcio-
namiento. 

Ejercerá todas las funciones que la Constitución y las leyes 
atribuyen al Ministerio Público, por sí mismo o por medio de los ór-
ganos que esta ley establece. 

Su autoridad se extiende a todo el territorio nacional. 
 

Artículo 50.-  ATRIBUCIONES.  Serán atribuciones del 
Fiscal General del Estado: 
1. coordinar las tareas del Ministerio Público para que su funciona-

miento sea armónico y eficaz, y resolver las cuestiones que se 
susciten entre los funcionarios en materia de atribuciones o com-
petencias; 
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2. unificar la acción del Ministerio Público, establecer las priorida-

des en el ejercicio de sus funciones, tomar las medidas conve-
nientes al efecto y emitir instrucciones generales o particulares; 

3. requerir a los agentes fiscales las informaciones que le permitan 
evaluar el desarrollo de los procesos;  

4. nombrar a los relatores fiscales, asistentes fiscales y a los demás 
funcionarios y empleados del Ministerio Público, conforme lo 
previsto en esta ley y en la ley de Presupuesto General de Nación; 

5. mantener la disciplina del servicio y respetar las decisiones del 
Tribunal de Disciplina; 

6. convocar al Consejo Asesor, someter a su consideración los asun-
tos cuyo conocimiento le corresponda y aquéllos que afecten a la 
totalidad de los miembros de la institución; 

7. aprobar el anteproyecto de presupuesto; 
8. fijar el horario de trabajo, de atención al público y el sistema de 

licencias y vacaciones, en coordinación con la Corte Suprema de 
Justicia; 

9. emitir los reglamentos necesarios para la organización de todas las 
dependencias del Ministerio Público, conforme a la ley; y, 

10. cualquier otra establecida en la ley. 
 

Artículo 51.- REEMPLAZOS.  En caso de enfermedad o 
cualquier ausencia temporal, el Fiscal General del Estado  será reem-
plazado interinamente por el fiscal adjunto que él determine. 

En caso de inhabilidad o muerte el Fiscal General del Estado 
será reemplazado interinamente por el fiscal adjunto en lo penal y, si 
ello no es posible, por los restantes fiscales adjuntos según el orden de 
antigüedad o, en ausencia de éstos, por el agente fiscal más antiguo,  
hasta tanto sea designado el nuevo Fiscal General del  Estado. 

El reemplazante interino tendrá las mismas atribuciones y 
obligaciones que el Fiscal General del Estado. 
 

Artículo 52.-  UNIDAD DE CRITERIO.  Para mantener la 
unidad de criterio, y estudiar los asuntos de especial trascendencia o 
complejidad, el Fiscal General del Estado se reunirá periódicamente 
con los fiscales adjuntos u otros funcionarios del Ministerio Público. 
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En los casos en que, por su dificultad, generalidad o trascen-
dencia, pueda resultar afectada la unidad de criterio del Ministerio 
Público, el Fiscal General del Estado  emitirá instrucciones generales 
y podrá solicitar dictámenes a asesores específicos o al Consejo Ase-
sor. 
 

Artículo 53.- SECRETARÍA. El Fiscal General del Estado 
será auxiliado por una Secretaría General, que tendrá a su cargo la 
organización del despacho, la comunicación de sus instrucciones, el 
archivo y todas las labores administrativas que el Fiscal General del 
Estado le asigne. 

La Secretaría General estará a cargo de un abogado, nombrado 
directamente por el Fiscal General del Estado, durará cinco años en 
sus funciones  y,  contará con los auxiliares de secretaría que sean 
necesarios. 

 
SECCIÓN II 

FISCALES ADJUNTOS 
 

Artículo 54.- FISCALÍAS ADJUNTAS.  Créanse las fiscalí-
as adjuntas, las que tendrán rango jerárquico inmediatamente inferior 
al del Fiscal General del Estado. Su número será determinado por ley. 

Cada fiscalía adjunta ejercerá las funciones correspondientes 
en todo el territorio nacional, directamente, o a través de las fiscalías. 
 Se podrán crear secciones especializadas en una materia, que 
dependan  directamente del fiscal adjunto o del Fiscal General del 
Estado, o subdividir una delegación de circunscripción judicial en 
secciones territoriales. 

Las secciones estarán a cargo de un agente fiscal. 
 

Artículo 55.- ATRIBUCIONES. Los fiscales adjuntos serán 
los responsables del buen funcionamiento de  las áreas a su cargo y de 
la supervisión del trabajo de las distintas fiscalías. 

Actuarán bajo la supervisión directa del Fiscal General del Es-
tado, según el régimen interno previsto en esta ley. 
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SECCIÓN III 

OTROS FUNCIONARIOS FISCALES 
 

Artículo 56.- FISCALÍAS.  Las fiscalías serán las unidades 
operativas del Ministerio Público.  Su número será determinado por la 
ley y su especialización por instrucción general del Fiscal General de 
Estado, dentro de los límites del Presupuesto General de la Nación. 

El Fiscal General  del Estado asignará a los agentes fiscales la 
fiscalía en la que cumplirán sus funciones. 
 

Artículo 57.- DELEGACIONES DE CIRCUNSCRIP-
CIÓN. El conjunto de fiscalías de una circunscripción judicial forma-
rá la Delegación de Circunscripción del Ministerio Público, que estará 
a cargo de un agente fiscal, sin perjuicio de sus funciones específicas, 
con facultades para coordinar y supervisar el trabajo de las distintas 
fiscalías y funcionarios. 

El jefe de la Delegación actuará bajo la supervisión del fiscal 
adjunto correspondiente, según la materia del caso, o directamente del 
Fiscal General del Estado. 

En la Circunscripción Judicial de Asunción las funciones se-
rán ejercidas directamente por las fiscalías adjuntas y las fiscalías 
adscriptas a ellas. 
 

Artículo 58.-  AGENTES FISCALES.  Los agentes fiscales 
estarán a cargo de las fiscalías que se organicen en cada circunscrip-
ción judicial. 

Actuarán bajo la supervisión directa de los fiscales adjuntos y 
de los agentes fiscales a cargo de una delegación de circunscripción, 
conforme al régimen interno previsto en esta ley. 

También podrán asistir directamente al fiscal adjunto o al Fis-
cal General del Estado. 
 

Artículo 59.-  RELATORES FISCALES.  Los relatores fis-
cales colaborarán directamente con el Fiscal General del Estado en el 
estudio y análisis de los casos que se le asignen.  
Serán nombrados por Fiscal General del Estado y durarán cinco años 
en sus funciones. 
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Artículo 60.-  ASISTENTES FISCALES.  Los asistentes 
fiscales podrán llevar a cabo actos propios de la investigación de los 
hechos punibles, siempre bajo la supervisión y responsabilidad del 
superior jerárquico a quien asisten.  No podrán intervenir autónoma-
mente en el juicio ni en la audiencia preliminar cuando el Ministerio 
Público haya acusado. 

En las demás funciones del Ministerio Público siempre asisti-
rán a los otros fiscales y no podrán actuar autónomamente. 
 

Artículo 61.- ASISTENTES ESPECIALES. En aquéllos ca-
sos en que exista una dependencia especial de la Administración Pú-
blica que tenga a su cargo el control sobre una actividad o un área 
específica, el Ministerio Público podrá integrar a la investigación a 
funcionarios o empleados de esa oficina, quienes colaborarán como 
asistentes fiscales o consultores técnicos, según corresponda. 

En estos casos, el Ministerio Público previamente deberá ob-
tener la conformidad del superior jerárquico de los funcionarios o 
empleados cuya colaboración se pretenda. 

El Fiscal General del Estado expedirá una constancia de la 
comisión asignada y ella servirá para acreditar la función que desem-
peñen temporalmente. 
 

Artículo 62.-  ASESORES. Dentro de los límites del Presu-
puesto General de la Nación el Fiscal General del Estado podrá con-
tratar la asesoría de expertos o de instituciones privadas, nacionales o 
extranjeras, para que colaboren como consultores técnicos o asesores 
en una investigación o caso específico. 

 
CAPÍTULO II 

ÓRGANOS ESPECIALIZADOS DE APOYO EN MATERIA PENAL 
 

SECCIÓN I 
CENTRO DE INVESTIGACIÓN JUDICIAL DEL MINISTERIO PÚ-

BLICO 
 

Artículo 63.- CENTRO DE INVESTIGACIÓN JUDI-
CIAL. El Ministerio Público contará  con un Centro de Investigación 
Judicial, que operará a instancia de los agentes fiscales en lo penal, del 
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Fiscal Adjunto en lo Penal y del Fiscal General del Estado, en la in-
vestigación de los hechos punibles. 

El Fiscal General del Estado reglamentará el régimen de or-
ganización y de funcionamiento del citado Centro. 

 
SECCIÓN II 

OTROS ÓRGANOS AUXILIARES 
 

Artículo 64.- DIRECCIÓN DE POLÍTlCA CRIMINAL.  
La Dirección de Política Criminal realizará las funciones auxiliares en 
materia penal que el Fiscal General del Estado determine. 

La Dirección tendrá un Departamento de Estudios e Investiga-
ciones y otro de Estadísticas, que centralizará la producción de las 
estadísticas del Ministerio Público. 

En especial la Dirección colaborará con el Fiscal General del 
Estado en la elaboración de las instrucciones generales sobre los li-
neamientos de política criminal que regirán la actuación del Ministerio 
Público. 

Estará a cargo de un director, con amplia experiencia en in-
vestigaciones empíricas y científicas. 

Coordinará sus actividades con la oficina de Estadística Judi-
cial. 
 

Artículo 65.-  DIRECCIÓN DE ASISTENCIA A LA VÍC-
TIMA.  La Dirección de Asistencia a la Víctima cumplirá todas las 
funciones de asistencia a las personas ofendidas por los hechos puni-
bles, a los efectos de encarar el correspondiente proceso criminal. 
 

CAPÍTULO III 
ÓRGANOS DE CONTROL INTERNO 

 
SECCIÓN I 

CONSEJO ASESOR 
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Artículo 66.-  INTEGRACIÓN. El Consejo Asesor del Mi-
nisterio Público será presidido por el Fiscal General del Estado y esta-
rá integrado del modo siguiente: 
1. por los fiscales adjuntos; 
2. por cuatro agentes fiscales, elegidos por sus pares; y, 
3. por el Administrador del Ministerio Público; 

El Consejo Asesor será convocado por el Fiscal General del 
Estado, cuando éste lo requiera o al menos cada tres meses.  Al consti-
tuirse en Tribunal de Disciplina, se reunirá cuantas veces sea necesa-
rio. 
 

Artículo 67.- FUNCIONES. Son funciones del Consejo Ase-
sor las siguientes:  
1. asesorar al Fiscal General del Estado en todos aquellos asuntos 

que él requiera; 
2. dictaminar sobre el anteproyecto de presupuesto general; 
3. presentar anualmente al Fiscal General del Estado una evaluación 

de la situación del Ministerio Público; 
4. constituirse en Tribunal de Disciplina para juzgar a los empleados 

o funcionarios del Ministerio Público. 
 

SECCIÓN II 
TRIBUNAL DE DISCIPLINA 

 
Artículo 68.- TRIBUNAL DE DISCIPLINA. El Consejo 

Asesor se constituirá en Tribunal de Disciplina cada vez que sea nece-
sario juzgar a un empleado o funcionario del Ministerio Público, que 
presuntamente haya incumplido con sus obligaciones administrativas 
o con las instrucciones de sus superiores y cuyo procesamiento o en-
juiciamiento no  corresponda a otra autoridad, a los efectos de elevar 
el correspondiente dictamen al Fiscal General del Estado. 
 

SECCIÓN III 
INSPECTOR GENERAL 

 
 Artículo 69.- NOMBRAMIENTO.  El Fiscal General del 
Estado nombrará al Inspector General. Para ser Inspector General 
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serán necesarios los mismos requisitos previstos para el cargo de fiscal 
adjunto.  Durarán tres años en sus funciones. 
 

Artículo 70.-  FUNCIONES.  El Inspector General tendrá a 
su cargo: 
1. realizar investigaciones administrativas, de oficio o en virtud de 

alguna denuncia, de cualquier irregularidad en el ejercicio de las 
funciones; 

2. acusar ante el Tribunal de Disciplina cuando tenga suficientes 
elementos de prueba sobre la existencia de una falta administrati-
va; 

3. presentar denuncias al Fiscal General del Estado,  cuando tenga 
elementos de sospecha sobre la comisión de hechos punibles en 
el ejercicio de la función o en ocasión de ella por parte de cual-
quier miembro del Ministerio Público; 

4. organizar una oficina para la presentación de reclamos por mal 
desempeño de las funciones o denuncias por abuso de poder o co-
rrupción; 

5. desarrollar programas permanentes de prevención de los actos de 
corrupción en el Ministerio Público; 

6. elevar anualmente al Fiscal General del Estado un informe de sus 
actividades. 

 
 

CAPÍTULO IV 
ÓRGANOS ADMINISTRATIVOS 

 
Artículo 71.-  DIRECCIÓN DE ADMINISTRACIÓN.  El 

Ministerio Público será administrado por la Dirección de Administra-
ción, que dependerá directamente del Fiscal General del Estado y que 
tendrá las funciones siguientes: 
1) elaborar y proponer al Fiscal General del Estado el anteproyecto 

de presupuesto anual del Ministerio Público; 
2) distribuir los materiales y recursos necesarios para el cumpli-

miento de las funciones de la institución; 



LEGISLACIÓN COMPLEMENTARIA 

 314 

3) programar y autorizar las compras y gastos, salvo aquellos gastos 
que el Fiscal General del Estado determine que requieran de su 
autorización; 

4) procurar los envíos de dinero necesarios para afrontar los gastos 
extraordinarios en los procesos o investigaciones; 

5) gestionar el cobro de los recursos propios del Ministerio Público, 
preparar y ejecutar las partidas especiales de fondos propios; 

6) administrar los programas de cooperación con el Ministerio Pú-
blico o las donaciones para el mejoramiento del servicio; 

7) controlar los depósitos de dinero del Ministerio Público; 
8) coordinar sus tareas con el Ministerio de Hacienda, con la Con-

traloría General de la República y con otras dependencias del Es-
tado vinculadas a la ejecución presupuestaria; 

9) realizar todas las tareas de administración y organización del 
Ministerio Público que le encomiende el Fiscal General del Esta-
do y asesorarlo en todos los problemas administrativos y finan-
cieros de la institución. 

 
  Artículo 72.- ADMINISTRADOR. La Dirección de Admi-
nistración estará a cargo de un Administrador, que será nombrado 
directamente por el Fiscal General del Estado y durará cinco años en 
sus funciones. 
 

Artículo 73.- ARCHIVO CENTRAL Y DEPÓSITO DE 
OBJETOS.  Bajo la dependencia directa del Administrador se organi-
zará un Archivo Central y una sección especial en el Depósito Judi-
cial. 

Asimismo, se dispondrá de lugares de custodia especial para 
documentos u objetos que por su valor o importancia requieran una 
mayor seguridad. 
 
 Artículo 74.- PLANTEL ADMINISTRATIVO. El Admi-
nistrador será el Jefe del plantel administrativo del Ministerio Público, 
sin perjuicio de las facultades del Fiscal General  del Estado. 
 

Artículo 75.- RECURSOS MATERIALES.  El Administra-
dor organizará la distribución y utilización de los recursos materiales, 
de los medios de comunicación y transporte. 
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Anualmente cada funcionario presentará los requerimientos de 

recursos materiales y serán responsables de su buen uso y manteni-
miento. 

El Administrador elaborará y mantendrá actualizado el inven-
tario de bienes del Ministerio Público y dará de baja aquéllos que ya 
no sean útiles o se hayan deteriorado. 

Asimismo, estará a su cargo, cuando corresponda, la destruc-
ción de los objetos decomisados de ilícita utilización, que se hayan 
deteriorado o sean peligrosos y la subasta de aquéllos que forman 
parte de los fondos propios del Ministerio Público. 

 
TÍTULO IV 

RÉGIMEN INTERNO 
 

CAPÍTULO I 
INSTRUCCIONES 

 
Artículo 76.- FACULTAD DE IMPARTIR INSTRUC-

CIONES.  Según el orden jerárquico, los miembros del Ministerio 
Público podrán impartir a sus subordinados las instrucciones conve-
nientes al ejercicio de las funciones o a la organización administrativa, 
tanto de carácter general, como particulares, éstas referidas a asuntos 
específicos. 

Las instrucciones generales y las particulares que revistan im-
portancia o trascendencia, serán comunicadas inmediatamente al supe-
rior jerárquico, quien podrá revocarlas o modificarlas. 

Las instrucciones generales serán públicas. 
 
Artículo 77.- OBJECIÓN. El funcionario que reciba una or-

den que considere contraria a la ley, manifiestamente arbitraria o in-
conveniente, lo hará saber a quien emitió la instrucción, en dictamen 
fundado. Este último, si insiste en la legitimidad o conveniencia de la 
instrucción, la remitirá junto con la objeción al superior jerárquico 
inmediato, quien decidirá. 
 

Artículo 78.- ACTOS PROCESALES SUJETOS A PLA-
ZOS O URGENTES.  Cuando una instrucción objetada, general o 
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particular, se refiera a un acto procesal sujeto a un plazo breve o que 
no admita dilación, el funcionario que reciba la orden la cumplirá bajo 
responsabilidad y  en nombre del superior que la emitió, sin perjuicio 
del procedimiento previsto en el artículo anterior. 

Si la instrucción objetada consiste en omitir un acto sujeto a 
plazo o que no admite dilación, el funcionario que la objete actuará 
bajo su exclusiva responsabilidad, sin perjuicio del desistimiento pos-
terior de la actividad cumplida. 
 

Artículo 79.- FORMA.  Las instrucciones serán impartidas 
por escrito, pero no estarán sujetas a otras formalidades. 

Cuando se trate de instrucciones sencillas, que sólo consistan 
en simples órdenes de servicio, podrán ser impartidas oralmente y 
comunicadas por cualquier medio, incluso telefónicamente.  Si el fun-
cionario que debe actuar lo solicita serán confirmadas por escrito in-
mediatamente. 
 

Artículo 80.- SUSTITUCIONES Y TRASLADOS. El Fiscal 
General del Estado y los fiscales adjuntos respecto de los funcionarios 
a su cargo, podrán designar a uno o más integrantes del Ministerio 
Público para que actúen en un asunto determinado o en varios de 
ellos, reemplazarlos entre sí, formar equipos que trabajen conjunta-
mente o asumir directamente la conducción de un caso. 

Asimismo, podrán ordenar traslados por razones de servicio.  
El funcionario que haya sido trasladado sin un motivo válido podrá 
impugnar la decisión. 

En ningún caso podrá trasladarse a agentes fiscales sin su con-
sentimiento previo y expreso. 
 

Artículo 81.- DEBER DE INFORMAR.  Los integrantes del 
Ministerio Público informarán por escrito a su superior sobre los asun-
tos que, por su importancia, trascendencia o complejidad, requieran un 
tratamiento especial, indicando concretamente las dificultades o las 
diligencias necesarias. 
 

CAPÍTULO II 
DISCIPLINA 
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Artículo 82.- RESPONSABILIDAD. El Fiscal General del 

Estado, los funcionarios del Ministerio Público, los empleados y auxi-
liares administrativos serán responsables conforme a la ley, por los 
hechos punibles, faltas y omisiones que realicen durante el ejercicio 
de sus funciones o en ocasión de ellas. 

También tendrán responsabilidad personal cuando por negli-
gencia demoren el trámite de los procesos o de cualquier otra función 
del Ministerio Público. 
 

Artículo 83.- SANCIONES. El Fiscal General del Estado, 
previo dictamen del Tribunal de Disciplina, podrá imponer las sancio-
nes administrativas siguientes: 
1. amonestación verbal o escrita; 
2. multa que no exceda del treinta por ciento de la remuneración 

mensual; 
3. suspensión del cargo o empleo hasta por un mes, sin goce de 

sueldo; 
4. remoción, cuando se trate de otros funcionarios o empleados y 

auxiliares administrativos. 
 Para imponer las sanciones previstas en los incisos 1 y 2, no 
requerirá dictamen previo del Tribunal de Disciplina. 

Respecto de agentes fiscales, si el Fiscal General del Estado 
considerara que corresponde su remoción, elevará los antecedentes al 
Jurado de Enjuiciamiento de Magistrados y podrá suspenderlo en el 
cargo, sin goce de sueldo, mientras dure el proceso. 

 
Artículo 84.- FALTAS. En especial, serán motivo de sanción 

disciplinaria los siguientes hechos u omisiones: 
1) realizar o participar en un hecho antijurídico, en ocasión del ejer-

cicio de sus funciones, o con motivo de éstas, sin perjuicio de su 
responsabilidad penal; 

2) realizar o participar en un hecho antijurídico doloso cuando como 
consecuencia del mismo recaiga una condena a una pena privati-
va de libertad; 

3) faltar frecuentemente, sin causa justificada, a sus oficinas, llegar 
ordinariamente tarde a ellas o no permanecer en el despacho el 
tiempo previsto en las instrucciones; se exceptúan los casos en 
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que por razones de trabajo estén efectuando sus funciones fuera 
de la oficina; 

4) demorar indebidamente el despacho de los asuntos, ya sea por 
negligencia, por incumplimiento de las obligaciones legales o de 
las instrucciones; 

5) ejecutar hechos o incurrir en omisiones que tengan como conse-
cuencia extraviar escritos, documentos o expedientes, dificultar o 
demorar el ejercicio de los derechos de las partes o de la institu-
ción en cualquier clase de asuntos; 

6) ofender o denostar a los litigantes o a cualquier otra persona que 
acuda a las oficinas del Ministerio Público o a las audiencias de 
los Tribunales y no tratar a la víctima con el respeto previsto en 
esta ley; 

7) sacar sin autorización los expedientes y documentos fuera de las 
oficinas o revelar indebidamente los asuntos o actuaciones del 
Ministerio Público; 

8) hacer acusaciones, requerimientos, formular conclusiones o ren-
dir dictámenes que tengan como base hechos notoriamente falsos 
o sean manifiestamente infundados; 

9) no excusarse en los casos en que tengan impedimento manifiesto; 
10) aceptar ofrecimientos o promesas, recibir dádivas o cualquier 

regalo, por ejercer las funciones de su cargo o después de ejercer-
las, sin perjuicio de su responsabilidad penal; 

11) solicitar de los litigantes o de cualquier persona, dinero o prome-
sas o cualquier remuneración por ejercer las funciones de su car-
go, aún en concepto de gastos; 

12) utilizar su cargo para influenciar en otras autoridades administra-
tivas o realizar gestiones oficiosas; 

13) injuriar o faltar gravemente el respeto a sus superiores jerárqui-
cos; 

14) litigar con temeridad o mala fe, ocultar información o elementos 
de prueba o dar información falsa a las partes, salvo los casos en 
que el Código Procesal Penal autoriza el secreto de las actuacio-
nes o cuando brindar la información requerida sea inconveniente 
para el ejercicio de las funciones del Ministerio Público; 

15) las demás faltas tipificadas como tales en el reglamento interno 
del Ministerio Público. 
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Artículo 85.- GRAVEDAD.  Las sanciones serán adecuadas 

a la naturaleza y gravedad de la falta, al daño causado, al desprestigio 
causado a la institución y a los antecedentes del funcionario en el ejer-
cicio del cargo. 
 

Artículo 86.- PROCEDIMIENTO. El Tribunal de Disciplina 
reglamentará un procedimiento breve, que asegure la defensa del fun-
cionario imputado y el debate oral.  La decisión será fundada y defini-
tiva.  El funcionario imputado podrá ser suspendido en el ejercicio de 
su cargo mientras dure su enjuiciamiento disciplinario, pero esa sus-
pensión no podrá durar más de tres meses. 

El dictamen fundado será remitido al Fiscal General del Esta-
do, quien impondrá la sanción correspondiente. 

La investigación de los hechos y la acusación administrativa 
estará a cargo del Inspector General. 

Las amonestaciones verbales podrán ser impuestas directa-
mente por los superiores jerárquicos y serán anotadas en los respecti-
vos legajos, con indicación del motivo. 

 
Artículo 87.- AVISO. Los jueces y tribunales, al tener cono-

cimiento de alguna falta de los funcionarios del Ministerio Público, la 
pondrán en conocimiento del Inspector General. 
 

CAPITULO III 
CARRERA DEL MINISTERIO PÚBLICO 

 
Artículo 88.- CARRERA FISCAL Y ADMINISTRATIVA.  

Todos los funcionarios y empleados del Ministerio Público pertenece-
rán a la carrera fiscal o a la carrera administrativa, conforme lo previs-
to en esta ley. 

No obstante el Fiscal General del Estado podrá celebrar con-
tratos de servicios por tiempo determinado o aceptar servicios volun-
tarios, sin que ello signifique ingresar o pertenecer a la Carrera del 
Ministerio Público. 

La carrera administrativa será reglamentada por el Fiscal Ge-
neral del Estado, conforme a los principios y reglas básicas que rigen 
el servicio público. 
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Artículo 89.- NOMBRAMIENTO Y DURACIÓN. Los fis-

cales adjuntos y los agentes fiscales y serán nombrados según lo pre-
visto en la Constitución. 

Los relatores fiscales, los asistentes fiscales y los demás fun-
cionarios y empleados administrativos serán nombrados por el Fiscal 
General del Estado, previo concurso, salvo cuando esta ley prevé ex-
presamente el nombramiento directo.  

 
Artículo 90.- CONCURSO. La asignación de cargos en el 

Ministerio Público se realizará siempre previo concurso público de 
aspirantes, que tendrá en cuenta los siguientes aspectos: 
1) los requisitos del cargo, previstos en la ley; 
2) los antecedentes que acrediten idoneidad especial para el área 

respectiva y una sólida formación para el desempeño de las fun-
ciones; y 

3) los antecedentes relativos a la tarea profesional o en la carrera del 
Ministerio Público. 

 Para valorar estos aspectos, se podrá citar a una entrevista 
personal o realizar oposiciones. 
   El concurso será abierto a cualquier aspirante. 
 No podrán aspirar al ingreso, quienes hayan sido condenados 
judicialmente a penas privativas de libertad, de inhabilitación en el 
ejercicio de la profesión y para ejercer cargos públicos, o hayan sido 
privados de sus derechos como ciudadanos, mientras dure la inhabili-
tación. 
 
 Artículo 91.- INCOMPATIBILIDADES DE LOS FISCA-
LES Y PROHIBICIONES GENERALES.  Será incompatible con 
los cargos de funcionarios fiscales: 
1) cualquier cargo político electivo o la postulación para ellos; 
2) cualquier otro empleo o cargo público o privado remunerado, 

salvo la docencia a tiempo parcial, siempre que ella no perturbe 
el ejercicio de sus funciones; se comunicará la decisión de ejercer 
la docencia al Fiscal General del Estado, quien podrá ordenar al 
funcionario que limite esa actividad o la ejerza de un modo com-
patible con sus funciones; 
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3) el ejercicio de la abogacía en todas sus formas y la función nota-

rial; excepto la defensa propia, de su cónyuge o conviviente, de 
sus padres, de sus hijos o de las personas que están bajo su guar-
da; 

4) formar parte de un partido o movimiento político; 
5) las demás incompatibilidades y prohibiciones previstas para los 

jueces y funcionarios judiciales. 
 Los funcionarios del Ministerio Público no podrán concurrir 
habitualmente a lugares donde se practiquen juegos de azar por dinero 
y ejecutar públicamente actos que comprometan la seriedad de sus 
funciones y el prestigio de la institución. 
 El reglamento de la carrera administrativa determinará las 
incompatibilidades y prohibiciones respecto de los empleados y auxi-
liares administrativos. 
 

Artículo 92.- EVALUACIÓN.  Los funcionarios y emplea-
dos del Ministerio Público serán evaluados periódicamente con un 
puntaje del uno al cien y se formará una lista por orden de méritos 
para el ascenso, en cada una de las categorías de funcionarios y em-
pleados de la institución. 

El puntaje correspondiente a cada funcionario o empleado del 
Ministerio Público será elaborado según criterios objetivos,  aproba-
dos por el Fiscal General del Estado.  Para asignar puntos se tendrá en 
cuenta, entre otros criterios: 
1. la evaluación sobre el desempeño funcional realizada anualmente 

por cada superior jerárquico; 
2. la participación y el desempeño en actividades de formación y 

capacitación; 
3. las faltas administrativas cometidas y las sanciones impuestas; 
4. los trabajos de investigación realizados, los estudios particulares o 

la participación en actividades académicas o científicas;  
5. las contribuciones al mejoramiento general del funcionamiento del 

Ministerio Público; 
6. los informes favorables o negativos presentados por jueces, magis-

trados, personalidades o entidades de reconocido prestigio; 
7. el balance de casos y actividades realizadas. 
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El Fiscal General del Estado aprobará el método de asignación 
de puntaje, el que será comunicado a todos los funcionarios y emplea-
dos.  

Las listas de funcionarios fiscales serán presentadas anual-
mente al Consejo de la Magistratura. 
 

Artículo 93.- REMOCIÓN.  Los fiscales adjuntos y los 
agentes fiscales serán removidos por el Jurado de Enjuiciamiento de 
Magistrados, conforme lo previsto en la Constitución Nacional y en la 
ley. 

Los demás funcionarios y empleados del Ministerio Público 
serán removidos por el Fiscal General del Estado, previo dictamen del 
Tribunal de Disciplina, cuando hayan perdido algún requisito estable-
cido por  la ley para el ejercicio del cargo, o como sanción administra-
tiva. 
 

Artículo 94.-  ASOCIACIONES. Los empleados y funciona-
rios del Ministerio Público podrán constituir asociaciones profesiona-
les u otras organizaciones, o incorporarse a ellas, con el propósito de 
representar sus intereses, promover la capacitación profesional y pro-
teger sus derechos. 
 

TÍTULO V 
RELACIONES CON LA COMUNIDAD 

 
 Artículo 95.- RELACIONES CON LA CIUDADANÍA. El 
Ministerio Público, como representante de la sociedad ante los órga-
nos jurisdiccionales del Estado, procurará conocer los reclamos e in-
tereses sociales, mantendrá informados de su gestión a los ciudadanos 
y buscará canalizar sus demandas conforme a la ley.   
 

Artículo 96.- CONVENIOS. El Ministerio Público podrá 
suscribir convenios de cooperación con instituciones públicas o con 
instituciones privadas de bien público y sin fines de lucro; podrá reci-
bir de ellas  aportes para afrontar los gastos cuando una investigación 
penal requiere recursos extraordinarios.  Estos aportes serán públicos 
y se registrarán con precisión el donante y la cantidad aportada.  

Estos fondos sólo podrán ser utilizados en gastos extraordina-
rios de la investigación o el caso para el cual fueron aportados, no se 
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podrán utilizar para pagar sueldos o asignaciones especiales a los fun-
cionarios o empleados del Ministerio Público y serán depositados en 
una cuenta especial. 
 
 Artículo 97.- UNIVERSIDADES. El Ministerio Público 
podrá suscribir convenios con las universidades con el fin de que los 
estudiantes de los cursos superiores puedan desarrollar actividades 
voluntarias dentro del Ministerio Público, como parte de su formación 
profesional.  
 

Artículo 98.- VOLUNTARIOS.  El Ministerio Público podrá 
aceptar la colaboración voluntaria de personas u organizaciones que 
demuestren interés de participar en la investigación de violaciones a 
los derechos humanos fundamentales o en la defensa de intereses co-
lectivos o difusos. 

Estos colaboradores serán nombrados para que auxilien exclu-
sivamente en un caso específico.  Una vez concluida la labor del Mi-
nisterio Público cesarán en su función. 

Tendrán las atribuciones y deberes de un Asistente Fiscal y 
siempre actuarán bajo la supervisión directa de un funcionario del 
Ministerio Público, que será responsable del cumplimiento del auxilio 
ofrecido. 

El Fiscal General del Estado expedirá una constancia que 
acredite su participación como voluntario, la duración del auxilio y el 
caso en el que colabora. 

También se podrá aceptar la colaboración de voluntarios para 
el fortalecimiento de otras tareas y funciones del Ministerio Público. 

Los voluntarios no recibirán ningún pago, directo o indirecto, 
por el desempeño de sus tareas. 
 

TITULO VI 
RÉGIMEN ADMINISTRATIVO Y FINANCIERO 

 
Artículo 99.- PRESUPUESTO. El Fiscal General del Estado 

formulará anualmente, en la época que determine la ley, el presupues-
to general de la institución, que remitirá al Congreso para su aproba-
ción. La Dirección de Administración presentará al Fiscal General del 
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Estado el proyecto de presupuesto general, previo dictamen del Con-
sejo Asesor. 
 

Artículo 100.- CONTRACAUTELAS. El Ministerio Público 
estará exento de prestar contracautelas, fianzas o cualquier otra medi-
da de resguardo de similar naturaleza. 
 

Artículo 101.- COSTAS E INDEMNIZACIONES.  Las 
costas o indemnizaciones que resulten de la actuación del Ministerio 
Público serán pagadas por el Estado, conforme lo previsto en la Cons-
titución, en la ley y en los decretos reglamentarios. 
 

TÍTULO VII 
DISPOSICIONES FINALES Y TRANSITORIAS 

 
 Artículo 102.- REGLAMENTACIÓN.  Dentro de los seis 
meses siguientes a la entrada en vigencia de esta ley el Fiscal General 
del Estado dictará los reglamentos e instrucciones generales indispen-
sables para el funcionamiento de la institución y atenderá con prefe-
rencia todo lo relativo a la reorganización del Ministerio Público. 
 

Artículo 103.- DERECHOS ADQUIRIDOS. Los derechos 
adquiridos por los funcionarios y empleados del Ministerio Público 
con anterioridad a la vigencia de esta ley no serán afectados y servirán 
de base para optar a los nuevos cargos que se crean. 

Los actuales procuradores fiscales, designados por los meca-
nismos legales vigentes al tiempo del nombramiento, seguirán ejer-
ciendo  las funciones que tienen asignadas, hasta el vencimiento del 
ejercicio fiscal correspondiente al año 2002. Cumplido el plazo prece-
dentemente señalado, el Fiscal General del Estado, reasignará  tales 
funciones a los funcionarios cuyos cargos están previstos en esta ley. 
 

Artículo 104.- VIGENCIA. La presente ley entrará en vigen-
cia treinta días después de su publicación en la Gaceta Oficial. 
 

Artículo 105.- Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
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Aprobado el proyecto de ley por la Hnorable Cámara de Senadores el 
once de mayo del año dos mil,  quedando sancionado el mismo por la 
Honorable Cámara de Diputados, el veintinueve de mayo del años dos 
mil, de conformidad al artículo 211 de la Constitución Nacional. 
 

Pedro Efraín Alegre Sasiain 
Presidente 

H. Cámara de Diputados 

Juan Carlos Galaverna 
Presidente 

H. Cámara de Senadores 
 

Daniel Rojas López 
Secretario Parlamentario 

 
Ilda Mayeregger 

Secretaria Parlamentaria 
 
     Asunción, 11 de julio de 2000 
 
Téngase por Ley de la República, publíquese e insértese en el Registro 
Oficial. 
 

El Presidente de la República 
 

Luis Angel González Macchi 
 
 

Silvio Gustavo Ferreira Fernández 
Ministro de Justicia y Trabajo 
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LEY N° 1.600/2000 

 
CONTRA LA VIOLENCIA DOMÉSTICA 

 
Artículo 1º Alcance y bienes protegidos. Esta ley establece las 

normas de protección para toda persona que sufra 
lesiones, maltratos físicos, psíquicos o sexuales por parte 
de alguno de los integrantes del grupo familiar, que 
comprende el originado por el parentesco, en el 
matrimonio o unión de hecho, aunque hubiese cesado la 
convivencia; asimismo, en el supuesto de pareja no 
convivientes y los hijos, sean o no comunes. 

 Todo afectado podrá denunciar estos hechos ante el Juez 
de Paz del lugar, en forma oral o escrita, a fin de obtener 
medidas de protección para su seguridad personal o la de 
su familia. Las actuaciones serán gratuitas. En los casos 
en que la persona afectada no estuviese en condiciones 
de realizar la denuncia por sí misma, lo podrán hacer los 
parientes o quienes tengan conocimiento del hecho. En 
los casos en que la denuncia se efectuara ante la Policía 
Nacional o en los centros de salud, la misma será 
remitida al Juez de Paz en forma inmediata. 

 
Artículo 2º Medidas de protección urgentes. Acreditada la 

verosimilitud de los hechos denunciados, el Juez de Paz 
instruirá un procedimiento especial de protección a favor 
de la víctima, y en el mismo acto podrá adoptar las 
siguientes medidas de protección, de conformidad a las 
circunstancias del caso y a lo solicitado por la víctima: 

      a) ordenar la exclusión del denunciado del hogar donde 
habita el grupo familiar; 

      b) prohibir el acceso del denunciado a la vivienda o 
lugares que signifiquen peligro para la víctima; 

      c) en caso de salida de la vivienda de la víctima, disponer 
la entrega de sus efectos personales y los de los hijos 
menores, en su caso, al igual que los muebles de uso 
indispensable; 
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      d) disponer el reintegro al domicilio de la víctima que 

hubiera salido del mismo por razones de seguridad personal; 
excluyendo en tal caso al autor de los hechos; 

      e) prohibir que se introduzcan o se mantengan armas, 
sustancias psicotrópicas y/o tóxicas en la vivienda, 
cuando las mismas se utilicen para intimidar, amenazar o 
causar daño a los miembros del grupo familiar; y 

      f) cualquiera otra que a criterio del Juzgado proteja a la 
víctima. 

      En todos los casos, las medidas ordenadas mantendrán su 
vigencia hasta que el Juez que las dictó ordene su 
levantamiento, sea de oficio o a petición de parte, por 
haber cesado las causas que les dieron origen, o haber 
terminado el procedimiento. 

      Juntamente con la implementación de las medidas de 
protección ordenadas, el Juez dispondrá la entrega de 
copia de los antecedentes del caso al imputado y fijará día 
y hora para la realización de la audiencia prevista en el 
Artículo 4º de esta Ley. 

 
Artículo 3o. Asistencia complementaria a las víctimas. Las víctimas 

de violencia doméstica tienen derecho a una atención 
urgente y personalizada por parte de las instituciones de 
Salud Pública y de la Policía Nacional. En tal sentido, se 
establece lo siguiente: 
 Las instituciones de Salud Pública deben: 

       a) atender con urgencia a la persona lesionada y otorgar el 
tratamiento por profesionales idóneos, disponer todos los 
exámenes pertinentes, y la derivación del paciente a 
instituciones especializadas, si fuese necesaria; y, 

       b) entregar copia del diagnóstico al paciente y al Juzgado 
de Paz que corresponda, dentro de las veinticuatro horas. 

 La Policía Nacional debe: 
      a) auxiliar a la víctima que se encuentre en peligro, aun 

cuando se encuentre dentro de su domicilio, siempre que 
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ésta, sus parientes o quienes tengan conocimiento lo 
requieran; 

      b) aprehender al denunciado en caso de encontrarlo en 
flagrante comisión de hechos punibles, de conformidad a 
lo dispuesto en el Artículo 239 del Código Procesal 
Penal; 

      c) remitir copia del acta al Juzgado de Paz competente 
dentro de las veinticuatro horas; y, 

      d) cumplir las medidas de protección dispuestas por el 
Juez de Paz, cuya ejecución estuviese a su cargo 

 
Artículo 4o. Audiencia. Ordenadas las medidas indicadas en el 

Artículo 2° y notificadas debidamente todas las 
actuaciones y antecedentes del caso, el Juez de Paz 
dispondrá la realización de una audiencia para dentro de 
los tres días de recibida la denuncia, a fin de que las 
partes comparezcan a efectos de sustanciar el 
procedimiento especial de protección.  

      En caso de inasistencia injustificada del denunciado a la 
primera citación, éste será traído por la fuerza pública. La 
víctima no está obligada a comparecer personalmente. 
Las partes deberán ofrecer y diligenciar sus pruebas en la 
misma audiencia. 

       Al inicio de la audiencia, el Juez de Paz informará a las 
partes sobre sus derechos.  

 
Artículo 5o. De la resolución. Diligenciadas las pruebas mencionadas 

en el Artículo 4º, el Juez de Paz dictará resolución 
pudiendo ratificar, modificar, adoptar nuevas medidas o 
dejar sin efecto las dispuestas anteriormente. Para los 
primeros casos deberá establecer el tiempo de duración de 
las mismas. La resolución será leída a las partes en la 
misma audiencia. 

      En caso necesario, la resolución incluirá la adopción de 
medidas permanentes orientadas a proteger al grupo 
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familiar o a cualquiera de sus miembros, pudiendo 
disponer la asistencia a programas de reeducación o 
tratamiento terapéutico.  

  
Artículo 6o. De la apelación. El recurso de apelación se interpondrá 

de modo fundado, dentro de los dos días posteriores a la 
audiencia, ante el Juez de Paz, quien remitirá los autos sin 
más trámite al Juez de Primera Instancia en lo Civil y 
Comercial que corresponda. 

 El recurso será concedido sin efecto suspensivo cuando se 
haga lugar a la acción. 

 
Artículo 7o. Resolución. El Juez en lo Civil y Comercial dará traslado 

por dos días a la otra parte y dictará resolución dentro del 
plazo de tres días, la que causará ejecutoria. 

 
Artículo 8o. Procedimiento supletorio. El Código Procesal Civil se 

aplicará supletoriamente, siempre que no se prive de 
eficacia, celeridad y economía procesal a las actuaciones 
establecidas en esta ley. 

 
Artículo 9º. Obligaciones del Estado. Corresponderá a la Secretaría 

de la Mujer de la Presidencia de la República realizar el 
seguimiento y la evaluación de la aplicación de la 
presente Ley, para lo cual deberá: 

 a) intervenir en las políticas públicas para la prevención 
de la violencia doméstica; 

 b) coordinar acciones conjuntas de los Servicios de Salud, 
Policía Nacional, Poder Judicial y Ministerio Público, así 
como de los organismos especializados 
intergubernamentales y no gubernamentales, para brindar 
adecuada atención preventiva y de apoyo a las mujeres y 
otros miembros del grupo familiar, víctimas de violencia 
doméstica; 
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 c) divulgar y promocionar el conocimiento de esta ley; y, 
 d) llevar un registro de datos sobre violencia doméstica, 

con toda la información pertinente, solicitando 
periódicamente a los Juzgados de Paz de las distintas 
circunscripciones los datos necesarios para la 
actualización de dicho registro. 

 
Artículo 10. El procedimiento especial de protección establecido en la 

presente Ley, se llevará a cabo sin perjuicio de la 
aplicación de las sanciones penales que correspondan al 
denunciado en caso de comisión de hechos punibles 
tipificados en el Código Penal. 

 
Artículo 11. Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
 
 Aprobado el Proyecto de Ley por la Honorable Cámara de 
Senadores, a cuatro días del mes de julio del año dos mil, y por la 
Honorable Cámara de Diputados, a veintiún días del mes de setiembre 
del año dos mil, quedando sancionado el mismo, de conformidad con lo 
dispuesto en el Artículo 207, numeral 3 de la Constitución Nacional. 
 
Juan Carlos Caballero Araújo 

Vice-Presidente 2o. 
En Ejercicio de la Presidencia 

H. Cámara de Diputados 

Mario Paz Castaing 
Vice-Presidente 1o. 

En Ejercicio de la Presidencia 
H. Cámara de Senadores 

 
Eduardo Acuña 

Secretario Parlamentario 

 
Ilda Mayeregger 

Secretaria Parlamentaria 
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Asunción, 6 de octubre de 2000 

 
 Téngase por Ley de la República, publíquese e insértese en el 
Registro Oficial.  
   

El Presidente de la República 
                             Luis Angel González Macchi 
 
                         Silvio Gustavo Ferreira Fernández 
                              Ministro de Justicia y Trabajo 
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LEY N° 1.680/2000 

 
CÓDIGO DE LA NIÑEZ Y LA ADOLESCENCIA 

 
TITULO II806 

DEL PROCEDIMIENTO EN LA JURISDICCIÓN PENAL DE LA 
ADOLESCENCIA 

 
CAPITULO I 

DE LA COMPETENCIA E INTEGRACION 
 

Artículo 222.-  DE LA COMPETENCIA DE LA CORTE SUPREMA 
DE JUSTICIA EN LOS PROCESOS DE LA 
ADOLESCENCIA. 

 
La Corte Suprema de Justicia tiene competencia para807: 

a) conocer y resolver del recurso de casación, de con-
formidad a lo establecido en el artículo pertinente; 

b) entender en las contiendas de competencia surgidas 
entre los órganos jurisdiccionales establecidos en este Código; 
y, 

c) los demás deberes y atribuciones que ésta u otras 
leyes le asignen. 

 
Artículo 223.- DEL TRIBUNAL DE APELACION PENAL DE LA 

ADOLESCENCIA. 
 

El Tribunal de Apelación Penal de la Adolescencia será com-
petente para: 

a) conocer en segunda instancia de los recursos que se 
interpusiesen, conforme al Código Procesal Penal808;  

                                                           
806 Se transcriben únicamente las disposiciones de la ley atinentes al proce-
dimeinto. 
807 COJ, arts. 28, 29; CPP, art. 39. 
808 CPP, art. 40, Libro Tercero, arts. 449 y sgtes. 
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b) resolver las recusaciones que se interpongan y las 
cuestiones de competencia que se presenten dentro del proce-
so regulado por este Código; y, 

c) las demás funciones que este Código u otras leyes 
le asignen809. 

 
Artículo 224.- DEL JUZGADO PENAL DE LA ADOLESCENCIA. 

 
El Juzgado Penal de la Adolescencia se integrará en forma 

unipersonal o colegiada, según se dispone en este artículo. 
El Juzgado Penal de la Adolescencia tiene competencia para: 

a) conocer en primera instancia de los hechos tipifica-
dos como delitos por la legislación penal ordinaria, atribuidas 
al adolescente; 

b) conocer en primera instancia, en forma de tribunal 
colegiado, de los hechos tipificados como crímenes por la le-
gislación penal ordinaria, atribuidas al adolescente; 

c) procurar y sustanciar, en su caso, la conciliación; y, 
d) conocer de otros aspectos que este Código u otras 

leyes le fijen810. 
  
Artículo 225.- DE LOS REQUISITOS ESPECIALES PARA JUECES, 

FISCALES Y DEFENSORES PUBLICOS. 
 

Los Jueces, Fiscales y Defensores Públicos que intervienen en 
procedimientos contra adolescentes deben reunir los requisitos genera-
les para su cargo. Además, deben tener experiencia y capacidades 
especiales en materia de protección integral, educación y derechos 
humanos, especialmente de las personas privadas de libertad. 
 
Artículo 226.- DEL JUEZ DE EJECUCION DE MEDIDAS. 

 

                                                           
809 COJ, art. 32. 
810 CPP, arts. 41, 42. 
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Los jueces de ejecución previstos en el Código Procesal Penal 

serán los encargados del cumplimiento de las medidas definitivas 
adoptadas por los jueces penales de la adolescencia811. 
 
Artículo 227.- DE LAS FUNCIONES DEL JUZGADO DE PAZ. 
 

El Juez de Paz será competente para entender en las cuestio-
nes conferidas al mismo y establecidas en el Código Procesal Penal812. 
 
Artículo 228.-  DEL FISCAL PENAL EN LOS PROCESOS DE LA 

ADOLESCENCIA. 
 

El Fiscal Penal en los procesos de la adolescencia ejercerá sus 
funciones de acuerdo con lo establecido en el Código Procesal Penal y 
la Ley Orgánica del Ministerio Público813. 
 
Artículo 229.- DEL DEFENSOR PUBLICO EN LOS PROCESOS 

DE LA ADOLESCENCIA. 
 

El Defensor Público deberá velar por el interés del adolescen-
te y tendrá las funciones establecidas en este Código y en el Código de 
Organización Judicial814. 
 
Artículo 230.- DE LAS FUNCIONES DE LA POLICIA EN LOS 

PROCESOS DE LA ADOLESCENCIA. 
 

A los efectos de la aplicación de las disposiciones relativas a 
las infracciones a la ley penal cometidas por adolescentes, contenidas 
en la presente ley, la Policía Nacional deberá disponer de cuadros de 
personal especializado para desarrollar efectivamente los objetivos 
establecidos en ella815. 
                                                           
811 CPP, art. 43, 490 y sgtes. 
812 CPP, arts. 44, 407  y sgtes. 
813 CPP, art. 52 y sgtes. y concordantes; Ley Orgánica del Ministerio Público, 
art. 16 y concortdantes. 
814 CPP, arts. 6, 97 y sgtes. y concordantes; COJ, arts. 81, 82. 
815 CPP, art. 58 y sgtes. 
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CAPITULO II 
DE LAS REGLAS ESPECIALES 

 
Artículo 231.-  DE LAS NORMAS APLICABLES. 
 

El procesamiento de un adolescente por la realización de un 
hecho punible será regido por disposiciones del Código Procesal Pe-
nal, en cuanto este Código no disponga algo distinto816. 
 
Artículo 232.- DE LAS MEDIDAS PROVISORIAS. 
 

Hasta que la sentencia quede firme, el Juzgado Penal de la 
Adolescencia podrá decretar medidas provisorias con el fin de promo-
ver la educación y de garantizar las prestaciones necesarias para el 
sustento del procesado. 

El Juzgado Penal de la Adolescencia podrá ordenar la interna-
ción transitoria del adolescente en un hogar adecuado, en espera de las 
medidas definitivas resultantes del proceso, si ello fuera recomendable 
para proteger al adolescente frente a influencias nocivas para su desa-
rrollo y el peligro presente de la realización de nuevos hechos puni-
bles. 
 
Artículo 233.- DE LA PRISION PREVENTIVA817. 
 

La prisión privativa de un adolescente podrá ser decretada so-
lo cuando con las medidas provisorias previstas en el Artículo 232, 
primer párrafo, de este Código no sea posible lograr su finalidad. Al 
considerar la proporcionalidad de la medida, se tendrá en cuenta la 
carga emocional que la ejecución de la misma implica para el adoles-
cente. En caso de decretar la prisión preventiva, la orden debe mani-
festar expresamente las razones por las cuales otras medidas, en espe-
cial la internación transitoria en un hogar, no son suficientes y la pri-
sión preventiva no es desproporcionada818.  

                                                           
816 CPP, art. 427. 
817 CP, art. 2 num. 2. 
818 CN,  art. 19, CPP, art. 234 y sgtes., 239 y sgtes y concordantes. 
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En caso de que el adolescente no haya cumplido diez y seis 

años, la prisión preventiva podrá ser decretada por peligro de fuga,  
solo cuando éste: 

a) en el mismo procedimiento ya se haya fugado con 
anterioridad o cuando realice preparativos concretos para fu-
garse; o, 

b) no tenga arraigo. 
 
Artículo 234.- DE LA REMISION. 
 

En la etapa preparatoria, y con consentimiento del Tribunal, el 
Fiscal podrá prescindir de la persecución penal, cuando se den los 
presupuestos señalados en el Artículo 19 del Código Procesal Penal o 
cuando hayan sido ordenadas y ejecutadas las medidas educativas 
pertinentes. 

En las condiciones señaladas en el párrafo anterior, el Juzgado 
Penal de la Adolescencia podrá prescindir de la persecución penal en 
cualquier etapa del procedimiento819.  
 
Artículo 235.- DE LA RESERVA820. 
 

Las actuaciones administrativas y judiciales serán reservadas. 
No se expedirán certificaciones, ni constancias de las diligencias prac-
ticadas en el procedimiento, salvo las solicitadas por las partes de 
acuerdo con sus derechos legales.  

El juicio oral, incluso la publicación de las resoluciones, no 
será público. Serán admitidos, junto con las partes y sus representantes 
legales y convencionales, si correspondiese y, en su caso, el asesor de 
prueba y un representante de la entidad en la cual el adolescente se 
halle alojado. Obrando razones especiales, el Juzgado Penal de la 
Adolescencia podrá admitir también otras personas. 

Las personas que intervengan durante el procedimiento o asis-
tan al juicio oral guardarán reserva y discreción acerca de las investi-
gaciones y actos realizados. 

                                                           
819 CPP, art. 19, 279 y sgtes. 
820 CPP, art. 427 num. 6. 
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Artículo 236.-  DE LA COMPROBACIÓN DE LA EDAD821. 
 

Si en el transcurso del procedimiento se comprobase que la 
persona a quien se le atribuye un hecho punible es mayor de dieciocho 
años al momento de su comisión, el Juzgado Penal de la Adolescencia 
se declarará incompetente y remitirá los autos al Juzgado Penal que 
corresponda.  

Si fuese menor de catorce años, cesará el procedimiento y de-
berá informarse inmediatamente a la Consejería Municipal por los 
Derechos del Niño, Niña y Adolescente (CODENI) del municipio en 
que reside el niño, para su intervención. 
 
Artículo 237.- DE LA PRORROGA ESPECIAL DE COMPETEN-

CIA. 
 

Si la persona a quien se le imputa un hecho punible realizado 
durante la adolescencia, fuera procesada después de haber cumplido 
dieciocho años de edad, pero antes de alcanzar los veinte años de 
edad, se prorrogará la competencia del Juzgado Penal de la Adoles-
cencia hasta completar el proceso, siempre que no hubiera prescripto 
la acción correspondiente. 

 En el caso previsto en el párrafo anterior, si el imputado tu-
viese veinte años de edad o más, la competencia corresponderá al 
fuero penal común, siéndole aplicables las disposiciones penales gene-
rales, salvo en lo relativo a la duración de la pena, que se regirá por lo 
establecido en este Código822. 
 
Artículo 238.- DE LA REMISION DE ANTECEDENTES A LA DE-

FENSORÍA. 
 

El Juzgado Penal de la Adolescencia ante el cual se tramita un 
proceso sobre un hecho punible cometido por un adolescente, a solici-
tud del fiscal interviniente, cuando considere que el padre, la madre, 
tutores o responsables del adolescente hayan incurrido en una de las 
causales legales de privación o suspensión de la patria potestad o re-

                                                           
821 CPP, art. 427 num. 2. 
822 CNA, arts. 201, 207. 
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moción de la guarda, remitirá los antecedentes al Defensor de la Niñez 
y la Adolescencia de la jurisdicción, para que promueva el correspon-
diente juicio. 
 
Artículo 239.- DE LA RESOLUCIÓN. 
 

Sustanciado el juicio, el Juzgado Penal de la Adolescencia 
dictará sentencia que deberá: 

 
 a) declarar absuelto al adolescente, dejar sin efecto las medi-
das impuestas y ordenar el archivo definitivo del expediente; 
o, 

  b) condenar al adolescente e imponer  las sanciones proceden-
tes. 
La resolución deberá ser debidamente fundada. 

 
Artículo 240.-  DE LA NOTIFICACIÓN DE LA RESOLUCION. 
 

La parte resolutiva de la sentencia se notificará  personalmen-
te a las partes en la misma audiencia, sin que ello exima al Juzgado de 
la fundamentación correspondiente, la que deberá constar por escri-
to823. 
 
Artículo 241.- DE LA TERMINACION ANTICIPADA DEL PRO-

CESO. 
 

El proceso terminará en forma anticipada:  
 a) por las formas establecidas en el Código Procesal Penal824; y, 
 b) por la remisión.  
 
Artículo 242.- DE LA REMISIÓN. 
 

En todas las etapas procesales, el Juzgado Penal de la Adoles-
cencia podrá examinar la posibilidad de no continuar el proceso, 

                                                           
823 CPP, art. 399. 
824 CPP, arts. 19 y sgtes, 301, 310, 311. 
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cuando el hecho punible estuviese sancionado en la legislación penal 
con pena privativa de libertad que no supere los dos años, basándose 
en el grado de responsabilidad, en el daño causado y en la reparación 
del mismo. 

En este caso, citará a las partes a una audiencia común y pre-
vio acuerdo con ellas, resolverá remitiendo al adolescente a programas 
comunitarios con el apoyo de su familia y bajo el control de la institu-
ción que los realice. Si no existiere acuerdo entre las partes, se conti-
nuará el proceso. 
 
Artículo 243.- DE LA PROCEDENCIA DEL RECURSO DE APE-

LACIÓN. 
 

El recurso de apelación procederá contra las resoluciones dic-
tadas por el Juzgado Penal de la Adolescencia de conformidad a lo 
establecido en el Código Procesal Penal825. 
 
Artículo 244.- DEL RECURSO DE CASACIÓN. 
 

El recurso de casación procederá, exclusivamente: 
a) cuando en la sentencia de condena se imponga una medida 

privativa de libertad mayor a tres años, y se alegue la inobservancia o 
errónea aplicación de un  precepto constitucional; y, 

b) en las demás condiciones expresadas en el Código Procesal 
Penal826. 

 
CAPITULO II 

DE LAS DISPOSICIONES RELATIVAS A LA EJECUCIÓN DE 
LAS MEDIDAS 

 
Artículo 245.- DE LOS DERECHOS EN LA EJECUCIÓN DE LAS 

MEDIDAS. 
 

Durante la ejecución de las medidas, el adolescente tiene de-
recho a: 

                                                           
825 CPP, arts. 40, 449 y sgtes, 461 y sgtes, 466 y sgtes. 
826 CPP, art. 477. 
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a) recibir información sobre: 

1. Sus derechos y obligaciones en relación a 
las personas o funcionarios que lo  tuvieren bajo su 
responsabilidad; 

2. Las medidas y las etapas previstas para su 
reinserción social; y, 

3. El régimen interno de la institución que le 
resguarde, especialmente las medidas disciplinarias 
que puedan serle aplicadas; 
b) ser mantenido preferiblemente en su medio familiar 

y a que solo por excepción se ordene su privación de libertad, 
que deberá cumplirse en las condiciones más apropiadas para 
su formación integral; 

c) recibir los servicios de salud, sociales y educativos 
adecuados a su edad y condiciones, y a que se proporcionen 
por personas con la formación profesional requerida; 

d) comunicarse reservadamente con su defensor, el 
Fiscal interviniente y el Juez; 

e) comunicarse libremente con sus padres, tutores o 
responsables, y a mantener correspondencia, salvo prohibición 
expresa del Juez, con fundamento en el interés superior del 
adolescente;  

f) que su familia sea informada sobre los derechos que 
a ella le corresponden, y respecto de la situación y los dere-
chos del adolescente; 

g) no ser trasladado arbitrariamente del centro donde 
cumple la medida privativa de libertad; el traslado sólo podrá 
realizarse por orden escrita del Juez de ejecución;  

h) no ser incomunicado en ningún caso, ni sometido a 
régimen de aislamiento, ni a  la imposición de penas corpora-
les; e, 

i) todos los demás derechos y garantías, que siendo 
inherentes a la dignidad 

humana, no se hallan expresamente enunciados. 
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Artículo 246.- DE LOS CENTROS DE RECLUSIÓN827. 
 

En los centros no se deben admitir adolescentes, sin orden 
previa y escrita de la autoridad competente, y deben existir dentro de 
éstos las separaciones necesarias respecto de la edad, sexo y de preve-
nidos y condenados828. 
 
Artículo 247.-  DEL FUNCIONAMIENTO. 
 

Los centros de reclusión para el adolescente deberán funcionar 
en locales adecuados, con personal capacitado en el área social, peda-
gógica y legal. 

La escolarización, la capacitación profesional y la recreación 
deben ser obligatorias en dichos centros, donde también se debe pres-
tar especial atención al grupo familiar del adolescente, con el objeto 
de conservar y fomentar los vínculos familiares y su reinserción a su 
familia y a la sociedad. 
 
Artículo 248.- DEL REGLAMENTO INTERNO. 
 

El reglamento interno de cada centro, debe respetar los dere-
chos y garantías reconocidas en esta ley. 

Al momento del ingreso al Centro, el  adolescente debe recibir 
copia del reglamento interno y un folleto que explique de modo claro 
y sencillo sus derechos y obligaciones. Si los mismos no supieren leer, 
se les comunicará la información de manera comprensible; se dejará 
constancia en el expediente de su entrega o de que se le ha brindado 
esta información. 
 

TITULO III 
 

CAPÍTULO ÚNICO 
DE LAS DISPOSICIONES TRANSITORIAS Y VIGENCIA 

 

                                                           
827 LP, art. 90. 
828 CN, art. 21. 
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Artículo 249.-   DE LAS REGLAS PARA LOS TRIBUNALES SU-

PERIORES. 
 

Al entrar en vigencia la presente ley, los Tribunales y la Corte 
Suprema de Justicia, según el caso, deberán revisar de oficio la totali-
dad de los procesos a su cargo, de acuerdo a las reglas siguientes: 

a) Los procesos instruidos o resueltos, de menores en 
estado de abandono material o moral, peligro o riesgo y demás 
actuaciones relacionados con dichos estados o  cualquier otro 
hecho no regulado como delito o crimen, deberán ser remiti-
dos  dentro de un plazo que no exceda de treinta días a la Se-
cretaría Nacional de la  Niñez y la Adolescencia; 

b) Los procesos en trámite, con base en hechos regu-
lados como delito o crimen, contra adolescentes que al mo-
mento de la comisión del hecho, su edad estuviere comprendi-
da entre los catorce y dieciocho años, continuarán tramitándo-
se conforme  a lo dispuesto en la presente ley y se resolverán 
de acuerdo a la misma; y si fuere el caso, se solicitará la inves-
tigación o la ampliación de ésta, a la Fiscalía General  del Es-
tado, o se citará a audiencia preparatoria para el juicio de la 
causa, la que  deberá celebrarse en un término que no exceda 
de sesenta días. Los procesos  concluidos respecto de estos 
adolescentes serán revisados cuando la medida se  estuviere 
cumpliendo, para adecuarlas a la presente ley, dentro del tér-
mino previsto para la revisión de las medidas; y, 

c) Los procesos penales con sentencia condenatoria 
ejecutoriada, y en  cumplimiento de la pena, dictados por el 
Juzgado, serán revisados  respecto de la sentencia, para aplicar 
las penas o medidas establecidas en la presente ley que sean 
más favorables al condenado. 
Si el proceso se encontrase en segunda instancia o en la Corte 

Suprema de Justicia, continuará tramitándose el recurso conforme a 
las disposiciones del Código Procesal Penal, aplicando la presente ley 
en todo lo que sea favorable al procesado 

 
Artículo 250.- DEL CENTRO DE ADOPCIONES. 
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El Centro de Adopciones creado por Ley N° 1136/97 a partir 
de la promulgación de esta ley, pasará a depender de la Secretaría 
Nacional de la Niñez. 
 
Artículo 251.-  DE LA COMPETENCIA ESPECIAL PARA EL 

PROCEDIMIENTO. 
 

Cuando el adolescente fuese detenido en flagrancia y no exis-
tiere en el lugar dependencia del Ministerio Público, la autoridad que 
lo reciba deberá trasladarlo dentro de las seis horas siguientes a dispo-
sición de los jueces, quienes resolverán al momento de su disposición, 
si procede ordenar la libertad; si no procede, decretarán la medida 
provisional de privación de libertad y cumplirán lo dispuesto para su 
resguardo. En todo caso, el adolescente deberá permanecer en un sitio 
seguro e independiente de los lugares detención para infractores suje-
tos a la legislación penal ordinaria. 
 
Artículo 252.- DE LA VALIDEZ DE LOS ACTOS CUMPLIDOS. 
 

Los actos procesales cumplidos conforme a las disposiciones 
legales que se derogan o modifican conservarán su validez. 
 
Artículo 253.-   DE LOS JUZGADOS, TRIBUNALES Y FISCALIAS 

DEL MENOR. 
 

A partir de la vigencia del presente Código, los Juzgados en lo 
Tutelar del Menor de Primera Instancia pasarán a ser nominados Juz-
gados de la Niñez y la Adolescencia y se integrarán conforme con lo 
establecido en el Artículo 224 de este Código, el Tribunal de Apela-
ciones del Menor pasará a ser nominado Tribunal de Apelación de la 
Niñez y la Adolescencia. 
 
Artículo 254.- DE LA INTERVENCIÓN TRANSITORIA DE LOS 

TRIBUNALES Y JUZGADOS ELECTORALES. 
 

Hasta tanto se implementen todos los órganos creados por este 
Código, y en especial la de los Artículos 160 y 161, los mismos esta-
rán a cargo de los tribunales y juzgados electorales de la República. 
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La Corte Suprema de Justicia y el Tribunal Superior de Justi-

cia Electoral coordinarán acciones para el cumplimiento de esta dispo-
sición. 
 
Artículo 255.- DE LA INTERVENCIÓN TRANSITORIA DE LOS 

TRIBUNALES Y JUZGADOS PENALES. 
 

Hasta tanto se implementen todos los órganos creados por este 
Código y en especial los de los Artículos 223 y 224, los mismos esta-
rán a cargo de los Tribunales y Juzgados en lo Penal de la República. 
 
Artículo 256.- DE LOS ORGANISMOS EXISTENTES. 
 

Las actuaciones cumplidas por las Consejerías Municipales 
por los Derechos del Niño, Niña y Adolescente (CODENI) antes de la 
vigencia del presente Código conservarán su validez. 

A partir de la vigencia del presente Código, las Municipalida-
des que tengan habilitadas sus respectivas Consejerías, adecuarán las 
mismas a lo establecido en este Código para las Consejerías Munici-
pales por los Derechos del Niño, Niña y Adolescente (CODENI). 
 
Artículo 257.-DE LA DEROGATORIA. 
 

Deróganse la Ley N° 903 “Código del Menor”, de fecha 18 de 
diciembre de 1981; y las disposiciones de la Sección I Del Trabajo de 
Menores y del Capítulo II Del Trabajo de Menores y Mujeres de la 
Ley N° 213 “Código del Trabajo”, de fecha 30 de octubre de 1993 
modificada y ampliada por Ley N° 496 de fecha 22 de agosto de 1995, 
en cuanto se opongan al presente Código; así como cualquier otra 
disposición contraria a este Código. 
 
Artículo 258.- DE LA VIGENCIA. 
 
El presente Código entrará en vigencia a partir de los seis meses de su 
promulgación. 
 
Artículo 259.- Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
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Aprobado el Proyecto de Ley por la Honorable Cámara de Senadores 
el cinco de diciembre del año dos mil, quedando sancionado el mismo 
por la Honorable Cámara de Diputados, el veintiocho de diciembre del 
año dos mil, de conformidad al artículo 207, numeral 3) de la Consti-
tución Nacional. Objetada parcialmente por Decreto del Poder Ejecu-
tivo N° 12086 del 6 de febrero de 2001, aceptada la objeción parcial 
confirmándose la sanción de la Ley en la parte no objetada por la H. 
Cámara de Senadores el tres de mayo de 2001 y por la H. Cámara de 
Diputados el 8 de mayo de 2001. 
 

Cándido Vera Bejarano Juan Roque Galeano Villalba 
Presidente 

H. Cámara de Diputados 
Presidente 

H. Cámara de Senadores 
Rosalino Andino Scavonne Ilda Mayerereger 

Secretario Parlamentario Secretaria Parlamentaria 
 

  Asunción, 30 de mayo de 2001 
 
Téngase por Ley de la República, publíquese e insértese en el Registro 
Oficial. 
 

El Presidente de la República 
 

Luis Angel González Macchi 
 

Silvio Gustavo Ferreira Fernández 
Ministro de Justicia y Trabajo 
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ACORDADA N° 113/99 
 
 En la ciudad de Asunción, Capital de la República del 
Paraguay, a los diez días del mes de marzo de mil novecientos 
noventa y nueve, siendo las 10:30 horas, estando reunidos en la 
Sala de Acuerdos de la Corte Suprema de Justicia, el Excmo. 
Señor Presidente Dr. Wildo Rienzi Galeano, y los Excmos. 
Señores Ministros Luis Lezcano Claude, Elixeno Ayala, Carlos 
Fernández Gadea, Jerónimo Irala Burgos, Raúl Sapena Bruga-
da, Felipe Santiago Paredes y Enrique A. Sosa Elizeche, por 
ante mí, la Secretaria autorizante: 
 

DIJERON: 
 
 Que los arts. 242 y sgtes. de la Ley N° 879/81, Código 
de Organización Judicial, establecen el funcionamiento de la 
Oficina de Estadísticas del Poder Judicial. Que las Acordadas 
N° 7/46, 79/92 y 136/95, de la Corte Suprema de Justicia, re-
glamentan dicho funcionamiento en cuanto a la Estadística 
Criminal. 
 Que es necesario actualizar dicha normativa, solucio-
nando los inconvenientes y perjuicios suscitados por las homo-
nimias, siendo deber de esta Corte custodiar los derechos y 
garantías constitucionales de conformidad con los arts. 4, 17, 
22, 25, 28, 33, 247 t concordantes de la Constitución Nacional . 
 Que, los arts. 175 y concordantes de La Constitución 
Nacional, la Ley N° 222/93, y los arts. 3, 10 y 237 de la Ley N° 
879/81, establecen la función policial como auxiliar del poder 
jurisdiccional, para el cumplimiento de sus mandatos. 
 Por tanto, y de conformidad con la Ley N° 609/95, art. 
3°, y la Ley N° 879/81, art. 29, inciso “o”,  
 

LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA  
 

ACUERDA: 
 
Art. 1°: Oficina de Identificación Previa de Encausa-

dos, Creación y Funciones. Créase en las se-
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des del Poder Judicial de las localidades de 
Asunción, Encarnación y Ciudad del Este, una 
Oficina de Identificación Previa de Encausados, 
dependiente de la Corte Suprema de Justicia, re-
lacionada con el Dpto. de Identificaciones de la 
Policía Nacional. Esta Oficina tendrá por objeto 
establecer la correcta individualización y la ve-
rificación de la identidad de encausados en la 
esfera penal. En caso de que los mismo tengan 
cédula de identidad (o mencione tenerla), se ve-
rificará su autenticidad; y en caso de que carez-
can de la misma, se gestionará su expedición. 
En la demás competencias, la oficina prestará 
auxilio y colaboración en lo relacionado con su 
función principal. 

 
Art. 2°: Obligación de los jueces: Los jueces del fuero 

penal estarán obligados a exigir antes de la pri-
mera declaración del encausado, el informe es-
crito sobre la identidad del mismo, de la Oficina 
de Identificación Previa de Encausados, que 
deberá agregarse al expediente. 

 
Art. 3°: Resoluciones. Informes a Estadística. Los 

Juzgados informarán a la Oficina de Estadística 
del Poder Judicial, sobre los autos interlocuto-
rios o sentencias definitivas que afecten antece-
dentes penales, con copia de la resolución, de-
ntro de las veinticuatro horas de haberse dictado 
las mismas, limitándose los casos a órdenes de 
captura, de prisión, de libertad y de condena. En 
dichas resoluciones deberá constar el número de 
cédula de identidad o los datos filiatorios del 
encausado. 

 
Art. 4°: Informe de Antecedentes Penales. Conteni-

do. Límites.  La Oficina de Antecedentes Pena-
les, para los casos anteriores a esta acordada li-
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mitará los informes sobre antecedentes registra-
dos únicamente a los casos de orden de captura, 
de prisión, de libertad y de condena (se exclui-
rán, por tanto, declaraciones indagatorias y 
otros). Asimismo, limitará los informes sobre 
antecedentes registrados dentro de los diez años 
anteriores a la solicitud, a no ser que se encuen-
tren cumpliendo condena. Cumplida la conde-
na, la información sobre la misma será restrin-
gida al público, y se documentará únicamente 
en los informes solicitados por los jueces. 

 
Art. 5°: Informes de Antecedentes Penales. Clasifica-

ción. Formas. A Partir de la vigencia de esta 
Acordada, se expedirán dos tipos de informes: 
un informe oficial emitido a solicitud de los 
jueces por vía de oficio, o bien, un informe pri-
vado emitido a solicitud del público en general. 
El primero contará con todos los datos comple-
tos en cuanto a homónimos, y podrá ser solici-
tado por el juez únicamente dentro de una causa 
principal. El segundo podrá ser solicitado por 
cualquier persona interesada, y se expedirá a 
través de una constancia que tendrá una leyenda 
que expresará: “Fulano de Tal (nombre com-
pleto, en la forma solicitada), con documento 
de identidad n°……………, no tiene anteceden-
tes registrados con esa identidad, pudiendo no 
obstante existir coincidencias parciales de 
homonimia”, sin registrar a continuación los 
casos homónimos. El informe privado no tendrá 
valor dentro de procesos judiciales. 

 
Art. 6°: Base de datos a nivel nacional. La Oficina de 

Estadística del Poder Judicial, y la Oficina de 
Antecedentes Penales, reunirán en su base de 
datos la información de todas las circunscrip-
ciones judiciales de la República, estableciendo 
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una conexión en red con aquellas localidades 
que lo permitan, sin perjuicio de la remisión de 
los informes mencionados en el art. 3° de esta 
Acordada. 

 
Art. 7°: Disposición Transitoria. Los artículos 1° y 2° 

de esta Acordada, entrarán en vigencia, una vez 
culminada la instalación efectiva de la Oficina 
de Identificación Previa de Encausados. Dicha 
instalación será comunicada a los juzgados res-
pectivos para sus efectos. Transitoriamente los 
jueces solicitarán al encausado, en la primera 
declaración a partir de la fecha, el lugar de su 
nacimiento y el nombre de sus padres a fin de 
facilitar su correcta individualización. Dichos 
datos deberán constar en el acta respectiva y en 
las resoluciones posteriores, así como en el in-
forme respectivo a Estadística Judicial. 

 
Art. 8°: Disposición Final. Anótese, regístrese, publí-

quese y comuníquese a los Señores Magistrados 
de la Jurisdicción Criminal de la República. 
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ACORDADA N° 122/99 
 

QUE REGLAMENTA Y APRUEBA EL COMISIONAMIEN-
TO DE LOS MAGISTRADOS DEL FUERO ELECTORAL 
PARA DESEMPEÑAR LAS FUNCIONES PREVISTAS EN 

LA LEY N° 1.444/99 “QUE REGULA EL PERÍODO DE 
TRANSICIÓN AL NUEVO SISTEMA PROCESAL PENAL” 

 
 En la ciudad de Asunción, Capital de la República del 
Paraguay, a los ocho días del mes de julio de mil novecientos 
noventa y nueve, siendo las diez horas, estando reunidos en la 
Sala de Acuerdos de la Corte Suprema de Justicia, el Excmo. 
Señor Presidente Dr. Wildo Rienzi Galeano, y los Exmos. Se-
ñores Ministros Doctores Luis Lezcano Claude, Elixeno Ayala, 
Carlos Fernández Gadea, Jerónimo Irala Burgos, Felipe Santia-
go Paredes, Bonifacio Ríos Ávalos, Raúl Sapena Brugada y 
Enrique Sosa Elizeche, por ante mí, la Secretaria autorizante; 
 

D I J E R O N : 
 
 Que la Administración de Justicia está a cargo del Po-
der Judicial, el cual es ejercido por la Corte Suprema de Justi-
cia, por los tribunales y juzgados, en la forma que establecen la 
Constitución y la ley, de conformidad con el art. 247 de la 
Constitución. 
 
 Que la Corte Suprema de Justicia ejerce la superinten-
dencia de todos los organismos del Poder Judicial (art. 259 inc. 
1° de la Constitución Nacional), y tiene atribuciones para dictar 
las acordadas y todos los actos que fueren necesarios para la 
mejor organización y eficiencia de la administración de justicia, 
de conformidad con lo establecido por el art. 3° inc. a) y b) de 
la Ley N° 609/95 “Que organiza la Corte Suprema de Justicia”, 
y el art. 29 inc. a) de la Ley N° 879/81 “Código de Organiza-
ción Judicial”. 
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 Que el art. 273 de la Constitución Nacional establece 
que la Justicia Electoral tiene competencia exclusiva para el 
juzgamiento de los actos electorales. 
 
 Que, de conformidad con el art. 274 de la Constitución 
Nacional y 6° inc. g) de la Ley N° 635/95 “Que reglamenta la 
Justicia Electoral”, el Tribunal Superior de Justicia Electoral 
ejerce la superintendencia sobre toda la organización electoral 
de la República. 
 
 Que atendiendo a la conveniencia de que los magistra-
dos del fuero electoral cooperen con la justicia ordinaria, en 
tiempos no electorales, en vista de las necesidades actuales del 
Poder Judicial de la República, de conformidad con lo previsto 
en el art. 12 in fine de la Ley N° 1.444/99 “Que regula el perío-
do de transición al nuevo orden procesal penal”. 
 
 POR TANTO, en uso de sus atribuciones, la 

 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA 

 
A C U E R D A : 

 
 Art. 1°.- Los magistrados del fuero electoral cuyas no-
minaciones estén consignadas en el Anexo a esta Acordada, 
serán comisionados por la Corte Suprema de Justicia, previo 
consentimiento expreso de los afectados829, a ejercer funciones 
jurisdiccionales específicas en la justicia penal ordinaria, los 
jueces electorales como jueces penales; los miembros de tribu-
nales electorales como miembros de tribunales de apelación en 
lo penal, de conformidad con el esquema establecido en el Ane-
xo. 
 
 Art. 2°.- Los magistrados comisionados en la forma 
dispuesta por el art. 12 in fine de la Ley N° 1.444/99 “Que regu-
la el período de transición al nuevo orden procesal penal”, ten-
                                                           
829 CN, art. 252. 
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drán a su cargo los funcionarios auxiliares y la misma infraes-
tructura material con que cuentan en el lugar actual del asiento 
de sus funciones electorales, de conformidad con el dictamen 
emitido por la Contraloría General de la República CGR N° 
0025. 
 
 Art. 3°.- El turno de los Tribunales y Juzgados Comi-
sionados será el dispuesto por las Acordadas de la Corte Su-
prema de Justicia, correspondiendo a aquéllos, el orden de turno 
que sigue al último del Tribunal o Juzgado de la jurisdicción a 
la cual han sido comisionados. 
 
 Art. 4°.- Los citados magistrados ejercerán sus funcio-
nes jurisdiccionales comisionadas, hasta quince días antes y 
quince días después de las elecciones mencionadas en el artícu-
lo 273 de la Constitución Nacional, sin perjuicio de la atención 
de los asuntos propios de sus respectivos despachos. 
 
 Art. 6°.- ANÓTESE, regístrese y notifíquese. 
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ACORDADA N° 124/99 
 

QUE ORGANIZA Y REGLAMENTA EL PROGRAMA DE 
DEPURACIÓN DE CAUSAS, CREADO POR LA LEY N° 
1.444/99 “QUE REGULA EL PERÍODO DE TRANSICIÓN 

AL NUEVO SISTEMA PROCESAL PENAL 
 
 En la ciudad de Asunción, Capital de la República del 
Paraguay, a los quince días del mes de julio de mil novecientos 
noventa y nueve, siendo las once horas, estando reunidos en la 
Sala de Acuerdos de la Corte Suprema de Justicia, el Excmo. 
Señor Presidente Dr. Wildo Rienzi Galeano, y los Exmos. Se-
ñores Ministros Doctores Luis Lezcano Claude, Elixeno Ayala, 
Carlos Fernández Gadea, Jerónimo Irala Burgos, Felipe Santia-
go Paredes, Bonifacio Ríos Ávalos, Raúl Sapena Brugada y 
Enrique Sosa Elizeche, por ante mí, la Secretaria autorizante; 
 

D I J E R O N : 
 
 Que la entrada en vigor del Código Procesal Penal re-
quiere una etapa de preparación, a fin de obtener una evaluación 
precisa de los procesos penales a fin de impulsar los mismos, de 
manera a facilitar su eficiente conclusión y reducir al mínimo el 
número de causas iniciadas bajo el régimen del Código de Pro-
cedimientos Penales de 1890, al tiempo de la plena entrada en 
vigor del nuevo orden procesal penal. 
 
 Que esta necesidad ha sido contemplada en la Ley N° 
1.444/99, sancionada a pedido de esta Corte y del Poder Ejecu-
tivo. 
 
 Que para cumplir con las finalidades señaladas, se re-
quiere la organización y ejecución de un programa de depura-
ción de causas, de conformidad con lo dispuesto por el Capítulo 
II de la Ley N° 1.444/99. 
 
 POR TANTO, en uso de sus atribuciones, la 
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CORTE SUPREMA DE JUSTICIA 
 

A C U E R D A : 
 

 Art. 1°.- Implementar el Programa de Depuración de 
Causas, previsto en el Capítulo II de la Ley N° 1444/99, cuya 
organización y ejecución estará a cargo de la Oficina Técnica 
para la Implementación de la Reforma del Sistema Penal, 
siendo su finalidad la de aplicar sistemas de trabajo que permi-
tan agilizar el trámite de las causas iniciadas bajo el régimen del 
Código de Procedimientos Penales de 1890, a los efectos de 
posibilitar su conclusión legal y remisión al Archivo General 
del Poder Judicial. 
 
 Art. 2°.- La Oficina Técnica para la Implementación de 
la Reforma del Sistema Penal supervisará la conformación de 
los equipos de trabajo para la ejecución del Programa estableci-
do. Los equipos de trabajo se conformarán con sujeción a la 
siguiente estructura: 

• Un coordinador nacional, 
• Un asistente administrativo, y 
• Asistentes técnicos. 

 
Art. 3°.- Designar, por Resolución de la Corte Suprema 

de Justicia, de la lista de candidatos presentada por el Consejo 
de Superintendencia, al funcionario o abogado que se desempe-
ñará como Coordinador Nacional, quien tendrá a su cargo la 
dirección de la ejecución del Programa de Depuración de Cau-
sas, así como la conformación de los equipos de trabajo, la dis-
tribución y control de las actividades. Si el designado como 
Coordinador Nacional fuera magistrado o funcionario del Poder 
Judicial, será comisionado a dicho cargo, siendo suspendido en 
el ejercicio de sus funciones originarias durante el tiempo que 
funja como coordinador nacional. Se establecerá un sistema 
especial de remuneración de sus funciones. 
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Art. 4°.- Designar, por Resolución de la Corte Suprema 
de Justicia, a las personas que integrarán el equipo de trabajo, 
en base a una selección efectuada por el Coordinador Nacional 
y presentada al Consejo de Superintendencia, el cual establecerá 
asimismo el sistema de pago de remuneraciones, bonificaciones 
y viáticos de los designados. 

 
Art. 5°.- Las causas serán depuradas de conformidad 

con los siguientes criterios: 
 

1. Causas con procesados privados de libertad con menos de 
un año de reclusión; 

2. Causas con procesados privados de libertad con más de un 
año de reclusión; 

3. Causas paralizadas por más de dos años; 
4. Causas paralizadas en estado sumario, sin privación de li-

bertad de los procesados, por más de seis meses; 
5. Causas paralizadas en estado plenario, sin privación de 

libertad de los procesados, por más de seis meses;  
6. Causas sin individualización de imputados, paralizadas por 

el plazo de seis meses o más; y, 
7. Los demás criterios establecidos por la Oficina Técnica. 
 

Art. 6°.- Los Tribunales y Juzgados de Primera Instancia en 
lo Penal suspenderán sus plazos procesales durante el tiempo 
que sean asistidos por los equipos de trabajo de depuración de 
causas penales. El plazo de suspensión será comunicado por 
nota fijada en la puerta del Juzgado, con dos días de anticipa-
ción como mínimo. 

 
Art. 7°.- Los Tribunales y Juzgados de Primera Instancia en 

lo Penal asistidos prestarán la cooperación requerida para la 
ejecución del Programa de Depuración de Causas. Los funcio-
narios trabajarán en horarios de mañana y tarde, inclusive las 
dos semanas siguientes a la finalización de las labores de los 
Equipos de Trabajo y Depuración de Causas, a los efectos de 
concluir las tareas iniciadas y remitir los informes pertinentes. 
La suspensión de los plazos podrá prorrogarse, por disposición 
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del juez, hasta una semana después de concluido el trabajo del 
equipo de depuración. 

 
Art. 8°.- El Departamento de Informática del Poder Judicial 

elaborará un programa informático, bajo la supervisión del Co-
ordinador Nacional del Programa de Depuración de Causas. El 
programa consignará los datos relativos a la clasificación de las 
causas previstas en el Art. 5°, las resoluciones que se dictaren y 
otras informaciones consideradas de interés para el proceso de 
implementación del nuevo sistema penal. 

 
Art. 9°.- A partir de la entrada en vigor del Código Procesal 
Penal, los jueces y tribunales deberán tomar las medidas ten-
dientes a imprimir celeridad a las causas, habida cuenta de las 
disposiciones contenidas en los Arts. 136 y 236 de la Ley N° 
1.286/98.  
 

Art. 10.- Los Defensores Públicos deberán estar presentes 
en las sedes de los Tribunales y Juzgados que estuvieren siendo 
asistidos por los Equipos de Trabajo y Depuración de Causas, a 
los efectos de agilizar las diligencias. 

 
Art. 11.- ANÓTESE, notifíquese y regístrese. 
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ACORDADA N° 154/2000 
 

QUE REGLAMENTA LA ORGANIZACIÓN TRANSITORIA 
DEL FUERO PENAL 

 
 En la ciudad de Asunción, Capital de la República del 
Paraguay, a los veintiún días del mes de febrero de dos mil, 
siendo las doce horas, estando reunidos en la Sala de Acuerdos 
de la Corte Suprema de Justicia, el Excmo. Señor Presidente Dr. 
Carlos Fernández Gadea, y los Exmos. Señores Ministros Doc-
tores Jerónimo Irala Burgos, Bonifacio Ríos Ávalos, Elixeno 
Ayala, Luis Lezcano Claude, Felipe Santiago Paredes, Wildo 
Rienzi Galeano, Raúl Sapena Brugada y Enrique Sosa Elizeche, 
por ante mí, la Secretaria autorizante; 

 
DIJERON: 

 
 Que, la próxima entrada en vigencia plena del Código 
Procesal Penal, de conformidad con las disposiciones de la Ley 
No. 1444/99, exige dictar las normas reglamentarias concer-
nientes a la organización judicial transitoria que atenderá la 
conclusión de las causas iniciadas conforme con el Código de 
Procedimientos Penales de 1890, y las que se inicien conforme 
con el nuevo proceso penal. 
  

Por tanto, en uso de sus atribuciones, la 
 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA 
 

ACUERDA: 
 

Art. 1°  Aprobar la reglamentación de la organización 
judicial transitoria del fuero penal, de confor-
midad con las disposiciones del Código Proce-
sal Penal y la Ley N° 1.444/99, en los términos 
de la presente Acordada. 
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REGLAMENTACIÓN DE LA ORGANIZACIÓN JUDI-
CIAL TRANSITORIA DEL FUERO PENAL 

 
Capítulo I 

Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia 
 

Art. 1°  Competencia Material: La sala Penal de la 
Corte Suprema de Justicia ejercerá simultánea-
mente la competencia material prevista en el 
Código Procesal Penal y en la Ley 1444/99, du-
rante el período de transición. 

 
Capítulo II 

Tribunales de Apelación 
 

Art. 2°  Competencia Material: Los miembros de los 
Tribunales de Apelación ejercerán simultánea-
mente la competencia material prevista en el 
Código Procesal Penal y en la Ley 1444/99, du-
rante el período de transición.  

 
Art. 3°  Revocatoria de la Prisión Preventiva: A los 

efectos del cumplimiento del Art. 3°, segunda 
parte, de la Ley No. 1444/99 (cuando la prisión 
preventiva exceda el plazo establecido), serán 
competentes las Salas de los Tribunales de ape-
lación en lo Criminal de la Capital, para la Cir-
cunscripción Judicial de la Capital, en turnos 
rotativos de un mes; y, en las demás Circuns-
cripciones, los Tribunales de apelación, con el 
mismo sistema de turnos descripto anteriormen-
te. Corresponderá a la Primera Sala de la Cir-
cunscripción respectiva, el primer turno. 

 
Capítulo III 

Tribunales de Sentencia 
 

Art. 4°  Integración: Los Tribunales de Sentencia serán 
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integrados por los Jueces Penales designados 
por el mecanismo de sorteo previsto en esta 
acordada830.  

 
Art. 5°  Sedes: A los efectos de la integración de los 

Tribunales de Sentencia, se habilitarán las si-
guientes sedes para los primeros dos años de 
vigencia plena de la Ley No. 1286/98:  
1) Asunción: para las circunscripciones de la 

Capital y Ñeembucú; 
2) Ciudad del Este: para la circunscripción de Alto 

Paraná y Canindeyú; 

3) Villarrica: para la circunscripción del Guairá 
y Caazapá; 

4) Encarnación: para las circunscripciones de  Ita-

púa y Misiones; 

5) Coronel Oviedo: para la circunscripción de 
Caaguazú y San Pedro; 

6) Concepción: para la circunscripción de Con-
cepción y Amambay 

 
Art. 6°  Jueces Coordinadores: Los Jueces Penales de 

las distintas Circunscripciones de la República 
se reunirán anualmente en la sede de los Tribu-
nales de Sentencia a los efectos de designar dos 
Jueces Coordinadores del fuero Penal, que ejer-
cerán sus funciones por períodos de seis meses 
en forma sucesiva. La designación será comu-
nicada a la Secretaría General de la Corte Su-
prema de Justicia, a más tardar el 15 de febrero 
de cada año, la que a su vez informará al Con-
sejo de Superintendencia de la Corte Suprema 
de Justicia. En caso de que la Secretaría Gene-

                                                           
830 Ley N° 1.444/99 “Que regula el período de transición al nuevo 
sistema procesal penal”, art. 13. 
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ral no reciba la comunicación, el Consejo de-
signará a los Jueces Coordinadores por resolu-
ción que será notificada a la o las Circunscrip-
ciones . 

 
Art. 7°  Recepción de Expedientes: Los expedientes 

remitidos a los Tribunales de Sentencia serán 
recibidos por las Secretarías de dichos Tribuna-
les, instaladas en las sedes designadas. En las 
Circunscripciones con más de una Secretaría de 
Tribunal de Sentencia, el Juez Coordinador es-
tablecerá un orden para la recepción.  

 
Art. 8°  Sistema de Sorteo: Dentro de las veinticuatro 

horas de recibido el expediente, el Juez Coordi-
nador, en audiencia pública, procederá a inte-
grar el Tribunal de Sentencia, para lo cual des-
insaculará a tres titulares y por lo menos un su-
plente, de la lista de jueces remitidos por la 
Corte Suprema de Justicia. Cuando la causa 
fuere de extrema complejidad o de gran impac-
to social, el Juez Coordinador desinsaculará 
tantos suplentes como considere conveniente. 
Los tres primeros sorteados serán los jueces ti-
tulares, y los demás serán suplentes en el  orden 
del sorteo.  
Presidirá el Tribunal de Sentencia, el primero 
de los sorteados, que resida en la circunscrip-
ción; a éste le será remitido el expediente para 
su tramitación. En caso de que los designados 
no residan en la circunscripción, el Presidente 
será determinado por el Juez Coordinador. 
Cuando deba conformarse un tribunal de sen-
tencia unipersonal, de conformidad con el art. 
41, num. 1 y 3 del Código Procesal Penal, el 
Juez Coordinador desinsaculará un titular y un 
suplente. En el caso previsto en el numeral 2 del 
art. 41, cualquier juez que haya dictado la con-
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dena integrará el tribunal unipersonal. 
 

Art. 9°  Integración del Tribunal de Sentencia en 
caso de impedimento. El Presidente del Tribu-
nal o, en caso de imposibilidad, el Juez Coordi-
nador procederá a cuantos sorteos fuesen nece-
sarios hasta que el Tribunal de Sentencia quede 
integrado con por lo menos tres titulares y un 
suplente, en caso de sobrevenir excusaciones, 
recusaciones u otro impedimento.  
Si con la lista de la sede no fuere posible con-
formar el Tribunal se recurrirá a la lista de Jue-
ces Penales de la sede más próxima. Si aún así 
no pudiere integrarse, se recurrirá a la lista de 
Jueces de Primera Instancia de distinto fuero de 
la misma Circunscripción, de Jueces de Paz, y 
de Abogados de la Matrícula, en una primera 
ronda, incluyéndose posteriormente en los sor-
teos a los de otras Circunscripciones. 

 
Art. 10  Listas de Jueces Penales: A más tardar para el 

día 15 de febrero de cada año, la Corte Suprema 
de Justicia remitirá a las sedes, la lista de Jueces 
que participarán de los sorteos. Las mismas se-
rán conformadas con los Jueces Penales resi-
dentes en las Circunscripciones de las sedes que 
no hayan sido designados para entender en los 
procesos en la etapa preparatoria e intermedia 
del nuevo sistema penal, sin perjuicio de los 
dispuesto por el art. 11 de la presente acordada 
y las excepciones establecidas por la Corte Su-
prema de Justicia. 

 
Art. 11  Inclusión de Jueces Itinerantes y Electorales: 

Los Jueces Itinerantes, y los Jueces Electorales 
que fueron comisionados al Fuero Penal de con-
formidad con la Ley 1444/99, podrán integrar 
los Tribunales de Sentencia en los casos de su 
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inclusión en las  listas. 
 
Art. 12  Inclusión en la Lista de Jueces no residentes: 

La Corte Suprema de Justicia dispondrá la in-
clusión en las listas a magistrados de otras se-
des, previo consentimiento de los mismos. En 
caso de que hubiere sido sorteado un Juez que 
no residiere en la sede, el Juez Coordinador, 
deberá desinsacular otro como suplente, a los 
efectos de integrar el Tribunal si el titular co-
municará su imposibilidad de asistencia por 
comisión en el extranjero o por haber sido des-
insaculado para la integración de otro tribunal. 

 
Art. 13  Jueces de Paz y abogados de la Matrícula: La 

Corte remitirá las listas de Jueces de Paz, que 
eventualmente integrarán los Tribunales de 
Sentencia, a los Jueces Coordinadores de las 
sedes, a más tardar para el día 15 de Febrero de 
cada año.  
Asimismo remitirá la lista de Abogados de la 
Matrícula al Juez Coordinador de Asunción. 
Igual obligación tendrán los Presidentes de las 
Circunscripciones del Interior de la República. 

 
Capítulo IV 

Jueces Penales. Etapa preparatoria e intermedia 
 

Art. 14  Competencia Material: Durante el período de 
transición, los Jueces Penales que ejerzan la 
competencia material serán designados por la 
Corte para cada Circunscripción Judicial, en el 
modo que establezca la resolución respectiva. 
Ordinariamente quedarán exceptuados de las 
listas establecidas para la integración de los 
Tribunales de Sentencia. 

 
Art. 15  Competencia Territorial: Los Jueces Penales 
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ejercerán competencia territorial en el límite de 
la Circunscripción Judicial a la que pertenecen; 
entenderán en todas las causas que le fuesen 
remitidas a través de un sistema aleatorio de 
distribución. La designación será efectuada por 
orden numérico al sólo efecto de facilitar los 
registros y de las suplencias en los casos nece-
sarios. La Corte Suprema de Justicia podrá co-
misionar a los Jueces Itinerantes para el ejerci-
cio de la competencia territorial  en el modo es-
tablecido por la presente Acordada. 

 
Art. 16  Suplencia: En caso de ausencia o impedimento 

de carácter transitorio, suplirá al Juez Penal el 
que le sigue en el orden numérico, salvo que pa-
ra mejor organización de los tribunales la Corte 
Suprema de Justicia establezca lo contrario. 

 
Art. 17  Distribución de causas:  La Dirección de In-

formática formulará un sistema aleatorio de dis-
tribución de causas. En caso de apartamiento 
por excusación o recusación se comunicará el 
hecho a la Oficina de Distribución de Causas, a 
los efectos de que la misma realice una nueva 
asignación831. 

  
Capítulo V 

Sistema de Atención Permanente 
 

Art. 18  Juez Penal de Urgencia: Para la atención de 
los casos urgentes, organízase un Sistema de 
Guardia, de carácter permanente, conforme con 
las disposiciones de esta Acordada. Los Jueces 
Penales de Urgencia entenderán de las solicitu-
des de órdenes de allanamiento, anticipos juris-
diccionales de prueba y cualquier otro requeri-

                                                           
831 Resolución N° 685/2000 dictada por la Corte Suprema de Justicia. 
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miento de carácter urgente, ínterin sea asignado 
un Juez Penal. Será auxiliado por una Oficina 
de Atención Permanente y su propia Secretaría. 

 
Art. 19  Oficina de Atención Permanente: Créase la 

Oficina de Atención Permanente de la Justicia 
Penal. Esta oficina tendrá por objeto recibir las 
solicitudes de órdenes de allanamiento, antici-
pos jurisdiccionales de prueba y cualquier otro 
requerimiento de carácter urgente, fuera del ho-
rario habitual de atención al público. Dentro del 
horario habitual de atención al público, los pe-
didos serán recibidos por las Secretarías de los 
Juzgados que entienden en el procedimiento; si 
el Juez Penal aún no fue designado, también en 
este horario el pedido será presentado a la Ofi-
cina de Atención Permanente.  

 
Art. 20  Pequeñas Localidades: En las localidades en 

que exista uno o dos Juzgados Penales, estos 
cumplirán las funciones que correspondan a la 
Oficina de Atención Permanente de la Justicia 
Penal. 

 
Art. 21  Orden y Plazo de Guardia: En las localidades 

donde existan tres o más Juzgados Penales, la 
Oficina de Atención Permanente de la Justicia 
Penal será atendida por los Jueces Penales de 
Urgencia en el orden y por el plazo que éstos 
establecerán. Para la determinación del orden y 
el plazo, anualmente y a más tardar para el 15 
de febrero de cada año, remitirán al Consejo de 
Superintendencia de la Corte Suprema de Justi-
cia el sistema de guardias resuelto, que será ex-
hibido en las Secretarías de los Juzgados. Si pa-
ra el día 1ro. de Marzo de cada año, la propues-
ta no fuera recibida por la Secretaría General de 
la Corte, el Consejo de Superintendencia de-
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terminará el orden de guardia. 
 
Art. 22  Sistema de Guardia: La Oficina de Atención 

Permanente de la Justicia Penal, además del 
Juez Penal de Urgencia, será integrada por dos 
Actuarios y dos Ujieres Notificadores, que 
atenderán en guardias. La primera guardia se 
iniciará a las 07:00 horas y concluirá a las 15:00 
horas. La segunda se inciará a las 15:00 horas y 
concluirá a las 23:00 horas. De 23:00 horas a 
07:00 horas permanecerá en la Oficina, un fun-
cionario en orden de rotación acordado por los 
actuarios. El funcionario de guardia será res-
ponsable de comunicar los petitorios al Juez 
Penal. Los demás funcionarios estarán a dispo-
sición del Juez Penal para la realización de las 
actividades requeridas, del modo acordado por 
los actuarios.  

 
Art. 23   Orden de atención: Se expedirá un número de 

atención correlativo por orden de llegada. El 
funcionario irá llamando conforme con el nú-
mero de atención obtenido para la recepción del 
pedido y la anotación del cargo; el sello del 
cargo indicará igualmente, el número obtenido. 
Los pedidos serán evacuados conforme con el 
número obtenido. Los pedidos de audiencias se-
rán concedidos según el orden de registro, y 
anotado en el Libro pertinente. 

 
Capítulo VI 

Jueces Penales. Sistema de Liquidación 
 

Art. 24  Designación: La designación de los Jueces 
Penales responsables de la conclusión de los 
procesos iniciados conforme con el Código de 
Procedimientos Penales de 1890, será estable-
cida por la Corte. Será efectuada por orden nu-
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mérico, al sólo efecto de facilitar los registros y 
las suplencias. Éstos integrarán las listas para la 
conformación de los Tribunales de Sentencia. 

 
Art. 25  Excepción: En las localidades en  que exista un 

solo Juzgado Penal, éste ejercerá simultánea-
mente las competencias establecidas por el Có-
digo Procesal Penal y por la Ley N° 1444/99, 
para la atención de las causas iniciadas confor-
me con el nuevo proceso penal, y la conclusión 
de las iniciadas conforme con el Código de 
Procedimientos Penales de 1890. No podrán in-
tegrar los Tribunales de Sentencia. 

 
Art. 26  Suplencia: En caso de ausencia o impedimento 

de los Jueces Penales responsables de la con-
clusión de las causas iniciadas conforme con el 
Código de Procedimientos Penales de 1890, le 
suplirá el Juez Penal que le sigue en el orden 
numérico, en su defecto, el de otro fuero y en 
caso de imposibilidad, el Juez designado por el 
Juez coordinador. 

 
Art. 27  Circunscripción de la Capital: La Circuns-

cripción Judicial de Capital tendrá doce Jueces 
de Liquidación, correspondiendo a la ciudad de 
Asunción, siete; a la ciudad de San Lorenzo, 
uno; a la ciudad de Lambaré, uno; a la ciudad 
de Luque, uno; a la ciudad de Caacupé, uno. En 
la ciudad de Paraguarí, el Juez Penal, ejercerá 
las competencias previstas en el Código Proce-
sal Penal y la Ley 1444/99. 

 
Art. 28  Circunscripción de Guairá y Caazapá: La 

Circunscripción Judicial de Guairá y Caazapá 
tendrá dos Jueces de Liquidación, correspon-
diendo a la ciudad de Villarrica, uno: y, a la 
ciudad de Caazapá, el Juez Penal de dicha loca-
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lidad ejercerá las competencias del Código Pro-
cesal Penal y la Ley N° 1444/99. 

 
Art. 29  Circunscripción de Itapúa: La Circunscrip-

ción Judicial de Itapúa tendrá dos Jueces de Li-
quidación en la ciudad de Encarnación. 

 
Art. 30  Circunscripción de Concepción: La Circuns-

cripción Judicial de Concepción tendrá un Juez 
de Liquidación en la Ciudad de Concepción. 

 
Art. 31  Circunscripción de Alto Paraná y Caninde-

yú: La Circunscripción Judicial de Alto Paraná 
y Canindeyú tendrá siete Jueces de Liquidación, 
correspondiendo a Ciudad del este, cuatro; y en 
las ciudades de Hernandarias, Salto del Guairá 
y Curuguatay, los Jueces Penales de dichas lo-
calidades ejercerán las competencias del Códi-
go Procesal Penal y la Ley N° 1444/99. 

 
Art. 32  Circunscripción de Amambay: La Circuns-

cripción Judicial de Amabay tendrá dos Jueces 
de Liquidación en la ciudad de Pedro Juan Ca-
ballero. 

 
Art. 33  Circunscripciones de Caaguazú y San Pedro: 

La Circunscripción Judicial de Caaguazú y San 
Pedro, tendrá cinco Jueces de Liquidación, co-
rrespondiendo a la ciudad de Coronel Oviedo, 
dos; y en las ciudades de Caaguazú, San Esta-
nislao, y San Pedro, los Jueces Penales de di-
chas localidades ejercerán las competencias del  
Código Procesal Penal  y la Ley N° 1444/99. 

 
Art. 34  Circunscripciones de Ñeembucú y Misiones: 

En las Circunscripciones Judiciales de Neem-
bucú y Misiones, los Jueces Penales de las ciu-
dades de Pilar y San Juan Bautista, respectiva-
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mente, ejercerán las competencias del Código 
Procesal Penal y la Ley N° 1444/99. 

 
Capítulo VII 
Jueces de Paz 

 
Art. 35  Competencia Material: A partir del día 1ro. de 

marzo del año 2000, los jueces de Paz ejercerán 
simultáneamente la competencias prevista en el 
Código Procesal Penal y la Ley 1444/99. Para 
la conclusión de las causas abiertas bajo el ré-
gimen procesal penal anterior, podrán aplicar, 
en la medida permitida por el Art. 44 del Códi-
go Procesal Penal, los Arts. 2do., 6to., 7mo., 
8vo., 9no. y concordantes, de la Ley 1444/99. 

 
Art. 36  Remisión de Expedientes: Las causas que no 

pudiesen concluirse en sede de los Juzgados de 
Paz, serán remitidas a los Jueces Penales para la 
sustanciación del estado plenario. La asignación 
de expedientes se hará conforme con el meca-
nismo aleatorio de distribución de causas. 

 
Capítulo VIII 

Juez de Instrucción 
 

Art. 37  Inventario y distribución: La Superintenden-
cia General de Justicia, a partir del día 15 de 
Febrero del año 2000, realizará inventario de las 
causas, presentaciones, cuerpo e instrumentos 
del delito, y Libros obrantes en el Juzgado de 
Instrucción de la ciudad de Filadelfia, Dpto. de 
Boquerón. Bajo constancia, serán entregados al 
Juez de Paz de dicha localidad, los expedientes 
que conforme con la Ley 1444/99, puedan con-
cluirse ante dicha magistratura. Los demás ex-
pedientes serán distribuidos proporcionalmente 
a los Jueces Penales de Asunción responsables 
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de la conclusión de los procesos iniciados con-
forme con el Código de Procedimientos Penales 
de 1890. El listado de distribución será exhibi-
do en el local del Juzgado de Instrucción de la 
ciudad de Filadelfia. El personal administrativo 
pasará a disposición del Juzgado de Paz, ínterin 
sea nombrado un Juez Penal para dicha locali-
dad. 

 
Art. 2°  Anótese, regístrese y notifíquese. 



LEGISLACIÓN COMPLEMENTARIA 

 374 



CÓDIGO PROCESAL PENAL CONCORDADO 

 375 

RESOLUCIÓN N° 685/2000 
 

Asunción, 21 de febrero de 2000 
 

 VISTA: La Acordada N°  154 dictada por la Corte Su-
prema de Justicia en fecha 21 de Febrero de 2000; y 
 

C O N S I D E R A N D O : 
 

 La necesidad de organizar el soporte informático que 
servirá de base a la distribución de causas en la implementación 
del nuevo sistema penal, la 

 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA 

 
RESUELVE: 

 
Art. 1° Aprobar el Reglamento para la Oficina de Dis-

tribución de Causas con el Anexo N° 1, cuyo 
texto es como sigue: 

 
REGLAMENTO PARA LA OFICINA DE DISTRIBU-

CIÓN DE CAUSAS 
 

Art. 1° Objeto. La Oficina de Distribución de Causas 
tendrá por objeto recibir, registrar y distribuir 
las peticiones, actos y diligencias que el Minis-
terio Público o las partes, hagan llegar a los 
Juzgados Penales. Igualmente llevará en forma 
estandarizada los registros documentales y su-
ministrará soporte informático a los Juzgados. 

 
Art. 2° Funciones. Serán funciones de la Oficina de 

Distribución de Causas la recepción y distribu-
ción de la documentación que conocerán los 
Juzgados Penales. 
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Art. 3° Lugar. La Oficina de Distribución de Causas 
funcionará inicialmente en las siguientes locali-
dades: en la Circunscripción de la Capital, en 
las ciudades de Asunción, Caacupé y Paraguarí; 
en la Circunscripción de Alto Paraná y Canen-
diyú, en Ciudad del Este; en la Circunscripción 
de Concepción, en la ciudad de Concepción; en 
la Circunscripción de Itapúa, en la ciudad de 
Encarnación; en la Circunscripción de Amam-
bay, en la ciudad de Pedro Juan Caballero; en la 
Circunscripción de Guairá y Caazapá, en la ciu-
dad de Villarrica; en la Circunscripción de Caa-
guazú y San Pedro, en la ciudad de Coronel 
Oviedo. 

 
Art. 4° Excepción. En las localidades donde existan 

uno o dos Juzgados Penales, las funciones que 
corresponden a la Oficina de Distribución de 
Causas serán ejercidas por las Secretarías de 
aquéllos. 

 
Art. 5° Evidencias. Las evidencias serán ingresadas 

directamente en los Depósitos Judiciales. Éstos 
deberán remitir inmediatamente un informe a la 
Oficina de Distribución de Causas, individuali-
zando en cada caso la evidencia por su natura-
leza y la circunstancia de ser o no perecedera, a 
los efectos de la ponderación prevista en el 
apartado 2 del art. 8°. 

 
Art. 6° Ingreso. Los actos y diligencias podrán ingre-

sar a la Oficina de Distribución de Causas, por 
las siguientes vías: 
a) De las víctimas o sus representantes, por 

querella autónoma o adhesiva; 
b) Del Ministerio Público; 
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c) De los Juzgados Penales excusados, recu-
sados o con otro impedimento para actuar 
en la causa; 

d) De los Juzgados de Paz. 
 
Art. 7° Códigos de Identificación. Las causas tendrán 

un código de identificación único asignado por 
la Oficina de Distribución de Causas o por el 
Ministerio Público. Teniendo en cuenta el órga-
no interviniente: 
a) Los Juzgados Penales tendrán el tipo de in-

greso 1; 
b) El Ministerio Público tendrá el tipo de in-

greso 2; 
c) Los Juzgados de Paz tendrán el tipo de in-

greso 3. 
El Código de identificación único se conforma-
rá de la siguiente manera: 
a) Número de Circunscripción Judicial (2 dígi-

tos); 
b) Código de la Jurisdicción Penal (2 dígitos); 
c) Código atendiendo al origen de la causa (2 

dígitos): 
1. Policía Nacional; 
2. Ministerio Público; 
3. Oficina de Distribución de Causas del 

Poder Judicial; 
4. Juzgados de Paz. 

d) Número de dependencia donde se originó la 
causa (5 dígitos); 

e) Año de ingreso de la causa (4 dígitos); 
f) Número secuencial de ingreso (6 o más dí-

gitos). Cuando el origen de la causa sea la 
Policía Nacional, el número será el del par-
te policial. En los demás casos, será la Ofi-
cina de Distribución de Causas o el Minis-
terio Público el que asigne el número corre-
lativo. 
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Este Código único permitirá identificar la causa 
a lo largo de su tramitación por las distintas ins-
tancias. 
 

Art. 8° Procedimiento. Se asignará un registro de cau-
sa y de identificación únicos a través de los si-
guientes procedimientos: 

 1. Registro de la causa y asignación del códi-
go de identificación único 
Tipo de ingreso 1: 

 Para los Juzgados Penales, se registrarán los 
datos básicos contenidos en el formulario de 
Ingreso de Causas Penales. El sistema generará 
el código de identificación único y asignará el 
juzgado ante el cual se tramitará la causa. 

 Tipo de ingreso 2: 
 El Ministerio Público remitirá la información 

requerida para el ingreso y reparto de la causa 
en un formulario preestablecido, en el cual se 
consignarán todos los datos necesarios para el 
registro de aquélla en el sistema. Estas causas 
estarán ya provistas del código de identificación 
único, por lo que el sistema se limitará a asignar 
los juzgados a los que serán remitidas. 

 Tipo de ingreso 3: 
 Los Juzgados de Paz remitirán la información 

requerida para el ingreso y reparto de la causa 
en un formulario preestablecido, en el que se 
consignarán todos los datos necesarios para el 
registro de aquélla en el sistema. Estas causas 
ya estarán provistas del código de identificación 
único, por lo que el sistema se limitará a asignar 
los juzgados a los que serán remitidas. 

  
2. Asignación del juzgado que entenderá en 
la causa 

 Una vez recibidos los datos se procederá a la 
asignación del Juzgado que entenderá en la cau-
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sa, mediante un criterio de distribución consis-
tente en la puntuación de las causas en base a 
los siguientes datos: 
• Objeto de la causa; 
• Número de imputados y situación de los 

mismos (privados o no de libertad); 
• Número de testigos; 
• Clase de evidencia presentada. 
Se asignará a las causas un puntaje en función 
de los datos mencionados en el párrafo anterior. 
A los efectos de calcular la puntuación, se utili-
zarán las siguientes pautas: 
• En los casos en que esté prevista la pena 

privativa de libertad, se sumarán los años de 
pena máxima, el número de imputados, se 
agregarán dos puntos por cada imputado re-
cluido, y finalmente se sumará una cantidad 
adicional si la evidencia presentada es pere-
cedera. 

• En los casos en que la pena prevista sea de 
multa, el cálculo de la puntuación será so-
bre la base de una constante, asignándole a 
todas las causas dos puntos. 

Una vez obtenida la puntuación de la causa in-
gresada, el sistema recorrerá los Juzgados dis-
ponibles para la asignación (descontando de la 
lista los Juzgados de Guardia), escogiendo el 
que tenga menor puntuación acumulada hasta el 
momento. Como consecuencia de la asignación, 
se sumará el puntaje de la causa ingresada, in-
crementando así la puntuación acumulada del 
Juzgado asignado. 
 

Art. 9° Emisión de constancia de entrada. Procesados 
los datos y asignado el Juzgado Penal que en-
tenderá la causa, se imprimirá una constancia de 
ingreso que contendrá los siguientes datos: 
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• Código de Identificación Único de la causa; 
• Fecha y hora de ingreso de la causa al Po-

der Judicial; 
• Carátula de la causa ingresada; 
• Juzgado Penal que ha sido asignado para 

entender la causa. 
La documentación recibida en el ingreso será 
clasificada y remitida de forma inmediata al 
Juzgado asignado, bajo recibo. 
 

Art. 10  Impedimentos. En los casos de excusación, 
recusación u otro impedimento, la documenta-
ción será devuelta a la Oficina de Distribución 
de Causas por parte del Juzgado impedido; pro-
cediéndose a descontar del mismo la puntuación 
previamente asignada y a asignar la causa a otro 
Juzgado mediante el procedimiento utilizado 
para el ingreso de causas nuevas. 

 
Art. 11 Integración de la Oficina de Distribución de 

Causas. Funciones. La Oficina de Distribución 
de Causas estará integrada por Recepcionis-
ta/Operadores y Auxiliares, cuyo número estará 
en relación con la cantidad de Juzgados de la 
localidad. 

 Serán funciones del Recepcionista/Operador: 
a) Recibir la documentación; 
b) Introducir los datos al Sistema; 
c) Imprimir la constancia de ingreso; 
d) Evacuar las consultas efectuadas por los in-

teresados. 
Serán funciones del Auxiliar: 
a) Ordenar y clasificar la documentación reci-

bida; 
b) Distribuir la documentación de las causas 

ingresadas a los Juzgados asignados; 
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c) Mantener actualizado los cuadernos de re-
cibo. 

 
Art. 2° ANÓTESE, publíquese, regístrese y notifíque-

se. 
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ACORDADA N° 155/2000 
 

QUE DISPONE LA DISTRIBUCIÓN DE EXPEDIENTES  
EN LA JURISDICCIÓN PENAL 

 
 En la ciudad de Asunción, Capital de la República del 
Paraguay, a los veintiún días del mes de febrero de dos mil, 
siendo las 12:00 horas, estando reunidos en la Sala de Acuerdos 
de la Corte Suprema de Justicia, el Excmo. Señor Presidente Dr. 
Carlos Fernández Gadea, y los Exmos. Señores Ministros Doc-
tores Jerónimo Irala Burgos, Bonifacio Ríos Ávalos, Elixeno 
Ayala, Luis Lezcano Claude, Felipe Santiago Paredes, Wildo 
Rienzi Galeano, Raúl Sapena Brugada y Enrique Sosa Elizeche, 
por ante mí, la Secretaria autorizante; 

 
DIJERON: 

 
 Que, la próxima entrada en vigencia plena del Código 
Procesal Penal, de conformidad con las disposiciones de la Ley 
No. 1444/99, exige dictar las normas reglamentarias concer-
nientes a la distribución de las causas iniciadas conforme con el 
Código de Procedimientos Penales de 1890. 
  

Por tanto, en uso de sus atribuciones, la 
 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA 
 

ACUERDA: 
 
Art. 1° Distribuir los expedientes de las causas inicia-

das bajo la vigencia del Código de Procedi-
mientos Penales de 1890 entre los Juzgados Pe-
nales de Liquidación y Sentencia, de conformi-
dad con el siguiente esquema: 
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N° 
Juz. 

Jueces  
Liquidación 

N° 
Sec 

Exp. Pro-
pios de 
cada Juez 
de Liquida-
ción 

Exp. de Juz-
gados, ahora 
de garantías, 
que heredan 
los Jueces de 
Liquidación 

N° 
Sec
. 

Exp. 
Ortíz 
y 
Arias 
redis-
tribui-
dos 

Total de 
expe-
dientes 
a reci-
bir 

1 Juan Carlos 
Paredes B 
(Itinerante) 

11 
12 

2.286 1.069 (del 13° 
T anterior) 

25 
26 

+ 645 4.000 

2 Jorge Boga-
rín (3° T 
anterior) 

5 
6 

770 1.153 (del 12° 
T anterior) 

23 
24 

+ 
2.077 

4.000 

3 Rubén Dario 
Frutos (4° T 
anterior) 

7 
8 

865 2.416 (del 9° T 
anterior) 

17 
18 

+ 719 4.000 

4 Carlos Ortíz 
Barrios (8° T 
anterior)  

15 
16 

6.653 2.618 (del 5° T 
anterior) 

9 
10 

 4.085 

5 Waldir 
Servín (11° 
T anterior) 

21 
22 

1.649 669 (del 2° T 
anterior) 

3 
4 

+ 
1.682 

4.000 

6 Arnulfo Arias 
(10° T 
anterior) 

19 
20 

4.304 1.161 (del 1° T 
anterior) 

1 
2 

 4.000 

7 Hugo López 
(7° T ante-
rior) 

13 
14 

2.472 1.528  + 
1.465 
(Arias
) 
+ 63 
(Ortíz) 

4.000 

 
 
Art. 2° Anótese, regístrese y notifíquese. 
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ACORDADA N° 156/2000 
 

QUE DISPONE LA DISTRIBUCIÓN DE EXPEDIENTES 
EN LA JURISDICCIÓN PENAL 

 
 En la ciudad de Asunción, Capital de la República del 
Paraguay, a los veinticinco días del mes de febrero de dos mil, 
siendo las 11:30 horas, estando reunidos en la Sala de Acuerdos 
de la Corte Suprema de Justicia, el Excmo. Señor Presidente Dr. 
Carlos Fernández Gadea, y los Excmos. Señores Ministros Doc-
tores Jerónimo Irala Burgos, Bonifacio Ríos Ávalos, Elixeno 
Ayala, Luis Lezcano Claude, Felipe Santiago Paredes, Wildo 
Rienzi Galeano, Raúl Sapena Brugada y Enrique Sosa Elizeche, 
por ante mí, la Secretaria autorizante; 

 
DIJERON: 

 
 Que, por Acordada N° 155 del 21 de Febrero de 2000 
esta Corte dispuso la distribución de expedientes en la jurisdic-
ción penal, de las causas iniciadas conforme con el Código de 
Procedimientos Penales de 1890.  
 Que en la mencionada Acordada se advierte que el Juez 
Carlos Ortíz Barrios (8° Turno anterior) cuenta con 6.653 expe-
dientes, sin embargo del último informe de la Oficina de Depu-
ración de Causas Penales surge que cuenta con 2.608 expedien-
tes. Igualmente se dispuso que el Juez Waldir Servín entenderá 
en los expedientes de los Juzgados del 12° y 2° Turnos (ante-
rior) respectivamente. 
 Que sobre la base de lo expuesto corresponde realizar 
una redistribución de los mencionados expedientes. 

Por tanto, en uso de sus atribuciones, la 
 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA 
ACUERDA: 

 
Art. 1° Modificar la distribución de las causas iniciadas 

bajo la vigencia del Código de Procedimientos 
Penales de 1890 entre los Juzgados Penales de 
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Liquidación y Sentencia, de conformidad con el 
siguiente esquema: 

 
N° 

Juz
. 

Jueces  
Liquida-
ción 

N° 
Sec. 

Exp. Propios 
de cada Juez 
de Liquida-
ción 

Expedientes de 
Juzgados, ahora 
de Garantías, que 
heredan los 
Jueces de Liqui-
dación 

N° 
Sec
. 

Total de 
expedien-
tes a 
recibir 

1 Juan 
Carlos 
Paredes 
(Itineran-
te) 

11 
12 

2.286 1.069 (13° T) 25 
26 

3.355 

2 Jorge 
Bogarín 
(3° T. 
Anterior) 

5 
6 

770 2.416 (9° T) 23 
24 

3.186 

3 Rubén 
Dario 
Frutos (4° 
T. ante-
rior) 

7 
8 

865 2.618 (5° T) 17 
18 

3.483 

4 Carlos 
Ortíz 
Barrios 
(8° T. 
anterior)  

15 
16 

2.608 669 (2° T) 9 
10 

3.277 

5 Waldir 
Servín 
(11° T. 
Anterior) 

21 
22 

1.649 1.153 (12° T) 3 
4 

2.802 

6 Arnulfo 
Arias (10° 
T. Ante-
rior) 

19 
20 

4.304 ------------------- -----
- 
 

4.304 

7 Hugo 
López (7° 
T. Ante-
rior) 

13 
14 

2.472 1.161 (1° T) 1 
2 

3.633 

 
 
Art. 2° Anótese, regístrese y notifíquese. 
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ACORDADA N° 157/2000 
 

QUE DISPONE LA DISTRIBUCIÓN DE EXPEDIENTES  
EN LA JURISDICCIÓN PENAL ENTRE JUECES PENALES 
DE LIQUIDACIÓN Y SENTENCIA EN EL INTERIOR DE 

LA REPÚBLICA 
 
 En la ciudad de Asunción, Capital de la República del 
Paraguay, a los dos días del mes de marzo de dos mil, siendo las 
11 y 30 horas, estando reunidos en la Sala de Acuerdos de la 
Corte Suprema de Justicia, el Excmo. Señor Presidente Dr. Car-
los Fernández Gadea, y los Excmos. Señores Ministros Docto-
res Jerónimo Irala Burgos, Bonifacio Ríos Ávalos, Elixeno 
Ayala, Luis Lezcano Claude, Felipe Santiago Paredes, Wildo 
Rienzi Galeano, Raúl Sapena Brugada y Enrique Sosa Elizeche, 
por ante mí, la Secretaria autorizante; 

 
DIJERON: 

 
 Que, la entrada en vigencia plena del Código Procesal 
Penal, de conformidad con las disposiciones de la Ley No. 
1444/99, exige dictar normas reglamentarias concernientes a la 
distribución de las causas iniciadas conforme con el Código de 
Procedimientos Penales de 1890. 
 
 Que por Decretos N° 586 y 587 de fecha 24 de febrero 
de 2000, la Corte Suprema de Justicia designó a los Jueces Pe-
nales de Garantía y de Liquidación y Sentencia respectivamen-
te, que ejercerán funciones en el interior de la República. 
  

Por tanto, en uso de sus atribuciones, la 
 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA 
ACUERDA: 

 
Art. 1° Distribuir los expedientes de las causas inicia-

das bajo la vigencia del Código de Procedi-
mientos Penales de 1890 entre los Juzgados Pe-
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nales de Liquidación y Sentencia del interior de 
la República, de la siguiente manera: 

 
LUQUE 

 
A) El Juez de Liquidación y Sentencia, Abog. María Marciani-

ta Cardozo de Velázquez, además de entender en los proce-
sos iniciados en su Juzgado, entenderá en los procesos que 
se tramitan en el Juzgado de Primera Instancia en lo Crimi-
nal del Segundo Turno (anterior). 

 
LAMBARÉ 

 
A) El Juez de Liquidación y Sentencia, Abog. Luis María Yar-

yes Ruiz, además de entender en los procesos iniciados en 
su Juzgado, entenderá en los procesos que se tramitan en el 
Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del Segundo 
Turno (anterior). 

  
SAN LORENZO 

 
A) El Juez de Liquidación y Sentencia N° 1, Dr. Víctor Núñez 

Rodríguez, además de entender en los procesos iniciados en 
su Juzgado, entenderá en los procesos que se tramitan en el 
Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del Tercer 
Turno (anterior), Secretaría N° 5. 

B) El Juez de Liquidación y Sentencia N° 2, Abog. Antonio 
Ocampos Carballo, además de entender en los procesos ini-
ciado en su Juzgado, entenderá en los procesos que se tra-
mitan en el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del 
Tercer Turno (anterior), Secretaría N° 6. 

 
CAACUPÉ 

 
A) El Juez de Liquidación y Sentencia, Abog. Feliciano Bri-

zuela, además de entender en los procesos iniciados en su 
Juzgado, entenderá en los procesos que se tramitan en el 
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Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del Segundo 
Turno (anterior). 

 
CIUDAD DEL ESTE 

 
A) El Juez de Liquidación y Sentencia N° 1, Abog. Víctor Raúl 

Benítez, además de entender en los procesos iniciados en su 
Juzgado, entenderá en los procesos que se tramitan en los 
Juzgados de Primera Instancia en lo Criminal del Segundo y 
Tercer Turnos (anteriores) respectivamente, así como el 
Sexto Turno (anterior), Secretaría N° 11. 

B) El Juez de Liquidación y Sentencia N° 2, Abog. Miguel 
Melitón Ferreira, además de entender en los procesos ini-
ciados en su Juzgado, entenderá en los procesos iniciados 
en los Juzgados de Primera Instancia en lo Criminal del 
Primer y Cuarto Turnos (anteriores) respectivamente, así 
como el Sexto Turno (anterior), Secretaría N° 12. 

 
PEDRO JUAN CABALLERO 

 
A) El Juez de Liquidación y Sentencia N° 1, Abog. Bernardo 

Villalba Cardozo, además de entender en los procesos ini-
ciados en su Juzgado, entenderá en los procesos que se tra-
mitan en el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del 
Tercer Turno (anterior), Secretaría N° 5. 

B) El Juez de Liquidación y Sentencia N° 2, Abog. Víctor 
Medina Silva, además de entender en los procesos iniciados 
en su Juzgado, entenderá en los procesos que se tramitan en 
el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del Tercer 
Turno, Secretaría N° 6. 

 
CONCEPCIÓN 

 
A) El Juez de Liquidación y Sentencia, Abog. Ramón Angel de 

la Cruz Martínez Caimén, además de entender en los proce-
sos iniciados en su Juzgado, entenderá en los procesos que 
se tramitan en el Juzgado de Primera Instancia en lo Crimi-
nal del Primer Turno (anterior). 
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ENCARNACIÓN 
 

A) El Juez de Liquidación y Sentencia N° 1, Abog. Luis Alber-
to García Cabrera, además de entender en los procesos ini-
ciados en su Juzgado, entenderá en los procesos que se tra-
mitan en el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del 
Tercer Turno (anterior). 

B) El Juez de Liquidación y Sentencia N° 2, Abog. Guillermo 
Adalberto Skanata, además de entender en los procesos en 
su Juzgado, entenderá en los procesos que se tramitan en el 
Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del Cuarto 
Turno (anterior). 

 
VILLARRICA 

 
A) El Juez de Liquidación y Sentencia, Abog. Norma Angélica 

Jara de Benítez, además de entender en los procesos inicia-
dos en su Juzgado, entenderá en los procesos que se trami-
tan en el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del 
Segundo Turno (anterior). 

 
CORONEL OVIEDO 

 
A) El Juez de Liquidación y Sentencia, Abog. Guido Ramón 

Melgarejo, además de entender en los procesos iniciados en 
su Juzgado, entenderá en los procesos que se tramitan en los 
Juzgados de Primera Instancia en lo Criminal del Segundo 
Turno (anterior). 

B) La Juez Itinerante, Abog. Nunila Recalde, seguirá enten-
diendo en los procesos que se tramitan en el Juzgado de 
Primera Instancia en lo Criminal del Primer Turno (ante-
rior). 

 
Art. 2°   Los mencionados expedientes se entregará bajo 

recibo, y en forma inmediata. 
 
Art. 3°   ANÓTESE, regístrese y notifíquese.- 
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ACORDADA N° 160/2000 
 
 En la ciudad de Asunción, Capital de la República del 
Paraguay, a los nueve días del mes de marzo de dos mil, siendo 
las 12.30 horas, estando reunidos en la Sala de Acuerdos de la 
Corte Suprema de Justicia, el Excmo. Señor Presidente Dr. Car-
los Fernández Gadea, y los Excmos. Señores Ministros Jeróni-
mo Irala Burgos, Bonifacio Ríos Ávalos, Elixeno Ayala, Luis 
Lezcano Claude, Felipe Santiago Paredes, Raúl Sapena Brugada 
y Enrique A. Sosa Elizeche, por ante mí, la Secretaria autori-
zante: 

 
DIJERON: 

 
 Que el art. 438, Título VI, de la Ley N° 1286/98, Código 
Procesal Penal, establece que la Corte Suprema de Justicia, previo 
llamado a concurso de méritos, procederá a elaborar una lista de 
peritos conocedores de las culturas indígenas de nuestro país, 
preferentemente antropólogos, para ejercer funciones de asesoría 
técnica en el procedimiento para los hechos punibles relacionados 
con pueblos indígenas. 

Que es necesario reglamentar dicha disposición, con el fin 
de garantizar el procedimiento, de conformidad con los artículos 
arts. 3°, inciso b), 4°, 23 y 27 de la Ley N° 609/95. 
 Por tanto, en uso de las facultades previstas en la Ley 
Nº 879/81, art. 29, inciso o), la  
 
                      CORTE SUPREMA DE JUSTICIA 

ACUERDA: 
 

Art. 1º Establecer un concurso abierto para acceder a la 
matrícula de perito experto en culturas indigenas, de conformi-
dad con el art. 438 de la Ley N° 1286/98. La Corte Suprema de 
Justicia habilitará un registro permanente para su matriculación. 
Los peritos tendrán competencia en todo el territorio nacional. 

 
Art. 2°  Son requisitos para concursar: 
a) Mayoría de edad. 
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b) Título universitario, de cualquier Universidad de la 
República o del extranjero -debidamente convalida-
do-, acompañado del certificado de estudios respec-
tivo. 

c) Acreditar buena conducta con los certificados de 
antecedentes policiales y judiciales. 

 
Art. 3° Podrán matricularse como Peritos Expertos en 

Pueblos Indígenas las personas que acrediten los requisitos y 
calificaciones exigidos en el Anexo de la presente Acordada. 
 

Art. 4° La Corte podrá examinar, si considera necesa-
rio, a los peritos que solicitan su matriculación en el Registro. 
Para hacerlo, podrá requerir el concurso de organismos públicos 
y/o privados. 
 

Art. 5° Rigen para los Peritos Expertos en Pueblos In-
dígenas el mismo procedimiento para su nombramiento judicial, 
así como las causales de excusación y recusación establecidos 
para los demás peritos. 
 

Art. 6º Anótese, regístrese y publíquese. 
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                                              ANEXO 
 

Criterios para la Acreditación de Peritos Expertos en Pueblos 
Indígenas 

 
1. Las personas que deseen matricularse en el Registro de 

Peritos Expertos en Pueblos Indígenas, deberán reunir los 
siguientes requisitos: 

 
a. Formación profesional universitaria (acreditada con la 

presentación de copia autenticada del Título Profesional 
Universitario y el certificado de estudios respectivo): Se de-
fine como el grado académico de licenciatura, o equivalen-
te, alcanzado por el postulante en una institución universita-
ria. Este requisito es de carácter excluyente. 

 
Título Profesional Universita-

rio 
Puntos 

Antropología 
Sociología, Historia, Psicología 
Social, Filosofía, Ciencias Jurí-
dicas. 
Otras Ciencias Sociales 
Otras Ciencias 

8 
6 
4 
2 

 
En el caso en que el postulante cuente con más de un tí-

tulo profesional universitario, se acumularán sus puntos hasta 
un máximo de diez.  
 
b. Experiencia de campo en comunidades indígenas:  

Se define como los trabajos desarrollados en las comu-
nidades indígenas. Se acreditará con la constancia laboral res-
pectiva expedida por la organización para la cual trabajó. Se le 
asignará un valor de un punto por cada año de experiencia acre-
ditada, hasta un máximo de cinco puntos. 
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c. Estudios especializados en la materia:  
Son los estudios de carácter académico (post-grados, 

congresos, seminarios, conferencias, foros), cursados por los 
postulantes, que no sean equivalentes a Licenciaturas, Maestrías 
y/o Doctorados. Se acreditará con la copia autenticada de los 
certificados expedidos por las instituciones en las que se reali-
zaron los estudios. Se puntuará con valor de 1 (un) punto por 
cada treinta horas de estudios, hasta un máximo posible de 5 
(cinco) puntos. 

Las maestrías y los doctorados constituirán directamen-
te un punto adicional, siempre dentro del límite máximo de 
cinco puntos señalado en el párrafo anterior. 
 
d. Investigaciones y Publicaciones en la materia:  

Se asignará un punto por cada investigación o publica-
ción realizada por el postulante a la matrícula, hasta un máximo 
de 3 puntos. 
 
e. Conocimiento del guaraní y de otros idiomas indígenas:  

Se atribuirá un punto por el conocimiento del idioma 
guaraní; y un punto por el conocimiento de otros idiomas indí-
genas. 
 
2. Ingresarán al Registro de Peritos Expertos en Pueblos Indí-

genas todas las personas que acumulen un puntaje mínimo 
de 12 (doce) puntos. 

 
3. Anótese, regístrese y publíquese. 
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ACORDADA N° 208/2000 
 

"QUE CREA LA OFICINA ADMINISTRATIVA DE CO-
ORDINACIÓN Y APOYO GENERAL AL  

SISTEMA PENAL " 
 

En la ciudad de Asunción, Capital de la República del 
Paraguay, a los veintinueve días del mes de marzo de dos mil 
uno, siendo las 11:30 horas, estando reunidos en la Sala de 
Acuerdos de la Corte Suprema de Justicia, el Excmo. Señor 
Presidente Dr. Raúl Sapena Brugada y los Exmos. Señores 
Ministros Doctores Elixeno Ayala, Carlos Fernández Gadea, 
Jerónimo Irala Burgos, Luis Lezcano Claude, Bonifacio Ríos 
Ávalos, Felipe Santiago Paredes, Wildo Rienzi Galeano y 
Enrique Sosa Elizeche, por ante mí, la Secretaria autorizante; 
 

DIJERON 
 

Que, la entrada en vigencia plena del Código Procesal 
Penal el pasado 1° de marzo del 2000, introduce un cambio 
radical en el proceso penal paraguayo, pasando del sistema in-
quisitivo escrito al acusatorio oral, lo cual representa una forma 
distinta de administrar justicia penal. 

 
Que, de conformidad con la política instaurada por la 

Corte Suprema de Justicia en la materia y bajo la coordinación 
de la Oficina Técnica para la Implementación de la Reforma 
Penal y la Dirección de Recursos Humanos, se llevaron a cabo 
talleres diversos con participación de representantes de todas las 
Circunscripciones Judiciales, cuyo resultado fue un modelo 
organizacional que responde a los requerimientos de la reforma 
penal. 

 
Que, para la implementación del nuevo modelo se re-

quiere una estructura administrativa de apoyo a los órganos 
jurisdiccionales. 

 
Que, la Corte Suprema de Justicia tiene atribuciones pa-

ra dictar todos los actos que sean necesarios para la mejor orga-
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nización y eficiencia de la administración de justicia, de con-
formidad con lo dispuesto por el art. 3° inc. b) de la Ley N° 
609/95 Que organiza la Corte Suprema de Justicia; 
 
 POR TANTO, en uso de sus atribuciones, la 

 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA 

 
A C U E R D A : 

 
Art. 1°. Crear la Oficina Administrativa de Coordinación y 

Apoyo General al Sistema Penal, la cual tendrá como 
objetivo armonizar y centralizar las actividades de to-
das las Oficinas Administrativas de Apoyo al Sistema 
Penal, haciendo seguimiento y encauzando sus reque-
rimientos y necesidades.  

 
Art. 2°. La Oficina recibirá directrices de la Sala Penal de la 

Corte Suprema de Justicia en lo que concierne a polí-
ticas institucionales y acciones operativas para la con-
secución de sus objetivos, sin perjuicio de la autono-
mía de gestión necesaria para el cumplimiento de sus 
funciones. 

 
Art. 3°. La Oficina estará integrada por un Coordinador Gene-

ral y por el Personal Auxiliar necesario. Tendrá com-
petencia en todo el territorio de la República y tendrá 
su sede en la ciudad de Asunción. 

 
Art. 4°. Para ser Coordinador General se requiere: título de 

abogado, especialista en administración pública o ju-
dicial o área afín, preferentemente con experiencia en 
el desempeño de la función judicial, de buen compor-
tamiento cívico y demostrada capacidad de gerencia-
miento. Será designado por la Corte Suprema de Jus-
ticia a propuesta de la Sala Penal. 
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Art. 5°.  La Oficina ajustará sus actividades a las normas de 
procedimiento establecidas en las Leyes, Acordadas y 
demás disposiciones emanadas de la Corte Suprema 
de Justicia. 

 
Art. 6°. Son atribuciones de la Oficina Administrativa de Coor-

dinación y Apoyo General al Sistema Penal: 
a) Supervisar y coordinar las actividades de todas las 

Oficinas Administrativas creadas para la 
Implementación del Sistema Penal; 

b) Realizar periódicamente diagnósticos del 
funcionamiento y de las necesidades de las 
oficinas vinculadas a esta Coordinación, elaborar 
propuestas y elevarlas a la Sala Penal de la Corte 
Suprema de Justicia; 

c) Coordinar con los Presidentes de las 
Circunscripciones Judiciales del Interior de la 
República, las acciones y gestiones necesarias 
para el eficaz funcionamiento de las oficinas 
regionales; 

d) Recepcionar, evaluar y, en su caso, recomendar la 
adopción de determinadas medidas, atendiendo a 
peticiones remitidas por los magistrados; 

e) Otras actividades necesarias para el cumplimiento 
de sus fines, en base a recomendaciones de la Sala 
Penal de la Corte, el Consejo de Superintendencia 
y la Oficina Técnica para la Implementación de la 
Reforma del Sistema Penal. 

 
Art. 7°.  La Oficina Técnica para la Implementación de la Re-

forma del Sistema Penal ejercerá, en el contexto glo-
bal de la política de transición, funciones de dirección, 
fiscalización y consulta técnica respecto de la Oficina 
Administrativa de Coordinación y Apoyo, a fin de 
asegurar el cumplimiento de sus funciones. 

 
Art. 8°.  Anótese, regístrese y notífiquese. 
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ACORDADA N° 165/00 
 

En la ciudad de Asunción, capital de la República del 
Paraguay a los seis días del mes de abril del año dos mil, siendo 
las 12:00 horas, estando reunidos en la Sala de Acuerdos de la 
Corte Suprema de Justicia, el Excmo. Señor Presidente Dr. 
Carlos Fernández Gadea y los Excmos. Señores Ministros 
Doctores Jerónimo Irala Burgos, Bonifacio Ríos Avalos, 
Elixeno Ayala, Luis Lezcano Claude, Felipe Santiago Paredes, 
Raúl Sapena Brugada, Wildo Rienzi Galeano y Enrique 
Antonio Sosa Elizeche,  ante mí, la Secretaria autorizante; 
 

D I J E R O N : 
 
 Que por Acordada N° 132 del 24 de marzo de 1988 la 
Corte dispuso que en las causas criminales en las que tenga 
intervención la Defensa Pública, los autos respectivos radiquen 
ante la Secretaría de dicho Ministerio, recientemente creado en 
las Circunscripciones Judiciales de Concepción y Ciudad Presi-
dente Stroessner, respectivamente. 
 
 Que el art. 186 de la Ley N° 879/81 “Código de Orga-
nización Judicial”, dispone que los Secretarios son los jefes de 
sus respectivas oficinas y tienen la obligación de refrendar las 
actuaciones y resoluciones expedidas por los Jueces y Tribuna-
les, así como custodiar los documentos y expedientes que tuvie-
ren a su cargo, siendo responsables de su pérdida, uso indebido, 
mutilación o deterioro. 
 
 Que a fin de garantizar los principios de igualdad e 
imparcialidad en el proceso corresponde derogar la mencionada 
Acordada. 
 
 Que igualmente se precisa que los únicos funcionarios 
autorizados a refrendar resoluciones y actuaciones judiciales 
son los Secretarios de Juzgados o Tribunales. 
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 Por tanto, en uso de sus atribuciones, la  
 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA 
ACUERDA: 

 
ART. 1°: DEROGAR la Acordada N° 132 del 24 de marzo de 

1988.- 
 
ART. 2°: PRECISAR que los Secretarios de Juzgados y Tri-

bunales son los únicos funcionarios autorizados por 
la ley a refrendar resoluciones y actuaciones judicia-
les. 

 
ART. 3°: ANÓTESE, regístrese y notifíquese.- 
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ACORDADA N° 171/2000 
 

En la ciudad de Asunción, capital de la República del 
Paraguay a los trece días del mes de marzo del año dos mil, 
siendo las 10:30 horas, estando reunidos en la Sala de Acuerdos 
de la Corte Suprema de Justicia, el Excmo. Señor Presidente Dr. 
Carlos Fernández Gadea y los Excmos. Señores Ministros 
Doctores Jerónimo Irala Burgos, Bonifacio Ríos Avalos, 
Elixeno Ayala, Luis Lezcano Claude, Felipe Santiago Paredes, 
Raúl Sapena Brugada, Wildo Rienzi Galeano y Enrique 
Antonio Sosa Elizeche,  ante mí, la Secretaria autorizante; 
 

D I J E R O N : 
 
 Que por Acordada N°154 del 21 de febrero del 2000 
esta Corte reglamentó la organización judicial transitoria del 
fuero penal. 
 
 Que por Resolución N° 685 del 21 de febrero del 2000 
se reglamentó la Oficina de distribución de causas. 
 
 Que es necesario determinar el mecanismo para la tra-
mitación de oficios o exhortos remitidos a los Jueces Penales. 
 
 Por tanto, en uso de sus atribuciones, la 
 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA 
 

A C U E R D A : 
 

ART. 1°:    La Oficina de Distribución de Causas de la Cir-
cunscripción Judicial respectiva, realizará el sorteo 
de los oficios remitidos a los Jueces Penales y los 
remitirá para su tramitación a los Jueces de Garan-
tía o en su defecto de Liquidación y Sentencia, se-
gún se trate de causas iniciadas conforme con el ac-
tual Código Procesal Penal o con el Código de Pro-
cedimientos Penales de 1890, respectivamente. 
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ART. 2°:  La Oficina de Distribución de Causas de la Circuns-

cripción Judicial de la Capital, realizará el sorteo de 
los exhortos recibidos a los efectos de remitirlos pa-
ra su tramitación al Juez Penal de Liquidación y 
Sentencia. 

 
ART. 3°: ANÓTESE, regístrese, notifíquese. 
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ACORDADA N° 178/00 
 

En la ciudad de Asunción, capital de la República del 
Paraguay a los quince días del mes de junio del año dos mil, 
siendo las 10:30 horas, estando reunidos en la Sala de Acuerdos 
de la Corte Suprema de Justicia, el Excmo. Señor Presidente Dr. 
Carlos Fernández Gadea y los Excmos. Señores Ministros 
Doctores Jerónimo Irala Burgos, Bonifacio Ríos Avalos, 
Elixeno Ayala, Luis Lezcano Claude, Felipe Santiago Paredes, 
Raúl Sapena Brugada, Wildo Rienzi Galeano y Enrique 
Antonio Sosa Elizeche,  ante mí, la Secretaria autorizante; 
 

D I J E R O N : 
 

 Que la necesidad de reglamentar la interpretación en 
caso de ausencia, con permiso de esta Corte, de los miembros 
de Tribunal de Apelación en lo Criminal, y a los efectos de una 
integración automática en los casos de inhibiciones o recusacio-
nes que pudieren darse por diversos motivos, y atendiendo al 
espíritu de las nuevas disposiciones del Nuevo Código Procesal 
Penal, que constriñe el cumplimiento del plazo con sanción 
ficta, en grado de apelación, la Corte Suprema de Justicia 
 

A C U E R D A : 
 

ART. 1°:  DISPONER que en caso de permiso o ausencia jus-
tificada, inhibición o recusación de un Miembro del 
Tribunal de Apelación en lo Criminal, le suceda en 
forma automática, el Presidente del Tribunal de 
Apelación que sigue en orden de turno y a falta o au-
sencia de este, el Vicepresidente o Vocal sucesiva-
mente. 

 
ART. 2°:  ANÓTESE, regístrese, notifíquese. 
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ACORDADA N° 182/00 
 

En la ciudad de Asunción, capital de la República del 
Paraguay a los 3 días del agosto de junio del año dos mil, 
siendo las 10:30 horas, estando reunidos en la Sala de Acuerdos 
de la Corte Suprema de Justicia, el Excmo. Señor Presidente Dr. 
Carlos Fernández Gadea y los Excmos. Señores Ministros 
Doctores, Elixeno Ayala, Jerónimo Irala Burgos, Bonifacio 
Ríos Avalos, , Luis Lezcano Claude, Felipe Santiago Paredes, 
Raúl Sapena Brugada, Wildo Rienzi Galeano y Enrique 
Antonio Sosa Elizeche,  ante mí, la Secretaria autorizante; 
 

D I J E R O N : 
 
 Que el Art. 20 de la Constitución Nacional, establece 
que las penas privativas de libertad tendrán por objeto la re-
adaptación de los condenados y la protección de la sociedad. 
 Que considerando la problemática suscitada por la fuga 
de enfermos mentales procesados con prisión preventiva o con-
denados a pena penitenciaria, es deber de la Corte y del Poder 
Judicial custodiar los derechos constitucionales de todos los 
habitantes de la República, ordenando las medidas que estime 
pertinentes para subsanar las irregularidades que notare en los 
establecimientos correccionales, de conformidad con los arts. 4, 
9,, 247, y concordantes de la Constitución Nacional, y 29, inci-
so II) y 361 del Código de Organización Judicial. 
 Que, por Acordada N° 60 de 1997 se estableció en este 
sentido la medida pertinente, pero limitada a la Capital, siendo 
necesario ampliarla para evitar la remisión de los imputados o 
condenados enfermos al Hospital Neurosiquiátrico, Institución 
que no está en condiciones de atenderlos. 
 Por tanto, en uso de sus atribuciones, la  
 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA 
 

A C U E R D A : 
 



CÓDIGO PROCESAL PENAL CONCORDADO 

 

ART. 1°: AMPLIAR el alcance de la Acordada N° 60 de 1997, 
y establecer que los Magistrados de la Jurisdicción 
Criminal de todo el país, en los casos de prisión pre-
ventiva o condena penitenciaria de enfermos menta-
les, ordenen la reclusión de los mismos en estable-
cimientos especiales destinados a tal efecto. 

 
ART. 2°: DISPONER que hasta tanto se creen dichos estable-

cimientos especiales, los mencionados Magistrados 
ordenen el traslado de los enfermos al pabellón espe-
cial destinado a tal efecto, en la Penitenciaría Nacio-
nal de Tacumbú. 

 
ART. 3°: ANÓTESE, regístrese y comuníquese a los Señores 

Magistrados y al Ministerio de Justicia y Trabajo. 
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ACORDADA N° 208/01 
 
“QUE CREA LA OFICINA ADMINISTRATIVA DE COOR-
DINACIÓN Y  APOYO GENERAL AL SISTEMA PENAL” 

 
 En la ciudad de Asunción, capital de la República del 
Paraguay a los veintinueve días del mes de marzo del año dos 
mil uno, siendo las 11:00 horas, estando reunidos en la Sala de 
Acuerdos de la Corte Suprema de Justicia, el Excmo. Señor 
Presidente Dr. Raúl Sapena Brugada y los Excmos. Señores 
Ministros Doctores Elixeno Ayala, Carlos Fernández Gadea, 
Jerónimo Irala Burgos, Luis Lezcano Claude, Bonifacio Ríos 
Avalos, Felipe Santiago Paredes, Wildo Rienzi Galeano y 
Enrique Antonio Sosa Elizeche,  ante mí, la Secretaria 
autorizante; 
 

D I J E R O N : 
 
 Que, la entrada en vigencia plena del Código Procesal 
Penal el pasado 1º de Marzo del 2000, introduce un cambio 
radical en el proceso penal paraguayo, pasando del sistema in-
quisitivo escrito al acusatorio oral, lo cual representa una forma 
distinta de administrar justicia penal. 
 
 Que, de conformidad con la política instaurada por la 
Corte Suprema de Justicia en la materia y bajo la coordinación 
de la Oficina Técnica para la Implementación de la Reforma 
Penal y la Dirección de Recursos Humanos, se llevaron a cabo 
talleres diversos con participación de representantes de todas las 
Circunscripciones Judiciales, cuyo resultado fue un modelo 
organizacional que responde a los requerimientos de la reforma 
penal. 
 
 Que, para la implementación del nuevo modelo se re-
quiere una estructura administrativa de apoyo a los órganos 
jurisdiccionales. 
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 Que, la Corte Suprema de Justicia tiene atribuciones 
para dictar todos los actos que sean necesarios para la mejor 
organización  y eficiencia de la administración de justicia, de 
conformidad con lo dispuesto por el art. 3º  inc. b) de la Ley Nº 
609/95 que organiza la Corte Suprema de Justicia; 
 
 POR TANTO,  en uso de sus atribuciones, la 
 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA 
 

ACUERDA: 
 
ART. 1º.: Crear la Oficina Administrativa de Coordinación y 

Apoyo General al Sistema Penal, la cual tendrá co-
mo objetivo armonizar y centralizar las actividades 
de todas las Oficinas Administrativas de Apoyo al 
Sistema Penal, haciendo seguimiento y encauzando 
sus requerimientos y necesidades. 

 
ART. 2º.: La Oficina recibirá directrices de la Sala Penal de la 

Corte Suprema de Justicia en lo que concierne a po-
líticas institucionales y acciones operativas para la 
consecución de sus objetivos, sin perjuicio de la au-
tonomía de gestión necesaria para el cumplimiento 
de sus funciones. 

 
ART. 3º.: La Oficina estará integrada por un Coordinador Ge-

neral y por el Personal Auxiliar necesario. Tendrá 
competencia en todo el territorio de la República y 
tendrá su sede en la ciudad de Asunción. 

 
ART. 4º.: Para ser Coordinador General se requiere: Título de 

Abogado, especialista en administración pública o 
judicial o área afín, preferentemente con experiencia 
en el desempeño de la función judicial, de buen 
comportamiento cívico y demostrada capacidad de 
gerenciamiento. Será designado por la Corte Supre-
ma de Justicia a propuesta de la Sala Penal. 
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ART. 5º.: La Oficina ajustará sus actividades a las normas de 

procedimiento establecidas en las Leyes, Acordadas 
y demás disposiciones emanadas de la Corte Supre-
ma de Justicia . 

 
ART. 6º.: Son atribuciones de la Oficina Administrativa de 

Coordinación y Apoyo General al Sistema Penal:  
a) Supervisar  y coordinar las actividades de todas las 

Oficinas Administrativas creadas para la Implemen-
tación del Sistema Penal; 

b) Realizar periódicamente diagnósticos del funcio-
namiento y de las necesidades de las oficinas vincu-
ladas a esta Coordinación, elaborar propuestas y 
elevarlas a la Sala Penal de la Corte Suprema de 
Justicia; 

c) Coordinar con los Presidentes de las Circunscrip-
ciones Judiciales del Interior de la República, las 
acciones y gestiones necesarias para el eficaz fun-
cionamiento de las oficinas regionales; 

d) Recepcionar, evaluar y, en su caso, recomendar la 
adopción de determinadas medidas, atendiendo a 
peticiones remitidas por los Magistrados;  

e) Otras actividades necesarias para el cumplimiento 
de sus fines, en base a recomendaciones de la Sala 
Penal de la Corte, el Consejo de Superintendencia y 
la Oficina Técnica para la Implementación de la 
Reforma del Sistema Penal. 

 
ART. 7º.: La Oficina Técnica para la Implementación de la 

Reforma del Sistema Penal ejercerá, en el contexto 
global de la política de transición, funciones de di-
rección, fiscalización y consulta técnica respecto de 
la Oficina Administrativa de Coordinación y Apoyo, 
a fin de asegurar el cumplimiento de sus funciones. 

 
ART. 8º.: Anótese, regístrese y notifíquese. 
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ACORDADA   N° 209/01  
 

“QUE ORGANIZA LAS OFICINAS DE APOYO DEL SIS-
TEMA PENAL” 

 
  En la ciudad de Asunción, capital de la 
República del Paraguay a los veintinueve días.días del mes 
de marzo del año dos mil uno, siendo las 11:30 horas, 
estando reunidos en la Sala de Acuerdos de la Corte 
Suprema de Justicia, el Excmo. Señor Presidente Dr. Raúl 
Sapena Brugada y los Excmos. Señores Ministros Doctores 
Elixeno Ayala, Carlos Fernández Gadea, Jerónimo Irala 
Burgos, Luis Lezcano Claude, Bonifacio Ríos Avalos, Felipe 
Santiago Paredes, Wildo Rienzi Galeano y Enrique Antonio 
Sosa Elizeche,  ante mí, la Secretaria autorizante; 
 

D      I      J      E      R     O      N 
 
 Que por Acordada N° 208 de fecha 29/03 del 2001, la 
Corte Suprema de Justicia creó la Oficina Administrativa de 
Coordinación y Apoyo General al Sistema Penal, cuya finalidad 
es supervisar y orientar las actividades de las Oficinas Adminis-
trativas de Apoyo al Sistema Penal. 
 
 Que corresponde reglamentar la organización y atribu-
ciones de dichas Oficinas, atendiendo a las recomendaciones 
surgidas en el proceso participativo implementado desde la 
Oficina Técnica para la Implementación de la Reforma Penal y 
la Dirección de Recursos Humanos, de conformidad con la polí-
tica instaurada por la Corte en la materia. 
 
 Que, la Corte Suprema de Justicia tiene atribuciones 
para dictar todos los actos que sean necesarios para la mejor 
organización y eficiencia de la administración de justicia, de 
conformidad con lo dispuesto por el art. 3° inc. b) de la Ley N° 
609/95 Que organiza la Corte Suprema de Justicia;  
 
 Por tanto en uso de sus atribuciones, la 
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CORTE SUPREMA DE JUSTICIA 

A C U E R D A 
 

CAPITULO I 
 

OFICINAS DE APOYO AL SISTEMA PENAL 
 

ART. 1°.: Se consideran Oficinas de Apoyo al Sistema Penal, 
las siguientes: 

1. Oficina de Localización de Personas, Notificación, Ci-
tación y Mensajería. 

2. Oficina Administrativa de Sala de Audiencias. 
3. Secretaría del Tribunal de Sentencia. 
4. Oficina de Depósito Judicial. 
5. Oficinas Regionales de Servicios Generales de Apoyo 

al Sistema Penal. 
 
ART. 2°.: Las denominadas Oficinas de Apoyo al Sistema Pe-
nal tendrán por objeto mejorar el servicio en la justicia penal 
operando en forma conjunta con los Juzgados Penales de Ga-
rantías, Tribunales de Sentencia y Juzgados de Ejecución. 
Las Oficinas de Apoyo al Sistema Penal estarán sujetas jerár-
quicamente al control de la Oficina Administrativa de Coordi-
nación y Apoyo General al Sistema Penal. Sin embargo, entre 
tanto ésta se constituya, estarán a cargo de la Oficina Técnica 
para la Implementación de la Reforma Penal. En las Circuns-
cripciones Judiciales del interior, estas oficinas deberán infor-
mar y elevar propuestas a las Presidencias de la Circunscripcio-
nes correspondientes, a fin de que éstas adopten las medidas 
pertinentes, sin perjuicio de la competencia de la Oficina Admi-
nistrativa de Coordinación y Apoyo General al Sistema Penal. 
 
ART. 3°.: En la Capital las propuestas relativas a relaciones 
interinstitucionales sugeridas por las oficinas de Apoyo al Sis-
tema Penal serán presentadas directamente a la Oficina Admi-
nistrativa de Coordinación y Apoyo General al Sistema Penal, 
la cual estudiará y aprobará las gestiones preliminares con el 
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objeto de elevar la propuesta final a consideración de la Sala 
Penal de la Corte Suprema de Justicia. 
La Sala Penal aprobará dichas propuestas para su ejecución y si 
correspondiere, remitirá las solicitudes correspondientes al 
Consejo de Superintendencia o al pleno de la Corte Suprema de 
Justicia en su caso, para su decisión. 
Es obligación de los Presidentes de las Circunscripciones Judi-
ciales del Interior de la República, estudiar y aprobar en forma 
oportuna las propuestas de relaciones interinstitucionales que 
las Oficinas de Apoyo al Sistema Penal requieran para el cum-
plimiento de sus objetivos en sus respectivas Circunscripciones. 
Los Presidentes de Circunscripciones autorizarán las gestiones 
que para tal efecto fuesen necesarias, darán las instrucciones 
generales pertinentes y firmarán los convenios correspondien-
tes, salvo que se requiriese autorización expresa del Consejo de 
Superintendencia o del pleno de la Corte Suprema de Justicia. 
 
ART. 4°.: El funcionamiento de estas Oficinas estará orientado, 
coordinado y supervisado por la Oficina Administrativa de 
Coordinación y Apoyo General al Sistema Penal. Trabajarán 
armónicamente ajustando sus actividades a las normas de pro-
cedimientos previstas en las leyes existentes y cualquier otra 
norma que se dicte a tal efecto. 
La Oficina Administrativa de Coordinación y Apoyo General al 
Sistema Penal deberá coordinar con los Presidentes de las Cir-
cunscripciones Judiciales las actividades vinculadas al cumpli-
miento de esta disposición en las respectivas circunscripciones. 
 
ART. 5°.: La Dirección General de Administración y Finanzas 
del Poder Judicial tomará las medidas oportunas para proveer a 
las Oficinas de Apoyo al Sistema Penal de los recursos necesa-
rios para el cumplimiento de sus fines. 
 
ART. 6°.:  La Oficina Administrativa de Coordinación y Apoyo 
General al Sistema Penal y los Presidentes de Circunscripciones 
Judiciales del Interior de la República, podrán dictar órdenes 
particulares como modalidad para el cumplimiento de las fun-
ciones establecidas en esta Acordada. 
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ART. 7°.: Los funcionarios de las Oficinas de Apoyo al Siste-
ma Penal, además de cumplir las funciones básicas establecidas 
en el Manual de Funciones aprobado por la Corte Suprema de 
Justicia, estarán obligados a cualquier tarea que le fuera asigna-
da por su superior jerárquico, en el contexto de la finalidad de la 
unidad a la que pertenecen. 
 

CAPITULO II 
OFICINA DE LOCALIZACIÓN DE PERSONA, NOTI-

CACIÓN, CITACIÓN Y MENSAJERÍA 
 

ART. 8°.: La Oficina de Localización de Persona, Notificación, 
Citación y Mensajería, tiene como finalidad localizar y comuni-
car a los sujetos o partes interesadas en el proceso, a sus repre-
sentantes o defensores una resolución judicial u otro acto de 
procedimiento cuyo conocimiento sea necesario. Harán posible 
la comparecencia de testigos, peritos o terceros que deban reali-
zar o presenciar un acto del proceso. 
Recibirán, clasificarán y distribuirán la correspondencia. 
 
ART. 9°.: Esta Oficina ejercerá sus funciones en las siguientes 
localidades: 

1. Circunscripción Judicial de la Capital: Asunción 
2. Circunscripción Judicial de Alto Paraná y Canindeyú: 

Ciudad del Este 
3. Circunscripción Judicial de Caaguazú y San Pedro: Co-

ronel Oviedo 
 
ART. 10°.: Esta Oficina estará a cargo de un Jefe de Operacio-
nes, ujieres, operadores de computadoras y auxiliares, cuyas 
atribuciones estarán previstas en el Manual de Funciones apro-
bado por la Corte Suprema de Justicia. El Jefe de Operaciones 
ejercerá la vigilancia, control, supervisión y distribución del 
trabajo de la Oficina y será el responsable de su funcionamien-
to, debiendo informar periódicamente a la Oficina Administra-
tiva de Coordinación y Apoyo General al Sistema Penal, con 
copia a la Presidencia de la Circunscripción, en su caso. 
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ART. 11°.: Los asuntos se tramitarán en el orden de ingreso, y 
de cada uno se hará el registro correspondiente en los libros 
destinados a tal efecto. 
 

CAPITULO III 
OFICINA DE ADMINISTRACIÓN DE SALA DE AU-

DIENCIAS 
 

ART. 12°.: La Oficina de Administración de Salas de Audien-
cias, tiene como función la organización del espacio físico e 
infraestructura de apoyo necesario para la ágil realización de los 
juicios orales bajo las garantías establecidas en la Constitución 
y la Ley. Para ello deberá operar en forma coordinada con los 
funcionarios del Tribunal correspondiente y con las otras ofici-
nas de apoyo. 
 
ART. 13º.: Esta Oficina ejercerá sus funciones en las siguientes 
localidades: 

1. Circunscripción Judicial de la capital: Asunción 
2. Circunscripción Judicial de Alto Paraná y Caninde-

yú: Ciudad del Este 
3. Circunscripción Judicial Guairá y Caazapá: Villa-

rrica 
4. Circunscripción Judicial de Itapúa: Encarnación 
5.  Circunscripción Judicial de Caaguazú y San Pedro: 

Coronel Oviedo 
6. Circunscripción Judicial Concepción: Concepción 

 
ART. 14º.: Esta Oficina estará a cargo de un jefe de operacio-
nes (encargado) y el personal auxiliar necesario para el buen 
funcionamiento de los servicios, equipos e instalaciones 
 
ART. 15º.: Las solicitudes de uso de las salas de audiencias 
serán atendidas en el orden de ingreso, salvo que la extrema 
complejidad o el impacto social de la causa amerite una prela-
ción. Se dispondrá todo lo necesario para que la audiencia se 
realice en la fecha y hora fijadas por el juez. Cualquier contro-
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versia será resuelta por la Oficina Administrativa de Coordina-
ción y Apoyo General al Sistema Penal, en Asunción, y por los 
Presidentes de las Circunscripciones Judiciales, en el interior. 

CAPITULO IV 
SECRETARIAS DE LOS TRIBUNALES DE SENTENCIA 
 
ART. 16º.: La Secretaría del Tribunal de Sentencia tendrá a su 
cargo el cumplimiento de todos los trámites y actividades de 
carácter jurisdiccional y administrativo tendientes a la prepara-
ción y cabal desarrollo del juicio oral. 
 
ART. 17.: Esta Oficina ejercerá sus funciones en las siguientes 
localidades: 

1. Circunscripción Judicial de la capital: Asunción 
2. Circunscripción Judicial de Alto Paraná y Caninde-

yú: Ciudad del Este 
3. Circunscripción Judicial Guairá y Caazapá: Villarri-
ca 
4. Circunscripción Judicial de Itapúa: Encarnación 
5 . Circunscripción Judicial de Caaguazú y San Pedro: 
Coronel Oviedo 
6. Circunscripción Judicial Concepción: Concepción 

 
ART. 18º.: Esta Oficina depende administrativamente de la 
Oficina Administrativa de Coordinación y Apoyo General al 
Sistema Penal, de conformidad con lo establecido en el Capitulo 
I de esta Acordada. 
 
ART. 19º.: La Secretaría del Tribunal de Sentencia ejecutará las 
instrucciones del Juez de Sentencia respectivo, siguiendo el 
procedimiento establecido en el Código Procesal Penal y otras 
disposiciones legales o reglamentarias. 
 
ART. 20º.: La Secretaría del Tribunal de Sentencia estará inte-
grado por el o los Secretarios nombrados para actuación exclu-
siva en la unidad, Oficiales de Secretaría, Ujieres y Operadores 
de Computadoras, según se establezca. El Consejo de Superin-
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tendencia habilitará una lista de secretarios a los que se recurrirá 
para intervenir en los casos que no puedan ser atendidos por los 
secretarios que integran la unidad. En la Lista podrán incluirse 
Oficiales de Secretaría que en caso de necesidad y debidamente 
autorizados, actuarán como interinos de la Secretaría del caso. 
La Coordinación de la Secretaría estará a cargo de un Secretario 
de la Unidad, mediante un sistema de rotación, cambiando cada 
seis meses. 
 
ART. 21º.: La Secretaría tramitará los asuntos en el orden que 
les hayan sido asignados, registrando cada caso en los libros 
destinados a tal efecto. 

 
CAPITULO V 

DE LA OFICINA DE DEPOSITO JUDICIAL 
 
ART. 22º.: La Oficina de Depósito Judicial del Área Penal co-
ordinará la actividad entre los juzgados Penales y la Bóveda de 
Seguridad de Valores para el traslado de los objetos incautados 
y secuestrados, en el marco de los correspondientes procesos 
legales. 
ART. 23º.: La Oficina de Depósito Judicial ejercerá sus funcio-
nes en las siguientes localidades: 

1.  Circunscripción Judicial de la capital: Asunción 
2. Circunscripción Judicial de Alto Paraná y Caninde-

yú: Ciudad del Este 
3. Circunscripción Judicial de Caaguazú y San Pedro: 

Coronel Oviedo 
 
ART. 24º.: Esta Oficina está a cargo de un coordinador (encar-
gado) que deberá organizar las labores y distribuir las tareas 
entre el personal a su cargo para el cumplimiento de la finalidad 
y el personal nombrado para tal efecto. Sus atribuciones estarán 
previstas en el Manual de Funciones aprobado por la Corte Su-
prema de Justicia.  
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ART. 25º.: Los asuntos se tramitarán en el orden de ingreso, y 
de cada uno se hará el registro correspondiente en los libros 
destinados a tal efecto. 
 

CAPITULO VI 
DE LAS OFICINAS REGIONALES DE SERVICIOS 

GENERALES DE APOYO AL SISTEMA PENAL 

 
ART. 26º.: Las Oficinas Regionales de Servicios Generales de 
Apoyo al Sistema Penal tendrán la función de prestar asistencia 
al Sistema Penal de la Circunscripción Judicial a la que corres-
ponde. Abarcarán las funciones que se confieren a las Oficinas 
de Localización de persona, Notificación, Citación y Mensaje-
ría, Administración de Salas de Audiencias, Depósito Judicial y 
Atención Permanente. 
 
ART. 27º.: La Oficina de Depósito Judicial ejercerá sus funcio-
nes en las siguientes localidades:  

1. Circunscripción Judicial de la Capital: Asunción; 
Caacupé, Paraguarí, San Lorenzo, Lambaré, Luque. 

2. Circunscripción Judicial de Itapúa: Encarnación 
3. Circunscripción Judicial de Concepción: Concep-

ción 
4. Circunscripción Judicial de Alto Paraná y Caninde-

yú: Salto del Guiará 
5. Circunscripción Judicial de Amambay: Pedro Juan 

Caballero 
6. Circunscripción Judicial de Caaguazú y San Pedro:  

Curuguaty, San Pedro, San Estanislao, Caagua-
zú 

7. Circunscripción Judicial de Ñeembucú: Pilar 
8. Circunscripción Judicial de Misiones: San Juan 

Bautista. 
9. Circunscripción Judicial de Guairá y Caazapá: Vi-

llarrica, Caazapá 
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ART. 28º.: En las actividades vinculadas directamente con las 
cuestiones jurisdiccionales, sus integrantes dependerán del Juez, 
cuyas órdenes e instrucciones  deberán cumplir. 
 
ART. 29º.: La Oficina dependerá administrativamente de la 
Presidencia de la Circunscripción Judicial a la que corresponda, 
de conformidad con lo establecido en el Capitulo I. 
 
ART. 30º.: La Oficina estará a cargo de un Jefe de Operaciones, 
que ejercerá la dirección, vigilancia, control, supervisión y dis-
tribución del trabajo. La integrarán además: Ujieres, Operadores 
de Computadoras, Auxiliares y Clasificadores de evidencias que 
fuesen nombrados. Sus atribuciones estarán establecidas en el 
Manual de Funciones aprobado por la Corte Suprema de Justi-
cia. 
 
ART. 31º.: Es Administrador regional prestará el apoyo necesa-
rio para el funcionamiento de esta Oficina, con sujeción al pre-
supuesto. 
 
ART. 32º.: La Oficina Regional de Servicios Generales de 
Apoyo al Sistema Penal, llevará un registro de los asuntos tra-
mitados y deberá rendir un informe periódico a la Oficina Ad-
ministrativa de Coordinación y Apoyo General al Sistema Penal 
y a la Presidencia de la Circunscripción Judicial a la que corres-
ponda. 
 
ART. 33º Anótese, regístrese y notifíquese. 
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 RESOLUCIÓN N° 876. 
 
Asunción, 29 de marzo del 2001 
 
 

VISTAS:  La Acordada N° 208 del 29 de marzo del 
2001 “Que crea la Oficina Administrativa de Coordinación y 
Apoyo General al Sistema Penal” y la Acordada N° 209 del 29 
de marzo del 2001 “Que organiza las Oficinas de Apoyo al 
Sistema Penal”, y 

 
CONSIDERANDO 

 
 Que es indispensable reglamentar las atribuciones de las 
nuevas oficinas del sistema penal, en base a conclusiones ex-
traídas de talleres llevados a cabo a iniciativa de la Corte Su-
prema de Justicia. 
 
 Que, de la Corte Suprema de Justicia tiene a su cargo la 
organización y fiscalización de la Dirección de Auxiliares de la 
Justicia, la Dirección de Recursos Humanos, la Dirección Fi-
nanciera y demás reparticiones del Poder Judicial, de conformi-
dad con lo dispuesto por el art. 23 inc. b) de la Ley N° 609/95 
Que organiza la Corte Suprema de Justicia. 

Por tanto 
 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA 
RESUELVE 

 
 
Art. 1°.- APROBAR el organigrama y el Manual de Fun-

ciones de las Oficinas de Apoyo al Sistema Penal, 
cuyo texto es como sigue: 

 
MANUAL DE FUNCIONES DE LAS OFICINAS DE  

APOYO AL SISTEMA PENAL 
 

CAPÍTULO I 
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Oficina de Localización de Personas,  
Notificación, Citación y Mensajería 

 
I.  Funciones Generales: 

1. Implementar mecanismos para localizar a las 
personas cuya presencia pueda ser requerida en 
el proceso y coordinar lo necesario para su 
pronto traslado en caso de necesidad. 

2. Proponer los sistemas de trabajos que podrían 
ser utilizados para las actuaciones interinstitu-
cionales en el cumplimiento de su fin conforme 
a lo establecido en el Capítulo I de esta Acor-
dada. 

3. Realizar la remisión de oficios, exhortos y de-
más comunicaciones remitidas por los Juzgados 
Penales de Garantía, Tribunales de Sentencia, y 
Juzgados de Ejecución de modo seguro, rápido 
y eficaz, permitiendo la entrega de los mismos 
en forma coordinada en todo el territorio del pa-
ís, a través del traslado de documentos de tal 
manera que garantice la eficacia de las ordenes 
judiciales en lo referente al objeto del proceso. 

4. Mientras los Juzgados cuenten con ujieres noti-
ficadores afectados a los mismos, se abocarán a 
las localizaciones de personas para notificacio-
nes de difícil ejecución y apoyarán las gestiones 
de estos notificadores.  Para tal efecto, imple-
mentarán y organizarán nuevas formas de noti-
ficaciones que puedan ser dispuestas por Acor-
dada de la Corte Suprema de Justicia o a las de-
rivadas por los Juzgados Penales de Garantía, 
Tribunales de Sentencia y Juzgados de Ejecu-
ción por ser de difícil realización.  En caso de 
no aceptación de una notificación, como de di-
fícil realización, por parte del Jefe de Operacio-
nes, ella será comunicada al emisor y este podrá 
apelar al Superior Administrativo Jerárquico.  
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La orden del Superior será acatada por el Jefe 
de Operaciones. 

5. Colaborar en la medida de sus posibilidades con 
los Juzgados de Liquidación, la Policía Nacio-
nal, el Ministerio Público y la Defensa Pública 
en el área de Localización de Persona, Mensaje-
ría y Notificación.  Cualquier controversia en 
esta materia será resuelta por la Oficina Admi-
nistrativa de Coordinación y Apoyo General del 
Sistema Penal o el Presidente de la Circunscrip-
ción, en su caso. 

6. Cumplir con las funciones específicas que 
hacen a la competencia de la Oficina y cual-
quier otra tarea que le sea asignada por la Ofi-
cina de Coordinación y Apoyo General al Sis-
tema Penal, necesaria para tales fines. 

 
II.  Funciones básicas de sus integrantes: 

 
1. Jefe de Operaciones:  Organizará y controlará 

las actividades de la unidad.  Deberá preparar 
un balance de las gestiones realizadas cada seis 
meses, la misma contendrá los datos estadísti-
cos que guarden relación con el volumen de 
trabajo realizado, los logros obtenidos, las difi-
cultades y las propuestas que pudieren presen-
tarse para la toma de decisiones que facilite el 
funcionamiento de la unidad, conforme a lo es-
tablecido en el Capítulo I de la presente Acor-
dada. 

 
Deberá cumplir con las siguientes funciones: 
1. Realizar las gestiones necesarias para que la 

unidad cuente con un mapa de la localidad 
de su competencia, adosándose al mismo to-
dos los datos útiles para la fácil ubicación de 
sitios, caminos y medios de transporte. 
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2. Establecer contacto permanente con la Poli-
cía Nacional, Penitenciarias, Municipalida-
des y otros entes tanto públicos como priva-
dos a los efectos de facilitar la localización 
de personas. 

3. Preparar un registro y directorio telefónico 
de clubes, negocios, almacenes, fábricas, 
etc. y todos los sitios de concentración de 
personas que puedan servir en la tarea de lo-
calización, se tratará de mantener actualiza-
do un directorio de teléfonos y direcciones 
de estos centros. 

4. Preparar un listado de ciudadanos volunta-
rios que puedan colaborar informalmente y 
puntualmente en la tarea de localización de 
personas.  Por lo menos una vez al año pre-
parará notas de agradecimiento a ser remiti-
dos por el superior jerárquico o propondrá al 
superior jerárquico medidas que estimulen la 
colaboración ciudadana. 

5. Recibirá los documentos de las Secretarias 
de Juzgados Penales, Tribunales de Senten-
cia y Juzgados de Ejecución que soliciten 
sus servicios controlando la exactitud de los 
datos para dar entrada en el cuaderno desti-
nado al efecto, debiendo realizar lo necesa-
rio para que con agilidad sean salvadas cual-
quier defecto formal. 

6. Organizará la clasificación de planillas de 
remisión de Cédulas y remitirá los duplica-
dos firmados a los lugares correspondientes.  
Deberá mantener informado a los Jueces so-
bre las actividades realizadas para el cum-
plimiento de las notificaciones ordenadas. 

7. Asignará al Ujier las tareas de localización y 
notificación proporcionando el apoyo en to-
do lo que precise, quedando a su criterio 
adscribir a los ujieres a determinadas zonas 
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de su área o establecer otro sistema de traba-
jo. 

8. Llevará registro de las operaciones de tras-
lado de personas, documentos coordinando 
con otras oficinas el movimiento de los 
mismos según prioridad. 

9. Llevará datos estadísticos de las tareas reali-
zadas en su oficina y remitirá informes pe-
riódicamente a las dependencias superiores 
que correspondan. 

10. Coordinará y distribuirá los trabajos en su 
sección, proporcionando el apoyo solicitado 
por sus subordinados. 

11. Cumplirá y hará cumplir las disposiciones 
emanadas de las leyes procesales, el Código 
de Organización Judicial y otras disposicio-
nes legales. 

12. En las Circunscripciones del Interior organi-
zará las reuniones de coordinación estratégi-
ca en el campo de sus actividades propias 
con la Policía Nacional, Gobernaciones, 
Municipalidades, otros organismos guber-
namentales o no gubernamentales y la Presi-
dencia de la Circunscripción.  En la Cir-
cunscripción de la Capital hará lo mismo 
con la Oficina Administrativa de Coordina-
ción y Apoyo General al Sistema Penal.  En 
estas reuniones se diagnosticarán dificulta-
des para el trabajo conjunto, se relevarán las 
sugerencias y en su caso se tomarán las de-
cisiones que permitan una coordinación efi-
ciente de las labores. 

13. En caso de disponibilidad laboral de sus 
funcionarios establecerá y coordinará con 
los Juzgados un mecanismo para la realiza-
ción de notificaciones ordinarias en apoyo 
de los Ujieres de cada Juzgado. 
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2. Ujieres Notificadores: 
1.  Acudirá diariamente y dentro de las dos prime-

ras horas del horario judicial a las oficinas de 
notificación para recibir las cédulas de notifica-
ción, pedidos de localización o cualquier otra 
labor que en el marco de la mensajería y de la 
notificación le sea asignado por el Jefe de Ope-
raciones. 

2.  Realizará conforme al Código Procesal Penal y 
las disposiciones vigentes las labores de locali-
zación, notificación y otros trabajos encomen-
dados por el Jefe de Operaciones, dejando cons-
tancia del diligenciamiento de las mismas en la 
forma correspondiente. 

3.  En caso de necesidad preparará las Cédulas en 
las formas indicadas por el Jefe de Operaciones. 

4.  Se trasladará a los lugares necesarios para la 
realización de las notificaciones, labores de 
mensajería u otros trabajos que le fueran enco-
mendados. 

5.  Conforme a lo dispuesto por el Jefe de Opera-
ciones y en aplicación al sistema de trabajo 
asignado por el mismo, realizará notificaciones 
que ordinariamente correspondieran a los Juz-
gados Penales de Garantías y Tribunales de 
Sentencia, cuando el volumen de trabajo de la 
Unidad así lo permita. 

6.  En caso de que la notificación, localización u 
otro trabajo asignado no haya podido ser reali-
zado comunicará al jefe de Operaciones sobre 
la imposibilidad material de la realización del 
acto, redactando el informe necesario para el 
Juzgado o Tribunal correspondiente. 

 
3. Operador de Computadoras: 
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1.  Recibirá del Jefe de Operaciones y del Ujier los 
documentos que deberá archivar en las compu-
tadoras según panorama destinado al efecto. 

2.  Preparará las cédulas, exhortos y otros docu-
mentos que le fueran encomendados por el Jefe 
de Operaciones. 

3.  Llevará registro actualizado de los trabajos rea-
lizados en el campo de la notificación y locali-
zación conforme a las directrices del Jefe de 
Operaciones. 

4.  Registrará en el cuaderno correspondiente los 
datos de los documentos ingresados en el día, a 
fin de archivarlos para consultas posteriores 
(control interno). 

5.  Efectuará tareas de apoyo a los demás funciona-
rios de la Unidad conforme las instrucciones del 
Jefe de Operaciones. 

6.  En caso de problemas para la realización del re-
gistro informático, implementará conforme a las 
instrucciones del Jefe de Operaciones los regis-
tros manuales que sean necesarios. 

 
4. Auxiliar:  Según lo determinado por el Jefe de 

Operaciones prestará el apoyo que sea necesario 
para facilitar el cumplimiento de las obligaciones 
de los demás funcionarios, también ejecutará las 
demás laboras que debe cumplir para la consecu-
ción de los objetivos de la Unidad conforme lo 
exigido por las necesidades cotidianas. 

 
CAPITULO II 

Oficina Administrativa de Salas de Audiencias 
 

I.  Funciones Generales: 
 

1. Coordinar con la Secretaría del Tribunal corres-
pondiente sobre la disponibilidad de espacio, a 
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efecto que el Tribunal fije la fecha y hora de la au-
diencia oral. 

2. Organizar el calendario de audiencias conforme las 
fechas y horas señaladas por los Tribunales. 

3. Acondicionar el espacio físico y prever la infraes-
tructura necesaria para la ágil realización de las 
audiencias. 

4. Realizar un control de las personas que ingresen a 
la sala de audiencia, conforme las disposiciones del 
Código Procesal Penal. 

5. Controlar el funcionamiento de los equipos de au-
dio, filmación, grabación, etc. que fueran a ser uti-
lizados durante la audiencia. 

6. Verificar las condiciones de la infraestructura de la 
sala de audiencia (muebles, útiles, energía eléctri-
ca, etc.). 

7. Prever la seguridad requerida en la sala de audien-
cia. 

8. Remitir periódicamente informes de los juicios a 
ser realizados, y jueces que intervendrán en el juz-
gamiento de la causa a periódicos, emisoras radia-
les, televisivos y centros de concentración de per-
sonas (clubes, templos, centros educativos, etc.); a 
los efectos de fomentar la participación del públi-
co. Se dará preferencia a la difusión en las locali-
dades donde haya ocurrido el hecho punible. 

9. Sugerirá la firma de convenios o contratos que 
permitan la utilización de espacios públicos o pri-
vados para la realización de los juicios y para satis-
facer las demandas particulares que en estos pue-
dan surgir (alojamiento de testigos, guarda de me-
nores, acompañantes, grabación, etc.), a través de 
los conductos establecidos en la parte general. 

10. En consulta con el Tribunal que atenderá el caso, y 
en los casos de gran impacto social, buscará luga-
res alternativos cercanos al ámbito social en el que 
ocurrió el hecho punible, a los efectos de que el 
Tribunal decida realizar o no en el mismo el juicio 
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y en su caso coordinará los mecanismos de trasla-
dos. 

 
II. Funciones básicas de sus integrantes. 

 
1. Jefe de Operaciones (Encargado). 

 
1. Organizará y controlará las actividades de la uni-

dad. Deberá preparar un balance de las gestiones 
realizadas cada seis meses, la misma contendrá los 
datos estadísticos que guarden relación con el vo-
lumen de trabajo realizados, los logros obtenidos, 
las dificultades y las propuestas que pudieren pre-
sentarse para la toma de decisiones que facilite le 
funcionamiento  de la unidad. 

2. Organizará el calendario de audiencias y preverá 
los mecanismos para su publicitación, redactando 
los informes para los medios masivos de comuni-
cación o los trípticos y notas que serán remitidas a 
los lugares pertinentes. 

3. Verificará diariamente el estado de cada Sala de 
Audiencia a ser utilizada, según el calendario pre-
visto y registrado en su agenda. 

4. Controlará en forma periódica que cada sala se en-
cuentre con el equipamiento adecuado (muebles, 
útiles, materiales, luz, equipo de comunicaciones, 
sonido, otros) para el buen funcionamiento de las 
Salas a ser usadas en audiencia. Informará de cual-
quier falencia a su superior jerárquico y al Presi-
dente del Tribunal para la adopción de las medidas 
factibles. 

5. Si fuese ordenado designará a los operarios de 
equipos de grabación y sonido, quienes serán res-
ponsables de que las sesiones públicas queden fiel 
y totalmente grabadas para su posterior uso por 
parte de los magistrados solicitantes. 

6. Llevará registro escrito de las grabaciones y filma-
ciones y es responsable de la buena conservación 
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de las cintas grabadas, así como de su entrega a la 
autoridad habilitada por la Corte Suprema de Justi-
cia para requerirlo. 

7. Elaborará listado periódico de necesidades del área 
y solicitará a quien corresponda la provisión de 
materiales para la correcta ejecución de sus tareas. 

8. Asignará turnos y reglamentará horarios de trabajo 
del personal a su cargo para cumplir adecuadamen-
te con los trabajos requeridos. 

9. Velará por el mantenimiento, cuidado y conserva-
ción de los equipos con que se cuenta en las ofici-
nas para la buena ejecución de las tareas, así tam-
bién de los sitios a ser utilizados. 

10. Realizará otras tareas acordes a sus funciones ten-
dientes a optimizar el ambiente donde se desarro-
llarán las audiencias. 

11. Realizará las gestiones necesarias para el convenio 
de utilización de lugares alternativos y servicios 
útiles a la realización del juicio oral. 

12. Coordinará con la Secretaría del Tribunal de Sen-
tencia la organización general para el desarrollo de 
la audiencia, ubicación de las partes, testigos, peri-
tos, público en general y miembros de la prensa. 
Así como la seguridad necesaria para la Sala. 

 
2. Auxiliar 

 
1. Se deberá presentar todas la veces que el Encarga-

do lo precise a los lugares donde se desarrollarán 
las audiencias, correctamente uniformados para re-
cibir instrucciones pertinentes. 

2. Colaborará en la limpieza y el ordenamiento del 
espacio físico a ser utilizado. 

3. Efectuará la distribución de documentos, avisos y 
otros textos a los afectados en las audiencias todas 
las veces que fuere necesario. 

4. Realizará las grabaciones en video o grabadoras de 
las audiencias que requieran de dicho acto, a pedi-



LEGISLACIÓN COMPLEMENTARIA 

 428 

do del Juez interviniente, la Oficina Técnica para 
la Implementación de la Reforma del Sistema Pe-
nal, o los demás organismos habilitados para tal 
efecto por la Corte Suprema de Justicia. 

5. Una vez finalizadas las audiencias, entregará al 
Encargado las cintas utilizadas y acondicionará los 
aparatos devolviéndolos a su lugar de origen. 

6. Controlará periódicamente el estado o funciona-
miento de equipos comunicando cualquier anoma-
lía a su Jefe. 

7. En tiempo prudencial preparará al Encargado las 
solicitudes de materiales, cintas, útiles y otros ele-
mentos que harán falta para cada sesión. 

 
CAPÍTULO III 

 
Secretaría del Tribunal de Sentencia 

 
I. Funciones Generales 

 
1. Recepcionar las actuaciones y elementos de la cau-

sa para el cumplimiento de las actividades jurisdic-
cionales y administrativas establecidas en el Códi-
go Procesal Penal. 

2. Agendar las audiencias a ser realizadas y comuni-
car a la Oficina Administrativa de Sala de Audien-
cias. 

3. Coordinar con la Oficina de Localización de Per-
sona, Notificación, Citación y Mensajería las acti-
vidades necesarias para el cumplimiento de cual-
quiera de las tareas de su competencia. 

4. Coordinar con la Oficina de Depósito Judicial la 
remisión de los objetos incautados y secuestrados, 
que se encuentran en depósito y guarda en la Bó-
veda de Seguridad de Valores, relacionados con la 
causa cuya audiencia será realizada. 

5. Organizar el archivo de todas las documentaciones 
tramitadas ante la Secretaría. 



CÓDIGO PROCESAL PENAL CONCORDADO 

 

6. Cumplir con las funciones específicas que hacen a 
la competencia de la Secretaría y cualquier otra ta-
rea que le sea asignada por el Tribunal para el 
cumplimiento de sus fines. 

 
II. Funciones básicas de sus integrantes: 

 
1.  Funciones del Secretario Coordinador. 

 
1. Actuará como superior jerárquico para la resolu-

ción de todas las cuestiones internas planteadas en 
la unidad. En lo concerniente a las cuestiones ad-
ministrativas internas informará a la Oficina Ad-
ministrativa de Coordinación y Apoyo al Sistema 
Penal que actuará como revisora de lo resuelto, y 
en lo concerniente a la determinación de los Secre-
tarios para los casos recibidos informará al Juez 
Coordinador quien actuará como revisor de sus re-
soluciones. 

2. Recibirá los expedientes remitidos por los Jueces 
de Garantías a los efectos de poner a disposición 
del Juez Coordinador participando en el proceso 
administrativo de la determinación del Tribunal, 
una vez designados los jueces, nombrará al Secre-
tario de la causa de entre los Secretarios de la uni-
dad debiendo distribuir proporcionalmente  la car-
ga de trabajo. En caso contrario recurrirá a una de 
las Secretarías del Presidente del Tribunal de Sen-
tencia  desinsaculado para la determinación del Se-
cretario que actuará en la causa, en caso de sobre-
carga de trabajo u otro motivo que impida la inter-
vención del designado recurrirá al nombramiento 
de la lista elaborada por el Consejo de Superinten-
dencia. 

3. En caso de recusación del Secretario designado 
pondrá los antecedentes a conocimiento del Juez 
Coordinador a los efectos de la resolución sobre la 
procedencia o no de la recusación. Al tiempo de la 
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presentación de la recusación al Juez Coordinador, 
en caso de procedencia de la misma el Secretario 
Coordinador designará el Secretario que actuará en 
la atención de la causa. Si la recusación sobrevinie-
re estando en trámite la causa decidirá sobre su 
procedencia el Presidente del Tribunal de Senten-
cia y el Secretario Coordinador designará al reem-
plazante. 

4. Entregará las actuaciones y elementos recibidos al 
Secretario designado para la atención de la causa. 
En caso de sobrecarga de trabajo en los funciona-
rios que componen la unidad, las labores de Secre-
taria podrán ser cumplidas por personal sujeto al 
control jerárquico del Secretario designado y una 
vez concluida la tramitación de la causa recibirá 
del Secretario toda la documentación que será de-
finitivamente archivada en la unidad de su coordi-
nación. 

5. Organizará el archivo de los documentos y custo-
diará la correcta guarda de los mismo. Al término 
de su mandato preparará un informe sobre sus ges-
tiones, debiendo remitir una copia al superior je-
rárquico y otra archivar en el registro habilitado en 
la Secretaría. El informe contendrá el listado de 
causas recibidas, los Tribunales y Secretarias de-
signados, elementos recibidos y todos los datos ne-
cesarios para facilitar la ubicación de expedientes, 
documentos y elementos recepcionados, así como 
cualquier otro que fuese útil para la mejor organi-
zación de la unidad. 

6. Resolverá todos los conflictos suscitados con mo-
tivo de controversias surgidas en las labores admi-
nistrativas dadas entre los Secretarios designados 
para las causas y las demás unidades de servicio 
del Poder Judicial que puedan intervenir, su reso-
lución será apelable ante la Oficina Administrativa 
de Coordinación y Apoyo General al Sistema Pe-
nal y los Presidentes de Circunscripciones, debien-
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do ser acatada la resolución del superior jerárquico 
de la Secretaría. 

7. Recepcionará la agenda de audiencias a ser reali-
zadas por parte de los Secretarios designados para 
las causas y confeccionará un calendario global, 
coordinando los mecanismos para su publicitación 
con la Oficina Administrativa de Sala de Audien-
cias. 

8. Refrendará con el Juez Coordinador el acta de in-
tegración del Tribunal de Sentencia. 

 
2.  Instructivo de la Secretaria del Tribunal de Sen-
tencia. 

 
2.1. Vinculadas al relacionamiento administrativo: 

 
• Una vez recepcionada las actuaciones y elemen-

tos de la causa se pondrán a disposición del Pre-
sidente del Tribunal de Sentencia para el cum-
plimiento de las actividades de carácter adminis-
trativo y aquellas que el Código Procesal Penal le 
encomienda. En tal sentido: 

• Agendar, las audiencias a ser realizadas y remitir 
al Secretario Coordinador. El día de audiencia se-
rá establecido conforme a las directrices del Pre-
sidente del Tribunal y a la disponibilidad de salas 
consultadas con la Oficina Administrativa de Sa-
la de Audiencia. 

• Coordinará con la Oficina Administrativa de Sala 
de Audiencias las previsiones en relación al espa-
cio físico para la realización del Juicio Oral y Pú-
blico. 

• Brindar a la Oficina Administrativa de Sala de 
Audiencias toda la información necesaria sobre el 
caso, para la previsión de seguridad y otros re-
querimientos que exijan cada caso en particular. 
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• Se comunicará con la Oficina de Mensajería, lo-
calización de personas y notificaciones a los efec-
tos de realizar en forma ágil y eficaz las notifica-
ciones, citaciones y localizaciones que a esta le 
competan, las demás  las realizará con el Ujier de 
la Secretaría del Tribunal de Sentencia o con el 
Ujier del Juzgado al que pertenece, siguiendo cri-
terios de practicidad. 

• Oficiar a las instituciones penitenciarias, y otros 
lugares donde se encuentren recluidos loa impu-
tados a los efectos de ser traído al juicio, coordi-
nando para el efecto las tareas con la Oficina de 
notificación y localización de personas. 

• Comunicar los requerimientos de cada caso a la 
Oficina Administrativa de Sala de Audiencias pa-
ra la provisión de video grabadora, cintas u otros 
objetos que serán utilizados durante el Juicio. 

• Realizar las gestiones necesarias con la Oficina 
de Depósito Judicial para la remisión, guarda y 
traslados de las evidencias en tiempo oportuno. 

• Coordinará con la Oficina Administrativa de Sala 
de Audiencias el ingreso del público a la Sala, in-
formando al Presidente del Tribunal de Sentencia 
y actuando en cumplimiento de sus ordenes para 
la vigencia de las prohibiciones establecidas en el 
Art. 369 del Código Procesal Penal. 

• En caso de suspensión de la Audiencia prever to-
do lo necesario para la prosecución de la misma 
en la fecha indicada por el Tribunal. 

• Velar por correcto archivo de las documentacio-
nes del caso en coordinación con el Secretario 
Coordinador. 

• Prever la provisión de los insumos necesarios pa-
ra el registro de toda la documentación tramitada 
en la Secretaría (libro de entrada, agenda, libro de 
evidencias, etc.). 
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• Clasificar los oficios y notificaciones libradas por 
la Secretaría. 

• Coordinar y ejecutar todas las actividades necesa-
rias para los localizaciones y notificaciones. De-
berá también entregar las correspondencias que 
se le asignen. 

• Organizar las fichas y archivos, redactará proyec-
tos de resoluciones referentes a regulación de 
honorarios en conformidad a lo establecido en el 
Código Procesal Penal y oficios, preparará las 
cédulas de notificación. 

 
2.2.Vinculadas a la tramitación de la causa según 

lo previsto en el Código Procesal Penal: 
a.  Preparación del Juicio: 

 
• Recepcionar del Secretario Coordinador las ac-

tuaciones, documentación y objetos incautados, 
expedientes, cuadernillo de pruebas, remitidos a 
los Tribunales de Sentencia. 

• Velar que el Tribunal de Sentencia tome cono-
cimiento sobre las personas detenidas, debiendo 
informar sobre los procesos de revisión oficiosa 
previstas en el Código Procesal Penal y dar 
cumplimiento a lo dispuesto por el Tribunal. 

• Inmediatamente después de recepcionadas las 
actuaciones y los elementos recibidos del Secre-
tario Coordinador pondrá estos a disposición 
del Presidente del Tribunal integrado. 

• Recibir las excepciones que se funden en he-
chos nuevos y las recusaciones hasta dentro de 
los 5 días de notificadas a las partes la convoca-
toria a Juicio Oral y ponerlo de inmediato a dis-
posición del Presidente del Tribunal. 

• Resueltas las excepciones que se funden en he-
chos nuevos y las recusaciones, el Secretario 
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del Tribunal de Sentencia notificará de inmedia-
to la resolución recaída a las partes. 

• En caso que el Tribunal ordene la suspensión 
del Juicio Oral por el Trámite de excepciones y 
recusaciones, notificará a las partes la resolu-
ción de suspensión y la fijación de nueva fecha 
del juicio oral. 

• Elaborar un listado de testigos y peritos ofreci-
dos como pruebas para la utilización en el juicio 
y coordinar con las parte y la Oficina de Notifi-
caciones o en su caso la Oficina de Servicios 
Generales, las medidas tendientes a garantizar 
su camparecencia en el juicio. 

• Coordinar bajo las órdenes del Presidente del 
Tribunal con las partes y demás Oficinas de 
Apoyo al Sistema Penal la previsión de los 
elementos que fuesen necesarios para el dili-
genciamiento de las pruebas en el juicio. 

b.  Sustanciación del Juicio: 
 

• Recibir a los Magistrados, profesionales y de-
más personas que participarán de las audiencias 
y las orienta a sus respectivos lugares. 

• Verificar la presencia de las partes, testigos, pe-
ritos o intérpretes y comunicar al Tribunal la 
falta de alguno de ellos. Verificar el cumpli-
miento de la incomunicación de testigos. 

• Anunciar el ingreso a la Sala de Audiencias, del 
Tribunal que atenderá la causa, exigiendo que 
permanezcan de pie hasta que el Presidente del 
Tribunal ordene lo contrario. 

• Por indicación del Tribunal procederá a la lec-
tura del auto de apertura a Juicio y demás ins-
trumentos indicados por el Presidente del Tri-
bunal. 



CÓDIGO PROCESAL PENAL CONCORDADO 

 

• Labrará el acta de audiencia, de conformidad a 
las prescripciones del Art. 404 del Código Pro-
cesal Penal. 

• Coordinará la citación de los testigos y compa-
recientes al recinto para las declaraciones, de 
acuerdo al orden establecido en el Código y lo 
dispuesto por el Tribunal de Sentencia. 

• Dispondrá la realización de grabaciones magne-
tofónicas y/o filmaciones cuando fueren solici-
tas por las partes y el Tribunal lo ordene, en 
coordinación con la Oficina Administrativa de 
Sala de Audiencias. 

• Acompañará al Tribunal o Juez en Inspecciones 
Judiciales o alguna otra diligencia ordenada y 
labrará acta de lo actuado. 

• Coordinará la actuación de los funcionarios pa-
ra facilitar la recepción de las pruebas por parte 
del Tribunal. 

• Desalojará la Sala y permitirá el reingreso de 
personas, si el Tribunal así lo dispone. 

• Por orden del Tribunal, remitirá al Ministerio 
Público copias del acta labrada sobre hechos 
punibles de acción pública cometidos durante la 
audiencia. 

 
c.  Deliberación y Sentencia 
El Secretario cumplirá además con las siguientes 
funciones: 
•  Asistirá en la deliberación juntamente con el 

Tribunal de Sentencia. 
• Convocará verbalmente a todas las partes a la 

sala para la lectura de la sentencia luego de  la 
deliberación. 

• Dará lectura de la Sentencia del modo dispuesto  
por el Tribunal. 

• Transcribirá la sentencia dictada por los Jueces. 
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• Dará lectura del acta inmediatamente después 
de la sentencia ante los presentes. 

• Realizará las modificaciones al acta, cuando las 
partes lo reclamen y el Tribunal lo estime con-
veniente. 

• Hará constar el reclamo de modificaciones del 
acta cuando el Tribunal no consideró pertinente 
su modificación. 

• Hará constar al pie del acta la forma de notifi-
caciones. 

 
2.3 Oficial de Secretaría:  Se encargará de: 
1.  Preparación del libro de entrada, agenda y libro 

de evidencia. 
2.  Verificará el cumplimiento de la incomunica-

ción de testigos. 
3.  Clasificará los oficios y notificaciones libradas 

por la secretaria. 
4.  Organizará el registro y archivo de las docu-

mentaciones del caso siguiendo un criterio de 
orden, utilidad y las indicaciones del Secretario. 

5.  Atenderá a los profesionales y partes en la Se-
cretaría. 

6.  Cumplirá con todas las indicaciones del Secre-
tario para el desempeño eficaz de las funciones 
de la Secretaría. 

7.  En audiencia del Secretario certificará los car-
gos de las presentaciones hechas. 

 
2.4 Ujier Notificador: será el responsable de 

practicar las actividades necesarias para las lo-
calizaciones y notificaciones, en caso de nece-
sidad preparar las cédulas respectivas. Deberá 
también entregar las correspondencias que se le 
asignen en tiempo oportuno. 
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2.5 Operador de Computadora. Conforme a las 
indicaciones del Secretario del Tribunal de Sen-
tencia organizará las fichas y archivos, redacta-
rá resoluciones y oficios, preparará las cédulas 
de notificación. El Secretario podrá asignarle 
otras funciones que sean necesarias para el me-
jor cumplimiento de los objetivos de la Unidad. 

 
CAPITULO IV 

Oficina de Depósito Judicial 
I.  Funciones Generales 

 
 

1.  Gerenciar el traslado de los elementos requeridos 
para las audiencias orales desde la Bóveda de Va-
lores hasta el lugar de la celebración de las audien-
cias orales. 

2.  Encargarse de la Custodia de dichos objetos mien-
tras duré la sustanciación de las audiencias orales. 

3.  Responder por la seguridad del objeto que se en-
cuentra a su cargo. 

4.  Labrar las actas que sean necesarias en relación a 
las condiciones en que se encuentren los objetos y 
el proceso de traslado. 

5.  Concluidas las audiencias orales devolver a la Bó-
veda de Valores los objetos traídos a la audiencia 
que no hayan sido devueltos por el Juez. 

6.  Llevar el registro final de los objetos que ingresan 
y egresan de las salas de audiencias . 

7.  Colocar con la Bóveda de Valores en el registro, 
clasificación y almacenamiento de los objetos que 
deban ser utilizados en las audiencias orales. 

8.  Ningún funcionario asignado a la oficina de Depó-
sito Judicial podrá entregar objeto o instrumentos 
sin requerimiento escrito del Juez o Tribunal com-
petente que quedará en el archivo de la oficina. 
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II. Funciones básicas de los funcionarios 
 

• Recibir los medios probatorios que le fueran re-
queridos por los juzgados en lo Penal para ser 
expuestos en las audiencias , haciendo el debido 
registro en el libro habilitado para el efecto. 

• Controlar las entregas de los objetos en los casos 
que luego de las audiencias se dispongan algunas 
diligencias. 

• Llevar un control cronológico de las comunica-
ciones recibidas en la oficina y remitidas por esta. 

• Realizar todas actividades correspondientes con 
el objeto de dar seguridad adecuada para evitar 
pérdidas mientras los objetos se encuentren a su 
cargo. 

• Labrar actas que sean necesarias con respecto a 
las condiciones que se encuentren los objetos 
después de cada traslado. 

• Llevar un control de los objetos que fueren entre-
gados especifica y directamente a esta oficina a 
fin de que se constituya en carácter de depositario 
Judicial y los que se encuentren en depósitos ex-
ternos como mero control estadístico y sin otra 
responsabilidad. 

• Requerir en forma mensual a la oficina de Esta-
dística Penal informe de las sentencias definitivas 
y resoluciones que concluyan una causa. Proce-
der al control de las mencionadas causas a objeto 
de verificar si poseían o no evidencias en las de-
pendencias del Depósito Judicial o en la Bóveda 
de Valores; en caso afirmativo las oficinas en 
cuestión elevarán coordinada y conjuntamente 
con la especificación de a cual oficina correspon-
de, el listado de los objetos custodiados. 

• Los informes a los Juzgados se harán en forma 
semestral, a fin de que procedan conforme a lo 
establecido en el Art. 196 de la Ley N° 1286/98. 
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• Recepción del oficio (en triplicado) remitido por 
el Juzgado de donde se solicita la remisión de ob-
jetos o instrumentos del delito para su utilización 
en las audiencias respectivas, y poder tramitar el 
envío de la Bóveda a esta Oficina. 

• Anotar en el libro habilitado y/o registro informá-
tico los siguientes datos: 

− Número de expediente. 
− Número de causa. 
− Nominación del caso. 
− Fecha de entrada. 
− Número de oficio. 
− Detalle de los objetos. 
− Código de manejo interno dentro del depósito. 
− Lugar de ubicación dentro del depósito. 
− Juzgado y Secretaria. 
− Fecha de devolución a la Bóveda de Seguridad 

de Valores. 
− Observaciones. 
− Clasificar los objetos conforme a los Juzgados, 

Secretarías y Salas de Audiencias que le corres-
ponden. 

− Devolver los objetos a la Bóveda de Seguridad 
de Valores con las mismas formalidades de la 
extracción. 

 
CAPÍTULO V 

 
Oficinas Regionales de Servicios Generales 

de Apoyo al Sistema Penal 
 
I.  Funciones Generales 
 
 

1. Centralizar, canalizar y hacer seguimiento de las 
labores de Mensajería, Notificación, Localización 
de Personas y Depósito Judicial. 
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2. Realizar periódicamente diagnósticos del funcio-
namiento del sistema, conforme lo solicitado por 
los organismos pertinentes de la Corte Suprema de 
Justicia. 

3. Prestar apoyo a los Tribunales y Juzgados cuando 
estos lo requieran, con el desarrollo de actividades 
establecidas para las Oficinas de Servicios Genera-
les. 

4. Extraordinariamente, prestarán apoyo a las labores 
ordinarias de las Secretarías de Juzgados Penales y 
Tribunales de Sentencia cuando esto fuese posible, 
según lo establecido por el Jefe de Operaciones an-
te el requerimiento de cada Juzgado o Tribunal.  El 
Jefe de Operaciones atenderá a la necesidad de la 
ocupación efectiva del tiempo laboral de los fun-
cionarios de un modo equitativo y favorable a la 
descompresión del volumen de trabajo de las Se-
cretarías de Juzgados y Tribunales de Sentencia. 

5. Conforme a lo dispuesto por el Presidente de la 
Circunscripción y en coordinación con la Secreta-
ría del Juzgado de Guardia, cumplirá con la fun-
ción de Oficina de Atención Permanente en las 
Circunscripciones donde esta no haya sido creada.  
El servicio será organizado según las posibilidades 
y costumbres de cada Circunscripción por el Presi-
dente de las mismas. 

 
II.  Función básica de sus integrantes: 
 

1. Jefe de Operaciones:  organizará y controlará las 
actividades de la unidad.  Deberá preparar un ba-
lance de las gestiones realizadas cada seis meses, 
la misma contendrá los datos estadísticos que 
guarden relación con el volumen de trabajo reali-
zado, los logros obtenidos, las dificultades y las 
propuestas que pudieren presentarse para la toma 
de decisiones que facilite el funcionamiento de la 
unidad. 
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2. Ujier Notificador:  será el responsable de practi-
car las actividades necesarias para las localizacio-
nes y notificaciones.  Deberá también entregar las 
correspondencias que se le asignen. 

3. Operador de Computadora:  conforme a las in-
dicaciones del Jefe de Operaciones Organizará las 
fichas y archivos, redactará oficios, preparará las 
cédulas de notificación.  El Jefe de Operaciones 
podrá asignarle otras funciones que sean necesarias 
para el mejor cumplimiento de los objetivos de la 
unidad. 

4. Auxiliar:  según lo determinada por el Jefe de 
Operaciones prestará el apoyo que sea necesario 
para facilitar el cumplimiento de las obligaciones 
de los demás funcionarios, también ejecutará las 
demás labores que debe cumplir para la consecu-
ción de los objetivos de la Unidad conforme lo 
exigido por las necesidades cotidianas. 

5. Clasificador de Evidencias:  bajo la dirección del 
Jefe de Operaciones, el clasificador de evidencias, 
tendrá a su cargo el registro, resguardo y traslado 
de evidencias remitidas para la utilización el as au-
diencias orales.  El Jefe de Operaciones en coordi-
nación con el Presidente de la Circunscripción o la 
Encargada de Servicios Generales determinarán 
que otras funciones deba cumplir el clasificador de 
evidencias, de tal manera a que con su trabajo se 
suplan las necesidades perentorias surgidas de la 
ausencia de una oficina de bóveda en la localidad.  
El clasificador de evidencias deberá llevar un re-
gistro de todo lo que al ámbito de su custodia se 
entrega y ninguna autoridad Judicial o extrajudicial 
estará habilitada a retirar de su custodia objeto al-
guno, sin que se registro dicho pedido y entrega 
con las firmas que correspondan. 

 
Art. 2°.- ANÓTESE, regístrese y notifíquese. 
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ACORDADA N°  213/01 
 

QUE REGLAMENTA LA DISTRIBUCIÓN DE 
EXPEDIENTES EN LOS TRIBUNALES DE APELACIÓN 

EN LO PENAL DE LA CAPITAL 
 

 En la ciudad de Asunción, Capital de la República 
del Paraguay, a los dieciocho días del mes de mayo. de dos 
mil uno, siendo las 11:00 horas, estando reunidos en la Sala 
de Acuerdos de la Corte Suprema de Justicia, el Excmo. 
Señor Presidente Dr. Raúl Sapena Brugada y los Exmos. 
Señores Ministros Doctores Felipe Santiago Paredes, 
Elixeno Ayala, Carlos Fernández Gadea, Jerónimo Irala 
Burgos, Luis Lezcano Claude, Wildo Rienzi Galeano, 
Bonifacio Ríos Ávalos y Enrique Sosa Elizeche, por ante mí, 
la Secretaria autorizante; 
 

D I J E R O N : 
 

 Que el artículo 12 de la Ley N° 1.444/99 “Que regula 
el Sistema de Transición al Nuevo Sistema Procesal Penal”, 
faculta a la Corte a instituir una estructura orgánica 
transitoria que atienda las necesidades de depuración de las 
causas iniciadas de conformidad con el Código de 
Procedimientos Penales de 1890, hasta el 28 de Febrero de 
2003, debiendo determinar por Acordada los Jueces y 
Tribunales de Apelación que serán responsables de la 
tramitación de las mismas, y de las que se inicien bajo la 
competencia de la Ley N° 1.286/98. 
  
 POR TANTO, en uso de sus atribuciones, la 

 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA 

A C U E R D A : 
 
Artículo  1: Tribunal de Apelación 

A más tardar  el 1° de junio de 2001, todas las cau-
sas contra las que se hubiesen interpuesto recursos 
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y que fueran iniciadas conforme al Código de Pro-
cedimientos Penales de 1890 en la Circunscripción 
de la Capital, serán remitidas a la Primera y Se-
gunda Salas de los Tribunales de Apelación, las 
cuales atenderán el sistema de liquidación y depu-
ración de causas conforme a lo establecido en la 
Ley 1444/99. 
 
A partir de la misma fecha, las causas recurridas e 
iniciadas conforme al Código Procesal Penal, Ley 
1286/98, en la Circunscripción Judicial de la Capi-
tal serán remitidas a la Tercera y Cuarta Salas, las 
cuales en lo sucesivo atenderán éstos y todos los 
casos que deban tramitarse por el Código Procesal 
Penal, Ley 1286/98. 

 
Artículo  2: Secretaría del Tribunal. 
 

Las Secretarías de los mencionados Tribunales de 
Apelación, con sus respectivos funcionarios, con-
currirán en horas de la tarde a los efectos de reali-
zar un inventario de todas las causas que en cum-
plimiento del Artículo 1° de esta acordada fuesen 
entregadas, debiendo realizarse la remisión de ex-
pedientes por parte diario mediante recibo de los 
actuarios intervinientes. Cualquier irregularidad, 
será salvada por informe del actuario dejándose 
constancia en un informe final que será remitido a 
los Presidentes de los Tribunales y a la Sala Penal 
de la Corte Suprema de Justicia.  
 

Artículo  3: Recepción y sorteo. 
 

Los expedientes tramitados conforme al Código de 
Procedimientos Penales de 1890, a los efectos de la 
recepción y sorteo serán entregados a la Secretaría 
de la Primera Sala. De igual manera las causas ini-
ciadas conforme al nuevo Código Procesal Penal 
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serán entregadas a igual efecto a la Secretaría de la 
Tercera Sala. A partir de la vigencia de la presente 
acordada, las Secretarías designadas serán las res-
ponsables de la recepción y sorteo de las nuevas 
causas. 

 
Artículo  4: Recusaciones y excusaciones. 

 
En caso de recusaciones, excusaciones u otro im-
pedimento los Tribunales de Apelación que atien-
dan el antiguo proceso penal deberán integrarse 
con camaristas de la Sala que conozcan causas de 
igual tipo. En caso de no quedar aún integrada la 
Sala, se recurrirá a los Jueces Penales de Liquida-
ción y Sentencia de la Circunscripción, y en su ca-
so deberá recurrirse a la lista de jueces de otras 
competencias, o a la lista de abogados, siguiéndose 
el orden establecido en el Código de Organización 
Judicial. De igual manera se actuará con los Tribu-
nales de Apelación que atienden las causas inicia-
das conforme a la Ley 1286/98. 

 
Artículo  5: Recusaciones y medidas cautelares. 
 
A partir de la vigencia de la presente acordada, se esta-
blece un orden de turno para la resolución de los recur-
sos planteados con relación a las recusaciones u otro 
impedimento y las medidas cautelares. El turno se inicia-
rá con la Tercera Sala para los procesos abiertos confor-
me lo establecido en la Ley 1286/98, y por la Primera 
Sala en los procesos abiertos conforme al Código de 
Procedimientos Penales de 1890 y se prolongará por 15 
días en forma rotativa. En cada cierre de turno los secre-
tarios deberán informar a la Sala Penal de la Corte Su-
prema de Justicia la lista de los casos recurridos, con 
fecha de ingreso, las cuestiones peticionadas, la resolu-
ción recaída y la fecha y el número de las mismas, así 
como la consignación del plazo en el que se ha dictado la 
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resolución. El secretario informará también sobre el pro-
medio de tiempo en el que el Tribunal de Apelación ha 
dictado la resolución en las cuestiones asignadas con-
forme a este artículo. 

 
Artículo 6: Anótese, regístrese y dése a publicidad. 
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ACORDADA N°  214/01 
 

QUE REGLAMENTA JUZGADOS DE LIQUIDACIÓN DE 
MENORES Y ORDENA LA DISTRIBUCIÓN DE 

EXPEDIENTES  
 

 En la ciudad de Asunción, Capital de la República 
del Paraguay, a los dieciocho días del mes de mayo de dos 
mil uno, siendo las 11:00 horas, estando reunidos en la Sala 
de Acuerdos de la Corte Suprema de Justicia, el Excmo. 
Señor Presidente Dr. Raúl Sapena Brugada y los Exmos. 
Señores Ministros Doctores Felipe Santiago Paredes, 
Elixeno Ayala, Carlos Fernández Gadea, Jerónimo Irala 
Burgos, Luis Lezcano Claude, Wildo Rienzi Galeano, 
Bonifacio Ríos Ávalos y Enrique Sosa Elizeche, por ante mí, 
la Secretaria autorizante; 

 
D I J E R O N : 

 
 Que el artículo 54 de la Constitución consagra el 
principio de la protección al niño, disponiendo que el Estado 
tiene la obligación de garantizar a éste el ejercicio pleno de 
sus derechos y la protección contra todo tipo de abusos. 
 Que la Ley N° 1.286/98 Código Procesal Penal 
asume el carácter garantista del proceso penal en lo que 
respecta a las personas de menos de veinte años, y es 
conveniente que su filosofía se refleje en toda la 
organización judicial transitoria que se instituya respecto de 
aquéllos. 

Que el artículo 12 de la Ley N° 1.444/99 “Que regula 
el Sistema de Transición al Nuevo Sistema Procesal Penal”, 
faculta a la Corte a instituir una estructura orgánica 
transitoria que atienda las necesidades de depuración de las 
causas iniciadas de conformidad con el Código de 
Procedimientos Penales de 1890, debiendo determinar por 
acordada los Jueces que serán responsables de la 
tramitación de las mismas. 
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 POR TANTO, en uso de sus atribuciones, la 
 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA 
 

A C U E R D A : 
 

Art. 1°: Juzgados de Liquidación de Menores. Institúyanse 
Juzgados Penales de Liquidación para 
personas menores de veinte años en la 
Circunscripción Judicial de la Capital, a 
cargo de Jueces Penales Itinerantes que 
atenderán exclusivamente dichos Juzgados, 
debiendo ser comisionados para el efecto por 
Decreto de la Corte Suprema de Justicia. 
Estos Juzgados serán competentes para 
concluir las causas iniciadas de conformidad 
con el Código de Procedimientos Penales de 
1890 de esta Circunscripción, según lo 
dispuesto por la Ley N° 1.444/99 y 
concordantes. 

Art. 2°: Competencia. Estos Juzgados serán competentes en 
todas aquellas causas de la Circunscripción 
Judicial de la Capital iniciadas de 
conformidad con el Código de 
Procedimientos Penales de 1890 en las que se 
haya aplicado prisión preventiva a un 
imputado de menos de veinte años, aunque 
éste cumpliere esa edad en el curso del 
procedimiento, o posteriormente recibiere 
una medida cautelar de carácter personal o 
ella fuese revocada. También serán 
competentes en caso de pluralidad de 
imputados cuando uno de ellos tenga menos 
de veinte años. 

Art. 3°: Listado y recepción. A más tardar el 1° de junio de 
2001, las causas que serán atendidas por los 
Juzgados instituidos en el art. 1°, serán 
remitidas a la Secretaría de la Unidad 
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comisionada para el efecto, por los Juzgados 
de Liquidación y Sentencia de la 
Circunscripción Judicial de la Capital. 
Quedan habilitadas las horas de la tarde 
para las labores vinculadas con el traslado de 
expedientes que serán efectuado previo 
inventario y bajo recibo de los Secretarios 
intervinientes. Las causas remitidas serán 
distribuidas entre los Juzgados instituidos en 
el art. 1° de la presente Acordada, mediante 
sorteo. 

 En la misma fecha, todos los demás Juzgados de 
Liquidación y Sentencia de la República que 
tengan internos en centros de internación, 
correccionales o penitenciarías ubicadas en 
la Circunscripción Judicial de la Capital, 
enviarán a la Secretaría de los Juzgados 
instituidos, un listado de expedientes que 
correspondan a estos internos. Deberán 
expresar los siguientes datos: número de 
expediente, carátula, fecha de aplicación de 
prisión preventiva, estado procesal, última 
diligencia, fecha y número de folios. 

 
Art. 4°: Secretaría. La Dirección General de Administración 

y Finanzas, la Dirección de Recursos 
Humanos y el Departamento de 
Construcción y Mantenimiento de Obras, 
con la asesoría de la Oficina Técnica para la 
Implementación de la Reforma del Sistema 
Penal de la Corte, se avocarán a organizar 
una Secretaría con suficiente capacidad 
operativa para garantizar el eficiente 
desempeño de los Juzgados. 

 El Programa de Depuración de Causas y los 
Conciliadores Penales, según las directrices y 
coordinación determinados por la Oficina 
Técnica para la Implementación de la 
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Reforma del Sistema Penal, serán afectados 
al apoyo de los Juzgados instituidos por el 
art. 1° de esta Acordada y de todos los demás 
Juzgados Penales de la República. 

Art. 5°: Recusación y excusación. En caso de recusación, 
excusación u otro impedimento, se 
comunicará a la Oficina de Distribución de 
Causas a los efectos de que ésta desinsacule 
el nombre del juez que atenderá el 
expediente. El sorteo se hará de entre los 
Jueces Penales que no atiendan Juzgados de 
Garantía ni de Liquidación y Sentencia. 

 
Art. 6°: Anótese, regístrese y desé a publicidad. 
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ACORDADA N°. 216/01 
 
 

En la ciudad de Asunción, capital de la República 
del Paraguay, a los veinticuatro.días del mes de mayo del 
dos mil uno, siendo las 11:00 horas, se reúnen en la Sala de 
Acuerdos de la Corte Suprema de Justicia, Excelentísimo 
Señor Presidente Profesor Doctor  Felipe Santiago Paredes, 
Excelentísimos Ministros  Profesores Doctores Carlos 
Fernández Gadea, Jerónimo  Irala Burgos, Luis  Lezcano 
Claude, Bonifacio Ríos Avalos, Wildo Rienzi Galeano, por 
ante mí, el secretario autorizante,   
 

D I J E R O N 
 

Que en función a las previsiones presupuestarias y 
las propuestas oportunamente remitidas por el Consejo de 
la Magistratura se encuentran designados los Jueces que 
deberán desempeñarse como itinerantes de la 
Circunscripción Judicial del Alto Paraná y Canindeyú.- 

 
Que en consecuencia y de conformidad a lo 

establecido en el Art. 29 inciso “i” de la Ley 879 Código de 
Organización Judicial corresponde redistribuir  los juicios 
en trámite en caso de creación  o suspensión de Juzgados y 
Tribunales en la capital y las circunscripciones Judiciales 
del interior del país.- 
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Que el Art. 12 de la Ley No. 1444/99 faculta a la 
Corte Suprema de Justicia a disponer qué Jueces Pena-
les serán los responsables de la conclusión de los expe-
dientes iniciados conforme al Código de Procedimientos 
Penales de 1890 en la estructura transitoria de depura-
ción y conclusión de causas y qué Jueces Penales serán 
los responsables de entender en las causas abiertas con-
forme al nuevo Código Procesal Penal. 

Por tanto, la    
 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA 
A C U E R D A 
 
ART. 1°.: ASIGNAR al Juez de Liquidación y Sentencia 
VICTOR RAUL BENITEZ ROA, las Secretarias N°  3 y 4, 
que perteneciera al anterior Juzgado en lo Criminal y Correc-
cional del Segundo Turno y la Secretaria N° 9 y l0 que pertene-
ciera al anterior  Juzgado en lo Criminal y Correccional del 
Quinto Turno.- 
 
ART. 2°: ASIGNAR a la Jueza Penal Itinerante de la Jurisdic-
ción de Hernandarias, Abogada CARMEN BARRIOS  las 
Secretarias N° 5 y 6 que perteneciera anteriormente al Juzgado 
en lo Criminal y Correccional del Tercer Turno.- 
 
ART. 3°: ASIGNAR al Juez  Penal Itinerante de la Jurisdicción 
del Alto Paraná Abogado MIGUEL HUGO MAIDANA 
GRIFFITHS las Secretarias N° 7 y 8 que perteneciera al ante-
rior Juzgado Criminal  del Cuarto Turno.- 
 
ART. 4°: ASIGNAR al Juez Penal Itinerante de la Jurisdicción 
del Alto Paraná, Abogado MENELEO INSFRAN RIVEROS 
las Secretarias N° 1, 11 y 12 que perteneciera al anterior Juzga-
do en lo Criminal del Primer y Sexto Turno respectivamente.- 
 
ART. 5°: ASIGNAR a la Juez Penal Itinerante del Alto Paraná 
Abogada ANA MARIA ARRELLAGA DE CASTILLO, las 
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Secretarias N° 2, 13 y 14 que perteneciera al anterior Juzgado 
en lo Criminal del Primer y Séptimo turno, respectivamente.- 
 
ART.6°: ASIGNAR a la Juez Penal Itinerante Abogada 
NORMA  BEATRIZ GAMARRA DE MARTINEZ, la aten-
ción del Juzgado Penal de Garantías  N° 4 del Alto Paraná.  
 
ART. 7°: ASIGNAR a la Juez Penal Itinerante Abogada AL-
BA CATALINA CENTURIÓN DE GARCIA DE ZÚÑIGA, 
la atención del Juzgado de Garantías N° 5 del Alto Paraná.- 
 
ART. 8°: ASIGNAR al Juez Penal Itinerante Abogado VIC-
TOR HUGO GIRALA, la atención del Juzgado Penal de Ga-
rantías N° 6 del Alto Paraná.- 
 
ART. 9°: COMISIONAR al Presidente de la Circunscripción  
Judicial de Alto Paraná y Canindeyú, para poner en posesión de 
cargo a los Magistrados mencionados.- 
 
ART. 10°: ANÓTESE, regístrese, notifíquese y publíquese en 
la Gaceta Oficial.-  
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ACORDADA Nº 217/01.. 
 

   En la ciudad de Asunción, Capital de la República 
del Paraguay, a los ocho. días del mes de junio del dos mil 
uno, siendo las 11:00 horas, estando reunidos en la sala de 
Acuerdos de la Corte Suprema de Justicia, el Excmo. Señor 
Presidente, Dr. Raúl Sapena Brugada, y los Excmos. 
Señores Ministros Felipe Santiago Paredes, Elixeno Ayala, 
Carlos Fernández Gadea, Jerónimo Irala Burgos, Bonifacio 
Ríos Ávalos, Luis Lezcano Claude, Wildo Rienzi Galeano y 
Enrique A. Sosa Elizeche, por ante mi, la Secretaria 
autorizante, 

 
DIJERON 

 
 Que el artículo 12 de la Ley N° 1.444/99 “Que regula 
el Sistema de Transición al Nuevo Sistema Procesal Penal”, 
faculta a la Corte a instaurar una estructura orgánica 
transitoria que atienda las necesidades de depuración de las 
causas iniciadas de conformidad con el Código de 
Procedimientos Penales de 1890, hasta el 28 de febrero del 
2003, debiendo determinar por Acordada los Jueces y 
Tribunales de Apelación que serán responsables de la 
tramitación de las mismas, y de las que se inicien bajo la 
competencia de la Ley N° 1286/98. 
 
 Que esta Corte ha dispuesto que la Primera y Segunda 
Sala de la Circunscripción Judicial de la Capital sean las com-
petentes para seguir entendiendo en todos los procesos abiertos 
conforme al Código de 1890. Que se hace necesario establecer 
pautas de distribución de volumen de la carga laboral prove-
niente de la Acordada N° 58 de fecha 20 de diciembre del 1985, 
en lo referente a Amparos y lo concerniente a la atención de 
apelación de causas atingentes a habeas corpus y hábeas data. 
 Que a los efectos de facilitar la vigencia del principio de 
especificidad de funciones, como marco de organización del 
proceso de liquidación y depuración de expedientes en Cámara, 
es conveniente concentrar la labor de la Primera y Segunda Sala 
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en los procesos tramitados conforme al Código Procesal Penal 
de 1890. Asimismo, aclarar los alcances del Art. 5° de la Acor-
dada N° 213 de fecha 18 de mayo del 2001, estableciendo una 
mejor reglamentación de la labor de la Secretaría. 
 
 Por tanto, en uso de sus atribuciones, la  
 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA 
A C U E R D A  

 
ART. 1°.: La Primera y Segunda Sala de los Tribunales de 
Apelación atenderán el actual volumen de causas vinculadas a 
apelaciones de Amparos, Habeas Corpus y Habeas Data que 
tienen pendientes a la fecha de la entrada en vigencia de esta 
acordada, hasta su conclusión. 
 
ART. 2°.: A partir de la entrada en vigencia de esta Acordada, 
la Primera y Segunda Sala de los Tribunales de Apelación serán 
excluidos en la atención de nuevas apelaciones interpuestas 
contra Amparos, Habeas Corpus y Habeas Data. En lo sucesivo 
las nuevas apelaciones de Amparo, Habeas Corpus y Habeas 
Data serán atendidas conforme a lo nombrado en la Acordada 
N° 58/85 en su Art. 10, por la Tercera y Cuarta Sala, estable-
ciéndose para el cumplimiento del articulo mencionado un or-
den de turno rotativo de un mes, partiendo de la Tercera Sala. 
 
ART.3°.: Conforme la lógica seguida por la Acordada N° 14 
de fecha12 de mayo de 1989, aclarase que sólo se aplicara el 
orden de turno establecido en el Art. 5° de la Acordada N° 
213/01, a los expedientes remitidos por primera vez a las 
Salas de Apelación. Cuando una de las Salas haya entendido 
anteriormente en la sustanciación de una apelación 
vinculada con una causa, ésta será la competente, en lo 
sucesivo, para resolver cualquier cuestión que en este 
expediente se plantee. A la fecha de la entrada en vigencia 
de esta Acordada los Secretarios elevarán un informe de las 
cuestiones vinculadas a las apelaciones del Art.5° de la 
Acordada N° 213/01 pendientes de resolución, dejándose 
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constancia de la fecha en que ingresaron a la Sala. La lista 
será actualizada con fecha de resolución quincenalmente, 
según lo establece el Art. 5°, debiendo también la Secretaría 
cumplir con lo establecido en relación a las nuevas 
apelaciones que ingresen por el sistema de turno. Las 
Secretarias preverán los mecanismos tendientes a identificar 
si la apelación que arriba al turno se vincula con una 
cuestión que ya es competencia de una de las Salas por 
anteriores apelaciones interpuestas. 
 
ART. 4°.: Anótese, regístrese, notifíquese. 
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ACORDADA N°  219/01. 
 

QUE AMPLIA LA ACORDADA N° 154/2001 
 En la ciudad de Asunción, Capital de la República 
del Paraguay, a los cinco días del mes de julio de dos mil 
uno, siendo las 11:00 horas, estando reunidos en la Sala de 
Acuerdos de la Corte Suprema de Justicia, el Excmo. Señor 
Presidente Dr. Raúl Sapena Brugada y los Exmos. Señores 
Ministros Doctores Felipe Santiago Paredes, Carlos 
Fernández Gadea, Jerónimo Irala Burgos, Wildo Rienzi 
Galeano, Bonifacio Ríos Ávalos y Enrique Sosa Elizeche, 
por ante mí, la Secretaria autorizante; 
 

D I J E R O N : 
 

 Que, a través de la Acordada N° 154, de fecha 21 de 
febrero del 2000, esta Corte Suprema de Justicia ha dictado 
la reglamentación de la Organización Judicial Transitoria 
del Fuero Penal, de conformidad con las disposiciones de la 
Ley 1286/98 Código Procesal Penal y la ley N° 1444/99. 
 Que, el art. 17 de la citada acordada, había 
dispuesto que en caso de excusación o recusación de Jueces 
Penales de Garantía, estos comunicarán el hecho a la 
Oficina de Distribución de Causas a los efectos de que la 
misma realice una nueva designación. 
 Que, es posible que la Oficina de Distribución de 
Causas o el funcionario designado, por excusación, 
recusación u otro impedimento de los Jueces Penales de 
Garantía agote las posibilidades de sorteo, por lo que 
corresponde ampliar la norma citada. 
 Por tanto, y de conformidad al art. 3°, incs. a) y b) 
de la Ley N° 609/95, la 
 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA 
A C U E R D A  

ART. 1°.: En el caso de que todos los Jueces Penales de 
Garantía de una Circunscripción se hayan apartado por 
excusación, recusación u otro impedimento, la Oficina de 
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Distribución de Causas o el funcionario designado, sorteará 
de entre los jueces de igual clase de Liquidación y Sentencia, 
de la Circunscripción respectiva, a los efectos de que 
asuman la competencia y sucesivamente con los jueces de 
otro fuero, conforme lo dispone el Código de Organización 
Judicial. En las localidades donde no exista la Oficina de 
Distribución de Causas, los procesos abiertos serán 
sorteados por el Juez Coordinador. 
 
Art. 2°.: Anótese, regístrese, notifíquese. 
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ACORDADA No:221/01. 
 

QUE REGLAMENTA LA DISTRIBUCION DE EXPE-
DIENTES EN LOS TRIBUNALES DE APELACION EN 
LO PENAL DE  LA CIRCUNSCRIPCION JUDICIAL DE 
ALTO PARANA Y CANINDEYU 

 
En la ciudad de Asunción, Capital de la 

República del Paraguay, a los cinco días del mes de julio del 
año dos mil uno, siendo las 11:00 horas, estando reunidos en 
a Sala de Acuerdos de la Corte Suprema de Justicia, el 
Excmo.  Señor Presidente Dr. Raúl Sapena Brugada, y los 
Excmos. Señores Ministros Doctores Felipe Santiago 
Paredes, Carlos Fernández Gadea, Jerónimo Irala Burgos, 
Luis Lezcano Claude, Wildo Rienzi Galeano, Bonifacio Ríos 
Avalos, y Enrique Sosa Elizeche, por ante mí, la Secretaría 
autorizante, 
 

D I J E R O N : 
 
  Que el artículo 12 de la Ley No. 1.444/99 
“Que regula el Sistema de Transición al Nuevo Sistema 
Procesal Penal”, facultada la Corte a instaurar una 
estructura orgánica transitoria que atienda las necesidades  
de depuración de las causas iniciadas de conformidad con el 
Código de Procedimientos Penales de 1.890, hasta el 28 de 
febrero de 2.003, debiendo determinar por Acordada los 
Jueces y Tribunales de Apelación que serán responsables de 
la tramitación de las mismas, y de las que se inicien bajo la 
competencia de la Ley No. 1.286/98.  
 

Que habiendo la ley otorgado a esta Corte facultades 
para instaurar la estructura penal transitoria, lógicamente 
se halla habilitada a tomar las medidas que fuesen 
necesarias para la organización de las Salas de los 
Tribunales de Alzada del modo que fuese más eficiente para 
el cumplimiento de los objetivos del período de transición 
penal, en cumplimiento de las normas constitucionales que 
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rigen la materia. 
 
  POR TANTO, en uso de sus atribuciones, la 
 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA 

 
A C U E R D A : 

 
Artículo 1º. Competencia de la Tercera Sala de Apelaciones.  
 1-Materia Penal 
 La tercera sala del Tribunal de Apelaciones tendrá solo compe-
tencia en materia penal de acuerdo a los siguientes items: 
a) Causas tramitadas conforme al Código Procesal Penal de 
1890. 
Deberá tramitar hasta su conclusión, los recursos que tuviese 
en tramite a la fecha de entrada en vigor de esta Acordada. 
También deberá concluir los recursos en que le correspondie-
se entender, según el Sistema de Distribución de Causas en el 
que participara hasta el 15 de diciembre de 2001. 
 
b) Causas tramitadas conforme a la ley 1286/98( nuevo Código 
Procesal Penal). 
Deberá tramitar hasta su conclusión todos los expedientes 

en los que se requiriese la intervención del Tribunal 
conforme a la Ley 1286/98. Quedan exceptuados los que 

ya fueron remitidos a la Primera y Segunda Sala a la 
fecha de entrada en vigor de esta Acordada, salvo 

recusaciones o excusaciones. 
 
2- Materia Civil, Laboral y del Menor 
Quedan suspendidas las competencias civil, laboral y del menor 
de la Tercera Sala del Tribunal de Apelaciones de la Circuns-
cripción Judicial de Alto Paraná y Canindeyú.  A partir de la 
entrada en vigencia de la presente acordada, los expedientes que 
le hayan sido asignados en estas materias, serán devueltas en 
número proporcional a la Primera y Segunda Salas del Apela-
ciones.  
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Artículo 2º.  Competencia de la Primera y Segunda Sala 
del Tribunal de Apelación.  
Materia Penal 
a) Causas tramitadas conforme al Código Procesal Penal de 
1890. 
 La Primera y Segunda Sala del Tribunal de Apelaciones de la 
Circunscripción Judicial de Alto Paraná y Canindeyú seguirán 
ejerciendo la competencia penal para la resolución de los recur-
sos interpuestos en expedientes sustanciados conforme al Códi-
go de 1.890, con excepción de los que deban ser remitidos a la 
Sala Electoral comisionada conforme al art. 3° de esta Acorda-
da. 
 
b) Causas tramitadas conforme a la ley 1286/98 
 Deberá concluir los casos que, a la entrada en vigor de esta 
Acordada, se estuviese tramitando en ese Tribunal. En los suce-
sivo no recibirá apelaciones provenientes de expedientes inicia-
dos conforme a la Ley 1286/98. 

 
2- Materia Civil, Laboral y del Menor 
Ambas Salas continuaran entendiendo en las causas de 

naturaleza civil, laboral y tutelar del menor que se 

encuentren en tramite y las que recibieren de la Tercera 

Sala conforme al Art. 1°, sin perjuicio de la competencia 

que de acuerdo a la Ley le corresponda en todos los 

casos que en lo sucesivo lleguen a su conocimiento, 

conforme al sistema de distribución de causas vigente. 

 
Artículo 3º.  Sala Electoral comisionada. Comisionase hasta 
el 31 de diciembre del 2.001 a los miembros del Tribunal Elec-
toral de la Circunscripción Judicial de Alto Paraná y Canindeyú, 
sin perjuicio de sus funciones, a desempeñar las funciones ju-
risdiccionales de la competencia penal, en lo que respecta a los 
recursos interpuestos conforme al Código de 1.890, respecto a 
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las siguientes materias: a) incidentes en general, b) excepciones 
en general, c) medidas cautelares, d) recusaciones y e) excusa-
ciones.   
 
Artículo 4º. Redistribución de expedientes.   Al día siguiente 
a la entrada en vigencia de la presente acordada, la Secretaría de 
la Primera y Segunda Sala, organizarán bajo el control del Pre-
sidente de la Circunscripción y los Miembros del Tribunal que 
quisieren participar, la redistribución proporcional de las apela-
ciones (recursos) en las materias mencionadas en el Art. 3º entre 
las Salas Primera y  Segunda y la Sala Electoral comisionada. 
Una vez efectuado el sorteo, los expedientes serán remitidos a 
las Salas asignadas en un plazo máximo de  cinco días hábiles, 
tiempo en el cual quedan suspendidos los plazos en dichos ex-
pedientes. Cualquier controversia será resuelta por el Presidente 
de la Circunscripción Judicial. 
 

En lo sucesivo, todas las apelaciones mencionadas en el 
Art. 4°., con excepción de las medidas cautelares, serán remitidas 
a la Sala Electoral comisionada hasta el 15 de diciembre del 
2.001. 

 
Artículo 5º. Orden de turno para apelación de medidas 
cautelares e informe. En lo sucesivo, se organiza un or-
den de turno de quince días consecutivos, según la fecha 
en que fue dictada la resolución de una medida cautelar 
apelada para la Primera, Segunda y Sala comisionada. 
De este orden de turno  quedan exceptuados los expe-
dientes  en los que se haya designado una  Sala  para la 
resolución de algún otro recurso.   
Las Secretarías de las Salas tomarán las medidas para 
dar cumplimiento a este artículo, también las Secretarías 
de Primera Instancia, al tiempo de remitir los expedientes 
o sus compulsas, por nota harán notar la Sala que ante-
riormente haya intervenido para la resolución de alguna 
cuestión en dicho expediente, debiendo remitir a dicha 
Sala el expediente o las compulsas. El turno se inicia con 
la Primera Sala. 
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 Las Secretarías, que en el orden de turno reciban 
estas apelaciones de medidas cautelares, al cierre de cada 
turno, remitirán a la Sala Penal de la Corte Suprema de 
Justicia un informe de todos los expedientes ingresados, 
debiendo expresar: a) fecha de ingreso en la Sala, b) fecha 
de resolución, c) medida apelada, d) resolución dictada y e) 
promedio de tiempo para el dictamiento de las resoluciones.  
 
 La Sala Electoral comisionada entrará en la rueda de 
turnos hasta el 15 de diciembre del 2.001. 
 
Artículo 6º. Informe sobre cuestiones pendientes. Las Secre-
tarías de todas las Salas, en un plazo máximo de quince días 
hábiles a partir de la vigencia de la presente acordada, elevarán 
a la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia, un informe 
sobre recusaciones, excusaciones y apelaciones de medidas 
cautelares pendientes de resolución, debiendo mencionarse 
número de expediente y carátula, fecha de ingreso en la Sala y 
medida apelada. El listado será actualizado con fecha de resolu-
ción cada quince días, incluyendo el promedio de tiempo en la 
resolución de las cuestiones pendientes.  
 
Artículo 7º. Comisión de funcionarios.  A los efectos de faci-
litar la organización de los archivos penales y la tramitación de 
los expedientes remitidos a la Sala comisionada, y en caso de 
diagnosticarse necesario, el Presidente de la Circunscripción 
podrá determinar que dos funcionarios de experiencia de las 
Salas de Apelación presten su servicio en la Sala comisionada. 
 
Artículo 8º.  Recusaciones y excusaciones. En caso se recusa-
ciones, excusaciones y otro impedimento los Tribunales de 
Apelación que atiendan el antiguo proceso penal deberán inte-
grarse con miembros de la Sala que conozcan causas de igual 
tipo. En caso de no quedar aún integrada la Sala, se recurrirá a 
los Jueces Penales de Liquidación y Sentencia de la Circuns-
cripción, y en su caso deberá recurrirse a la lista de jueces de 
otras competencias, o a la lista de abogados, siguiéndose el 
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orden establecido en el Código de Organización Judicial. De 
igual manera se actuará con el Tribunal de Apelación que  
atienda las causas iniciadas conforme a la Ley No. 1.286/98, 
para los sorteos serán exceptuados los jueces que hayan tenido 
intervención en las resoluciones de Primera Instancia y aquellos 
que hayan dejado de entender por recusaciones o excusaciones. 
El Presidente de la Circunscripción tomará los recaudos para la 
pronta integración de la Sala correspondiente. 
 
Artículo 9º. Anótese, regístrese, notifíquese. 
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ACORDADA No.:222/01 
 

"QUE APRUEBA LA GUÍA DE PROCEDIMIENTOS 
DEL SISTEMA DE EJECUCIÓN PENAL" 

 
 En la ciudad de Asunción, capital de la República 
del Paraguay, a los cinco días del mes de julio del año dos 
mil uno, siendo las 11:00 horas, estando reunidos en la Sala 
de Acuerdos de la Corte Suprema de Justicia, el Excmo. 
Señor Presidente Dr. Raúl Sapena Brugada y los Excmos. 
Señores Ministros Doctores Carlos Fernández Gadea, Jeró-
nimo Irala Brugos, Luis Lezcano Claude, Bonifacio Ríos 
Avalos, Felipe Santiago Paredes, Wildo Rienzi Galeano, y 
Enrique Antonio Sosa Elizeche, ante mí la Secretaria auto-
rizante; 
 

D I J E R O N 
 

 Que, el Preámbulo de la Constitución de 1992 reco-
noce a la dignidad humana como fundamento de todos los 
derechos y garantías. 
 Que, toda persona tiene derecho a ser protegida en 
su libertad (Art. 9 CN), que la prisión preventiva sólo podrá 
ser dictada cuando fuese indispensable para las diligencias 
del juicio (Art. 19 CN). 
 Que, siendo el objeto de las penas la readaptación de 
los condenados y la protección de la Sociedad (Art. 20 CN).   
 Que, la sanción del Código Procesal Penal, Ley 
1286/98, ha transformado positivamente el régimen de Eje-
cución Penal, incluyendo entre los órganos jurisdiccionales 
penales al Juzgado de Ejecución. 
 Que, conforme a dicho código, los Juzgados de Eje-
cución tienen a su cargo el control de las sanciones penales 
como la vigilancia del Régimen Penitenciario. 
 Que, esta Corte Suprema de Justicia ya ha designa-
do a los Jueces de Ejecución, en todas las Circunscripciones 
de la República donde existen Penitenciarias Nacionales o 
Regionales. 
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 Que, corresponde dictar una "Guía de Procedimien-
tos para el Sistema de Ejecución Penal", a efectos de regla-
mentar las competencias conferidas al órgano penal ejecu-
tor por el nuevo Código Procesal Penal. 
 Por tanto, de conformidad al artículo 3, inc. a) de la 
Ley N° 609/95, la  

 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA 

 
A C U E R D A 

 
Art. 1º. APROBAR la "Guía de Procedimientos del Sistema 
de Ejecución Penal", cuyo texto es como sigue: 
 
GUÍA DE PROCEDIMIENTOS DEL SISTEMA DE EJECU-

CIÓN PENAL 
 

CAPITULO I 
PRINCIPIOS GENERALES 

 
Art. 1° Principios. Los derechos y garantías del régi-

men penitenciario consagrados por la Constitución, el Derecho 
Internacional vigente, y la legislación ordinaria en beneficio del 
condenado, a quien se haya impuesto una medida o del preveni-
do, deberán ser controlados y vigilados por los Juzgados de 
Ejecución.   

En especial, deberán tener presente en todo momento la 
dignidad humana de las personas privadas de libertad, y los 
principios de igualdad de trato y celeridad de los procesos. 
 

Art. 2° Finalidad. Los Juzgados de Ejecución tienen 
como propósito el control de  las finalidades constitucionales de 
la pena y la vigilancia del régimen penitenciario.  
 

Art. 3° Competencia.  Los Juzgados de Ejecución ten-
drán las competencias que les asignan las leyes de conformidad 
con esta acordada.  En especial las que surgen del control de 
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toda sanción atribuída a los condenados o a quienes se haya 
impuesto una medida, el control de la suspensión de la ejecu-
ción de la pena, el control de la suspensión del procedimiento, 
el control de la suspensión a prueba de la internación, la deci-
sión sobre la libertad condicional, la aplicación o substitución 
de la multa, la aplicación del indulto, la aplicación de la amnis-
tía, la vigilancia del régimen penitenciario y la vigilancia de los 
fines de la prisión preventiva. 
  Los condenados, a quienes se haya impuesto una medi-
da y los prevenidos podrán solicitar tutela jurisdiccional a través 
de peticiones. 
 

Art. 4° Vigilancia.  Los Juzgados de Ejecución ejerce-
rán la vigilancia sobre el régimen penitenciario a través de un 
programa de visitas, la facultad de convocar a los funcionarios 
penitenciarios y dictar resoluciones generales y particulares que 
promuevan la vigencia de los derechos y garantías consagrados 
en beneficio de dicho régimen. 
 

Art. 5° Cooperación de la Sociedad. Los Juzgados de 
Ejecución promoverán la cooperación de la sociedad con lo 
atinente a su competencia y en especial con el régimen peniten-
ciario, para ello deberán asegurar a las organizaciones la posibi-
lidad de trabajar con las penitenciarias.    
 

CAPITULO II 
GESTIÓN JURISDICCIONAL 

Sección I 
Disposiciones Generales 

 
Art. 6° Trámite. Las acciones jurisdiccionales o las pe-

ticiones de tutela jurisdiccional planteadas ante los Juzgados de 
Ejecución se regirán por las reglas de los incidentes, salvo aqué-
llas que tengan previsto un trámite diferente. En lo posible las 
decisiones deberán tomarse en audiencias orales y públicas. 

Siempre se dará participación al condenado, a quien se 
haya aplicado una medida o al prevenido, salvo razones de se-
guridad; cuando el Juzgado considere que no se le puede dar 
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participación en la audiencia, luego de terminada ésta se trasla-
dará al lugar de reclusión para oírlo, y después pronunciará la 
resolución. 

Toda acción jurisdiccional o petición de tutela jurisdic-
cional deberá ser resuelta inmediatamente luego de la audiencia 
de sustanciación. 
 

Art. 7° Recusación e Inhibición. En los casos de recu-
sación o inhibición de los Jueces de Ejecución, éstos serán sus-
tituidos por los Jueces Penales de Garantía. Producida la recu-
sación o la inhibición, los Jueces de Ejecución deberán enviar el 
expediente a la Oficina de Distribución de Causas Penales para 
su sorteo; en las circunscripciones del interior de la República 
donde no exista la citada oficina, el expediente será enviado al 
Juez Coordinador a los mismos efectos.  
 

Art. 8° Causas concluidas del Sistema de Liquida-
ción. Los Juzgados de Liquidación y Sentencia, los Tribunales 
de Apelación y la Corte Suprema de Justicia, una vez firme la 
condena o la imposición de una medida deberán remitir a los 
Juzgados de Ejecución las causas así concluidas. De igual ma-
nera obrarán los Juzgados de Paz que hayan dispuesto condena. 

 
Art. 9° Sorteo. En las Circunscripciones Judiciales 

donde exista más de un Juzgado de Ejecución, las causas o ac-
ciones serán recepcionadas y sorteadas por el Coordinador de la 
Secretaría del Juzgado de Ejecución. 
 

Sección II 
Penas 

 
Art.10° Sentencia Firme.  Una vez firme la sentencia 

de condena, o la que impone una medida, los Jueces de Paz, los 
Juzgados Penales de Garantía, y los Tribunales de Sentencia 
deberán comunicarla inmediatamente a los Jueces de Ejecución 
de su Circunscripción, remitiendo la causa a los efectos estable-
cidos por el Código Procesal Penal. 
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 Cuando la sentencia firme proceda de la Corte Suprema 
de Justicia o de los Tribunales de Apelación, deberán remitirla 
al Tribunal de Sentencia para su notificación y posterior remi-
sión al Juzgado de Ejecución de la Circunscripción respectiva.   
 

Art. 11° Recepción. Una vez recibida la causa, cuando 
hayan sido aplicadas penas privativas de libertad, el Juzgado de 
Ejecución procederá de inmediato a revisar el cómputo practi-
cado en la sentencia.  
 

Art. 12° Informe. Practicada la revisión de los cómpu-
tos, los Juzgados de Ejecución informarán a la Penitenciaria 
Nacional o Regional, el contenido del fallo firme y la fecha en 
que se compurgará la sanción. Asimismo, deberán informar la 
fecha en que los condenados podrán solicitar su libertad condi-
cional. 
 

Art. 13° Multa. Los Juzgados de Ejecución promove-
rán el cumplimiento de las multas dentro del plazo establecido 
por la sentencia firme, para ello emplazarán por cinco días a los 
multados para que cumplan lo dispuesto por el Juzgado o Tri-
bunal.  En caso de incumplimiento obrarán conforme lo dis-
puesto en el Código Penal y el Código Procesal Penal.  
 

Art. 14° Penas complementarias y adicionales. Los 
Juzgados de Ejecución deberán promover el cumplimiento de 
las penas complementarias y adicionales, para ello emplazarán 
por cinco días a los condenados a dar, hacer o no hacer lo dis-
puesto por la sentencia.  En caso de incumplimiento, notificará 
al Ministerio Público o a la Procuraduría General de la Repúbli-
ca, según proceda, a fin de que se promueva la ejecución civil. 
 

Art. 15° Libertad Condicional. El auto que disponga 
la libertad condicional, deberá fijar las condiciones conforme a 
los supuestos del Art. 46 del Código Penal.  El Juzgado podrá 
imponer otras condiciones análogas y racionales solamente 
cuando estime que son convenientes a la reintegración social 
del liberado. 
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 La resolución se notificará a la Comandancia de la Poli-
cía Nacional y, si tiene domicilio conocido, a la víctima.  
 Rechazado el incidente de libertad condicional por el 
Juzgado de Ejecución se notificará al accionante y al Director 
del establecimiento penitenciario.   
 

Sección III 
Medidas 

 
Art. 16° Notificación. Los Juzgados de Ejecución 

deberán notificar a los Médicos, Psiquiatras o Psicólogos 
Forenses del Poder Judicial de toda sentencia que aplique 
una medida privativa de libertad, a efectos de que los 
mismos informen trimestralmente del estado de salud de los 
internos.   
 

Art. 17° Informe. El informe referido en el artículo an-
terior contendrá el estado de salud del interno, sus necesidades 
especiales con miras a brindarle un tratamiento adecuado y la 
verificación de la finalidad de la medida. Los informes deberán 
formar un registro foliado. 
 

Art. 18° Revisión. Los Juzgados de Ejecución deberán 
revisar las medidas privativas de libertad cada seis meses, salvo 
que los informes de los Médicos, Psiquiatras o Psicólogos Fo-
renses aconsejen la necesidad de revocar la medida y aplicar 
otra más idónea. 
 

Sección IV 
Ejecución Civil 

 
Art. 19° Trámite. La Ejecución civil de las sentencias penales 
se llevará adelante por las formas de la Ejecución de Resolucio-
nes Judiciales del Código Procesal Civil.   
 Una vez recibida la causa que deba ser ejecutada, pre-
viamente se deberá emplazar al deudor por el plazo de cinco 
días para que cumpla lo dispuesto por la sentencia.  De igual 
modo, si existiere se deberá emplazar al fiador. 
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 Ante la incomparecencia del deudor o no mediando 
justificación por fuerza mayor, hallándose firme la sentencia 
penal y con plazo vencido, los Juzgados de Ejecución deberán 
notificar al Ministerio Público o a la Procuraduría General de la 
República, según el caso, de oficio o a petición de parte, para 
que procedan a la ejecución forzosa.  El Ministerio Público 
intervendrá cuando los hechos punibles afecten intereses parti-
culares y sociales; la Procuraduría General de la República en 
los casos que se afecten intereses patrimoniales del Estado. Las 
medidas cautelares de carácter real se regirán por las reglas del 
proceso civil. 
 La resolución del procedimiento de ejecución civil será 
apelable ante el Tribunal de Apelación de la jurisdicción penal. 

Art. 20° Incompetencia. Los Juzgados de Ejecución no 
podrán entender en la ejecución civil proveniente del procedi-
miento para la Reparación del Daño, de la Conciliación Penal y 
de las Costas del juicio. 
 

CAPITULO III 
GESTIÓN DE VIGILANCIA 

 
Sección I 
Peticiones 

 
Art. 21° Petición de tutela jurisdiccional. La priva-

ción, el desconocimiento, o el cercenamiento de derechos y 
garantías del régimen penitenciario consagrados por la Consti-
tución Nacional, el Derecho Internacional vigente, la legislación 
ordinaria y esta acordada en beneficio del condenado, a quien se 
haya impuesto una medida o del prevenido, por la autoridad 
penitenciaria o administrativa dará lugar a una petición de tutela 
jurisdiccional ante los Juzgados de Ejecución.   
 

Art. 22° Resoluciones. Las peticiones de tutela juris-
diccional darán lugar a resoluciones generales y particulares.  
Las resoluciones generales se ocuparán de la promoción y vi-
gencia de los derechos y garantías antes enunciados. Estas po-
drán ser dictadas de oficio. 
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Las resoluciones particulares se ocuparán de reparar los 
derechos y garantías conculcados de los condenados, a quien se 
haya aplicado una medida o del prevenido y serán notificadas al 
Ministerio Público y las partes interesadas. 
 Las resoluciones generales podrán ser recurridas en 
única instancia ante la Sala Penal de la Corte Suprema de Justi-
cia.   

Las resoluciones particulares podrán ser apeladas, con 
efecto suspensivo, ante el Tribunal de Apelaciones.     
Sección II 

Vigilancia y Colaboración 
 

Art. 23° Régimen de Visita. El régimen de visita de 
los Juzgados de Ejecución será ordinario y extraordinario. Las 
visitas ordinarias serán destinadas a la vigilancia (inspección 
general) de las Penitenciarias Nacionales, Regionales, y de toda 
Prisión, Centro de Detención o Centro de Internación, de la 
respectiva Circunscripción; serán calendarizadas anualmente, 
debiendo realizarse cada mes. El calendario de visitas ordinarias 
será establecido por resolución general, la primera semana de 
Marzo de cada año, debiendo notificarse a la Sala Penal de la 
Corte Suprema de Justicia y a las autoridades penitenciarias. 

 Las visitas extraordinarias serán destinadas a la verifi-
cación del cumplimiento de las disposiciones constitucionales, 
legales, jurisdiccionales o administrativas del régimen peniten-
ciario. Las visitas extraordinarias podrán ser efectuadas las 
veinticuatro horas del día. 
 

Art. 24° Comparecencia. Los Juzgados de Ejecución 
podrán convocar a los funcionarios penitenciarios a todos los 
efectos relacionados con el régimen penitenciario. 
  

Art. 25° Colaboración Obligatoria. Los funcionarios 
penitenciarios deberán cumplir las resoluciones emanadas del 
Juzgado de Ejecución, sin perjuicio de la autoridad administra-
tiva a la que estén subordinados. La autoridad administrativa no 
podrá revocar, alterar o retardar una orden emitida por los Juz-
gados. El incumplimiento de una resolución judicial hará pasi-
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ble al funcionario de responsabilidades administrativas y pena-
les.  
 

Sección III 
Prohibiciones  

 
Art. 26° Prohibición. Los Juzgados de Ejecución no 

podrán intervenir en cuestiones de seguridad en los locales pe-
nitenciarios, y en el régimen administrativo de los funcionarios 
penitenciarios.  
 Los permisos, las salidas, o los traslados administrati-
vos de los prevenidos o a quien se haya impuesto una medida 
cautelar de internación sólo podrán ser autorizados por el Juez 
Penal del procedimiento. 

 
CAPITULO IV 

SERVICIOS DE APOYO 
 

Sección I 
Secretaría del Juzgado de Ejecución 

 
Art. 27° Finalidad. Las Secretarías de los Juzgados de 

Ejecución tienen por finalidad cumplir actividades de 
carácter jurisdiccional y brindar apoyo administrativo para 
ejecutar la sanción penal.  
 

Art. 28° Conformación. Las Secretarías de los 
Juzgados de Ejecución estarán conformados por los 
Secretarios, Ujieres Notificadores,  Oficiales de Secretaría, y 
Operadores de Computadoras que fuesen nombrados. 
Cuando existiere más de un Secretario se elegirá de modo 
rotativo un Coordinador por el plazo de seis meses.  
Desarrollarán sus actividades conforme al Manual de 
Funciones que será aprobado por la Corte Suprema de 
Justicia. 
 

Art. 29° Libros. Las Secretarías deberán llevar libros 
foliados por sobre: 
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a. Causas Entrantes: a1. Penas Privativas de Li-
bertad 

a2. Penas no privativas de Libertad. 
a3. Medidas 
a4.Libertad Condicional 
a5. Indulto, Conmutación o 
Amnistía. 
a6. Suspensión: 1. Ejecución de 
la Condena 

2. Condicional del procedi-miento 

 3. A prueba de la Interna-ción 

a7. Ejecución Civil 
b. Ordenes de Captura 
c. Ordenes de Libertad 
d. Acciones Administrativas. 
Dicha documentación podrá ser documentada o substi-

tuida por un sistema informático de seguridad análogo, adopta-
do por resolución de la Corte Suprema de Justicia. 
 

Sección II 
Servicio de Asistencia Social 

 
Art. 30° Finalidad. El Servicio de Asistencia Social 

promoverá las relaciones del condenado, a quien se haya apli-
cado una medida o del prevenido, con su familia y la sociedad. 
 

Art. 31° Conformación. Estará integrado por Asisten-
tes Sociales, Psicólogos y otros auxiliares que fuesen nombra-
dos en el Juzgado de Ejecución. Desarrollarán sus actividades 
conforme al Manual de Funciones que será aprobado por la 
Corte Suprema de Justicia. Un Asistente Social ejercerá las 
funciones de Coordinador del servicio. 

 
Sección III 

Servicio de Asesoría de Prueba 
 



LEGISLACIÓN COMPLEMENTARIA 

 474 

Art. 32° Finalidad. El Servicio de Asesoría de Prueba 
tiene por finalidad brindar el perfil psicológico de imputados, 
condenados, o a quienes se haya impuesto una medida, que 
puedan ser beneficiados con la suspensión de la ejecución de la 
pena, la suspensión condicional del procedimiento o la suspen-
sión a prueba de la internación. También deberá brindar infor-
mes y recomendaciones sobre la conducta del beneficiado en el 
lapso de tiempo dispuesto por el Juzgado o Tribunal. 
 Este Servicio brindará asistencia a todos los Juzgados 
de Paz, Juzgados Penales de Garantía o Tribunales de Sentencia 
de la Circunscripción que estimen admisible cualquier tipo de 
suspensión de la sanción o del procedimiento. 
 Los Juzgados de Ejecución al resolver sobre la revoca-
ción o la ampliación del plazo de prueba de la suspensión de la 
ejecución de la condena, de la suspensión condicional del pro-
cedimiento o de la suspensión a prueba de la internación debe-
rán contar con el informe previo del servicio.   
   

Art. 33° Conformación. Estará integrado por Psicólo-
gos y auxiliares que fuesen nombrados en el Juzgado de Ejecu-
ción. Desarrollarán sus actividades conforme al Manual de Fun-
ciones que será aprobado por la Corte Suprema de Justicia. Un 
Psicólogo ejercerá las funciones de Coordinador del servicio. 
 

Art. 34° Registro. El Coordinador del Servicio tendrá a 
su cargo la elaboración de un registro de entidades y personas 
que puedan ejercer las funciones del Asesor de Prueba. Recibi-
das las solicitudes, el Juzgado llamará a una junta con los coor-
dinadores de los servicios de apoyo y ordenará la inscripción o 
se rechazará la propuesta por mayoría calificada.   
 

Art. 35° Asesor de Prueba. Son requisitos deseables 
para los Asesores de prueba: 

a. Estudios universitarios en ciencias sociales; 
b. Experiencia en el trabajo forense; y, 
c. Solvencia ética y económica. 
En caso de que el Asesor de Prueba tenga a su cargo ni-

ños, niñas o adolescentes,  deberá sumar a los requisitos anterio-
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res, experiencia de trabajo con niños, niñas o adolescentes, co-
mo conocimientos básicos de la legislación nacional que se 
ocupa de los mismos. 

No podrán ser Asesores de Pruebas los miembros de las 
Fuerzas Armadas, de la Policía Nacional, los funcionarios peni-
tenciarios, o cualquier funcionario público o ciudadano que 
haya participado en la persecución penal del beneficiado, salvo 
los Jueces de Paz que hayan actuado en las diligencias iniciales 
del procedimiento. 

CAPITULO V 
DISPOSICIONES FINALES 

 
Art. 36° Informe.  Hasta tanto no sean completadas las 

designaciones de los funcionarios previstos para el Servicio de 
Asesoría de Prueba, no será indispensable el informe previo 
dispuesto por el Art. 32 de la presente acordada. 

 
Art. 37º Notificación.  La presente acordada deberá ser 

notificada con copia al Ministerio de Justicia y Trabajo, al Mi-
nisterio Público, al Ministerio de la Defensa Pública, a la Direc-
ción General de Institutos Penales y a la Procuraduría General 
de la República. 
 

Art. 2° Anótese, regístrese y dése a publicidad.   
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ACORDADA No.223/01 
 

QUE ACLARA LA ACORDADA N° 213/2001 
 
  En la ciudad de Asunción, Capital de la 
República del Paraguay, a los cinco días del mes de julio del 
año dos mil uno, siendo las 11:30 horas, estando reunidos en 
a Sala de Acuerdos de la Corte Suprema de Justicia, el 
Excmo.  Señor Presidente Dr. Raúl Sapena Brugada, y los 
Excmos. Señores Ministros Doctores Felipe Santiago 
Paredes, Carlos Fernández Gadea, Jerónimo Irala Burgos, 
Luis Lezcano Claude, Wildo Rienzi Galeano, Bonifacio Ríos 
Avalos, y Enrique Sosa Elizeche, por ante mí, la Secretaría 
autorizante, 
 

D I J E R O N : 
 

Que por la Acordada N° 213 de fecha 18/05/2001, 
esta Corte ha dispuesto facilitar la vigencia del principio de 
especificidad de funciones como marco de organización del 
nuevo Sistema Penal, disponiendo que la labor de la 
Primera y Segunda Sala del Tribunal de Apelación en lo 
Criminal de la Circunscripción de la Capital se encarguen 
de la liquidación de las causas conforme al Código de 
Procedimientos Penales de 1890; asimismo, ha designado a 
la Tercera y Cuarta Sala del Tribunal de Apelación de la 
misma Circunscripción para tramitar los procesos 
conforme a la ley 1286/98. 

 
Que corresponde aclarar los alcances del art. 4° de 

la Acordada N° 213/2001, conforme lo establece la ley 879 
“Código de Organización Judicial” 

 
POR TANTO, en uso de sus atribuciones, la 
 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA 

A C U E R D A  
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Artículo 1°. Aclárase el Art. 4° de la Acordada No. 213/01 en 
el sentido de que deberá entenderse por Salas que conozcan 
causas de igual tipo, no solo la Penal que atiende expedientes 
sustanciados conforme al Código de 1.890, sino expedientes de 
los procesos escritos de las demás competencias en el orden 
determinado por el Código de Organización Judicial. 
 
Artículo 2°. Anótese, regístrese, notifíquese. 
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CUADROS SINÓPTICOS 
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ÓRGANOS JURISDICCIONALES PREVISTOS EN EL CÓDIGO PROCESAL PENAL (ART.  38 ) 
ÓRGANO PROCEDIMIENTO COMPETENCIA 

 
 

Corte Suprema de Justicia   
art. 39 

- sustanciación y resolución 
  

- recurso extraordinario de casación (art. 477 y sgtes.) 
- recurso de revisión (481 y sgtes.) 
- contiendas de competencia (art. 335) 
- recusación de miembros del Tribunal de Apelación (art. 39 num. 3).  
- quejas por retardo de justicia del Tribunal de Apelación (art. 39  num. 3). 
-  recusación de los funcionarios del Ministerio .Público en caso de impugnación de la resolu-
ción y recusación del Fiscal General del Estado, Sala Penal (art. 57) 
- resolución que deniegue el pedido de extradición  será estudiada por la Sala Penal (art. 149) 

 
Tribunales de Apelación  

art. 40 

-sustanciación y resolución - recurso de apelación:  resoluciones de la etapa preparatoria e intermedia : Juez de Paz y Juez 
Penal (arts. 40 num. 1, 461 y sgtes.) 
-recurso de apelación especial: sentencias  definitivas de Juez de Paz o Tribunal de Sentencia 
(466 y sgtes.) 
- recusación del juez penal y miembros del Tribunal de Sentencia (art.  40 num. 2) 
- quejas por retardo de justicia de Jueces Penales y Tribunales Unipersonales (art. 40 num. 3) 

Tribunales de Sentencia Unipersonales 
art. 41 

- sustanciación del juicio (3ª. Etapa, juicio oral) 
 
 
- sustanciación y resolución 

- hechos punibles con pena de multa o privativa de libertad hasta dos años, a petición del Mi-
nisterio Público (art. 41 num. 1) 
- reparación del daño en casos de sentencia condenatoria (art. 41 num.  2) 
- recurso de apelación contra sentencias del Juez de Paz (art. 41 num. 3) 

Tribunales de Sentencia ( integrado por tres jueces)  
 art. 41 

- sustanciación y resolución (3ª. Etapa, juicio oral) - todos los demás hechos punibles que no son de competencia de los Tribunales Unipersonales 
(art. 41 in fine) 

 
Jueces Penales 

art. 42 

- sustanciación y resolución en la etapa preparatoria
-sustanciación y resolución en la etapa intermedia 
 
- sustanciación y resolución del procedimiento 
abreviado 

- juez de garantías y del control de la investigación (art. 41 1ª  parte) 
- decisiones de naturaleza jurisdiccional (art. 41 num. 1) 
- internación del imputado en un establecimiento asistencial (art. 255) 
- incomunicación del imputado por 24 horas (art. 256) 
- otros: art. 257, 282 

 
 

Jueces de Ejecución 
art. 43 

 

- etapa de ejecución de las sentencias - control de la ejecución (art. 490 y sgtes., 501) 
- suspensión condicional del procedimiento, control cumplimiento reglas (art. 308) 
- trato del prevenido y cumplimiento de los fines de la prisión preventiva  (art. 254 pár. 4) 
- sustanciación y resolución de todos los incidentes que se produzcan en la etapa de ejecución: 
permisos, salidas o traslados (art. 254 pár. 5) 
- control del cumplimiento de las finalidades constitucionales de las sanciones penales y defen-
sa de los derechos de los condenados (arts. 43 pár. 1, 492, 501) 

 
 
 
 
 

Jueces de Paz 
art. 44 

- etapa preparatoria 
- atribuciones en casos a ellos planteados y sin 
perjuicio de la competencia de los jueces penales 

- control de diligencias iniciales urgentes y en sustitución del juez penal (art. 44 num. 1) 
- autorización para prescindir de la acción penal pública (art. 19, inc. 1 y 2) a pedido del Minis-
terio Público sin perjuicio de la competencia del juez penal (art. 44 num. 2) 
- suspensión condicional del procedimiento para hechos culposos (arts. 44 num. 3, 409 num. 4) 
- procedimiento abreviado para pena privativa de libertad inferior a un año o pena no privativa 
de libertad  (arts. 44 num. 4, 409 num. 5) 
- conciliación (arts. 44 num. 5, 409 num. 6), extinción de la acción (art. 409 num. 3) 
- juicio por hechos punibles de acción privada cuando el imputado acepte la competencia (art. 
44 num. 6) 
- procedimiento para la reparación del daño en los casos en que hayan dictado sentencias con-
denatorias (art. 44 num. 7) 
-  extinción de la acción penal en conflictos resueltos por la comunidad indígena (arts. 26, 44 
num. 8), revisión de sanciones administrativas (art. 411), juzgamiento de faltas (art. 413) 
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EL PROCESO PENAL  EN CUADRO SINÓPTICO 
 
 

                           PROCESO PENAL 
 
 
 
 
 

         PROCEDIMIENTO ORDINARIO                                 PROCEDIMIENTOS ESPECIALES*            RECURSOS *       EJECUCIÓN DE SENTENCIA 
 
 

 
             Juzgados de Paz, Tribunales de Sentencia 
ETAPA PREPARATORIA                   ETAPA INTERMEDIA                   JUICIO ORAL                                                    Tribunales de Apelación 
                            Corte Suprema de Justicia 

 
 

 
                                       Juez Penal                                               Tribunales de Sentencia                                                                                                         Juez de Ejecución 
                     Unipersonales y Colegiados (tres jueces) 
 
* PROCEDIMIENTOS ESPECIALES 
 

1. Procedimiento ante el Juez de Paz: Juez de Paz (art. 407 y sgtes.) 
2. Procedimiento abreviado: Juez de Paz  (art. 44 inc. 4) y Juez Penal (art. 420 y sgtes.)  
3. Procedimiento por delito acción penal privada: Juez de Paz  (art. 44 inc. 6) o Tribunal de Sentencia (art. 422 y sgtes.) 
4. Procedimiento para menores: Juez con competencia y jurisdicción en lo Correccional del Menor, Juez Penal Juvenil (art. 427) 
5. Procedimiento para la aplicación de medidas de mejoramiento: Juez Penal y Tribunal de Sentencia  (art. 428 y sgtes.) 
6. Procedimiento para los hechos punibles relacionados con pueblos indígenas: Juez de Paz (art. 44  num. 8), Juez Penal y Tribunal de Sentencia (art. 432 y sgtes.)  
7. Procedimiento para la reparación del daño: Juez de Paz  (art. 44 inc. 7) y Tribunal de Sentencia Unipersonal (art. 439) 
 
 
                                                                                                                                                                    RECURSOS* 

 
Recurso de Reposición: Ante  el mismo juez que dictó resolución (art. 458 y sgtes.) 
Recurso de Apelación: Juez de Paz (art. 411), Tribunal de Sentencia Unipersonales (art. 41 num. 3), Tribunal de Apelación  (461 y sgtes.) 
Recurso de Apelación Especial de la sentencia de Primera Instancia del Juez o Tribunal de Sentencia: Tribunal de Apelación (art. 466 y sgtes.) 
Recurso Extraordinario de Casación contra resoluciones del Tribunal de Apelación y Casación directa ante  la Sala Penal: Corte Suprema de Justicia, Sala Penal (art. 477 y sgtes.) 
Recurso de Revisión: Corte Suprema de Justicia, Sala Penal (art. 481 y sgtes.) 
 
Aclaratoria:  Ante el mismo juez o tribunal que dictó la  resolución (art. 126)* 
*Observación: la aclaratoria no está  regulada  dentro del capítulo de los recursos del código procesal penal, sino en el capítulo de los actos y resoluciones judiciales. 
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PROCEDIMIENTOS ESPECIALES 
 

PROCEDIMIENTO ANTE EL JUEZ DE PAZ PROCEDIMIENTO ABREVIADO PROCEDIMIENTO POR DELITO DE ACCIÓN PENAL PRI-
VADA 

PROCEDIMIENTO PARA MENORES 

- Convocación a audiencia: dentro de los cinco días. 
- Imputado detenido: se convocará a audiencia dentro 
de las cuarenta y ocho horas (art. 407). 

- Admisibilidad: a) hecho punible con pena máxima 
inferior a cinco años o sanción no privativa de liber-
tad; b) admisión del hecho por el imputado y con-
sienta la aplicación de este procedimiento; c) el 
defensor acredite que el imputado prestó su consen-
timiento libremente (art. 420). 

- Presentación de la acusación particular: ante juez de 
paz o tribunal de sentencia, por sí o mediante apodera-
do especial (art. 422). 

- Aplicación: Investigación y juzgamiento de hechos 
punibles en los que se señale como autor o partícipe a 
una persona que haya cumplido catorce años y hasta 
los veinte años de edad inclusive (art. 427). 

- Procedimiento: Regirán las reglas del juicio oral y 
público adaptadas a la audiencia (art. 408). 

- Procedimiento: El juez oirá al imputado y dictará la 
resolución que corresponda, previa audiencia a la 
víctima o al querellante (art. 421). 

- Auxilio judicial: Será requerido cuando no se haya 
logrado identificar al acusado o se requieren diligen-
cias que el querellante no pudiere realizar por sí mis-
mo (art. 423). 

- Objeto del proceso: Verificar la existencia de un 
delito o crimen según la ley penal ordinaria, determi-
nar su autor o partícipe y disponer las medidas que 
correspondan (art. 427 num. 1). 

- Luego de escuchar a las partes el juez dictará reso-
lución fundada (art. 417). 

 - Audiencia de conciliación: dentro de los diez días 
(art. 424). 

- Comprobación de la edad: Con el certificado de 
nacimiento, pero a falta de éste, en base al dictamen 
pericial (art. 427 num. 2). 

- La resolución será apelable en el plazo de tres días 
sólo por el condenado (art. 418). 

 - Si no se logra la conciliación: el juez convocará a 
juicio (art. 425). 

- Declaración del adolescente: Se efectuará ante el 
juzgado, en presencia del defensor público o particu-
lar, pudiendo intervenir el fiscal. No podrá ser interro-
gado por autoridades policiales, bajo pena de nulidad 
(art. 427 num. 3). 

- Regirán las normas del procedimiento ordinario 
adaptadas a la naturaleza breve y simple del procedi-
miento (art. 419). 

 - Se considerará abandonada la querella: a) el quere-
llante o su mandatario no concurren a la audiencia de 
conciliación, sin justa causa; y b) fallecido o incapaci-
tado el querellante, no concurra a proseguir el proce-
dimiento quien según la ley esté autorizado para ello 
(art. 426). 

- Privación de libertad: sólo en caso de flagrancia (art. 
427 num. 4). 

   - Órganos intervinientes: los que tengan la competen-
cia y jurisdicción correspondiente (art. 427 num. 5). 

   - Forma del juicio: a puertas cerradas, salvo que el 
imputado o su representante soliciten lo contrario (art. 
427 num. 6). 

   - Participación de padres o interesados legítimos: 
Podrán asistir al juicio y participar en la defensa del 
adolescente (art 427 num. 7). 

   - Investigación socio-ambiental: dirigida por un perito 
(artl 427 num. 8). 

   - División del juicio: obligatoria (art. 427 num. 9). 
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PROCEDIMIENTO PARA LA APLICACIÓN DE MEDIDAS DE MEJORAMIENTO PROCEDIMIENTO PARA LOS HEHCHOS PUNIBLES RELACIONADOS CON LOS 
PUEBLOS INDÍGENAS 

PROCEDIMIENTO PARA LA REPARACIÓN DEL DAÑO 

- Procedencia: Cuando el Ministerio Público o el querellante estimen que 
sólo corresponde aplicar una medida (art. 428). 

- Procedencia: cuando el imputado o la víctima sea miembro o viva per-
manentemente en una comunidad indígena (art. 432). 

- Dictada la sentencia condenatoria o resolución que imponga medida de 
seguridad, el querellante o el Ministerio Público podrán solicitar la repara-
ción del daño o la indemnización correspondiente (art. 439). 

- El procedimiento se regirá por las reglas ordinarias, salvo lo sgte.:  Im-
putado incapaz: sus facultades serán ejercidas por su representante legal, o 
en su defecto por quien designe el tribunal (art. 429 num. 1). 

- La etapa preparatoria se regirá por las disposiciones comunes, con las 
modificaciones sgtes.: a) investigación fiscal asistida por un consultor 
técnico especializado en cuestiones indígenas; b) en caso de prisión pre-
ventiva, el juez requerirá informe pericial sobre características culturales 
del imputado; c) control de la investigación fiscal, por el juez quien deberá 
oir previamente el parecer de un perito (art. 433). 

- Demanda: deberá ser dirigida contra el condenado o contra quien se 
aplicó una medida de seguridad por mejoramiento (art. 440). 

- En el caso del procesado incapaz, no se exigirá la declaración previa de 
éste  (art. 429 num. 2). 

- Etapa intermedia. Reglas: 1) Concluida la etapa preparatoria, el juez 
convocará al Ministerio Público, al imputado y a la víctima y miembros de 
la comunidad a una audiencia, a los efectos de elaborar un modo de repa-
ración; 2) si las partes llegan a un acuerdo, el juez lo homologará y sus-
penderá el procedimiento; 3) si las partes no llegan a ningún acuerdo o 
éste es incumplido, el trámite continuará según las reglas del procedimien-
to ordinario; 4) la extinción de la acción penal es inapelable; 5) las mani-
festaciones del procesado podrán ser consideradas com indicio de su 
culpabilidad (art. 434). 

- Requerimientos de la solicitud (art. 441). 

- Este procedimiento especial nunca se tramitará conjuntamente con uno 
ordinario (art. 429 num. 3).  

- Juicio: conforme con las reglas del procedimiento ordinario, con las 
sgtes. modificaciones: 1) se sorteará un nuevo perito; 2) el tribunal podrá 
realizar modificaciones al procedimiento, en base a la etnia del procesado; 
3) el perito producirá un dictamen antes de la sentencia y participará de la 
deliberación de los jueces, con voz pero sin voto; 4) se hará constar  en la 
sentencia el derecho consuetudinario aplicado o invocado en el procedi-
miento (art. 435). 

- Admisibilidad: Si la demanda adolece de algún defecto formal o la soli-
citud de indemnización sea manifiestamente excesiva, podrá ser corregido 
en el plazo de cinco días, en caso contrario, se rechazará la demanda.  El 
rechazo de la demanda será apelable y no impedirá plantear la acción 
ordinaria civil en el fuero respectivo (art. 442). 

- El juicio se realizará a puertas cerradas sin la presencia del imputado, 
cuando ello sea imposible a causa de sus circunstancias personales (art. 
429 num. 4). 

- Recursos: Las decisiones de los jueces o del tribunal serán apelables (art. 
436). 

- Admitida la demanda, el juez librará el mandamiento de reparación o 
indemnización (art. 443). 

- La sentencia decidirá la absolución o la aplicación de una medida de 
seguridad (art. 429 num. 5). 

- Ejecución: En caso de sentencia condenatoria a pena privativa de liber-
tad que no supere los dos años, cualquier representante legal de la etnia 
podrá presentar al juez de ejecución, una alternativa para la ejecución de 
la sanción (art. 437). 

- Carga de la prueba: corresponde al acusador particular (art. 444). 

- No serán aplicables las reglas del procedimiento abreviado ni las de 
suspensión condicional del procedimiento (art. 429 num. 6). 

- Peritos: La Corte Suprema de Justicia elaborará una lista de peritos 
conocedores de las diferentes culturas indígenas preferentemente antropó-
logos (art. 438). 

- El juez procurará la conciliación de las partes. La incomparecencia del 
demandante producirá el desistimiento de la demanda. Si el demandado no 
comparece, quedará firme la orden de reparación. El juez homologará los 
acuerdos o dictará la resolución de reparación de daños (art. 445). 

- El juez podrá rechazar la solicitud y ordenar la acusación (art. 430).  - La resolución sobre reparación o indemnización será apelable (art. 446). 
- Si el tribunal considera, en el curso del juicio, que corresponde aplicar 
una pena, ordenará la acusación conforme con el procedimiento ordinario 
(art. 431). 

 - Prescripción de la acción: dos años a partir de ejecutoriada la sentencia 
condenatoria o la resolución que imponga la medida (art. 447). 

  - El abandono del procedimiento luego de la admisión de la demanda 
produce la perención de la instancia y obliga al pago de las costas (art. 
448). 
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RÉGIMEN DE LOS RECURSOS EN EL CÓDIGO PROCESAL PENAL832 
 

NORMAS GENERALES RECURSO DE REPOSICIÓN RECURSO DE APELACIÓN 
- Las resoluciones sólo serán recurribles cuando causen agravio al recu-
rrente (art. 449). 

- Procedencia: contra las decisiones que resuelvan un trámite o incidente, 
a fin de que el mismo juez que las dictó, las examine nuevamente y dicte 
la resolución que corresponda (art. 458). 

- Resoluciones apelables: art. 461. 

- Forma: en el tiempo y forma establecido en el Código, con indicación 
específica de la resolución impuganada (art. 450). 

- El recurso de reposición se interpondrá dentro de tres días, por escrito 
fundado, salvo que se plantee en la audiencia. El juez resolverá en el 
mismo plazo (art. 459). 

- Se interpondrá en escrito fundado ante el juez que dictó la resolución 
recurrida dentro del término de cinco días (art. 462). 

-Adhesión: Quien tenga derecho a recurrir, podrá adherirse en forma 
fundada, al recurso concedido a cualquiera de las partes (art. 451). 

- La resolución que recaiga causará ejecutoria, a menos que el recurso 
haya sido interpuesto con el de apelación subsidiaria (art. 460). 

- Presentado el recurso, el juez emplazará a las otras partes, para que en el 
plazo común de cinco días contesten el recurso y en su caso, ofrezcan 
pruebas. Luego, remitirá las actuaciones al tribunal de apelaciones para 
que resuelva (art. 463). 

- Recurso admitido durante las audiencias: Sólo el de reposición, cuya 
interposición implica también reserva de recurrir en apelación o casación, 
si el vicio señalado no es saneado y la resolución causa agravio al recu-
rrente (art. 452). 

 - El tribunal de apelaciones decidirá la admisibilidad del recurso y la 
procedencia de la cuestión planteada dentro de los diez días. Si alguna 
parte ha ofrecido prueba y el tribunal la estima necesaria, fijará audiencia 
oral dentro de los quince días  de recibidas las actuaciones (art. 464). 

- Recurso interpuesto por uno de los coimputados: favorece también a 
los demás, salvo que se funde en motivos personales. 

- En caso de acumulación de causas por hechos punibles diversos: el 
recurso deducido por un imputado favorecerá a todos, salvo que se 
funde en motivos exclusivamente personales (art. 453). 

 - La resolución del tribunal de apelaciones estará sujeta a las formalidades 
de los autos y sentencias y será fundamentada (art. 465). 

- El recurso se concederá siempre con efecto suspensivo, salvo disposición 
legal en contrario (art. 454). 

  

- Las partes podrán desistir de los recursos deducidos, sin perjudicar a los 
demás recurrentes, pero cargarán con las costas (art. 455). 

  

- El tribunal que resuelva el recurso tendrá competencia para entender 
exclusivamente respecto de los puntos impugnados (art. 456). 

  

- Cuando la resolución sólo haya sido impugnada por el imputado, no 
podrá ser modificada en su perjuicio (art. 457). 

  

                                                           
832 Son decisiones irrecurribles en el proceso penal las previstas en los arts. 20, 346, 434 num. 4 (inapelable), 461 num. 11. 
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APELACIÓN ESPECIAL DE SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA RECURSO EXTRAORDINARIO DE CASACIÓN RECURSO DE REVISIÓN 
- Objeto: sólo podrá deducirse contra las sentencias definitivas dictadas 
por el juez o tribunal de sentencia en el juicio oral (art. 466). 

- Objeto: contra las sentencias definitivas del tribunal de apelaciones o 
contra las resoluciones que pongan fin al procedimiento, extingan la ac-
ción o la pena, o denieguen la extinción, conmutación o suspensión de la 
pena (art. 477). 

- Procedencia: Contra la sentencia firme y únicamente a favor del imputa-
do, en los sgtes. casos: 1) cuando los hechos tenidos como fundamento de 
la sentecia sean incompatibles con los establecidos en otra sentencia penal 
firme (art. 481 num. 1). 

- Procedencia: contra la sentencia que se base en la inobservancia o la 
errónea aplicación de un precepto legal (art. 467). 

- Procederá: 1) cuando en la sentencia se imponga una pena privativa de 
libertad mayor de diez años y se alegue la inobservancia o errónea aplica-
ción de un precepto constitucional (art.  477 num. 1). 

- cuando la sentencia impugnada se funde en prueba documental o testi-
monial cuya falsedad se haya declarado en fallo posterior firme o resulte 
evidente (art. 481 num. 2). 

- El recurso de apelación se interpondrá, por escrito fundado, ante el juez 
o tribunal que dictó la sentecia, en el término de diez días a partir de la 
notificación (art. 468). 

- cuando la resolución impugnada sea contradictoria con un fallo anterior 
del Tribunal de Apelaciones ode la Corte Suprema de Justicia (art. 477 
num. 2). 

- cuando la sentencia condenatoria haya sido pronunciada como conse-
cuencia de prevaricato, cohecho, violencia, cuya existencia se haya decla-
rado en fallo posterior firme (art. 481 num. 3). 

- La prueba se ofrecerá al interponer el recurso, al contestarlo o al adherir-
se a él (art. 469). 

- cuando la resolución sea manifiestamente infundada (art. 477 num. 3). - cuando después de la sentencia sobrevengan hechos nuevos que hagan 
evidente que el hecho no existió, que el imputado no lo cometió o corres-
ponda aplicar una norma más favorable (art. 481 num. 4). 

- Plazo para constestar el recurso: diez días comunes. 
- En caso de adhesión: cinco días (art. 470). 

- Si la Sala Penal de la Corte no acepta la casación directa, enviará las 
actuaciones al Tribunal de Apelaciones, imprimiéndose el trámite de la 
apelación especial (art. 478). 

- cuando corresponda aplicar una ley más benigna o amnistía, o se pro-
duzca un cambio de jurisprudencia que favorezca al condenado (art. 481  
num. 5). 

- Recibidas las actuaciones, el tribunal de apelaciones convocará a audien-
cia pública dentro de los quince días, si se ha ofrecido pruebas o se ha 
solicitado la audiencia de fundamentación. Si no convoca a dicha audien-
cia, resolverá sobre la admisibilidad y procedencia en el mismo plazo (art. 
471). 

- El recurso de casación se interpone ante la Sala Penal de la Corte 
Suprema de Justicia.  

- Trámite y la resolución: se regirán analógicamente por lo dispuesto 
respecto del recurso de apelación de sentencia (art. 480). 

- Podrán promover el recurso: a) el condenado; b) el cónyuge, conviviente 
o pariente, si el condenado falleció; c) el Ministerio Público (art. 482). 

- La audiencia de prueba o fundamentación se regirá por las reglas del 
juicio oral (art. 472). 

 - El recurso se interpondrá por escrito ante la Sala Penal de la Corte Su-
prema de Justicia. Junto con el escrito se ofrecerán las pruebas (art. 483). 

- Reenvío: cuando no sea posible reparar directamente la inobservancia de 
la ley o su errónea aplicación, el tribunal de apelaciones anulará total o 
parcialmente la sentencia y ordenará la reposición del juicio por otro juez 
o tribunal (art. 473). 

 - Procedimiento: Se regirá por las normas establecidas para el de apela-
ción (art. 484). 

- Cuando de la correcta aplicación de la ley resulte la absolución, la extin-
ción de la acción o sea innecesario un nuevo juicio, el tribunal de apela-
ciones podrá resolver directamente, sin reenvío (art. 474). 

 - La Sala Penal  podrá anular la sentencia, remitiendo a nuevo juicio 
cuando el caso lo requiera (art. 486, reenvío) o pronunciar directamente la 
sentencia (art. 485). 

- Los errores de fundamentación de la resolución impugnada, los errores u 
omisiones formales y los que se refieren al cómputo de las penal serán 
corregidos en la nueva sentecia. El tribunal también, sin anular la senten-
cia recurrida, podrá realizar una fundamentación complementaria (art. 
475). 

 - Cuando la sentencia sea absolutoria o declare la extinción de la acción 
penal, se ordenará la restitución de lo pagado en concepto de pena pecuni-
daria y los objetos decomisados (art. 487). 

- Cuando de la resolución del recurso deba cesar la detención del imputa-
do, el tribunal ordenará la libertad (art. 476). 

 - La nueva sentencia decidirá de oficio sobre la indemnización al conde-
nado o sus herederos (art. 488). 

  - El rechazo del recurso no impedirá la interposición de un nuevo recurso 
fundado en motivos distintos (art. 489). 
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RÉGIMEN DE LAS NULIDADES EN EL CÓDIGO PROCESAL PENAL 
 

LIBRO SEGUNDO. TÍTULO II: NULIDADES CASOS DE NULIDAD PREVISTOS EN EL CPP 
- Principio: Los actos cumplidos con inobservancia de las formas y condiciones previstas en la Constitución, el 
Derecho Internacional y en el CPP, no podrán constituir fundamento de una decisión judicial, salvo que la nuli-
dad haya sido convalidada (art. 165). 

Art. 6: El derecho a la defensa es irrenunciable y su violación producirá la nulidad absoluta de las actuaciones a 
partir del momento en que se realice. 

- Nulidades absolutas: Son consideradas tales las concernientes a la intervención, asistencia y representación del 
imputado o las que impliquen inobservancia o violación de derechos y garantías (art, 166). 

- Art. 45: La delegación de funciones judiciales en el secretario o empleados subalternos tornará nulas las ac-
tuadciones realizadas y hará responsable directamente al juez  por las consecuencias de dicha nulidad. 

- Rectificación: Las nulidades deberán ser inmediatamente saneadas, renovando o cumpliendo el acto, rectifi-
cando el error, de oficio o a petición de parte interesada, sin afectar, no obstante, al principio de preclusión, salvo 
las excepciones expresamente previstas en el Código (art. 167). 

- Art. 86: En todos los casos, la declaración del imputado sólo tendrá validez si la hace en presencia de un abo-
gado defensor, salvo en los casos en que el imputado sea abogado. 

- Saneamiento de las nulidades relativas: Sólo podrá solicitarse: 1) mientras se realiza el acto o dentro de las 
veinticuatro horas de realizado, cuando quien lo solicita haya estado presente en él; 2) antes de dictarse la deci-
sión impugnada, cuando no haya estado presente (art. 168). 

- Art. 122: Las diligencias que deban asentarse en forma escrita contendrán los requisitos establecidos en este 
artículo, bajo pena de nulidad, y sin perjuicio de las formalidades previstas para casos particulares. 

- Convalidación: Las nulidades relativas quedarán convalidadas: 1) cuando las partes no hayan solicitado opor-
tunamente su saneamiento; 2) cuando hayan aceptado expresa o tácitamente los efectos del acto; 3) si, no obstan-
te la irregularidad, el acto ha conseguido su fin respecto de todos los interesados (art. 169). 

- Art. 161: La notificación será nula, siempre que cause indefensión en los casos previstos en este artículo. 

- Declaración de nulidad: Cuando no sea posible sanear un acto o convalidarlo, el juez o tribunal, de oficio o a 
petición de parte, deberá declarar su nulidad por auto fundado (art. 170). 

- Art. 162: En todos los casos la cédula de citación expresará bajo pena de nulidad, los requerimientos previstos 
en este artículo. 

- Efectos: la declaración de nulidad de un acto anula todos sus efectos o actos posteriores que dependan de él. 
No podrá retrotraerse el procedimiento a etapas anteriores, con perjuicio para el imputado, cuando la nulidad se 
funde en la violación de una garantía establecida en su favor. Al declarar la nulidad, el juez o tribunal aclarará a 
cuáles actos anteriores o presentes alcanza la nulidad por su relación con el acto anulado (art. 171). 

- Art. 164: Los traslados serán nulos en los mismos términos que las notificaciones. 

 - Art. 174: Carecerán de toda eficacia probatoria los actos que vulneren garantías procesales consagradas en la 
Constitución, derecho internacional vigente y en las leyes. 

 - Art. 198: Siempre que sea útil para la averiguación de la verdad, el juez ordenará por resolución fundada, bajo 
pena de nulidad, la intercepción o el secuestro de correspondencia. 

 - Art. 200: El juez podrá ordenar por resolución fundada, bajo pena de nulidad, la intervención de las comunica-
ciones del imputado. 

 - Art. 206: Deberán abstenerse de declarar, bajo pena de nulidad, sobre los hechos que hayan llegado a su cono-
cimiento en razón de su oficio o profesión, salvo expresa autorización de quien se los confió. 

 - Art. 371: Todo otro elemento de prueba que se pretenda introducir al juicio por su lectura, no tendrá ningún 
valor y su inclusión ilegal producirá la nulidad absoluta de todo el juicio. 

 - Art. 427 num. 3): Declaración del adolescente: Ningún adolescente será sujeto de interrogatorio por parte de 
autoridades policiales sobre su participación en los hechos investigados, bajo pena de nulidad de lo actuado. 
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PLAZOS DENTRO DEL PROCESO PENAL 
 

Aclaratoria 
3 días  (art. 126) 
 
Acción 
extinción:  
 
- por el retiro de la instancia de 
parte  hasta el momento de la 
audiencia preliminar (art. 25 num. 
7) 
 
- 1 año de resuelto el sobresei-
miento provisional en caso de 
delitos; 3 años en caso de críme-
nes (arts. 25 num. 11, 362  pár. 3) 
 
- 10 días desde la intimación al 
Fiscal General del Estado para 
acusar o presentar requerimiento  
(art. 139) 
 
Allanamiento 
 mandamiento durará  2 semanas, 
salvo expedición por tiempo 
determinado (art. 189 pár. 2) 
 
Aprehensión 
comunicación al Ministerio Pú-
blico y al Juez  dentro de las 6 
horas (art. 239 pár. 3) 
 
Audiencia oral  
- 3 días de presentada solicitud de 
extinción de la acción para hechos 
punibles en comunidad indígena 
(art. 26) 
 
- aplazamiento o suspensión por 
abandono de la defensa  por  un 
plazo no mayor  de 3 días si lo 
solicita  el nuevo defensor (art. 106 
pár. 6) 
 

- se fijarán con  5 días de anticipa-
ción (art. 163) 
 
-  audiencia de conciliación  
dentro de los 5 días en caso 
solicitud de extinción de acción  
por reparación del daño (art. 311) 
 
Autos interlocutorios  
deliberación, votación y pronun-
ciamiento inmediatamente después 
de concluida la audiencia, oral  
(art. 133 pár. 2) 
 
Casación  
- integración de nueva Sala Penal 
dentro de los 3 días de vencido el 
plazo para resolver (art. 142 pár. 
2) 
 
- resolución del recurso dentro de 
los 10 días  (art. 142 pár. 2) 
 
Conflicto de competencia 
- 3 días para que la Corte resuelva 
el conflicto  luego de recibidas las 
actuaciones (art. 336 pár. 1) 
 
- audiencia para producción de 
pruebas dentro de los 5 días (336 
pár. 2) 
 
Costas 
3 días para elaboración de proyec-
to de liquidación por el secretario,  
que se pondrá de manifiesto en 
secretaría por  3 días. Vencido el 
plazo el juez resuelve (art. 272) 
 
Declaración del imputado 
 dentro de 24 horas ante el Minis-
terio Público, en caso de aprehen-
sión, (art. 85) 
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Denuncia 
-  la policía informará dentro de 
las 6 horas al Ministerio Público y 
al Juez (art. 289) 
 
-el Ministerio Público,   informará 
al Juez el inicio de las investiga-
ciones dentro de las 6 horas (art. 
290) 
 
Detención 
comunicación al juez en  24 
horas, para que resuelva dentro 
del mismo plazo  la procedencia 
de la prisión preventiva, aplique 
las medidas sustitutivas o decrete 
la libertad por falta de mérito (art. 
240 pár. 2) 
 
Duración de la investigación 
- 6 meses para el Ministerio Pú-
blico.  La acusación se hará en la 
fecha indicada por el juez (art. 
324) 
  
   - plazo extraordinario para la 
etapa preparatoria puede ser 
fijado por el Tribunal de Apela-
ciones  hasta 15 días antes de la 
acusación (art. 326 pár. 2) 
 
Duración del procedimiento: 
  - 3 años contados desde el pri-
mer acto del procedimiento (art. 
136 pár. 1) 
 
-  extensión de plazo por  6 meses 
(art. 136 pár. 2) 
 
- el plazo previsto para la 
prescripción de la acción  penal, 
cuando éste sea inferior al máximo 
establecido (art. 138) 
 

Ejecución de cauciones 
5 días para que el imputado com-
parezca al procedimiento  o cum-
pla la condena impuesta (art. 258) 
 
Etapa intermedia 
5 días comunes para examen de 
actuaciones y evidencias reunidas 
durante la investigación (art. 352 
pár. 1) 
 
 audiencia preliminar: 
    - fijación dentro del plazo de 10   
a 20 días  luego de la acusación 
(art. 352 pár. 2) 
 
 - dentro del mismo plazo se 
ofrecerá la  prueba para resolver 
las cuestiones propias de la au-
diencia preliminar (art. 353 pár. 
2) 
 
- 48 horas para remisión de las 
actuaciones al tribunal de senten-
cia (art. 364) 
 
Excepción de incompetencia 
Incompetencia 
3 días para resolver la solicitud   
(art. 334) 
 
Incidentes 
resolución dentro de los 3 días 
(art. 133 pár. 3) 
 
trámite:  
- traslado a las otras partes por  3 
días para que contesten y ofrezcan 
prueba (art. 330 pár. 3)  
 
- si es de puro derecho resolverá 
dentro de los 3 días (art. 330  pár.  
4)  
 
- audiencia para producción de 
pruebas dentro de los 5 días, 
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luego  resolverá inmediatamente 
(art. 330 pár. 5) 
 
- la falta de poder suficiente y los 
defectos formales de un acto de 
solicitud  de constitución como 
parte, podrán ser saneados dentro 
de los 5 días (art. 339 pár. 4) 
 
Incomunicación  
- del imputado por disposición 
judicial  hasta 48 (art. 256 pár. 1) 
 
- del detenido por el Ministerio 
Público hasta 6 horas (art. 256 
pár. 3) 
 
Intervención policial 
- 6 horas para que los funciona-
rios y agentes  informen    su 
primera intervención al  Ministe-
rio Público y al Juez (art. 296)  
 
- 5 días para que los objetos in-
cautados sean remitidos al Minis-
terio Público  (art. 300 pár. 1) 
 
- el Ministerio Público podrá 
solicitar las actuaciones  en cual-
quier momento o autorizar,  por 
única vez,   una prórroga de 5 días 
para su conclusión y remisión 
(art. 300 pár. 2) 
 
Inspecciones colectivas de per-
sonas o vehículos 
comunicación de la policía al 
Ministerio Público con 6 horas de 
anticipación  (art. 182 pár. 1) 
 
Juicio oral y público 
- fijación de día y hora del juicio 
dentro de las 48 horas de recibi-
das las actuaciones, el que no se 
realizará antes de 10 días ni des-
pués de 1 mes (art. 365 pár. 1) 

- excepciones que se funden en 
hechos nuevos y las recusaciones 
dentro de los 5 días (art. 365 pár. 
2) 
 
- suspensión de audiencias sólo 1 
vez por un plazo máximo de 10 
días (art. 373). Si no se reanuda a 
más tardar el 11 día se considera-
rá interrumpido el juicio (art. 374 
pár. 4) 
 
- solicitud y resolución  de divi-
sión del juicio, en el plazo previs-
to para las recusaciones y se 
otorgará 5 días comunes a las 
partes para que ofrezcan nuevas 
pruebas (art.  343, 377 pár. 3) 
 
- plazo para recurrir la sentencia 
comenzará al finalizar el debate y 
dictada la resolución sobre la 
pena (art. 379 pár. 2) 
 
- suspensión  de la deliberación, 
no más de 3 días por enfermedad 
grave de alguno de los jueces   
(art.  396) 
 
- audiencia para lectura integral 
de la sentencia dentro de los 5 
días posteriores al pronuncia-
miento de la parte dispositiva (art. 
399 pár. 3) 
 
- lectura del  acta del juicio inme-
diatamente después de la senten-
cia  y se tendrá por notificada a 
todos (art. 405) 
 
Libertad condicional 
informe del director del estable-
cimiento penitenciario  al juez 
para resolver sobre la libertad 
condicional, 1 mes antes del 
cumplimiento del plazo fijado al 
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practicar el cómputo previsto en 
el art. 494 (art. 496 pár. 1) 
 
Medidas cautelares 
- 24 horas para resolver  urgi-
miento de un pedido de revisión o 
apelación de una medida cautelar, 
caso contrario se entenderá que se 
ha concedido la libertad (art. 141 
pár. 1) 
 
- cada 3 meses el juez examinará 
la vigencia de las medidas priva-
tivas de libertad (art. 250 pár. 2) 
 
- el examen se efectuará en au-
diencia oral dentro de las 48 
horas. Finalizada la audiencia el 
juez resolverá inmediatamente 
(art. 251) 
 
- emplazamiento por 24 horas en 
caso de apelación de la medida  
(art. 253 pár. 1) 
 
- el tribunal de apelación resolve-
rá el recurso dentro de los 3 días 
de recibidas las actuaciones (art. 
253 pár. 2) 
 
- el juez tiene 24 horas para resol-
ver cuando la prisión ha adquirido 
las características de pena antici-
pada  (art. 254 pár. 4) 
 
Notificación  
- intimación a las partes por 3 días 
para fijar domicilio procesal  (art. 
152 pár. 3) 
- las partes sin domicilio procesal  
se tendrán por notificadas 24 
horas después de la resolución 
pertinente (art. 152 pár. 4) 
 

Nulidades 
saneamiento de nulidades relati-
vas: 
 
- mientras se realiza el acto o 
dentro de las 24 horas de realiza-
do (art. 168  num. 1) 
 
- dentro de las 24 horas después 
de conocerla (art.168 pár. 2) 
 
Persecución penal  
solicitud  de prescindencia hasta 
el momento de la audiencia pre-
liminar (art. 19  in fine) 
 
Plazos 
- legales y judiciales serán 
perentorios e improrrogables 
vencerán a las 24 horas del último 
día señalado (art. 129) 
 
- solicitud de reposición del plazo 
dentro de las 48 horas de desapa-
recido el impedimento o de cono-
cida la providencia que originó el  
plazo (art. 134 pár. 3) 
 
 Prisión preventiva 
- las medidas alternativas a la 
prisión preventiva cesarán automá-
ticamente y de pleno derecho a los 
2 años de  ser efectivizadas, si no 
hubiese comenzado la audiencia 
del juicio (art. 245 pár. 5) 
 
- cuando la prisión exceda los 
plazos establecidos en el código se 
revocará la misma, si se ha dictado 
sentencia condenatoria podrá durar  
3 meses más (art. 252  num. 3) 
 
Privación de libertad 
- detención provisoria en pedidos 
de extradición hasta 15 días salvo 
tratado (art. 150) 
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- en casos de registro hasta 6 
horas, sin orden judicial (art. 185 
pár. 3) 
 
- no podrá sobrepasar la pena 
mínima prevista para el hecho ni 
exceder el plazo del art.  136 o 
durar más de 2 años (art. 236) 
 
del testigo:  
- por  24 horas cuando se niega  a 
declarar (210 pár. 2) 
 
- hasta 24 horas  por orden judi-
cial para recibir declaración  en 
caso de peligro de fuga (art. 212 
pár. 1) 
 
-  hasta 6 horas  por orden del 
Ministerio Público y para gestio-
nar la orden judicial (art. 212 pár. 
2) 
 
Procedimiento ante el juez de 
paz 
- si el juez de paz no acepta re-
querimiento fiscal devolverá las 
actuaciones para que plantee 
nuevo requerimiento en el plazo 
de 10  días (art. 410) 
 
- requerimiento administrativo 
contendrá la intimación a presen-
tarse ante el juez de paz compe-
tente dentro del plazo de 5 días 
(art. 414 pár. 2) 
 
- apelación de resolución  en el  
plazo de 3 días, únicamente por el 
condenado (art. 418) 
 
Procedimiento por delito de 
acción penal privada 
- acusación  dentro de los 5 días 
de obtenida la información faltan-
te (art. 423 pár. 2) 

- admitida la querella se convoca-
rá a una audiencia de conciliación 
dentro de los 10 días (art. 424) 
 
Procedimiento para la 
reparación del daño 
-  defectos formales en la deman-
da y solicitud de indemnización 
excesiva deberán ser corregidos 
dentro del plazo de 5 días (art. 
422  pár. 1, 3) 
 
- por objeción al mandamiento de 
reparación o indemnización  
convocatoria a audiencia de con-
ciliación y prueba dentro de los 
10 días (art. 444 pár. 5) 
 
- prescripción de la acción a los 2 
años de ejecutoriada la sentencia 
de condena o la resolución que 
impone la medida (art. 447) 
 
Prueba pericial 
- internación del imputado para  
realización de pericia sobre capa-
cidad  hasta 6 semanas (art. 80) 
 
- las partes pueden proponer otro 
perito dentro del plazo que esta-
blezca el juez (art. 219 pár. 1) 
 
Queja por retardo de justicia  
- 24 horas del urgimiento de 
pronto despacho (art. 140) 
 
- el tribunal que conozca la queja 
resolverá directamente lo solicita-
do o emplazará al juez o tribunal 
para que lo haga dentro de las 24 
horas de devueltas las actuaciones 
(art. 140 pár. 3) 
  
Querella 
la falta de los requisitos previstos 
en el art. 291 deberá completarse 
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dentro del plazo de 3 días (art. 
292 pár. 2) 
 
Recusación de funcionarios del 
Ministerio Público 
la resolución que resuelve la recu-
sación podrá ser impugnada ante la 
Sala Penal de la Corte dentro de 
los 3 días (art. 57 pár. 3) 
 
Recusación de juez 
- se interpondrá en cualquier 
estado del procedimiento (art. 
343) 
 
trámite: 
- contestación 24  horas  
- si se allana se lo declarará in-
hibido 
- si se opone fundándose en razo-
nes de derecho se resolverá dentro 
de los 3 días  
- oposición fundada en hechos se 
convocará a una audiencia de 
prueba dentro de los 3 días y 
luego se resolverá inmediatamen-
te (art. 345) 
 
Recursos 
reposición: 
- durante las audiencias sólo será 
admisible el recurso de reposi-
ción, el que será resuelto de in-
mediato, sin suspenderlas (art. 
452) 
 
-  se interpondrá dentro de los 3 
días (art. 459) 
 
- apelación general: 
dentro de 5 días ante el mismo 
juez que dictó la resolución (art. 
462 pár. 1) 
 

- 5 días de emplazamiento para 
que las partes contesten el recurso 
(art. 463) 
 
- dentro de los 10 días de recibi-
das las actuaciones decidirá la 
admisibilidad del recurso y la 
procedencia de la cuestión plan-
teada (art. 464 pár. 1) 
 
- audiencia oral dentro de los 15 
días si se ha ofrecido prueba, el 
tribunal resolverá inmedia-
tamente después de realizada la 
audiencia (art. 464 pár. 2) 
 
- apelación especial de la sen-
tencia de primera instancia: 
ante el juez o tribunal que dictó la 
sentencia en el término de 10 días 
luego de notificada (art. 468 pár. 
1) 
 
- emplazamiento por 10 días 
comunes para contestar el recurso 
(art. 470  pár. 1) 
 
- si se ha producido una adhesión 
se emplazará a contestarla dentro 
de los 5 días (art. 470 pár.  2) 
 
- audiencia pública dentro de los 
15 días ante el tribunal de apela-
ciones cuando se ha ofrecido 
prueba (art. 471 pár. 1) 
 
- si no se convoca a dicha audien-
cia examinará el recurso  y la 
adhesiones  para decidir sobre su 
admisibilidad  y procedencia 
dentro de los 15 días (art. 471 pár. 
2) 
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Registro 
se hará  entre las 6 de la mañana y 
las 18 horas de la tarde (art. 186 
pár. 1) 
 
Requerimientos  
-  de las partes los resolverá el juez 
o tribunal dentro de los 3 días de 
su proposición (133 pár. 1) 
 
-oposición del juez al requerimien-
to del Fiscal remitirá nuevamente 
las actuaciones para que modifi-
que su petición en el plazo máxi-
mo de 10 días (art. 314) 
 
Reserva de actuaciones 
por un plazo de hasta 10 días a 
pedido del Ministerio Público  
(art. 323) 
  
Secuestro 
objetos  puestos bajo custodia 
podrán ser entregados en depósito 
a establecimientos transcurridos 6 
meses sin reclamo  ni identifica-
ción del dueño o poseedor   (art. 
196 pár. 3) 
 
Sentencias definitivas  
serán deliberadas, votadas y 
pronunciadas inmediatamente 
después de concluida la audien-
cia, sin interrupción alguna (art. 
133 pár. 2) 
 
 Suspensión condicional del 
procedimiento 
- solicitud de suspensión hasta el 
momento de la audiencia prelimi-
nar (art. 21  in fine) 
 
 - duración del período de prueba 
de 1 a 3 años (art. 22) 
 

- ampliación del plazo de prueba 
hasta 5 años si el imputado se 
aparta de las reglas impuestas  
(art. 23 pár. 1) 
 
Testigo 
- detención por 24 horas por 
negativa a declarar (210 pár. 2) 
 
- aprehensión  hasta 24 horas con  
orden judicial para recibir decla-
ración (art. 212 pár. 1) 
 
- detención de testigo hasta 6 
horas por el Ministerio Público 
para gestionar la orden judicial 
(art. 212 pár. 2) 
 
Traslados 
 que no tengan plazo legal fijado: 
- se considerará otorgado por 3 
días (art. 164 pár. 3) 
 
- el término comenzará correr 
desde el día siguiente hábil (art. 
164 pár. 4) 
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ÍNDICE ALFABÉTICO-TEMÁTICO 
 

El número a continuación de los dos puntos corresponde a los 
artículos del Código Procesal Penal. Los incisos y numerales se 
transcriben a continuación del artículo en tamaño pequeño. Los 
párrafos de los artículos se consignan con la abreviatura pár.  
seguido de la numeración pertinente.  

 
 

A 
 
Acción civil: 21 pár. 3, 27, 
28, 29 
- ejercicio de la acción por el 

Ministerio de la Defensa 
Pública: 30 

- ejercicio de la acción por el 
Procurador General y el 
Fiscal General del Estado: 
28 

Acción penal 
- ejercicio de la acción por el 

Ministerio Público: 15, 16, 
18, 52, 279 pár. 2 

- extinción de la acción: 25, 
26, 137, 139, 362 pár. 3 

- instancia de la víctima: 14 
- prescindencia de la acción: 

19, 20 
- privada: 17, 44 6,  48 pár. 1, 

72 
- pública: 14, 18, 52, 279 

pár. 2 
Aclaratoria: 126 
Acta de imputación: 302-304  
- contenido:  302 
- desestimación: 305, 306 
 

 
 
- medidas cautelares: 304 
- notificación: 303  
- oportunidad: 307 
Actos procesales 
- actas: 122  
- día y hora de cumplimien-
to: 120 
- lugar: 121 
Amnistía: 277,  481 pár. 5,  
500 
Analogía: 10 in fine, 419 
Anticipo jurisdiccional de 
prueba: 282 pár. 3, 320, 321 
Asistentes no letrados: 110 
Audiencias, realización: 163  

 
B 

 
Buena fe: 112, 113 
 

C 
 
Citación: 162 
Competencia material: 33-35 

- Corte Suprema de Justi-
cia: 39, 47 3,  149 pár. 2, 
335 
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- Sala Penal: 57 pár. 3, 
479, 480, 483- 485 
- responsabilidad por 

mal desempeño: 142 
pár. 3 

- Jueces de ejecución: 43, 
148 pár. 3, 254 pár. 4, 
308 pár. 4, 437, 490, 
492, 501 

- Jueces de Paz: 44, 411, 
413 

- Jueces Penales: 42, 59, 
66,  124, 148, 149, 254 
pár. 5, 282 pár. 2, 283 

- Secretarios y Auxiliares: 
45, 122 pár. 3, 164 

- Tribunales de Apelación: 
40 

- Tribunales de Sentencia: 
41 

Competencia territorial: 36,  
37 
Comunicación entre autori-
dades 
- deber de colaborar: 144 
- exhortos: 146 
- incumplimiento: 145 
- informes: 282 
- petición escrita: 143 
Comunidades indígenas: 26, 
44 8 
Concentración, principio: 1  
Conciliación: 44 5 
Condenado, derechos: 490 
Conexidad: 46-49 
Conmutación: 277 
Consultores técnicos: 111 
Control judicial: 282, 44 1,  

Contradicción, principio: 1 
Costas 
- absolución: 265 
- acción privada: 270 
- competencia: 271 
- contenido: 263 
- exención: 262 
- imposición: 261, 264, 265 
- incidentes y recursos: 269 
- liquidación y ejecución: 
272 
- sobreseimiento definitivo y 

provisional: 266, 267 
-víctima y querellante ad-
hesivo: 268 
Cuestión prejudicial: 327, 
330 
 

D 
 
Defensa 
- a cargo del imputado: 6, 97 
- abandono: 106, 107, 366    
   pár. 4 
- derecho irrenunciable: 6  
- intérprete: 7 
- inviolabilidad: 6 
- nulidad de actuaciones: 6 
- por sí mismo: 6 pár. 3, 97 
pár. 3 
Defensor 
- capacidad: 98 
- defensor común: 109 
- defensor mandatario: 105,    
  153 pár. 1 
- defensor público: 6 pár. 4, 

75 4, 97 pár. 2,  104, 152 
pár. 1 
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-  elección: 6, 97 
- nombramiento: 99 
   - en caso de urgencia:   102 
   - nombramiento posterior:    
     103 
- número de defensores: 108 
- obligatoriedad: 100, 230 
pár. 9, 491     
- reconocimiento: 101 
- reemplazo: 366 pár. 4 
- renuncia : 106 
Denuncia 
- ante el Ministerio Público: 
290 
- ante la policía: 289 
- exoneración: 287 
- forma y contenido: 285 
- objeto: 284 
- obligación de denunciar: 
286 
- responsabilidad: 288 
Desafuero: 328  
Duda: 5 

 
E 

 
Economía, principio: 1  
Ejecución civil: 502-504 
Ejecución penal: 490-492 
Etapa intermedia 
- audiencia preliminar: 352 
- auto de apertura: 363 
- declaración del imputado: 
355 
- desarrollo de la audiencia: 
354 
- facultades y deberes de la 
partes: 353 

- resolución: 356 
Etapa preparatoria 
- actos conclusivos, solici-
tud: 351 
- acusación y solicitud de 
apertura a juicio : 347, 349, 
350, 357, 358 
- carácter de las actuaciones: 
322, 323 
- conclusión: 347-351 
- control judicial: 282 
- cuaderno de investigación: 

281 
- duración: 324-326 
- expediente judicial: 283 
- finalidad: 279 
- indagatoria previa: 350 
- perentoriedad: 139 
- sobreseimiento definitivo: 

359-361 
- sobreseimiento provisional: 

362 
Excepciones: 329, 330, 332, 
333, 339, 340  
Excusación: véase recusa-
ción 
Extradición 
- activa :148 
- medidas cautelares: 150 
- pasiva: 149 
- régimen: 147 
 

F 
 

Faltas, juzgamiento: 413, 
414 



ÍNDICE ALFABÉTICO-TEMÁTICO 

 508 

G 
 

Garantías procesales, aplica-
ción a los procesos: 13 

 
I 
 

Idiomas oficiales 
- actos procesales: 115 
- audiencias: 117 
- intérprete: 7 pár. 2 
- interrogatorios: 119 
- presentaciones escritas: 116 
- sentencias: 118 
Igualdad en el proceso: 9 
Imparcialidad: 3 
Imputado 
- calidad: 74 
- declaración indagatoria: 
véase indagatoria 
- derechos: 75 
- derecho de exclusión: 92 

pár. 2 
- domicilio: 77 
- examen corporal: 81 
- identificación: 76 
- incapacidad: 78, 79 
- internación: 80 
- rebeldía: 82, 83 
Incidentes: 133  in fine, 269, 
327-346  
Incidentes innominados: 331 
Incompetencia 
- conflicto de competencia: 
335-338 
- excepción: 329 1, 332-334 , 
339 
- material: 34 

- tribunal competente: 344 
Indagatoria: 84-96, 350, 355 

- acta: 93 
- advertencias  prelimi-

nares: 86 
- aprehensión: 85 
- careos: 95 
- desarrollo: 87 
- inobservancia de pre-
ceptos: 96 
- limitaciones a su liber-
tad : 367 
- métodos prohibidos: 88 
- participación del quere-
llante: 92 
- preguntas capciosas: 89 
- restricciones a la poli-
cía: 90 
- tratamiento: 91 
- varios imputados: 94,  

Indulto: 277, 499 
Indemnización  
- herederos: 278 
- medidas cautelares: 275 
- obligación del denunciante 
o querellante: 276 pár. 2 
- obligación del estado: 276 
- revisión: 273, 274 
Independencia, principio: 3 
Inhibición: 341, 344-346 
Inmediatez, principio: 1, 366 
Inocencia, principio: 4 
- información sobre el  

imputado a los medios de 
comunicación: 4 

- informes a autoridades 
públicas o particulares: 128  
in fine  
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Intereses sociales, colectivos 
o difusos: 28 
Interpretación restrictiva y 
extensiva de normas proce-
sales:  10 
Intérprete: 7, 119 

 
J 
 

Juez natural: 2 
Juez o tribunal 
- responsabilidad personal: 
140 
Juicio previo: 1 
Juicio oral y público: 365-
406 
- acta del juicio: 404-406 
- apertura del  juicio: 382 
- declaración del imputado: 

383, 384, 385 
- dirección de la audiencia: 

376 
- discusión final y cierre del 

debate: 395 
- división del juicio: 377, 
378 
- hechos nuevos: 386 
- hechos punibles en la au-

diencia: 381 
- imposibilidad de asistencia: 

375 
- juicio sobre la pena: 379, 

380 
- pruebas 
   - dictamen pericial: 388 
   - otros medios de prueba:       
     393 
  - recepción de pruebas: 387 

  - peritos y testigos: 389,  
     390, 391, 392,  

  - prueba para mejor pro-
veer: 394 

- suspensión de audiencias: 
373, 374 

- poder de disciplina: 372 
-prohibiciones para el acce-

so: 369 
Jurisdicción: 31, 32 
- poder coercitivo: 123 

 
L 
 

Legalidad, principio: 1 
Ley más benigna: 277, 481 
num. 5, 500 
Ley favorable, aplicación: 
11, 481 pár. 4, 5 
Libertad condicional: 496, 
497 
 

M 
 

Medidas, ejecutoriedad: 501 
Medidas cautelares 
- cauciones: 257-259 
- clases: 235 
- facultad de solicitar nuevas 

medidas cautelares: 141 
pár. 2 

- falta de resolución en  pe-
dido de revisión o apela-
ción de una medida: 141, 
142 

- personales 
   - aprehensión: 239, 240 

pár. 4, 241 
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   - incomunicación: 256    
   - internación: 255   
   - detención: 150, 210, 240   
   - prisión preventiva 
      - apelación: 253      

 - allanamiento: 241       
      - excarcelación y revi-

sión de medidas caute-
lares: 250, 251 

      - excepcionalidad de la 
medida: 112 pár. 1, 242 
pár. 2 

      - eximición: 249 
      - forma, contenido y 

carácter de las decisio-
nes: 235 pár. 2, 246,  
247, 248       

      - limitaciones: 238 
      - medidas alternativas:   

245, 246 
      - requisitos: 242 
         - peligro de fuga: 243 
         -peligro de obstruc-

ción: 244 
      - revocabilidad o reforma 

de las resoluciones: 
248, 252, 253 

- principios de aplicación de 
medidas cautelares: 234 

- prohibición de detención y 
prisión preventiva: 237 
- reales: 260 
- trato de lo prevenidos: 254 
Ministerio Público 
- carga de la prueba: 53 
- ejercicio de la acción: 

- requisito de la instancia 
de parte: 16 

- pública: 15, 18, 52, 279 
pár. 2 

-Fiscal General del Estado 
   - responsabilidad: 139 pár.   

2 
- forma y contenido de sus 

actuaciones: 55 
- funciones: 52 
- inhibición y recusación: 57 
- poder coercitivo y de inves-
tigación: 56-60, 62, 280, 
315-326,  
- objetividad: 54 
- responsabilidad por mal 

desempeño: 262 
Morosidad judicial: 137 pár. 
2 

 
N 
 

Notificación 
- a distancia: 160 
- forma: 155, 157 
- imputado privado de liber-

tad: 152 pár. 6 
- lugar: 152 
- nulidad: 161 
- personal: 153 pár. 2, 154, 
156 
- por edictos: 158 
- por lectura: 159 
- principio general: 151 
Nulidad 
- absoluta: 6 pár. 5, 166, 168, 

467 pár. 2 
- convalidación de nulidades 

relativas: 169 
- declaración de nulidad: 170 
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- efectos: 171 
- en  delegación de funciones 

judiciales: 45 pár. 3 
- exclusiones probatorias: 

174 
- inobservancia de reglas de 

competencia: 35 
- por delegación de funcio-

nes judiciales: 45 
- principio: 165 
- renovación, rectificación o 

cumplimiento: 167 
- valoración: 175 

 
O 
 

Oficinas de atención perma-
nente: 135 
Oportunidad, criterios: 18 
pár. 2, 19, 25 5,  301 2, 307 
Oralidad, principio: 1, 370, 
371 
Órganos jurisdiccionales: 38 
 

P 
 

Penas, ejecutoriedad 
- cómputo definitivo: 494 
- ejecutoriedad: 493 
- incidentes: 495 
- multa: 498 
Pericia 
- auxilio judicial: 225 
- dictamen pericial: 223 
- ejecución de la pericia: 222 
- facultad de las partes: 219 
- notificación: 218 
- objeto: 214 

- orden para la pericia: 217 
Peritos 
- calidad habilitante: 215 
- citación y aceptación del 
cargo: 162 pár. 2, 221 
- incapacidad: 216 
- inhibición y recusación: 
220 
- peritos nuevos: 224 
Plazos procesales: 129, 133 
- plazos para funcionarios: 
131 
- plazos judiciales: 132 
- renuncia o abreviación: 130 
- reposición del plazo: 134 
Poder de disciplina: 113 
Policía Judicial: 62, 63, 65, 
66 
- Centro de Investigaciones 
criminalísticas: 64 
Policía Nacional 
- facultades: 297 
- formalidades: 299 
- función:  58 
- informe policial en caso de 
denuncia: 289 
- principios de actuación: 
298 
- obligaciones: 59, 60, 240 
pár. 4, 296 
- remisión de actuaciones: 
300  
- responsabilidad: 61 
Preclusión de instancia: 12 
- excepción en caso de con-
sentimiento expreso del im-
putado: 12 in fine 
Procedimiento 
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- duración máxima: 136 pár. 
1, 137 
- extensión: 136 pár. 2 
- fuga o rebeldía: 136 pár. 3 
y 4 
- prescripción: 138 
Procedimientos especiales 
- procedimiento abreviado: 
44 4,  420-421 
- procedimiento ante el juez 
de paz: 407-419 
- procedimiento para la repa-
ración del daño:439-448 
- procedimiento para los 
hechos punibles relacionados 
con pueblos indígenas: 432-
438 
-procedimiento para meno-
res: 48 pár. 2, 427 
- procedimiento por delito de 
acción penal privada: 422 
Proceso único: 8 
Prueba 
- búsqueda de la verdad: 
172, 202 
- exclusiones probatorias: 
174 
- libertad probatoria: 173 
- medios de prueba  
   - autopsia: 178 
   - clausura de locales y 

aseguramiento de cosas 
muebles: 201 

   - comprobación inmediata 
y auxiliares: 176-201 

   - depósito de objetos: 193 
pár. 1 

   - incorporación de pruebas 
a juicio: 371    

   - informes: 228 
   - inspecciones 
      - colectivas: 182 
      - de personas: 179, 180 
      - de vehículos: 181    
      - del lugar del hecho: 176 
   - intercepción y secuestro       
     de   correspondencia: 198 
       - apertura y examen: 199 
   -intervención de comunica-  
    ciones: 200 
   -levantamiento e identifi-

ca- ción de cadáveres: 
177 

   - operaciones técnicas: 192  
  - reconocimientos: 227, 

229-233  
  - registro 
       - allanamiento de recin-

tos privados: 187, 189, 
190, 241 

       - allanamiento de locales 
públicos: 191 
- excepciones: 188 
- facultades coercitivas: 
185 

       - formalidades 183, 184 
       - horario: 186 
   - secuestro: 193 pár. 3- 

197, 225 
Publicidad, principio: 1, 368 
 

Q 
 

Queja por retardo de justicia: 
140 
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Querella 
- contenido: 291 
- desistimiento y abandono: 
294 
- entes jurídicos: 70 
- acción penal privada: 72 
- patrocinio: 73 
- querellante autónomo: 349 
- querellante adhesivo: 69, 

348 
   - indemnización: 142  in    
      fine 
- representante convencio-
nal: 71 
- responsabilidad: 295 
- trámite y decisión: 292, 
293 

 
R 

 
Rebeldía del imputado: 82, 
83, 163 pár. 3, 375  in fine 
Recursos 
- apelación especial de sen-
tencia de primera instancia: 
466-476 
- apelación general: 461-465 
- casación: 142 pár. 2, 403, 
406, 452 pár. 2, 477-480 
- efecto suspensivo: 454 
- normas generales: 449-457 
- reforma en perjuicio: 457 
- revisión: 481-489 
- reposición:  452, 458-460 
Recusación: 50, 51, 342-346 
Reparación del daño: 19, 21 
pár. 2, 30, 41 2, 44 7,   
Reproche reducido: 19 11 

Requerimiento  administrati-
vo: 414 
Requerimiento fiscal: 301, 
305- 314 
Resoluciones judiciales 
- auto interlocutorio: 124 
pár. 3 
- fundamentación: 125 
- originales y copias: 128 
- providencias: 124 pár. 2 
- requisitos: 124 pár. 5 
- resolución firme: 127 
- sentencias definitivas: 124 
pár. 4 
Responsabilidad de funcio-
narios: 131 pár. 2, 137 
Retiro de la instancia: 24 
Retroactividad de la ley pro-
cesal penal: 11 
Revisión de sentencias: 8, 
481-489. 

 
S 
 

Sanciones procesales: 114 
Secuestro: véase medios de 
prueba 
Sentencia 
- absolución: 401 
- condena: 402 
- deliberación: 3 pár. 3, 396, 
397 
- redacción y lectura: 399 
- requisitos de la sentencia: 
398 
- sentencia y acusación: 400 
- vicios de la sentencia: 403 
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Suspensión a prueba de la 
ejecución de la condena: 21 
Suspensión condicional del 
procedimiento: 21, 25 6,  44 
3, 254 pár. 4, 301 3, 308 

- condiciones y reglas: 
22 

- revocatoria: 23 
 

T 
 
Testigos 
- abstención: 205, 207 
- aprehensión: 212 
- citación: 208 
- comparecencia por medio 
de la fuerza: 210 
- deber de abstención: 206, 
207 
- deber de interrogar: 202 
- deber de testificar: 203 
- excepción al deber de con-
currir: 204 
- facultad de abstención: 205 
- forma de la declaración: 
213 
- residentes en el extranjero: 
211 
- residentes lejanos: 209 
Traductores e intérpretes: 7, 
111 pár. 2, 116, 119 pár. 2, 
226, 381 pár. 2 
Traslados a las partes: 164 
Tribunales especiales: 2 

 
V 
 

Víctima 

- calidad: 67 
- derechos: 68 
- indemnización en caso de 

morosidad judicial: 137 
pár. 2 

 
 

 
 

 


